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1. Objeto del trabajo. En 1976 se produce la 
incorporación expresa al ámbito del Derecho del Trabajo 
de la actividad laboral de los internos en 
Establecimientos Penitenciarios, actividad a la que se 
reconoce legalmente una naturaleza especial. Desde 
entonces, tres han sido las normas reglamentarias a 
través de las cuales se ha intentado configurar, con 
mayor o menor éxito, el marco jurídico de la misma, dos 
de ellas pertenecientes al ordenamiento jurídico 
penitenciario -en concreto, los Reglamentos 
Penitenciarios de 1981 y 1996-, y sólo una, la vigente a 
día de hoy -el Real Decreto 782/2001, de 6 de julio-,
propia del ordenamiento jurídico laboral.
A partir del preciso momento de su recepción por esa 
rama del ordenamiento jurídico, el legislador vendrá 
compelido a observar, para su regulación, el principio de
asimilación entre el trabajo penitenciario y el que se
realiza en libertad, principio introducido a mediados del 
siglo XX, con eficacia de mera recomendación, por las 
Reglas Mínimas de Naciones Unidas y del Consejo de Europa 
para el Tratamiento de los Reclusos y que habría de
interpretarse como el necesario sometimiento del trabajo 
de los internos a las mismas o similares reglas jurídicas 
que las que rigen para los trabajadores del mundo libre. 
En consecuencia, el legislador quedará obligado a 
inspirarse en su tarea en los principios y criterios de 
aplicación propios del ordenamiento jurídico laboral y no 
del penitenciario.
Y ello a pesar de que, al habérsele reconocido a 
esta relación de trabajo una naturaleza especial, precise
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por ende de un tratamiento jurídico específico, y
diferenciado del que corresponde a la relación laboral 
común, en la medida en que las normas por las que se 
regula la relación laboral ordinaria se revelan como 
incapaces de solventar las necesidades de tutela 
específica de los sujetos que forman parte de esta 
relación laboral especial, necesidades que derivan de las 
peculiaridades que manifiesta la causa de esta relación, 
así como -no puede obviarse- de la especial situación 
procesal y penitenciaria del sujeto trabajador de la 
misma, cuyo status jurídico condicionará el ejercicio de 
ciertos derechos y facultades.
Ahora bien, aun cuando, en realidad, no puede 
hablarse de una verdadera regulación de la relación 
laboral especial hasta la promulgación del Reglamento 
Penitenciario de 1996, no es sino hasta la aprobación de 
una norma específica y diferenciada, perteneciente al
ordenamiento jurídico laboral -el Real Decreto 782/2001, 
de 6 de julio, mediante la que se ha configurado el 
régimen jurídico de la prestación de servicios de estos 
internos trabajadores-, cuando a mi juicio se produce la 
plena confirmación del carácter laboral de esta relación.
El propósito que encauza la realización de este
trabajo no es tan sólo el de efectuar un análisis 
jurídico de la norma reglamentaria que, en la actualidad, 
contiene la regulación de la relación laboral especial de 
los internos en Establecimientos Penitenciarios, sino 
hacerlo desde la idea de que el castigo en que consiste, 
en definitiva, la privación de libertad, se ha de limitar 
únicamente a ésta, debiendo en consecuencia ejecutarse la 
pena en condiciones en las que efectivamente se garantice
2
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el respeto a la dignidad y al libre desarrollo de la 
personalidad del interno, lo que requiere del esfuerzo de 
las Instituciones Penitenciarias y de la sociedad entera 
en orden a compensar las carencias del interno, tratando 
así de proporcionarle los medios para llevar en el futuro 
una vida sin delinquir y dé facilitarle su reinserción 
social. Es en este aspecto en el que el trabajo del 
interno adquiere, a mi juicio, una enorme relevancia. 
Partiendo de esta idea, la intención que preside la 
elaboración de esta obra será la de verificar si el 
actual régimen jurídico de la relación laboral especial 
penitenciaria da respuesta o no a la finalidad que se le 
ha conferido constitucional y legalmente. En efecto, si
ello se ha conseguido o no será uno de los temas
esenciales en los que profundizar.
Con todo, debo advertir que en este estudio no se 
abordan en profundidad todas y cada una de las cuestiones 
vinculadas con la relación de trabajo de los internos en 
Establecimientos Penitenciarios. Así, se ha descartado en 
el análisis, por su amplitud, el tratamiento de la 
protección de Seguridad Social de los internos que 
trabajen en talleres penitenciarios, salvo allí donde 
tenga particular repercusión sobre cuestiones propias de 
la relación individual de trabajo. Del mismo modo, aunque 
en este caso por razones de método al no haber sido
objeto de tratamiento específico en la norma
reglamentaria reguladora de la relación especial, el 
estudio de los derechos colectivos no se realiza, dada su 
escasa entidad objetiva, por separado del análisis del 
régimen jurídico de la prestación de servicios del 
interno trabajador sino al hilo de su concreta y puntual 
aparición a lo largo de dicho análisis.
3
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Conviene finalmente indicar que, al tratarse de una 
relación laboral especial cuya norma reguladora es, 
relativamente, de reciente aprobación, resultará 
imprescindible hacer constante referencia a su inmediata 
predecesora, el Reglamento Penitenciario de 1996, al 
objeto de resaltar las diferencias entre ambas y las 
correcciones y mejoras, si las hay, o las imperfecciones, 
introducidas por la norma de 2001 tras el muy corto 
período de aplicación de su antecesora.
2. Sistemática utilizada en su desarrollo. Por lo
que hace a la sistemática del trabajo, éste se encuentra 
dividido en tres capítulos.
En el primero de ellos se pretende, de una parte, 
dar a conocer las vicisitudes por las que ha tenido que 
transcurrir el trabajo de los reclusos hasta dotarse de 
la naturaleza que posee hoy en día, pudiendo así 
advertirse cómo la forma de concebir jurídicamente ese 
trabajo ha ido variando en función del modo en que ha 
evolucionado la manera de enfocar los objetivos del 
ingreso en prisión; y, de otra parte, analizar la 
repercusión de las previsiones de la Constitución 
Española de 1978, concretamente de su artículo 25.2, en 
el actual marco regulador del trabajo penitenciario en 
general, y de la relación laboral especial penitenciaria 
en particular.
El capítulo segundo está destinado a delimitar el 
ámbito objetivo de la relación laboral especial de los 
internos en Establecimientos Penitenciarios tras su 
incorporación al ámbito del Derecho del Trabajo. La
4
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consecución de ese propósito requerirá de la constatación 
de los devaneos y contradicciones en que incurren las 
sucesivas normas reguladoras al abordar esa tarea 
delimitadora, hasta llegar, en el análisis, a la norma 
actualmente en vigor, así como también exigirá del 
estudio de la presencia o ausencia en dicha relación de 
los presupuestos sustantivos de la relación laboral y de 
las razones o los motivos que determinan su especialidad.
El capítulo tercero y último se centrará en el 
análisis preciso y, en la medida de lo posible, 
exhaustivo de la norma reglamentaria reguladora de la 
prestación de servicios de los internos trabajadores, 
haciendo especial hincapié en la adecuación o no de las 
instituciones que la misma sistematiza a los motivos de 
su especialidad, y en la particular proyección de las 
cuestiones de régimen penitenciario y, en definitiva, de 
normas y de sujetos ajenos a esa relación de trabajo en 
la vida de la misma.
El trabajo finalizará con las conclusiones que se 
desprendan de las materias abordadas en la investigación 
sin perder de vista la idea que conforma el hilo 
conductor de la misma, que no es otra que la de la 
indispensable asimilación del régimen jurídico del 
trabajo de los internos con el del trabajo en libertad, 
al objeto de contribuir con esa asimilación a prepararles 




EL TRABAJO EN PRISIÓN: EVOLUCIÓN Y NATURALEZA
ACTUAL

I. INTRODUCCIÓN. DELIMITACIÓN DEL OBJETO DE ESTE CAPÍTULO.
1. Introducción. El trabajo del penado es una 
institución que históricamente ha ido unida de forma muy 
estrecha al concepto de pena privativa de libertad.
Como va a poder apreciarse a lo largo del presente 
capítulo, tras haberse concebido en sus orígenes como una 
pena en sí mismo, el trabajo del recluso se erigirá, con 
el triunfo del liberalismo frente al Antiguo Régimen y la 
conversión de la pena privativa de libertad en pena 
independiente -eje en torno al cual se configurarán los 
sistemas punitivos modernos-, en factor o elemento 
productivo en un principio, para transformarse 
posteriormente en criterio a utilizar, dentro de los 
sistemas de ejecución de penas aplicados en los 
establecimientos penitenciarios, para la progresión o 
regresión de grado de los internos -percepción ya 
superada del trabajo penitenciario-, y finalmente en 
elemento esencial del tratamiento de los internos, esto 
es, de aquellos sujetos que se encuentren recluidos en un 
establecimiento penitenciario.
Esta transformación en la visión que del trabajo de 
los reclusos se ha mantenido a lo largo del tiempo ha ido 
acompañada -o quizá cabría decir motivada- por una 
evolución de la teoría de la pena en relación con los 
fines que a través de ella se intentan conseguir, los 
cuales dejarán de ser la mera retribución, esto es, la 
pena considerada como castigo a imponer a quien delinque
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y cuya finalidad se agota en sí misma, para pasar a 
comprender la prevención del delito, es decir, al intento 
de evitar la futura comisión de delitos, bien por la 
colectividad en general (prevención general), bien por 
quien ya ha delinquido (prevención especial).
Por este motivo considero que resulta difícil 
estudiar la evolución del trabajo de los reclusos sin 
examinar siquiera brevemente y de forina paralela, de una 
parte, la pena privativa de libertad, su nacimiento y 
posterior desarrollo y, de otra, el concepto y los fines 
que nuestro ordenamiento jurídico atribuye a la pena. 
Examen que será, naturalmente, breve, dado que no se 
pretende efectuar un estudio exhaustivo de la materia en 
cuestión, más propio de otras disciplinas, cuanto hacer 
mención de las distintas teorías existentes, destacando 
aquella o aquéllas que serán consideradas como las más 
apropiadas desde la perspectiva del trabajo 
penitenciario.
Sin embargo, no es sólo ese el objetivo de este 
capítulo, pues poco tendría que ver, per se, con el 
objeto de esta tesis doctoral. Mi intención va a ser la 
de tratar de realizar con detenimiento un estudio, no ya 
de la evolución histórica del trabajo de los penados, 
sobre la que existe abundante bibliografía cualificada, 
sino del modo en que la evolución en la manera de enfocar 
los objetivos de la pena privativa de libertad, y del 
ingreso en prisión, ha ido influyendo en la forma en que 
se concibe jurídicamente el trabajo de los sometidos a 




II. EL TRABAJO PENITENCIARIO: EVOLUCIÓN Y DELIMITACIÓN.
11.1. EVOLUCIÓN HISTÓRICA: DIFERENCIA ENTRE TRABAJO PENAL. 
UTILITARIO Y PENITENCIARIO.
1.1. FASES DE LA EVOLUCIÓN DEL TRABAJO DE LOS 
RECLUSOS
2. Introducción. En la historia del trabajo de los 
penados la doctrina ha distinguido tradicionalmente tres 
etapas o momentos históricos distintos1. Estas etapas se 
corresponden a su vez con las tres fases que pueden 
diferenciarse en la génesis, nacimiento y evolución de la 
pena privativa de libertad, debido a que ésta, su 
naturaleza y carácter, incide sobre el trabajo de los 
penados.
En realidad, como se constatará a continuación, 
tanto en los antecedentes de esta pena como en su 
nacimiento y posterior evolución, el desarrollo de 
actividad laboral será fundamental.
3. El concepto de pena. Desde el principio de los 
tiempos las sociedades se han dotado de un sistema de 
penas, penas que han podido ser más o menos crueles, en
1 Sigo en esta distinción a BELAUSTEGUI MAS, C., 
Fundamentos del Trabajo Penitenciario, Talleres 
Penitenciarios de Alcalá de Henares, Madrid, 1952.
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función del momento histórico, y que igualmente han 
podido estar provistas de una u otra finalidad, de unos u 
otros fines. Pero con independencia de cuáles sean, o 
hayan sido, sus características principales, lo cierto es 
que la pena ha existido siempre en su acepción más pura, 
esto es, entendida como un castigo2. En definitiva, la 
pena entendida conceptualmente como retribución, como 
"precio"3 que uno ha de pagar por haber cometido un acto 
ilícito.
Sin embargo, en la búsqueda de un concepto jurídico 
de la pena, más amplio que el de mero castigo, ésta ha 
sido definida como "la privación o restricción de bienes 
jurídicos impuesta, conforme a ley, por los órganos 
jurisdiccionales competentes, al culpable de una
infracción penal"*, definición que, aun proviniendo de un 
texto escrito por CUELLO CALÓN hace prácticamente medio 
siglo, hoy día sigue estando plenamente vigente5.
2 Pena : "(del lat. poena.) f. Castigo impuesto por 
autoridad legítima al que ha cometido un delito o falta." 
Diccionario de la Lengua Española, 21a ed., Real Academia 
Española, Espasa-Calpe, Madrid, 1992, p. 1565.
3 Véase en este sentido COBO DEL ROSAL, M. y VIVES 
ANTÓN, T., Derecho Penal. Parte General, 5a ed., Tirant 
lo Blanch, Valencia, 1999, p. 797.
4 Cfr. CUELLO CALÓN, E., La moderna penología, T.I, 
Bosch, Barcelona, 1958, p. 16. En la definición que de la 
pena hace este autor se contienen dos de los principios 
fundamentales del Derecho penitenciario, o más bien de 
las garantías integrantes del principio de legalidad: la 
garantía penal (nulla poena sine lege); y la garantía 
ejecutiva (según la cual la ejecución de las penas ha de 
hacerse conforme a la ley) .
5 Aunque la transcrita definición es antigua, de 
1958, no por ello está obsoleta, como se demuestra si 
leemos, por ejemplo, a GRACIA MARTÍN, L., "El sistema de 
penas en el Código penal español", en GRACIA MARTÍN, L.;
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Varios son los elementos de la pena a destacar de 
esta definición:
a) en primer lugar, el hecho de que se configure la 
pena como un mal para quien la recibe6, puesto que la 
mayor parte de la doctrina penal admite que la privación 
impuesta de bienes jurídicos7 es percibida como un mal
BOLDOVA PASAMAR, M.A. y ALASTUEY DOBÓN, C., Lecciones de 
consecuencias jurídicas del delito, 2 a ed., Tirant lo
Blanch, Valencia, 2000, pp. 25 y 26. Igualmente, MAPELLI 
CAFFARENA, B. y TERRADILLOS BASOCO, J., Las consecuencias 
jurídicas del delito, 3a ed., Cívitas, Madrid, 1996, p. 
29, donde efectúan un análisis, no por breve menos 
completo, de las características principales del concepto 
de pena creado por CUELLO CALÓN.
6 En este sentido se pronuncian la mayoría de los 
autores. Ya LARDIZÁBAL Y URIBE, M. , en su Discurso sobre 
las penas contraído a las leyes criminales de España, 
para facilitar su reforma, 1782, versión editada por 
Comares, Granada, 1997, p. 18, la definía como "el mal 
que uno padece contra su voluntad y por superior 
precepto, por el mal que voluntariamente hizo con 
malicia, o por culpa". En ese sentido pueden verse 
también, por ejemplo, CARRARA, F., Programa del curso de 
derecho criminal. Parte general, II, Ed. Depalma, Buenos 
Aires, 1944, p. 405; MARCÓ DEL PONT, L., Penología y 
sistemas carcelarios, Tomo I, Ed. Depalma, Buenos Aires, 
1974, pp. 2 y ss.; MIR PUIG, S., "Problemática de la pena 
y seguridad ciudadana". Revista Jurídica de Cataluña, na 
1/1981, p. 182; COBO DEL ROSAL y VIVES ANTÓN, Derecho 
Penal, cit., p. 796; MAPELLI CAFFARENA y TERRADILLOS 
BASOCO, Las consecuencias jurídicas del delito, cit., pp. 
29 y ss.; GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, A., Derecho Penal. 
Introducción, Servicio de Publicaciones Facultad de 
Derecho Universidad Complutense de Madrid, 2000, p. 123; 
MIR PUIG, S., Introducción a las bases del Derecho Penal. 
Concepto y método, Ed. Julio César Faira, Montevideo, 
2002, p. 79; ZUGALDÍA ESPINA, J. (Dir.) y PÉREZ ALONSO, 
E. (coord.), Derecho Penal. Parte General, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2002, p. 57.
7 Entendiendo por bienes jurídicos todo bien, 
situación o relación deseados por el derecho: Véase 
WELZEL, Das deutsche Strafrecht, 11a ed., Walter de 
Gruyter, Berlín, 1969, pp. 4 y ss., citado por CEREZO
13
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por el sujeto a guien se impone, y no como un bien, 
opinión que en su momento mantuvieron los 
correccionalistas8 ;
b) en segundo lugar, esa pena a la que se somete al 
sujeto ha de estar prevista expresamente en un texto 
legal -"conforme a ley*-, y esa manifestación del 
principio de legalidad se extiende no sólo a la pena en 
sí misma9 , sino también a su ejecución10;
MIR, J., Curso de derecho penal español. Parte general, 
1, 5fi ed., Tecnos, Madrid, 1996, p. 13. Como señalara VON 
LISZT -citado por BACIGALUPO, E., Manual de Derecho 
Penal, Parte General, Ed. Temis, Bogotá, 1989, p. 9.-, 
los bienes jurídicos son los "intereses vitales, 
intereses del individuo o de la comunidad: los intereses 
no los crea el ordenamiento jurídico sino la vida; pero 
la protección jurídica eleva el interés vital a bien 
jurídico*. Resulta evidente que el hecho de verse privado 
el individuo de un interés propio, de un interés vital, 
no puede ser percibido por éste como un bien, sino como 
un mal que se le inflige, aunque de esa privación pueda 
resultar a posteriori un bien para quien la sufre.
8 Cfr. RÓDER, K., Las doctrinas fundamentales 
reinantes sobre el delito y la pena en sus interiores 
contradicciones, traducción de F. Giner, 3* ed., Madrid, 
1977, pp. 239 y 240, donde señala que "la pena
correccional es la más favorable al delincuente a la vez 
que al Estado, como un verdadero beneficio para todo el 
cuerpo social y para el miembro enfermo". Citado por 
ROLDAN BARBERO, H. , Historia de la prisión en España,
PPU, Barcelona, 1988, p. 109.
9 Se trata de la garantía penal del principio de
legalidad (”nulla poena sine lege") , establecida en el 
artículo 2.1 del Código Penal vigente en nuestro país, 
aprobado por Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre (en 
adelante CP) , según el cual "no será castigado ningún 
delito ni falta con pena que no se halle prevista por Ley 
anterior a su perpetración*.
10 Es la antes mencionada garantía ejecutiva, a tenor 
de la cual la ejecución de las penas ha de hacerse
conforme a la ley.
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c) en tercer lugar, la pena ha de ser impuesta por 
los órganos jurisdiccionales, esto es, por el Juez o 
Tribunal competente conforme a las leyes procesales 
penales, ejecutándose igualmente bajo la vigilancia de 
los Jueces y Tribunales competentes11 ;
d) por último, la pena se impone al autor de un 
delito o falta, que deberá ser culpable del mismo - 
principio de culpabilidad12-.
La pena, en definitiva, ha de considerarse la 
primera y principal consecuencia jurídica del delito, 
aunque no la única, puesto que comparte esa calificación
11 Otra de las garantías en que se concreta el 
principio de legalidad es la garantía jurisdiccional, 
prevista en el artículo 3.1 CP, por el cual "no podrá 
ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de 
sentencia firme dictada por el Juez o Tribunal 
competente, de acuerdo con las leyes procesales*. En 
cuanto a su ejecución, el artículo 3.2 del mismo texto 
legal dispone que ”... la ejecución de la pena o medida 
de seguridad se realizará bajo el control de los Jueces y 
Tribunales competentes" -principio de intervención 
judicial-.
12 Al principio de culpabilidad se le atribuyen al 
menos tres funciones: 1) individualizar la 
responsabilidad; 2) fundamentar la pena; 3) limitar la 
duración de ésta. A este respecto puede consultarse 
ROXIN, "Reflexiones político-criminales sobre el 
principio de culpabilidad", en Culpabilidad y prevención 
en derecho penal, Reus, Madrid, 1981. En palabras de 
BETTIOL -"Sobre las ideas de culpabilidad en un derecho 
penal moderno", en Problemas actuales de las ciencias 
penales y la filosofía del derecho. Homenaje al profesor 
Luis Jiménez de Asúa, Ed. Pannedille, Buenos Aires, 1970, 
pp. 639 y ss.-, "guien dice culpabilidad dice reproche 
por un hecho acaecido y por el que un hombre es llamado a 
responder*. En el mismo sentido destacan COBO DEL ROSAL y 
VIVES ANTÓN que "la pena expresa y concreta, pues, esa 
reprobación y ese reproche y, en consecuencia, el mal en 
que consiste se infringe como castigo por el hecho 




con las medidas de seguridad y reinserción social y con 
otras consecuencias accesorias previstas en el Código 
Penal13.
4. El concepto de pena privativa de libertad. La
pena privativa de libertad, a la que va unida el trabajo 
de los reclusos objeto de análisis, ha sido definida hoy 
día como la pérdida temporal de libertad de un penado, 
mediante su internamiento en un establecimiento 
penitenciario, determinada previamente por una sentencia 
judicial y ejecutada conforme a la legislación vigente al 
objeto de favorecer la resocialización del delincuente14. 
Sin embargo, no siempre la pena privativa de libertad se 
configuró de esta manera ni respondió a este fin.
13 Véanse, entre otros, GONZÁLEZ CANO, I., La 
ejecución de la pena privativa de libertad, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 1994, pp. 31 y ss; CEREZO MIR, Curso de 
derecho penal español, cit., pp. 20 y ss. ; MAPELLI 
CAFFARENA y TERRADILLOS BASOCO, Las consecuencias 
jurídicas del delito, cit., pp. 21 y ss. ; GRACIA MARTÍN, 
BOLDOVA PASAMAR Y ALASTUEY DOBÓN, Lecciones de 
consecuencias jurídicas del delito, cit., pp. 311 y ss. 
Todos ellos, junto con la pena, apuntan como 
consecuencias jurídicas del delito las medidas de 
seguridad y reinserción social postdelictuales, cuyo 
fundamento ha de hallarse en la peligrosidad criminal del 
delincuente. Además, los dos últimos traen a colación las 
denominadas consecuencias accesorias, cuyo fundamento es 
muy diverso; y la responsabilidad civil derivada del 
delito, cuyo fundamento se encuentra en la producción de 
un daño material o moral a la víctima del delito o a un 
tercero, es decir, en un hecho derivado causalmente del 
hecho típico y antijurídico en que consiste el delito, 
siendo su naturaleza civil y no penal.
14 Puede verse esta definición en MAPELLI CAFFARENA y 
TERRADILLOS BASOCO, Las consecuencias jurídicas del 
delito, cit., p. 67.
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1.1.1. PRIMERA ETAPA: TRABAJO PENAL O AFLICTIVO.
5. Naturaleza cruel o aflictiva del trabajo. La
primera etapa en la evolución del trabajo de los penados, 
que se corresponde temporalmente con la Antigüedad y la 
Edad Media, venía caracterizada por la imposición del 
trabajo a los condenados con la intención de 
atormentarles en el mayor grado posible, considerando ese 
castigo como expiación del mal causado. El trabajo en sí 
mismo era la pena que habían de soportar. Lo que se 
buscaba como principal objetivo de la condena al trabajo 
no era la enmienda del condenado, ni tan siquiera el 
obtener una utilidad del mismo, sino causarle el mismo 
sufrimiento que él había provocado.
En efecto, en sus orígenes, el trabajo de los 
penados poseía una naturaleza cruel y aflictiva, 
consistiendo básicamente en la realización de trabajos 
duros y penosos. Así, por ejemplo, durante el Bajo 
Imperio romano comenzó a imponerse como pena a los 
esclavos la realización de trabajos forzados, trabajos a 
prestar en obras públicas como el arreglo de carreteras, 
limpieza de alcantarillas, etc.15. En esta fase, en 
palabras de doctrina clásica en esta materia, el trabajo 
se integró y confundió con la pena16.
15 Sobre este tema puede verse SELLIN, T., 
"Reflexiones sobre el trabajo forzado", en Revista de 
Estudios Penitenciarios, na 174/1966.
16 Véase en este sentido BELAUSTEGUI MAS, Fundamentos 
del Trabajo Penitenciario, cit., p. 8.
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6. Inexistencia de penas privativas de libertad. Era
ésta una etapa en la que aún no existía la pena privativa 
de libertad. Es más, si bien durante la Alta Edad Media 
se aplicaron la penance y la contienda17, antes y después 
de ella predominaron las penas corporales18, e incluso la 
pena capital o pena de muerte, siendo sin embargo la pena 
de prisión algo desconocido entonces en cuanto pena 
privativa de libertad19, aunque no pueda decirse que 
ocurriera lo mismo con la cárcel como lugar físico, 
puesto que ya en ese momento existían precedentes, sobre 
todo en los países del lejano y medio oriente -chinos, 
japoneses, hindúes, persas, babilonios, árabes, hebreos y
17 Véase al respecto RUSCHE, G. y KIRCHHEIMER, O., 
Pena y estructura social, Ed. Temis, Bogotá, 1984, pp. 7 
y ss. La penance es la pena pecuniaria impuesta por 
autoridad distinta a la judicial, y la contienda es la 
venganza particular admitida por las leyes medievales.
18 Describe CUELLO CALÓN en su obra las penas 
corporales utilizadas en la Antigüedad, destacando las 
mutilaciones, la fustigación, el arrancamiento del cuero 
cabelludo, los azotes, y en la Edad Media, mencionando la 
tremenda brutalidad de las mismas -véase La moderna 
penología, cit., pp. 247 y ss.-.
19 Recuerdan sin embargo RUSCHE y KIRCHHEIMER -Pena y 
estructura social, cit., p. 9- que ya el Estatuto de la 
ciudad de Sión, de 1338, preveía para el supuesto de 
agresiones una multa de 20 libras, si bien en el caso de 
que no se pudiera pagar se sustituiría por una pena de 
privación de libertad, siendo el condenado trasladado a 
prisión, donde estaría a pan y agua hasta que sus 
conciudadanos intercedieran por él o el obispo le 
perdonara. No obstante, opinan estos autores que en este 
caso la pena de prisión se considera una forma de pena 
corporal, pues lo cierto es que uno de los factores 
determinantes de la evolución del sistema de penas 
corporales en la Edad Media es la imposibilidad de los 
delincuentes de clases bajas de afrontar el pago de la 
penance, sustituyéndose entonces por una pena corporal.
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egipcios- de lugares destinados a ser cárceles20, donde 
los internos eran sometidos a toda clase de torturas. Y 
en civilizaciones geográficamente más próximas, como la 
romana o la griega, existían también cárceles 
consideradas como lugares donde se custodiaba y mantenía 
seguros a los acusados, no como lugares donde debieran 
cumplir pena.
En definitiva, lo destacable de ellas en esta fase 
era su finalidad asegurativa21, y no su ulterior carácter 
de lugar de cumplimiento de penas. Se trataba de lugares 
donde encerrar a los delincuentes con el objeto, no de 
castigarles, sino de retenerles. No obstante, y como 
excepción a señalar, ya entonces existían cárceles de 
deudores para quienes no cumplían con obligaciones como 
el pago de impuestos22.
1.1.2. SEGUNDA ETAPA: TRABAJO UTILITARIO.
7. La pena asume fines preventivos y utilitarios. En
la segunda etapa, que coincide en el tiempo con el 
comienzo de la Edad Moderna, la pena poseía todavía un 
carácter expiatorio, si bien adquirió simultáneamente un 
sentido preventivo, teniendo por objeto la desaparición
20 Puede verse a este respecto MARCÓ DEL PONT, 
Penología y sistemas carcelarios, cit., pp. 34 y ss.
21 Véase GARRIDO GUZMAN, L., Compendio de Ciencia 
Penitenciaria, Universidad de Valencia, 1976, p. 46.
22 Véase CUELLO CALÓN, La moderna penología, cit., p. 
300. Igualmente, GARRIDO GUZMAN, ult.ob.cit., p. 45.
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o, cuando menos, la disminución de los delitos, viniendo 
dotada por tanto de un fin utilitario.
Se consideraba que la pena era, principalmente, el 
castigo merecido por el delincuente, siendo su imposición 
una "justa venganza", mas, junto a esta concepción de la 
pena como castigo, fue utilizada en paralelo como arma 
represiva, como invitación a obedecer la ley por el 
camino del ius puniendi23. En esta fase, además, la pena 
tenía como objetivo conseguir del condenado una mayor 
utilidad, ponerle en situación de reportar un beneficio a 
la sociedad.
8. El trabajo de los penados con fines utilitarios.
Con el trabajo de los reclusos sucedió lo mismo: se
tendió a obtener de ellos una utilidad para el Estado24. 
Este hecho no impide reconocer que en la primera etapa 
ese fin utilitario también existía, si bien no como fin 
principal sino accesorio.
En esta segunda etapa, como puede verse, el trabajo 
de los reclusos adquirió el carácter de utilitario, por 
contraposición con el principal carácter aflictivo del 
mismo en la primera fase. La duración de esta fase 
alcanzó las épocas en que, una vez desaparecida la 
esclavitud, los Estados necesitaron aprovecharse del 
trabajo de los reclusos movidos por razones de seguridad 
y expansión, motivos por los cuales los utilizaban, no 
sólo en la realización de obras públicas -explotación de
23 En este sentido, TOMÁS Y VALIENTE, F., 
"Introducción" en BECCARIA, C., De los delitos y de las 
penas, Aguilar, Madrid, 1969, pp. 30-31.
24 Al respecto, BELAUSTEGUI MAS, Fundamentos del 
Trabajo Penitenciario, cit., p. 5.
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minas y canteras, construcción de carreteras, puentes, 
etc.-, necesarias en casi todos los países, sino también 
en todo aquello que estuviese relacionado con la defensa 
y el combate. A cambio de un trabajo, gratuito en todos 
los casos, el Estado muchas veces conmutaba las duras 
penas corporales en que hasta entonces había consistido 
la pena25.
9. Finales de la Edad Media: situación social y 
económica en Europa. En efecto, en esta época, una vez 
finalizada la Edad Media, se produjo en Europa un 
incremento de la población que, unido a "la 
transformación de las tierras agrícolas en tierras de 
praderas y a la aparición de sistemas capitalistas de 
pastoreo"26, provocó, como consecuencia inmediata, la 
incapacidad por parte del sistema económico de absorber 
la mano de obra existente, produciéndose un aumento de la 
desocupación y la pobreza, al tiempo que una muy 
importante caída en la cuantía de los salarios27.
10. Situación penal en Europa: penas corporales y 
generalización de la pena de muerte. En el ámbito penal, 
los problemas sociales que esto trajo consigo -existencia 
de vagabundos, delincuentes y mendigos que formaron
25 En ese sentido, TOMÁS Y VALIENTE, F., El Derecho 
Penal de la Monarquía Absoluta (Siglos XVI, XVII Y 
XVIII), Tecnos, Madrid, 1969, pp. 357 y 358.
26 Cfr. RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y estructura 
social, cit., p. 12.
27 SCHMOLLER, G., Grundriss der allgemeinen 
Volkswirtschaftslehre, Leipzig, 1904, II, p. 295, -citado 
en RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y estructura social, cit., 
p. 14- revela que los salarios reales cayeron de un 
índice 100 entre los años 1450 y 1499 hasta un índice 48 
en los años 1550 a 1559.
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bandas de asaltantes y que incrementaron la comisión de 
acciones delictivas, sobre todo contra la propiedad- 
trataron de solucionarse mediante la imposición de duras 
penas corporales y una generalización de la pena de 
muerte28.
Se creó de este modo un derecho penal orientado 
directamente contra -que no hacia- las clases más 
bajas29, a las cuales se aplicaban esas penas corporales. 
Por el contrario, en aquellos casos en que el delito 
fuera cometido por un miembro de la clase alta, se 
permitía la realización de negociaciones y acuerdos al 
objeto de llegar a una mera compensación de la víctima 
por parte del ofensor30. Se trata, como puede verse, de 
la utilización de una "doble vara de medir" pues, ante 
delitos iguales, lo determinante a la hora de establecer 
la pena correspondiente era la persona del delincuente.
La pena pecuniaria se reservaba entonces, bien sea 
por condena directa, bien sea reemplazando a las 
corporales, a los miembros de las clases superiores, que 
eran los que podían sufrirlas, mientras que al resto de 
la sociedad se aplicaron, o bien penas corporales cada 
vez más severas y que muchas de las veces terminaban con
28 Sobre esta situación en España resulta 
recomendable la lectura de TOMÁS Y VALIENTE, El derecho 
Penal de la Monarquía Absoluta, cit., pp. 248 y ss.
29 Véase en este sentido RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y 
estructura social, cit., pp. 15 y 19.
30 Se trata de la aplicación de una práctica judicial 
antigua y conocida en la historia del derecho penal, la 
Clagspiegel. Sobre este tema, véase RUSCHE y KIRCHHEIMER, 
Pena y estructura social, cit., p. 15, nota al pie 26.
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la muerte del condenado31, o bien de manera directa la 
pena de muerte, cuya ejecución se haría cada vez de 
manera más brutal32. El valor de la vida en esta época 
era prácticamente nulo, no teniendo ni siquiera interés 
como fuerza de trabajo, dado el exceso de oferta.
11. Finales del siglo XVI: situación social y
económica en Europa. Sin embargo, este panorama cambió en 
la segunda mitad del S. XVI, cuando el descenso de la 
natalidad, junto con la mayor mortandad provocada por las 
guerras de religión entre católicos y protestantes, 
ocasionó una importante disminución de la mano de obra, 
fuerza de trabajo cada vez más necesaria debido al 
incremento del comercio tras los descubrimientos de 
nuevas tierras y apertura de nuevos mercados33. Esta
31 Se habla de "amputación de manos, dedos y
falanges, cortes y extracciones de la lengua, ojos, oídos 
y castraciones” en RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y 
estructura social, cit., p. 21, citando a VON HIPPEL, 
Deutsches Strafrecht, I, Berlín, 1925, p.135.
32 Difícilmente uno puede imaginarse la realidad de 
la época. Mencionan RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y
estructura social, cit., p. 23, "ejecuciones practicadas 
con cuchillo, hacha y espada, cabezas golpeadas con 
maderas o cortadas con arados, gente enterrada viva o 
dejada morir de hambre, clavos martillados en la cabeza, 
ojos, hombros y rodillas, estrangulaciones y 
asfixiamientos, desangramientos y desvi sceramientos... " , 
y así hasta un sinfín de torturas. Es muy significativa 
su opinión de que lo más relevante, con relación a la 
pena de muerte, fuera el encontrar la manera -más cruel y 
sádica, apunto yo- en que llevar a cabo la misma.
33 DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L., El trabajo
penitenciario resocializador. Teoría y regulación 
positiva, Caja de Ahorros Provincial de Guipúzcoa, 1982, 
p. 40. Véase también a este respecto SMITH, A.,
Investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza 
de las naciones, original en inglés de 1793, trad. al
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creciente necesidad de un bien escaso, la mano de obra, 
se traducirá en aquel momento en la garantía de 
condiciones de trabajo favorables y el pago de salarios 
altos a los trabajadores, tan altos incluso que causarán 
la pobreza de muchos propietarios.
12. Situación penal: florecimiento de los trabajos
forzados. En este estado de cosas, se produjo un 
renacimiento de los trabajos forzados, por dos motivos 
bien distintos: de una parte, para dar respuesta a la
creciente necesidad de mano de obra34; de otra, ante la 
progresiva repulsa de la sociedad y del clero hacia la 
pena capital y las penas corporales35, que, a pesar de 
ello, no desaparecerían todavía de las legislaciones.
Así, nació en Europa una nueva pena, la de 
galeras36, con la única finalidad -utilitaria- de
castellano del Fondo de Cultura Económica, Méjico, 1979, 
p. 526.
34 Véase RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y estructura 
social, cit., pp. 25 y ss. Serán consideraciones de 
carácter económico las que primen a la hora del 
renacimiento de este tipo de condenas.
35 En este sentido, TOMÁS Y VALIENTE, El Derecho 
Penal de la Monarquía Absoluta, cit., pp. 371 y ss. 
También puede consultarse SELLIN, T., Slavery and the 
penal system, Elsevier, Nueva York, 1976, p. 44.
36 Consistente en prestar servicios en las galeras 
reales, que los "galeotesw impulsaban a remo. Durante los 
siglos XVI y XVII, hasta el descubrimiento de la 
navegación a vapor, se hizo trabajar en galeras a los 
condenados a la pena de muerte, utilizándoles los Estados 
para mantener su hegemonía naviera. Aunque no sólo a 
ellos: en España, Francia y Holanda se utilizó también en 
galeras a mendigos y vagabundos. Puede verse sobre esta 
pena LASALA NAVARRO, G., Galeotes y presidiarios al 
servicio de la marina de guerra en España, Madrid, 1961; 
RODRIGUEZ RAMOS, L., "La pena de galeras en la España
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aprovechar el trabajo de los penados, y respondiendo, no 
a razones de tipo humanitario, pues la verdad es que 
estaba más cerca de las penas corporales que de la pena 
de privación de libertad, sino a la creciente necesidad 
de remeros37. Por el mismo motivo se condenaba a trabajos 
forzados en las minas, en fortificaciones y presidios o 
en obras públicas38.
Se trataba, como ha destacado la doctrina39, no sólo 
de aprovechar su trabajo, sino también de "causarle un 
sufrimiento en expiación de su culpa".
13. Aparición de las Casas de Corrección. A finales 
del siglo XVI surgirían las denominadas "Instituciones o 
Casas de Corrección"40 que, como su propio nombre indica,
Moderna", Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, 
1978. De manera más general, SELLIN, "Reflexiones sobre 
el trabajo forzado", cit., pp. 45 y ss.
37 Véase en este sentido RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y 
estructura social, cit., pp. 65 y 66.
38 Como recuerda MARCÓ DEL PONT, "se dice que el 
penado ha sido remero, bombero, minero, bracero, albañil 
y bestia de carga y arrastre" -cfr. Penología y sistemas 
carcelarios, cit., p. 44-. Puede consultarse en esta 
materia la amplia bibliografía manejada por DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador, cit., 
p. 41. También es recomendable la lectura de CUELLO 
CALÓN, La moderna penología, cit., pp. 410 y ss.
39 Cfr. CUELLO CALÓN, La moderna penología, cit., p.
411.
40 Son numerosos los ejemplos que de ellas pueden 
darse. Tan sólo mencionar, como primera experiencia en el 
tiempo (1555), el Bridewell de Londres, antiguo palacio 
real destinado a la corrección de los pobres válidos que 
no querían trabajar; a finales del s. XVI las Tuchthuisen 
holandesas, dentro de las que encontramos la Rasphuis 
(1596) y la Spinhuis (1597) de Amsterdam -sobre ambas 
puede consultarse SELLIN, T., Pioneering in Penology. The
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sirvieron en un principio, no tanto a los objetivos 
clásicos de sacar provecho de la mano de obra -los 
"pobres aptos para el trabajo"41- y afligir al internado
Amsterdam Houses of Correction in t he sixteenth and 
seventeenth Centuries, University of Pennsylvania Press, 
Filadelfia, 1946-; en Italia el Hospicio de San Felipe 
Neri de Florencia, fundado por Filippo Franci en 1667 con 
objeto de corregir a niños vagabundos y descarriados; o 
el Hospicio de San Miguel de Roma, ya más cercano en el 
tiempo, pues su creación data de 1704 y cabe atribuírsela 
al Papa Clemente XI, y cuyo fin era reformar a 
delincuentes jóvenes y servir de asilo a huérfanos y 
ancianos inválidos -puede verse WINES, H., Punishment and 
Reformation. An historical sketch of the rise of the 
Penitentiary System, Winthrop Dlane, Nueva York, 1895, p. 
121 y ss., donde mantiene que esta Casa de Corrección es 
el límite entre dos épocas históricas, pues su régimen de 
vida, basado en el aislamiento nocturno y el trabajo en 
común diurno bajo la regla del silencio, servirá de 
modelo a las prisiones creadas a partir de ese momento-; 
en Flandes la de Gante, creada por Juan Vilain XIV en 
1775, bajo el modelo de la de Roma, si bien contando por 
vez primera con un sistema de clasificación y separación 
entre delincuentes en función de la gravedad de los 
delitos o en función de su sexo; o en España la Casa de 
Corrección de San Fernando de Jarama -sobre la que puede 
leerse a RIVACOBA Y RIVACOBA, M., "La fundación de la 
Casa de Corrección de San Fernando", en Estudios 
jurídicos en homenaje al Profesor Luis Jiménez de Asúa, 
Ed. Panedille, Buenos Aires, 1964, pp. 204 y ss.-
41 Véase en este tema MOIX MARTÍNEZ, M., "El derecho 
de pobres isabelino", Revista de Trabajo, nfl 48/1974, pp. 
225 y ss., donde, sin olvidar los antecedentes, realiza 
un estudio acerca de las distintas normas inglesas que, 
durante el Reinado de Isabel I, regularon el "derecho de 
pobres", uno de cuyos objetivos principales era el de 
poner a trabajar a todas aquellas personas que no 
tuvieran recursos para mantenerse, con el fin de evitar 
la mendicidad y la caridad "indiscriminada". Como 
precedente inmediato de este derecho de pobres isabelino 
cita MOIX la obra del humanista valenciano Juan Luis 
Vives, "De subvencione pauperum sive de humana 
necessitate* (1526), traducida al castellano como
"Tratado del socorro de los pobres", obra en la que el 
autor considera obligado el trabajo para aquellos pobres 
que por su edad y salud estén en condiciones para 
trabajar. Un estudio de la situación en Alemania, en
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en ella42, sino al más novedoso de reformar o corregir, 
transformando en "socialmente útil la mano de obra 
díscola "43.
Con este objeto se utilizaría el trabajo como 
actividad cotidiana en la búsqueda de una más fácil 
integración en el sistema de producción capitalista tras 
salir de la institución44. Ese trabajo podría efectuarse, 
bien en el interior de la Casa de Corrección bajo la 
dirección de las autoridades, bien mediante el alquiler 
de los reclusos a empresarios privados, o bien mediante 
el alquiler de todo el establecimiento por un 
contratista. La nueva política legislativa hacia la 
mendicidad, como han señalado RUSCHE y KIRCHHEIMER, fue 
expresión directa de la nueva política económica45.
Sin embargo, los objetivos inicialmente prioritarios 
de este tipo de instituciones pronto cambiarían, pasando
RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y estructura social, cit., pp.
38 y ss.
42 Para ello, más que las "casas de corrección",
existían las "workhouses".
43 Cfr. RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y estructura
social, cit., p. 48, donde señalan que "siendo obligados 
a trabajar dentro de la institución, los prisioneros 
adquirían hábitos laborales al mismo tiempo que recibían
un adiestramiento profesional, a fin de que una vez en 
libertad se incorporaran voluntariamente al mercado de 
trabajo".
44 Puede resultar útil la consulta de la construcción 
de MELOSSI en torno a esta idea en "Cárcel y trabajo en 
Europa y en Italia en el período de formación del modo de 
producción capitalista", en MELOSSI, D. y PAVARINI, M. , 
Cárcel y fábrica: los orígenes del sistema penitenciario 
(siglos XVI-XIX), Siglo XXI Editores, Méjico, 1980.
45 Cfr. Pena y estructura social, cit., p. 46.
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a un primer plano los puramente económicos: las Casas de 
Corrección se convirtieron en poco tiempo en manufacturas 
que producían mercancías a bajo coste merced a la mano de 
obra tan barata que utilizaban, olvidándose de su
original intención de corregir al interno.
Estas Casas de Corrección fueron el antecedente 
inmediato de la prisión considerada como lugar de
cumplimiento de la pena46, habiéndose superado entonces 
su consideración exclusiva como lugar de custodia de los 
detenidos a la espera de ser juzgados.
1.1.3. TERCERA ETAPA: TRABAJO HUMANITARIO 0
PENITENCIARIO.
14. Introducción. La tercera fase, por 
contraposición a las dos anteriores, se conoce como fase 
humanitaria y aunque se forjará a lo largo del siglo 
XVII, no se cifra su comienzo hasta finales del XVIII, 
perdurando hasta nuestros días.
Esta fase se caracteriza por que la pena pierde 
parte de su dureza y crueldad y se humaniza, situación 
que se traslada al trabajo de los reclusos. Y se inicia 
cuando comienza a consolidarse la pena de prisión como
46 RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y estructura social, 
cit., p. 76, mantienen a este respecto que "la forma 
precursora de la prisión moderna está estrechamente 
ligada a las casas de corrección y su modo de producción. 
No siendo la reeducación, sino la explotación racional de 
la fuerza de trabajo, el objetivo principal,...".
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pena autónoma, sustituyendo a las penas corporales y a la 
pena de muerte.
Será en esta etapa cuando finalmente se dote a la 
pena de un propósito reeducador y corrector del preso, 
utilizándose, para lograr ese objetivo, una serie de 
medios que conforman lo que se conoce como tratamiento, 
entre los que cabe destacar el trabajo. El trabajo, como 
apunta NEUMAN47, servirá "al penado para su recuperación 
moral, y no el penado al trabajo, como bestia de carga". 
La productividad, la utilidad del trabajo de los
reclusos, pasará entonces a un segundo plano.
Es ésta, en definitiva, la fase del denominado 
trabajo penitenciario, fase en la que disminuye la 
relevancia económica, utilitaria, del trabajo de los
presos, buscándose con él su recuperación moral. De este
modo, el trabajo servirá para aportar conocimientos, 
destrezas, en tareas que serán después útiles para que el 
recluso que alcance la libertad pueda ganarse la vida de 
forma honesta.
15. Nacimiento de la pena privativa de libertad: 
causas. Tres son las razones que se han dado por la
doctrina para el surgimiento de la pena privativa de 
libertad como pena autónoma48: razones político-
criminales, penológicas y económicas.
47 Cfr. NEUMAN, E., Prisión abierta: una nueva 
experiencia penológica, Ed. Depalma, Buenos Aires, 1962, 
p. 63.
48 Véase GARCÍA VALDÉS, C., "El nacimiento de la pena 
privativa de libertad", en Cuadernos de Política 
Criminal, na 1/1977, pp. 37 y ss.
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Dentro de las primeras destaca el considerable 
aumento de la mendicidad y la delincuencia a finales del 
siglo XVII y principios del XVIII, incremento motivado en 
parte por el empeoramiento de la situación de los 
trabajadores debido a un fuerte crecimiento demográfico 
al que se suma la introducción de la máquina, que irá 
sustituyendo a la mano de obra. El delito comienza 
entonces a ser considerado un "problema social", 
contemplándose a la privación de libertad como el medio 
más "racional" para resolverlo49 ya que con ella, además 
de protegerse a la sociedad frente al delincuente, se 
intentaba resolver el problema de la delincuencia 
reproduciendo con ese objeto, en palabras de FOUCAULT50, 
todos los mecanismos que se encuentran en el cuerpo 
social, con el fin de corregir, de reformar, de "volver 
dócil'' al preso.
Entre las razones penológicas sobresale la repulsa 
de la pena de muerte y la poca efectividad de las penas 
corporales. Esto, unido al hecho de que las Casas de
49 En este sentido se pronuncia DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador, cit., 
p. 45, señalando a continuación las causas que motivan 
esta consideración y que son las que se citan a su vez en 
texto. Por su parte, menciona FOUCAULT, M., -en su obra 
Vigilar y castigar, nacimiento de la prisión, 20* ed., 
Siglo XXI Editores, Madrid, 1992-, que las razones 
fundamentales de la reforma penal del siglo XVIII fueron 
" (...) Definir nuevas tácticas para dar en un blanco que 
es ahora más tenue, pero que está más ampliamente 
extendido en el cuerpo social. Encontrar nuevas técnicas 
para adecuar los castigos y adaptar los efectos. Fijar 
nuevos principios para regularizar, afinar, universal izar 
el arte de castigar. Homogeneizar su ejercicio. Disminuir 
su costo económico y político aumentando su eficacia y 
multiplicando sus circuitos".
50 Ult.ob.cit., p. 235.
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Corrección, que con el transcurso del tiempo habían 
terminado convirtiéndose en instituciones esencialmente 
lucrativas51, habían decaído en cuanto instituciones 
útiles para la explotación de la mano de obra debido al 
exceso de la misma existente en el mercado52, motivó el 
nacimiento de la pena de privación de libertad, en un 
momento en que la libertad ya era considerada un valor 
esencial para la sociedad53.
Por último, como causa fundamental del nacimiento de 
la prisión como pena, se ha señalado el beneficio de tipo 
económico que reporta, "tanto en el sentido más limitado 
de hacer productiva la propia institución, como en el más 
amplio de transformar la totalidad del sistema penal en 
una parte del programa mercantilista del Estado'154.
51 Señalé anteriormente que, si bien su objetivo 
prioritario inicial no era el puramente económico, sino 
la reforma de los internados en ella, se habían 
convertido con el transcurso del tiempo en instituciones 
con ánimo casi exclusivo de lucro.
52 Lo que provocará una modificación en cuanto a su 
objetivo principal, que ya no será esa explotación, 
buscando tan sólo el castigo y la intimidación.
53 Manifiesta VON HENTIG -cfr. La pena, II, Espasa 
Calpe, Madrid, 1968, p. 186- que "la pena privativa de 
libertad fue el nuevo gran invento social, intimidando 
siempre, corrigiendo a menudo, que debía hacer retroceder 
al delito, acaso derrotarlo, en todo caso encerrarlo 
entre muros. La crisis de la pena de muerte encontró así 
su fin, porque un método mejor y más eficaz (. . .) ocupaba 
su puesto".
54 Cfr. RUSCHE y KIRCHHEIMER, Pena y estructura 
social, cit., p. 80. Estos autores mantienen que "el 
sistema moderno de prisión como método de explotación del 
trabajo e, igualmente importante en el período 
mercantilista, como fozma de adiestramiento de la fuerza 
de trabajo de reserva, fue sin duda la consecuencia 
lógica de las casas de corrección".
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En este sentido, se ha mantenido que la prisión se 
aparta de su mera consideración como lugar de custodia 
para convertirse en pena autónoma debido a que, en épocas 
en las que existe trabajo y los Salarios son altos, 
servirá para disponer de mano de obra barata; y en épocas 
de crisis económica, como método de control de los 
ociosos y de protección de la sociedad frente a motines y 
agitaciones provocados por éstos55. En definitiva, debido 
a su utilidad, sea económica, sea de control social56.
Sin embargo, con el transcurso del tiempo la 
privación de libertad pasará a considerarse "una 
institución de producción no tanto de bienes materiales 
cuanto de individuos útiles al nuevo sistema"51. De este 
modo, se acabarán dejando finalmente a un lado 
consideraciones de tipo económico en la preferencia por 
la pena privativa de libertad en cuanto pena útil, ya que
55 Véase FOUCAULT, Vigilar y castigar, nacimiento de 
la prisión, cit., pp. 59 y 60.
56 Sobre esta idea de FOUCAULT de la cárcel como
lugar donde el Estado ejerce una función de control 
social puede verse, si bien situándola en sus justos
términos, a GARCÍA VALDÉS, C., "La prisión, ayer y hoy", 
en Derecho Penitenciario (Escritos, 1982-1989),
Ministerio de Justicia, Madrid, 1989, p. 28.
57 Cfr. DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo
penitenciario resocializador, cit., p. 47. FOUCAULT por 
su parte señaló -Vigilar y castigar, nacimiento de la 
prisión, cit., p. 245-, respecto del trabajo penal, que 
"por su poca extensión y escaso rendimiento, no puede 
tener incidencia general sobre la economía. No es como 
actividad de producción por lo que se considera 
intrínsecamente útil, sino por los efectos que ejerce en 
la mecánica humana. (...) Si, a fin de cuentas, el
trabajo de la prisión tiene un efecto económico, es al 
producir unos individuos mecanizados según las normas 
generales de una sociedad industrial".
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con el paso del tiempo se terminará por tomar conciencia 
del hecho de que el trabajo penal, dada su escasa 
intensidad y rendimiento, no puede producir grandes 
efectos sobre la economía general de un país. Y que, a 
pesar de ello, la pena privativa de libertad seguirá 
siendo útil desde la perspectiva de lograr sujetos útiles 
para la sociedad, si se opta por su finalidad de reforma 
y reeducación de los penados58.
16. Promotores de la humanización de las penas: 
Beccaria y Howard. Esta etapa, como ya se ha mencionado, 
comienza a finales del siglo XVIII, tras la publicación 
de dos obras decisivas en la materia: Dei delitti e delle 
pene, de BECCARIA59; y State of prisons, de HOWARD60.
58 No hay que esperar mucho para ello: como se verá 
más adelante, la experiencia del coronel Montesinos en el 
Presidio de Valencia a mediados del siglo XIX servirá 
para considerarlo, no tanto como cárcel sino como empresa 
manufacturera en la que, a pesar de que lo económico 
constituirá una de sus bases más importantes, todo el 
sistema se encaminará a la reforma y reeducación del 
recluso, operando sobre él de forma constante aunque 
gradual. Véase en este sentido RICO ESTASEN, J., "Un gran 
penitenciarista español: el coronel Montesinos", en 
Anuario de Derecho Penal, 1956, pp. 463 y 464.
59 Publicada en Italia en 1764, y en España 10 años 
después, en ella el autor niega que el fin de las penas 
sea el de atormentar y afligir al penado, o el de 
deshacer el delito cometido, abogando por una concepción 
más preventiva de la pena: se pena para que no se peque. 
Véase BECCARIA, De los delitos y de las penas, cit., p. 
45. Este libro tuvo, tras su publicación, un éxito 
inmediato, influyendo de forma poderosa en la reforma de 
numerosos Códigos Penales de la época, como ocurrió en 
Rusia, Austria, Italia o Francia. Al respecto, puede 
consultarse la introducción de TOMÁS Y VALIENTE a la obra 
citada de BECCARIA, pp. 21 y ss.; y en el mismo sentido, 
el Préface de BADINTER a la misma obra en su versión 
francesa, Des délits et des peines, GP Flammarion, París, 
1991, pp. 9 y ss.
33
Capítulo Primero
Ambas, publicadas con doce años de diferencia, responden 
a un objetivo común: la lucha contra el estado
infrahumano de las prisiones de la época. Sin embargo, 
hay algo que las distancia: con su obra BECCARIA aspiraba 
a reformar el derecho penal, mientras que HOWARD sólo 
buscaba humanizar la vida en prisión, el régimen 
penitenciario.
17. Beccaria, el precursor del Derecho Penal 
moderno. BECCARIA es considerado como el precursor del 
Derecho penal moderno61, entendido ese término, 
precursor, en el sentido de descubridor de nuevos rumbos, 
mostrándose en su obra como un defensor de las garantías 
individuales y luchando ante todo por conseguir la
60 Publicado en 1776 con el título original de State 
of prisons in England and Wales with an account of some 
goregn, tras la realización de viajes por Inglaterra, 
Irlanda, Escocia, Flandes, Alemania y Suiza, visitando 
las cárceles de dichos países para comprobar su estado y 
poder dar fe del mismo, en un intento de conmover a
sus coetáneos. Sobre este tema puede consultarse, entre 
otros, NEUMAN, Prisión abierta: una nueva experiencia
penológica, cit., pp. 45 y ss.
61 Al respecto, TOMÁS Y VALIENTE, en la introducción 
de la obra de BECCARIA, De los delitos y de las penas, 
cit., p. 18, donde señala que "su labor es la del
pionero, la del descubridor de nuevos rumbos", o en la p. 
34 donde manifiesta que "el reformismo penal de Beccaria 
es ciertamente profundo". Con todo, debe subrayarse que, 
como señala, por todos, TOMÁS Y VALIENTE, F., Manual de 
Historia del Derecho Español, 4ft ed., Tecnos, Madrid,
1988, p. 494, "el mérito principal del libro de Beccaria
no fue su originalidad, sino más bien el haber sabido 
reunir ideas dispersas y de general aceptación en su 
tiempo"; en realidad, Beccaria no se inventa el nuevo 
Derecho Penal sino que viene a resumir y compilar el 
pensamiento de otros autores destacados.
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proporcionalidad de las penas con el delito cometido62/ 
lo que se concretará más tarde en el reconocimiento de la 
gradación de la pena según la gravedad del delito; y por 
considerar como criterio medidor de los mismos el daño 
hecho a la sociedad/ y no otros criterios que hasta ese 
momento venían utilizándose, como la malicia moral del 
acto o la calidad o el rango social de la persona 
ofendida, o incluso, como ya se ha visto, del ofensor63.
En su obra, destacada por desarrollar una teoría 
original sobre la pena basada en la libertad del 
ciudadano en la que puede observarse la influencia de la 
lectura de pensadores de la talla de Montesquieu, 
Rousseau, Hume, entre otros64, BECCARIA abogó por una
62 Así lo apuntaba BECCARIA en la conclusión de su 
obra: "debe ser esencialmente pública, rápida, necesaria, 
la menor de las posibles en las circunstancias dadas, 
proporcionada a los delitos, dictada por las leyes* -cfr. 
De los delitos y de las penas, cit., p. 188-. Puede verse 
en este sentido a TOMÁS Y VALIENTE, en la introducción de 
la citada obra de BECCARIA, (p. 33), -y asimismo en la 
introducción que efectúa al Tratado de los delitos y de 
las penas, Centro de Publicaciones del Ministerio de 
Justicia, Madrid, 1993-, cuando al recoger las líneas 
básicas del pensamiento de BECCARIA señala entre ellas el 
que las penas establecidas por las leyes deban ser 
proporcionadas a los delitos, pues lo contrario, además 
de injusto, se consideraría socialmente perjudicial, ya 
que en la disyuntiva entre cometer un delito más o menos 
grave, si ambos se encuentran penados de forma idéntica, 
el delincuente optará casi siempre por el más grave, que 
seguramente le resultará más satisfactorio.
63 Constituye ésta, en opinión de TOMÁS Y VALIENTE, 
una de las principales garantías formales del Derecho 
Penal postbeccariano. Sin embargo, y muy a pesar de ello, 
las diferencias de clase en el sistema punitivo se 
mantuvieron hasta la segunda mitad del siglo XIX.
64 Véase a este respecto el Préface de BADINTER a la 




humanización en la aplicación de la justicia, criticando 
de forma severa el arbitrio excesivo de los jueces y la 
desmedida crueldad de las penas, y propugnando la 
abolición de la pena de muerte, en términos de utilidad 
social.
Así, defendió las penas útiles65 -para lo cual 
deberían ser públicas, prontas, necesarias y ciertas- y 
que trataran de evitar la comisión de delitos66 -lo que 
hoy se conoce, dentro de la teoría general de los fines 
de la pena, como prevención-, opinión que ha sido 
destacada por su valor no sólo en el tiempo en que se 
publicó su obra, sino en todo tiempo67.
65 Por ejemplo, defiende con relación al delito de 
hurto la pena de prisión en los siguientes términos, dada 
la -a su entender- inutilidad de establecer pena 
pecuniaria para quien ha cometido tal delito motivado 
habitualmente por su situación de pobreza: nla pena más
oportuna será aquella única clase de esclavitud que se 
puede llamar justa, esto es, la esclavitud temporal del 
trabajo y de la persona a la sociedad común, para 
resarcirla con la propia y perfecta dependencia del 
injusto despotismo usurpado sobre el pacto social. Pero 
cuando el hurto vaya acompañado de violencia, la pena 
debe ser igualmente mixta de corporal y servil" -cfr. De 
los delitos y de las penas, cit., pp. 153 y 154-. 
Demuestra asimismo el párrafo trascrito la necesidad que 
existe para este autor de establecer gradaciones en la 
pena en atención a las circunstancias de cada caso 
particular.
66 Véase Des délits et des peines, cit., p. 87.
67 Véase en este sentido BADINTER, en el Préface a 
BECCARIA, Des délits et des peines, cit., p. 38 a 47, 
donde recoge la influencia internacional de los 
principios de Beccaria, en normas como la Declaración 
Universal de los Derechos del Hombre, el Convenio Europeo 
de Salvaguarda de los Derechos del Hombre, el Pacto de la 
ONU de Derechos Civiles y Políticos, entre otros. 
Igualmente, SAVEY CASARD, P., "Le deuxiéme centenaire du 
Traité des délits et des peines*, Revue de Sciences 
Criminelles et de Droit Pénal Comparé, T. XIX, na 3/1964,
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Muy a pesar de estos méritos incuestionables, la 
verdad es que, desde un punto de vista penitenciario, 
toda su obra se centró en la pena en sí misma, sin 
detenerse en exceso en los problemas que plantea su 
ejecución posterior.
18. Howard, el promotor de la reforma carcelaria. En
cambio, HOWARD fue el promotor de la "reforma 
carcelaria", iniciándose a partir de sus trabajos68 una 
corriente penitenciaria dirigida a la construcción de 
establecimientos apropiados para el cumplimiento de las 
penas privativas de libertad, establecimientos en los que 
los reclusos no vivieran hacinados, en los que las 
condiciones de salubridad fuesen aceptables cuando menos, 
donde existiera asistencia médica y donde hombres y 
mujeres estuvieran separados. Todo ello bajo el lema 
"aislamiento, trabajo e instrucción*, contemplados estos 
conceptos desde una nueva perspectiva: la consecución de 
la reforma del delincuente.
p. 497. De hecho, un jurista como MARC ANCEL, autor de La 
défense social nouvelle, publicado en 1956, reconoce el 
influjo que BECCARIA tiene en su obra, en la que mantiene 
que la protección de la sociedad frente al delito -la 
llamada defensa social- debe ejercerse no tanto mediante 
la represión penal del delito como por la prevención del 
mismo y el tratamiento del delincuente. Al respecto, 
ANCEL, M., La défense social nouvelle (un mouvement de 
politigue criminelle humaniste) , 2fi ed., Ed. Cujas, 
París, 1966, pp. 28 a 40 y 240 a 258.
68 Pues no sólo destaca su State of prisons, sino 
también One account of lazzarettos, elaborado tras un 
largo peregrinar por lazaretos y hospitales de campaña.
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Así, para este autor69 el trabajo sería considerado 
como* un medio de regeneración moral/ obligatorio para los 
penados y opcional para los acusados, por contraposición 
con el ocio, al cual consideraba un vicio cuyo único 
resultado podía ser el de hacer más malo al que ya lo 
era70. Además, creía en el aislamiento en celda 
exclusivamente nocturno, estando en contra, pues, del 
aislamiento absoluto, diario y nocturno, y otorgaba a la 
instrucción a través de la religión una importancia 
fundamental para la vida carcelaria y la reforma del 
delincuente.
19. Otro reformador: Bentham, creador del panóptico.
Años después, en 1802, se publicaría el Tratado de la 
legislación civil y penal de J. BENTHAM71, auténtico 
precursor de los sistemas penitenciarios modernos, y más 
preocupado, en consecuencia, por la ejecución de la pena, 
por la vida en prisión, que por la teoría de la pena, a 
diferencia de BECCARIA.
69 Puede verse un resumen de sus planteamientos en 
CUELLO CALÓN, La moderna penología, cit., pp. 307 y ss. ; 
o en WINES, H., Punishment and reformation. An historical 
sketch of the rise of the Penitentiary System, cit., pp. 
122 y ss.
70 Defiende HOWARD en relación con el trabajo la 
misma idea que ya había puesto de manifiesto VOLTAIRE en 
su Comentario al libro "De los delitos y de las penasm 
por un abogado de provincias, 1766, incluido en la obra 
de BECCARIA, C., De los delitos y de las penas, Alianza 
Editorial, pp. 133-134.
71 Concretamente en el año 1802, con el título 
original de Traités de législation civile et pénale 
précédés de principes généraux de législation, et d'une 
vue d'un corps complet de droit : terminés par un Essai 




Será así este autor el que por vez primera y de 
forma expresa señale que la prisión debe servir ante todo 
para reformar las costumbres de los recluidos en ella, al 
objeto de que la liberación posterior no se convierta en 
una desgracia tanto para la sociedad como para el 
condenado. A ello contribuirá con el diseño de una 
prisión verdaderamente novedosa, el panóptico72, diseño 
que perdura hasta nuestros días, como se demuestra con la 
existencia de prisiones radiales en todo el mundo.
Todos estos autores y otros que, como CONCEPCIÓN 
ARENAL en nuestro país73, aparecieron más tarde, lucharon 
por conseguir no sólo penas más justas, sino también y 
principalmente un trato más humano en la ejecución de las 
mismas74, denunciando entre otras cosas la extensa
72 El panóptico es un edificio circular o poligonal, 
en principio cubierto por un gran techo de cristal, cuya 
característica principal reside en que un único hombre, 
situado en una torre central, puede vigilar todo el 
recinto. Sobre la misma puede consultarse SEMPLE, J., 
Bentham's prison: a study of the panopticon penitentiary, 
Clarendon Press, Oxford, 1993. En España, el máximo 
difusor de las teorías de Bentham fue VILLANOVA Y JORDÁN, 
J., Cárceles y presidios. Aplicación de la panóptica de 
Jeremías Bentham a las cárceles y casas de corrección de 
España, o medio de mejorarlas, y de suprimir la pena de 
presidio con el establecimiento de casas construidas bajo 
el principio de inspección central, Madrid, 1834, citado 
por GARCÍA BASALO, J.C., "Introducción a la arquitectura 
penitenciaria, El panóptico de Bentham', Revista de la 
Escuela de Estudios Penitenciarios, na 129/1957.
73 Sobre esta autora puede leerse, entre otros, a 
SAINZ CANTERO, J.A., "Ideas criminológicas en los 
"Estudios Penitenciarios' de Concepción Arenal', en 
Problemas actuales de las Ciencias Penales y la Filosofía 
del Derecho. Homenaje al prof. Luis Jiménez de Asúa, 
cit., pp. 593-608.
74 Antecedentes de esta idea humanitaria de la pena 
pueden encontrarse en BERNARDINO DE SANDOVAL, en su 
Tratado del cuidado que debe tenerse con los presos,
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duración de las prisiones preventivas, la ineptitud de 
algunos funcionarios de prisiones, o la explotación del 
trabajo carcelario. Para todos ellos, ese trato humano 
pasaba por desterrar la crueldad que acompañaba a este 
tipo de penas, incluyendo ahí la realización de trabajos 
forzados75.
20. La creación de los sistemas penitenciarios 
progresivos. Con estos antecedentes aparece en España la 
figura del coronel MONTESINOS (1796-1862), creador de lo 
que se conoce como sistema progresivo de ejecución de la 
pena y para quien "una de las bases principales de su 
sistema consistía en despertar y ejercitar la voluntad 
con el trabajo como el mejor medio moralizador"16. El 
sistema progresivo creado por Montesinos se dividía en 
tres fases:
1564, y en THOMAS CERDÁN DE TALLADA, Visita de la cárcel 
y de los presos, 1574. Si bien en la época en la que
escribieron los citados textos no existía la pena 
privativa de libertad, ni la prisión comprendida en 
términos actuales, serán, en palabras de JIMÉNEZ DE ASÚA, 
L., -Tratado de derecho penal, T.I, Ed. Losada, Buenos 
Aires, 1964, p. 223-, los antecesores de la corriente 
filantrópico-humanitaria, antecesores directos de Howard.
75 Para CONCEPCIÓN ARENAL el trabajo en las cárceles 
debía ser atractivo; retribuido porque de lo que se trata 
es de corregir al preso, no de explotarle; y no debía 
configurarse como competencia injusta con el trabajo 
libre, ni ser arrendado a especuladores. Véase GARRIDO 
GUZMAN, Compendio de Ciencia Penitenciaria, cit., p. 118.
76 Cfr. RICO DE ESTASEN, J., "Un gran penitenciarista 
español: el coronel Montesinos", cit., pp. 462; y del 
mismo autor, El Coronel Montesinos. Un español de 
prestigio europeo, Alcalá de Henares, 1948, pp. 107 y ss. 
Asimismo, puede verse BOIX, V., Sistema penitenciario del 
Presidio Correccional de Valencia, Impr. Del Presidio, 
Valencia, 1850, citado por BELAUSTEGUI MAS, Fundamentos 
del Trabajo Penitenciario, cit., p. 8.
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a) la primera, llamada "De los hierros" porque 
durante la misma el recluso porta en torno a la cintura 
una correa a la que van sujetos grilletes y cadena, 
comenzaba con el ingreso del recluso en el 
establecimiento penitenciario, siendo entonces
entrevistado por su director, tras lo cual era destinado 
a una Brigada de depósito donde, sin contacto con el 
resto de reclusos, realizaba labores de limpieza y desde 
donde, tras un período de observación, y a petición del 
propio recluso, podía pasar a un taller para realizar un 
trabajo o aprender un oficio;
b) la segunda, "Del trabajo"77, era aquella en la 
que el recluso desarrollaba una actividad laboral 
remunerada, gracias a la cual, si bien de forma 
escalonada y siempre que demostrara buena conducta, se le 
iban retirando los grilletes. En este sistema, por tanto,
77 La visión de Montesinos del trabajo de los 
reclusos era la siguiente: "el trabajo se ha considerado
siempre como el germen más profundo de la honradez; y el 
amor al trabajo la prenda en que más fuertemente se 
afianzan las virtudes sociales. Fomentar el primero en 
los presidios, y arraigar el segundo en el ánimo de los 
presidiarios, es el complemento de tan saludable 
institución; y separar la vista de estos dos grandes 
objetos para fijarla en el mayor lucro de sus talleres, 
es trocar por el interés de una mezquina granguería el 
rico tesoro de la felicidad pública". MONTESINOS, M., 
Reflecsiones sobre la organización del presidio de 
Valencia, reforma de la Dirección General del ramo, y 
sistema económico del mismo, Impr. del Presidio, 
Valencia, 1846, p. 17; citado en GARRIDO GUZMAN, 
Compendio de Ciencia Penitenciaria, cit., p. 75. Con 
estas palabras, en definitiva, Montesinos hace suyas 
otras de VOLTAIRE, quien en su Comentario al libro "De 
los delitos y de las penas" por un abogado de provincias, 
1766, incluido en BECCARIA, De los delitos y de las 
penas, Alianza Editorial, cit., pp. 133-134, sostiene: 




el trabajo no tiene como finalidad provocar el 
sufrimiento del recluso sino que, más bien al contrario, 
es contemplado como "elemento reformador aspirando de 
forma preferente a la formación profesional del 
penado"18;
c) y una tercera, "De la libertad intermediaria", de 
la que gozaban los reclusos que hubiesen observado buena 
conducta, rendimiento en el trabajo y fuesen merecedores 
de la confianza de Montesinos, para lo cual se les 
sometía a pruebas del tipo, por ejemplo, de efectuar 
trabajos sin vigilancia en el exterior del 
establecimiento.
No existe duda en cuanto a que la labor de 
MONTESINOS en el Presidio de Valencia debe ser destacada 
por la "eficacia" de los métodos de coerción utilizados 
sobre los reclusos79, por razones disciplinarias de una 
parte y utilitarias de otra, en el sentido de explotación 
de la mano de obra. Esa labor sin embargo ha sido 
desmitificada, desde luego por lo que respecta a su muy 
encomiado carácter humanitario, pues se ha podido 
demostrar que ni la voluntariedad en el trabajo era tal - 
basta señalar los incentivos a ese trabajo voluntario: 
disciplina rigurosa, control y vigilancia estricta, 
posibilidad de abandonar "hierros y cadenas" e incluso de
78 Cfr. GARRIDO GUZMÁN, Compendio de Ciencia 
Penitenciaria, cit., p. 75. En el Presidio de Valencia 
existían unos cuarenta talleres dedicados a la 
fabricación de objetos de uso corriente, para los que 
existiera demanda en el mercado, como tejidos de todo 
tipo, alpargatas, cuchillos o armas.
79 En este sentido puede verse RIVERA BEIRAS, I., La 
cárcel en el sistema penal (un análisis estructural), 
Bosch, Barcelona, 1995, p.62.
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acortar la condena si se trabaja de forma voluntaria-, ni 
la remuneración de ese trabajo existió80.
21. El trabajo del recluso como criterio 
inicialmente utilizado para la superación de grados en el 
sistema progresivo. Este penitenciarista y otros 
contemporáneos suyos, como MACONOCHIE81, CROFTON82 u 
OBERMAYER83, con los que compartía ante todo una labor 
como Directores de Prisiones, a la vista de las previas 
experiencias americanas en torno a los distintos sistemas
80 Véase SERNA ALONSO, J., Presos y pobres en la 
España del XIX. La determinación social de la 
marginación, PPU, Barcelona, 1988, p. 238.
81 El inglés MACONOCHIE (1787-1860) es el creador del 
Mark System, sistema de ejecución de penas con el cual se 
medía la duración de la pena por una suma de trabajo y 
buena conducta impuesta al penado. Nos dice DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador, cit., 
p. 54, que "diariamente se concedía a cada individuo un 
número de vales (tickets of leave) correspondientes al 
trabajo realizado que, hecha deducción de los gastos de 
alimentación y de las multas impuestas por mala conducta, 
podía ser conservado por el interno y acumulado en orden 
a la superación de los grados*. En este sistema, eran 
tres los grados o períodos: el primero de aislamiento 
continuo; el segundo de trabajo en común por el día y 
aislamiento nocturno, que era cuando comenzaba el sistema 
de marcas; y el tercero de libertad condicional.
82 Por su parte, el irlandés CROFTON aplicó el 
sistema ideado por Maconochie en su país, añadiéndole un 
período intermedio, entre el de trabajo en común y 
libertad provisional, en el que el recluso trabajaba al 
aire libre sometido a una disciplina más suave.
83 Alemán (1789-1885) , su sistema se diferenció del 
de sus contemporáneos en que en la primera fase, si bien 
el recluso se encontraba sometido a la regla del 
silencio, no se encontraba aislado del resto pues todos 
hacían vida en común.
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penitenciarios a aplicar84, fueron los auténticos 
creadores del sistema progresivo, sistema universal 
aplicado con leves variantes hasta nuestros días y basado 
en la disminución de la intensidad de la pena como 
consecuencia de la conducta del recluso85.
Dividido en varias etapas o grados, que van desde el 
aislamiento celular hasta la libertad condicional, 
dependerá del recluso la superación de los grados hasta 
conseguir ésta última, siendo el trabajo uno de los 
medios primordiales para la consecución de ese fin: así, 
será el trabajo el criterio utilizado para comprobar el 
progreso o el retroceso del recluso en la ejecución de la 
pena.
22. El trabajo penitenciario y la pena privativa de 
libertad durante los siglos XIX y XX. A lo largo del 
siglo XIX, la pena privativa de libertad adquirirá una 
enorme importancia en el marco de los sistemas punitivos, 
convirtiéndose en la pena por excelencia. Se ha llegado a 
señalar incluso que "el siglo XIX fue el siglo de la 
cárcel"86. Pues bien, la misma importancia adquirirá el
84 Me estoy refiriendo a los sistemas celular o 
filadélfico (sistema de aislamiento celular continuo, 
diurno y nocturno, en un régimen de silencio absoluto) y 
auburniano o sistema del silencio (sistema de aislamiento 
nocturno y de silencio absoluto en todo momento, aunque 
con trabajo colectivo diurno), sobre los que pueden 
encontrarse referencias en todos los manuales de Ciencia 
Penitenciaria.
85 Véase en este sentido GARRIDO GUZMÁN, Compendio de 
Ciencia Penitenciaria, cit., p. 88; o DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador, cit., 
p. 55.
86 Cfr. GÓMEZ GRILLO, E., "Acerca de la teoría y la 
realidad en el tratamiento de los delincuentes", en
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trabajo penitenciario, que seguirá desempeñando durante 
ese siglo un papel primordial en aras de la progresión o 
regresión de grado dentro del sistema penitenciario 
progresivo.
No será hasta mediados del siglo XX cuando se 
introduzcan novedades en esta materia. En efecto, 
coincide la doctrina penal en señalar que a lo largo del 
siglo XX se produce una crisis de la prisión clásica, 
resultando evidente que las penas cortas de privación de 
libertad más sirven para pervertir al condenado que para 
corregirle, mientras que las penas de larga duración han 
traído consigo, más que la resocialización del 
delincuente, su destrucción psicológica y sociológica87. 
Por este motivo se ha producido un replanteamiento en 
torno a cuáles han de ser las bases de un sistema 
penitenciario moderno, además de comenzar a hablarse de, 
y ponerse en práctica, toda una gama de alternativas a la 
prisión88.
Política Criminal y reforma penal (Homenaje a la memoria 
del Prof. Dr. D. Juan del Rosal), Ed. Revista de Derecho 
Privado, Madrid, 1993, p.654.
87 Puede verse esta idea en CLEMMER, D., The Prison 
Community, Boston, 1940, o en WHEELER, S., "Socialization 
in Correctional Institutions", en GOSLIN, D., (Ed.), 
Handbook of Socialization Theory and Research, Rand 
McNally, Chicago, 1969; e igualmente en GARRIDO GUZMÁN, 
Compendio de Ciencia Penitenciaria, cit., p. 20; y Manual 
de Ciencia Penitenciaria, Edersa, Madrid, 1983, pp. 36 y 
37; o, por todos, BOLDOVA PASAMAR, M.A. , "Penas 
privativas de libertad", en GRACIA MARTÍN, BOLDOVA 
PASAMAR y ALASTUEY DOBÓN, Lecciones de consecuencias 
jurídicas del delito, cit., pp 55 y ss.
88 Pueden consultarse sobre esta materia CID MOLINÉ, 
J. y LARRAURI PIJOAN, E., Penas alternativas a la 
prisión, Bosch, Barcelona, 1998; y SANZ MULAS, N., 
Alternativas a la pena privativa de libertad: análisis
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De este modo, en los últimos años las penas 
privativas de libertad han visto acortada su duración; se 
ha introducido con carácter general la idea del 
tratamiento de los reclusos tras su previa observación y 
clasificación en grados; el trabajo penitenciario, como 
podrá observarse, se ha tratado de adaptar, de asimilar 
al desarrollado en el exterior de las prisiones, y se han 
realizado grandes inversiones presupuestarias en la 
creación de nuevos y modernos establecimientos 
penitenciarios. Todo ello con el objeto de superar esa 
crisis de la prisión, sin llegar, como algunos propugnan, 
a su abolición.
23. La influencia en estos cambios de las Reglas 
Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos. Y en todo 
ello han influido de forma decisiva las Reglas Mínimas 
para el Tratamiento de los Reclusos adoptadas en 1955 por 
el I Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del 
Delito y Tratamiento de los Delincuentes, y aprobadas por 
el Consejo Económico y Social en su resolución 663 
CI(XXIV) de 31 de julio de 1957 (en adelante RM-ONU) , a 
través de las cuales se buscaba exponer lo que con 
carácter general se aceptan como buenos principios y 
prácticas a cumplir en el tratamiento de los reclusos y 
gestión de las instituciones penitenciarias. Reglas que 
han sido complementadas con los Principios Básicos para 
el Tratamiento de los Reclusos, adoptadas por la Asamblea 
General de Naciones Unidas en su Resolución 45/111 de 14 
de diciembre de 1990, en las que se reafirman ciertos 
derechos fundamentales de los reclusos, entre los que se
crítico y perspectivas de futuro en las realidades 
española y centroamericana, Colex, Madrid, 2000.
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incluye el derecho a que se creen las condiciones 
necesarias para permitir a los reclusos desempeñar 
trabajos remunerados que faciliten su reinserción en el 
mercado de trabajo de su país y que asimismo les permita 
contribuir a su propio mantenimiento y al de su familia.
Los principios fundamentales que en materia de 
trabajo penitenciario establecen estas RM-UN son los 
siguientes:
a) no debe tener naturaleza aflictiva;
b) se establece el deber de trabajar de los penados, 
salvo que razones físicas o psíquicas lo impidan, pero no 
de los preventivos;
c) en la medida de lo posible, debe servir para 
mantener o incrementar la habilidad para llevar una vida
honesta tras la puesta en libertad;
d) debe ser formativo, sobre todo en el caso de 
reclusos jóvenes, no debiendo subordinarse ese carácter 
formativo ni los intereses de los reclusos a la búsqueda 
y obtención de un provecho financiero del mismo;
e) su organización, los métodos de trabajo, las 
condiciones de seguridad y salud, y las condiciones de 
trabajo, en especial la jornada, horario y la 
remuneración, que ha de ser equitativa, deben ser
similares a los del trabajo desarrollado fuera de las 
instituciones, para preparar al preso para las 
condiciones de una vida laboral normal;
f) por último, es preferible un sistema de
Administración a un sistema privado de trabajo.
Una nueva versión de estas Reglas fue adoptada 
posteriormente por Resolución (73) 5, de 19 de enero de
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1973, del Consejo de Europa89 (en adelante RM-CE) , en la 
que se recomendaba expresamente a los Gobiernos de los 
Estados Miembros que inspiraran su legislación y práctica 
penitenciaria en ellas. Versión que a su vez se vería 
actualizada en las Reglas Penitenciarias Europeas (en 
adelante, RPE), aprobadas mediante Recomendación R (87) 3 
del Comité de Ministros del Consejo de Europa.
Y debe hablarse tan sólo de influencia, y no de 
necesario sometimiento a lo en ellas previsto, puesto que 
las Reglas Mínimas, tanto de Naciones Unidas como del 
Consejo de Europa, carecen de eficacia obligatoria 
directa90, teniendo tan sólo "un elevado valor moral y 
deontológico respecto de las orientaciones de los 
sistemas penitenciarios de los Estados Miembros"91 salvo
89 Organización internacional creada en 1949, 
definida por DIEZ DE VELASCO como "organización de 
carácter intergubernamental, ya que sus órganos no tienen 
poder de decisión obligatorio respecto a los Estados que 
la componen" -véase DIEZ DE VELASCO, M., Las 
Organizaciones Internacionales, 10* ed., Tecnos, Madrid, 
1997, p. 417- y cuya misión principal es fortalecer la 
democracia, la salvaguardia de los derechos humanos y el 
imperio de la ley en sus Estados miembros. Ello lo 
consigue a través de la creación de Convenios o 
Recomendaciones con los cuales trata de armonizar las 
políticas y prácticas de esos Estados Miembros. Ese es el 
objetivo, en materia de política y práctica
penitenciaria, de las Reglas Mínimas para el Tratamiento 
de los Reclusos, y de las posteriores Reglas 
Penitenciarias Europeas.
90 Así consta incluso en el Memorándum explicativo de 
las RPE. Respecto del valor jurídico de las
Recomendaciones - siendo esa la naturaleza de estas
Reglas - y de las Decisiones adoptadas por las
Organizaciones Internacionales es recomendable la lectura 
de DIEZ DE VELASCO, Las Organizaciones Internacionales, 
cit., p. 134 y ss.
91 Reconociendo su nula eficacia obligatoria, BUENO 
7UITJS, F., "Las Reglas Penitenciarias Europeas (1987)", en
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allí donde hayan sido expresamente incorporadas a las 
legislaciones internas, en cuyo caso poseen la eficacia 
jurídica de la norma en cuestión, o aquellos supuestos 
concretos en que su contenido ha sido incorporado, de 
manera parcial, a convenios internacionales que por su 
ratificación92 se encuentran dotados de plena eficacia 
jurídica en cuanto forman parte de nuestro ordenamiento 
interno, como señala el artículo 96.1 CE. En este último 
caso, además, debe tenerse presente su valor como 
criterio hermenéutico de nlas normas relativas a los 
derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce0 (art. 10.2 CE).
24. En concreto, de las Reglas Penitenciarias 
Europeas. Si bien el valor jurídico y el contenido de 
todas estas Reglas es similar, quiero centrarme en las 
RPE por un motivo: Su proximidad en el tiempo y, por lo 
tanto, su mayor cercanía a la realidad penitenciaria 
actual.
Como se ha dicho respecto de ellas, las RPE 
establecen mínimos que proporcionan un umbral que
Revista de Estudios Penitenciarios, n2 238/1987, p. 12. 
Igualmente, DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo 
penitenciario resocializador, cit., p. 211 y ss. Señala 
este autor, respecto de las RM-CE, que éstas ofrecen a 
los legisladores principios claros sobre las líneas a 
seguir en la regulación de los diversos aspectos de la 
ejecución de las penas privativas de libertad. Aun así, 
no dejan de ser meras declaraciones de principios, por lo 
que la falta de fuerza vinculante de las mismas ha 
llevado a su inaplicación.
92 Es el caso del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de la ONU, de 1966 y ratificado por 
España en abril de 1977, o del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos del Consejo de Europa de 1950, 
ratificado en septiembre de 1979.
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satisface las necesidades básicas de humanidad, sin
imponer al mismo tiempo obligaciones o cargas 
inaceptables para los gobiernos que se encuentran
constreñidos o limitados por temas de recursos y 
prioridades políticas93. En este sentido se pronuncia
expresamente el Consejo de Europa en un Memorándum
explicativo de esas Reglas94, al señalar que esos 
objetivos se podrán llevar a la práctica en función,
entre otras cosas, de los recursos de los
establecimientos penitenciarios. El mismo sujeto que crea 
las RPE está poniendo en manos de los distintos Gobiernos 
la efectividad o no de las mismas.
Estas Reglas, que suponen una revisión de las RM-CE, 
asientan unos principios fundamentales en materia de 
ejecución de la pena privativa de libertad. La filosofía 
de las RPE se encuentra profundamente influida por
nociones de respeto a la dignidad humana, tratando de 
asegurar que el castigo se limite únicamente a la 
privación de libertad en condiciones en las que
efectivamente se garantice el respeto a la dignidad del 
recluso, y que el tratamiento se dirija a garantizar la 
reeducación y resocialización del preso. Así se dispone 
en su Parte Primera, donde se establecen los principios 
fundamentales de las mismas, cuales son el respeto a la 
dignidad humana y a las creencias religiosas y principios 
morales del interno, la no-discriminación, la reinserción
93 Véase NEALE, K., "The European Prison Rules: 
Contextual, philosophical and practical aspects*, en 
MUNCIE, J. y SPARKS, S., Imprisonment: European 
Perspectives, Londres, 1991, p. 203.
94 Cfr. COUNCIL OF EUROPE, European Prison Rules 
(Recommendation No. R(87)3 adopted by the Committee of 
Ministers of the Council of Europe on 12 February 1987 
and Explanatory Memorándum), Estrasburgo, 1987, p. 35.
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social como fin de la ejecución penal ("desarrollar su 
sentido de la responsabilidad y dotarles de competencias 
que les ayudarán a reintegrarse en la sociedad, vivir en 
la legalidad y subvenir a sus propias necesidades después 
de su salida de la prisión" -Regla 3-), y el respeto de 
los derechos individuales de los internos. Principios 
todos ellos que, adelanto, nuestro ordenamiento jurídico 
penitenciario actualmente reconoce y garantiza.
Por lo que hace al trabajo penitenciario, estas 
Reglas parten de la idea del mismo como "elemento 
positivo del tratamiento, de la formación y de la gestión 
del establecimiento". Esto es, como elemento no sólo del 
tratamiento sino que se ha dado mayor énfasis a su 
carácter de elemento del régimen penitenciario. En ese 
sentido, dos son las funciones que en estas Reglas, como 
en las de Naciones Unidas, se reconocen al trabajo: de 
una parte, mantener o aumentar la capacidad del interno 
de ganarse la vida normalmente tras su salida de prisión 
(R-71.4), esto es, como elemento de desarrollo personal 
del interno; y de otra, la ocupación del tiempo que el 
interno haya de pasar en prisión (R-71.3), esto es, como 
elemento de régimen.
Esas son las funciones que, como podrá en breve 
observarse, otorga también nuestro ordenamiento al 
trabajo penitenciario. Sin embargo, añadiría yo a éstas 
otra más, recogida en los Principios Básicos para el 
Tratamiento de los Reclusos, adoptados por la Asamblea 
General de Naciones Unidas en su Resolución 45/111 de 14 
de diciembre de 1990, y que se sustancia en la necesidad 
que poseen los reclusos de contribuir a su propio 
mantenimiento y al de su familia, para lo cual habrá de 
cumplirse el requisito contenido en las RM de que el
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trabajo penitenciario tenga una remuneración equitativa - 
requisito que, sin embargo, no se ha cumplido con 
carácter general-.
A diferencia de lo que ocurre con las RM-UN, en las 
RPE no consta un deber de trabajar de los internos, sino 
tan sólo que "podrán ser" sometidos a la obligación del 
trabajo. Ello no impide su imposición obligatoria pero, 
como puede verse, no existe en las RPE una afirmación 
radical de la obligación de trabajar. Es ésta la 
principal diferencia entre las Reglas del Consejo de 
Europa y las de Naciones Unidas, en materia de trabajo, 
pues por lo demás coinciden en el resto de principios 
básicos asentados por estas Reglas, que podrían resumirse 
en el siguiente listado95:
a) El trabajo en prisión debe tender a la 
resocialización del recluso;
b) Ha de organizarse sobre bases similares a las del 
trabajo libre;
c) Y debe tener carácter formativo.
1.2. EVOLUCIÓN HISTÓRICO-LEGISLATIVA DEL TRABAJO 
PENITENCIARIO EN ESPAÑA DURANTE LOS SIGLOS XIX Y XX.
25. Introducción. Como se ha podido atisbar hasta 
ahora, el trabajo penitenciario tiene fechada su 
aparición como tal a finales del siglo XVIII, de forma 
más o menos simultánea a la consolidación de la pena
95 Así lo hace DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo 
penitenciario resocializador, cit., p. 212 y ss.
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privativa de libertad como pena por excelencia. Y desde 
entonces hasta hoy se ha mantenido con esta 
configuración, superadas ya las fases aflictiva y 
meramente utilitaria, y dándose una cada vez mayor 
importancia al concepto de humanización de ese trabajo, 
motivado ello en gran parte por la adopción en los 
ordenamientos del denominado principio resocializador.
En este punto, creo que es conveniente detenerse y 
efectuar una aproximación a lo que ha sido la regulación 
del trabajo de los reclusos en España desde ese momento 
hasta hoy día pues, como podrá verse, la forma de 
concebir ese trabajo ha ido variando en función de cómo 
ha evolucionado la manera de enfocar los objetivos del 
ingreso en prisión. Debo añadir que sólo aludiré a 
aquellas normas que a mi juicio contienen algo destacable 
en esta materia. Comenzaré, pues, por asomarme a lo que 
ocurrió en España en esa época.
1.2.1. LA REGULACIÓN DEL TRABAJO DE PENADOS EN 
ESPAÑA DURANTE EL SIGLO XIX
26. El trabajo penitenciario en la España del siglo 
XIX. A principios del siglo XIX se derogan en nuestro 
país la pena de minas (1801) y la de galeras (1803) . A 
partir de ese momento el Estado envía a los penados a 
presidios navales, donde trabajarían manejando bombas de 
achique de los diques bajo la autoridad de la Armada, y a 
arsenales militares, donde se les emplearía en trabajos 
de fortificación bajo la autoridad de jefes del ejército 
de tierra. Las normas que se encargaron de regular la 
actividad de estas instituciones (Ordenanza de los
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Presidios navales de 20 de mayo de 1804 y Reglamento 
General de los Presidios peninsulares de 1807) 
mantuvieron criterios próximos en cuanto al modo en que 
debía desarrollarse el trabajo de los presos: el mismo
sería obligatorio, aunque hubiera de desempeñarse en 
labores inútiles, pues se consideraba al ocio como el 
mayor enemigo de los presos96; y se les abonarían salario 
y favores en función de la clase a la que 
pertenecieran97. A pesar del primero de los criterios, en 
España no se implantó el trabajo improductivo, aunque 
éste pudiera haber tenido una utilidad puramente 
disciplinaria, pues a aquellos reos destinados a 
presidios, fuesen navales o peninsulares, se les facilitó 
trabajo en obras útiles.
El Código Penal de 1822, cuya vigencia fue 
ciertamente exigua, y hasta discutida, estableció un 
catálogo de penas, diferenciando entre corporales y no
96 Parecen reproducir estas normas la idea que se 
introdujo en Inglaterra en este mismo período en cuanto a 
cuál debía ser la utilidad del trabajo de los penados, 
dada la desconfianza que ese trabajo producía en los 
trabajadores del exterior: aunque esos trabajos fuesen 
materialmente improductivos -se habla de "trabajo 
tedioso, no usual y no femenino0 - tendrían una utilidad 
disciplinaria. Véase SELLIN, Slavery and the penal 
system, cit., pp. 106 y ss.
97 De entre los rasgos a destacar de ambas normas se 
encuentra el hecho de que establezcan reglas en materia 
de clasificación de los reclusos, la primera de ellas en 
forma muy avanzada, separándolos en tres clases en 
atención a sus circunstancias personales, tiempo 
extinguido de condena y comportamiento observado, siendo 
este último, y no el trabajo, el criterio utilizado para 
progresar o retroceder de clase. Por el contrario, en la 
segunda de las normas citadas será el trabajo el criterio 
determinante, no pudiendo otorgárseles la libertad hasta 




corporales, en el que llegarían a incluirse las penas 
privativas de libertad, algunas de ellas con fines 
correccionalistas, así como también otras penas de corte 
utilitario, del tipo de trabajos perpetuos o de las obras 
públicas.
Posteriormente, la Ordenanza General de los 
Presidios civiles del Reino de 1834, norma que para los 
estudiosos de la historia penitenciaria española marca el 
inicio de una etapa caracterizada por la búsqueda de un 
modelo penitenciario a implantar98, y que transformaría 
los presidios militares en civiles, mantiene la 
obligación de trabajar, aunque hará que desaparezca el 
derecho del penado a percibir una retribución por su 
trabajo, al tiempo que introduce como novedad la 
posibilidad de efectuar trabajo para empresas del 
exterior.
Sin embargo, lo más destacable de esta norma, que 
habría de permanecer en vigor hasta 1901, sería la 
creación de una institución como la rebaja de condena en 
función de la conducta observada por el recluso y su 
laboriosidad - claro antecedente de la redención de penas
98 Véase ZAPATERO SAGRADO, R. , "En torno a una fecha: 
el 23 de junio de 1881", en Revista de Estudios 
Penitenciarios, na 216-219/1977, pp. 335 y ss; o BUENO 
ARÚS, F., "Cien años de Legislación Penitenciaria (1881- 
1981)", en Revista de Estudios Penitenciarios, nfl 232- 
235/1981, pp. 66-67. Sobre ella se ha dicho que traza 
"una línea divisoria en la historia de la legislación 
penitenciaria española" -cfr. GONZÁLEZ GUITIAN, L., 
"Evolución de la normativa penitenciaria española hasta 
la promulgación de la Ley Orgánica General 
Penitenciaria", en Revista de Estudios Penitenciarios, 
extra 1/1989, p. 104-. Y también que es la ley más 
completa que se ha dictado en esta materia hasta el siglo
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por el trabajo regulada más de cien años después por el 
Reglamento de 1948 -, a tenor de la cual los presidiarios 
que, entre otras cosas, realizaran trabajos 
extraordinarios podrían ser propuestos para ser premiados 
con rebaja del tiempo de condena, siempre y cuando 
hubieran cumplido sin nota desfavorable la mitad de la 
misma y no pudiéndoseles rebajar más de la tercera parte. 
Muy a pesar de sus ventajas, sin embargo, la rebaja de 
condena fue derogada por el Código Penal de 1848.
En este siglo, otra de las normas a destacar en lo 
que se refiere al trabajo de penados es el Real Decreto 
de 29 de abril de 1886, que regulaba el mismo inspirado 
en la doble idea del trabajo como medio para alcanzar la 
finalidad propia de la pena, que no era otra que la 
enmienda o corrección del penado, y como partida a 
incluir dentro de los presupuestos estatales destinados 
al soporte de los gastos, no todos desde luego, de los 
establecimientos penitenciarios".
Es esta norma un reflejo de otras cercanas en el 
tiempo, normas en las que, bajo el influjo de los 
correccionalistas españoles100, comienza a plasmarse, como 
objetivo de la institución penitenciaria, la corrección y 
enmienda del penado. Es el caso de la Ley de Bases de 21 
de octubre de 1869 para la reforma y mejora de los 
establecimientos y para la implantación de un buen 
sistema penitenciario, que prohibió la cesión de reclusos
XX -GARRIDO GUZMÁN, Compendio de Ciencia Penitenciaria, 
cit., p. 116-.
99 Véase BUENO ARÚS, F., "Cien años de Legislación 
Penitenciaria (1881-1981)*, cit., p. 69.
100 Giner de los Ríos, traductor de la obra de 
Roeder; Silvela; Dorado Montero; Cadalso, etc.
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a contratistas o empresarios privados aunque permitió la 
realización de trabajos forzados con fines de utilidad 
pública, o de la Constitución de la Primera República de 
1873. Ambas otorgan a la pena la función de enmendar 
jurídica y moralmente a quien comete un delito,
superándose en ellas la visión puramente retribucionista 
de la pena101.
Finalmente, cabe destacar la promulgación de la Ley 
de bases para la organización del trabajo en las
prisiones de 14 de diciembre de 1896, en la que se
establece la obligatoriedad del trabajo para los penados, 
exceptuándose a los preventivos; la preferencia, de entre 
los distintos sistemas de trabajo posibles, por el 
sistema de administración; el carácter remunerado del 
mismo; y su influencia en relación con el acceso a
beneficios penitenciarios como el indulto102. 
Características casi todas ellas propias del trabajo 
penitenciario a día de hoy.
Como puede apreciarse de lo hasta aquí reproducido, 
a lo largo de ese siglo, en nuestro país, el trabajo de 
los penados, apartándose en cierta medida de la 
periodificación clásica del trabajo de los reclusos, 
perderá su carácter aflictivo - minas, galeras - pasando 
a desempeñar una labor puramente utilitaria primero y 
enmendadora, correctora y moralizante después, en 
sincronía con la consideración por los reformadores de la
101 Puede verse a este respecto BUENO ARÚS, "Cien 
años de Legislación Penitenciaria (1881-1981)", cit., p. 
65. En el mismo sentido GONZÁLEZ GUITIAN, "Evolución de 
la normativa penitenciaria española hasta la promulgación 
de la Ley Orgánica General Penitenciaria", cit., p. 107.
102 Véase BUENO ARÚS, ult. ob. cit., p. 72.
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prisión como lugar donde conseguir un regeneración 
absoluta del preso. Por su parte, los sistemas
penitenciarios utilizados aquí serán los de aglomeración 
primero - Ordenanza de 1834 - y auburniano - Ley de bases 
de 1869 - y celular después -por Ley de 1878-.
1.2.2. LA REGULACIÓN EN ESPAÑA DEL TRABAJO
PENITENCIARIO A LO LARGO DEL SIGLO XX
27. Implantación del sistema progresivo y trabajo 
penitenciario: primera mitad del siglo XX. Habrá que
esperar sin embargo hasta la promulgación del Real 
Decreto de 3 de junio de 1901 para que se produzca la 
verdadera implantación en nuestro país de un sistema 
progresivo de ejecución de penas privativas de 
libertad103, en concreto el sistema irlandés de CROFTON104, 
dado que la experiencia de MONTESINOS con su sistema 
progresivo quedaría restringida tan sólo al Presidio de 
Valencia. En su Exposición de Motivos se señala que la 
división en períodos del tiempo de reclusión, y la
103 Con un precedente directo en el Real Decreto de 
23 de diciembre de 1889, norma sin embargo restringida en 
su aplicación a la población de Ceuta por motivos 
básicamente cautelares.
104 En la misma Exposición de Motivos se señala que 
el sistema progresivo a implantar será el irlandés, y 
efectivamente eso es lo que se desprende de un análisis 
de los distintos períodos en que se divide la ejecución 
de la pena. Sin embargo, GARRIDO GUZMÁN, Compendio de 
Ciencia Penitenciaria, cit., p. 95, ha mantenido que lo 
que se implantó en aquel momento fue el sistema 
progresivo inglés, que como ya se vio se diferencia del 
irlandés en que éste último, perfeccionando el anterior, 
introduce un tercer período, el intermedio, entre el de 
trabajo y el de libertad condicional.
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subsiguiente progresión de uno a otro período, se 
encuentra relacionada con el sometimiento del recluso a 
un tratamiento por medio del cual interaccionan una serie 
de elementos o instrumentos, entre los que se incluyen el 
trabajo, el aislamiento, la enseñanza -la "trilogía" de 
HOWARD-, mas no sólo ellos, sino también otros como la 
disciplina rigurosa -del "rigor saludable de prudenciales 
castigos" se habla-105 o los premios, ejes en torno a los 
cuales gira el régimen penitenciario, con el objeto de 
conseguir el arrepentimiento del penado y su voluntad de 
retornar a la vida honrada, y preparándole para esto 
último durante la condena.
En cualquier caso, el trabajo desempeñará una 
importante labor en el sistema progresivo, puesto que en 
todos y cada uno de los períodos en los que se dividirá 
su ejecución estará presente. En el primero, período 
celular (de entre dos a doce meses106) , el preso podrá 
trabajar en su celda ya que se encuentra sometido a 
aislamiento absoluto; en el segundo, período industrial y 
educativo (que durará "hasta la mitad de la condena que 
faltara por extinguir*) , si bien persiste el aislamiento 
nocturno, durante el día el preso realizará trabajo en
105 En este sentido, entre los castigos a imponer a 
los presos se encuentran la privación del trabajo 
industrial o la disminución de las gratificaciones o 
jornales fijados por los servicios y trabajos. Puede 
verse a este respecto RIVERA BEIRAS, La cárcel en el 
sistema penal (un análisis estructural), cit., p. 67, 
quien mantiene que lo que se configura en este RD es un 
sistema premial perfectamente ideado para doblegar a los 
rebeldes y/o estimular a los ociosos.
106 Véase en relación con la duración de los 
distintos períodos en que se divide el sistema progresivo 




común; en el tercero, período intermediario (que durará a 
su vez "hasta la mitad de la condena que quede por 
extinguir descontando el tiempo de los períodos 
precedentes"), los trabajos serán más suaves, menos 
penosos; y en el cuarto, período de gracias y 
recompensas, equivalente a lo que después se conocería 
como libertad condicional, el penado podrá efectuar 
trabajos fuera del establecimiento o mejor retribuidos.
A partir de esta norma comenzará una etapa de 
implantación y consolidación del sistema progresivo de 
ejecución de penas que perdurará hasta pasado el ecuador 
del siglo XX, y de la que, en materia de trabajo de 
penados, cabe destacar la creación de la institución de 
la redención de penas por el trabajo en 1948, 
manteniéndose en todo lo demás una regulación 
prácticamente idéntica a la prevista en el Real Decreto 
de 5 de mayo de 1913 por el que se aprueba el Reglamento 
de los Servicios de Prisiones y con el mismo objetivo 
corrector/reformador del penado.
En este RSP de 1913, calificado por la doctrina como 
verdadero Código Penitenciario ya que sentó las bases por 
las que discurrirá el derecho carcelario español en el 
futuro, se asentaron como características propias del 
trabajo de los reclusos las siguientes -anticipando lo 
que constituirá en efecto, mucho tiempo después, la 
regulación del trabajo penitenciario-:
1) la obligatoriedad del mismo para los penados, 
excepto los mayores de 65 años;
2) la separación en esta materia de los preventivos, 
que trabajarán en su celda o departamento especial;
3) los distintos sistemas posibles de trabajo: 
administración, contrata, o por cuenta de los reclusos;
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4) una jornada laboral máxima de 8 horas diarias;
5) para el sistema de administración, un jornal que 
no bajara de 25 ni excediera de 80 céntimos y que podría 
ser incrementado como premio a la buena conducta; el 
destino del 25 por 100 de lo percibido por el recluso por 
su trabajo para el pago de indemnizaciones por 
responsabilidad civil, y de otro 25 por 100 para 
constituir un fondo de ahorro.
6) asimismo, utiliza el trabajo, como ya lo hacía el 
RD de 1901, como premio o recompensa (artículo 252), y 
también como castigo (artículo 253).
Por su parte, el Decreto de 5 de marzo de 1948 por 
el que se promulga un Reglamento de los Servicios de 
Prisiones, inspirado en principios de caridad cristiana, 
e impregnado de la terminología propia de ese ideal107, 
declarará expresamente en su articulado que la labor de 
las instituciones penitenciarias será, además de la de 
custodiar y retener a detenidos, presos y penados, la de 
"realizar sobre ellos una labor transformadora y 
redentora”. En el caso del trabajo, como todavía no había 
adquirido el cientificismo de épocas posteriores, se 
mantenía su concepción de "trabajo/redención” y su uso 
como mano de obra barata, hasta incluso gratuita, para la 
reconstrucción nacional (en obras públicas, construcción 
de monumentos y demás trabajos penosos)108.
107 Sólo hay que observar que se habla de redención 
de penas por el trabajo, no de reducción o rebaja: el 
preso podrá redimir pena, no reducir o rebajar condena.
108 En este sentido, RIVERA BEIRAS, La cárcel en el 
sistema penal (un análisis estructural), cit. p. 84. 
Resulta ilustradora sobre este tema la obra de LAFUENTE 
ZORRILLA, I., Esclavos por la patria. La explotación 
laboral de los presos bajo el franquismo, Temas de Hoy. 
Colección Historia Viva, Madrid, 2002, donde aborda, como
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Este Reglamento regula la redención de penas por el 
trabajo -de acuerdo con lo previsto en el Código Penal de 
1944 y con base en la Orden de 7 de octubre de 1938 por 
la que se creó el Patronato Central para la redención de 
las penas por el trabajo-, institución creada con la 
concreta finalidad de resolver el problema generado por 
la excesiva cantidad de población reclusa provocada por 
la reciente guerra civil109, y que en su diseño -aunque no 
en su desarrollo práctico- constituirá, en palabras de 
GARRIDO GUZMAN, "uno de los mejores estímulos para el 
trabajo, permitiendo al penado con su esfuerzo acortar la 
duración de la pena, haciendo del trabajo instrumento del 
tratamiento penitenciario"110, y sobreviviendo como
textualmente mantiene, "la historia de decenas de miles 
de españoles que después de la guerra civil fueron 
encarcelados y explotados laboralmente por haber 
defendido la legalidad contra la que Franco se sublevó" - 
cfr. p. 18-.
109 Véase en este sentido ZURITA GARCÍA, J., "La 
redención de penas por el trabajo: controvertido origen y 
dudosa justificación actual", en Revista de Estudios 
Penitenciarios, na 241/1989, pp. 51 y ss; y JUANATEY 
DORADO, C., "Algunas consideraciones sobre la redención 
de penas por el trabajo y su aplicación por los jueces de 
vigilancia", en Revista de Estudios Penitenciarios, na 
236/1986, p. 62, donde recoge la ampliación del ámbito 
subjetivo de aplicación de este "derecho subjetivo del 
interno", a juicio de la doctrina mayoritaria, con las 
sucesivas modificaciones legales del mismo. Sobre el tema 
es recomendable la lectura de BUENO ARÚS, F., La 
redención de penas por el trabajo en el ordenamiento 
español, Ministerio de Justicia, Madrid, 1975; y del 
mismo autor, "El Real Decreto 2273/1977 de 29 de julio y 
la redención de penas por el trabajo", en Cuadernos de 
Política Criminal, na 3/1977, pp. 203-217; y "De nuevo 
sobre la redención de penas por el trabajo", en Cuadernos 
de Política Criminal, na 18/1982, pp. 429-439.
110 Cfr. GARRIDO GUZMÁN, Compendio de Ciencia 
Penitenciaria, cit., p. 125. Este mismo autor ha definido
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institución, como es bien sabido, hasta su desaparición 
con la promulgación del Código Penal de 1995.
28. El Reglamento de los Servicios de Prisiones de 
1956. Tras este breve paréntesis en torno a la redención 
de penas por el trabajo, la última norma en la que se 
regula con carácter general el trabajo de los penados, 
con anterioridad a la promulgación de la Constitución 
Española de 1978, es el Reglamento de los Servicios de 
Prisiones de 2 de febrero de 1956 (en adelante RSP),
norma que serviría para adaptar la regulación prevista en 
el Reglamento de 1948 a las RM-ONU y que contiene la 
ordenación del trabajo en su Título I, Capítulo XI.
Además de apartarse en sus pronunciamientos de la
terminología utilizada por el anterior Reglamento -en el
RSP se hablaba ya de la "labor reformadora", que no
transformadora y redentora, de las instituciones
penitenciarias-, en su artículo 132 el RSP establecía, 
respecto de ese trabajo, que Mtendrá como finalidad 
primordial la reforma de los reclusos mediante su
preparación en las diversas actividades laborales".
No obstante ello, esta norma reglamentaria, en su
redacción originaria, mantiene todavía una concepción del 
tratamiento como conjunto de actividades destinadas a 
modificar el sistema de aptitudes y la escala de valores 
del interno para ayudarle a perder su capacidad delictiva
la redención de penas por el trabajo como "una 
institución de prevención especial que sirve para acortar 
el tiempo de duración de la condena de aquellos 
sentenciados que desempeñen básicamente una actividad 
laboral en un centro penitenciario y cumplan los 
requisitos que establece el Código Penal* -cfr. "La 
reforma urgente y parcial del Código Penal y la redención
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e integrarse en sociedad; en otras palabras, sigue
considerándolo como un proceso con el que lograr la 
corrección y reforma moral del delincuente111, lo que se 
conseguirá tras su identificación con el sistema de 
valores instituido por el Estado franquista.
29. La introducción del tratamiento científico y 
criminológico y la flexibilización del sistema progresivo 
por Decreto de 1968. El RSP de 1956 será objeto de 
múltiples modificaciones parciales, en un intento de 
modernizar el sistema penitenciario dictatorial, entre
las que destacan las llevadas a cabo por:
1) el Decreto 2705/1964, de 27 de julio, por el que
se reguló el régimen y funcionamiento de "Trabajos 
Penitenciarios", calificándolo como entidad estatal 
autónoma del grupo A y que se éncargó de establecer en su 
artículo 3.a), como función del Organismo Autónomo, "la 
organización del trabajo penitenciario como actividad 
habitual del recluso y con la finalidad primordial de su 
resocial i zaci ón112"; introduciéndose por vez primera en 
nuestro ordenamiento el término resocialización como
de penas por el trabajo*, en Estudios Penales y 
Penitenciarios, Edersa, 1988, p. 149-.
111 DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo penitenciario 
resocializador, cit., p. 258, señala críticamente que con 
la intervención resocializadora adoptada por esta norma 
se intentaba conseguir "un ciudadano laborioso, 
disciplinado y con un fuerte sentimiento moral y 
religioso, siendo el programa de refozma propugnado un 
programa máximo, tendente a la resocialización para la 
moralidad".
112 El subrayado es mío.
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objetivo o finalidad a perseguir por el trabajo 
penitenciario113;
2) el Decreto 162/1968, de 25 de enero, norma 
ciertamente destacable por dos razones: la primera,
porque introdujo en nuestro sistema penitenciario el 
tratamiento científico y criminológico, creando al efecto 
los Equipos de Observación y Tratamiento, integrados por 
especialistas en las distintas técnicas criminológicas114; 
y la segunda, porque flexibilizó el sistema progresivo115, 
modificando para ello los criterios utilizados para la 
progresión o regresión de grado, criterio que ya no será 
el trabajo desempeñado por el recluso sino la evolución 
de la personalidad del interno y, al mismo tiempo, 
disponiendo que los grados ya no tuvieran una duración 
prefijada de antemano, como ocurría con el sistema 
progresivo, pudiendo el recluso ser clasificado en 
cualquiera de ellos sin necesidad de pasar por todos; y
113 Se señala expresamente en la Exposición de 
Motivos de este Decreto que naun cuando el trabajo 
penitenciario sea considerado como una actividad normal 
del recluso que se pretende sea realizada en condiciones 
similares a las del trabajador libre, sin embargo, por lo 
que a su naturaleza respecta prevalece con carácter 
fundamental la finalidad de servir de base al tratamiento 
del recluso en orden al cumplimiento de las penas 
privativas de libertad con su primordial función 
resocializadora. De ahí que a la actividad laboral del 
recluso, cuya representación y defensa asume la 
Administración Penitenciaria, no resulten aplicables las 
disposiciones del Derecho Laboral basadas en una relación 
contractual aquí inexistente, sino las de Derecho 
Penitenciario con carácter único y excluyente".
114 Véase en este sentido GARRIDO GUZMÁN, Manual de 
Ciencia Penitenciaria, cit., p. 179.
115 Véase a este respecto BUENO ARÚS, "Cien años de 
Legislación Penitenciaria (1881-1981)", cit., p. 83.
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,3) el Decreto 2273/1977, de 29 de julio, por el que 
entre otras cosas se intentó elaborar un estatuto 
jurídico del recluso, plasmando en él sus derechos y 
deberes conforme no sólo a las RM-ONU sino también a lo 
previsto en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos de 1966 y en las RM-CE que, como ya se ha 
mencionado, constituyeron básicamente una revisión de las 
RM-ONU a la vista de los cambios acaecidos en el marco 
europeo y en las ideas sobre el tratamiento de los 
delincuentes desde la aprobación de aquellas en 1955116.
30. La Ley de Relaciones Laborales de 1976. La Ley
16/1976, de 8 de abril, de Relaciones Laborales, en su 
artículo 3.1 consideró relaciones laborales de carácter 
especial "las que reuniendo las características del 
artículo 1.1, se enumeran en los apartados siguientes: 
(...) 1) Las actividades laborales de los internos de los 
centros penitenciarios en sus diferentes modalidades y de 
acuerdo con su naturaleza respectiva".
Tiene esta norma la destacada particularidad de ser 
la primera disposición del ordenamiento jurídico-laboral 
que expresamente reconoce no sólo la naturaleza laboral117
116 En este sentido, BUENO ARIJS, F., "Las Reglas
Penitenciarias Europeas (1987)", cit., p. 11.
117 A este respecto se ha dicho -véase PALOMEQUE 
LÓPEZ, M.C., "La relación laboral de los penados en 
instituciones penitenciarias", en Revista Española de 
Derecho del Trabajo, nfi 9/1982, p. 558- que con la LRL de 
1976 se opera la "laboralización" del trabajo
penitenciario, incorporándolo al ámbito propio de la 
relación laboral. Puede observarse la evidente e
importante evolución que existe en relación con el 
tratamiento que en el Decreto 2075/1964 se hacía de la 
actividad laboral de los reclusos, objeto en aquel
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del trabajo prestado por los internos de centros 
penitenciarios, esto es, tanto por los penados como los 
preventivos, y por lo tanto su inclusión en el ámbito del 
Derecho del Trabajo, sino el carácter especial del 
trabajo desarrollado por esos internos. Hasta ese 
momento, las normas encargadas de regular el trabajo 
penitenciario eran normas penitenciarias, esto es, normas 
de carácter administrativo, por lo que se entendió que el 
trabajo de los internos gozaba de tal naturaleza 
jurídica, no siendo aplicables en ningún caso las normas 
propias de la rama laboral del ordenamiento jurídico - 
salvo por lo que hace al Decreto 573/1967, de 16 de 
marzo, por el que los reclusos que realizaran trabajos 
penitenciarios retribuidos se asimilaban a trabajadores 
por cuenta ajena, a los únicos efectos de su inclusión en 
el Régimen General de la Seguridad Social-.
Eso habría de cambiar, como puede deducirse, tras la 
promulgación de la LRL de 1976. Sin embargo, dado que la 
regulación reglamentaria de esta relación laboral de 
carácter especial -en cumplimiento de lo dispuesto en la 
disposición adicional 4* de la LRL118- nunca se llevó a 
cabo, al trabajo penitenciario continuaron aplicándose, 
como podrá observarse seguidamente, las normas propias 
del Derecho penitenciario que habían venido aplicándose 
hasta entonces, y las que más tarde aparecieron, pues así 
lo establecía la disposición transitoria Ia del mismo
entonces del derecho administrativo por considerarse 
inexistente la relación laboral.
118 Disposición adicional 4 a que textualmente
establecía que "el Gobierno, a propuesta del Ministerio 
de Trabajo, previo informe de la Organización Sindical, 
aprobará en el plazo máximo de dos años las disposiciones 




texto legal, que mantenía en vigor la normativa anterior 
reguladora de las relaciones laborales de carácter 
especial en tanto no se aprobaran los correspondientes 
desarrollos reglamentarios.
11.2. LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978 Y LA REGULACIÓN 
POSTCONSTITUCIONAL DEL TRABAJO PENITENCIARIO EN ESPAÑA.
31. Introducción. La evolución histórico-legislativa 
del trabajo penitenciario en España se cierra con dos 
hitos importantes: de una parte, la promulgación en 1978 
de la Constitución Española, a través de la cual adquiere 
rango constitucional la finalidad reeducacional y 
reinsertora de la pena privativa de libertad; y de otra, 
la promulgación de la Ley Orgánica General Penitenciaria, 
en 1979, tras los graves conflictos generados en las 
prisiones españolas a raíz de la demanda de amnistía para 
todos los reclusos tras la muerte del dictador Franco, y 
sus reglamentos de desarrollo. En esta norma, 
complementada por su reglamento de desarrollo, se 
establece el régimen jurídico del trabajo penitenciario.
2.1. LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 27 DE DICIEMBRE DE
1978
32. El artículo 25.2 CE. En 1978, como se ha 
mencionado anteriormente, se eleva a rango constitucional 
el principio resocializador con la promulgación de la
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Constitución Española, principio que desde entonces 
informará el ordenamiento penitenciario. Así, en su 
artículo 25.2 establecerá que "las penas privativas de 
libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas 
hacia la reeducación y reinserción social y no podrán 
consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de 
prisión que estuviese cumpliendo la misma gozará de los 
derechos fundamentales de este Capítulo a excepción de 
los que se vean expresamente limitados por el contenido 
del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la Ley 
penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo 
remunerado y a los beneficios correspondientes de la 
Seguridad Social, así como el acceso a la cultura y al 
desarrollo integral de la personalidad*.
Tres son los enunciados a destacar de este precepto. 
En primer lugar, el ya citado de la consideración de la 
reeducación y la reinserción social como fin de las penas 
privativas de libertad y medidas de seguridad. En segundo 
lugar, la prohibición de penar con la realización de 
trabajos forzados. Y por último, la configuración del 
trabajo remunerado y los beneficios de la Seguridad 
Social como un derecho del interno. Como se ha de ver, 
sin embargo, todos ellos guardan una evidente relación.
2.1.1. LA REEDUCACIÓN Y REINSERCIÓN SOCIAL COMO FIN DE 
LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD.
33. Introducción. Como se ha podido comprobar, la 
idea de la resocialización como fin de la pena no es una 
novedad introducida por la CE de 1978. Al contrario: esta 
idea, que nace a finales del siglo XIX, fue insertada en
69
Capitulo Primero
la década de los cincuenta en las legislaciones de los 
países de nuestro entorno por influjo de la psicología, 
la sociología y la criminología, tratándose con ello de 
lograr que la ejecución de la pena viniera realizada a 
través de medidas resocializantes o reeducativas y, al 
mismo tiempo, de evitar el contemplar la ejecución de la 
pena como fin en sí misma119. Sin embargo, cuando a 
finales de la década de los setenta comienza a hablarse 
por la doctrina de crisis del pensamiento resocializador, 
resulta curioso ver cómo nuestro ordenamiento recoge ese 
ideal, lo asume e incluso, en cierta manera, le otorga 
rango constitucional.
La declaración contenida en el primer apartado del 
artículo 25.2 plantea toda una serie de cuestiones de 
fondo sobre las que la doctrina penal ha efectuado 
estudios con detenimiento, sin alcanzar una postura 
unitaria, y en torno a alguna de las cuales se ha de 
realizar un breve repaso pues, como ha de verse, inciden 
de forma directa en el planteamiento que acerca del 
trabajo penitenciario quien esto escribe ha de adoptar. 
Ante todo, el intento de definir los conceptos de 
reeducación y reinserción social, y su identificación o 
no con el de resocialización y el de prevención especial.
119 Es el caso de la Constitución italiana de 1948, 
cuyo artículo 27 establece que "las penas (...) deben 
tender a la reeducación del condenado". Y en torno a esa 
idea se creó todo un ordenamiento penitenciario cuyos 
resultados no han sido los que cabría esperar, como ha 
ocurrido en otros países. Puede verse en relación con 
este tema MORSELLI, E., "Neo-retribucionismo y prevención 
general integradora en la teoría de la pena", en Anuario 




34. Problemas de Identificación entre conceptos.
Así, y por lo que hace a esta cuestión, considero 
conveniente indicar que, tradicionalmente, la doctrina ha 
identificado reeducación y reinserción social con el 
término resocialización, y con la prevención especial 
como fin de la pena privativa de libertad120. Vayamos por 
partes, efectuando un repaso de todos estos términos.
35. La prevención especial. También conocida como 
socialización o prevención individualizada, con la 
prevención especial como fin de la pena se persigue que 
el delincuente no vuelva a cometer delitos, ya sea por 
haberse reinsertado, ya sea por temor a la pena, ya sea 
por mantenerlo apartado de la comunidad121, sin perder por 
lo tanto de vista el objetivo específico de la no 
reincidencia.
120 Es el caso, por ejemplo, de BOIX REIG, J., 
"Significación jurídico-penal del artículo 25.2 de la 
Constitución (La reeducación y reinserción social del 
condenado)", en Escritos Penales, Universidad de 
Valencia, 1979, p. 114. O de VIVES ANTÓN, T.S., "Régimen 
penitenciario y Derecho Penal. Reflexiones críticas", en 
Cuadernos de Política Criminal, 1977, p. 250, al hilo de 
un análisis de la obra de Luis Garrido, en la que éste 
afirma que la finalidad de la Ciencia Penitenciaria es la 
reinserción social del condenado. Y también de GARCÍA 
ARAN, M., "La prevención general en la determinación de 
la pena", en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, 
1981, p. 521, en la que manifiesta que "mientras la 
Constitución no obliga al Juez a perseguir el efecto 
preventivo general, sí le impone tener en cuenta la 
finalidad preventivo especial, con lo cual, en mi 
opinión, ésta pasa a un primer plano". O de BUENO ARÚS, 
F., "Los fines de la pena y la pena de prisión en 
Beccaria y en la política criminal española 
contemporánea", en Cuadernos de Política Criminal, n2 
38/1989, p. 307.
121 Véase al respecto CUELLO CALÓN, La moderna 
penología, cit., p. 19; y MARCO DEL PONT, Penología y 
sistemas carcelarios, cit., pp. 3 y 4.
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En realidad, lo que se defiende modernamente con la 
teoría de la prevención especial como fin de la pena es 
el modelo creado por Von Liszt y acogido por muchas 
legislaciones, en virtud del cual se articula el fin de 
la prevención especial a través de tres vías, cuales son 
la corrección, la intimidación y la inocuización o 
eliminación122. Para el citado autor, la pena consiste en 
prevención realizada a través de la represión, con una 
triple finalidad: la primera sería la resocialización de 
quienes puedan beneficiarse con la misma; la segunda, la 
disuasión de quienes no la necesitan; y la tercera, la 
neutralización de los incorregibles123. Puede observarse 
por tanto que la resocialización no es más que una de las 
formas en que se concreta esa prevención especial.
Destacados seguidores de esta idea fueron, ademas 
del autor citado, que logró difundir con carácter general 
la prevención especial, el correccionalista alemán Roder, 
los correccionalistas Dorado Montero124 y Jiménez de
122 En este sentido puede verse VON LISZT, F., La 
idea de fin en el Derecho Penal, traducción de Pérez del 
Valle, Comares, Granada, 1995, pp. 80 y ss. ; ANTÓN 
ONECA, J., Derecho Penal, Parte General, 2ft ed. anotada y 
puesta al día por HERNÁNDEZ GUIJARRO, J. y BENEYTEZ 
MERINO, L., Ed. AKAL/IURE, Torrejón de Ardoz, 1986, p. 
511; CURY URZUA, E., "La prevención especial como límite 
de la pena", en Anuario de Derecho Penal y Ciencias 
Penales, Tomo XLI, 1988, pp. 685 y ss.; MIR PUIG,
Introducción a las bases del Derecho Penal, cit., p. 55.
123 Puede verse ROTMAN, E., "El concepto de
prevención del delito", en Actualidad Penal, nc 43/1998.
124 Véase en este sentido ANTÓN ONECA, Derecho Penal, 
cit., pp. 49-51; CEREZO MIR, Curso de derecho penal 
español, cit., p. 22; MAPELLI CAFFARENA y TERRADILLOS
BASOCO, Las consecuencias jurídicas del delito, cit., p. 
39; MIR PUIG, Introducción a las bases del Derecho Penal,
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Asúa125, y la escuela creada por Ancel, denominada "de la 
defensa social"126.
Sin embargo, no puede obviarse el hecho de que, a 
pesar de sus ventajas, la prevención especial no se 
encuentra exenta de críticas, debido quizá en gran medida 
a que se ha identificado con la idea de 
resocialización127, siendo como es el concepto de 
prevención especial más amplio que el citado, pues se 
refiere también, como ya se ha mencionado, a la 
intimidación especial y al aseguramiento e inocuización 
del delincuente. Por este motivo, cierto sector doctrinal 
identifica resocialización exclusivamente con prevención
cit., p. 246; o FERNÁNDEZ GARCÍA, J. , "El tratamiento 
penitenciario resocializador" en AA.W. , Reflexiones 
sobre las consecuencias jurídicas del delito, Tecnos, 
Madrid, 1995, p. 96.
125 En opinión de TENCA, Jiménez de Asúa es 
partidario de la prevención especial -puede verse en 
TENCA, A.M., Causas del delito y teoría de la pena, 
Depalma, Buenos Aires, 1997, p. 141-. Sin embargo, otros 
autores como CEREZO MIR lo incluyen dentro de los 
teóricos unionistas o eclécticos -véase CEREZO MIR, 
Curso de derecho penal español, cit., p. 24, nota nfi 51-.
126 ANCEL, M., La défense sociale nouvelle, cit. En 
su obra, ANCEL defendió la sustitución de la pena 
retributiva por la sanción que haga referencia a la 
responsabilidad individual y se dirija a la reinserción 
social, con carácter punitivo u orientada a la corrección 
o seguridad. A pesar de esta postura inicial, este autor 
terminaría admitiendo que, en aquellos casos donde no 
fuese necesaria la resocialización, la aplicación de 
penas se haría, entre otros motivos, para satisfacer los 
sentimientos de justicia de la sociedad. Véase la obra de 
BARBERO SANTOS, M. , "La defensa social treinta años 
después", en Doctrina Penal, nfi 8/1985, p. 204, en la que 
efectúa un análisis exhaustivo de la obra de ANCEL.
127 MUÑOZ CONDE, F., "La resocialización del 
delincuente, análisis y crítica de un mito", en Cuadernos 
de Política Criminal, nfl 7/1979, p. 92.
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especial positiva128. Y recuerda que la Constitución 
Española en su artículo 25.2 tan sólo hace referencia a 
la reeducación y reinserción social como fin al que deben 
tender las penas privativas de libertad y las medidas de 
seguridad, y no a la prevención especial129, con los 
problemas que ello traería consigo.
Así, de la teoría de la prevención especial se ha 
dicho que "hace agua por todas partes", aunque no más que 
el resto de teorías de la pena130. Se ha criticado, de una 
parte, que no establece límites en cuanto a la 
cuantificación de las penas, pudiendo por tanto privarse 
a quien delinque de su libertad hasta que se consiga su 
corrección131, lo cual vulnera el principio de legalidad.
128 Es el caso de BUENO ARÚS, quien en muchas de sus 
obras mantiene esa idea. Véase, por ejemplo, "A propósito 
de la reinserción social del delincuente", en Cuadernos 
de Política Criminal, nfi 25/1985, o "La resocialización 
del delincuente adulto normal desde la perspectiva del 
Derecho Penitenciario", en Actualidad Penal, nfl 5/1987, 
p. 235.
129 Así se manifiestan MAPELLI CAFFARENA, B.,
Principios fundamentales del sistema penitenciario 
español, Bosch, Barcelona, 1983, pp. 140 y ss., y ÁLVAREZ 
GARCÍA, F.J., "La reeducación y reinserción social en el 
momento de la conminación", en QUINTERO OLIVARES, G. y 
MORALES PRATS, F. (Coord.), El nuevo Derecho Penal
español. Estudios Penales en memoria del Profesor José 
Manuel Valle Muñiz, Aranzadi, Pamplona, 2001, p. 53, nota 
71. Del mismo autor, Consideraciones sobre los fines de 
la pena en el ordenamiento constitucional español, 
Comares, Granada, 2001.
130 Puede verse en este sentido PAVARINI, M., "La 
pena utile, la sua crisi e il disincanto: verso una pena 
senza scopo", en Rassegna Penitenziaria e Criminológica, 
na 1/1983, p. 1-47.
131 En ese sentido, ROXIN, C., "Fin y justificación 
de la pena y de las medidas de seguridad", en 
Determinación judicial de la pena, Ed. Del Puerto, Buenos
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De otra parte, también se ha dicho que puede llevar por 
sí sola a la impunidad cuando el delincuente no necesite 
intimidación, corrección o inocuización; esto es, cuando 
no exista posibilidad de reincidencia132 o se trate de 
seres sociables no necesitados por tanto de 
resocialización si como tal se entiende la reinserción 
social133.
Resulta evidente, sin embargo, que este último 
problema es de fácil solución teórica si no contemplamos 
la prevención especial como único fin de la pena, pues no 
cabría la impunidad si tenemos presente la prevención 
general como otro de los fines de la pena134.
Aires, 1993, p. 23. Significaría en cierto modo una 
defensa de las sentencias indeterminadas, preconizada por 
FERRI y JIMÉNEZ DE ASÚA, ambos pertenecientes a la 
escuela positiva, con los peligros que ello encierra. 
Sobre este tema puede consultarse JIMENEZ DE ASÚA, L., La 
sentencia indeterminada: el sistema de penas determinadas 
"a posteriori*, Hijos de Reus, Madrid, 1913.
132 BAUMANN, J., "Culpabilidad y expiación, ¿son el
mayor problema del derecho penal actual?", en Nuevo 
Pensamiento Penal, n2 2/1972, p. 39.
133 Sería el caso de los delincuentes "de cuello 
blanco", como señala BAJO FERNÁNDEZ, M., Derecho penal 
económico aplicado a la actividad empresarial, Cívitas, 
Madrid, 1979, pp. 81 ss, para quien este tipo de
delincuentes se encuentran excluidos de la posibilidad de 
reeducación puesto que ya están "socializados", por lo 
cual ningún sentido tiene imponerles una pena si ésta
tiene como fin la resocialización del delincuente.
134 Básicamente, esta teoría implica que la pena
tiene como finalidad que la comunidad en su conjunto, 
esto es, tanto los sujetos cumplidores de la ley como 
aquellos con una mayor tendencia a delinquir, se abstenga 
de cometer delitos, mediante la observación de las 
consecuencias que llevan aparejadas los mismos. Dentro de 
la teoría de la prevención general la doctrina distingue, 
a su vez, entre prevención general integradora o 
positiva, en función de la cual las penas tienen como
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En ese sentido, he de hacer un inciso y recordar que 
nuestra Constitución no se ha inclinado por la prevención 
especial como único y exclusivo fin de la pena135. Ni 
siquiera le otorga un carácter prioritario frente a otros 
posibles fines136. Incluso se ha dicho que en el precepto 
lo que existe es un "conflicto de fines", ejemplificativo 
de la tensión que existe en la pena, tensión que 
determina toda la organización penitenciaria137. 
Evidentemente, este precepto no puede ser interpretado en 
el sentido de que la resocialización o la prevención 
especial tengan que ser el fundamento de la pena o el 
único de sus fines138. Tan sólo impone que sea uno de los
misión reforzar la confianza y fidelidad de los 
ciudadanos en el orden jurídico establecido, "en la 
fuerza de existencia y de imposición del ordenamiento 
jurídico" -cfr. ROXIN, "Fin y justificación de la pena y 
de las medidas de seguridad", cit., p. 28-; y prevención 
general intimidatoria o negativa, también llamada de 
amenaza, que como su nombre indica tiene por fin impedir 
que la colectividad delinca amenazando con penas algunas 
acciones: para sus defensores, tanto la mera amenaza de 
la pena como su misma aplicación, o condena de quien 
delinque, tienen un efecto de intimidación sobre la 
colectividad en general.
135 Así lo advierte el propio Tribunal 
Constitucional, además de en los Autos 303/1986, 
780/1986, 1112/1988 y 106/1997, en las sentencias
28/1988, 150/1991, 55/1996, 112/1996, 2/1997, 81/1997,
109/2000 y 120/2000.
136 SSTC 161/1997 y 234/1997.
137 Puede verse al respecto MAPELLI CAFFARENA y 
TERRADILLOS BASOCO, Las consecuencias jurídicas del 
delito, cit., p. 129.
138 En este sentido, DE TOLEDO Y UBIETO, O., Sobre el 
concepto de Derecho Penal, Universidad Complutense de 
Madrid, 1981, p. 266. Más recientemente, y por todos, 
GRACIA MARTÍN, L., "Culpabilidad y prevención en la
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fines de la pena que necesariamente haya de tomarse en 
cuenta a la hora de orientar su regulación, prohibiendo 
de este modo una teoría absoluta de la pena en sentido 
estricto o una teoría relativa orientada única y 
exclusivamente hacia el fin de la prevención general139, o 
incluso una teoría mixta en la que no entre en juego la 
idea de prevención especial140.
36. El concepto de resocialización defendible. De
todas maneras, el problema en lo que hace a la 
resocialización reside en la cuestión que seguidamente se 
plantea, sin duda. ¿Qué significa este concepto? Porque, 
como hemos de ver, no existe uniformidad entre la 
doctrina a la hora de conceptuarlo.
Resocializar significa, a mi entender, volver a 
socializar. ¿Y que ha de entenderse por socializar? La 
definición que proporciona la Real Academia Española de 
ese término141 -pues la voz resocializar no viene recogida 
en su diccionario- dice así: significa "promover las
condiciones sociales que, independientemente de las 
relaciones con el Estado, favorezcan en los seres humanos 
el desarrollo integral de su persona". Puede deducirse
moderna reforma penal española", en Actualidad Penal, na 
37/1993, p. 548.
139 Véase en este sentido PÉREZ MANZANO, M., 
Culpabilidad y prevención: las teorías de la prevención 
general positiva en la fundamentación de la imputación 
subjetiva y de la pena, Universidad Autónoma de Madrid, 
1990, p. 242.
140 Como sería la defendida por TENCA, Causas del 
delito y teoría de la pena, cit., pp. 225 y ss., y que él 
denomina retribucionismo garantizador.




por tanto que este concepto, precedido por el prefijo re, 
que indica repetición, evidencia que deben volver a 
promoverse las condiciones sociales que favorezcan en el 
ser humano el desarrollo integral de su persona. Y ello, 
trasladado al ámbito carcelario, significa que para el 
caso concreto del recluso, y durante su estancia en 
prisión, deben promoverse esas condiciones que permitan 
el desarrollo integral de su persona, pues se entiende 
que ha fracasado un proceso previo de socialización 
primaria. Y se habla de persona entendida en sentido 
moral, no jurídico, esto es, no como titular de derechos 
y deberes, sino como ser humano, con independencia de sus 
condiciones, características y circunstancias concretas. 
En mi opinión, se hace referencia con "desarrollo 
integral de su persona" a libre y pleno desarrollo de su 
personalidad142.
Siendo el desarrollo libre de la personalidad 
fundamento del orden político y de la paz social, como 
destaca el artículo 10.1 CE143, se trata por tanto de un 
derecho que poseen los reclusos de igual forma que el 
hombre libre144, y que debe potenciarse en su caso para
142 En este sentido, véase ROBLES MORCHÓN, G. , "El 
libre desarrollo de la personalidad (artículo 10.1 C de 
la C . E .) " en GARCÍA SAN MIGUEL, L. (Coord.), "El libre 
desarrollo de la personalidad" Artículo 10 de la 
Constitución, Servicio de Publicaciones de la Universidad 
de Alcalá, 1995, pp. 45 y ss.
143 "La dignidad de la persona, los derechos 
inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de 
la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de 
los demás son fundamento del orden político y de la paz 
social".
144 A este respecto, BUENO ARÚS ha mantenido -"A 
propósito de la reinserción social del delincuente", 
cit., p. 68 - que "el modelo de reinserción social que
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favorecer la orientación reeducadora y de reinserción 
social que posee la pena145, deber fundamental que afecta 
a todas las instituciones, siendo que al mismo tiempo ese 
derecho ha servido como límite de la actuación de esas 
instituciones en pro de la resocialización del 
delincuente.
En este sentido, la doctrina ha mantenido que el 
objetivo resocializador sólo puede perseguirse en un 
marco de respeto a la libre voluntad del interno y al 
libre desarrollo de su personalidad146, entendido esto 
último como la capacidad del ser humano para formar su 
propio plan de vida, para definir su propio proyecto 
vital, lo que evidentemente encuentra difícil 
compatibilidad con el hecho mismo del encarcelamiento, 
puesto que ese libre desarrollo de la personalidad posee 
como condición necesaria la libertad, y la pena privativa 
de libertad restringe la libertad del recluso, si bien no 
de modo absoluto, eso es cierto. Y no me estoy refiriendo
pretende la Constitución para los condenados a penas de 
privación de libertad no difiere del modelo de 
socialización que se pretende para todos los ciudadanos".
145 Puede verse en ese sentido a MAPELLI CAFFARENA,
B., "Los fines de la ejecución de la pena privativa de 
libertad", en I Jornadas Penitenciarias Andaluzas, Junta 
de Andalucía, 1983, p. 15.
146 Puede verse COBO DEL ROSAL y VIVES ANTÓN, Derecho 
penal, cit., p. 804; y MUÑOZ CONDE, "La resocialización 
del delincuente, análisis y crítica de un mito", cit., p. 
95. Es el libre desarrollo de la personalidad una clave 
hermenéutica a la que hay que atender para interpretar 
los derechos fundamentales y las libertades públicas 
plasmadas en la Constitución, como señala ESPINAR 
VICENTE, J.M., "Consideraciones en torno al libre
desarrollo de la personalidad desde un planteamiento 
social", en GARCÍA SAN MIGUEL (Coord.), "El libre
desarrollo de la personalidad" Artículo 10 de la
Constitución, cit., p. 73.
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a la libertad ambulatoria contemplada en el artículo 19 
CE, que ciertamente viene restringida en el caso de las 
penas privativas de libertad, sino a un derecho de 
libertad individual de carácter general, a la "libertad 
general de acción" o de autodeterminación individual, 
valor superior de nuestro ordenamiento jurídico previsto 
como tal en el artículo 1.1 CE. En definitiva, a la
"ausencia de impedimentos para realizar la acción o
acciones que el individuo se proponga", en aras de la
formación de su propia personalidad147. Es, como he
mencionado, difícilmente compatible148, pero las 
instituciones, en este caso penitenciarias, tienen el 
deber fundamental de respetar ese libre desarrollo de la 
personalidad, y promocionarlo, lo cual se manifiesta, en 
el caso de los reclusos r en el derecho constitucional y 
legalmente reconocido a disfrutar de los derechos 
fundamentales149, salvo los que se vean expresamente
147 Véase esta idea en ROBLES MORCHÓN, "El libre
desarrollo de la personalidad (artículo 10.1 de la
C.E.)", cit., p. 49.
148 MAPELLI CAFFARENA, Principios fundamentales del 
sistema penitenciario español, cit., p. 139, manifiesta, 
en relación con esta afirmación que sostengo, que "la 
prisión no encaja como modalidad penal dentro de la 
filosofía de un Estado social y democrático de Derecho, 
ni tan siquiera un enfoque resocializador preventivo ha 
resuelto las tensiones que origina la privación de
libertad en un Estado que considera ésta como un elemento 
nuclear del desarrollo de la personalidad y de la 
dignidad de las personas".
149 Lo cual no significa que en la realidad
penitenciaria ello se produzca. Así, se ha dicho que los 
derechos fundamentales de los reclusos se encuentran 
"devaluados" con relación a cómo se gozan en libertad, no 
porque no se respeten, sino porque se han concebido como 
"derechos de segunda categoría". Véase en este sentido 
RIVERA BEIRAS, I., "La devaluación de los derechos
fundamentales de los reclusos", en Tratamiento
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afectados por el fallo condenatorio, el sentido de la 
pena y la ley penitenciaria.
Ello mismo choca, y a mi juicio resulta evidente, 
con la imposición de un tratamiento obligatorio, o con un 
ideal resocializador que implique la asunción por el 
delincuente de un sistema de valores que no comparte, 
aunque sea el dominante en la sociedad de la que ha 
formado parte y a la que ha de volver, críticas todas 
ellas apuntadas como a continuación se verá por la 
doctrina al concepto de resocialización.
37. La resocialización según la doctrina: posturas 
encontradas. Pues bien, de una lectura detallada de los 
distintos materiales que la doctrina ha elaborado en 
tomo al artículo 25.2 CE, y en torno al concepto de la 
resocialización, pueden extraerse una serie de datos:
En primer lugar, existe un importante sector de la 
doctrina penal que desconfía de las bondades de la 
resocialización150. Este sector parte de una premisa: el 
concepto como tal no tiene una definición precisa, se 
trata de un concepto "vago e indeterminado"151, y ello 
repercute de forma negativa en su consecución, si bien 
cabría igualmente pensar que en ello puede estar la clave
Penitenciario y Derechos Fundamentales, Bosch, Barcelona, 
1994, pp. 94 y ss.
150 En este caso encontramos a nombres como BARATTA, 
MIR PUIG, CURY URZÚA, MUÑOZ CONDE, GARCÍA-PABLOS, ALVAREZ 
GARCÍA, BERGALLI, algunas de cuyas obras se analizan en 
este apartado.
151 Puede verse en ese sentido MUÑOZ CONDE, F., "La 
cárcel como problema: análisis y crítica de una 
realidad", en I Jornadas Penitenciarias Andaluzas, Junta 
de Andalucía, 1983, p. 94.
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de su éxito: en su indefinición; en que dentro de ese
concepto podría decirse que cabe cualquier cosa.
Por ese motivo, han apuntado una serie de obstáculos 
con los que la idea de la resocialización ha debido 
enfrentarse, y que han llevado a algunos a rechazar la 
idea de la resocialización, unos con mayor énfasis que 
otros152. Y dentro de ese grupo doctrinal reticente al 
ideal resocializador, algunos se han declarado 
partidarios de la prevención general como fin de la pena, 
dada la a su juicio poca efectividad de los tratamientos 
resocializadores153.
Así, respecto del concepto se ha dicho que la 
resocialización supone un proceso de interacción entre el 
individuo y la sociedad, a cuyas normas debe adaptarse el
152 Con mucho énfasis, es el caso de GARCÍA-PABLOS DE 
MOLINA, A. , "La supuesta función resocializadora del 
Derecho Penal: utopía, mito y eufemismo", en Anuario de 
Derecho Penal y Ciencias Penales, Tomo XXXII, 1979; y en 
Estudios Penales, Ed. Bosch, Barcelona, 1984; o de MUÑOZ 
CONDE, F., "Tratamiento penitenciario: utopía no 
alcanzada o simple quimera", en VI Jornadas 
Penitenciarias Andaluzas, Junta de Andalucía, 1990. MIR 
PUIG sin embargo no lo rechaza, sino que trata de 
concebirlo de forma adecuada, y para ello exige limitar 
sus pretensiones y aumentar sus medios. Puede verse esta 
postura en MIR PUIG, S., Derecho Penal en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, Ariel, Barcelona, 1994, 
p. 145.
153 Mucho antes incluso de que ese ideal hubiera 
adquirido consistencia en nuestro país, autores foráneos 
habían defendido la vuelta a la prevención general, 
abandonada a su entender por la idea de rehabilitación. 
Es el caso de ALLEN, F., "Criminal Justice, Legal Valúes 
and the Rehabilitative Ideal", en 50 Journal of Criminal 




individuo154, lo cual plantea el problema de determinar si 
con ello se lesionan los derechos y la dignidad del 
mismo, al tiempo que debe plantearse también cuáles son 
esas normas, y en qué grado cabe su aceptación. Esto es, 
si resulta suficiente con la mera aceptación externa de 
las normas, la mera aceptación y respeto de las leyes - 
lo que se ha dado en llamar "resocialización para la 
legalidad"-, o se requiere además que el recluso 
interiorice esas normas, modificándose su conciencia y 
personalidad, y entendiéndose por tanto que la pena posee 
una función pedagógica -llamándose en este caso 
"resocialización para la moralidad"-155.
También se ha dicho que si para que se pueda aplicar 
a un sujeto un tratamiento resocializador es necesaria la 
aceptación voluntaria del mismo, no siendo lícita su 
imposición obligatoria -crítica en realidad sin 
fundamento pues, como es conocido, nuestra legislación 
prevé la aceptación voluntaria del tratamiento por parte 
del recluso-; que si resulta contradictorio tratar de 
resocializar a alguien para la libertad privándole de la 
misma; que si es igualmente contradictorio reintegrar, 
resocializar a alguien a un ambiente que ha generado su 
criminalidad156; que si también lo es hablar de
154 Véase MUÑOZ CONDE, "La resocialización del
delincuente, análisis y crítica de un mito", cit., p. 94.
155 Véase la crítica a estos modelos de
resocialización -para la legalidad y para la moralidad-
en GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, A. , "La supuesta función 
resocializadora del Derecho Penal; utopía, mito y 
eufemismo", cit., p. 696 y ss.
156 En relación con ello, BARATTA y el resto de 
integrantes de la Criminología Crítica han planteado que 
es la sociedad quien necesita de resocialización, y no 
tanto el delincuente: se trata de que, modificando las
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resocializar a alguien que nunca ha estado integrado157; 
en otras palabras, que hay supuestos en los que el sujeto 
no es susceptible de ser resocializado, bien porque ya lo 
esté y por tanto no lo necesite, bien porque no acepte 
someterse a un tratamiento resocializador. Para algunos, 
son estos casos los que justifican la imposición de la 
pena por razones de prevención general158.
Creo, sin embargo, que en todas estas críticas 
subyace una concepción de la resocialización más próxima 
a la' imposición de un sistema de valores ajeno al recluso 
a través del tratamiento, del cual se desconfía, o que lo 
identifica exclusivamente con el objetivo de la 
reinserción social, más que con el concepto que entiendo 
debe asumirse y que previamente se mencionó.
Por último, otra objeción grave que se ha planteado 
al ideal resocializador es la de la realidad penal y
estructuras sociales, terminemos con el crimen. Y que, en 
cualquier caso, si ello no es posible, se corrijan las 
condiciones de exclusión de la sociedad de los grupos 
sociales de los que provienen los delincuentes. Véase 
SANCHA MATA, V., "Entrevista con Alessandro Baratta", en 
Revista de Estudios Penitenciarios, n2 241/1989, p. 100. 
Critica sin embargo esta opinión GARCÍA-PABLOS al 
considerar que cualquier sociedad crea su propia "clase 
de delincuencia" si entendemos, como hacen los 
integrantes de esta corriente doctrinal, que es la 
sociedad la que produce el crimen, por lo que el cambio 
de la sociedad, de las estructuras sociales, en ningún 
caso hará desaparecer de manera definitiva el crimen. 
Véase "La supuesta función resocializadora del Derecho 
Penal: utopía, mito y eufemismo", cit., p. 685.
157 Al respecto puede verse MAPELLI CAFFARENA y 
TERRADILLOS BASOCO, Las consecuencias jurídicas del 
delito, cit., p. 41.
158 Es el caso, por ejemplo, de MIR PUIG, Derecho 




penitenciaria actual: se advierte así que ni ha servido 
para suprimir la reincidencia, ni las condiciones en que 
se desarrolla el tratamiento, e incluso las condiciones 
de vida en el interior de las prisiones, favorecen el 
mismo. Se ha dicho hasta la saciedad que faltan medios 
materiales y personales para llevar a cabo el tratamiento 
resocializador159. No obstante ello, coincido con BUENO 
ARÚS160 en que no es posible descalificar el ideal en sí 
mismo por el hecho de su no consecución, pues en ese caso 
habría otros muchos valores sociales, alguno de ellos muy 
próximo a nuestro área de conocimiento como el derecho al 
trabajo de todos los españoles reconocido en el artículo
35.1 CE, igualmente cuestionables161.
159 Es significativa a este respecto la lectura de 
ALARCÓN BRAVO, J., "El tratamiento penitenciario en el 
primer decenio de la LOGP", en Revista de Estudios 
Penitenciarios, extra 1/1989, pp. 19 y ss. En el mismo 
sentido se había pronunciado con anterioridad GARCÍA 
GARCÍA, J., "La reforma penitenciaria española: 
actualidad y futuro", en J Jornadas Penitenciarias 
Andaluzas, Junta de Andalucía, 1983, pp. 59 y ss. También 
puede verse BUENO ARÚS, F., "La Ley Orgánica General 
Penitenciaria y su desarrollo reglamentario: necesidad de 
una adecuación a nuestros días. Dificultades de 
aplicación", en VI Jornadas Penitenciarias Andaluzas, 
Junta de Andalucía, 1990, p. 99.
160 Véase BUENO ARÚS, "A propósito de la reinserción 
social del delincuente", cit., p. 65.
161 Coincido igualmente con ALARCÓN CARACUEL, M.R, 
"Derecho al trabajo, libertad profesional y deber de 
trabajar", en Revista de Política Social, na 121/1979, p. 
6, cuando mantiene, en relación con el derecho al trabajo 
del 35.1 CE, pero igualmente aplicable al 25.2, que "el 
jurista que se enfrenta a ese fenomenal divorcio entre 
realidad social y norma jurídica no puede contentarse con 
unir su voz al coro de los escépticos, actitud legítima, 




Ahora bien, a partir de esas críticas, ¿cuál es el 
planteamiento mantenido por estos autores? Alegan que la 
prisión, que la privación de libertad no resocializa 
sino, más bien al contrario, que desocializa162, es decir, 
que el recluso no puede desarrollar en ese ambiente de 
forma íntegra su personalidad aunque se hayan tratado de 
promover las condiciones para ello. Cierto es, y así lo 
reconocen, que el ambiente de donde proceden tampoco es 
el adecuado para ello, en un número elevado de casos, y 
en ello también debería de incidir el Estado y la 
sociedad en su conjunto, como resultado de la
configuración constitucional de nuestro Estado como un 
Estado Social y Democrático de Derecho.
En definitiva, mantener que la prisión desocializa 
significa que la reclusión no tiene consecuencias
positivas para el recluso, esto es, que produce en el 
preso desarraigo y le desvincula de la sociedad que le 
rodea, lo cual resulta innegable en aquellos supuestos de
condena a penas privativas de libertad de larga
duración163. Pero resulta también patente en el caso de 
penas de corta duración, pues el mero hecho de pasar un 
tiempo, aunque breve, privado de libertad y en contacto
162 Puede verse contundentemente en este sentido a 
GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, A. , "Funciones y fines de las 
Instituciones Penitenciariasn, en Comentarios a la 
Legislación Penal, Tomo VI, Vol. Ia, Ley Orgánica General 
Penitenciaria, Edersa, Madrid, 1986, pp. 40 y ss.
163 Y no hace falta remontarse al estudio realizado 
por MARTINSON -"What works? Questions and answers about 
reform", The Public Interest, 35, 1974-, para
constatarlo. Existen estudios más recientes en los que se 
concluye en este sentido -véase, por ejemplo, CULLEN, 
F.T. y GILBERT, K.E., ReaffirmingRehábilitation, 3* ed., 
Anderson Publishing Co., Ohio, 1985, pp. 243 y ss.-.
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con la "subcultura carcelaria"164 tiene consecuencias 
negativas para la socialización del preso165.
Aunque, haciendo aquí un inciso, no parece ser ésta 
la percepción del Tribunal Constitucional, el cual 
recientemente ha sostenido que las penas privativas de
164 Sobre la subcultura carcelaria, el aprendizaje 
por el recluso de valores propios de la denominada 
"sociedad carcelaria", y la "prisionización" entendida 
como la adopción en mayor o menor grado de las costumbres 
y cultura general de las penitenciarías, es recomendable 
la lectura de CLEMMER, The Prison Community, cit., pp, 
298-302. En el mismo sentido, SYKES, G.M., The Society of 
Captives: A study of Mínimum Security Prison, Princeton 
University Press, 1958, pp. 18-34; y SYKES, G.M. y 
MESSINGER, S.L., "The inmate social system" en CLOWARD, 
R. et altri, Theoretical Studies in Social Organization 
of t he Prison, Social Science Research Council, Nueva 
York, 1960, pp. 13-17. Superando a Clemmer en cuanto al 
objeto de estudio, pues analiza los efectos de la 
"prisionización" al aproximarse la salida de la prisión y 
no sólo en las etapas primeras de encarcelamiento, puede 
verse a WHEELER, nSocialization in Correctional 
Institutions", cit., quien obtiene unos resultados que 
modifican la hipótesis de Clemmer, pues encuentra que, 
mientras algunos presos se vuelven más alienados durante 
el curso de su estancia, un gran número muestra un 
proceso de prisionización hasta la mitad de la misma, 
momento en que es reemplazada por un proceso de 
resocialización hacia valores del mundo exterior más 
convencionales.
165 En opinión de CURY URZÚA, ésta ha sido la mejor 
contribución de la prevención especial: su denuncia sobre 
los efectos desocializadores de las penas cortas 
privativas de libertad, entre otras, lo que ha llevado a 
la doctrina a plantearse su posible sustitución por penas 
privativas de derechos, o por penas pecuniarias; en 
definitiva, a plantearse la necesidad de racionalizar las 
formas de castigar. Véase CURY URZÚA, "La prevención 
especial como límite de la pena", cit., p. 698. En el 
mismo sentido, ÁLVAREZ GARCÍA, "La reeducación y 
reinserción social en el momento de la conminación", 
cit., p. 50, donde mantiene que nla primera condición 




libertad de corta duración pueden cumplir con la 
finalidad de resocialización y reinserción social, debido 
al efecto intimidatorio específico e individual que 
operan sobre el preso166. Percepción que colisiona 
frontalmente con la que tiene el Tribunal Supremo al 
respecto, quien en distintos pronunciamientos ha señalado 
que en las penas privativas de libertad de corta duración 
es difícil de lograr, si no imposible, el criterio 
orientador de la ejecución de la pena previsto en el 
artículo 25.2 CE167.
166 En sentencia 120/2000. Anteriormente, sin 
embargo, el mismo Tribunal, en sentencia 19/1988, había 
mantenido que "puede aceptarse de principio que las penas 
cortas privativas de libertad (...) se prestan con 
dificultad mayor a la consecución de los fines aquí 
designados por la Constitución, ...".
167 Sentencias del Tribunal Supremo de 9 de noviembre 
de 1998 (Ar/8580) y 28 de diciembre de 1998 (Ar/10406) , 
al igual que en el Auto de 15 de diciembre de 1999 
(Ar/9876). En ellas dispone que "el carácter orientador 
del artículo 25.2 CE ha de ser entendido como postulado a 
seguir por la administración penitenciaria señalando el 
tratamiento que ha de dispensarse al interno cuando ello 
sea posible, pues existen supuestos en los que tal 
criterio orientador es imposible o de difícil 
consecución, piénsese en supuestos como las penas 
privativas de libertad de corta duración, o las impuestas 
a personas que no necesitan de reeducación o reinserción, 
como delincuentes ocasionales, pasionales o, incluso, 
económicos, o a los delincuentes denominados de 
convicción, que no quieren la reeducación. En estos 
supuestos la constitucionalidad de la pena no es dudosa, 
pues cumple unas finalidades distintas del criterio de 
reeducación y reinserción". MIR PUIG señala que siendo 
necesaria en determinados supuestos la imposición de una 
pena por razones de prevención general -sería el caso de 
delincuentes ocasionales de tráfico, o de cuello blanco-, 
es evidente que la resocialización no puede ser su único 
fundamento. Véase de este autor, y en este sentido, "¿Qué 
queda en pie de la resocialización?", en El Derecho Penal 
en el Estado Social y Democrático de Derecho", cit., p. 
148, en el que mantiene este planteamiento con el que yo 
discrepo por considerar que sí están necesitados de
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Por estos motivos, característico de estos autores 
reticentes es mantener que el papel que desempeña la 
cárcel en el fracaso del proceso de resocialización del 
recluso es tal que la meta de toda reforma penitenciaria 
profunda debe ser la abolición de la cárcel1-68, más pronto 
o más tarde. Conclusión, por cierto, que se sitúa en las 
antípodas de la orientación que parece presidir los 
últimos proyectos de reforma de la legislación penal169.
Lo que debe buscarse mientras tanto, en opinión de 
estos autores, el objetivo que han de perseguir las 
Instituciones Penitenciarias, al que debe orientarse la 
ejecución de las penas privativas de libertad es, a mi 
juicio, un mínimo, un objetivo limitado, que ciertamente 
no coincide con el que la Constitución y la LOGP otorgan 
a la ejecución de la pena privativa de libertad y a las
reeducación, pues evidentemente algo ha fallado en su 
educación en el sentido de que no están preparados para 
la convivencia en sociedad.
168 Cfr. MUÑOZ CONDE, "La resocialización del 
delincuente, análisis y crítica de un mito", cit., p. 
105. Opina en sentido similar GARCÍA-PABLOS, "La supuesta 
función resocializadora del Derecho Penal: utopía, mito y 
eufemismo", (1984), cit., p. 95, donde advierte que una 
actitud liberal y progresista reclamaría no sólo mejores 
cárceles, sino menos cárceles. Igualmente se pronuncia 
BARATTA en "Entrevista con Alessandro Baratta", realizada 
por SANCHA MATA, cit., p. 99.
No obstante, puede verse una crítica muy razonada a 
estas posturas en GARCÍA GARCÍA, J. , "Tratamiento 
penitenciario", en CLEMENTE DÍAZ, M. y SANCHA MATA, V. , 
Psicología social y penitenciaria, Escuela de Estudios 
Penitenciarios, Madrid, 1989, pp. 78 y ss.
169 Algunos de ellos ya transformados en ley: por 
ejemplo, la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de 
medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y 
efectivo de las penas.
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instituciones penitenciarias: la no desocialización del
delincuente interno, el que no salga peor de como entró 
en prisión170, reducir los efectos de la "prisionización". 
Para ello consideran necesaria "la apertura de la cárcel 
a la sociedad” y "de la sociedad hacia la cárcel”111, pues 
no hay nada más desocializador que el aislamiento de la 
prisión frente al mundo exterior. En definitiva, 
conseguir que la prisión no produzca efectos negativos y 
perniciosos en el sujeto que está cumpliendo esa pena 
privativa de libertad. No es poco, ciertamente, pero ¿por 
qué no tratar de ser más ambiciosos? ¿Por qué motivo no 
tener presente a quién trate de reeducarse en prisión?
Así, de otra parte, y en segundo lugar, existe 
también un importante sector de la doctrina penal que, al 
igual que los especialistas encargados del tratamiento 
penitenciario172, estiman conveniente dotar a los 
objetivos de reeducación y reinserción social del recluso
170 En este sentido, sobre todo, GARCÍA-PABLOS DE 
MOLINA, "La supuesta función resocializadora del Derecho 
Penal", cit., p. 93, nota 250; MUÑOZ CONDE, F., 
"Resocialización y tratamiento del delincuente en los 
establecimientos penitenciarios españoles", en La reforma 
penal, Madrid, 1982, p. 118, nota 39; en "La cárcel como 
problema: análisis y crítica de una realidad", cit., p. 
104, y en "Tratamiento penitenciario: utopía no alcanzada 
o simple quimera", cit., p. 43; DE LA MORENA VICENTE, E., 
"Situación y desarrollo de la normativa laboral 
penitenciaria", en La Normativa Laboral Penitenciaria. 
Situación y desarrollo, I Jornadas de Trabajo del 
Organismo Autónomo "Trabajos Penitenciarios", Madrid, 
1982, p. 76; o MIR PUIG, Derecho penal en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, cit., p. 41.
171 Véase en este sentido a BARATTA en SANCHA MATA, 
"Entrevista con Alessandro Baratta", cit., p. 100.




de un mayor contenido, y no centrarse exclusivamente en 
el de resocialización.
Y es en este punto donde el concepto de 
resocialización tal y como se ha analizado enlaza con el 
de reeducación173 mantenido por un sector de la doctrina: 
así, según ésta, la reeducación "aspira a que la prisión 
no interrumpa el proceso de desarrollo de la personalidad 
del recluso de acuerdo con los derechos fundamentales 
recogidos por la Constitución"17*. De este modo, reeducar 
en prisión es "compensar las carencias del recluso frente 
al hombre libre ofreciéndole posibilidades para que tenga 
un acceso a la cultura y a un desarrollo integral de la 
personalidad"175, del mismo modo en que se le ofrecen al
173 Sobre los conceptos de educación y reeducación 
resulta interesante la lectura de HERRERO HERRERO, C., 
"Tratamiento penitenciario. Institución incluible en el 
ámbito de la prevención", en Revista de Documentación, 
Secretaría General Técnica del Ministerio de Justicia e 
Interior, nB 6/1994, p. 24. Mantiene este autor que "hay 
que aprovechar, pues, desde el respeto a la dignidad 
humana, todos los resortes de reacción de la persona: 
sensibilidad a la amenaza, inclinación a aceptar lo 
equitativo, respuesta a la incentivación, capacidad de 
rectificación y de superación, con el fin de potenciar la 
convivencia" -cfr. p. 31-.
174 Cfr. MAPELLI CAFFARENA, "Los fines de la 
ejecución de la pena privativa de libertad", cit., p. 22. 
Tiene bien presente este autor, por lo que se puede 
observar, el concepto de educación establecido por la CE 
en su artículo 27.2, a tenor del cual "la educación 
tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad 
en el respeto a los principios democráticos de 
convivencia y a los derechos y libertades fundamentales".
175 Cfr. MAPELLI CAFFARENA, Principios fundamentales 
del sistema penitenciario español, cit., p. 150. Por su 
parte, GARCÍA GARCÍA, "Tratamiento penitenciario" cit., 
p. 83, mantiene que "la ejecución de la pena privativa de 
libertad debe arroparse con programas educativos y 
psicosociales que persigan objetivos concretos de mejora
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resto de ciudadanos176, y dotándoles de habilidades y 
medios, incluso de un mayor repertorio conductual, de los 
que quizá carezcan y que resultan imprescindibles para la 
convivencia, en prisión y en sociedad177.
La concepción que de nuestro Estado se establece en 
el artículo 1.1 CE, como Estado Social y Democrático de 
Derecho, incide en la ejecución de la pena en el sentido 
señalado por la doctrina, la cual mantiene que "el 
Derecho Penal no sólo debe defender de los delincuentes a 
la mayoría, sino que ha de respetar la dignidad del 
delincuente e intentar ofrecerle alternativas a su 
comportamiento criminal"118. En realidad, esta idea 
implica que la ejecución debe estar basada en la 
participación del sujeto en ella, y sin que se persiga la 
imposición de un determinado sistema de valores -con lo
en las áreas deficitarias de cada interno y su entorno 
más próximo'1.
176 En este sentido se pronuncia no sólo MAPELLI 
CAFFARENA, "Los fines de la ejecución de la pena 
privativa de libertad*, cit., sino también BUENO ARÚS, "A 
propósito de la reinserción social del delincuente*, 
cit., p. 69.
177 En este sentido puede verse GARRIDO GENOVÉS, V. , 
"El fracaso de la rehabilitación: un diagnóstico 
prematuro*, en Revista de Estudios Penitenciarios, nfl 
232-235/1981, donde mantiene que la rehabilitación no 
busca la conformidad del preso a las condiciones de vida 
en prisión, sino darle repertorios conductuales más 
amplios: enfatizar su autocontrol y responsabilidad, para 
que no encuentre atractivo seguir ejerciendo su antiguo 
patrón de comportamiento, y que ello perdure tras ser 
liberado, y en "El tratamiento penitenciario, en la 
encrucijada*, en Revista de Estudios Penitenciarios, na 
236/1986, pp. 24 y ss.
178 Cfr. MIR PUIG, Derecho Penal en el Estado Social 
y Democrático de Derecho, cit., p. 40. En el mismo 
sentido se pronuncia BUENO ARÚS, "A propósito de la 
reinserción social del delincuente*, cit., pp. 68-69.
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que se desarma la idea de la resocialización para la 
moralidad, que entra en conflicto con el derecho 
constitucional al respeto de la dignidad de que disponen 
todos los ciudadanos179-, sino exigiendo exclusivamente, y 
como ya se ha dicho, ampliar la posibilidad de elección 
del recluso al tiempo que se suprimen todos los posibles 
obstáculos a la reinserción social del mismo.
Se trata de proporcionar al recluso, durante su 
estancia en prisión, los medios necesarios para llevar en 
el futuro una vida sin delinquir, y de facilitarle su 
reingreso en la sociedad tras finalizar su condena, 
dándole la asistencia y prestaciones que requiera. Para 
todo ello será necesario, como ya anunciaban las Reglas 
Mínimas para el Tratamiento de Reclusos, asimilar la vida 
en prisión lo más posible a la vida en libertad180. Para 
eso se requerirá que durante el encarcelamiento el 
recluso permanezca en contacto con la sociedad, con el 
mundo libre, y se exigirá además, por un lado, que la 
sociedad lo acepte en su vuelta a la misma, a pesar de la 
estigmatización que en la persona produce el hecho de
179 Sostiene a este respecto BOIX REIG, 
"Significación jurídico-penal del artículo 25.2 de la 
Constitución", cit., p. 115, que "la conducta del 
delincuente puede responder a ciertas directrices 
valorativas absolutamente dispares con las mayoritarias; 
posición de conflicto valorativo a la que el delincuente 
tiene perfecto derecho. Pretender, a través de 
cualesquiera tratamientos, modificar los planteamientos 
valorativos del individuo, intentar reeducar y reinsertar 
a la persona de forma coactiva, entra en contradicción 
. . . con la misma dignidad humana".
180 Véase esta idea a lo largo de toda la obra de DE 
LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo penitenciario 
resocializador, cit., o en MAPELLI CAFFARENA, Principios 




haber estado en prisión, y por otro, que se doten los 
programas de asistencia social necesarios para la 
efectiva reinserción.
En definitiva, técnicamente se entiende la 
resocialización como el proceso a través del cual el 
recluso se prepara para la vida en libertad181. Y se 
equipara al concepto de resocialización penitenciaria, 
que no preventiva, mantenido por cierto sector doctrinal, 
a tenor del cual ésta se considera "un principio 
fundamental de humanización de la ejecución de las penas 
y medidas privativas de libertad en virtud del cual éstas 
deben adaptarse a las condiciones generales de la vida en 
sociedad (principio de atenuación) y contrarrestar las 
consecuencias dañinas de la privación de libertad 
(principio de nil nocere) //182.
181 Parece que nuestro Tribunal Constitucional da la 
razón a quienes mantienen esta postura, cuando señala en 
sentencias 112/1996 y 109/2000 que "el legislador ha 
establecido, cumpliendo el mandato de la Constitución, 
diversos mecanismos e instituciones en la legislación 
penitenciaria precisamente dirigidos a garantizar dicha 
orientación resocializadora, o al menos, no 
desocializadora precisamente facilitando la preparación 
de la vida en libertad a lo largo del cumplimiento de la 
condena".
182 Cfr. MAPELLI CAFFARENA, Principios fundamentales 
del sistema penitenciario español, cit., p. 99. Por 
contra, este autor equipara la "resocialización 
preventiva" al tratamiento penitenciario, desde el 
momento en que con éste se "pretende hacer del interno 
una persona con la intención y la capacidad de vivir 
respetando la ley penal...", no considerando que sea a 
ella a la que hace referencia el artículo 25.2 CE, sino 
que se trata tan sólo de un aspecto concreto de la 
ejecución de las penas y medidas de seguridad.
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Si todo ello se consigue se estará orientando la 
ejecución de la pena privativa de libertad hacia la
reinserción social, potenciando el retorno del recluso a 
la comunidad. Con ello se dará cumplimiento a lo previsto 
en la Constitución, aunque no se pueda obviar el hecho de 
que esa reinserción social no depende única y 
exclusivamente de la actuación de las instituciones
penitenciarias, de la intervención penitenciaria, sino 
que su eficaz consecución depende de otros factores 
sociales y económicos ajenos a la realidad penitenciaria 
con los que el recluso se topa al reintegrarse a la vida 
en sociedad, y que a menudo intervienen como
condicionantes criminógenos, cuales son el reiterado 
contacto con otros delincuentes en su ambiente de 
procedencia, o la falta de un trabajo, o el mismo rechazo 
de la sociedad a la que vuelve.
El Tribunal Supremo contempla estos objetivos de 
reeducación y reinserción social previstos en el artículo
25.2 CE desde la misma perspectiva que quienes ponen el 
énfasis en dar un contenido real y plausible a esos
términos. Así, ha indicado que obligan "al legislador y 
aplicador del derecho a diseñar una política 
penitenciaria y a la interpretación de la misma, 
respectivamente, que tenga en cuenta que el interno 
deberá retornar a la libertad y no deberá ser aislado del 
contexto social, lo que satisfaría la reinserción, y que 
durante la ejecución de la pena se atienda a las 
carencias educacionales del interno, precisamente sobre 
aquéllas que más inciden en la comisión de delitos, lo
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que atenderá a la reeducación"183. Ahora bien, este órgano 
judicial utiliza en otras ocasiones el término
resocialización en lugar de los de reeducación y 
reinserción social, de forma ambigua y sin contenido 
cierto184, más allá de mencionar que se trata de una de 
las manifestaciones de la prevención especial y que no es 
la única finalidad de la pena, lugar que comparte con la 
prevención general y con la retribución185.
Antes de finalizar este apartado he de señalar que, 
si bien los autores estudiados difieren en cuanto a la 
necesidad del tratamiento resocializador y su concreta 
configuración, aún partiendo de distintas premisas y
, 183 Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de diciembre 
de 1998 (Ar/10406) , y Auto del mismo órgano de 15 de
diciembre de 1999 (Ar/ 9876).
184 Como muestra, un botón: el Tribunal Supremo, en
la sentencia de 20 de octubre de 1994 (Ar/8350) , hablando 
de las teorías sobre los fines de la pena, señala lo 
siguiente: nLas modernas orientaciones sociales
superponen a tales finalidades -prevención general y 
prevención especial- otras en las que se potencia la 
consideración individual del sujeto, acercando el Derecho 
Penal a la realidad humana: el delincuente no debe
sujetarse a la justicia penal con fines de expiación o de 
coacción psicológicas con efectos meramente preventivos, 
sino que se alzapriman y reclaman un primer puesto 
atencional otros fines de resocialización del individuo, 
exigentes de una integración racional de la pena. Todo 
cuanto contradiga y se enfrente con semejante faro 
orientador, empañando o adulterando el fin último de la 
pena, comportará una tacha desde el punto de vista 
constitucional". ¿Pretende en este párrafo hacernos 
contemplar a la resocialización como principio de 
humanización de la ejecución de la pena privativa de 
libertad, como hace MAPELLI? ¿O pone el acento en el 
derecho al libre desarrollo de la personalidad del 
recluso?
185 Véanse las SSTS de 5 de mayo de 1997 (Ar/4498) , 
la ya citada de 28 de diciembre de 1998 (Ar/10406) , o el 
Auto de 26 de noviembre de 1997 (Ar/8411).
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confiando más, menos, o nada incluso en la idea de la 
resocialización, todos terminan por concluir en la
necesidad de desarrollar al máximo los derechos de los 
presos a la educación, al trabajo, a la asistencia social 
dentro y tras la prisión, esto es, de todas aquellas 
actividades que puedan ser contempladas en su favor, en 
aras de su beneficio y desarrollo personal, y que, por el
contrario, implican la necesidad de que por parte de las
Instituciones penitenciarias y la comunidad se 
suministren determinadas prestaciones positivas. ¿Qué es 
lo que une en esto a los escépticos y a los confiados? 
Quizá la respuesta sea, tan sólo, la de la evidente 
necesidad de superar las condiciones negativas de la
prisión; o quizá se trate, en definitiva, del ideal 
resocializador que impregna la actividad penitenciaria.
En realidad, el objetivo principal del trabajo 
penitenciario, como elemento que contribuye a lograr la 
reinserción social, debe ser el de preparar y ayudar a 
los reclusos a conseguir un empleo una vez cumplan su 
condena y salgan al exterior. Ello se consigue dotando a 
los reclusos de recursos, de habilidades laborales, 
durante su estancia en prisión, o bien mejorando las que 
ya posean, al objeto de prepararlos para un empleo en el 
exterior186.
38. La opinión jurisprudencial en materia de 
reeducación y reinserción social. En paralelo al debate 
doctrinal, ¿cuál ha sido la interpretación que de este 
precepto han hecho nuestros órganos judiciales? ¿Cuál es 
el significado jurídico que tiene para esos órganos? Para
186 Es muy interesante en este punto la lectura de 
SIMON, F.H., Prisoners' work and vocational training, 
Routledge, Londres, 1999, especialmente pp. 183 y ss.
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contestar a esta pregunta debe tenerse presente que el 
artículo 25.2 CE, objeto de este breve análisis, se 
encuentra ubicado sistemáticamente en la Sección Ia del 
Capítulo II del Título I de la Constitución Española, 
bajo el epígrafe De los derechos fundamentales y de las 
libertades públicas. Esto es, el precepto en cuestión 
viene a reconocer o positivar un derecho fundamental, si 
a su ubicación en el texto constitucional se atiende.
Pues bien, como se desprende de las matizaciones que 
tanto el Tribunal Constitucional como el Supremo han 
efectuado sobre esta previsión constitucional, el 
precepto sí se configura como una verdadera norma 
jurídico-positiva que impone una determinada conducta a 
los poderes públicos, esto es, no se trata de un mero 
postulado programático, de tal forma que deberá ser el de 
la reeducación y la reinserción social de los condenados 
a penas privativas de libertad el principio que oriente 
la política penitenciaria del Estado.
Pese a ello, lo que contiene este artículo, a juicio 
del Tribunal Constitucional, es tan sólo un mandato al 
legislador para que oriente en ese sentido la política 
penal y penitenciaria187, y no, como podría suponerse, un 
derecho fundamental de los presos a la reeducación y 
reinserción social188, ni tan siquiera un derecho
187 Puede verse esta interpretación en las SSTC 
2/1987, 28/1988, 150/1991, 109/1993, 55/1996, 112/1996,
119/1996, 2/1997, 81/1997, 193/1997, 234/1997, 75/1998,
79/1998, 88/1998, 109/2000 y 120/2000. Ver igualmente los 
Autos del Tribunal Constitucional (Sección Tercera) 
15/1984, 486/1985, 303/1986, 739/1986, 780/1986,
1112/1988, 106/1997 y 219/1998.
188 Si con Derecho Fundamental nos referimos, 
siguiendo la doctrina de PECES-BARBA MARTÍNEZ, G.,
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subjetivo en favor del recluso que condicione la 
existencia de la pena a seguir esa orientación y que sea 
protegible en amparo constitucional189.
Ante esta opinión jurisprudencial, ciertamente 
rotunda y firme, discrepa parte de la doctrina penal190, 
que considera que tanto la reeducación como la 
reinserción social son derechos fundamentales de los 
reclusos de los que derivan auténticos derechos 
subjetivos, pues esa ha sido la voluntad del legislador 
constituyente con el objeto de soslayar los riesgos que 
conlleva la privación de libertad para la dignidad de la
191persona .
Derecho y Derechos Fundamentales, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1990, p. 323, a "aquellas 
dimensiones básicas de la vida del hombre en sociedad, a 
bienes de primordial importancia en los que el Derecho 
actúa a través de la atribución de un derecho subjetivo a 
los individuos en el marco de la satisfacción de 
necesidades fundamentales de la condición humana
189 Véanse en este sentido, especialmente, las SSTC 
2/1987, 81/1997, 75/1998 y 79/1998.
190 Es el caso concreto y contundente de MAPELLI 
CAFFARENA, Principios fundamentales del sistema
penitenciario español, cit., pp. 160 y ss.
191 Reconoce el Tribunal Constitucional, en sentencia 
120/1990, FJ 42, que "proyectada sobre los derechos 
individuales, la regla del art. 10.1 CE implica que, en 
cuanto "valor espiritual y moral inherente a la persona" 
(STC 53/1985, FJ 8a), la dignidad ha de permanecer
inalterada cualquiera que sea la situación en que la
persona se encuentre -también, qué duda cabe, durante el 
cumplimiento de una pena privativa de libertad 
constituyendo, en consecuencia, un mínimum invulnerable 
que todo estatuto jurídico debe asegurar, de modo que, 
sean unas u otras las limitaciones que se impongan en el 
disfrute de derechos individuales no conlleven
menosprecio para la estima que, en cuanto ser humano, 




Sin embargo, no coincido con esta opinión doctrinal, 
pues no creo que ni sistemáticamente quepa considerar 
todo lo incluido por el constituyente en los artículos 14 
a 29 CE como derechos fundamentales, ni efectuando una 
interpretación puramente gramatical del texto del 
artículo 25.2 quepa defender ello192, pues tan sólo 
establece que "las penas privativas de libertad y las 
medidas de seguridad estarán orientadas hacia la 
reeducación y la reinserción social", de donde no puede 
inferirse un reconocimiento de un derecho fundamental de 
los internos en centros penitenciarios a ser reeducados y 
reinsertados, con las especiales garantías que la 
Constitución otorga a esa clase de derechos193.
Además, al identificar el artículo 25.2 con la 
resocialización penitenciaria, tal y como antes mencioné 
que hacía este sector doctrinal, en cierto modo nos 
encontraríamos ante un principio constitucional194 -dentro 
de los cuales se engloban no sólo "los principios 
dirigidos a delimitar el marco político, social y 
económico que determinará las modalidades de ejercicio de 
los derechos fundamentales, sino también aquellos
192 La misma opinión expresa PÉREZ MANZANO,
Culpabilidad y prevención: las teorías de la prevención 
general positiva en la fundamentación de la imputación 
subjetiva y de la pena, cit., p. 240.
193 En similar sentido, ELIAS ORTEGA, A. , "Comentario 
sobre el mandato al gobierno para una nueva regulación 
reglamentaria de la relación laboral de penados", en 
Aranzadi Social, na 21/2000, p. 75.
194 El mismo Tribunal Constitucional, en las
sentencias 2/1987 y 28/1988, ha recordado en relación con 
este artículo 25.2 CE que "no debe desconocerse la 




postulados dirigidos a orientar la acción de los poderes 
públicos" (la cursiva es mía)- y no tanto ante una 
cláusula general a través de la cual se positive un 
derecho fundamental195. Se trataría de lo que se ha 
denominado una norma-principio, que debe ser observada 
por todos los poderes públicos en el desarrollo de su 
actividad196.
No obstante, y a pesar de este hecho, estimo que su 
ubicación dentro de la Sección lt se debe a la exigencia 
de reforzar, de fortalecer, la defensa de la necesidad 
del recluso a que la política penitenciaria se oriente 
hacia la reeducación y reinserción social, otorgándole un 
régimen de protección jurídica reforzada, régimen sin 
embargo que, como se ha visto ya, el propio Tribunal 
Constitucional le niega. Asimismo considero que la 
adecuación de la legislación que se promulgue en materia 
penal y penitenciaria a lo previsto en esa norma- 
principio sí puede controlarse a través del recurso de 
inconstitucionalidad, como dispone el artículo 53.1 CE en 
relación con el 161.1.a) del mismo texto.
Siguiendo en fin la exégesis de PECES-BARBA197, estos 
derechos no habrían alcanzado su plenitud pues para ello
195 Véanse estos distintos instrumentos de 
positivación constitucional de los derechos fundamentales 
en PÉREZ LUÑO, A., Los Derechos Fundamentales, Temas 
Clave de la Constitución Española, Tecnos, Madrid, 1984, 
pp. 58 y ss.
196 En la doctrina penal, sostiene esta opinión 
ÁLVAREZ GARCÍA, F.J., Consideraciones sobre los fines de 
la pena en el ordenamiento constitucional español, cit., 
pp. 31 y ss.
197 Véase PECES-BARBA MARTÍNEZ, Derecho y Derechos 
Fundamentales, cit., pp. 323-351.
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es necesario, no sólo que una norma jurídica positiva los 
reconozca, como así ha sido, sino que de esa norma 
deriven auténticos derechos subjetivos, lo que a juicio 
del Tribunal Constitucional aquí no ocurre, al tiempo que 
los titulares de esos derechos puedan contar para
protegerlos con todo el aparato coactivo del Estado, lo 
que tampoco sucede pues no les es posible buscar el 
amparo constitucional ante el incumplimiento o la 
vulneración de tales derechos.
2.1.2. LA PROHIBICIÓN DE REALIZAR TRABAJOS FORZADOS.
39. El concepto de trabajos forzosos en los textos 
internacionales. Nuestra Constitución prohibe la
imposición del trabajo como pena en este segundo apartado 
del artículo 25.2, lo cuaí puede resultar ciertamente una 
concreción de lo previsto en el artículo 15 del mismo 
texto fundamental198. Para interpretar este inciso, creo
que es necesario tener presentes los textos
internacionales existentes en esta materia, en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 10.2 CE. Y así, tanto el 
artículo 1 del Convenio n a 29 sobre el Trabajo Forzoso de 
la Organización Internacional del Trabajo de 1930 (en 
adelante, COIT-29), ratificado por España el 8 de abril 
de 1932, como también el artículo 4.2 del Convenio 
Europeo para la protección de los Derechos Humanos y 
Libertades Fundamentales de 1950 (en adelante, CEDH) ,
198 "Todos tienen derecho a la vida y a la integridad 
física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser 




ratificado el 26 de septiembre de 1979, prohiben la 
realización de trabajos forzados u obligatorios199.
Evidentemente, no existen sólo estos acuerdos. La 
Organización Internacional del Trabajo ha contado entre 
sus mayores preocupaciones la de investigar y perseguir 
cualquier forma de trabajo forzoso, preocupación fruto de 
la cual se han incorporado a distintos Convenios, ya sea 
de forma directa o indirecta, cuestiones relativas al 
trabajo forzoso, al tiempo que se han redactado Informes 
al hilo de la Declaración de la OIT de 1998 relativa a 
los principios y derechos fundamentales en el trabajo, en 
los que se denuncia, entre las formas de trabajo forzoso 
contemporáneo, algunos aspectos del trabajo en los 
establecimientos penitenciarios y de la rehabilitación 
por medio del trabajo200 . Pero también ha sido una 
preocupación manifiesta para la Organización de Naciones 
Unidas, reflejada en algunos de sus instrumentos 
normativos como el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de 1966, ratificado por España el 13 
de abril de 1977 y cuyo artículo 8 prohíbe igualmente el 
trabajo forzoso.
199 El artículo 1 COIT-29 establece que "Todo miembro 
de la Organización Internacional del Trabajo que 
ratifique el presente Convenio se obliga a suprimir, lo 
más pronto posible, el empleo del trabajo forzoso u 
obligatorio en todas sus formas". Y el artículo 4 CEDH 
dispone que "no one shall be required to perform forced 
or compulsory labour".
200 Puede verse una enumeración de los mismos en 
CAVAS MARTÍNEZ, F., "Trabajo libre, trabajo digno: 
revisando viejas ideas a propósito de un reciente informe 
de la OIT sobre el trabajo forzoso en el mundo", en 
Aranzadi Social, na 6/2001, p. 19.
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Centrándonos en la utilización de estos textos como 
instrumentos interpretativos, el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos ha tenido ocasión de pronunciarse en 
torno al significado de la expresión "trabajos forzosos u 
obligatorios"201. A este respecto, admitiendo previamente 
que en el artículo 4 CEDH no se define su significado y 
que tampoco puede encontrarse ninguna ayuda en los 
trabajos preparatorios del Convenio, reconoce después que 
los autores del mismo se basaron en el Convenio na 29 de 
la OIT, y en concreto en el artículo 2 del mismo. Así, en 
el párrafo Ia del citado artículo se establece que debe 
entenderse por trabajo forzoso u obligatorio "todo 
trabajo o servicio que es prestado por cualquier persona 
bajo la amenaza de cualquier pena y para el cual la 
citada persona no se ha ofrecido voluntariamente". Esta 
definición del trabajo forzado contenida en el artículo 2 
COIT-29, debe ser el "punto de partida" para interpretar 
el artículo 4 CEDH.
Por su parte, la Comisión Europea de Derechos 
Humanos ha señalado los dos elementos que deben confluir 
a la hora de decidir si se está o no ante trabajo
201 Caso Van der Mussele v. Bélgica, 23 de noviembre 
de 1983, Series A Na 70, p. 16, párr. 32. En esta
sentencia el Tribunal deja claro que el trabajo que una 
persona es requerida para hacer en el marco de una
profesión libremente elegida no tiene por qué ser
considerado trabajo forzado. Es el caso de los que deben
desempeñar el papel de abogados de oficio, para los 
cuales además ese trabajo no resultaba gravoso pues
consistía en su actividad profesional normal. Véase a 
este respecto GARCÍA DE ENTERRÍA, E.; LINDE, E. ; ORTEGA, 
L.I. y SÁNCHEZ MORÓN, M., El sistema Europeo de 




forzado202. De este modo, para calificarlo como tal el 
primer elemento a tener en cuenta es que ha de tratarse 
de un trabajo no deseado por quien debe prestarlo. Y el 
segundo, que la obligación de llevar a cabo ese trabajo o 
servicio debe ser injusta u opresiva, o el servicio en sí 
debe constituir una pena evitable203.
40. La no consideración como tales de los efectuados 
por los reclusos. No obstante, los trabajos exigidos 
normalmente a una persona privada de libertad se 
encuentran excluidos de la consideración de trabajos 
forzados, conforme al apartado 3.a) del artículo 4 CEDH204 
y al artículo 2.c) COIT-2 9 205. Esto es, el trabajo 
efectuado por los reclusos no entra dentro de la acepción 
"trabajos forzados" considerados como prohibidos, tengan 
o no el carácter de obligatorios206, siempre que, conforme
202 En la Decisión Adm. Com. Ap. 9322/81, 3 Mayo
1983, D&R 32 p. 180 (182-183).
203 Cfr. Report of the Commission in Application Na 
8919/80, Van der Mussele v. Belgium, par. 93
204 "3. For the purpose of this article the term
forced or compulsory labour shall not include: a) any
work required to be done in the ordinary course of 
detention imposed according to the provisions of Article 
5 of this Convention or during conditional release from 
such detention".
205 "2. Sin embargo, a los efectos del presente
Convenio, la expresión trabajo forzoso u obligatorio no 
comprende: c) cualquier trabajo o servicio que se exija a 
un individuo en virtud de una condena pronunciada por 
sentencia judicial, a condición de que este trabajo o 
servicio se realice bajo la vigilancia y control de las 
autoridades públicas y que dicho individuo no sea cedido 
o puesto a disposición de particulares, compañías o 
personas jurídicas de carácter privado".
206 SOLER ARREBOLA, J.A., La relación laboral 
especial penitenciaria, Comares, Granada, 2000, p. 16,
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a lo dispuesto en el Convenio 29 OIT, estos reclusos no 
hayan sido cedidos ni puestos a disposición de 
individuos, compañías o asociaciones privadas -requisito 
que, sin embargo, el CEDH no menciona, lo que por la 
doctrina ha sido considerado como síntoma del abandono 
del requisito en el campo internacional, tolerándose en 
consecuencia el uso de los sistemas privados de contrata 
en la organización del trabajo penitenciario, obligatorio 
o no207-. No obstante, la propia OIT es consciente de que 
esta cesión o puesta a disposición se está produciendo 
cada vez en mayor medida, favorecida en gran parte por el 
entusiasmo creciente a favor de la privatización del
considera, a mi juicio de forma equívoca, que en el 
artículo 25.2, al efectuar este pronunc i cimiento
prohibiendo la imposición como pena de los trabajos 
forzosos, "se articula un mecanismo de voluntariedad en 
las relaciones entabladas entre la Administración 
penitenciaria y el interno sobre la base de la no 
coacción en la prestación de los servicios desarrollados, 
así como la exclusión del trabajo como pena en sí mismo o 
parte de ella", y creo que es equívoco porque,
interpretando ese precepto, como el artículo 10 nos 
obliga, a la luz de los textos internacionales en la
materia, no creo que incida en su no consideración como 
trabajos forzados el que tengan carácter voluntario o no. 
Muestra de ello es la distinción, comúnmente aceptada por 
nuestros órganos judiciales, entre prestaciones 
personales obligatorias y trabajos forzados. Puede verse 
en este sentido la sentencia del tribunal Constitucional 
116/2002, de 20 de mayo.
207 En este sentido, DE LA CUESTA ARZAMENDI, El
trabajo penitenciario resocializador, cit., p. 318. Ahora 
bien, señala sin embargo este autor -véase "Sistemas de 
organización. Participación de los internos", en 
Comentarios a la legislación penal, cit., p. 487- que no 
es ésta la norma a la que acudir para interpretar la 




trabajo penitenciario, con riesgo evidente de explotación 
de los reclusos208 .
Por lo que hace a esta excepción respecto de la 
consideración del trabajo prestado por un recluso como 
trabajo forzado u obligatorio, y a diferencia de lo 
establecido en los Convenios de la OIT al respecto, la 
Comisión Europea de Derechos Humanos ha mantenido que el 
trabajo prestado por los presos para empresas privadas, 
esto es, fuera de los talleres de la prisión, queda 
incluido dentro de la mencionada excepción siempre que 
exista un contrato entre la empresa privada y la 
administración de la prisión209 . En su momento se 
estudiará si dentro de los sistemas de trabajo previstos 
por nuestro ordenamiento jurídico cabe el efectuado para 
empresarios o empresas privadas merced a un contrato 
entre éstas y la Administración penitenciaria, no siendo 
en ese supuesto considerado como trabajo forzado.
208 Véase al respecto el Informe Global con arreglo 
al seguimiento de la Declaración de la OIT relativa a los 
principios y derechos fundamentales en el trabajo, "Alto 
al Trabajo Forzoso", presentado por el Director General 
en la 89* reunión de la Conferencia Internacional del 
Trabajo, 2001. En ese Informe se concluye diciendo que 
"básicamente, todas las situaciones implican una 
privación de la libre elección, una negación de toda 
acción personal voluntaria y la coacción de una persona 
ejercida sobre otra, con impunidad". Este es, en 
definitiva, el concepto de trabajo forzoso para la OIT.
209 Así se señala en la Dec. Adm. Com. Ap. 9449/81, 3 
Mayo 1982 (sin publicar) . Puede verse en COUNCIL OF 
EUROPE, Digest of Strasbourg Case-Law relating to the 




2.1.3. EL DERECHO DEL INTERNO A UN TRABAJO 
REMUNERADO Y A LOS BENEFICIOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL.
41. ¿Es un derecho fundamental? La primera cuestión
a plantear de modo inmediato es la de si en este
precepto, el artículo 25.2 CE, se positiva un derecho 
fundamental del recluso a un trabajo remunerado, dada su 
ubicación en el texto constitucional. Y la respuesta que 
ha de darse es que, a diferencia de lo que ocurre con la 
reeducación y la reinserción social, en este caso sí 
existe un derecho fundamental, aunque matizado o modulado 
por la interpretación que del mismo ha efectuado el 
Tribunal Constitucional.
42. Es un derecho prestacional. Así, el Tribunal
Constitucional ha mantenido que el artículo 25.2 
"reconoce junto al acceso a la cultura y al desarrollo de 
la personalidad del interno, un derecho al trabajo 
remunerado que, participando de los caracteres de los
derechos pr estacionales210, tiene (...) dos aspectos: la
210 ¿A qué se refiere el Tribunal Constitucional 
cuando habla de la dimensión prestacional de los derechos 
previstos en la Constitución? A que en virtud de ella los 
poderes públicos habrán de procurar la efectividad de tal 
derecho y hacerlo en las condiciones que demanda el 
propio artículo - referido por ejemplo al derecho a la 
educación: la garantía pública de una formación básica e 
integral de los menores -. La acción prestacional de los 
poderes públicos ha de encaminarse a la consecución de 
los objetivos de igualdad y efectividad en el disfrute de 
los derechos que ha consagrado nuestra Constitución 
(artículos 1.1 y 9.2 principalmente) - véase STC 86/1985, 
FJ 3-. Como señala SEGALES, J., Derecho al Trabajo, 
relación obligatoria y deuda formativa empresarial, 
Comares, Granada, 2001, p. 29, se trata de derechos que 
"presentan una fisonomía específica que los hace 
diferentes respecto de los derechos liberales. Así como 
estos últimos pueden defenderse (...) a través de la
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obligación de crear la organización prestacional en la 
medida necesaria para proporcionar a todos los internos 
un puesto de trabajo y el derecho de éstos a una 
actividad laboral retribuida o puesto de trabajo dentro 
de las posibilidades de la organización penitenciaria 
existente'1211.
Se trata por lo tanto, y de ello hay que partir, de 
un derecho prestacional, entendido en el sentido de que 
la actuación de los poderes públicos, la intervención del 
Estado, se convierte en requisito indispensable para 
asegurar la existencia del derecho212. Esta es una 
característica propia del derecho al trabajo en general, 
no sólo del derecho al trabajo de los reclusos, pero sí 
es cierto que en este último caso su carácter 
prestacional queda especialmente acentuado, por motivos 
diversos sobre los que más adelante se incidirá.
Precisamente, por lo que hace al primero de los 
aspectos referidos por el Tribunal Constitucional, este 
órgano judicial ha mantenido que en el derecho al trabajo 
del interno predomina su carácter de derecho a prestación 
en cuanto que, para hacerlo efectivo, exige la
exigencia al Estado de una actitud pasiva, los derechos 
fundamentales prestacionales deben su existencia a un 
compromiso activo. Si ese compromiso se quiebra, o no se 
procura adecuadamente, el derecho puede quedar reducido a 
un mero nominalismo".
211 Sentencias del Tribunal Constitucional 172/1989, 
de 19 de octubre y 17/1993, de 18 de enero.
212 Véase, dentro de la clasificación que de los 
Derechos Fundamentales efectúa PECES-BARBA MARTÍNEZ, 
Derecho y Derechos Fundamentales, cit., pp. 344-345, la 
de los "derechos prestación", por razón de su forma de 




organización de un sistema de prestación213: esto es,
existe "u n específico deber de la Administración 
Penitenciaria (obligación prestacional) de crear y 
proporcionar los puestos de trabajo que permitan sus 
disponibilidades presupuestarias y un mandato, incluso, 
al legislador (...) de que atienda a la necesidad de 
pleno empleo de la población reclusa, según las 
posibilidades socioeconómicas y sin perder de vista, 
precisamente, la indicada finalidad reeducadora y de 
reinserción social que por disposición constitucional 
tiene la pena"214.
43. Es un derecho de aplicación progresiva. Nos
encontramos así, como el propio Tribunal Constitucional 
ha señalado en relación con el titular del mismo, que es 
el recluso, ante un derecho de aplicación progresiva cuya 
efectividad dependerá de los medios que la Administración 
penitenciaria tenga en cada momento, no pudiendo ser 
exigido en su totalidad de forma inmediata215.
Es dable entender, a mi juicio, que en correcta 
aplicación de la doctrina sobre los derechos de 
aplicación progresiva, la Administración penitenciaria 
debe ir adoptando las medidas imprescindibles y aportando 
los medios indispensables para que, de forma progresiva, 
se garantice el ejercicio del derecho al trabajo 
remunerado por los reclusos, pues "es evidente que lo 
progresivo habría de ser la actividad administrativa, en
213 Sentencia del Tribunal Constitucional 17/1993.
214 Sentencia del Tribunal Constitucional 172/1989.
215 Autos del Tribunal Constitucional 256/1988 y 
95/1989, y Sentencias del mismo órgano judicial 82/1986, 
2/1987, 172/1989 y 17/1993.
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previsión expresa de la ley, y no la esencia del derecho 
subjetivo aludido"216.
Hasta aquí, el Tribunal Constitucional no se aparta 
en su concepción del derecho al trabajo del recluso de lo 
que para el resto de españoles-ciudadanos libres se 
reconoce en el artículo 35.1 CE como derecho al trabajo, 
entendido en su dimensión colectiva, a la vista de lo 
dispuesto en el artículo 40.1 CE, con el que guarda 
estrecha relación, como "mandato a los poderes públicos 
para que lleven a cabo una política de pleno empleo, pues 
en otro caso el ejercicio del derecho al trabajo por una 
parte de la población lleva consigo la negación de ese 
mismo derecho para otra parte de la misma"211. Se trata, 
sin embargo, de un derecho lamentablemente condicionado 
por las circunstancias socioeconómicas del país que lo 
reconozca, pero ello no debe obstar para que, como se 
hace con relación al desempleo o con la educación, los 
poderes públicos realicen todos los esfuerzos que estén a 
su alcance para lograr el pleno empleo, en los 
establecimientos penitenciarios y en el mundo libre.
216 Cfr. BUENO ARÚS, F., -"De nuevo sobre el derecho 
de los reclusos a un trabajo remunerado", en Poder 
Judicial, na 12/1988, p. 117- donde critica que esa 
expresión ha sido mal utilizada por el TC en su 
jurisprudencia: así, surge en STC 82/1986 en relación con 
la Ley de normalización del uso del euskera, la cual 
establecía en un precepto que "se adoptarán las medidas 
oportunas y se arbitrarán los medios necesarios para 
garantizar de forma progresiva el ejercicio de este 
derecho". Lo cual no significa que el derecho al uso del 
euskera sea un derecho de aplicación progresiva.
217 Sentencia del Tribunal Constitucional 22/1981, 
FFJJ 5 a y 8fl.
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Ahora bien, es en la dimensión individual del 
derecho al trabajo, del recluso y del hombre libre, donde 
pueden encontrarse diferencias esenciales, pero sólo por 
lo que a su tutela se refiere218. Así, siendo consciente 
de que ese derecho, de aplicación progresiva, ha de 
cohonestarse con el derecho del recluso a la actividad 
laboral dentro de la organización prestacional existente, 
el Tribunal Constitucional ha reconocido a partir de ahí 
la "existencia de una situación jurídica plenamente 
identificable con un derecho fundamental del interno, con 
la doble condición de derecho subjetivo y elemento 
esencial del ordenamiento jurídico, exigible frente a la 
Administración Penitenciaria en las condiciones 
legalmente establecidas (...) tanto en vía jurisdiccional 
como, en su caso, en sede constitucional a través del
, oí o
recurso de amparo* .
44. Es un derecho subjetivo. De este modo, si bien 
el objetivo que ha de perseguir la Administración 
penitenciaria es el de lograr el pleno empleo de la 
población reclusa, y para ello ha de crear esa 
organización prestacional pues así se le exige a partir 
de la interpretación jurisprudencial apuntada
218 Como señaló PALOMEQUE LÓPEZ en su momento -"El 
derecho al trabajo de los penados y la efectividad de los 
derechos fundamentales*, en Revista Española de Derecho 
del Trabajo, na 42/1990, p. 308-, y recupera SASTRE 
IBARRECHE, R., El derecho al Trabajo, Trotta, Madrid, 
1996, p. 143, "que sea derecho fundamental no significa 
ciertamente que el mismo disponga de rasgos conceptuales 
o de fundamento teórico distintos del genérico derecho al 
trabajo de todos los españoles (art. 35.1 CE), sino tan 
sólo (...) que dispone de una protección constitucional 
superior".




previamente, mientras ello no se consiga y siempre y 
cuando en la adjudicación de los puestos de trabajo 
existentes se cumplan las condiciones exigidas legalmente 
-como se verá más adelante, respetar el orden de 
prelación establecido en la normativa penitenciaria- no 
existirá un derecho al trabajo del recluso amparable por 
el mismo Tribunal Constitucional220. Con otras palabras, 
ello significa que sólo cuando exista un puesto de 
trabajo adecuado e idóneo será cuando el derecho del 
interno a ocuparlo adquiera plena consistencia y 
eficacia.
45. Es un derecho subjetivo no perfecto. Como puede 
observarse, el reconocimiento constitucional del derecho 
a un trabajo remunerado no supone su configuración como 
un verdadero derecho subjetivo perfecto del interno 
frente a la Administración, pero tampoco es "una mera 
declaración dirigida a destacar la obligación positiva de 
la Administración Penitenciaria de procurar al interno el 
efectivo disfrute de ese derecho*221, pues en ese caso el 
constituyente no hubiera incorporado el derecho al 
trabajo de los reclusos a la Sección lft, bastando con 
entenderlo incluido dentro del genérico derecho plásmado 
en el artículo 35.1 CE.
220 El Tribunal Constitucional ha establecido en los 
Autos 256/1988 y 95/1989 que sólo tendrá relevancia 
constitucional el amparo del derecho al trabajo del 
penado "si se acredita que el Centro Penitenciario en el 
que se cumple la condena existe puesto de trabajo, a cuya 
adjudicación se tenga derecho dentro del orden de 
prelación citado -el cual no podrá ser arbitrario o 
discriminatorio-*.
221 Sentencia del Tribunal Constitucional 17/1993.
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En definitiva, el derecho subjetivo del recluso 
existe, por mucho que algunos lo hayan calificado como 
una "rara excepción”222, desde el momento en que en el 
establecimiento penitenciario existe el puesto de trabajo 
y legalmente le corresponde al interno su adjudicación, 
mientras que el derecho al trabajo del resto de 
ciudadanos no ha sido reconocido como verdadero derecho 
subjetivo que permita accionar ante los tribunales y 
resto de poderes públicos con la pretensión de obtener un 
puesto de trabajo223 .
Resulta evidente, a mi entender, que el derecho al 
trabajo de los reclusos no quedaría amparado de la misma 
manera si no se encontrara contemplado en el artículo 
25.2 CE, sino en la fórmula genérica del 35.1, y creo que 
sí resulta necesaria esa tutela especial, coincidiendo en 
los motivos alegados para ello con los que la doctrina 
laboral ya planteó hace un tiempo224 : el primero sería la 
especial situación jurídica en la que se encuentra el
222 Cfr. ALARCÓN CARACUEL, "Derecho al trabajo, 
libertad profesional y deber de trabajar", cit., p. 33.
223 Eso es lo que se desprende del trabajo de ALARCÓN 
CARACUEL, ult.ob.cit., p. 21. En el mismo sentido, MARTÍN 
VALVERDE, A., "Pleno empleo, derecho al trabajo, deber de 
trabajar en la Constitución Española" en AA.W., Derecho 
del Trabajo y de la Seguridad Social en la Constitución, 
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1980, p. 
204. Ahora bien, SAGARDOY BENGOECHEA, J.A., "Comentario 
al artículo 35: Derechos laborales", en ALZAGA VILLAMIL, 
0. (dir.), Comentarios a las leyes políticas. 
Constitución Española de 1978 (I), Madrid, Edersa, 1983, 
p. 471, a pesar de considerar que no se puede ejercitar 
"en un sentido estrictamente procesal”, sí mantiene que 
se trata de un derecho subjetivo público.
224 Véanse PALOMEQUE LÓPEZ, "El derecho al trabajo de 
los penados y la efectividad de los derechos 
fundamentales", cit., p. 308, y SASTRE IBARRECHE, El 
derecho al trabajo, cit., p. 138.
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titular del derecho, distinta obviamente de la del 
ciudadano libre, el cual posee unas posibilidades de 
autogestión y competitividad en el mercado de trabajo de 
las que carece el penado; y el segundo es el distinto 
carácter del sujeto pasivo obligado a satisfacer el 
derecho de ese concreto titular, en este caso la 
Administración penitenciaria, único sujeto con capacidad 
para dar respuesta a la pretensión en ese sentido del 
recluso.
Cabría objetar a esta idea el hecho de que la 
Administración, cuando actúa como empleador, se encuentra 
sometida a las leyes de la oferta y la demanda del 
mercado de trabajo, y en concreto al principio de la 
libertad de empresa en una economía de mercado proclamado 
en el artículo 38 CE, el cual a prior i le impediría 
determinar el volumen, las circunstancias y la cualidad 
de la oferta de trabajo. Sin embargo, considero que el 
derecho al trabajo del recluso, dada su ubicación 
sistemática, debe actuar como "fuente de limitación" de 
esa libertad de empresa establecida en la Constitución225 , 
obligando a la Administración a poner todos los recursos 
que posea para garantizar ese derecho fundamental de los 
reclusos.
Podrían encontrarse similitudes con la situación que 
en su momento se produjo entre el derecho a la huelga y 
el derecho a adoptar las restantes medidas de conflicto
225 Véase esta idea, respecto del derecho al trabajo 
en general previsto en el artículo 35.1 CE, en MARTÍN 
VALVERDE, "Pleno empleo, derecho al trabajo, deber de 
trabajar", cit., pp. 198-199. A mi entender, con más 
motivo debe defenderse en el caso del derecho al trabajo 
de los reclusos, dada su concreta ubicación sistemática 
en el texto constitucional.
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colectivo, cuyo reconocimiento constitucional no se 
encuentra en un mismo plano226 . Así, siendo como es la 
huelga una medida de conflicto, su ubicación sistemática 
en la Sección Ia del Capítulo II del Título I, que 
comporta su contemplación como derecho fundamental 
subjetivo, a diferencia del resto de medidas de conflicto 
cuyo reconocimiento se produce en la Sección 2 a de ese 
mismo Capítulo y Título, dentro por tanto de los derechos 
de los ciudadanos o derechos cívicos no fundamentales, 
conlleva evidentes consecuencias en cuanto al régimen 
jurídico de ambos derechos -reserva de ley para ambos, 
pero uno por ley orgánica y el otro por ley ordinaria; y 
sobre todo, diferente grado de protección ante su posible 
vulneración-; lo mismo que sucede con el derecho al 
trabajo de reclusos y ciudadanos libres.
Evidentemente, en el supuesto equiparable no existe 
una identificación plena en cuanto a los rasgos 
conceptuales de todas las figuras que caben dentro del 
concepto "medidas de conflicto colectivo", pero sí es 
cierto que el artículo 37.2 se refiere a medidas a 
adoptar por los trabajadores -y empresarios en su caso-, 
siendo que sólo una de ellas, la huelga, destacando entre 
todas, ha alcanzado el rango de derecho fundamental, lo 
cual podría haber planteado dudas en cuanto a la
226 Así, se ha llegado a decir, respecto del cierre 
patronal como medida de conflicto, que "posee un 
reconocimiento constitucional inferior al derecho de 
huelga, derecho fundamental (,..)"-cfr. SALA FRANCO, T., en 
ALBIOL MONTESINOS, I.; CAMPS RUIZ, L. ; LÓPEZ GANDÍA, J. Y 
SALA FRANCO, T., Derecho del Trabajo. Tomo I. Fuentes y 
relaciones colectivas, 5a ed., Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2003, p. 580-. Para profundizar en este tema 
puede verse el estudio de SANGUINETTI RAYMOND, W. , "El 
cierre patronal: ¿paro técnico o medida de conflicto?11,
en Revista de Derecho Social, nfl 16/2001, p. 20 y ss.
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legitimidad de esa ubicación, dudas que se han resuelto 
en cualquier caso por el Tribunal Constitucional, que 
parte de la idea de la "no paridad de armas" entre 
trabajadores y empresarios, lo que justifica ese 
tratamiento constitucional diferenciado227 .
46. Postura critica ante la doctrina del Tribunal 
Constitucional en la materia. Volviendo al tema que nos 
ocupa tras este inciso, de la lectura de las sentencias 
del Tribunal Constitucional en la materia queda, sin 
embargo, una sensación de insatisfacción. Queda el 
sentimiento de que, amparándose en la doctrina de los 
derechos prestacionales y los derechos de aplicación 
progresiva, el Tribunal puede dejar parcialmente sin 
efecto el derecho reconocido a los reclusos en el 
artículo 25.2 CE.
A mi entender, resulta ciertamente criticable la 
concepción del derecho al trabajo de los reclusos 
sostenida por el intérprete supremo de la Constitución 
puesto que este Tribunal ha reconocido que, si bien no 
todo lo regulado en los artículos 14 a 29 constituye 
derechos fundamentales, "allí donde, dentro de la Sección 
Ia, se reconozca un derecho, (...) su configuración como
fundamental es precisamente el presupuesto de su 
ubicación. El constituyente (...) no podía desconocer la 
significación de ese encuadramiento"228.
227 Véase a este respecto la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 11/1981, Fundamento Jurídico 222.
228 Véase la Sentencia del Tribunal Constitucional 
26/1987, FJ 4aa, en relación con la Autonomía de las 
Universidades reconocida en el artículo 27.10 CE.
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* Por este motivo pienso que la inserción de este 
inciso del 25.2 CE reconociendo el derecho al trabajo de 
los sometidos a penas privativas de libertad es gratuita 
e innecesaria229 si no estaba en la mente del legislador 
constituyente otorgarle el rango de derecho fundamental 
generador de un derecho subjetivo perfecto a un puesto de 
trabajo, sin que deban primar las dificultades prácticas, 
la falta de medios, ante la eficacia absoluta de los 
derechos reconocidos en esa Sección Ia del Capítulo II 
del Título I de la Constitución230 .
Merece la pena recordar, por último, que existe 
incluso quien fue más allá231 y defendió que, en aquellos 
supuestos en que la Administración penitenciaria no
229 Críticamente, pues su autor parece contrario a la 
misma, se la ha llegado a calificar de "incoherente y 
privilegiada" -véase LOPEZ GANDÍA, J., "Breve nota sobre 
el artículo 35 de la Constitución Española (Derecho al 
trabajo, libertad profesional y promoción en el trabajo)" 
en Estudios sobre la Constitución Española de 1978, 
Secretariado de Publicaciones de la Universidad de 
Valencia, 1980, p. 151 -. Y, de otra parte, se manifiesta 
radicalmente en contra de la misma TÉLLEZ AGUILERA, A., 
Seguridad y disciplina penitenciaria, Edisofer, Madrid, 
1998, quien entiende que "la consideración de que el 
artículo 25.2 confiere al interno un derecho al trabajo 
distinto del que tiene como ciudadano español (...) 
infringe el principio constitucional de no discriminación 
... ", pues parte el citado autor de una situación 
apriorística de igualdad, a mi juicio discutible, entre 
recluso y ciudadano libre.
230 En el mismo sentido se pronuncia ELIAS ORTEGA, 
"Comentario sobre el mandato al gobierno para una nueva 
regulación reglamentaria de la relación laboral de 
penados", cit., p. 98.
231 Véanse en este sentido ORTUBAY, M., "El trabajo 
remunerado como un derecho fundamental de los penados", 
en Poder Judicial, nfl 7/1987, p. 162, y BUENO ARÚS, "De 
nuevo sobre el derecho de los reclusos a un trabajo 
remunerado", cit., p. 116.
118
Capitulo Primero
pudiera proporcionar un puesto de trabajo remunerado, al 
existir una vulneración de un derecho subjetivo 
fundamental, al recluso afectado le correspondería el 
derecho a una prestación por desempleo, pues el mismo 
artículo 25.2 reconoce el derecho a los beneficios 
correspondientes de la Seguridad Social o, en su caso, a 
una indemnización compensatoria, por aplicación de lo
dispuesto en los artículos 1902 Código Civil, 106.2 CE y 
40 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado de 26 de julio de 1957 -derogada hoy por la Ley 
6/1997, de 14 de abril, de Administración del Estado-. 
Pero partían estos autores de la consideración del
derecho al trabajo del recluso como un derecho subjetivo 
perfecto, esto es, de un derecho absoluto a un puesto de 
trabajo con independencia de las disponibilidades
presupuestarias de la Administración232, y ya hemos visto 
que no goza de tal naturaleza, por lo que creo que
finalmente su apreciación pierde realidad, aunque no 
sentido.
2.2. LA LEY ORGÁNICA 1/1979, DE 26 DE SEPTIEMBRE, 
GENERAL PENITENCIARIA.
232 PALOMEQUE LÓPEZ ha mantenido inclusive -véase "El 
derecho al trabajo de los penados y la efectividad de los 
derechos fundamentales*, cit., p. 311- que la 
Administración penitenciaria incumple el artículo 25.2 CE 
no sólo cuando deja de facilitar a un interno un puesto 
de trabajo existente, sino cuando no ha puesto con 
anterioridad los medios para su creación y ofrecimiento, 
idea que, como ha podido observarse, no ha sido aceptada 
por el Tribunal Constitucional en cuanto a la posibilidad 
de otorgar al recluso en esos supuestos el más alto nivel 




47. Introducción. La Ley Orgánica General 
Penitenciaria (en adelante, LOGP) desarrolla, en sus 
artículos 26 a 35, el derecho del recluso a un trabajo.
48. Exposición de Motivos de la LOGP: diversos fines 
de la pena privativa de libertad. En la Exposición de 
Motivos de la LOGP se apuntaba lo siguiente: "La 
finalidad fundamental que doctrina y legislación 
atribuyen en la actualidad a las penas y medidas de 
privación de libertad es la prevención especial, 
entendida como reeducación y reinserción social de los 
condenados, sin perjuicio de prestar atención debida a 
las finalidades de advertencia e intimidación que la 
prevención general demanda, y la proporcionalidad de las 
penas con la gravedad de los delitos cometidos que el 
sentido más elemental de justicia requiere".
El legislador optó en ese momento por entender como 
sinónimos prevención especial y reeducación y reinserción 
social del condenado, contraviniendo la opinión de la 
mayor parte de la doctrina científica. No obstante, no 
creyó que ésta debiera ser la única finalidad de las 
penas privativas de libertad y de las medidas de 
seguridad, como el propio Tribunal Constitucional se ha 
encargado de recalcar en pronunciamientos emitidos en 
años posteriores, sobre los que ya se ha hecho 
referencia. Al contrario, parece que el legislador 
consideró que la LOGP debía ser un reflejo de una teoría 
mixta de los fines de la pena, donde caben no sólo la 
prevención especial sino también la prevención general y
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la misma retribución233, y así lo hizo constar en la 
Exposición de Motivos y en su articulado.
233 Las teorías mixtas o de la unión se caracterizan 
por considerar la retribución como esencia de la pena, si 
bien ésta debe perseguir simultáneamente los fines de la 
prevención general y de la especial. Podría decirse, con 
GARRIDO -cfr. GARRIDO GUZMÁN, Compendio de Ciencia 
Penitenciaria, cit., pp. 15 y 16-, que "el internamiento 
del delincuente protege a la sociedad a la vez que supone 
una retribución por el hecho cometido, internamiento en 
el que se perseguirá, necesariamente y por todos los 
medios, la reinserción social del mismo. Es una posición 
de equilibrio entre finalidades que parecen encontradas 
para algunos pero que pueden en nuestra opinión 
armonizarse*. Parece por lo tanto que el asignar a la 
pena diversos fines sea la postura más certera pues, como 
afirma GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, Derecho penal. 
Introducción, cit., p. 164 y ss., "la pena es retribución 
proporcionada al mal culpable del delito, pero también se 
orienta a la realización de otros fines de prevención 
general y de prevención especial: a la prevención de
futuros delitos y a la resocialización del autor*. La 
retribución se contempla desde este prisma en un sentido 
positivo, como límite -más que como castigo-, como 
corolario de la vigencia del principio de culpabilidad.
Predominantes en la moderna Ciencia del Derecho 
Penal española y alemana, dentro de las distintas teorías 
mixtas podría destacarse la teoría dialéctica de la 
unión, de ROXIN. Para este autor, la finalidad de la pena 
se analiza a través de las sucesivas fases que van 
perfilando su realización: conminación, imposición y
ejecución. De este modo, en la fase de tipificación de 
los comportamientos delictivos, competencia del 
legislador y anterior por tanto al delito en sí, las 
penas cumplen una función de prevención general, 
persiguiendo impedir la comisión de infracciones 
punibles; en la fase de imposición judicial de las penas, 
una vez probada la responsabilidad criminal del sujeto, 
éstas cumplen una función retributiva, bajo el influjo 
del principio de proporcionalidad, esto es, sin superar 
la medida de la culpabilidad, que actúa como límite y no 
como fundamento de la pena impuesta; y finalmente, en la 
fase de ejecución de la pena, ésta desempeña una función 
de prevención especial, al objeto de reeducar al 
delincuente, resocializarle y rehabilitarle. Véase ROXIN, 
C., "Sentido y límite de la pena estatal", en Problemas 
básicos de Derecho Penal, traducción de Luzón Peña, ed.
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49. Contexto en el que surge la LOGP y finalidad de 
las Instituciones Penitenciarias. La LOGP es resultado, 
por una parte, del proceso de reforma general del 
Ordenamiento jurídico tras la promulgación de la 
Constitución Española de 197 8234; y, por otra, de las 
críticas efectuadas por la doctrina en torno a la 
conveniencia de que nuestro Ordenamiento jurídico contara 
con una Ley Penitenciaria que recogiera los principios 
fundamentales del sistema penitenciario y estableciera 
las garantías de que gozan los reclusos en la fase de 
ejecución de la pena privativa de libertad, como 
respuesta, en gran medida, al reciente pasado de nuestro 
país en lo que hacía referencia a la situación de las 
prisiones, en las que todo el sistema giraba, tras años 
de disciplina paramilitar, alrededor de los objetivos de 
seguridad, orden y disciplina235 .
Reus, Madrid, 1976, pp. 20-31. Igualmente ROXIN, ARTZ y 
TIEDEMANN, Introducción al Derecho Penal y al Derecho 
Procesal Penal, versión española, notas y comentarios de 
ARROYO ZAPATERO y GOMEZ COLOMER, Ariel, Barcelona, 1989, 
pp. 63-66.
Esta teoría, sin embargo, no escapa de posibles 
críticas; así, he de recordar que no está bien
considerada por todos los penalistas. Al contrario:
existe quien critica el hecho de que con ella se pueda 
incurrir en graves distorsiones de la realidad, puesto 
que la pena es un proceso total sin soluciones de 
continuidad, considerándose "artificiosa" y propia
únicamente de un discurso lógico-abstracto la distinción 
de momentos distintos en el iter de la pena. En este 
sentido, GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, A., "Funciones y fines 
de las Instituciones Penitenciarias", cit., pp. 27-28.
234 A este respecto, GARRIDO GUZMÁN, Manual de
Ciencia Penitenciaria, cit., p. 189.
235 Véase en este sentido GIMÉNEZ-SALINAS COLOMER, 
E,, "Autonomía del Derecho Penitenciario. Principios
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Y así, en el contexto de esa época surge la LOGP, 
ley que jugará un importante papel no sólo por su expreso 
reconocimiento de los derechos de los internos sino 
también por su regulación del régimen de vida en 
prisión236. Precisamente, uná de las características que 
se ha destacado como positiva de esta norma ha sido que 
el planteamiento que hace de los elementos que integran 
el régimen y el tratamiento penitenciario es coherente 
con el modelo constitucional de Estado Social y 
Democrático de Derecho237 .
En la LOGP se reconoce, como finalidad primordial, 
que no única, de las Instituciones Penitenciarias, la 
reeducación y reinserción social de los condenados a 
penas y medidas penales privativas de libertad (artículo 
1) , en plena coherencia con el mandato constitucional 
previsto en el artículo 25.2, y con el prolongado
informadores de la LOGP", en Derecho Penitenciario, CGPJ, 
Madrid, 1995, pp. 80 y ss.
236 Cfr. GIMÉNEZ-SALINAS COLOMER, ult. ob. cit., p.
82.
237 En este sentido, BUENO ARÚS, "La Ley Orgánica 
General Penitenciaria y su desarrollo reglamentario: 
necesidad de una adecuación a nuestros días. Dificultades 
de aplicación", cit., p. 78, donde mantiene que un Estado 
Social no puede despreocuparse de las medidas apropiadas 
para facilitar la libertad e igualdad reales y efectivas 
de los individuos, lo que se traduce como podrá verse en 
esta Ley Orgánica en las prestaciones de la 
Administración al recluso, en especial en lo relacionado 
con el trabajo y régimen de seguridad social en iguales 
condiciones que en la vida libre; y que un Estado 
Democrático necesita de la participación de todos los 
diversos aspectos de la vida social, o sea, de los 
propios internos en las actividades de los 
establecimientos y de la Sociedad colaborando en la 




carácter correccionalista de estas instituciones, como ya 
pudo apreciarse.
Y como medio ideal para lograrlo, el tratamiento, 
definido en el artículo 59.1 como el conjunto de 
actividades directamente dirigidas a conseguir la 
reeducación y reinserción social de los penados mediante 
el uso de los métodos científicos adecuados, y cuya 
regulación representa "uno de los mayores logros y 
aciertos" de la ley238 . El tratamiento se convertirá "en 
el eje de la actividad de las instituciones 
penitenciarias, en el mecanismo mediante el cual llevar a 
término la intervención rehabilitadora”239, esto es, 
reeducadora y reinsertora, siendo así que el resto de 
actividades penitenciarias240, las funciones regimentales 
conforme a lo previsto en el artículo 71 LOGP241, estarán 
subordinadas al tratamiento.
238 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C., Comentarios a la 
legislación penitenciaria, Cívitas, Madrid, reimpr. 1995, 
p. 192.
239 Cfr. GARCÍA-BORÉS ESPÍ, J., "El tratamiento 
penitenciario* en RIVERA BEIRÁS, I. (Coord.), La cárcel 
en el sistema penal (un análisis estructural),Bosch, 
Barcelona, 1995, p. 149.
240 Debo señalar que tanto el régimen penitenciario, 
esto es, el modo de organizarse la vida en prisión, como 
el tratamiento, son las dos grandes áreas en torno a las 
cuales se construye el marco penitenciario, la actividad 
penitenciaria.
241 Dispone ese precepto que "el fin primordial del 
régimen de los establecimientos de cumplimiento es lograr 
en los mismos el ambiente adecuado para el éxito del 
tratamiento; en consecuencia, las funciones regimentales 




Del tratamiento se ha dicho que no responde a un 
modelo médico o máximo, que posibilitaría una 
manipulación directa de la personalidad del interno, 
contraria como se ha podido observar a la noción 
correcta, a mi juicio, del tratamiento orientado a la 
reeducación y reinserción dél recluso, sino a un modelo 
social o mínimo, con el que se pretende lograr que aquel 
al que se aplique viva respetando la ley penal y sea 
capaz de subvenir a sus necesidades242 . Así viene 
expresamente recogido en el artículo 59.2 LOGP.
50. El sistema de Individualización científica como 
sistema de ejecución de penas. Por otro lado, la propia
Ley establece en su artículo 72243, como sistema dé.;
I "J i
ejecución de las penas privativas de libertad, el sistema 
de individualización científica, separado en grados, 
abandonándose por tanto y de forma definitiva -pues algo 
se había avanzado en ese sentido con el Decreto 162/1968,
242 En este sentido BUENO ARÚS, "La Ley Orgánica 
General Penitenciaria y su desarrollo reglamentario: 
necesidad de una adecuación a nuestros días. Dificultades 
de aplicación", cit., p. 81.
243 Este artículo establece que "1. Las penas 
privativas de libertad se ejecutarán según el sistema de 
individualización científica, separado en grados, el 
último de los cuales será el de libertad condicional, 
conforme determina el Código Penal. 2. Los grados segundo 
y tercero se cumplirán, respectivamente, en 
establecimiento de régimen ordinario y de régimen 
abierto. Los clasificados en primer grado serán 
destinados a los establecimientos de régimen cerrado 
(...) 3. Siempre que de la observación y clasificación 
correspondiente a un interno, resulte estar en 
condiciones para ello, podrá ser situado inicialmente en 
grado superior, salvo el de libertad condicional, sin 
tener que pasar necesariamente por los que le preceden. 
4. En ningún caso se mantendrá a un interno en un grado 
inferior cuando por la evolución de su tratamiento se 
haga merecedor a su progresión".
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de 25 de enero- el tradicional sistema progresivo, 
respecto del cual el actual sistema ha sido considerado 
como una modernización, siendo más conforme a la 
prevención especial positiva y a la individualización en 
la ejecución de la pena. Prevé este precepto la 
existencia de cuatro grados distintos que se corresponden 
con el destino del recluso a un establecimiento 
penitenciario de un tipo determinado, donde se aplica a 
su vez un régimen de vida específico por lo que se 
refiere a actividades, salidas, permisos, horas de patio, 
visitas, etc. Todo esto podría resumirse conforme al 
siguiente esquema244 :
a) Primer grado (según el artículo 10 LOGP, para 
penados calificados de peligrosidad extrema o 
inadaptación manifiesta y grave a las normas de 
convivencia): establecimiento cerrado: régimen de 
vida cerrado;
b) Segundo grado (el más generalizado, se aplica a 
penados sin capacidad para vivir en semilibertad 
pero sin problemas para la normal convivencia) : 
establecimiento ordinario: régimen de vida 
ordinario;
c) Tercer grado (para penados capacitados para vivir 
en semilibertad por sus circunstancias personales 
y penitenciarias): establecimiento abierto: 
régimen de vida abierto;
d) Cuarto grado: libertad condicional.
Pues bien, además de poder clasificarse directamente 
al recluso en cualquiera de los tres primeros grados, sin
244 Sobre este tema puede consultarse la obra de 
CERVELLÓ DONDERIS, V., Derecho Penitenciario, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2001, pp. 119 y ss.
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necesidad de pasar por todos ellos hasta obtener la 
libertad condicional, será ahora la evolución en el 
tratamiento, y no el trabajo desarrollado por el interno 
en el establecimiento al que haya sido destinado en 
función de su clasificación en los distintos grados 
previstos en ese precepto, el criterio que se utilice 
para modificar esa clasificación y su destino a un 
establecimiento u otro en función del régimen que sea más 
adecuado al tratamiento, como dispone el artículo 63 
LOGP245. Así lo determina el artículo 65.1 LOGP, a tenor 
del cual "la evolución en el tratamiento detenninará una 
nueva clasificación del interno, con la consiguiente 
propuesta de traslado al establecimiento del régimen que 
le corresponda o, dentro del mismo, el pase de una 
sección a otra de diferente régimen*. Igualmente, en el 
apartado 3 de este artículo se establece que "la 
regresión de grado procederá cuando se aprecie en el 
interno, con relación al tratamiento, una evolución 
desfavorable de su personalidad*.
51. El trabajo penitenciario en la LOGP. Habiéndose 
podido constatar ya que el trabajo de los reclusos ha 
perdido el carácter que venía desempeñando en cuanto
245 Señala el artículo 63 LOGP que "Para la 
individualización del tratamiento, tras la adecuada 
observación de cada penado, se realizará su 
clasificación, destinándose al establecimiento cuyo 
régimen sea más adecuado al tratamiento que se le haya 
señalado, y, en su caso, al grupo o sección más idóneo 
dentro de aquél. La clasificación debe tomar en cuenta no 
sólo la personalidad y el historial individual, familiar, 
social y delictivo del interno, sino también la duración 
de la pena y medidas penales en su caso, el medio a que 
probablemente retornará y los recursos, facilidades y 
dificultades existentes en cada caso y momento para el 
buen éxito del tratamiento".
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criterio para progresar o regresar en grado desde la 
irrupción del sistema progresivo en nuestra práctica 
penitenciaria, la novedad destacable de la LOGP en esta 
materia es la de que ahora viene configurado, según el 
artículo 26 de la misma, como elemento esencial del 
tratamiento, al tiempo que se le reconoce en el mismo 
precepto como derecho y deber del interno, en completa 
armonía con lo dispuesto en los artículos 25.2 y 35.1 de 
la Constitución.
Ahora bien, a pesar de esta declaración con relación 
al tratamiento, que ha sido considerada como una 
"deficiencia técnica del texto legal"2AS, la regulación 
del trabajo penitenciario en la LOGP se encuentra en el 
Capítulo II del Título II "Del régimen penitenciario" 
(artículos 26 a 35), mientras que la regulación del 
tratamiento penitenciario merece Título aparte, el Título 
III. De esta ubicación sistemática podría colegirse el 
mayor predominio en la naturaleza del trabajo 
penitenciario del área régimen frente al área 
tratamiento, lo que hará que, conforme a lo dispuesto en 
el ya citado artículo 71, la propia LOGP recoja en 
algunos de sus preceptos la subordinación del trabajo al 
tratamiento, la exigencia de compatibilizarlo con las 
necesidades tratamentales247 . Parece que, en su diseño, el
246 Véase en este sentido GARCÍA VALDÉS, C., 
Comentarios a la legislación penitenciaria, reimpr. 1995, 
cit., p. 95, donde afirma que con este planteamiento se 
retoma la ya superada concepción que convertía en muchas 
ocasiones actividades puramente regimentales en 
actividades de tratamiento. En el mismo sentido, GARRIDO 
GUZMÁN, Manual de Ciencia Penitenciaria, cit., p. 348.
247 Es el caso de los artículos 28 (donde 
expresamente se menciona que "el trabajo será compatible 
con las sesiones de tratamiento (...). A tal fin, la 
Administración adoptará las medidas que
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legislador de la LOGP consideró que no debían mezclarse 
los distintos elementos que integran las actividades de 
régimen (trabajo, asistencia sanitaria, régimen 
disciplinario, educación, etc.) con los principios y los 
medios de que se dispone para llevar a buen término el 
tratamiento y lograr el objetivo primordial de las 
Instituciones penitenciarias, cual es la reeducación y 
reinserción social de los penados. En cualquier caso, sea 
considerado elemento del tratamiento, sea del régimen, la 
doctrina ha destacado "la afectación del trabajo 
penitenciario a la meta resocializadora"248 en la LOGP.
52. Postura crítica ante la regulación por la LOGP 
del trabajo penitenciario. Tres cuestiones resultan 
destacables -y en cierta medida criticables- de la 
regulación que la LOGP efectúa en materia de trabajo 
penitenciario: en primer lugar, el que se contemplen como 
modalidades del mismo actividades que difícilmente caben 
dentro de un concepto estricto de trabajo, lo que las 
aleja de una pretendida equiparación del trabajo 
efectuado por los internos con el que se realiza en 
libertad, equiparación que la propia Exposición de 
Motivos de la LOGP reclama como objetivo de la misma; en 
segundo lugar, el que el derecho a la remuneración del 
trabajo efectuado por los reclusos tan sólo se vincule 
con aquél que sea directamente productivo, lo que puede 
dar lugar a interpretaciones restrictivas que dejen sin
reglamentariamente se determinen para asegurar la 
satisfacción de aquellos fines y garantizar la 
efectividad del resultado") y 33.1.b) (donde se señala 
que la Administración "se cuidará de que los horarios 
laborales permitan disponer de tiempo suficiente para la 
aplicación de los medios de tratamiento") LOGP.
248 Cfr. DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo 
penitenciario resocializador, cit., p. 262.
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efecto el precepto constitucional en el que se establece 
el derecho de los reclusos a un trabajo remunerado; y en 
tercer lugar, el hecho de que en ningún precepto recoja 
el testigo de la LRL, calificando expresamente como 
relación laboral de carácter especial ninguna de esas 
modalidades. Sobre todas estas cuestiones se volverá en 
el Capítulo siguiente.
2.3. LA LEY 8/1980, DE 10 DE MARZO, DEL ESTATUTO DE LOS 
TRABAJADORES.
53. La recepción del trabajo penitenciario en cuanto 
relación laboral de carácter especial. A pesar de su no 
inclusión en la LOGP, o quizá debido a ello, el artículo 
2.1 ET de 1980 incluye, entre las relaciones laborales de 
carácter especial, "c) la de los penados en las
instituciones penitenciarias*. Obsérvese que, a 
diferencia de la LRL, que mencionaba a los "internos de 
centros penitenciarios", el ET de 1980 habla de "penados 
en las instituciones penitenciarias". Ello fue
interpretado en su momento como "meros retoques 
terminológicos de detalle encaminados a la simplificación 
de la fórmula normativa”2*9. Sin embargo, creo que podrían 
destacarse en esta nueva fórmula dos diferencias 
evidentes: de una parte, el ET habla de penados, y no de 
internos, lo que podría reducir el ámbito subjetivo de 
existencia de la relación laboral especial. De otra, hace 
referencia al trabajo de los penados "en" las
249 Cfr. PALOMEQUE LÓPEZ, "La relación laboral de los 
penados en instituciones penitenciarias", cit., p. 560.
130
Capítulo Primero
instituciones penitenciarias, y no "de" los centros 
penitenciarios, lo que podría a su vez incidir, en 
términos restrictivos, en ese ámbito en el que puede 
darse la relación laboral especial. No obstante, creo que 
no es éste el momento de entrar a analizar las citadas 
diferencias. Se volverá sobre ellas más adelante, cuando 
se estudie con detenimiento el proceso de laboralización 
del trabajo de los penados.
Con este pronunciamiento vuelve a incorporarse al 
ámbito del Derecho del Trabajo la relación laboral de los 
penados en instituciones penitenciarias, ámbito del que 
había sido "expulsada" -aunque podría decirse que se 
trata de un ámbito en el que nunca entró- tras la falta 
de desarrollo reglamentario de las previsiones de la LRL 
de 1976.
En 1980, el legislador estatutario otorgaba al 
Gobierno, en la disposición adicional 2 a ET, un plazo de 
dieciocho meses para regular el régimen jurídico de esta 
relación laboral de carácter especial, debiendo respetar 
en ese desarrollo reglamentario "los derechos básicos 
reconocidos por la Constitución". Sin embargo, y como ya 
ocurrió con la LRL de 1976, transcurrido el plazo 
otorgado la regulación reglamentaria de esta relación 
brillaba por su ausencia. Pero, como ya he dicho antes, 
este asunto se abordará con detenimiento más adelante.
2.4. EL DEROGADO REGLAMENTO PENITENCIARIO DE 1981.
131
Capitulo Primero
54. Introducción. En cumplimiento de lo dispuesto en 
la disposición final 2* LOGP, conforme a la cual se 
otorgaba al Gobierno el plazo de un año para efectuar el 
desarrollo reglamentario de la LOGP, se aprueba por Real 
Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, el Reglamento
Penitenciario.
55. La regulación del trabajo penitenciario en el RP 
de 1981. El trabajo penitenciario venía contemplado, 
dentro del RP de 1981, en el Capítulo IV -artículos 182 a 
219- del Título III "De las prestaciones de la
Administración", donde junto al mismo se regulaban otras 
prestaciones que la Administración Penitenciaria debe 
procurar al recluso, como puedan ser la asistencia
sanitaria e higiénica, la instrucción y educación, la 
asistencia religiosa o la alimentación, prestaciones
todas ellas que en la LOGP venían configuradas, como ya 
se apuntó, como elementos del régimen penitenciario.
Para superar la, a juicio de GARCÍA VALDÉS,
deficiente redacción de la LOGP en materia de trabajo 
penitenciario como elemento del tratamiento, en el 
artículo 184.1 RP 1981 se optó por no recoger ese
planteamiento tan genérico, abierto e impreciso. Al 
contrario, el trabajo sólo sería considerado elemento del 
tratamiento "cuando así resulte de la formulación de un 
programa individualizado". En otras palabras, sólo cuando 
de la observación de la personalidad del interno llevada 
a cabo por el Equipo competente se dedujera que factor 
decisivo en el desarrollo de actividad delictiva hubiese 
sido la falta de cualificación profesional o la falta de 
aptitudes laborales o cualquier otra circunstancia
similar en el interno, únicamente en ese supuesto el
trabajo debería ser considerado elemento del tratamiento,
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con la intención de subsanar esa carencia y de este modo 
conseguir la reinserción social del delincuente.
En el resto de los casos sería considerado 
únicamente elemento del régimen, como de su propia 
naturaleza cabría deducir, entendiendo "régimen" como 
modo de vida en el interior de los establecimientos 
penitenciarios. En este sentido, el mismo RP de 1981, en 
su artículo 44.5250, disponía que "el trabajo tendrá la 
consideración de actividad básica en la vida del centro".
En cualquier caso, en el artículo 40 de ese RP se 
establecía de modo expreso que "el fin primordial del 
régimen de los Establecimientos de cumplimiento es lograr 
en los mismos el ambiente adecuado para el éxito del 
tratamiento", siendo en consecuencia las funciones 
regimentales medios para lograrlo y no fines en sí mismas 
consideradas.
En realidad, de la regulación del trabajo 
penitenciario prevista en el RP de 1981 podía deducirse, 
y así lo hicieron algunos autores251, que el trabajo era 
tanto actividad de régimen como de tratamiento, pues en 
su propia naturaleza podían observarse dos aspectos bien 
distintos: por un lado, era una simple actividad
organizada dentro del desarrollo de la vida de los
250 Ubicado en el Título II donde se regulaba el 
Régimen penitenciario, y en concreto dentro del Capítulo 
III sobre "Régimen de los Establecimientos de 
Cumplimiento”.
251 Véase DE LA MORENA VICENTE, E., "Aspectos del 
derecho, el deber y la obligación de trabajar en lo 
penitenciario", en Actividad laboral penitenciaria, 
OATTPP, nfl 7/1982, p. 70; y GARRIDO GUZMÁN, Manual de 
Ciencia Penitenciaria, cit., p. 349.
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establecimientos -actividad de régimen-; y por otro, una 
actividad que, dirigida a conseguir la reeducación y 
reinserción social del penado, era capaz de generar 
consecuencias en cuanto al libre desarrollo de la 
personalidad del interno y su propia realización como 
persona.
Ahora bien, y por lo que respecta a la relación
laboral de carácter especial prevista por el ET de 1980,
del texto del RP de 1981 se podía deducir que esta norma
reglamentaria no constituía el desarrollo reglamentario 
de ese artículo 2.1.c) -aunque parte de la doctrina haya 
considerado la regulación que en él se hacía del trabajo 
penitenciario como suficiente a esos efectos252-, sino que 
era provisional y supletoria del mismo mientras este
desarrollo no se efectuara253 .
252 En ese sentido se pronuncian ALONSO OLEA, M., 
Derecho del Trabajo, 7ft ed., Universidad Complutense de 
Madrid. Facultad de Derecho, 1981, p. 805; y FERNÁNDEZ 
LÓPEZ, M.F., "Relaciones especiales de trabajo y Estatuto 
de los Trabajadores. Comentario a la STCT de 23 de julio 
de 1981", en Revista de Política Social, n2 139/1983, 
p.237, de cuya nota al pie 14 cabe inferir que, al no 
incluir entre las relaciones de trabajo pendientes de 
regulación en ese momento a la de los penados, se 
encuentra regulada por el Reglamento penitenciario 
entonces vigente, el de 1981, y p. 239 donde 
explícitamente lo mantiene.
A mi entender, aun no regulando la misma de modo 
expreso, los preceptos del RP de 1981 en materia de 
trabajo penitenciario contenían una regulación detallada 
de las relaciones de trabajo que pudieran crearse en los 
centros penitenciarios, más amplia incluso que la 
prevista en el reglamento penitenciario que vendrá a 
sustituir a éste de 1981.
253 En algunos de sus preceptos el RP de 1981 hacía 
referencia, con relación a un futuro cercano, a las 
"normas que se dicten en desarrollo de lo establecido en 
el artículo 2.1.c) del Estatuto de los Trabajadores* -
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2.5. EL REGLAMENTO PENITENCIARIO DE 1996.
56. Introducción. En el año 1996, por diversas 
razones entre las que destaca la necesidad de adaptar la 
normativa penitenciaria al momento penitenciario concreto 
y a la nueva legislación penal -en especial, a la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal-, 
se aprueba un nuevo Reglamento Penitenciario, por el que 
se deroga, aunque no en su totalidad254, el RP de 1981.
57. La regulación del trabajo penitenciario en el RP 
de 1996: cambios en su ubicación. En el Reglamento 
Penitenciario aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de 
febrero, la regulación del trabajo penitenciario ya no se 
encuentra incluida dentro de la del régimen penitenciario 
(Título III, arts. 73 a 98)), sino dentro del Título V 
"Del tratamiento penitenciario", en su Capítulo IV 
"Relación laboral especial penitenciaria" (arts. 132 a
artículo 191 RP-, e incluso en su disposición adicional 
4 a establecía que nen tanto no se promulgue dicha 
normativa, se aplicarán los preceptos contenidos en el 
presente Reglamento, referidos a la relación laboral 
penitenciaria, con carácter provisional".
254 Pues los artículos 108, 109, 110, 111 y 124.1
relativos a las faltas o infracciones de los internos, a 
las sanciones disciplinarias y a los actos de 
indisciplina grave cuya sanción puede ser inmediatamente 
ejecutada, y que habían sido reformados por RD 787/1984, 
de 26 de marzo, continuarán en vigor, así como los 
artículos 277 a 343 relativos a los servicios, unidades y 




152) y Capítulo V "Trabajos ocasionales no productivos" 
(artículo 153) .
Podría deducirse de esta ubicación que en este RP de 
1996 el trabajo penitenciario no venía considerado de 
manera predominante ni elemento del régimen ni elemento 
prestacional, sino elemento integrante del tratamiento, 
como el propio artículo 132 del mismo recoge, 
entendiéndose al tratamiento en sentido amplio. Ahora 
bien, el artículo citado, al margen de que tan sólo se 
ocupa de una de las modalidades del trabajo 
penitenciario, el de carácter productivo por cuenta 
ajena, supone en este punto una continuidad de la 
previsión reglamentaria anterior, dado que expresamente 
reconoce, además de manifestar que se trata de un derecho 
y un deber del interno, que sólo constituye un elemento 
fundamental del tratamiento "cuando así resulte de la 
formulación de un programa individualizado y tiene, 
además, la finalidad de preparar a los internos para su 
acceso al mercado laboral cuando alcancen la libertad".
58. Los motivos de ese cambio. Cabe preguntarse qué 
ha podido ser lo que ha motivado este cambio de ubicación 
de la regulación del trabajo penitenciario, y en concreto 
de la "Relación laboral especial penitenciaria". La 
respuesta a esta cuestión puede extraerse del propio 
Preámbulo del RP de 1996255, de donde se infiere que una
255 Se señala en el Preámbulo que este Reglamento 
incorpora "los avances que han ido produciéndose en el 
campo de la intervención y tratamiento de los internos, 
consolidando una concepción del tratamiento más acorde a 
los actuales planteamientos de la dogmática jurídica y de 
las ciencias de la conducta, haciendo hincapié en el 
componente resocializador más que en el concepto clínico 
del mismo. Por ello, el Reglamento opta por una
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de las razones que motivaron la aprobación de un nuevo 
Reglamento Penitenciario fue la necesidad de asimilar los 
avances producidos en materia de intervención y 
tratamiento de los reclusos, destacando entre esos 
avances el profundo cambio en la misma concepción del 
tratamiento, en el que tendrá ahora un mayor peso el 
componente resocializador que el clínico, para lo cual se 
dará una importancia fundamental desde el Reglamento no 
sólo a lo que tradicionalmente se ha considerado por 
nuestra legislación "tratamiento" en sentido estricto, 
esto es, las actividades terapéutico-asistenciales, sino 
también actividades que con la regulación reglamentaria 
anterior quedaban comprendidas como propias del régimen 
penitenciario (trabajo, educación y formación, deporte, 
etc.) .
En directa relación con la modificación que se ha 
producido en la concepción del tratamiento, el régimen 
penitenciario, subordinado al tratamiento, será 
considerado como el conjunto de normas encargadas de 
regular el estilo de vida en prisión, con la intención de 
lograr un ambiente favorable para la realización exitosa 
del tratamiento256, sin que este Reglamento incluya dentro
concepción amplia del tratamiento que no sólo incluye las 
actividades terapéutico-asistenciales, sino también las 
actividades formativas, educativas, laborales, 
socioculturales, recreativas y deportivas, concibiendo la 
reinserción del interno como un proceso de formación 
integral de su personalidad, dotándole de instrumentos 
eficientes para su propia emancipación".
256 Según establece el artículo 73.1 RP de 1996, "por 
régimen penitenciario se entiende el conjunto de normas o 
medidas que persiguen la consecución de una convivencia 
ordenada y pacífica que permita alcanzar el ambiente 
adecuado para el éxito en el tratamiento y la retención y 
custodia de los reclusos".
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de la regulación del régimen penitenciario, como ya se ha 
dicho, al trabajo penitenciario, lo que en cierto modo 
resulta criticable por lo que supone de apartamiento, en 
cuanto a la sistemática, del esquema que la LOGP 
estableció en este punto.
Con esas normas se trata de evitar algo que se ha 
convertido en una realidad generalizada en las prisiones: 
dada la situación de convivencia forzosa a la que se 
encuentran sometidos los internos en un establecimiento 
penitenciario, dadas las especiales características de 
esa población reclusa y el elevado número de habitantes 
de los centros, no es inusual que se produzcan problemas 
de convivencia entre ellos, de violencia no sólo entre 
los mismos reclusos sino también dirigida hacia los
funcionarios; en definitiva no es extraño que surja 
cualquier tipo de conflicto.
Para evitar que esos problemas de convivencia 
impidan crear un ambiente adecuado para el tratamiento y 
la retención y custodia de los reclusos, o para
solucionarlos eficazmente cuando aparezcan, han de
establecerse reglas, normas dirigidas a garantizar la 
seguridad, el buen orden y la disciplina en el interior 
de los establecimientos, configurados ahora en el
artículo 73.2 del RP de 1996 como los medios indicados 
para alcanzar ese fin de convivencia ordenada y pacífica. 
Esas normas, como se ha adelantado ya, conforman lo que 
se conoce como régimen penitenciario en la regulación 
reglamentaria, alterando en cierta medida la concepción 
que del régimen se mantenía en la LOGP.
59. La relación laboral especial penitenciaria en el 
RP de 1996. Sin embargo, lo destacable del RP de 1996, a
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los efectos de este trabajo, es la regulación que 
efectúa, por fin, de la relación laboral especial 
penitenciaria (en adelante, RLEP) en los artículos 132 a 
152. Regulación que además centra casi todo el desarrollo 
reglamentario de la LOGP en materia de trabajo 
penitenciario, convirtiéndose por ello en la modalidad 
especialmente reseñable con relación al resto de 
modalidades de trabajo penitenciario previstas en el 
artículo 27 LOGP.
En efecto, salvo en el Capítulo III de ese mismo 
Título V, donde se regulan, sin que pueda decirse que se 
haya hecho de un modo exhaustivo, las modalidades de 
trabajo penitenciario de formación profesional y 
educación; en los artículos 5.2 y 300 a 305 donde se 
regulan, dejando abiertas muchas cuestiones 
problemáticas, las prestaciones personales en servicios 
auxiliares comunes del establecimiento; y en el artículo 
153 RP donde se hace referencia a los trabajos 
ocupacionales no productivos, no se aborda por el RP de 
1996 con ánimo de exhaustividad cuestión distinta a la 
RLEP. Sí existen referencias puntuales a cuestiones 
genéricas, como en su artículo 133, que establece el 
"deber de trabajar", sea en la modalidad de trabajo 
objeto de la RLEP, sea en cualquiera de las restantes 
modalidades de trabajo penitenciario enumeradas en el 
artículo 27 LOGP, o en otros preceptos dispersos en los 
que se hace mención genérica de las "actividades 
laborales".
Sigue siendo, como puede observarse, una norma 
penitenciaria de contenido amplio la que se encargue de 
abordar la regulación de la RLEP, y no una norma 
específica, a diferencia de lo que ocurre con el resto de
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relaciones laborales calificadas por el artículo 2.1 del 
ET como de carácter especial. Ahora bien, se trata de una 
regulación que no puede calificarse de integral, pues el 
mismo RP, en su artículo 134.4, remite a las "normas de 
desarrollo0 del Reglamento, normativa que además podrá 
remitirse cuando estime conveniente, como también hace el 
RP, al resto de normas de la legislación laboral común.
Esta regulación de la RLEP, sin embargo, ha sido 
recientemente derogada y sustituida por un nuevo Decreto 
regulador de la RLEP, que será el objeto central del 
análisis a efectuar en este trabajo, aunque no será 
posible evitar el hacer constantes referencias a la 
regulación derogada.
2.6. EL REAL DECRETO 782/2001, DE 6 DE JULIO.
60. Su aparición y efectos derogatorios. En efecto, 
en el Boletín Oficial del Estado de 7 de julio de 2001 
aparece publicado el Real Decreto 782/2001, de 6 de 
julio, por el que se regula la relación laboral de
carácter especial de los penados que realicen actividades
laborales en talleres penitenciarios y la protección de 
Seguridad Social de los sometidos a penas de trabajo en 
beneficio de la comunidad. Esta norma deroga expresamente 
los artículos 134 a 152 del RP de 1996, en los que se
encontraba el núcleo de la regulación de la RLEP, además
del Decreto 573/1967 por el que se asimilaba a los 
reclusos que realizaran trabajos retribuidos a 
trabajadores por cuenta ajena a efectos de su inclusión 
en el Régimen General de la Seguridad Social.
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Proviene esta norma del mandato al Gobierno, 
contenido en el artículo 21 de la Ley 55/1999, de 29 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social, de regular esta relación laboral de 
carácter especial, regulación en la que, conforme al 
tenor del precepto, "se establecerá un marco de 
protección de Seguridad Social de este colectivo, acorde 
con sus especiales características (...)m, marco sobre el 
que el legislador ya había impuesto un intento de 
actualización, al otorgar al Gobierno, en la disposición 
adicional 32* de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social - 
resulta curioso observar cómo todas las novedades que en 
la regulación de la RLEP se han producido en los últimos 
tiempos han venido introducidas por la vía de las leyes 
de "acompañamiento" a las Leyes de Presupuestos -, un 
plazo de seis meses para elaborar un informe en el que se 
aborden los problemas que resulten de la aplicación del 
Régimen General de la Seguridad Social a los trabajadores 
penitenciarios, y las posibles soluciones a dar a los 
mismos.
Era de suponer que a partir de ese informe se 
acometería la creación de una nueva normativa en materia 
de protección de Seguridad Social de este tipo de 
trabajadores, superadora de los problemas detectados 
hasta ese momento desde 1967, normativa que como puede 
verse se incorpora al RD 782/2001, en donde por vez 
primera existe un tratamiento íntegro de la RLEP.
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A partir de la entrada en vigor de este Real 
Decreto257, quedan por lo tanto vigentes del Capítulo IV 
del Título III del RP de 1996, dedicado a la regulación 
de la RLEP, únicamente los artículos 132 (sobre concepto 
y caracteres del trabajo penitenciario de carácter 
productivo por cuenta ajena, no del trabajo penitenciario 
en general), 133 (sobre el deber de trabajar de penados y 
preventivos) y 153 (sobre trabajos ocupacionales no 
productivos). El resto de preceptos, específicamente 
dirigidos a regular la RLEP, dejarán de estar en vigor 
desde ese momento.
61. Valoración positiva del mandato al Gobierno, 
pero negativa del desarrollo efectuado. En el momento en 
que apareció el mandato al Gobierno en la Ley 55/1999, la 
doctrina realizó una valoración positiva del mismo, 
entendiendo que ello suponía, de un modo implícito, una 
desautorización de la regulación existente en el RP de 
1996, al tiempo que una confirmación del carácter laboral 
del trabaj o258 .
Sin embargo, me atrevo a adelantar que el desarrollo 
reglamentario no ha colmado las expectativas doctrinales. 
En primer lugar, porque como se ha de ver no ha recogido 
los requerimientos doctrinales en aras de una mejor, por 
más amplia y menos susceptible de plantear problemas de 
discriminación, determinación de su ámbito de existencia,
257 Conforme establece su disposición final 2a, 
"entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial del Estado", es decir, el 8 de 
julio de 2001.
258 En ese sentido se pronunció ELIAS ORTEGA, 
"Comentario sobre el mandato al gobierno para una nueva 
regulación reglamentaria de la relación laboral de 
penados", cit., pp. 98 y 99.
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al tiempo que sigue sin mencionar los derechos colectivos 
de estos trabajadores y sin convertir en norma supletoria 
con carácter general y sin necesidad de remisión expresa, 
al Estatuto de los Trabajadores, hechos ambos que 





LA INCORPORACIÓN DEL TRABAJO DE LOS INTERNOS AL 
ÁMBITO DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO LABORAL

/. INTRODUCCIÓN
1. Los factores que han motivado la incorporación 
del trabajo penitenciario al ámbito del Derecho del 
Trabajo. Como hasta ahora ha podido apreciarse, el 
trabajo de los reclusos se incorpora al ámbito propio del 
Derecho del Trabajo mediante su caracterización como 
relación laboral especial.
Ello ha venido motivado principalmente por tres 
factores: el primero, la voluntad de plena asimilación
entre el trabajo penitenciario y el trabajo en libertad 
manifestada por las normas internacionales en la 
materia1, con la finalidad intrínseca de contribuir con 
ella a la reeducación y reinserción social del recluso, 
asimilación que habrá de producirse necesariamente con la 
aplicación del ordenamiento jurídico laboral al trabajo 
penitenciario -no a todas sus modalidades, como podrá 
comprobarse, sino a aquella/s en la/s que esa asimilación 
fuera más viable-, si bien las singularidades o 
especialidades propias de ese trabajo penitenciario en 
relación con el trabajo en libertad exijan el 
establecimiento de un régimen especial y diferenciado; el 
segundo, la propia dicción de las normas penitenciarias 
aplicables hasta entonces en la materia, en las que se
1 Caso de las ya mencionadas Reglas Mínimas para 
el Tratamiento de los Reclusos, de Naciones Unidas y del 
Consejo de Europa. La Regla 72.1 de ambas normas
establece que "la organización y los métodos de trabajo 
en las instituciones deben asemejarse en la medida de lo 
posible a los que regulan un trabajo análogo en la
comunidad, a fin de preparar a los reclusos para las 
condiciones del trabajo libre", al tiempo que en otros 
preceptos se establece la deseable equiparación entre las 
condiciones de trabajo de los reclusos y las de los
trabajadores libres (jornada, horario de trabajo,
descansos, remuneración, seguridad y salud, etc.)
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aboga por el establecimiento de condiciones de trabajo 
para los reclusos análogas a las del trabajo libre2, aun 
sin otorgarle expresamente al trabajo penitenciario 
naturaleza laboral; y el tercero, la opinión de parte de 
la doctrina, favorable a su recepción por ese 
ordenamiento3.
¿Puede considerarse efectivamente relación laboral 
la que se entabla entre el recluso y la Administración 
Penitenciaria? ¿En todos los casos en los que el recluso 
desarrolla una modalidad de trabajo penitenciario? Y de 
serlo, ¿por qué motivo se configura como especial? A 
todas estas preguntas, y a otras que irán surgiendo a
2 Entre ellas, ante todo, el Decreto 2705/1964, 
de 27 de julio, sobre régimen y funcionamiento de 
Trabajos Penitenciarios, en el que, a pesar de
reconocerse la naturaleza no laboral del trabajo 
penitenciario, en su artículo 3fi, entre las funciones de 
Trabajos Penitenciarios, establecía: "c) la realización
del trabajo penitenciario en condiciones análogas a las 
del trabajo libre en cuanto se refiere al empleo de 
maquinaria, útiles y herramientas, horas de trabajo y 
protección contra accidentes. d) La retribución del
trabajo penitenciario mediante un salario tendente a su
equiparación con el del trabajo libre. (...) "
3 En ese sentido se habían pronunciado, con 
carácter previo a su conceptualización como relación 
laboral especial, miembros destacados tanto de la 
doctrina científica penalista -es el caso de BELAUSTEGUI 
MAS, Fundamentos del Trabajo penitenciario, cit.- como de 
la laboralista -DE LA VILLA, L.E., "¿Contrato de trabajo 
de los penados?" en AA.W., Catorce lecciones sobre 
contratos especiales de trabajo, Universidad de Madrid - 
Facultad de Derecho, 1965, pp. 333 y ss., y del mismo 
autor, "La inclusión de los penados en el Derecho del 
Trabajo", en Revista de Política Social, na 71/1966, pp. 
193 y ss., donde mantenía que "tampoco parece totalmente 
convincente la no inclusión de estos trabajadores penados 
en la órbita jurídico-laboral. Técnica, profesional y 




medida que se profundice en el tema, tiene este capítulo 
por objeto dar respuesta.
II. LAS MODALIDADES DE TRABAJO PENITENCIARIO EN LA LEY 
ORGÁNICA GENERAL PENITENCIARIA.
11.1. EL ARTÍCULO 27 DE LA LEY ORGÁNICA GENERAL 
PENITENCIARIA Y EL CONCEPTO DE TRABAJO UTILIZADO.
2. Introducción. En el artículo 27 LOGP se
establecen las distintas modalidades existentes en
materia de trabajo penitenciario. Como vamos a poder 
constatar, de ellas, no todas tienen naturaleza jurídica 
laboral, e incluso algunas ni tan siquiera responden a un 
concepto estricto de trabajo. Por este motivo, el objeto 
del estudio que a continuación se efectúa es el de tratar 
de discernir cuál, de entre las modalidades previstas por 
la LOGP, es la que mejor se adapta a lo que desde la 
perspectiva del ordenamiento jurídico-laboral se ha
configurado como la relación laboral objeto de su
regulación. Ello, sin duda, desde la visión que sobre la 
materia nos aporta el desarrollo reglamentario de los
preceptos legales reguladores del trabajo penitenciario, 
pues sólo desde esa óptica podrá comprenderse, aunque no 
necesariamente compartirse, la intención del legislador.
3. El artículo 27 LOGP y el concepto de trabajo 
penitenciario. Como ya se ha mencionado, el artículo 27.1 
LOGP establece las distintas modalidades de trabajo 
penitenciario, entendiendo por tal el realizado por los
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internos, privados de libertad, sean penados o presos, 
dentro o fuera de los establecimientos penitenciarios4.
Define por lo tanto al trabajo penitenciario el 
sujeto que lo realiza, más que el ámbito en el que se 
realiza5, pues como se infiere de lo establecido en este 
artículo el trabajo puede ejecutarse tanto dentro como 
fuera del establecimiento penitenciario, es decir, no es 
exclusivamente tal el que se realiza dentro del centro 
penitenciario, pero goza de este carácter - trabajo 
penitenciario - por el hecho de que quien lo efectúa es 
una persona física privada de libertad, internada en un 
centro penitenciario, con independencia de su 
clasificación y de si está en prisión de modo preventivo 
o bien cumpliendo una condena a una pena privativa de 
libertad.
4. Las concretas modalidades. Por su parte, las 
modalidades de trabajo previstas en el artículo 27.1 son 
las siguientes:
"a) Las de formación profesional, a las que la 
Administración dará carácter preferente
b) Las dedicadas al estudio y formación académica
4 Dispone este precepto que "el trabajo que 
realicen los internos, dentro o fuera de los 
establecimientos, estará comprendido en alguna de las 
siguientes modalidades (...) "
5 Véase en similar sentido a DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, J.L., "Trabajo. Introducción al Capítulo II", 
en AA.W., Comentarios a la legislación penal, Tomo VI, 
Vol. I2, Ley Orgánica General Penitenciaria, Edersa, 
Madrid, 1986, p. 402.
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c) Las de producción en régimen laboral o mediante 
fórmulas cooperativas o similares, de acuerdo con la 
legislación vigente
d) Las ocupacionales que formen parte de un 
tratamiento
e) Las prestaciones personales en servicios 
auxiliares comunes del establecimiento
f) Las artesanales, intelectuales y artísticas".
En el apartado segundo del mismo precepto se 
establece, a su vez, que "todo trabajo directamente 
productivo que realicen los internos será remunerado y se 
desarrollará en las condiciones de seguridad e higiene 
establecidas en la legislación vigente". Del tenor del 
precepto resulta que sólo será remunerado el trabajo 
directamente productivo, y no las restantes modalidades 
que no puedan calificarse de tal modo. Lo cual es 
ciertamente criticable desde el momento en que no se 
adapta a la previsión constitucional del artículo 25.2, 
donde se establece que todo recluso tiene derecho a un 
trabajo remunerado, pues como consecuencia de lo 
dispuesto en ese párrafo 2a del artículo 27 aquellos que 
realicen trabajo "no productivo" no tendrán derecho a 
remuneración. Parece que el legislador penitenciario 
debía ser consciente de las dificultades que tal 
previsión constitucional encontraría en su camino, y ya 
pudo verse cómo el Tribunal Constitucional, en la 
práctica, ha confirmado esta idea con sus 
pronunciamientos.
5. ¿Son realmente de trabajo las modalidades 
citadas? Todas las modalidades recogidas en el artículo 
27.1 LOGP pueden ser calificadas como modalidades de
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trabajo humano6, en el sentido de que todas ellas, sin 
excepción, suponen actividad considerada en sí misma, 
esfuerzo, sea manual, sea intelectual, a realizar por el 
hombre.
Sin embargo, si partimos de un concepto más complejo 
de trabajo, en el que interaccionen elementos distintos 
al de la mera actividad, de una primera y rápida lectura 
de estas modalidades puede deducirse que el legislador 
incorporó como tales, no sólo actividades que sin duda 
cabría entender como de trabajo, fueran o no susceptibles 
de ser objeto del Derecho del Trabajo7, sino también, 
inspirado quizá por la normativa en materia de redención 
de penas por el trabajo vigente entonces8, otras 
actividades que desde cualquier perspectiva, y 
especialmente desde una perspectiva socioeconómica, no 
cabría considerar como de trabajo en sentido estricto, 
sino más bien como actividades de formación/educación, o
6 El concepto de trabajo humano viene recogido
por ALONSO OLEA, M. y CASAS BAAMONDE, M.E., Derecho del 
Trabajo, 19a ed., Cívitas, Madrid, 2001, p. 40.
7 Pues, como bien ha señalado, entre otros,
MONTOYA MELGAR, A., -Derecho del Trabajo, 23a edición,
Tecnos, Madrid, 2002, p. 35-, ”no cualquier relación 
entre personas que tenga por objeto la prestación de una 
actividad o trabajo es sin más una relación laboral que 
atraiga sobre sí la necesaria aplicación del Derecho del 
Trabajo", lo cual resulta especialmente evidente en el 
trabajo penitenciario y sus diferentes modalidades.
8 He de recordar que el RSP de 1956, en cuyo
Capítulo VII del Título I se regulaba la redención de 
penas por el trabajo, consideraba como trabajo a esos 
efectos actividades tales como el esfuerzo intelectual 
consistente en cursar y aprobar las enseñanzas religiosas 
o culturales establecidas y organizadas por el Centro 
Directivo o en pertenecer a agrupaciones artísticas, 
literarias o científicas del Establecimiento; o tan 
curiosas como la donación de sangre, entre otras.
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bien como simple ocupación del tiempo de ocio que existe 
en prisión, como actividades que contribuyen a llenar el 
tiempo de estancia en prisión9.
6. Concepto de "trabajo" del que se parte en el 
análisis. Resulta cierto, sin embargo, que determinar de 
modo incuestionable lo que cabe entender como trabajo, 
strictu senso, no resulta tan sencillo como a priori 
pudiera parecer. Esto es así porque el trabajo como 
fenómeno, como realidad social, se ha entendido, 
conceptuado y estudiado desde múltiples perspectivas. Por 
este motivo, los argumentos que puedan darse para 
defender lo que, desde un determinado enfoque, pueda 
entenderse como trabajo, gozan evidentemente de quiebras 
desde la visión que desde otras ramas del saber se 
mantiene en torno al concepto de trabajo.
Ahora bien, entre los motivos que me llevan a 
adoptar una determinada concepción del trabajo, prima 
ante todo la necesidad de acotar el campo de estudio, 
centrándolo en lo que es el objeto propio del Derecho del
9 A este respecto, la doctrina ha llegado a la 
conclusión de que el trabajo actúa de regulador del 
ambiente en prisión, de elemento coadyuvante del
mantenimiento de la disciplina, partiendo de la
suposición de que el ocio es causante de indisciplina y 
desorden. Puede verse esta idea en ENGLAND, R. , Informe 
sobre Trabajo Penitenciario, Naciones Unidas: 
Departamento de Asuntos Económicos y Sociales, 1955, p. 
2; o en BELAUSTEGUI MAS, Fundamentos del Trabajo
Penitenciario, cit., p. 84, quien textualmente mantenía 
que Hel trabajo es para la disciplina de las prisiones lo 
que ésta para la vida ordenada y regulada de los 
establecimientos. De igual manera que sin disciplina una 
prisión se convierte en la peor de las aglomeraciones 
humanas, sin trabajo es imposible sostener una disciplina 
consciente y ordenada que permita desarrollar un régimen 
apto para realizar una acción formativa y moralizadora".
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Trabajo, de esta rama del ordenamiento jurídico que como 
es sabido se ocupa de estudiar una faceta del trabajo, 
aquella que da lugar a relaciones entre personas con una 
causa y objeto concretos, singulares y específicos. Pues 
es desde las instituciones que conforman la estructura de 
esta disciplina desde las que se va a acometer el estudio 
de la relación laboral especial penitenciaria.
De este modo, para efectuar esta diferenciación 
entre lo que considero trabajo en sentido estricto y lo 
que no, he utilizado un concepto de trabajo con 
relevancia a efectos jurídicos, en cuanto generador de 
relaciones jurídicas de trabajo10, y no únicamente 
sociales, descartando por ello en el análisis, como punto 
de partida, la adopción de una visión técnica, filosófica 
o puramente sociológica del trabajo.
Desde una perspectiva socioeconómica, y dentro de un 
sistema de producción capitalista, cabe conceptuar el 
trabajo no sólo como actividad humana destinada a la 
satisfacción de las necesidades del hombre, sino como 
toda actividad orientada al fin de producción de bienes o 
de prestación de servicios, y que sirve para obtener los 
medios materiales que la mayoría de la población precisa 
para subsistir, para asegurar el mantenimiento de la
10 Pues, como señalaron en su momento BAYÓN
CHACÓN, G. y PEREZ BOTIJA, E., Manual de Derecho del
Trabajo, Volumen I, 12a ed., Marcial Pons, Madrid, 1978- 
1979, p. 13, "no todo hecho laboral da lugar a una 
relación jurídica de trabajo. Esta sólo surge cuando 
existe un vínculo de alteridad, una relación entre
partes, por la que una persona trabaja en beneficio de
otra a cambio de una contraprestación salarial" .
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propia existencia11. Este concepto socioeconómico del 
trabajo, que coincide con el que parte de la doctrina 
laboralista mantiene como propio del trabajo 
productivo12, será relevante a efectos jurídico-laborales
11 Se trata del concepto igualmente utilizado por 
DE LA CUESTA ARZAMENDI, "Trabajo. Introducción al 
Capítulo II", cit., p. 401. También BOUVIER, P., Le 
travail, Presses Universitaires de France, colección "Que 
sais-je?", París, 1994, p. 7, aún dentro de una 
aproximación sociológica al concepto de trabajo, señala 
que éste, en una acepción moderna, es la "activifcé 
organisée, spécialisée et rétribuée ayant pour finalité 
la production d'un bien ou d'un service".
12 Véase en este sentido BORRAJO DACRUZ, E., 
Introducción al Derecho español del Trabajo, Tecnos, 
Madrid, 1978, p. 14, quien textualmente escribe que 
"J.B.Say marcó un criterio al afirmar que es productivo 
todo trabajo creador de utilidad, concepto que parece 
hacer suyo la ciencia económica moderna: la producción 
básica sigue siendo la creación de bienes materiales, 
(...) pero a su lado se admiten las distintas actividades 
que tienen la misma finalidad, a saber, la satisfacción 
de las necesidades humanas; todas ellas, tengan o no una 
relación directa con el proceso de transformación de los 
bienes materiales, son consideradas productivas". En 
sentido análogo, véase ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, 
Derecho del Trabajo, cit., p. 41, donde se define el 
trabajo productivo como "aquél a través del cual se 
provee el hombre de los medios materiales o bienes 
económicos que precisa para subsistir, siendo indiferente 
(...) que el fruto directo de su trabajo sea un bien 
consumible directamente o uno que sirva para procurarse 
otros directamente consumibles, un bien que resulte de su 
trabajo singular o del trabajo cooperativo". También, 
MARTÍN VALVERDE, A.; RODRÍGUEZ-SAÑUDO GUTIÉRREZ, F. y 
GARCÍA MURCIA, J., Derecho del Trabajo, Tecnos, Madrid, 
1992, p. 159, mantenían que "el trabajo asalariado es 
trabajo productivo, dirigido a la producción de bienes o 
servicios para la satisfacción de necesidades". Del mismo 
modo, existe también dentro de la doctrina laboralista 
quien mantiene un concepto de trabajo productivo más 
próximo al defendido por Karl Marx, quien consideraba 
trabajo productivo a aquél generador de plusvalía -sobre 
el mismo puede verse el trabajo de GOUGH, I., "La teoría 
del trabajo productivo e improductivo de Marx", en 
Revista de Trabajo, na 48/1974, pp. 261 y ss-. En este
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cuando esa actividad de producción o prestación genere 
relaciones sociales, relaciones entre personas que haya 
que disciplinar jurídicamente, en cuanto creadoras de 
derechos y obligaciones entre las partes. Ahí es donde 
entra el Derecho del Trabajo, rama del ordenamiento 
jurídico que "gobierna el trabajo asalariado, el trabajo 
por cuenta y dependencia ajena en términos jurídicos"13. 
Esto es, tan sólo uno de los aspectos del "hecho social 
del trabajo"14: el trabajo que se desarrolla en régimen
de alteridad, pero además prestado por cuenta ajena y de 
modo dependiente, voluntario, personal y retribuido15.
sentido, MONEREO PÉREZ, J.L., en AA.W. , Comentarios al 
Estatuto de los Trabajadores, Ed. Comares, Granada, 1998, 
p. 10, entiende por tal "un trabajo generador de utilidad 
o valor útil, en tanto que el resultado (producto) es un 
bien destinado al uso, es decir, al consumo en sentido 
amplio*.
13 Cfr. MONEREO PÉREZ, Comentarios al Estatuto de 
los Trabajadores, cit., p. 2.
14 Utilizando la terminología empleada por BAYÓN 
CHACÓN y PÉREZ BOTIJA, Manual de Derecho del Trabajo, 
cit., p. 11.
15 El término "prestación", entendido como ncosa o 
servicio que un contratante da o promete al otro", 
conlleva en este caso de modo implícito la existencia de 
otro sujeto, para el que se trabaja a cambio de una
contraprestación económica, pues ya se ha dicho que la 
mayoría de los ciudadanos buscan con ese trabajo 
garantizar su subsistencia. Debe tenerse presente, sin 
embargo, la peculiaridad propia del ámbito penitenciario 
de no requerirse específicamente de un trabajo para
subsistir, al estar el trabajador recluido en una
institución total, y teniendo por lo tanto sus
necesidades básicas cubiertas por la institución, lo que 
sin duda llevará a la necesidad de buscar otra 
justificación, otra causa, distinta al intercambio de 
trabajo por retribución -causa típica que sin embargo no 




7. Posible justificación de la inclusión como 
modalidades de trabajo penitenciario de actividades que
no lo son en realidad. En cualquier caso, como 
justificación de esta opción del legislador penitenciario 
de incluir modalidades que no correspondan con este 
concepto estricto de trabajo, no debe perderse de vista 
el hecho de que el trabajo penitenciario está afecto, 
como ya apunté, al fin reeducador y reinsertor de las 
Instituciones penitenciarias y de la ejecución de la pena 
privativa de libertad; en definitiva, que estará dirigido 
a compensar las carencias del recluso preparándole para 
la vida en libertad. Y que entiendo que quizás ello haya 
influido también, junto con la institución de la 
redención de penas por el trabajo, en la inclusión de 
alguna de estas modalidades, específicamente encaminadas 
a la consecución de ese objetivo. Me estoy refiriendo, en 
concreto, a aquellas actividades precisamente orientadas 
a la formación/educación del interno.
Todas estas circunstancias van a condicionar, sin 
duda, la efectiva consideración, no sólo personal sino 
también jurídica, de los reclusos como trabajadores; esa 
necesaria asimilación con los trabajadores libres 
postulada por las normas internacionales aplicables en la 
materia y que han tenido su traslación a nuestro 
ordenamiento; y, por descontado, la posible aplicación 
del Derecho del Trabajo al trabajo por ellos 
desarrollado.
Veamos, pues, de inmediato cuáles de estas 
modalidades cabe considerar como de trabajo en sentido 
estricto, y cuáles no, y a  continuación estudiemos cuál o 
cuáles de ellas son las que el RP de 1996 consideró
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objeto de la relación laboral especial penitenciaria, 
analizando simultáneamente si el nuevo marco regulador de 
la citada relación, el RD 782/2001, contempla dentro de 
su ámbito de aplicación la misma modalidad u otra 
distinta.
11.2. ANÁLISIS DE LAS DISTINTAS MODALIDADES DE TRABAJO 
PENITENCIARIO PREVISTAS EN ESE ARTÍCULO 27 LOGP Y DE SU 
DESARROLLO REGLAMENTARIO.
2.1. LA FORMACIÓN PROFESIONAL -ART. 27.1.A) LOGP-.
8 • Su carácter preferente frente al resto de 
modalidades. Coherente con las RM-UN y RPE, que 
establecen que "será preciso proporcionar una formación 
profesional en los oficios útiles a los detenidos que 
estén en condiciones de obtener provecho de los mismos, y 
especialmente a los jóvenes"16, la LOGP reconoce en este 
artículo 27 el carácter preferente que la Administración 
Penitenciaria ha de dar a la formación profesional. Esa 
consideración se debe en gran medida a que la formación 
profesional desempeña un papel primordial en relación con 
los fines prioritarios de estas Instituciones, esto es, 
la reeducación y la reinserción social del recluso.
De este modo, el artículo 110 RP de 1996 ha 
configurado los cursos de formación profesional -entre 
otros en realidad, pues el artículo habla de los 
"programas formativos" diseñados por la Administración 
penitenciaria, entre los que se incluirían no sólo la
16 Regla UN 71, 5a y Regla PE 71, 5a.
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formación profesional sino también la enseñanza reglada 
no universitaria y universitaria- como elementos del 
tratamiento -siendo éste, como ya pudo verse, el medio 
ideal para lograr el cumplimiento de esos fines-, 
destinados a enriquecer los conocimientos del recluso, 
mejorar su capacidad profesional y compensar sus 
carencias. El RP de 1996 tiene bien presente el hecho 
innegable de que gran parte de la población penitenciaria 
carece de la cualificación necesaria para desempeñar un 
oficio o profesión, cualificación que podrá adquirir 
mediante los cursos de formación profesional reglada y 
ocupacional17 en talleres penitenciarios homologados, 
contemplados en el artículo 130 RP de 1996.
Desaparecida en el vigente RP la distinción que el 
RP de 1981 efectuaba entre las dos formas de organización 
de la formación profesional en el seno de los 
establecimientos penitenciarios -en "régimen académico" y 
en "régimen de trabajo o Acción Formativa"16-, para la 
organización de estos cursos remite este mismo precepto a 
los planes existentes para el resto de ciudadanos en 
materia de formación profesional reglada -de base y la
17 La formación profesional ocupacional "se dirige 
prioritariamente a potenciar la inserción y reinserción 
profesional de la población demandante de empleo, 
mediante la cualificación, recualificación o puesta al 
día de sus competencias profesionales". Cfr. BENEYTO, P. 
y GUILLEN, P. (Eds.), Formación Profesional y empleo: la 
construcción de un nuevo modelo, Ed. Germania, Alzira, 
1998, p. 15. Trasladando este objetivo al ámbito 
penitenciario se busca dar cumplimiento al fin principal 
de las Instituciones Penitenciarias, la reeducación y 
reinserción social del delincuente.
18 Sobre esa distinción, actualmente inexistente, 
puede verse DE LA CUESTA ARZAMENDI, "Clases de Trabajo 
Penitenciario. Régimen jurídico", en Comentarios a la 
legislación penal, cit., p. 441.
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específica de grado medio y de grado superior, reguladas 
conforme a lo previsto en los artículos 30, 31.3 y 4, 33, 
34 y 35 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, sobre 
la Ordenación General del Sistema Educativo (en adelante, 
LOGSE) y en los artículos 27, 38 y 39 de la Ley Orgánica 
10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación 
(en adelante, LOCE)19- y ocupacional -impartida por el 
INEM y organismos equivalentes de las comunidades 
autónomas con competencias en la materia y regulada en la 
actualidad por el Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, 
por el que se regula el Plan Nacional de Formación e 
Inserción Profesional-, y en consecuencia su seguimiento 
dará lugar a la obtención del título o del certificado de 
profesionalidad correspondiente, siempre que se acredite, 
bien la superación de las enseñanzas de la formación 
profesional específica, o bien la adquisición de las 
competencias profesionales correspondientes a la 
ocupación de que se trate20.
Ahora bien, esas normas a las que se remite el RP de 
1996 y que regulan en nuestro país la formación 
profesional en ningún caso prevén la existencia ni de 
relación laboral ni de retribución alguna para los 
alumnos que la desarrollen, ni siquiera en su parte 
práctica, dejando por supuesto a un lado a aquellas que 
hacen referencia a los Talleres de Empleo, Escuelas 
Taller y Casas de Oficios21 y que expresamente disponen
19 Sobre esta materia puede consultarse BENEYTO y 
GUILLEN, Formación Profesional y empleo: la construcción 
de un nuevo modelo, cit., pp. 13 y ss.
20 Artículo 18 RD 631/1993.
21 Y que son la Orden de 14 de noviembre de 2001 
por la que se desarrolla el Real Decreto 282/1999, de 22 
de febrero, por el que se establece el Programa de
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la utilización de la modalidad del contrato para la 
formación para permitir a los alumnos simultanear el 
trabajo efectivo con la formación profesional ocupacional 
directamente relacionada con el trabajo, disfrutando en 
esos supuestos de la retribución correspondiente. Ese 
hecho tiene especial relevancia en el ámbito 
penitenciario, donde actualmente la formación profesional 
"está concebida en el Reglamento Penitenciario como 
actividad instructiva en régimen académico, se regirá por 
las disposiciones de la Administración educativa 
correspondiente y se impartirá en Centros Penitenciarios 
específicos"22, de donde puede deducirse que no existe la 
que anteriormente se desarrollaba en régimen de trabajo, 
destinada especialmente a los reclusos jóvenes, y que 
disponía de más elementos para ser considerada como 
trabajo en sentido estricto23.
Talleres de Empleo; y la Orden de 14 de noviembre de 2001 
por la que se regulan el Programa de Escuelas Taller y 
Casas de Oficios y las Unidades de Promoción y 
Desarrollo; fijando ambas las bases reguladoras de la 
concesión de subvenciones públicas a dichos programas.
22 Cfr. ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA, F.J., y 
RODRÍGUEZ RAMÍREZ, V., Reglamento Penitenciario 
comentado: análisis sistemático y recopilación de 
jurisprudencia, 3a ed., Ed. MAD, Alcalá de Guadaira, 
2002, p. 256.
23 Aun así, también a ésta se le ha negado 
naturaleza laboral. En este sentido, el TSJ de Castilla y 
León (Burgos) , en sentencia de 3 de diciembre de 1993 
(AS/5179) planteó como motivo para denegar el 
reconocimiento de la naturaleza laboral de la relación el 
que actividades tales como la prestación de servicios en 
taller de Carpintería o como aprendiz en la sección de 
montajes y cableados eléctricos se hubieran programado en 
el ámbito de la modalidad de formación profesional, y 




Por otro lado, dispone el RP de 1996 que en los 
Departamentos para Jóvenes se desarrollarán programas de 
formación laboral que comprendan tanto los niveles de 
aprendizaje inicial como posteriores de actualización, 
reconversión o perfeccionamiento de los conocimientos que 
se posean en relación con el ejercicio de profesión u 
oficio, todo ello con vistas a su posterior incorporación 
al mercado de trabajo24. Viene con ello el RP, en mi 
opinión, a cumplir con la ya mencionada recomendación de 
las RM-UN y RPE, pero en cualquier caso no deja de ser 
actividad en régimen académico, sin cubrir por lo tanto 
el vacío dejado por la inexistencia de esos distintos 
regímenes en materia de formación profesional en el RP de 
1996.
En cualquier caso, como bien ha señalado el Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid en sentencia de 1 de 
octubre de 19 9 825, las previsiones del RP de 1996 en lo 
que hace referencia a la formación profesional "han 
fructificado en que las acciones formativas del Plan 
Nacional de Formación e inserción profesional, desde 
1990, tengan carácter permanente en los establecimientos 
penitenciarios que disponen de posibilidades para tal 
fin, siempre que sean considerados como centros 
colaboradores". Y ello en función de la firma en 1989 de 
un convenio de colaboración entre los -hoy en día- 
Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales y del Interior, 
que tuvo como resultado el incremento del número de 
internos que recibieron formación ocupacional.





9. No es trabajo en sentido estricto. Sin embargo, 
ni la formación profesional de carácter académico
contemplada en el artículo 130 RP ni la formación 
ocupacional que ese mismo artículo 130 RP menciona y el 
artículo 153 desarrolla en su versión de "talleres 
ocupacionales no productivos", ni los programas de 
formación laboral para jóvenes referidos en el artículo 
174 RP coinciden con el concepto preciso de trabajo 
previamente señalado, pues además de que no suponen la 
incorporación del recluso a un proceso de producción de 
bienes o servicios, tal y como está diseñada la modalidad 
de formación profesional en el RP de 1996, no cumplen en 
ningún caso la segunda parte del concepto, ya que ninguna 
de ellas es actividad con la que el recluso trate de 
garantizar durante su estancia en prisión su propia
subsistencia, desde el momento en que no se trata de 
actividades retribuidas, salvo si entendemos que alguna 
fuera directamente productiva, lo cual no parece que sea 
la intención que subyace en su escasa regulación
reglamentaria.
10. Su presencia en el nuevo RD 782/2001. De todos 
modos, considero destacable el hecho de que con el nuevo 
Decreto regulador de la RLEP, si bien sigue excluyéndose 
de su ámbito de aplicación la formación profesional 
ocupacional, se establezca sin embargo en su artículo 4.1 
la necesidad, al objeto de alcanzar la finalidad propia 
del trabajo objeto de la RLEP y que es la de preparar a
los internos para su acceso al mercado laboral cuando
alcancen la libertad, de conectar ese trabajo con los 
programas de formación profesional ocupacional que se 
desarrollen en los centros penitenciarios, con la doble 
intención, por un lado inmediata o directa, de mejorar 
las habilidades y las capacidades de los internos para
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desempeñar un puesto de trabajo en los talleres 
productivos del centro, como paso siguiente a la 
recepción de esa formación profesional ocupacional, y por 
otro lado, última o final, de poder incorporarse más 
fácilmente al mercado de trabajo tras conseguir la 
libertad, al haber adquirido no sólo la formación 
profesional para el desempeño de un puesto de trabajo, 
sino también la capacitación práctica para el desarrollo 
del mismo26.
Se trata sin duda de una opción de política 
penitenciaria que en mi opinión tiene detrás el 
encomiable propósito de aprovechar en la mayor medida de 
lo posible las posibilidades que permiten los talleres 
productivos existentes en muchos Centros penitenciarios, 
y la actividad productiva que se desarrolla prácticamente 
en todos ellos, para, como ya he señalado, programar 
cursos de formación profesional ocupacional que puedan 
posteriormente desarrollarse de forma práctica mediante 
el desempeño de actividades laborales en los Centros 
penitenciarios, por la vía de la relación laboral 
especial.
26 Ello no es nuevo, por supuesto. Así, en la obra 
colectiva El trabajo penitenciario en España, Dirección 
General de Instituciones Penitenciarias, Madrid, 1978, p. 
158, se abogaba ya entonces por que la formación 
profesional estuviera relacionada con los distintos 
trabajos laborales que pudieran efectuarse en los 
distintos talleres del establecimiento, además de con la 
demanda profesional en la industria libre, adaptándose a 
ello de forma periódica los talleres-escuela. Lo mismo 
señalaba el DEFENSOR DEL PUEBLO en su Estudio sobre la 
situación penitenciaria y los depósitos municipales de 
detenidos (1988-1996), Madrid, 1997, p. 146. Además de 
esto, y destacable por el hecho de no haber tenido 
continuidad, se aconsejaba el que estas enseñanzas fueran 




Resulta equiparable en cierto modo a la presencia en 
el exterior de las prisiones de los talleres de empleo, 
escuelas taller y casas de oficios antes mencionados en 
los que, bien directamente, bien tras un primer período 
de carácter formativo, se contrata a los alumnos para el 
desempeño de las tareas aprendidas, utilizándose para 
ello la modalidad del contrato para la formación. E 
implica en cierta medida una vuelta al espíritu del RP de 
1981, el cual preveía, a diferencia del posterior de 
1996, que nada dice al respecto, la existencia en los 
establecimientos penitenciarios de talleres-escuela. Así, 
su artículo 192.3 disponía que "los talleres-escuela 
serán sectores laborales en los que se conjugue el 
trabajo en prácticas con una actividad laboral que pueda 
producir resultados económicos para los trabajadores, de 
acuerdo con las normas establecidas para las relaciones 
laborales penitenciarias".
Ahora bien, tengo dudas acerca de si estos programas 
de formación-empleo son susceptibles de ser utilizados en 
el marco de las Instituciones Penitenciarias, no tanto 
por los requisitos exigidos para ponerlos en marcha, pues 
quizás el Organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones 
Penitenciarias podría constituirse en entidad promotora 
de un programa de este tipo, dado que en las Órdenes de 
14 de noviembre de 2001 reguladoras de estos programas se 
menciona a los Organismos Autónomos dentro de las 
entidades sin ánimo de lucro que pueden promover esta 
clase de programas, y los reclusos que cumplan los 
requisitos podrían ser alumnos trabajadores, pues se les 
exige ser desempleados registrados en los Servicios 
Públicos de Empleo y que estén disponibles para el 
empleo, cuanto por la falta de previsión en el RP de 1996
165
Capitulo Segundo
de la posibilidad de entablar una relación laboral 
ordinaria entre OATPP y recluso, como necesariamente 
habría de ser la que se creara al firmarse el contrato 
para la formación, dado que no se trata de una modalidad 
contractual contemplada por el RD regulador de la RLEP.
No obstante, el propio RP de 1996 remite a la
normativa específica reguladora de la formación 
profesional, de donde podría deducirse la innecesariedad 
de previsión expresa en el mismo reglamento penitenciario 
cuando esa normativa específica ha creado esa figura. 
Ciertamente sería una fórmula acertada para incrementar 
las posibilidades de acceso a un trabajo remunerado, y 
con un relativo bajo coste para la Administración
Penitenciaria, dada la existencia de subvenciones del 
INEM y del Fondo Social Europeo para programas de este 
tipo, subvenciones que cubren, entre otras partidas, los 
gastos generados por los salarios de los trabajadores.
2.2. ESTUDIO Y FORMACIÓN ACADÉMICA -ART. 27.1.B) LOGP-.
11. No es trabajo en sentido estricto. De manera 
señalada, esta modalidad no puede ser considerada en
ningún caso como trabajo, salvo, se me ocurre, que 
otorguemos al trabajo tan sólo el significado de
actividad, de esfuerzo. Esto es, trabajo humano. Pero no, 
desde luego, trabajo en sentido estricto.
Regulado actualmente en los artículos 122 a 129 
inclusive RP de 1996, en ellos destaca el distinto 
régimen previsto para lo que denominan "Formación básica" 
y "Otras enseñanzas". Así, se establece, de un lado, para 
aquellos internos que no posean los conocimientos propios
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de la formación de las enseñanzas básicas, esto es, para 
aquellos que no posean el título de Graduado en Educación 
Secundaria Obligatoria, la obligatoriedad de realizar los 
cursos, preferentemente presenciales, con el objeto de 
obtenerlo durante su estancia en prisión, lo cual se 
efectuará en el marco de lo que el Título III de la LOCE 
denomina "Del aprendizaje permanente: enseñanzas para las 
personas adultas"21; de otro lado, cabe igualmente la
posibilidad, y también en el marco del Título III de la 
LOCE28, de acceder a los programas educativos de otras 
enseñanzas regladas, sean aquellas que en la LOCE se 
configuran ya como no obligatorias (bachillerato y 
formación profesional específica) , sean estudios 
universitarios a través de la Universidad Nacional de 
Educación a Distancia o mediante convenios con otras 
universidades; y también de enseñanzas no regladas.
Ahora bien, entre los preceptos que el RP de 1996 
dedica a la educación y formación académica, no existe un 
precepto comparable al derogado artículo 186.3 Rp de
1981, que consideraba las actividades de estudio y
formación académica, junto con las artesanales,
intelectuales y artísticas, como trabajo por cuenta
27 El artículo 52.4 LOCE dispone que "En los 
establecimientos penitenciarios (...) se garantizará a la 
población reclusa (...) la posibilidad de acceso a estas 
enseñanzas". Puede consultarse asimismo el RD 1203/1999, 
de 9 de julio, por el que se integran en el Cuerpo de 
Maestros a los funcionarios pertenecientes al Cuerpo de 
Profesores de EGB de Instituciones Penitenciarias y se 
disponen normas de funcionamiento de las unidades 
educativas de los centros penitenciarios.
28 En concreto, véase el artículo 54 LOCE.
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propia29. Más aún: en su regulación no puede encontrarse 
ningún indicio que las vincule al trabajo conceptuado 
como se ha visto. Por lo tanto, no tiene ninguna utilidad 
práctica entrar a considerar si en ellas se dan o no los 
presupuestos sustantivos de toda relación de trabajo.
12. Finalidad de esta modalidad. En todo caso, se 
trata de actividades que responden a la finalidad de 
compensar las carencias educacionales de los reclusos y 
con ello dan efectivo cumplimiento a uno de los objetivos 
primordiales de las Instituciones penitenciarias. Son 
actividades que ciertamente proporcionan al recluso 
satisfacción personal por la adquisición de conocimientos 
o, al igual que la modalidad anterior, formación para una 
futura actividad laboral, pero no son actividades que 
conlleven, como asimismo se dijo respecto de la modalidad 
de formación profesional, la integración inmediata del 
recluso en el proceso de producción de bienes o 
servicios30.
Eso sí, se trata de las actividades que más 
posibilidades de acceso ofrecen al recluso31, y quizás
29 En relación con este precepto puede verse DE LA 
MORENA VICENTE, E., "El trabajo penitenciario autónomo y 
por cuenta propia", en Actividad Laboral Penitenciaria, 
nfi 4/1981, pp. 10 y ss.
30 En este sentido, DE LA MORENA VICENTE, 
ult.ob.cit., p. 17.
31 Véanse los datos proporcionados por RÍOS 
MARTÍN, J. Y CABRERA CABRERA, P., Mil voces presas, 
Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 1998, pp. 71 
y ss. Igualmente, en la página web del Ministerio del 
Interior -cfr. http://www.mir.es/oatpp- se reflejan 
previsiones numéricas y porcentuales relativas al año 
2001, entre los que cabe reseñar los 11.150 internos 
(esto es, un 28,55 % de la población penitenciaria) que 
previsiblemente podrán disfrutar de la enseñanza reglada
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por ello el legislador las haya incluido dentro de las 
modalidades de trabajo penitenciario, facilitando en ese 
sentido a la Administración Penitenciaria la obligación 
que posee de dar a los reclusos un trabajo, aunque en 
este caso no sea remunerado.
2.3. ACTIVIDADES DE PRODUCCIÓN EN RÉGIMEN LABORAL O 
MEDIANTE FÓRMULAS COOPERATIVAS O SIMILARES -ART. 27.1.C) 
LOGP-.
13. Se trata de actividades de trabajo en sentido 
estricto. Evidentemente, cuando se menciona a "las 
actividades de producción" nos encontramos ante la 
modalidad que en mayor medida coincide con un concepto
riguroso de trabajo y que por lo tanto será la indicada
para que en ella se produzca esa necesaria asimilación
con el trabajo libre, si se atiende al factor
resocializador inherente al trabajo penitenciario. En 
cualquier caso, se trata de actividades que 
necesariamente han de ser retribuidas, en atención a lo 
dispuesto en el artículo 27.2 LOGP.
no universitaria, y aproximadamente unos 704 de la 
enseñanza reglada universitaria, frente a los 8.100 que 
presumiblemente podrán desarrollar actividades laborales 
productivas para el Organismo Autónomo Trabajo y 
Prestaciones Penitenciarias (sea en talleres productivos 
convencionales, sea mediante la prestación de servicios 
auxiliares gestionados por el OATPP)- aunque las cifras a 
este respecto no coinciden ni de lejos con las que 
aportan los autores citados supra, y que son muy 
inferiores, si bien debe tenerse en cuenta, por un lado, 
la diferencia de años transcurridos desde el estudio 
efectuado por los primeros, que es de 1998, y por otro, 




La LOGP distingue en función del sistema de 
organización de esas actividades de producción, sea en 
régimen laboral o sea mediante fórmulas cooperativas o 
similares -recuperando con ésta última una vieja 
tradición en la historia penitenciaria española, presente 
desde 1913 y que había desaparecido de nuestra 
legislación con el RSP de 194832-, sistemas ambos a los 
que se aplicará la legislación vigente. En el primer 
supuesto -actividades de producción en régimen laboral- 
se está refiriendo a trabajo dependiente y por cuenta 
ajena, y que puede por ello ser objeto del Derecho del 
Trabajo, mientras que en el segundo -actividades de 
producción mediante fórmulas cooperativas o similares-, a 
trabajo por cuenta propia33, como así se ha calificado 
por la doctrina34, aunque a los socios cooperativistas 
trabajadores se les haya dotado legalmente, con efectos 
tuitivos, de un estatuto paralaboral.
La LOGP dedica su artículo 32 a la regulación del 
sistema cooperativo como sistema de trabajo accesible a 
los reclusos, conforme a la legislación vigente que será
32 Sobre esta materia puede consultarse AA.W., El 
trabajo penitenciario en España, cit., pp. 138 y ss.
33 La misma LOGP diferencia en su artículo 34
entre internos "trabajadores por cuenta ajena o socios 
cooperadores", a efectos de la defensa de sus intereses 
laborales o cooperativos ante los órganos o tribunales
competentes.
34 En este sentido puede verse el estudio de LÓPEZ 
MORA, F.V., "Las relaciones laborales en el ámbito de la 
economía social: II) Las Cooperativas", en Revista de
Treball, nfi 6/1988, p. 19, donde mantiene que "entre el 
socio que aporta trabajo y la cooperativa, existe un
único y genuino contrato de carácter asociativo,
negándose, en coherencia, que la relación sea laboral en 
sentido técnico-jurídico (artículos 1.1 o 2.1 ET)".
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hoy la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, 
estableciendo la posibilidad de que formen parte del 
Consejo Rector y Dirección o Gerencia de las cooperativas 
que se constituyan; y la cualidad de socio de las mismas 
de la Administración penitenciaria, obligándose en ese 
caso a contribuir a la consecución del objeto social y 
teniendo por objeto esa participación no sólo la garantía 
de los derechos de los reclusos que participen en las 
mismas sino también la promoción de un sistema de trabajo 
de este tipo, que confiere valores positivos como los de 
la solidaridad y responsabilidad a los socios reclusos, 
muy adecuados para la consecución de los fines de la 
Institución Penitenciaria35.
2.4. LAS ACTIVIDADES OCUPACIONALES QUE FORMEN PARTE 
DE UN TRATAMIENTO -ART. 27.1.D) LOGP-.
14. Actividades ocupacionales no productivas.
Denominadas en el RP de 1996 como "trabajos ocupacionales 
no productivos"36, este tipo de actividades -talleres de 
maquetas, pintura, escultura, encuadernación, reciclado 
de papel, cerámica, etc.- está previsto que se efectúen, 
bien como parte del tratamiento, en cuyo caso se 
programarán por la Junta de Tratamiento del Centro 
penitenciario y coincidirán con lo previsto en este 
artículo 27.1.d) LOGP, o bien fuera de él,
35 Puede verse sobre ese artículo 32 LOGP el 
comentario de DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L., "Sistema 
cooperativo", en AA.W., Comentarios a la legislación 
penal, cit., pp. 493-497. Y puede consultarse, además, 
"El cooperativismo penitenciario", en Actividad Laboral 
Penitenciaria, n2 6/1982, pp. 17-18.
36 Véase el artículo 153 RP.
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comprendiéndose en ese caso dentro de lo dispuesto en el 
artículo 21.1.1) LOGP.
15. No es trabajo en sentido estricto, por decisión 
legislativa. En cualquier caso, estamos ante actividades 
que, consideradas como de ocupación no productiva, no 
estarían conceptuadas como trabajo en sentido estricto 
dada la absoluta incidencia del factor tratamiento en su 
programación, que sirve para que doctrinalmente sean 
consideradas actividades de tratamiento y no de 
trabajo37. En otras palabras, para esa doctrina la causa 
que determina la existencia de esta relación no es 
técnicamente laboral, sino en puridad tratamental o 
terapéutica.
Se trata por lo tanto de actividades adecuadas, al 
igual que la formación profesional o las actividades 
educativas, para contribuir a la formación de los
37 BUENO ARÚS, F., "Algunas cuestiones 
fundamentales sobre el trabajo penitenciario", en 
Estudios Penales y Penitenciarios, Instituto de 
Criminología de la Universidad Complutense de Madrid, 
1981, p. 180, señalaba de forma acertada que "no merecen 
en principio la consideración de trabajo propiamente 
dicho, aunque puedan consistir en actividades incluso de 
producción, sino de tratamiento, no siendo objeto de 
regulación jurídica sino clínica, como corresponde a su 
finalidad y dirección" y "cuando las actividades del 
sujeto no tengan otro carácter que el meramente de 
tratamiento (labor terapia), quedan por completo al margen 
del Derecho laboral". En el mismo sentido se pronuncia 
MAPELLI CAFFARENA, Principios fundamentales del sistema 
penitenciario español, cit., p. 216 y ss. De forma más 
matizada, y tal vez más próxima a la realidad, lo hace el 
DEFENSOR DEL PUEBLO -en el Estudio sobre la situación 
penitenciaria y los depósitos municipales de detenidos, 
cit., p. 147- quien mantiene que "tienen como objetivo el 
adecuado empleo del ocio y la adquisición de unas 




reclusos que participen en las mismas, en este caso con 
carácter terapéutico, o cuando menos para ocupar ese 
tiempo de ocio existente en prisión, no tratándose de 
actividades retribuidas dado lo dispuesto en el artículo 
27.2 LOGP y en el artículo 153 RP de 1996, aunque los 
reclusos que las realicen' pueden recibir incentivos, 
recompensas o beneficios penitenciarios por la prestación 
de ese trabajo, ni gozando de la protección de la 
Seguridad Social. Además, el mismo artículo 153 RP de 
1996 las excluye expresamente de su consideración como 
relación laboral especial.
En cualquier caso, resulta necesario destacar que la 
anterior normativa reglamentaria distinguía entre 
actividades meramente ocupacionales que no daban lugar a 
remuneración económica -y que respondían a una finalidad 
puramente terapéutica o de tratamiento en sentido 
estricto, sin perseguir fines productivos-, y trabajo 
terapéutico que implicaba derecho a remuneración -y por 
tanto referido a aquellas actividades programadas con 
carácter terapéutico pero que tuvieran alguna connotación 
o vertiente productiva-38.
Por lo tanto, y a la vista de los antecedentes 
normativos de estas actividades meramente ocupacionales, 
en mi opinión resultaría defendible el considerar que a 
esas actividades, aun cuando posean una causa tratamental 
o terapéutica, se les puede reconocer simultáneamente la 
causa típica de la relación laboral, pudiendo en ese caso 
ser desarrolladas en régimen de producción laboral, en 
talleres productivos que no ocupacionales, en cuyo caso 
deberían ser objeto de una relación laboral en la que se
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darían los presupuestos sustantivos de la misma, incluida 
la remuneración, y más cuando al ser contempladas como 
tratamiento no admiten dudas acerca de la voluntariedad 
del interno en su realización.
Sin embargo, reitero, la norma reglamentaria ha
optado por primar su carácter terapéutico y colocarlas al
margen de toda consideración como trabajo en sentido 
estricto, y en concreto de toda consideración como 
actividades susceptibles de ser el objeto de una relación 
a la que aplicar el ordenamiento jurídico-laboral, 
debiendo ser efectuadas en talleres ocupacionales, que no 
productivos, haciendo desaparecer con ello la segunda de 
las versiones de trabajo ocupacional, prevista en el
derogado artículo 187 RP de 1981.
2.5. LAS PRESTACIONES PERSONALES EN SERVICIOS 
AUXILIARES COMUNES DEL ESTABLECIMIENTO -ART. 27.1.E) LOGP-.
16. Clases de prestaciones personales incluidas en 
el precepto. Las actividades englobadas dentro de este 
precepto son, conforme al RP actualmente en vigor, de dos 
tipos:
17. Limpieza y mantenimiento. De una parte, hace
referencia a las típicas actividades de limpieza y 
mantenimiento necesarias para el buen orden de los 
Establecimientos penitenciarios39, y que son objeto no
38 En este sentido se pronunciaba el RP de 1981 en 
sus artículos 186 y 187.
39 En contra de que queden englobadas dentro de la 
afección y naturaleza del término trabajo penitenciario, 
por encontrarse contempladas en el artículo 29 LOGP
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sólo de la específica previsión del artículo 29.2 in fine 
LOGP, que dispone que "todo interno deberá contribuir al 
buen orden, limpieza e higiene del establecimiento, 
siendo reglamentariamente determinados los trabajos 
organizados a dichos fines", sino también de las 
previsiones del RP de 1996 en ese sentido.
Así, en el artículo 5.2 RP de 1996, y entre los 
deberes del interno, se incluye el de "f) Realizar las 
prestaciones personales obligatorias impuestas por la 
Administración Penitenciaria para el buen orden y 
limpieza de los Establecimientos", obligación que se 
reitera en el artículo 78.2 RP40 y que en la práctica, 
teniendo en cuenta que el propio reglamento en ningún 
momento especifica qué trabajos se incluyen dentro de 
estas prestaciones personales, consiste básicamente en la 
realización de la limpieza de celdas y zonas comunes41, 
tratándose de una actividad obligatoria no remunerada42, 
salvo con recompensas reguladas en el artículo 263 RP de
expresamente, se pronuncia SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 71, nota a pie 
53.
40 "Conforme a lo establecido en el artículo 29.2
de la Ley Orgánica General Penitenciaria, los internos
vendrán obligados a realizar las prestaciones personales 
necesarias para el mantenimiento del buen orden, la 
limpieza y la higiene de los Establecimientos".
41 Aunque también, a la vista de la mención en el 
RP del buen orden de los establecimientos, cabe incluir
dentro de las mismas a las tradicionales actividades de
mantenimiento, como la realización de trabajos de 
albañilería o fontanería, por ejemplo.
42 En este sentido, GARCÍA VALDÉS, C., Comentarios 




199643 y con beneficios penitenciarios reglados en los 
artículos 202 y siguientes del mismo texto reglamentario.
Al disponer de este carácter resulta indudable que 
la relación existente en esta modalidad entre el interno 
y la Administración no puede considerarse relación 
laboral desde la perspectiva del ordenamiento jurídico- 
laboral, ni siquiera de forma especial, debido a la falta 
de varios de los presupuestos sustantivos propios de toda 
relación laboral, en concreto la voluntariedad y la 
retribución, siendo además que el propio artículo 1.3 ET 
excluye de su ámbito de aplicación a las prestaciones 
personales obligatorias44.
Por consiguiente, resulta determinante en este 
supuesto la carencia de estas notas, dado que en esta 
modalidad se contemplan sin duda actividades de 
prestación de servicios que en el mundo libre podrían 
perfectamente haber sido consideradas como de trabajo45, 
a diferencia de lo que vimos que ocurría con las 
actividades formativas o educacionales, a las que no
43 Estando en vigor el RP de 1981 eran 
gratificaciones con cargo al Fondo de Reclusos lo que 
recibían los trabajadores, sin alcanzar la naturaleza de 
retribución, estando ello previsto en el artículo 394 de 
la citada norma.
44 En ese sentido, véase la sentencia del Tribunal 
Supremo de 3 de febrero de 1997 (RJ/972), fdto. jco. 
22.2.a) .
45 En sentido similar se pronunciaba BUENO ARIJS, 
en "Algunas cuestiones fundamentales sobre el trabajo 
penitenciario", cit., p. 263, al mantener que podía 
permitirse el sometimiento de este tipo de trabajos a la 
legislación laboral procurando, por ejemplo, que las 




podía aplicarse el concepto de trabajo en sentido 
estricto.
18. Trabajo en Economatos, Cafeterías y Cocinas. De
otra parte, el artículo 27.1.e) LOGP hace referencia a 
las actividades a las qué el RP de 1996 dedica el 
Capítulo III (Gestión de Economatos, Cafeterías y 
Cocinas) de su Título XII Del régimen económico y 
administrativo de los establecimientos penitenciarios. 
Ahora bien, debe señalarse que, si bien el RP de 1981 era 
explícito respecto de la calificación de estas 
actividades como servicios auxiliares comunes del 
establecimiento en su artículo 186.4, el RP de 1996 en 
ningún momento las califica de tal forma, debiendo 
recurrirse a la lectura de la jurisprudencia y la
doctrina judicial para catalogarlas así.
Pues bien, de las actividades mencionadas en ese 
Capitulo III del Título XII, unas serán remuneradas y 
otras no, si bien no en función del trabajo desempeñado 
en sí, que será el mismo, sino del sujeto que lo
gestione, por cuanto en el caso de que éste sea el
Organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones Penitenciarias 
(en adelante OATPP), y no la Administración Penitenciaria 
directamente, serán consideradas actividades de carácter 
productivo46, y por ello trabajo objeto del Derecho del 
Trabajo, poseyendo la relación nacida entre el OATPP 
encargado de la gestión del servicio y el recluso 
trabajador naturaleza laboral especial, y teniendo en
caso contrario naturaleza administrativa la relación
46 Más adelante analizaremos con detalle el 
artículo 305 RP de 1996 donde se establece la distinción 
mencionada en el texto.
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entablada entre el recluso y la Administración 
Penitenciaria47.
Existe un tercer sujeto susceptible de ser el 
encargado de gestionar esos servicios: se trata de las
empresas externas adjudicatárias por contrato 
administrativo de servicios. No obstante, ello no resulta 
relevante a efectos de determinar la existencia o no de 
relación laboral especial, o el carácter productivo o no 
del trabajo prestado, pues dispone el RP en su artículo
305.3 que en caso de que sea una de estas empresas la 
encargada de la gestión, no podrá utilizar a internos 
para el desempeño de servicios auxiliares o mecánicos, 
"salvo cuando la proposición económica de la empresa 
adjudicataria contenga expresamente la previsión de la 
contratación laboral común, en cuyo caso todas las 
obligaciones empresariales derivadas del contrato de 
trabajo serán satisfechas por la empresa adjudicataria*.
En otras palabras, la empresa concesionaria externa 
no puede utilizar en Cafeterías, Cocinas o Economatos los 
servicios de los internos en su modalidad de prestación 
personal obligatoria, interdicción que posee la finalidad 
de evitar la explotación de mano de obra barata con fines 
lucrativos. Y tampoco puede recurrir a la contratación 
generadora de una relación laboral especial, puesto no 
está previsto que empleador de la misma pueda ser una 
empresa externa. Por lo que, conforme al texto de la 
norma, tan sólo cabe la contratación de internos por la 
vía ordinaria, esto es, mediante contrato de trabajo 
común, aplicándose a esa relación surgida entre la
47 En ese sentido se pronuncia el TSJ Andalucía 
(Granada) en sentencia de 8 de mayo de 2001 (AS/2858).
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empresa externa concesionaria del servicio y el recluso 
trabajador el Estatuto de los Trabajadores y sus normas 
de desarrollo, incluyendo la convencional, lo que 
introduce un elemento diferenciador básico sobre el que 
se volverá más adelante.
Tras este inciso relativo a las empresas externas, y 
volviendo a la diferencia que trae consigo el órgano 
encargado de la gestión de estos servicios, debo señalar 
que no era esto lo que ocurría, sin embargo, con el RP de 
1981, el cual diferenciaba, respecto de los que
denominaba de un modo amplio "sectores laborales de
servicios, mantenimiento o conservación de los
Establecimientos", entre aquellas actividades
consideradas como prestaciones personales obligatorias y 
aquellas consideradas como trabajo productivo48, siendo 
lo determinante a estos efectos el que la actividad 
laboral fuera continua, con dedicación exclusiva y 
cumplimiento de la jornada laboral ordinaria, o a tiempo 
parcial cuando el trabajo a realizar así lo requiriera. 
En otras palabras, lo determinante era, no el sujeto para 
el que se prestaran esos servicios, el sujeto encargado 
de su gestión49, como sucede actualmente, sino las
condiciones en que dichos servicios se prestaran o, como 
ha señalado la doctrina, "la forma de organizarlos"50, la
48 Era en el artículo 192.5 RP de 1981 donde se 
efectuaba dicha distinción.
49 Sujeto que en esa época, conforme al artículo
186.4 RP de 1981, era la Administración Penitenciaria, 
esto es, el centro penitenciario donde se prestaran los 
servicios.
50 Cfr. LÓPEZ GANDÍA, J., Contrato de trabajo y 
figuras afines, Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, p. 24. 
Por su parte, SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 218, señala que se
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cual venía a conferir al trabajo prestado el carácter de 
productivo, y por ello susceptible de ser remunerado 
conforme dispone el artículo 27.2 LOGP.
Parece además que desde la entrada en vigor del RP 
de 1996 tan sólo los servicios mencionados en ese 
Capítulo III (Economatos, Cafeterías o Cocinas) pueden 
poseer el carácter de productivos, siempre y cuando de su 
gestión se ocupe el OATPP bajo la fórmula de taller 
productivo, y puede ser la prestación que deban efectuar 
los internos en los mismos objeto de una relación laboral 
especial, siendo el resto de prestaciones personales en 
otros servicios auxiliares comunes -si existen más allá 
de los mencionados, como puede ser el de lavandería que 
menciona el artículo 224 RP de 1996- configuradas 
necesariamente como obligatorias, no productivas y no 
retribuidas por lo tanto salvo con recompensas o 
beneficios penitenciarios, ni objeto en consecuencia de 
relación laboral especial.
2.6. LAS ACTIVIDADES ARTESANALES, INTELECTUALES O 
ARTÍSTICAS -ART. 27.1 .F) LOGP-.
19. La inclusión de estas actividades entre las 
modalidades de trabajo. Superada ya la tradicional y 
arcaica distinción entre trabajo manual y trabajo 
intelectual, ello ha acaecido también en el ámbito del 
trabajo penitenciario. En efecto, con carácter general la 
citada distinción había condicionado la configuración del 
trabajo que iba a ser el objeto del Derecho del Trabajo,
trataba entonces de "un criterio que sí era intrínseco al 
propio trabajo", mostrándose favorable al mismo en lugar 
de al previsto por el RP de 1996.
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limitándose en el primer intento de codificación del 
contrato de trabajo al trabajo manual51, si bien con el 
tiempo se fueron acogiendo otras relaciones de trabajo 
distintas a las de los trabajadores manuales, para 
finalmente terminar incorporándose legislativamente 
dentro del concepto de trabajadores a los trabajadores 
intelectuales52.
En el concreto ámbito penitenciario se han ido 
incluyendo53, junto a las actividades que de modo 
tradicional han venido desempeñando los reclusos -trabajo 
industrial y agrícola-, otras posibilidades de ocupación 
capaces de absorber la actividad de algunos de ellos, 
dotados de una formación superior a la del resto, de una 
mayor cualificación, sobre todo en unos momentos en los 
que las actividades típicas no podían dar cobertura, por 
insuficientes, a las demandas de trabajo existentes entre 
la población reclusa.
Dentro de las actividades de este tipo podría 
incluirse la participación de los internos en lo que el 
Ministerio del Interior denomina "actividades 
culturales"54, entre las que se engloban, como establecía 
la Instrucción 1/1999, de 8 de enero, de la Subdirección
51 Era el caso del Código de Trabajo de 1926, en , 
el que sólo se contemplaban a los trabajadores manuales 
como sujetos de la relación jurídico-laboral.
52 A partir de la Ley de Contrato de Trabajo de 
1944, de forma expresa.
53 Y ello podía apreciarse ya en el artículo 68 
RSP de 1956, según el cual el trabajo de los penados 
podría ser agrícola, industrial, intelectual o artístico, 




General de Gestión Penitenciaria, actividades de creación 
cultural -pintura, fotografía, cerámica, radio, 
televisión, vídeo, publicaciones, etc.- desarrolladas en 
talleres ocupacionales no productivos55, y también 
actividades de formación y motivación, como el impartir 
clases teóricas, de idiomas, de matemáticas, etc., o 
participar a su vez en cursos de educación 
medioambiental, de informática e idiomas, salidas 
culturales, etc.
Respecto de estas actividades cabe decir lo mismo 
que se dijo en relación con las ocupacionales que formen 
parte de un tratamiento: en el RP de 1996 se configuran 
como supuestos de ocupación no productiva, no retribuidas 
salvo con incentivos, por lo que, aun cuando fuera 
posible considerarlas trabajo en sentido riguroso ya que 
se trata de actividades mediante las cuales el trabajador 
puede insertarse en un proceso de producción de bienes o 
de prestación de servicios, al objeto de obtener medios 
para subsistir, quedarían al margen de esta calificación 
por el hecho de su no remuneración, y por ello también de 
la aplicación del ordenamiento laboral. En definitiva, en 
este supuesto lo determinante para quedar marginadas es 
su consideración reglamentaria como trabajo "no 
productivo" y por ello no remunerado.
Recuerdo, para finalizar, que estas actividades 
venían consideradas en el artículo 186.3 del RP de 1981
55 Regulados en el artículo 153 RP de 1996, que 
como vimos preveía la existencia de talleres 
ocupacionales en los que no sólo se programaran 
actividades como parte de un tratamiento, siendo entonces 
objeto de la previsión del artículo 27.1.d) LOGP, sino 
también al margen del mismo, en cuyo caso quedarían 
comprendidas en este apartado f) del artículo 27.2 LOGP.
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como trabajo por cuenta propia, por lo que ciertamente, y 
a diferencia de lo sucedido con las actividades
ocupacionales que formen parte de un tratamiento, en
éstas no ha cambiado su naturaleza con el vigente 
Reglamento Penitenciario.
11.3. EN CONCLUSIÓN.
20. Conclusiones. Son varias las conclusiones que 
pueden extraerse de este conciso análisis de las
modalidades de trabajo penitenciario.
A) La primera y principal, que no todas ellas son 
modalidades de trabajo en sentido estricto. Así, tras 
este análisis de la normativa legal y reglamentaria
considero que no lo son las previstas en los apartados a) 
y b) del artículo 27.1 LOGP, por ser ciertamente 
resbaladiza su consideración plena como actividades 
laborales en sentido estricto, sobre todo con su actual 
regulación reglamentaria. Y han sido diversas las razones 
que inciden a mi juicio en la inclusión como modalidades 
de trabajo penitenciario de actividades que no cabe 
realmente considerar como tales.
De una parte, la finalidad buscada por las 
Instituciones Penitenciarias de reeducación y reinserción 
social de los reclusos, para la que el trabajo se 
considera elemento coadyuvante, debido a lo cual se 
incorporan como modalidades actividades del tipo de las 
formativas o educacionales que no se utilizan por el 
interno para incorporarse, mas que a futuro, en un 
proceso de producción de bienes y servicios a cambio de 
una remuneración, pero que sirven específicamente a ese
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fin, y al de dotar al interno de una cierta 
cualificación, sea profesional, sea meramente 
educacional. En definitiva, con ellas se busca compensar 
los déficit, las carencias de los reclusos, en aras de su 
posterior reinserción en la sociedad56.
Y de otra parte, la mayor' posibilidad de acceso por 
parte de los internos a esas actividades en lugar de a 
otras estrictamente laborales que hayan de desarrollarse 
en talleres productivos, quizá debido a su menor coste 
para la Administración Penitenciaria.
B) La segunda conclusión que puede colegirse es que, 
aun cuando el resto pudieran quedar encuadradas dentro de 
un concepto riguroso de trabajo, como así hubiera sido de 
sustanciarse en el mundo libre, no todas ellas son 
susceptibles de contemplarse como modalidades objeto del 
Derecho del Trabajo, pues no en todas se observa la 
presencia indudable de los presupuestos configuradores de 
toda relación laboral -recuerdo: ajenidad, dependencia,
voluntariedad, retribución y carácter personal de la 
relación -.
56 Coincide parcialmente esta opinión con la de 
MAPELLI CAFFARENA, Principios fundamentales del sistema 
penitenciario español, cit., p. 174, quien a la formación 
académica, dentro de la que podría entenderse incluida la 
formación profesional, añade las prestaciones personales 
obligatorias, como actividades todas ellas no laborales. 
Cabe señalar, sin embargo, la a mi juicio contradictoria 
postura que mantiene en relación con las actividades 
terapéuticas, pues en la p. 174 las califica como no 
laborales mientras que en la p. 222, incluyéndolas como 
"trabajos para la Administración" junto a las labores de 
granja, cocina, lavandería, etc., las califica como 
posibles actividades directamente productivas, y por ello 




Es el caso de la contemplada en el apartado e) del 
artículo 27.1 LOGP, que configura como obligatorias 
determinadas prestaciones personales de servicios, 
quedando al margen por lo tanto de la normativa laboral 
al faltar la nota de la voluntariedad. Ahora bien, es 
cierto que existen otras prestaciones personales de 
servicios que carecen de ese componente obligatorio y 
pueden por lo tanto ser objeto de la relación laboral 
especial, como las previstas en el artículo 300 RP. Sin 
embargo, el legislador también deja fuera del ámbito de 
aplicación del Derecho del Trabajo a algunas de ellas, en 
el artículo 305 RP, no porque carezcan en el caso 
concreto de las notas propias de la relación laboral, 
sino por ser el órgano encargado de su gestión uno 
determinado y no otro, quedando su elección en manos de 
un sujeto, la Administración penitenciaria, que puede ser 
parte en la relación. Pero sobre esto se volverá con 
detenimiento en otro momento de este Capítulo.
Y en ocasiones, aun cuando esos presupuestos 
pudieran estar presentes, la propia normativa 
penitenciaria excluye expresamente a esas modalidades del 
ámbito de aplicación del ordenamiento jurídico-laboral, 
estableciendo de modo explícito que cuando esas
actividades se ejecutan por los internos no poseen alguna 
de las características específicas de la relación
jurídica laboral, quedando por ello al margen de ese 
ordenamiento. Esto puede observarse en aquellas 
modalidades que en el Reglamento Penitenciario se
califican como de ocupación no productiva -artículo 27.1, 
apartados d) y f) LOGP-, y que cabe describir como 
actividades no remuneradas en atención a lo dispuesto en 
el artículo 27.2 LOGP, que recuerdo establecía que todo 
trabajo directamente productivo sería remunerado.
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C) Finalmente, puede concluirse, por lo tanto, que 
la única modalidad respecto de la que en principio no 
existe duda en cuanto a su valoración como de trabajo en 
sentido estricto es la señalada en el apartado c) de este 
artículo 27.1 LOGP, esto es, las actividades de
producción en régimen laboral o mediante fórmulas
cooperativas o similares, si bien aquella en la que 
simultáneamente puedan cumplirse los presupuestos 
configuradores de toda relación laboral será tan sólo la 
de las actividades de producción en régimen laboral.
21. Una cierta "desidia" en la regulación
reglamentaria del trabajo penitenciario. En realidad, lo 
que destaca tras este análisis es la oportunidad perdida 
por el legislador para dar más efectivo cumplimiento al 
reconocimiento constitucional del derecho a un trabajo 
remunerado de los internos en establecimientos
penitenciarios, y teniendo presente la previsión de la 
LOGP en el sentido de que todo trabajo directamente 
productivo será remunerado.
Lo que el desarrollo reglamentario ha hecho ha sido 
configurar como de naturaleza jurídica no laboral57 
determinadas actividades que, a mi juicio, sí podrían 
poseer tal naturaleza, o mejor quizá, el vínculo que une 
al recluso con la Administración Penitenciaria cuando 
desarrolla algunas modalidades de trabajo -en definitiva, 
estaríamos hablando de exclusiones constitutivas-,
57 Aun sin otorgarles tampoco una determinada 
naturaleza jurídica, lo cual ya fue igualmente criticado 
en su momento de la propia LOGP. Véase en este sentido DE 
LA CUESTA ARZAMENDI, "Diez años después: el trabajo
penitenciario", en Revista de Estudios Penitenciarios, 
extra 1/1989, p. 73.
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dificultando con ello la necesaria asimilación del 
trabajo en prisión con el trabajo en el mundo libre, lo 
cual necesariamente pasa por su previa laboralización y 
su consiguiente sometimiento a las mismas reglas 
jurídicas que rigen para los trabajadores del mundo 
libre, excluyendo del ámbito del artículo 27.2 LOGP 
determinados trabajos que podrían haber dado salida a un 
número, sea considerable o no, de peticiones de trabajo 
remunerado por parte de los reclusos, evitando de este 
modo, además, posteriores conflictos a dirimir ante la 
jurisdicción competente. En esa decisión han debido de 
influir, sin duda, cuestiones puramente políticas y, ante 
todo, económicas, esto es, presupuestarias.
En cualquier caso, resulta llamativo el hecho de que 
la actual regulación reglamentaria de las distintas 
modalidades que en la LOGP se consideran como de trabajo 
penitenciario sea ciertamente escasa, por comparación, 
aunque sea simplemente cuantitativa, con la regulación 
que de las mismas se hizo en el RP de 1981. Y, entrando 
en el terreno de lo cualitativo, pueden criticarse las 
dificultades que plantea dicha regulación reglamentaria a 
la hora de determinar la distinta naturaleza jurídica de 
las actividades que contempla58.
58 Como también señala SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 179, resulta 
significativo el hecho de que en el RP de 1996, antes de 
ser derogado por el RD 782/2001 su Capítulo IV del Título 
III dedicado a la relación laboral especial 
penitenciaria, no se utilice la expresión "interno 
trabajador" más que para referirse a los sujetos de una 
relación laboral especial, y no a los que desarrollen 
cualquiera otra de las modalidades de trabajo 
penitenciario previstas en la LOGP.
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III. EL TRABAJO DE LOS INTERNOS COMO RELACIÓN LABORAL DE 
CARÁCTER ESPECIAL
111.1. EL CONCEPTO DE RELACIÓN LABORAL ESPECIAL
22. El concepto de relación jurídica laboral y su 
ordenamiento. Como es por todos conocido, relación 
jurídica laboral es la que nace, superadas ya las tesis 
relacionistas59, a raíz de la existencia de un contrato 
de trabajo entre dos sujetos calificados como trabajador 
y empresario, en virtud del cual se comprometen, de una 
parte, a prestar un servicio, y de otra, a retribuir el 
mismo mediante el pago de un salario.
El Derecho del Trabajo es, de este modo, la rama del 
ordenamiento jurídico que se ha encargado de regular esa 
relación jurídica, viniendo a establecer su ámbito de 
aplicación a través de una triple técnica jurídica60:
59 Aquellas según las cuales ”el contrato no es 
necesario, sino superfluo, de una parte porgue la 
relación laboral surge en virtud de la entrada del
trabajador en la empresa y, de otra, porque la disciplina
jurídica que regula las relaciones entre trabajador y 
empresario está determinada por las leyes y los
reglamentos" -cfr. BLASCO PELLICER, A., La 
individualización de las relaciones laborales, CES, 
Madrid, 1995, p. ; y puede verse también BAYÓN CHACÓN y 
PÉREZ BOTIJA, Manual de Derecho del Trabajo, cit., p. 
178, donde efectúan una acertada crítica a estas ideas-.
60 En este sentido puede verse, por todos, MORENO 
VIDA, M.N., "Comentario al artículo 2", en AA.W. (Dir. 
MONEREO PÉREZ), Comentarios al Estatuto de los
Trabajadores, Comares, Granada, 1998, p . 68.
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a) en primer lugar, mediante la determinación 
expresa, en el artículo 1.1 ET, de su ámbito de 
aplicación, estipulando los presupuestos que habrán de 
darse en las relaciones de trabajo para que queden 
comprendidas dentro del perímetro protector del Derecho 
del Trabajo;
b) en segundo lugar, mediante el reconocimiento de 
una serie de supuestos, de una serie de relaciones de 
trabajo, formalmente excluidas de su ámbito de 
aplicación, en el artículo 1.3;
c) y en tercer lugar, mediante la inclusión de una 
serie de relaciones, a las que el legislador estatutario 
otorga el carácter de especiales, de las que predica su 
naturaleza laboral aunque también la necesidad de una 
regulación distinta de la aplicable a la relación que 
históricamente ha sido el centro de imputación normativa 
del Derecho del Trabajo: el contrato de trabajo tipo, 
prototípico o estándar61, cuyo objeto es la prestación de 
trabajo por tiempo indefinido, a jornada completa y 
mediante la inserción del trabajador en el ámbito 
espacial de la empresa, donde el empresario ejercita su 
poder de dirección y disciplinario, a cambio de una 
remuneración.
61 Puede verse esta idea en BAYÓN CHACÓN, G., 
"Contratos Especiales de trabajo", en Catorce lecciones 
sobre contratos especiales de trabajo, Universidad de 
Madrid-Facultad de Derecho, 1965; o más recientemente, en 
OJEDA AVILES, A., "Las relaciones laborales especiales: 
una perspectiva unitaria", en Relaciones Laborales, n26- 
7/1990; o en QUESADA SEGURA, R. , El contrato de servicio 
doméstico, La Ley, Madrid, 1991, pp. 49 y ss., entre 
otros. Pero resulta especialmente lúcida la frase de 
PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, F., "El trabajo subordinado 
como tipo contractual", en Documentación Laboral, n2 
39/1993, p. 47, según el cual "la diversificación, en 
efecto, no es ya una excepción a la regla sino el fruto 
natural de una regulación diversificada, que tipifica y 
normaliza las hasta ahora llamadas relaciones atípicas".
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23. El contrato de trabajo y sus elementos 
esenciales. Para comprender la existencia, junto a la 
relación de trabajo ordinaria, de estas relaciones 
laborales especiales, debe partirse del hecho de que el 
contrato de trabajo es, como el resto de contratos, el 
acuerdo de voluntades o negocio jurídico dirigido a crear 
obligaciones62 que en cuanto tal posee unos elementos 
esenciales, y que son los mencionados en el artículo 1261 
del Código Civil63, conforme al cual "No hay contrato 
sino cuando concurren los requisitos siguientes: 1.a
Consentimiento de los contratantes. 2. a Objeto cierto que 
sea materia del contrato. 3.a Causa de la obligación que 
se establezca'1'.
Puede mantenerse por tanto que los elementos 
esenciales de todo contrato, incluyendo en esa categoría 
amplia al de trabajo, y sin cuya presencia éste no 
existe64, son el consentimiento, el objeto y la causa.
Junto a ellos, el contrato de trabajo posee unos 
elementos accesorios, de los que habitualmente le dotan 
las partes al configurar la concreta relación de trabajo 
y "gue se refieren a la forma de desenvolverse la
62 Concepto adoptado, en relación con el contrato 
en general, por PUIG BRUTAU, J., Fundamentos de Derecho 
Civil, Tomo II, Vol. II, 3* ed., Bosch, Barcelona, 1995, 
p. 38.
63 Respecto de la aplicación en esta materia del 
Código Civil, véase BLASCO PELLICER, La individualización 
de las relaciones laborales, cit., p. 50.
64 Véase PUIG BRUTAU, Fundamentos de Derecho 
Civil, cit., p. 41.
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prestación en una relación que, en principio, reúne los 
caracteres anteriores"65.
¿En qué consisten esos elementos esenciales del 
contrato, configurados como requisitos indispensables 
para la existencia del contrato de trabajo?
El consentimiento como elemento esencial exige la
existencia de una voluntad de obligarse en quienes han de 
ser parte de la relación que se cree, que esa voluntad se 
manifieste, que no exista discrepancia entre lo querido y 
lo manifestado y que las partes coincidan en lo que 
desean respecto al objeto y la causa del contrato66. Así 
se desprende de lo señalado en el artículo 1262 del
Código Civil, y del artículo 1.1 ET donde la relación
laboral viene configurada como relación "voluntaria".
65 Cfr. FERNÁNDEZ LÓPEZ, "Relaciones especiales de 
trabajo y Estatuto de los Trabajadores", cit., p. 242. 
Señala QUESADA SEGURA, El contrato de servicio doméstico, 
cit., p. 50, que estos elementos conforman el esquema de 
funcionamiento del contrato típico, no alterando su 
ausencia la sustantividad del contrato. En general, sin 
embargo, la doctrina laboralista mantiene una 
clasificación distinta. Así, distingue entre elementos y 
requisitos del contrato. Los primeros serían los ya 
mencionados -consentimiento, objeto y causa-, mientras 
que los segundos son las condiciones o cualidades 
específicas exigidas a cada elemento para que el contrato 
sea válido, lo que supone la necesidad de que los 
elementos aparezcan en las condiciones exigidas por la 
ley para que el contrato sea válido. Puede verse este 
planteamiento en MARTÍN VALVERDE et altri, Derecho del 
Trabajo, cit., p. 359.
66 Véanse PUIG BRUTAU, Fundamentos de Derecho 
Civil, cit., p. 49, y BLASCO PELLICER, La 




Por lo que respecta al objeto del contrato, existe 
un cierto consenso entre la doctrina laboral española 
acerca de su contenido, pues tradicionalmente ha sido 
definido como el servicio que el trabajador se compromete 
a prestar, y el salario en cuanto precio del trabajo 
prestado67: esto es, trabajo debido y salario. Ese
consenso no obsta para que, desde la propia doctrina 
laboralista, se haya criticado la confusión existente 
entre el objeto de la obligación -que sería lo que 
previamente se ha definido como objeto del contrato, pues 
es objeto de la obligación el dar, hacer o no hacer 
algo68: en definitiva, prestar el servicio y retribuirlo- 
, y éste último, que es sin más el trabajo dependiente, 
retribuido por cuenta ajena69. No obstante, a pesar de 
esa posible diferenciación técnica existente entre uno y 
otro, como ha señalado ROMÁN DE LA TORRE70, lo cierto es
67 Véase MARTÍN VALVERDE et altri, Derecho del
Trabajo, cit., p. 363, o BLASCO PELLICER, La 
individualización de las relaciones laborales, cit., p. 
82, y la bibliografía por él citada.
68 En ese sentido se manifiesta el artículo 1254
Código Civil. Puede verse esta idea en MONTOYA MELGAR, 
Derecho del Trabajo, cit., p. 268 y 303, donde mantiene 
que "en la expresión sintética servicios retribuidos se 
cifra esta doble cara del objeto del contrato de trabajo: 
la prestación laboral y la prestación salarial, objetos a 
su vez de las obligaciones básicas del trabajador y
empresario".
69 Cfr. AGIS DASILVA, M. , El lugar de trabajo: 
fijación y modificación, Tirant lo Blanch, Valencia, 
1999, p. 41. Para esta autora, la noción mantenida tiene 
"la virtud de evitar una identificación automática entre 
objeto del contrato y el objeto de las obligaciones de 
algunas de las dos partes, poniendo además de relieve su 
cariz complejo".
70 Véase ROMÁN DE LA TORRE, M.D., Poder de 




que determinar el objeto del contrato exige previamente 
determinar el objeto de las dos obligaciones, la de 
prestar el servicio y retribuirlo.
Por último, la causa es el tercer elemento esencial 
del contrato de trabajo. Habiéndose descartado en su 
estudio la tesis subjetiva de PLANIOL dado el alto 
contenido psicológico presente en la misma, puesto que la 
identificaba con los motivos que llevan a las partes a 
celebrar el contrato, y que "pueden ser distintos para 
cada parte contratante, y variables hasta lo infinito"11, 
actualmente se entiende por causa, con BETTI72, la razón 
de ser del negocio jurídico, esto es, la función 
económico-social que ese negocio cumple en el 
ordenamiento jurídico, el fin que se persigue.
En lo concreto, concluye la doctrina73 que la causa 
del contrato de trabajo, esto es, su función económico- 
social, es el intercambio de las prestaciones que 
constituyen su esencia, entendidas éstas como el 
comportamiento o conducta que las partes tienen el deber 
de cumplir y la facultad de exigirse mutua y 
simultáneamente. Ese intercambio entre trabajo y salario 
debe producirse además de forma voluntaria y en régimen
71 Cfr. BLASCO PELLICER, La individualización de 
las relaciones laborales, cit., p. 89.
72 Véase toda esta elaboración en BLASCO PELLICER, 
ult.ob.cit., pp. 89 y ss.
73 CABRERA BAZÁN, J., "Sobre la causa y el 
principio de equivalencia de las prestaciones del 
contrato de trabajo", en Estudios de derecho del trabajo 
en homenaje al profesor Gaspar Bayón Chacón, Tecnos, 
Madrid, 1980, pp. 158-159; y con él, BLASCO PELLICER, La 




de dependencia y ajenidad, pues así lo exige el artículo 
1.1 ET.
24. La existencia de alteraciones en los elementos 
esenciales del contrato. Tras este muy breve resumen 
acerca de los elementos esenciales del contrato de 
trabajo que podría calificarse de ordinario o común, debo 
señalar que, cuando se produce una alteración en esos 
elementos, tanto esenciales como accesorios, nos 
encontramos con desviaciones respecto de ese contrato 
tipo o estándar, variaciones que en el ET vienen 
configuradas, bien como modalidades del contrato, bien 
como relaciones especiales de trabajo1*.
La diferencia entre una y otra clasificación reside 
en dos circunstancias concretas, la primera de orden 
formal y la segunda material: de una parte, radica en su 
configuración legislativa como tales75; y de otra parte,
74 Véase esta idea en FERNÁNDEZ LÓPEZ, "Relaciones 
especiales de trabajo y Estatuto de los Trabajadores", 
cit., p. 243; o, más recientemente, y por todos, CARDENAL 
CARRO, M. , "A los quince años de existencia de las 
relaciones laborales especiales. Un balance y una 
propuesta (I)", en Aranzadi Social, n2 9/2000, pp. 160- 
161.
75 Pues existe doctrina abundante que considera 
que en una de las relaciones configuradas en el ET como 
modalidad del contrato de trabajo ordinario -pero que en 
la LRL de 1976 venía contemplada como relación laboral 
especial-, lo que en realidad existe es una relación 
laboral especial. Es el caso del trabajo a domicilio, 
sobre todo en su versión más actual de teletrabajo. Por 
todos, véanse OJEDA AVILES, "Las relaciones laborales 
especiales: una perspectiva unitaria", cit., p. 75; y 
THIBAULT ARANDA, J., El teletrabajo, CES, Madrid, 2000, 
p. 278 y ss.
Pero ello ha sucedido no sólo con modalidades 
contractuales, sino también con contratos de trabajo en
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reside en el diferente grado de alteración que se 
ocasiona en esos elementos del contrato.
Así, cuando lo que se produce es una alteración de 
tal intensidad en los elementos esenciales del contrato 
que tiene como consecuencia el que se requiera de un 
tratamiento jurídico específico y diferenciado, pues el 
régimen jurídico aplicable al contrato de trabajo 
ordinario sobreviene ineficaz para dar respuesta a las 
necesidades de tutela específica de los sujetos de esa 
concreta relación especial, "sin que por ello quede 
alterada su sustancia como contrato de trabajo"76, nos 
encontraremos ante una relación laboral especial77.
principio ordinarios, para los que en más de una ocasión 
se ha pedido su conceptuación como relación laboral 
especial. Es el caso específico de los contratados 
laborales de la Administración. En ese sentido, y por 
todos, véase SALA FRANCO, T., Incidencia de la 
legislación laboral en el marco de la función pública, 
INAP, Madrid, 1989, p. 89; y del mismo autor, más 
recientemente, "Las relaciones laborales en las 
Administraciones Públicas", en Actualidad Laboral, na 
32/2000, p. 533, donde, respecto del Proyecto de Ley 
Reguladora del Estatuto Básico de la Función Pública, 
mantiene que "por lo que hace, finalmente, a la necesidad 
del reconocimiento y regulación de una relación laboral 
especial si bien el Proyecto (...) diseña un régimen 
jurídico especial sin decirlo, hubiera sido más coherente 
y funcional reconocerla abierta y expresamente, regularla 
mínimamente en la Ley y remitirse a un Real Decreto del 
Gobierno para su específica regulación".
76 Cfr. BALZARINI, R., "Contratti speciali di 
lavoro", en RIVA SANSEVERINO, L. Y BALZARINI, R. , 
Trattato di Diritto del Lavoro, 3ft ed., Cedam, Padua, 
1958, p. 385, citado por FERNÁNDEZ LÓPEZ, "Relaciones 
especiales de trabajo y Estatuto de los Trabajadores", 
cit., p. 243. En el mismo sentido, QUESADA SEGURA, El 
contrato de servicio doméstico, cit., p. 51.
77 Señala a este respecto BAYÓN CHACÓN, "Contratos 
especiales de trabajo. Concepto", cit., p. 16, que " nos 
encontramos ante un contrato de trabajo que reuniendo
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Cierto es que la doctrina no ha determinado cuál es 
el grado de alteración que permite considerar que nos 
encontramos ante una relación especial. Pero quizás ello 
no sea necesario, o resulte imposible de objetivar, 
bastando con la indicación en tal sentido del legislador, 
que no es ajeno desde luego a los requerimientos 
doctrinales ni a los pronunciamientos judiciales.
Lo que en ningún caso puede admitirse, entiendo, es 
una alteración de tal calado que suponga la ausencia en 
esa relación concreta de alguno de los elementos 
esenciales del contrato de trabajo, pues es lugar común 
entre la doctrina española el entender que "la falta de 
alguno de ellos conlleva la inexistencia del contrato de 
trabajo, configurándose de esta forma los requisitos 
apuntados como esenciales para determinar la validez y 
existencia del contrato"78.
todas las características de tal presenta unas 
especialidades que obligan a una consideración 
individualizada", al tiempo que menciona, en la p. 19, 
que "la especialidad de los contratos de trabajo no nace 
del distinto tipo de actividad profesional, sino de la 
inadecuación o insuficiencia de los requisitos exigidos 
por la legislación para una cierta clase de contrato de 
trabajo que por ser el más general se considera como 
tipo".
78 Cfr. BLASCO PELLICER, La individualización de 
las relaciones laborales, cit., p. 50. En el mismo 
sentido se pronuncian entre otros, dentro de la doctrina 
española, SEMPERE NAVARRO, A.V., "Los elementos 
esenciales del contrato de trabajo en la jurisprudencia", 
en Cuestiones actuales de Derecho del Trabajo. Estudios 
ofrecidos por los catedráticos españoles de Derecho del 
Trabajo al profesor Manuel Alonso Olea, MTSS, Madrid, 
1990, p. 661; QUESADA SEGURA, El contrato de servicio 
doméstico, cit., p. 50; o MARTÍN VALVERDE et al., Derecho 
del Trabajo, cit., p. 359; y dentro de la doctrina 
italiana, LOY, G., "Riflessioni su specialitá, tipo e
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En definitiva, consentimiento, objeto y causa deben 
darse también en todas las relaciones laborales 
especiales, si defendemos de ellas su origen contractual, 
aunque con matizaciones, con alteraciones respecto de los 
elementos que están presentes en el contrato de trabajo 
ordinario.
En contraste, cuando teóricamente lo que se produce 
es una alteración en un aspecto concreto de la prestación 
del trabajo, sin necesidad de separarse en lo restante 
del régimen jurídico de la relación laboral común pues no 
existe alteración en los elementos esenciales del 
contrato, nos encontramos ante una modalidad del contrato 
de trabajo, incluidas en la Sección cuarta del Capítulo I 
del Título I del ET.
¿Se dan esas alteraciones en la relación existente 
entre el trabajador penitenciario y su empresario, que 
hacen necesaria su calificación como relación laboral de 
carácter especial? No va a contestarse a esa pregunta en 
este momento, sino más adelante, pues por razones de 
método creo que es necesario separar primero, de entre 
todas las modalidades de trabajo penitenciario citadas 
previamente, aquella que se identifica con la que es el 
objeto de esa relación laboral especial penitenciaria que 
nuestro ordenamiento jurídico, tanto penitenciario como 
laboral, prevé.
sottotipo nel lavoro subordinato", en Lavoro subordinato 
e dintorni (a cura de Marcelo Pedrazzoli), II Mulino, 
Bolonia, 1989, p. 53 y ss. , quien afirma que la 
especialidad no puede consistir en la ausencia de 
elemento alguno del tipo.
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25. La presencia en las relaciones laborales 
especiales de los presupuestos sustantivos de la relación 
laboral. En cualquier caso, a diferencia de lo 
establecido en el artículo 3 de la LRL de 1976 que, en 
relación con las relaciones laborales especiales, exigía 
que estuvieran presentes en ellas, para poder ser 
consideradas como tales, los presupuestos sustantivos de 
la relación laboral, esto es, que en ellas estuvieran 
presentes las por algunos denominadas notas de 
laboralidad79, el Estatuto de los Trabajadores de 1980 no 
lo exigió expresamente, por lo que surge la duda respecto
de si su presencia será necesaria o no.
Y es que en este punto la postura de la doctrina 
científica laboralista no es unánime, aunque casi. Pues 
si bien hay quien exige la presencia de todas estas notas 
en las relaciones especiales80, la doctrina dominante
reconoce la existencia de lo que se conocen como
inclusiones constitutivas, esto es, cuando a falta de
alguno de estos presupuestos configuradores de la
relación de trabajo, el legislador sin embargo, por
motivos diversos, las incluye dentro del ámbito de
79 Véase, como ejemplo, LUJAN ALCARAZ, J. , "Las 
notas de laboralidad. Una aproximación en clave 
jurisprudencial", en Aranzadi Social, Vol. V, 2000, p. 
257 y ss.
80 En ese sentido, GARCÍA TESTAL, E., Delimitación 
del concepto de trabajador asalariado: tendencias 
normativas y jurisprudenciales ejemplar multicopiado, 
Valencia, 1998, p. 120, donde mantiene que nlas 
relaciones especiales son relaciones laborales, por lo 
que deben recogerse en ellas las notas de laboralidad que 
configuran el contrato de trabajo. El establecimiento de 
una relación laboral (especial o común) en que no se 
reúnan los presupuestos de laboralidad vulneraría la 
lógica y coherencia del sistema, por lo que, en mi 
opinión, no podrían existir inclusiones constitutivas".
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aplicación del ordenamiento jurídico laboral. Es lo que 
se conoce como la utilización del presupuesto adjetivo a 
la hora de configurar una relación como de trabajo objeto 
del Derecho del Trabajo81.
26. Las dudas respecto de la necesidad de su 
presencia en la relación laboral especial penitenciaria.
Y esto último es lo que una parte de la doctrina, tanto 
penal como laboral, ha mantenido en relación con la 
relación laboral especial penitenciaria, a la que niegan 
el presupuesto de la voluntariedad, una de las notas 
típicas del contrato de trabajo, y elemento esencial de 
todo contrato entendido como negocio jurídico bilateral: 
el consentimiento, y sin embargo se declaran partidarios 
de su inclusión en el ámbito del Derecho del Trabajo, 
mediante la aplicación del presupuesto adjetivo y 
tratando con ello de lograr la asimilación con el trabajo 
en libertad82.
81 Véase DE LA VILLA, "Apuntes sobre el concepto 
de trabajador en el derecho español", cit., p. 3, donde 
señalaba que "cabe que una persona actúe faltando alguno 
de los presupuestos sustantivos y, pese a ello, reciba la 
condición de trabajador por expresa inclusión legal". 
También sirve el presupuesto adjetivo para lo contrario: 
esto es, para excluir de ese ámbito a relaciones 
laborales que en realidad sí poseen los presupuestos 
sustantivos -exclusiones constitutivas-. En el sentido de 
admitir la existencia de inclusiones constitutivas, por 
la innecesariedad de que estén presentes todas las notas 
de laboralidad en una relación, por todos, CARDENAL 
CARRO, "A los quince años de existencia de las relaciones 
laborales especiales: un balance y una propuesta (II)", 
en Aranzadi Social, na 10/2000, p. 168.
82 En ese sentido se pronunció, si bien no de modo
concluyente, pues hacía depender su calificación como
especial de la existencia, que no reconocía de modo
expreso, de un verdadero contrato de trabajo, BAYÓN
CHACÓN, en "Contratos especiales de trabajo. Concepto", 
cit., p. 17; DE LA VILLA, "La inclusión de los penados en
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No obstante, como podrá verse en este Capítulo, 
también existe doctrina que entiende que, al carecer de 
esas notas, resulta inadmisible su inclusión en el ámbito 
del Derecho del Trabajo83, doctrina que entendería 
aceptable sólo si compartiera la idea de la falta de la 
voluntariedad, pues considero qué siendo el 
consentimiento elemento esencial del contrato de trabajo, 
su falta denotaría la inexistencia del mismo, como 
mencioné previamente.
Por último, debo igualmente señalar la existencia de 
doctrina favorable a la presencia de todas las notas de 
laboralidad en el trabajo de los penados, y por ello de 
la consiguiente inclusión de esta relación, por méritos
el Derecho del Trabajo", cit., p. 208; y también DE LA 
CUESTA ARZAMENDI, J.L., "Un deber (no obligación) y
derecho de los privados de libertad: el trabajo
penitenciario", en Revista de Treball, nfi 6/1988, p. 153.
83 Es el caso destacado de MONTOYA MELGAR, Derecho 
del Trabajo, cit., p. 508, quien señala que "desde un 
punto de vista dogmático, la inclusión de este tipo de 
actividad entre las relaciones laborales especiales 
induce a confusión y es merecedora de crítica, puesto que 
el trabajo de los penados no reúne las características 
propias del trabajo objeto de la contratación laboral". 
En el mismo sentido, CASTIÑEIRA FERNÁNDEZ, J., "El 
trabajo de los penados", en AA.W. (Dir. E. Borrajo), El 
Estatuto de los Trabajadores, Tomo II, vol. Ia, Edersa, 
Madrid, 1987, p. 110; QUESADA SEGURA, El contrato de 
servicio doméstico, cit., p. 57. De forma más matizada, 
PALOMEQUE LÓPEZ, "La relación laboral de los penados en 
instituciones penitenciarias", cit., p. 556 y ss. , donde 
sostiene que "incorporación de los penados al elenco de 
derechos de los trabajadores libres, con las limitaciones 
que sean precisas, sí; relación o contrato de trabajo de 
penados, en modo alguno".
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propios, en el ámbito del Derecho del Trabajo84, doctrina 
con la que personalmente coincido de un modo pleno.
Todo lo hasta aquí avanzado es lo que se va a 
analizar con detalle a continuación.
111.2. LA CONCEPTUACIÓN JURÍDICA DEL TRABAJO DE LOS 
RECLUSOS COMO RELACIÓN LABORAL ESPECIAL.
27. Introducción. El objetivo de este apartado es 
analizar, en primer lugar y tras recordar el proceso por 
el que la legislación laboral crea el concepto de 
relación laboral especial para el trabajo penitenciario, 
el modo en que, a partir de las modalidades recogidas en 
el artículo 27 LOGP, el Derecho del Trabajo ha 
incorporado a su ámbito de aplicación una de ellas, como 
relación laboral -común o especial, como podrá verse, en
función del ámbito espacial en que se desarrolle-; en
segundo lugar, si en esa relación se dan las notas
propias de la relación de trabajo; y en tercer lugar, los 
aspectos que inciden en su calificación como especial 
respecto de la ordinaria o común. En definitiva, el
84 En ese sentido se pronunció ALONSO OLEA, M. , 
"Ámbito de aplicación. Relaciones incluidas y relaciones 
excluidas. Relaciones especiales", en Diecisiete
lecciones sobre la Ley de Relaciones Laborales, Facultad 
de Derecho, Universidad Complutense, 1977, p. 61; de
igual modo, CAMPS RUIZ, L.M., "La relación laboral
penitenciaria", en Anales de la Universidad de Alicante. 
Facultad de Derecho, n2 2/1983; o recientemente, SOLER 
ARREBOLA, La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., p. 98, tras efectuar un completo análisis acerca de
la existencia en esta relación de los presupuestos
sustantivos de la relación laboral.
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proceso de laboralización del trabajo penitenciario, al 
menos en una de sus modalidades.
2.1. ANÁLISIS SISTEMÁTICO Y TERMINOLÓGICO DE SU 
RECEPCIÓN COMO RELACIÓN LABORAL ESPECIAL.
28. Introducción. Ya se ha podido ver en el Capítulo 
anterior que, desde la primera vez en que aparece el 
trabajo de los reclusos conceptuado como relación laboral 
especial hasta que es objeto de una regulación jurídica 
específica y diferenciada de la relación de trabajo 
ordinaria, transcurren nada menos que veinte años.
29. La Ley de Relaciones Laborales de 1976. En
efecto, como ya señalé, la Ley de Relaciones Laborales de 
1976 contemplaba en su artículo 3.1 la existencia de doce 
relaciones laborales especiales, a las que en cualquier 
caso exigía reunir las características de la relación 
laboral contempladas en su artículo 1.1 -en otras 
palabras, los presupuestos configuradores de toda 
relación laboral, y que son la libertad, remuneración, 
dependencia y ajenidad en el trabajo- y entre las que 
mencionaba en último lugar "las actividades laborales de 
los internos de los centros penitenciarios en sus 
diferentes modalidades y de acuerdo con su naturaleza 
respectiva*.
Siendo conscientes de que el citado artículo nunca 
fue objeto de desarrollo reglamentario, puede ya 
avanzarse, a pesar de ello, que la dicción literal del 




La primera de ellas es obvia: ¿a qué se refería el
legislador al hablar de "internos de los centros
penitenciarios"? ¿Cabría considerar incluidos dentro de 
ese término tanto a los penados como a los preventivos? 
Por su parte, la segunda duda se planteaba en torno a si 
cabría entender que todas las modalidades de trabajo 
existentes entonces -según el articulo 68 del RSP de 
1956, el trabajo de los penados podía ser trabajo
agrícola, industrial, intelectual o artístico, dentro o 
fuera de los establecimientos penitenciarios, siendo en 
cualquier caso de naturaleza útil85- poseían naturaleza 
laboral o no, y cuál o cuáles habían de ser las
consideradas como relación laboral especial.
Por lo que respecta a la primera de las dudas 
señaladas, ha de tenerse en cuenta el hecho de que, 
tradicionalmente, la normativa penitenciaria, cuando se
85 Entre los trabajos dentro de los 
Establecimientos Penitenciarios se incluían tanto los 
efectuados en los servicios auxiliares del 
establecimiento de carácter gratuito -auxiliares de 
régimen, destinos, trabajos eventuales y prestaciones 
personales en servicios de limpieza, conservación, 
saneamiento, urbanización o mejora de las instalaciones 
(artículo 132 a) en relación con el 133 RSP)- como los 
llevados a cabo en talleres, granjas o explotaciones 
agrícolas anexas a los establecimientos, de carácter 
retribuido (artículo 132 b) RSP) , y entendiendo por 
trabajo intelectual, además del estudio, el artístico, 
científico y burocrático (artículo 72 RSP). Y fuera de 
los Establecimientos Penitenciarios existían tanto los 
realizados en régimen de Destacamentos Penitenciarios 
(como señala el propio artículo 68 RSP) como, a partir de 
la reforma del RSP en 1968, el trabajo prestado 
directamente por los internos en empresas del exterior en 
las mismas condiciones que las de los trabajadores libres 
que en ellas trabajen (artículo 51 RSP en su nueva 
redacción tras esta reforma).
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refiere a los internos, lo hace en un sentido amplio86, 
comprendiendo dentro del término a detenidos, presos y 
penados, esto es, las distintas situaciones procesales y 
penitenciarias en las que puede encontrarse una persona 
recluida en un establecimiento penitenciario87. Parece 
por lo tanto que sí cabría considerar como internos tanto 
a preventivos como a penados, dado que la LRL no 
distingue entre unos y otros.
En consecuencia, el desarrollo reglamentario de esta 
relación laboral especial debía contemplar las 
actividades laborales, tanto de preventivos como de 
penados, pero en mi opinión sólo -y aquí trato de dar 
respuesta a la segunda de las dudas planteadas- en 
aquellas o aquellas modalidades en las que, por cumplirse 
realmente las características o presupuestos sustantivos 
del trabajo objeto de regulación por el ordenamiento 
jurídico laboral -voluntariedad, dependencia, ajenidad y 
retribución-, como exigía el propio artículo 3.1 LRL, se
86 Es el caso, hoy en día, del artículo 15.2 LOGP, 
donde tras regularse el ingreso de detenidos, presos y 
penados en el establecimiento penitenciario, dispone que 
"a cada interno se le abrirá un expediente personal 
relativo a su situación procesal y penitenciaria del que 
tendrá derecho a ser informado, y para cada penado se 
formará un protocolo de personalidad". .
87 Así, detenido está la persona a la que la
Autoridad competente dicta una medida de aseguramiento, 
una orden judicial de detención, privándole de libertad 
por un tiempo máximo de 72 horas; preso estará la persona 
a la que se ha decretado una medida cautelar de
restricción de libertad ambulatoria, un mandamiento de 
prisión; y penado es la persona que ha sido condenada por
sentencia judicial firme a una pena privativa de
libertad. Sobre este tema puede verse ARMENTA GONZÁLEZ- 
PALENZUELA y RODRÍGUEZ RAMÍREZ, Reglamento Penitenciario 
comentado: análisis sistemático y recopilación de
jurisprudencia, cit., p. 163.
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entendiera que gozaban de naturaleza laboral. 
Evidentemente, habría de ser la regulación reglamentaria 
de esa relación laboral especial la que, mediante la 
concreción de su ámbito de aplicación, determinara la o 
las modalidades de trabajo penitenciario susceptibles de 
ser contempladas como tal relación laboral especial. Sin 
embargo, al no producirse esa regulación se desconoce si 
fue intención del legislador contemplar como tal todas o 
sólo alguna de las modalidades de trabajo penitenciario 
existentes entonces.
30. El Estatuto de los Trabajadores de 1980. Como es 
sabido, en la LET de 1980 vuelve a incluirse entre las 
relaciones laborales de carácter especial contempladas en 
el artículo 2.1 "c) la de los penados en las
instituciones penitenciarias", y vuelve a darse al 
Gobierno un plazo, esta vez de dieciocho meses en lugar 
de dos años como había hecho la LRL, para efectuar su 
regulación por Decreto.
Pues bien, a primera vista resultan evidentes las 
diferencias terminológicas, la diferente redacción entre 
este precepto y su homólogo de la LRL de 1976. Pero la 
duda estriba en si esas diferencias atañen también al 
posible contenido o ámbito en el que existe esa relación 
laboral especial, o si se quedan tan sólo en la 
superficie, en la forma.
Sin necesidad de esperar al análisis del desarrollo 
reglamentario del precepto, considero que la respuesta a 
esa duda debería ser afirmativa88, esto es, que las
88 En el mismo sentido pueden verse DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador, cit., 
p. 347, si bien señala el escepticismo, al que me sumo y
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diferencias no son meramente formales, sino también 
sustanciales, o que al menos deberían serlo89. En efecto, 
como ya señalé anteriormente, penado no es término 
sinónimo de interno, sino una situación procesal y 
penitenciaria en la que se encuentran algunos internos en 
centros o establecimientos penitenciarios, en concreto 
aquellos que han sido condenados por sentencia judicial 
firme a una pena privativa de libertad. En consecuencia, 
el ámbito subjetivo de la relación laboral especial 
quedaría reducido en relación con el previsto en la LRL, 
que hablaba de internos y que por lo tanto ya señalé que 
podía comprender también el trabajo de los preventivos, 
que sin embargo a partir de la LET de 1980 debería ser 
objeto de una relación laboral ordinaria o común, y no 
especial, en el caso de que el legislador considerase que 
el trabajo por ellos efectuado tiene una naturaleza 
jurídica laboral.
Sumándose a ello, el empleo en la fórmula del 
artículo 2.1.c) ET -"la de los penados en las 
instituciones penitenciariasde la preposición "en", 
para referirse y calificar al trabajo efectuado por esos 
sujetos como relación laboral de carácter especial, en 
lugar de la preposición "de" que contenía el artículo
que su posterior desarrollo reglamentario ha dejado en 
evidencia, que tal respuesta le produce respecto de su 
aplicación práctica; CAMPS RUIZ, "La relación laboral 
penitenciaria", cit., p. 46; y SALA FRANCO, T. (Dir.); 
ALBIOL MONTESINOS, I.; CAMPS RUIZ, L.; GARCÍA NINET, I.; 
LÓPEZ GANDÍA, J., Derecho del Trabajo, 10ñ ed., Tirant lo 
Blanch, Valencia, 1996, p. 766.
89 SOLER ARREBOLA mantiene al respecto algo con lo 
que estoy plenamente de acuerdo: "si se ha producido una
variación en la denominación de la relación, será por la 
pretensión de efectuar un cambio en los elementos 
descriptivos". Cfr. La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 179.
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3.1.1) LRL -"internos de los centros penitenciarios"-, 
puede apartar de la consideración como relación laboral 
de carácter especial a cualquier trabajo que efectúen los
penados fuera de las instituciones penitenciarias,
entendiendo "en" como sinónimo de "en el interior", y 
realizando una interpretación a sensu contrario del 
precepto, con las cautelas que toda interpretación de 
este tipo debe llevar consigo. Con lo que igualmente se 
vería restringido el ámbito en el que existe la relación 
laboral especial90.
Sin embargo, y como ya se adelantó en el Capítulo 
anterior, en este caso tampoco se produjo la regulación 
reglamentaria necesaria, quedando por ese motivo sin
resolver en aquel momento las dudas planteadas.
31. La Ley 32/1984, de 2 de agosto. Posteriormente, 
con la Ley 32/1984, de 2 de agosto, de modificación de 
algunos artículos del ET de 1980, que no altera el 
precepto 2.1 por lo que se refiere a los penados, se
vuelve a otorgar al Gobierno un plazo -más corto que el 
precluido, esta vez de doce meses- para que lleve a cabo 
la regulación de aquellas relaciones laborales de 
carácter especial que no habían tenido el citado 
desarrollo, entre las que se encontraba la de los penados
90 En contra de esta idea, CAMPS RUIZ, "La
relación laboral penitenciaria", cit., p. 46, quien no
entendió que la modificación implicara excluir el trabajo 
realizado fuera de la institución. SOLER ARREBOLA, por su 
parte, entiende que "el cumplimiento por el trabajador de 
su parte de la obligación recíproca no encuentra
obstáculo alguno para que pueda ser desarrollada en el 
exterior del establecimiento (siempre y cuando se trate 
de centros vinculados al OATPP, aunque no sean
configurados como establecimientos penitenciarios) " -cfr. 
La relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 179-
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en las instituciones penitenciarias. Transcurrido el 
plazo sin promulgarse ningún Decreto regulador de la 
materia, a diferencia de lo que ocurrió con el resto de 
relaciones laborales especiales mencionadas en ese 
artículo 2.1 ET91, las únicas normas en las que podía 
encontrarse regulado el trabajo penitenciario, si bien no 
la relación laboral especial, serán la LOGP y el 
Reglamento Penitenciario de 1981.
32. El Reglamento Penitenciarlo de 1996. Habrá por 
tanto que esperar hasta 1996 para encontrar una respuesta 
a las dudas planteadas hasta ahora. En efecto, el RP de 
1996 al regular, por fin, la relación laboral especial de 
los penados, incluyó dentro de su ámbito de aplicación, 
como ya avancé, desde luego no a todas las modalidades de 
trabajo penitenciario existentes, sino sólo una de ellas: 
aquella que, a juicio de legislador, poseía todas las
91 Cuya regulación se produjo entre 1985 y 1986, 
excediéndose en este último caso del plazo de doce meses 
otorgado por esta Ley 32/1984, de 2 de agosto. Así, en 
ese período temporal se dictaron el RD 1382/1985, de 1 de 
agosto, por el que se regula la relación laboral de 
carácter especial del personal de alta dirección; el RD 
1424/1985, de 1 de agosto, por el que se regula la 
relación laboral de carácter especial del servicio del 
hogar familiar; el RD 1006/1985, de 26 dé junio, por el 
que se regula la relación laboral especial de los 
deportistas profesionales; el RD 1435/1985, de 1 de 
agosto, por el que se regula la relación laboral especial 
de los artistas en espectáculos públicos; el RD 
1438/1985, de 1 de agosto, por el que se regula la 
relación laboral de carácter especial de las personas que 
intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno 
o más empresarios, sin asumir el riesgo y ventura de 
aquellas; el RD 1368/1985, de 17 de julio, por el que se 
regula la relación laboral de carácter especial de los 
minusválidos que trabajen en los Centros Especiales de 
Empleo; y el RDL 2/1986, de 23 de mayo, sobre el servicio 
público de estiba y desestiba de buques, en cuyo Título V 




notas de la relación laboral92: esto es, dependencia,
ajenidad, voluntariedad, retribución y carácter personal 
de la relación.
¿Y cuál era ésta, entre todas las modalidades? El 
artículo 134.1 RP de 1996 configuró como relación laboral 
especial la relación jurídica laboral existente entre el 
OATPP u organismo autonómico equivalente, y los internos 
trabajadores, "como consecuencia del desarrollo por éstos 
últimos de las actividades laborales de producción por 
cuenta ajena comprendidas en la letra c) del artículo
27.1 de la Ley Orgánica General Penitenciaria, excluidas 
las actividades productivas mediante fórmulas 
cooperativas o similares".
Y, en negativo, configuraba el ámbito de la RLEP 
declarando asimismo excluidas, de entre las modalidades 
del artículo 27.1 LOGP, todas las restantes, esto es, las 
"de ocupación no productiva que se desarrollen en los 
Establecimientos penitenciarios, tales como la formación 
profesional, el estudio y la formación académica, las 
ocupacionales que formen parte de un tratamiento, las 
prestaciones personales en servicios auxiliares comunes 
del establecimiento, y las artesanales, intelectuales y 
artísticas, y en general, todas aquellas ocupaciones que 
no tengan naturaleza productiva".
92 Así consta en la Exposición de Motivos del 
Reglamento Penitenciario de 1996, en la que expresamente 
se establece que en el mismo "se aborda la regulación 
pendiente de la relación laboral especial penitenciaria, 
dentro de la cual se encuadra exclusivamente el trabajo 
productivo por cuenta ajena de los internos por ser la 
única modalidad de trabajo penitenciario que posee las 
notas típicas de la relación laboral".
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De la conjunción de ambos preceptos puede colegirse 
que lo determinante para conformar el objeto de la
relación laboral especial es, para el legislador 
penitenciario, el que se trate de una actividad de
producción por cuenta ajena, que tenga naturaleza 
productiva; en definitiva, que el trabajo sea productivo. 
No hay más que leer ese parcialmente derogado Capítulo IV 
del Título III del RP de 1996 para ser consciente de
ello: en casi todos los artículos dedicados a regular la 
relación laboral especial se mencionaban los términos 
"trabajo productivo”93, dándose a entender que era 
exclusivamente ese el trabajo objeto de esta relación. En 
cierto modo con ello se continuaba en la línea del RP de 
1981, cuyo artículo 186.1 disponía que "el trabajo 
directamente productivo será regulado por la normativa 
general de las relaciones laborales a que se refiere el 
art. 191”, el cual a su vez determinaba que "las 
relaciones laborales penitenciarias y el Régimen de
Seguridad Social de aplicación a los internos se regirán 
por lo dispuesto en el presente Reglamento (...) sin 
perjuicio de las normas que se dicten en desarrollo de lo 
establecido en el art. 2s.l.c) del Estatuto de los 
TrabajadoresM.
93 Véanse los derogados artículos 135 (derechos 
laborales), 138 (organización del trabajo productivo),
140 (dirección del trabajo y participación de los 
internos), 142 (sectores laborales), 144 (adjudicación de 
puestos de trabajo), 146 (compatibilidad del trabajo
productivo con el tratamiento), 147 (régimen
retributivo) . No sólo eso. Las propias secciones en que 
se divide el Capítulo hacen hincapié en los citados 
términos: Sección 4fi, sobre Organización laboral del
trabajo productivo; Sección 6a, sobre Remuneración del 




Además, la equiparación entre trabajo productivo y 
actividades laborales de producción se producía 
expresamente en el artículo 132 RP de 1996, precepto que 
sigue estando en vigor al no haber sido derogado por el 
RD 782/2001, y según el cual "el trabajo penitenciario de 
carácter productivo por cuenta ajena, no realizado 
mediante fórmulas cooperativas o similares, a que se 
refiere la letra c) del artículo 27.1...".
Sin embargo, muchas fueron las incertidumbres que se 
plantearon en tomo a cuál era en concreto la modalidad 
de trabajo que constituía el ámbito objetivo de la 
relación laboral especial, pues si bien de modo expreso 
parecía limitarse a la prevista en el artículo 27.1.c) 
LOGP, el mismo RP desmentía dicho parecer, en especial 
con relación a la modalidad de prestación personal en 
servicios auxiliares comunes del establecimiento94, 
disponiendo de modo expreso en su artículo 305, que 
permanece vigente, que "1. Cuando el Economato, la 
Cafetería o la Cocina sean gestionados por la propia 
Administración Penitenciaria, las prestaciones que deban 
realizar los internos en servicios auxiliares o mecánicos 
de los mismos no tendrán, en ningún caso, la naturaleza 
de relación laboral especial penitenciaria, sin perjuicio 
de las recompensas y beneficios penitenciarios que se les 
puedan conceder. 2. Cuando el Economato, la Cafetería o 
la Cocina sean gestionados por el Organismo Autónomo 
Trabajo y Prestaciones Penitenciarias mediante la fórmula 
de taller productivo, los servicios auxiliares o
94 En torno al debate planteado, y haciéndose eco 
de las distintas voces, puede leerse, en profundidad, la 
obra de SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., sobre todo su Capítulo V "Concepto. 
Elementos configuradores de la RLEP", pp. 175 a 236.
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mecánicos de los mismos desempeñados por los internos 
tendrán la naturaleza de relación laboral especial 
penitenciaria. 3.
Además, existía una total ausencia de concreción 
respecto del contenido que debía darse a los términos 
trabajo productivo. En el siguiente apartado esas dudas 
se abordarán con detenimiento, al analizar las 
diferencias existentes entre el RP de 1996 y el RD 
782/2001, por lo que se refiere a la delimitación del 
ámbito objetivo de la relación laboral especial.
2.2. LA MODALIDAD QUE POSEE LAS NOTAS DE LABORALIDAD.
2.2.1. EL TRABAJO OBJETO DE LA RELACIÓN LABORAL 
ESPECIAL SEGÚN EL RD 782/2001.
33. La modalidad objeto de la relación laboral 
especial conforme al RD 782/2001. Como ya avancé en el 
Capítulo anterior, el RD 782/2001, de 6 de julio, ha 
venido finalmente a regular de modo íntegro la relación 
laboral de carácter especial de los penados que realicen 
actividades laborales en talleres penitenciarios. Al 
igual que en su momento hizo el RP de 1996, este RD 
selecciona de entre las modalidades de trabajo 
penitenciario contempladas en el artículo 27 LOGP aquella 
que más se ajusta al trabajo en libertad, para otorgarle 
el carácter de modalidad objeto de la relación laboral 
especial que el artículo 2.1.c) ET contempla.
De este modo, en el artículo 1.1 RD, donde se 
establece el ámbito de aplicación de esta norma, se
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señala que "el presente Real Decreto regula la relación 
laboral de carácter especial existente entre el Organismo 
Autónomo Trabajo y Prestaciones Penitenciarias u 
organismo autonómico equivalente y los internos que 
desarrollen una actividad laboral en los talleres 
productivos de los centros penitenciarios, así como la de 
quienes cumplen penas de trabajo en beneficio de la 
comunidad". Considerándose a estos efectos como 
trabajadores, en el artículo 2.1 RD, a "los internos que 
desarrollen actividades laborales de producción por 
cuenta ajena en los talleres productivos de los centros 
penitenciarios". Y como empleador, según el artículo 2.2 
RD, "en todos los casos el Organismo Autónomo Trabajo y 
Prestaciones Penitenciarias u órgano autonómico 
equivalente".
34. ¿Cuál es la concreta modalidad, de entre las 
previstas en el artículo 27.1 LOGP? Puede afirmarse que 
la redacción que sobre esta cuestión contenía el derogado 
artículo 134.1 RP de 1996 era más precisa que la 
efectuada por el RD 782/2001, por lo que se refiere a 
cuál era, de entre las señaladas por el artículo 27.1 
LOGP, la modalidad de trabajo penitenciario objeto de la 
relación laboral especial pues, como ya se ha visto, de 
modo expreso contemplaba como tal la relación existente 
entre los mismos sujetos, esto es, el OATPP y los 
internos trabajadores, por medio de la cual éstos 
desarrollaran actividades laborales de producción por 
cuenta ajena conforme al artículo 27.1.c) LOGP, quedando 
excluidas las que se llevaran a cabo mediante fórmulas 
cooperativas.
Ahora bien, ello no significa que dicha redacción no 
provocara altas dosis de inseguridad jurídica, no sólo
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por la falta de concreción de lo que eran las 
"actividades laborales de producción por cuenta ajena” o 
el trabajo productivo igualmente mencionado en el texto, 
sino también por la utilización desde el mismo RP de 1996 
de otros criterios distintos al citado para determinar la 
existencia de relación laboral especial, como pueda ser 
el ya mencionado previamente del órgano encargado de la 
gestión de determinados servicios del establecimiento, en 
el artículo 305 del mismo.
2.2.2. ELEMENTOS CONFIGURADORES DE LA ACTIVIDAD 
OBJETO DE LA RELACIÓN LABORAL ESPECIAL PENITENCIARIA.
35. ¿Se ha producido un cambio sustancial con la 
nueva regulación reglamentaria de la relación laboral de 
carácter especial? ¿Puede decirse que se trata de la 
misma actividad, o existe un cambio sustancial con la 
nueva redacción dada por el RD 782/2001?
Como se ha visto, en su artículo 1.1 se exige, para 
la existencia de la relación laboral de carácter 
especial, que los internos trabajadores desarrollen una 
actividad laboral en los talleres productivos de los 
centros penitenciarios. Cabe preguntarse a qué tipo de 
actividad está haciendo referencia el legislador cuando 
habla de actividad laboral. Resulta evidente que se está 
refiriendo a una actividad de trabajo, si bien el RD no 
ha profundizado con este precepto en la naturaleza de ese 
trabajo, otorgándole en este caso poca autoridad como 
criterio para delimitar el ámbito objetivo de la relación 
especial, pues podrían ser varias, de entre las 
modalidades de trabajo recogidas en el artículo 27.1 
LOGP, las que se ajustarían a dicha descripción. Pero
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también podría interpretarse directamente como actividad 
que posee las notas de laboralidad, los presupuestos 
sustantivos de toda relación laboral, siguiendo en este 
caso la línea abierta por el legislador en la Exposición 
de Motivos del RP de 1996.
Ahora bien, entiendo que en el artículo 2.1 RD se da 
respuesta a la pregunta planteada, concretándose en 
cierto modo a qué se está refiriendo el legislador cuando 
habla de actividad laboral: a las actividades laborales 
de producción por cuenta ajena.
Son dos, pues, los elementos que confluyen en la 
actividad objeto de esta relación laboral especial, y que 
van a ser el centro del análisis a efectuar en los 
apartados siguientes:
(1) Debe tratarse de actividad laboral de producción 
por cuenta ajena.
(2) Debe desarrollarse en talleres productivos de 
los centros penitenciarios.
2.2.2.1. Actividad laboral de producción por cuenta ajena.
36. Configuración normativa de este primer elemento.
Este elemento viene configurado de modo idéntico a como 
venía contemplado en el RP de 1996. En efecto, el 
artículo 134.1 RP de 1996 identificaba el objeto de la 
relación laboral especial penitenciaria (en adelante, 
RLEP) exclusivamente con la modalidad de trabajo 
penitenciario recogida en el apartado c) del artículo
27.1 LOGP, esto es, las actividades laborales de 
producción por cuenta ajena, excluyendo de forma expresa
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aquellas actividades de producción que se desarrollaran 
mediante fórmulas cooperativas o similares, y que también 
venían previstas en ese apartado c).
Ciertamente, del análisis efectuado de ese precepto 
se deducía el hecho de que sólo la modalidad prevista en 
ese apartado c) era susceptible de ser el objeto de la 
RLEP. Pero en ello influía, sin duda, el desarrollo 
reglamentario que se había realizado de ese artículo 27.1 
LOGP. Porque no necesariamente modalidades incluidas en 
otros apartados tenían que ser excluidas del ámbito de 
aplicación de la RLEP, dada la posibilidad de que en 
ellas estuvieran presentes, si así lo hubiera querido el 
legislador, los presupuestos que definen a la relación 
laboral.
Volviendo al análisis del RD 782/2001 y centrándonos 
en el dato objetivo, sí puede decirse que existe algún 
cambio, si no sustancial, al menos destacable, en la 
redacción del artículo 1 RD:
A) El primero es la inexistencia de mención alguna 
del artículo 27.1 LOGP al establecer el ámbito objetivo 
de la relación, lo que por la doctrina se ha denominado 
"pérdida del soporte normativo de referencia"95. Y por 
esa misma doctrina se ha interpretado este hecho como un 
intento loable de dar mayor trascendencia a los aspectos 
laborales de esta relación.
95 Cfr. SOLER ARREBOLA, J.A. , "El tardío 
desarrollo reglamentario laboral de la relación especial 




Podría entenderse que, desvinculando la relación de 
la LOGP, se vincula con mayor intensidad al ordenamiento 
jurídico laboral, desde el momento en que la Ley 55/1999 
habilita expresamente al Gobierno para regularla, sin 
necesidad de que, como había sucedido hasta ese momento, 
esa regulación se produjera a través de la normativa 
reglamentaria de desarrollo de la LOGP, hecho éste de la 
regulación ajena a la LOGP que debería haberse producido 
desde el mismo momento del reconocimiento de su 
naturaleza laboral especial, como se hizo con las 
restantes relaciones laborales especiales, siendo ésta 
además la mejor vía para asimilar este trabajo al trabajo 
en libertad.
Sin embargo, y por este mismo motivo de su 
desvinculación, aunque sea formal, de la LOGP, resulta 
especialmente criticable el inmovilismo presente en el 
Decreto, la falta de incorporación al ámbito de la 
relación laboral especial de esas otras modalidades de 
trabajo penitenciario que pudieran haber venido incluidas 
por la posible presencia de los presupuestos sustantivos 
de la relación laboral en las mismas, como era el caso de 
las prestaciones personales en servicios auxiliares 
comunes del establecimiento, y de las ocupacionales, sea 
en su versión terapéutica, sea en su versión de 
actividades artesanales, intelectuales y artísticas.
B) El segundo cambio reseñable, vinculado a su vez 
con el primero, es la falta de alusión a las actividades 
productivas mediante fórmulas cooperativas o similares, 
referidas en el artículo 27.1.c) LOGP, ni en sentido 
positivo ni en sentido negativo; esto es, ni para 
incluirlas ni para excluirlas, como hacía el RP de 1996.
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Parece un olvido del legislador que, sin embargo, de 
una parte da realce a esa desvinculación formal desde el 
Decreto hacia el artículo 27 LOGP, y de otra parte 
entiendo no comporta un cambio sustancial por el 
siguiente motivo: porque, aun tratándose de actividades 
productivas, y por ello no excluidas per se del ámbito de 
la relación laboral especial, a la vista de cómo entiendo 
que debe interpretarse el término actividad laboral, esto 
es, como actividad laboral de producción por cuenta 
ajena, no podría incluirse en ese ámbito a esta modalidad 
de trabajo productivo, el efectuado mediante fórmulas 
cooperativas o similares, puesto que, como ya adelanté 
supra, viene siendo considerado doctrinalmente como 
trabajo por cuenta propia. En definitiva, se trata de 
trabajos excluidos por su propia naturaleza del ámbito de 
aplicación de la legislación laboral, no siendo necesaria 
su expresa mención. Lo que no es óbice para que, al ser 
productivos, sean remunerados, como dispone el artículo
27.2 LOGP.
37. Concepto de actividades laborales de producción 
por cuenta ajena. Centrándonos ahora en el que realmente 
es el primero de los elementos descriptores, y planteando 
qué cabe entender como actividades laborales de 
producción por cuenta ajena, debo decir que la 
incertidumbre conceptual es la que tradicionalmente ha 
venido acompañando a este primer elemento definidor del 
ámbito objetivo de la RLEP, que por sí sólo no ha servido 
para delimitar el mismo. Y ello porque, entre otros 
motivos, lo que la doctrina laboralista entiende 
conceptualmente como las actividades laborales de 
producción por cuenta ajena, identificadas en distintos 
preceptos de la anterior normativa penitenciaria en 
materia de RLEP con el trabajo directamente productivo o
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trabajo productivo, no resulta trasladable a ese ámbito 
penitenciario/ que se ha alejado del concepto mantenido 
por aquellos, lo que sin duda, entiendo, es un error 
cuando lo que se busca es asimilar esas actividades al 
trabajo que se efectúa en libertad y que forma el objeto 
del ordenamiento jurídico-laboral.
A este respecto, debe recordarse que para la
doctrina laboralista se incluyen en el concepto de 
trabajo productivo, o de actividades laborales de
producción, no sólo actividades de producción de bienes 
en sentido estricto, sino también actividades de
prestación de servicios96, prestadas a cambio de una 
retribución con independencia de los resultados obtenidos 
por el empresario97.
96 En este sentido pueden verse ALONSO OLEA y 
CASAS BAAMONDE, Derecho del Trabajo, cit., p. 41; MARTÍN 
VALVERDE, RODRÍGUEZ SAÑUDO y GARCÍA MURCIA, Derecho del 
Trabajo, cit., p. 159; y en la doctrina penal, DE LA 
CUESTA ARZAMENDI, "Trabajo. Introducción al Capítulo II", 
cit., p. 401.
97 Evidentemente, no es esa la única acepción de 
trabajo productivo, pero sí la que obtiene un mayor 
consenso. En sentido diferente, y al hablar del objeto 
del contrato de trabajo, señala ROMÁN DE LA TORRE, M.D., 
Poder de dirección y contrato de trabajo, Ed. Grapheus, 
Valladolid, 1992, p. 56, que éste "viene a recaer sobre 
el trabajo, la actividad desarrollada por el trabajador 
(y no el resultado de tal actividad) . Un trabajo que se 
configura como productivo para ambas partes en la medida 
en que conlleva una utilidad para el empresario en su uso 
y para el trabajador en cuanto le es remunerado". En mi 
opinión, anuda esta autora la productividad a la 
generación de un resultado para las partes del contrato, 
y en concreto para el trabajador esa utilidad será la 
remuneración. Sin embargo, si entendemos como productivo 
todo trabajo que genere cualquier utilidad, evidentemente 
podrían incluirse dentro de tal concepto otras 
modalidades de trabajo penitenciario que suponen para el 
trabajador la adquisición de conocimientos o habilidades, 
o la mera ocupación de un tiempo ocioso; en definitiva,
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38. ¿Sólo las actividades de producción de bienes?
Sin embargo, parece que tan sólo la primera 
interpretación -producción de bienes- sería la opción 
adoptada en principio por el legislador penitenciario 
para delimitar el ámbito de la RLEP, puesto que, como va 
a poder comprobarse, las actividades de prestación de 
servicios quedan en el Reglamento Penitenciario, salvo 
excepciones, al margen de toda consideración como trabajo 
productivo, como actividad de producción por cuenta ajena 
sometida por lo tanto a la normativa laboral, hecho que 
ha sido confirmado también por la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo tras producir dicha cuestión una 
abundante conflictividad.
39. Los conflictos en relación con la naturaleza de
las prestaciones personales. Estudio de la doctrina
judicial y de la jurisprudencia. Es comprensible, en 
cierto modo, que sean las prestaciones personales en 
servicios auxiliares comunes de los establecimientos las 
actividades que mayor número de conflictos han despertado 
respecto de su consideración o no como objeto de una 
relación laboral especial, aunque sea tan sólo por el 
elevado número de reclusos que las realizan en 
comparación con otras actividades.
En efecto, del estudio de la doctrina judicial y de
la jurisprudencia relativa a la existencia o inexistencia 
de relación laboral especial se desprende que las mayores
todo ello es algo útil para quien lo recibe. Y si sólo se 
entiende como utilidad la remuneración, estaríamos ante 
la postura defendida por el Tribunal Supremo y, como 
podrá verse, criticada seguidamente: es productivo porque 




incertidumbres las han generado las actividades que se 
configuran como prestaciones personales en servicios 
auxiliares comunes del establecimiento98, por cuanto que 
aquellos reclusos que las han venido desarrollando con 
cierta asiduidad y exclusividad e incluso sometimiento a 
horario, y superando en ocasiones la jornada máxima 
semanal prevista en el Estatuto de los Trabajadores, han 
solicitado el reconocimiento de la naturaleza laboral de 
su prestación de servicios, habitualmente acompañando a 
una reclamación de cantidad, encontrándose en la mayoría 
de ocasiones con pronunciamientos judiciales de órganos 
superiores, no así en la instancia, contrarios a la 
misma99, pronunciamientos que serán unánimes en ese 
sentido a partir de la sentencia del Tribunal Supremo,
98 Tareas tales como las de auxiliar de economato, 
auxiliar de enfermería, ordenanza de escuela y 
biblioteca, auxiliar de cocina, servicios de 
mantenimiento en la especialidad de fontanería, o 
pertenencia al batallón de limpieza.
99 Pueden consultarse en ese sentido, contrario al 
reconocimiento de su naturaleza laboral, las sentencias 
de los Tribunales Superiores de Justicia de Aragón de 18 
de febrero de 1992 (AS/640) ; Canarias de 31 de diciembre 
de 1992 (AS/6073); Andalucía de 24 de abril de 1992
(AS/6499) , de 18 de marzo de 1997 (AS/1004) , de 23 de
febrero de 2001 (JUR 2001\169560) , de 8 de mayo de 2001 
(AS/2858) y de 23 de octubre de 2001 (JUR 2002\26498) ; 
Galicia de 31 de marzo de 1993 (AS/1372) y de 16 de marzo 
de 1995 (AS/973) ; Castilla-León de 16 de junio de 1993
(AS/2704) y de 1 de diciembre de 1994 (AS/4682); Baleares 
de 15 de abril de 1997 (AS/1479); Cataluña de 14 de enero 
de 1998 (AS/644) y de 24 de febrero de 1998 (AS/1818) ;
País Vasco de 26 de enero de 1999 (AS/24) y de 5 de
septiembre de 2000 (JUR 2001\40131); o Comunidad 
Valenciana de 3 de febrero de 2000 (AS/2182).
Como doctrina discrepante, reconociendo en 
consecuencia la laboralidad de la relación, puede verse 
la sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana de 30 de 
mayo de 1996, casada y anulada sin embargo por el TS en 
sentencia de 3 de febrero de 1997 (RJ/972).
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dictada en unificación de doctrina, de 3 de febrero de 
1997.
40. El concepto de trabajo productivo mantenido por 
la doctrina judicial antes de 1997. Criticas al mismo.
Son varios los motivos que han alegado los órganos 
judiciales para denegar ese reconocimiento, cuando 
aportan alguno100. En los primeros pronunciamientos, y 
siguiendo la doctrina del extinto Tribunal Central de 
Trabajo101, el motivo principal era el de que el trabajo
100 Resulta especialmente criticable por esta 
razón, la de no aportar prácticamente fundamento alguno a 
la resolución emitida, la sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Andalucía (Granada) de 8 de mayo de 2001 
(AS/2858), donde se señala en su Fundamento Único que "a 
la vista de lo precedente (esto es, un repaso de los 
servicios prestados por el demandante) no cabe duda de 
que la relación que une a los litigantes es de naturaleza 
administrativa y no laboral (...) por no darse las notas 
de ajenidad y trabajo productivo que configuran la 
relación laboral de carácter especial del art. 2.1.c) del 
ET (...) Pues bien, la actividad a la que fue destinado 
el actor no es un trabajo productivo o, si se quiere, 
usando la terminología legal, directamente productivo, 
sino que forma parte de la acción formativa y 
reeducadora." Esa actividad consistía, "básicamente", en 
la prestación de servicios como cocinero en la freidora, 
máquina de patatas, ayudante de cabo y alimentación, 
encargado de almacén descargando los camiones que allí 
iban y repartiendo zumo, leche y dietas tras terminar la 
descarga de camiones: por todo ello recibió 3.500 pesetas 
como gratificación, con cargo al Fondo de reclusos que se 
nutría de los beneficios del Economato. No puedo menos 
que usar la ironía para señalar que a mí sí me surgen 
dudas acerca de la naturaleza de la relación, sobre todo 
por lo que hace a la presencia o no de la nota de 
ajenidad que para el Tribunal es tan claramente 
inexistente a la vista de la relación de tareas 
desempeñadas por el interno.
101 Es el caso de las sentencias de los TTSSJJ de 
Canarias (AS 1992\6073), Andalucía (AS 1992\6499), 
Galicia (AS 1993\1372) y Castilla-León (AS 1993\2704 y 
1994\4682), en las que se cita de forma reiterada la
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desempeñado no era "directamente productivo" puesto que 
era trabajo que atendía fines de consumo y no de 
producción directa. Y, a pesar de que el propio artículo 
192.5 RP de 1981 otorgaba el carácter de productivo a 
esas tareas cuando se realizaran de modo exclusivo y 
continuado, y cumpliendo una jornada laboral ordinaria o 
a tiempo parcial, los tribunales les negaban esas 
condiciones a los servicios auxiliares, diferenciando 
además entre "trabajo productivo" y "trabajo directamente 
productivo", siendo tan sólo este último el que sería 
objeto de la normativa general de las relaciones 
laborales, a tenor de lo señalado en el artículo 186.1 en 
relación con el 191 de la misma norma reglamentaria. Eso 
sí, ninguna de las sentencias emitidas en un primer 
momento entra a analizar el significado, la naturaleza, 
del trabajo productivo o directamente productivo.
Tan sólo la sentencia del TSJ de Galicia de 16 de 
marzo de 1995 hace un esfuerzo en ese sentido. Así, en 
ella se mencionan los motivos por los que, a juicio del 
tribunal, el trabajo prestado en servicios auxiliares no 
es directamente productivo, señalando que "si bien es 
cierto que la actividad de servicios dentro de una 
empresa ordinaria es productiva en cuanto complementaria 
de la actividad productiva strictu sensuf este principio 
quiebra tratándose de los servicios que prestan los 
penados en establecimientos penitenciarios, no sólo por 
la razón legal antes aludida (supongo que el tribunal se 
está refiriendo al artículo 192.5 RP de 1981, pues es el 
citado en la sentencia) sino porque esas actividades 
están compensadas dentro del propio régimen penitenciario 
con permisos, que el actor ha disfrutado, y con redención




de penas, todo ello teniendo en cuenta además que dicha 
prestación de servicios tiene una finalidad formativa y 
terapéutica dentro del régimen penitenciario y para 
llevarlos a efecto no se exige capacitación especial, 
categoría profesional ni rendimiento concreto".
La concepción del trabajo directamente productivo 
que sostiene este Tribunal, y de un modo indirecto los 
restantes en sus primeros pronunciamientos, esto es, 
prácticamente todas las sentencias hasta la del Tribunal 
Supremo de 3 de febrero de 1997, resulta criticable a mi 
juicio por diversas razones, que paso inmediatamente a 
señalar.
En primer lugar, asimilar trabajo directamente 
productivo a aquel que atiende fines de producción 
directa tan sólo, dejando fuera del concepto a aquél que 
atiende a fines de consumo, además de encontrarse de 
frente con la opinión de la doctrina laboral mayoritaria 
en torno a la idea de que trabajo es tanto producción de 
bienes como prestación de servicios102, podría suponer por 
analogía la exclusión del campo de aplicación del 
ordenamiento jurídico laboral de otras relaciones hoy día 
conceptuadas como laborales, como pudieran ser las de los 
trabajadores domésticos. Resulta evidente, y así lo ha 
puesto de manifiesto la doctrina103, que el hogar familiar 
no es una unidad de producción sino una unidad de 
consumo, en concreto de autoconsumo por lo que se refiere 
a la prestación de servicios de los trabajadores 
domésticos. Ello implica que el trabajo, la prestación de
102 Véase nota al pié 13 de este Capítulo II.
103 Entre otros, QUESADA SEGURA, El contrato de 
servicio doméstico, cit., p. 66.
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servicios que éstos efectúan, va dirigida a la 
satisfacción de fines de consumo104, siendo en algunas de 
sus manifestaciones trabajos similares en cuanto a su 
contenido a los que prestan los reclusos al desarrollar 
las prestaciones personales obligatorias. Ahora bien, 
ello no ha impedido reconocer la existencia en esos casos 
de una relación laboral, si bien de carácter especial, 
como podría perfectamente haber ocurrido con los reclusos 
que presten este tipo de servicios105.
En segundo lugar, no es motivo a mi juicio 
suficiente de exclusión el que estos reclusos gocen, como 
consecuencia del desempeño de estos trabajos, de permisos 
y de beneficios penitenciarios, como fue en su momento la 
redención de penas por el trabajo o son ahora el 
adelantamiento de la libertad condicional o la solicitud 
de indulto particular, pues los preceptos que regulan 
estas instituciones en el vigente reglamento 
penitenciario -y los que las regulaban en el momento de 
resolverse estos asuntos- tan sólo las ligan al desempeño
104 Dispone QUESADA SEGURA que "el trabajo 
doméstico debe tener por finalidad la satisfacción de las 
necesidades propias del hogar, o lo que es igual, las 
estrictamente personales y domésticas de las personas que 
en el mismo convivan" -ult.ob.cit., p. 71-.
105 Señala asimismo QUESADA SEGURA -ult.ob.cit. , 
p. 65- que para la existencia de trabajo por cuenta ajena 
objeto del Derecho del Trabajo en el caso de los 
trabajadores domésticos es indiferente que el empleador, 
que ostenta la propiedad de los "frutos" del trabajo y
también de los medios de producción, se dedique a
"consumirlos para sí mismo, o prefiera amontonarlos, o
les extraiga un plusvalor al darle, finalmente, el
destino que les es propio: la venta en el mercado con el 
propósito de obtener un beneficio patrimonial".
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de una actividad laboral normal, en sentido amplio106, lo 
que implica que no sólo ésta sino también el resto de 
modalidades de trabajo dan derecho al disfrute en su caso 
de esos beneficios penitenciarios, no perdiendo por ello 
su carácter de productivos aquellos que para legislador e 
intérprete judicial verdaderamente lo poseen.
En tercer lugar, cuando el Tribunal menciona como 
otro de los motivos el hecho de que la prestación de 
servicios tiene una finalidad formativa y terapéutica, 
debe recordarse que dentro de los caracteres propios del 
trabajo penitenciario en general, conforme al artículo 26 
LOGP y al entonces vigente artículo 182 RP de 1981, está 
el de ser "formativo, creador o conservador de hábitos 
laborales, productivo o terapéutico, con el fin de 
preparar a los internos para las condiciones normales del 
trabajo libre". Parece en efecto que en estos artículos 
se contrapone el. carácter terapéutico al de productivo, 
como si el mismo trabajo no pudiera ser ambas cosas de 
modo simultáneo. Y sin embargo, el artículo 187 RP de 
1981 contemplaba la existencia de trabajo terapéutico 
remunerado, trabajo que necesariamente entonces habría de 
ser productivo pues, a tenor de lo dispuesto en el 
artículo 27.2 LOGP y 185.2 RP de 1981, sólo éste sería 
remunerado.
Por último, el hecho de que para el desempeño de 
estos servicios no se exija ni capacitación especial, ni 
categoría profesional ni rendimiento alguno tampoco 
implica per se la ausencia de carácter productivo del 
trabajo efectuado, ni la inexistencia de relación
106 Véanse los artículos 205 y 206 RP de 1996, y 




laboral, pues ello no supone necesariamente la ausencia 
de las notas propias de la misma.
41. La jurisprudencia del Tribunal Supremo en la
materia. Por su parte, el Tribunal Supremo en la 
sentencia de 3 de febrero de 1997 vuelve a insistir en el 
mismo motivo para justificar la ausencia de relación 
laboral, aun en el supuesto de prestaciones de carácter 
personal efectuadas con cierta continuidad y percibiendo 
una gratificación por ello: el que esos trabajos
desarrollados por los reclusos no sean directamente 
productivos. Y efectúa en este caso el Tribunal Supremo 
esta mención aun sin entrar a definir los conceptos 
citados.
Al mismo tiempo, utiliza el entonces reciente RP de 
1996, norma que había entrado en vigor siete meses antes 
de dictarse la sentencia aunque por ese motivo sin poder 
aplicarse al supuesto controvertido107, como soporte 
argumental para justificar la inexistencia de relación 
laboral, por ser el sujeto encargado de la gestión de
esos servicios de cocina, lugar donde el demandante ha
prestado sus servicios como cocinero de segundo plato, la
Administración penitenciaria y no el OATPP, lo que en esa 
nueva norma se configura como se ha podido ver, en su 
artículo 305, como prestación personal ajena al ámbito 
propiamente laboral. Diferencia en cuanto a los sujetos 
que sin embargo, y como también he mencionado 
previamente, el RP de 1981 no hacía, siendo este tipo de
107 En ese sentido recuerdan GARCÍA DE ENTERRÍA, 
E. y FERNÁNDEZ, T-R., Curso de Derecho administrativo, 
Tomo I, 5a ed., Cívitas, Madrid, 1990, p. 218, que, en 
correcta aplicación del artículo 9.3 CE, "el Reglamento 
no puede establecer normas, en cuanto éstas afecten a los 
ciudadanos, más que para el futuro".
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servicios atendidos siempre por la Administración 
penitenciaria, por lo que en mi opinión no viene al caso 
su inclusión.
Por lo que se refiere al concreto motivo alegado, 
para justificarlo, el Tribunal efectúa una extraña 
pirueta: en lugar de analizar el significado de los
términos "trabajo directamente productivo", y darnos con 
ello la respuesta a las dudas que se han venido 
planteando, mantiene que el artículo 192.5 no puede 
entrañar, aun en el caso de efectuarse el trabajo en esas 
condiciones de continuidad, exclusividad, etc., que se 
"ensanche el ámbito de la relación laboral especial, 
llevando a ella trabajos que no son directamente 
productivos (¿?) y que tienen la naturaleza de prestación 
personal, ya que de entenderse así, no quedaría respetado 
el explícito mandato que contiene el artículo 27.2 de la 
Ley Orgánica 1/1979 conforme al cual todo trabajo 
directamente productivo que realicen los internos será 
remunerado y
En realidad, en lugar de plantearse el Alto Tribunal 
que esos trabajos quizá deberían ser remunerados, no sólo 
por las concretas condiciones en las que se desarrollan y 
que conllevan su consideración como trabajo productivo 
por el propio RP de 1981, sino también por la necesidad 
de cumplir con la finalidad reeducadora y reinsertora de 
la pena privativa de libertad consagrada 
constitucionalmente, lo que impone que en materia de 
trabajo penitenciario éste se asimile en la mayor medida 
de lo posible al trabajo en libertad108, en lugar de hacer
108 Puede verse también sobre esta idea y 
criticando igualmente la citada sentencia del Tribunal
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esto, el Tribunal actúa en sentido contrario: mantiene 
que no son trabajos objeto de una relación laboral 
especial porque se estaría incumpliendo el artículo 27.2 
LOGP debido a su falta de remuneración. Probablemente 
hubiera sido más lógico que el Tribunal hubiera
profundizado en la diferencia existente entre trabajo 
productivo, trabajo directamente productivo, y aquel que 
no lo es, en vez de presuponer su significado y por ello 
sus diferencias. Y que, una vez definido el concepto de 
trabajo directamente productivo, se hubiera planteado si 
es posible su desarrollo en esta modalidad de trabajo 
penitenciario, siendo que, en caso de respuesta
afirmativa a esa pregunta, es entonces cuando
efectivamente se estarían incumpliendo las previsiones 
del artículo 27.2 LOGP. En mi opinión, hubiera resultado 
más razonable que el Tribunal se preguntara si la
inexistencia de remuneración es lícita dada la posible 
aplicación del artículo 192.5 RP de 1981.
Además, estimo que quizás el Tribunal en su
interpretación haya pasado por alto la ratio legis, la 
intención del legislador, que se deduce claramente de una 
interpretación literal del precepto en cuestión, dado que 
la dicción del artículo 192.5 RP de 1981 no resultaba ni 
oscura ni ambigua. Se trata por lo tanto de una sentencia 
incompleta, a mi juicio, muy criticada por algunos 
autores109, y que sin embargo, y como es su vocación, ha
Supremo, a SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., pp. 215.
109 Véase el comentario a la misma de ELIAS 
ORTEGA, "Los servicios auxiliares de los internos como 
relación laboral especial en los establecimientos
penitenciarios", cit., p. 2, comentario con el que 
parcialmente coincido. También SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., pp. 214 y
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sido utilizada por los órganos judiciales inferiores para 
resolver en consecuencia, de forma contraria a los 
intereses de los reclusos110.
42. Conclusión al respecto. De todo lo antedicho 
puede finalmente concluirse que el criterio utilizado por 
el Tribunal Supremo para negar la existencia ^ en estos 
casos de relación laboral especial, mientras estuvo en 
vigor el RP de 1981, era el de que los trabajos 
efectuados por los reclusos en servicios auxiliares 
comunes del establecimiento penitenciario fueran o no 
directamente productivos, términos indeterminados que 
provocaban un alto grado de inseguridad jurídica.
Tras la entrada en vigor del RP de 1996, ninguna de 
las prestaciones personales en servicios auxiliares 
comunes del establecimiento será considerada de carácter 
productivo ni objeto de la relación laboral especial 
penitenciaria, salvo los servicios o trabajos prestados 
por los internos en Economatos, Cafeterías o Cocinas 
siempre que su gestión se haya otorgado al OATPP bajo la 
fórmula o, lo que es lo mismo, con la naturaleza de 
taller productivo.
ss. Y RODRÍGUEZ MESA, M.J., "La relación laboral especial 
de los penados en instituciones penitenciarias", en 
Revista de Derecho Social, n2 16/2001, p. 48, quien, en 
la misma línea de las críticas planteadas, señala que "la 
doctrina que ha mantenido el Tribunal Supremo respecto de 
este tipo de prestaciones es doblemente insatisfactoria".
110 Sin añadir nada nuevo al respecto, en el mismo 
sentido pueden verse las sentencias de los Tribunales 
Superiores de Justicia de Baleares (AS 1997\1479), 
Cataluña (AS 1998X644, fdto. jco. 11a), País Vasco (AS 




Y el RD 782/2001 en nada modifica lo previsto en ese 
artículo 305 RP de 1996, por lo que puede concluirse, aun 
a riesgo de pecar de futurible, que los órganos 
judiciales, por mucho que desde los servicios de atención 
jurídica penitenciaria se anime a los reclusos a demandar 
el reconocimiento en esos casos de una relación laboral 
de carácter especial111, van a seguir pronunciándose en el 
mismo ^ sentido.
43 • La presunta vulneración del principio de 
igualdad en la ley. Sin embargo, esta postura de nuestros 
órganos judiciales ha llevado a una parte de la doctrina 
a plantearse el problema de la presunta vulneración del 
principio de igualdad en la ley consagrado en el artículo 
14 de la Constitución Española112. Este principio,
111 Ello puede deducirse de un documento "sobre el 
trabajo en prisión" presentado en los III Encuentros de 
Servicios de Orientación Jurídica Penitenciaria y Turnos 
de Atención Penitenciaria de los Colegios de Abogados de 
España, organizados por la Asociación de Abogados 
Victoria Kent de Burgos y celebrados en dicha ciudad los 
días 16 y 17 de noviembre de 2001. Ese documento, cuya 
autoría concreta no me consta, al hablar sobre el ámbito 
de aplicación del RD, y en relación con el problema de 
delimitar qué trabajos vienen recogidos por la normativa 
aludida y qué prestaciones de servicios carecen de 
laboralidad, defiende la plena viabilidad de la demanda 
planteada por un preso que desempeñe servicios de este 
tipo con la pretensión de que se declare el carácter 
laboral de la relación, de modo contrario por lo tanto a 
lo que hasta ahora ha sido la línea seguida por los 
órganos judiciales.
112 Es el caso de ELIAS ORTEGA, "Los servicios 
auxiliares de los internos como relación laboral especial 
en los establecimientos penitenciarios", cit., p. 3, 
quien subraya que se opone a ese principio el "gue una 
misma actividad desarrollada en un centro penitenciario 
reciba una consideración opuesta en función del organismo 
público que lo gestione". Del mismo autor, "Comentario 
sobre el mandato al gobierno para una nueva regulación 
reglamentaria de la relación laboral de los penados",
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conforme ha dispuesto el Tribunal Constitucional en 
numerosas resoluciones113, "impone al legislador el deber 
de dispensar el mismo trato a quienes están en 
situaciones jurídicas iguales, con prohibición de toda 
desigualdad que carezca de justificación objetiva ir­
razonable o resulte desproporcionada en relación con 
dicha justificación". La doctrina constitucional en 
materia de igualdad en la ley se traduce en que a iguales 
supuestos de hecho deben corresponder iguales 
consecuencias jurídicas, entendiéndose como iguales 
aquellos supuestos en los cuales la introducción de 
elementos diferenciadores sea arbitraria o carezca de un 
fundamento racional, y requiriéndose además para que la 
diferenciación sea lícita el que lo sea el fin que con 
ella se persigue, así como que las consecuencias 
jurídicas de tal diferencia sean adecuadas y 
proporcionadas a dicho fin.
Aranzadi Social, nfl 21/2000, p. 86. En sentido similar se 
pronuncia SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial
penitenciaria, cit., p. 223 y 294. Por su parte,
RODRÍGUEZ MESA, "La relación laboral especial de los
penados en Instituciones Penitenciarias", cit., p. 49, 
mantiene que "la diferencia se basa pues en un dato 
meramente formal, cual es el órgano encargado de la
gestión. Esta regulación, confirmada por el Real Decreto 
782/2001, además de carecer de base legal, puede dar 
lugar a situaciones de injusticia material..."
113 Véanse en este sentido, cercanas en el tiempo, 
las sentencias 212/2001, 103/2002 o 119/2002. Sin
embargo, ya desde sus primeras sentencias el Tribunal 
Constitucional fue edificando esta sólida doctrina. Puede 
verse así, por ejemplo, la sentencia de 10 de julio de 
1981, donde sienta las bases de la misma, señalando que 
"sólo podría aducirse la quiebra del principio de 
igualdad cuando, dándose los requisitos previos de una 
igualdad de situaciones entre los sujetos afectados por 
la norma, se produce un tratamiento diferenciado en razón
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En el asunto que nos ocupa, podría pensarse que no 
nos encontramos ante supuestos iguales, desde el momento 
en que los servicios son gestionados por sujetos 
diferentes, lo que origina consecuencias jurídicas 
diferentes. Ello nos puede llevar a creer que no se dan 
los elementos propios de la situación de igualdad 
exigidos por la doctrina constitucional.
Sin embargo, a mi juicio, el trato desigual 
vulnerador del principio de igualdad en la ley se produce 
en un momento anterior a la existencia del sujeto 
encargado de la gestión: en mi opinión, lo que no tiene 
una justificación objetiva y razonable es que el sistema 
de gestión de esos servicios, en función del sujeto al 
que se encomiende, produzca unas consecuencias concretas 
en el régimen jurídico de la relación que se entable 
entre el recluso trabajador y el sujeto que gestiona, que 
las haga diferentes hasta el punto de gozar de 
naturalezas distintas aun cuando el trabajo a prestar sea 
el mismo, siendo además que el órgano encargado de 
decidir cuál será el sistema a utilizar es parte 
directamente implicada, pues "en función de sus propios 
intereses" puede erigirse o no en gestor mismo114. En 
otras palabras, no creo que las consecuencias jurídicas 
de tal diferencia sean adecuadas, desde la óptica del 
artículo 25.2 CE, ni proporcionadas al fin buscado, que 
entiendo que quizá sea la reducción del gasto público.
de una conducta arbitraria o no justificada de los 
poderes públicos".
114 Plantea el mismo reproche RODRÍGUEZ MESA, "La 
relación laboral especial de los penados en Instituciones 
Penitenciarias", cit., p. 49.
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En definitiva, el interrogante a plantearse sería el
de hasta qué punto no resulta arbitrario dejar en manos
de la propia Administración penitenciaria la adopción del 
sistema de gestión de esos servicios, cuando ello supone 
la existencia de regímenes jurídicos distintos aplicables 
a las relaciones de trabajo que surjan, sin encontrarse 
una justificación adecuada para ello, a salvo quizás de 
la puramente presupuestaria, impidiéndose con ello la
efectividad práctica del artículo 25.2 CE que reconoce a 
todos los reclusos el derecho a un trabajo remunerado.
Personalmente considero que el artículo 305 RP de 
1996, actualmente en vigor, debería ser objeto de
modificación en el sentido de hacer desaparecer los 
distintos regímenes jurídicos a que se encuentra sometido 
el trabajo del interno en función de quién sea el gestor 
de esos servicios115. Ello, sin embargo, y como ya se ha 
señalado, no ha ocurrido con la nueva regulación 
reglamentaria de la relación laboral especial, lo cual no 
deja de ser indudablemente criticable.
No obstante, y en el ínterin, nos queda el consuelo 
de saber que hoy por hoy sólo se utilizan los sistemas de 
gestión de estos servicios en los que la misma se 
encomienda bien al OATPP, bien a empresas externas 
adjudicatarias por contrato administrativo de 
servicios116. En definitiva, que los internos que presten
115 En el mismo sentido se pronunciaba ELÍAS 
ORTEGA, "Comentario sobre el mandato al gobierno de una 
nueva regulación reglamentaria de la relación laboral de 
los penados", cit., p. 87, antes por lo tanto de la 
aparición del nuevo RD regulador.
116 En ese sentido se pronuncian de forma rotunda 
ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA y RODRÍGUEZ RAMÍREZ, 
Reglamento Penitenciario Comentado, cit., p. 431 y ss.
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servicios personales en economatos/ cafeterías o cocinas 
estarán sometidos, bien sea a una relación laboral 
especial, bien sea a una relación laboral ordinaria; 
pero, en cualquiera de ambos casos, la naturaleza de la 
relación será la misma, laboral, pues el trabajo que 
llevan a cabo es el mismo y goza a priori de los mismos 
presupuestos sustantivos. Otra cosa será que el diferente 
carácter de esa relación laboral, común o especial en 
función del órgano gestor, esté justificado o no.
44. Sin embargo, no se incluyen todas las 
actividades de producción de bienes. Retomando el 
discurso en torno al concepto de actividades laborales de 
producción por cuenta ajena, y en sentido contrario al 
reseñado en los párrafos anteriores, existen al mismo 
tiempo actividades productoras de bienes, como podrían 
ser las realizadas en el exterior del establecimiento 
penitenciario por los internos clasificados en tercer 
grado por sistema de contratación ordinaria con empresas, 
o las actividades ocupacionales tengan o no que ver con 
el tratamiento, que quedan igualmente al margen de la 
normativa laboral, bien porque el propio RD las excluye 
expresamente117, o bien porque son consideradas como no 
productivas118.
117 Véase el artículo 1.2 RD 782/2001, que 
sustituye en términos muy similares al artículo 134.2 RP 
de 1996, excluyendo de su ámbito de aplicación "la 
relación laboral de los internos en régimen abierto, 
sometidos a un sistema de contratación ordinaria con 
empresarios".
118 Con ese alcance, como ya señalé, se 
manifestaba el derogado artículo 134.3 RP 1996, 
sustituido en idéntico sentido por el artículo 1.3 RD.
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Todo lo hasta aquí expuesto implica, a mi entender, 
que no es el concreto resultado de la actividad laboral 
desarrollada, distinguiendo a este respecto entre un bien 
o un servicio, lo que va a determinar la existencia o 
inexistencia de actividad de producción en sentido 
penitenciario, esto es, de actividad laboral de 
producción susceptible de ser el objeto de la RLEP. En 
definitiva, supone que no puede utilizarse éste como 
criterio delimitador, pues no resuelve las incógnitas 
planteadas.
Y tampoco lo es el hecho de que deba tratarse de una 
actividad prestada por cuenta ajena, pues ello tan sólo 
descarta, a efectos del ámbito objetivo de la relación 
laboral especial, a aquellas actividades de producción 
que se efectúen bajo fórmulas cooperativas o similares, 
cuya naturaleza ya se ha determinado. Dejando igualmente 
a un lado a aquellas modalidades que no pueden ser 
identificadas con un concepto estricto de trabajo, del 
resto de modalidades resulta evidente la dificultad para 
determinar su carácter, esto es, si se trata de trabajo 
por cuenta ajena o trabajo por cuenta propia, dado que si 
bien tradicionalmente han existido modalidades que 
reglamentariamente venían consideradas como actividades 
por cuenta propia, pues la propia normativa penitenciaria 
de desarrollo así lo señalaba119, en la actualidad tal 
distinción no existe de un modo expreso, pudiendo 
entenderse, bien que pueden prestarse de un modo 
indistinto por cuenta propia o por cuenta ajena, en
119 Era el caso, previsto por el artículo 186.3 RP 
de 1981, de las actividades artesanales, intelectuales y 
artísticas -junto con el estudio y la formación 




función de cómo se organice el trabajo desde la 
Administración Penitenciaria, bien que tan sólo cabe la 
prestación de esas actividades por cuenta ajena, dada la 
especial situación de sujeción en que se encuentra el 
recluso y la falta de dicha mención expresa, a contrario 
de lo que sucedía anteriormente. Con cualquiera de las 
soluciones se observa la ineficacia del elemento como 
criterio diferenciador si se contempla separadamente.
Por su parte, los tribunales no se han tomado la 
molestia de profundizar en el concepto de trabajo 
productivo como elemento definitorio y diferenciador, y 
cuando han tratado de hacerlo, sin duda lo han hecho de 
modo insatisfactorio, como también pudo verse.
45. Análisis doctrinal del concepto de actividades 
laborales de producción por cuenta ajena. Finalmente, 
también la doctrina científica ha intentado analizar este 
elemento, tratando de encontrar las características del 
mismo que le dotan de la cualidad de elemento 
diferenciador. Y sin embargo, podría colegir que no las 
ha hallado. En efecto, y aun cuando el estudio se efectúa 
sobre las previsiones del RP de 1996 en la materia, SOLER 
ARREBOLA concluye en su trabajo que "el elemento 
productivo es totalmente independiente al trabajo 
realizado. No se valora cuál es la actividad que se pueda 
entender como productiva, no se identifican los 
requisitos y la causa que la misma deba poseer, sino que 
se vincula exclusivamente a la organización del trabajo. 
La decisión de enlazar un trabajo con el OATPP o 
directamente con la Administración Penitenciaria, es una 
resolución que en nada afecta a la esencia de la 
prestación que ha de desarrollar el interno, pero que sin 
duda provoca una desigualdad de garantías, derechos y
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obligaciones"120. Conclusión que suscribo plenamente, y 
que como vamos a poder observar, puede predicarse por 
entero de la nueva regulación reglamentaria.
¿Cuáles son los argumentos que maneja SOLER para 
llegar a esta conclusión, al analizar el significado del 
trabajo productivo tratando de encontrar en él las 
características que lo cualifican como elemento 
diferenciador? Básicamente son cuatro: (a) la utilización
de la vía negativa para aproximarse a su significado; (b) 
la contraposición trabajo productivo versus trabajo 
ocupacional; (c) la correlación entre trabajo productivo 
y Organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones 
Penitenciarias; (d) el desarrollo del trabajo productivo 
en una localización específica, cual es el taller 
productivo.
(a) Respecto del primer argumento utilizado, señala 
SOLER que en el derogado artículo 134.3 RP de 1996, 
sustituido en forma casi idéntica por el artículo 1.3 RD, 
se establece una doble exclusión, por lo que se refiere a 
todas las modalidades de trabajo penitenciario del 
artículo 27.1 LOGP salvo la recogida en su letra c) : se 
las excluye del ámbito de la RLEP, pero también quedan 
excluidas del carácter productivo. Plantea este autor que 
la causa de la exclusión es abstracta, al no venir 
establecida de un modo expreso en la propia norma
120 Cfr. SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 225. Redunda el autor en 
esa idea al señalar, en la misma página, que "t oda 
actividad productiva queda determinada por su adscripción 
al OATPP a través de la fórmula de taller penitenciario".
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reglamentaria121. Y sin embargo del resto de articulado 
puede deducirse que la causa es el distinto carácter del 
taller o sector en que se desarrollen dichas actividades.
(b) Respecto del segundo argumento, mantiene SOLER 
que si se piensa en los trabajos desarrollados por los 
reclusos, resulta complicado, sin conocer a priori en qué 
modalidad de trabajo de las previstas en el artículo 27.1 
LOGP se encuentra comprendida, identificar las 
diferencias existentes entre tareas ocupacionales y 
tareas productivas, pues en ambos casos el tipo de 
actividad humana puede ser el mismo122.
En estos casos, el factor diferenciador es el 
sistema de organización del trabajo, sea a través de 
talleres ocupacionales o sea a través de talleres 
productivos, y consecuencia directa de ello es el 
distinto destino que se otorga a los resultados obtenidos 
con ese trabajo, pues así como en el primer caso - 
talleres ocupacionales- el artículo 153 RP dispone que 
necesariamente los beneficios económicos obtenidos por la 
venta de los productos en ellos elaborados deberán 
reinvertirse para la reposición de los materiales 
necesarios para la elaboración de los mismos, y para el 
pago de incentivos a los reclusos, en el caso de los 
talleres productivos el resultado de la venta de los 
productos genera un beneficio empresarial para el
121 Habla SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 214, de "exclusión de 
actividades que, sin ningún criterio explícito, quedan al 
margen de la afección de dicho calificativo".
122 Véase SOLER ARREBOLA, ult.ob.cit., p. 217.
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Organismo Autónomo123. Ello es debido a que la normativa 
reglamentaria, en concreto el RD 326/1995, configura ese 
trabajo productivo como un trabajo con vocación 
comercial, pareciendo a contrario excluidos de esta 
vocación el resto de trabajos penitenciarios.
(c) Respecto del tercer argumento empleado, se trata 
de la correlación existente entre trabajo productivo y el 
OATPP. El artículo 2.1 RD 326/1995 menciona como primera, 
entre las funciones de este Organismo, "la organización 
del trabajo productivo penitenciario y su oportuna 
retribución", trabajo del que en la Exposición de Motivos 
se había resaltado, como vimos, su vocación comercial.
De ahí que se vincule todo trabajo productivo al 
OATPP, y viceversa; en otras palabras, que se identifique 
trabajo productivo con OATPP. En ello incide además de 
forma decisiva el hecho de que, como pudo verse en el 
Capítulo anterior en relación con la resocialización, en 
la anterior normativa reguladora del OATPP, el Decreto 
2705/1964, se aludiera como función propia del mismo a la 
organización del trabajo penitenciario en general, como 
actividad habitual del recluso, sin abundar en el término 
productivo. Teniendo en cuenta, como también se subrayó, 
que todo cambio en la redacción de una norma 
necesariamente es intencionado, esto es, tiene un 
propósito específico, en el caso presente ese propósito 
ha de ser el de anudar trabajo productivo a OATPP,
123 Véase el artículo lO.l.c) RD 326/1995, de 3 de 
marzo, por el que se regula el OATPP, donde se mencionan, 
entre los recursos económicos del OATPP, "los ingresos de 
derecho público o privado que, en su caso, le corresponda 
percibir y los que se produzcan a consecuencia de sus 
actividades comerciales, industriales o análogas".
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circunscribiendo el ámbito funcional de este Organismo 
Autónomo exclusivamente a dicho trabajo.
Ello no obstante, esa identificación se relativiza y 
pierde fuerza desde el momento en que, en el artículo 305 
RP de 1996, lo que existe es una vinculación, no entre 
trabajo productivo y OATPP, sino entre taller productivo 
y OATPP.
(d) Respecto del cuarto argumento, debo decir que no 
es tanto un argumento en sí mismo como el resultado de la 
búsqueda de una característica propia del trabajo 
productivo que se asimile, tanto a la visión restrictiva 
que de ese término realiza el RP como a las distintas 
actividades que se circunscriben en el trabajo generador 
de la RLEP. Y esa característica propia de ese trabajo es 
la de que su desarrollo se efectúa en una localización 
concreta a través de la organización y control del OATPP: 
el taller penitenciario o productivo. Y que ello no 
depende más que de una decisión administrativa, y no de 
la propia actividad efectuada por los reclusos124.
En otras palabras, y como se ha podido ir deduciendo 
de la exposición hasta aquí efectuada, con el RP de 1996 
no era tanto el trabajo en sí, la naturaleza del mismo y 
su concreta realización las que objetivamente 
determinaban la existencia de una actividad laboral de 
producción por cuenta ajena susceptible de ser el objeto 
de esta RLEP; en definitiva, era la forma de organizar 
ese trabajo, bajo la fórmula de taller productivo, la que 
iba a otorgarle esa naturaleza.




Y es esta idea la que planea sobre el RD 782/2001, 
que ha venido a respaldar, a dar la razón, a quienes de 
este modo opinan.
46. Actividades laborales de producción por cuenta 
ajena y trabajo productivo en el RD 782/2001. En efecto, 
cuando se analiza el RD 782/2001, una de las menciones 
cuya ausencia a primera vista sorprende, y no de un modo 
desfavorable, dada su indeterminación, es la referencia 
al trabajo productivo, que, como se ha podido observar, 
con su constante reiteración en el RP de 1996 se había 
convertido en el trabajo objeto de la relación laboral 
especial. Quizás hayan sido esas críticas recibidas a 
causa de la indeterminación del término las que hayan 
llevado al Gobierno a otorgarle un papel secundario en el 
nuevo reglamento. Así, en éste tan sólo se menciona de 
modo expreso al trabajo productivo en los artículos 1.3, 
al hablar de las modalidades de ocupación no productiva 
excluidas del ámbito de aplicación del RD; 4.2, al 
mencionar las características del trabajo objeto de la 
relación laboral; 5, al señalar los derechos de los 
internos trabajadores; y 13, al referirse a la 
participación de los mismos en la organización y 
planificación del trabajo.
Parece por lo tanto que la delimitación del ámbito 
objetivo de la RLEP pasa por la utilización de otros 
elementos distintos al de trabajo productivo, elementos 
que se supone que la propia norma reglamentaria debe 
facilitar; en efecto, se trataría de los dos mencionados 




Sin embargo, esto último podría calificarse incluso 
hasta de falacia, pues si se observan los concretos 
preceptos en los que se recoge la expresión trabajo 
productivo, puede uno percatarse de que son todos 
aquellos que en teoría sirven para darnos las pautas 
interpretativas de este primer elemento delimitador que 
se está analizando.
Así, en el artículo 1.3 RD se establecen las 
modalidades de ocupación no productiva que quedan al 
margen de la RLEP: en otras palabras, se recogen aquellas 
actividades que no son de producción laboral. Dispone 
literalmente el precepto que "también quedan excluidas de 
esta regulación las diferentes modalidades de ocupación 
no productiva que se desarrollen en los establecimientos 
penitenciarios, tales como la formación profesional 
ocupacional, el estudio y la formación académica, las 
ocupacionales que formen parte de un tratamiento, las 
prestaciones personales en servicios auxiliares comunes 
del establecimiento, las artesanales, intelectuales y 
artísticas y, en general, todas aquellas ocupaciones que 
no tengan naturaleza productiva".
Pueden efectuarse por lo tanto las mismas críticas 
que SOLER planteaba al respecto, pues la dicción del 
precepto no se ha visto modificada mas que por lo que se 
refiere a la formación profesional ocupacional, siendo 
que con el RP de 1996 se hacía referencia a la formación 
profesional en general. ¿Podría incluirse por esta vía a 
la formación profesional reglada entre las actividades de 
naturaleza productiva? Evidentemente, entiendo que no, 
pues al tratarse de formación profesional en régimen 
académico estaría excluida igualmente por la vía de las
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actividades de estudio y formación académica, que gozan 
también de esta naturaleza no productiva.
Se trata este artículo 1.3 RD de un precepto 
abierto, en cuanto que el catálogo de actividades 
excluidas no es exhaustivo125, lo, que se deduce de dos 
argumentos concretos: de un lado, la utilización de la
expresión "tales como", lo que denota el carácter 
ejemplificativo del listado; y de otro, la última parte 
del precepto, que deja abierta la posible existencia de 
otras ocupaciones desprovistas de naturaleza productiva. 
Resulta difícil sin embargo imaginar qué otras 
actividades no productivas podrían realizarse al margen 
de las mencionadas expresamente, pues éstas engloban 
todas las modalidades de trabajo penitenciario previstas 
en el artículo 27.1 LOGP y distintas a la contenida en su 
letra c).
La causa de su exclusión continúa siendo la misma 
que la existente en el RP de 1996: su consideración como 
trabajo no productivo, causa abstracta e indeterminada, 
como se mencionó anteriormente, que sin embargo vuelve a 
ser utilizada en este caso como criterio diferenciador.
Más importante a los efectos del análisis que se 
está realizando es lo dispuesto en el artículo 4.2 RD, 
donde se determinan las características propias del 
trabajo objeto de la relación laboral. Así, en el mismo 
se establece de un modo expreso que "el trabajo que 
realice el penado objeto de relación laboral deberá ser 
productivo y remunerado". Esas características en
125 Véase en el mismo sentido SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 231.
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principio deberían servir para delimitar el ámbito 
objetivo de la relación laboral especial, esto es, para 
identificar el trabajo objeto de la misma y diferenciarlo 
del resto de trabajos a efectuar, no productivos y no 
remunerados por ello. Y cumple formalmente en ese sentido 
con lo dispuesto en el artículo 27.2 LOGP.
Sin embargo, tampoco puede escapar a la crítica la 
dicción de este precepto, por dos motivos: el primero,
accesorio, por la utilización del término penado en lugar 
de interno, pues podría ello apartar al trabajo 
desarrollado por los internos preventivos de su 
consideración como productivo y por lo tanto remunerado. 
No creo que esa haya sido la intención del Gobierno, pues 
en otro precepto del Decreto, como veremos, incluye a los 
preventivos como posibles sujetos de esta relación 
especial, y debiendo gozar por ello su trabajo de las 
mismas características que el del resto de internos.
En su momento, la utilización de terminología 
diversa para referirse al trabajador interno en el texto 
del Proyecto de Real Decreto fue criticada por el Consejo 
de Estado, concretamente en Dictamen de 31 de mayo de 
2 0 01126, crítica que fue atendida por el Gobierno en la 
redacción final del texto reglamentario, tratando de
126 Mantuvo la Comisión Permanente del Consejo de 
Estado, en Dictamen efectuado al texto del Proyecto de 
Real Decreto, que "seria conveniente ajustar la 
terminología que se utiliza (penado, interno, etcétera)". 
Y en el voto particular realizado a ese Dictamen por D. 
JOSE LUIS MANZANARES SAMANIEGO, manifestaba expresamente 
que "no sólo debería corregirse la terminología usada 
para identificar a los destinatarios de la norma, sino 
también aclarar la situación de quienes realicen trabajos 
productivos por cuenta ajena en los talleres de un centro 
penitenciario como presos preventivos o condenados a 
medida de seguridad privativa de libertad".
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unificar las distintas menciones empleadas bajo la 
denominación genérica de interno o interno trabajador, 
siendo la aquí censurada la única referencia a los 
penados que puede encontrarse en la regulación por el RD 
de la relación laboral especial -no así en su Capítulo 
IX, por el que se regula la Protección de Seguridad 
Social de los sentenciados a la pena de trabajo en 
beneficio de la comunidad, donde cuando se habla de los 
condenados a esa pena se les denomina penados, mas ello 
tiene una explicación, cual es la de que necesariamente 
han de ser denominados como penados dado que no son 
internos, esto es, no han ingresado en ningún
establecimiento penitenciario, ni están sometidos a una 
relación laboral, sea del tipo que sea-, y habiendo
desaparecido otros términos cuya presencia fue muy 
criticada, como la de "reclusos" y "exreclusos".
Respecto a la característica de productivo, 
podríamos preguntarnos qué sentido tiene hacer hincapié 
en un concepto que es indeterminado en su esencia, al 
menos trasladado al ámbito penitenciario, en el que se 
desarma la significación jurídico-laboral tradicional del 
mismo, cuando ciertamente sería esa la significación
necesaria pues de lo que se trata aquí es de separar, de
diferenciar, un trabajo de naturaleza jurídica laboral de 
otras actividades que no gozan de tal naturaleza. Vuelvo 
a insistir en su falta de concreción, y por ello de 
utilidad: si productiva es la actividad desarrollada cara 
a la producción de un resultado económicamente valorable, 
utilizando en este caso el concepto esgrimido por GARRIDO 
PÉREZ127, sean bienes o sean servicios, ¿por qué se dejan
127 Véase GARRIDO PÉREZ, E., El trabajo de 
minusválidos en centros especiales de empleo, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2000, p. 48.
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fuera actividades en las que se dan esas circunstancias, 
unas por el hecho del órgano encargado de su gestión y 
otras por pura discrecionalidad del Gobierno?
Además, poniendo en relación este precepto con las 
exclusiones señaladas en el artículo 1.3 RD, vuelve a 
destacarse la nota de la productividad como elemento 
diferenciador.
Y lo mismo se puede decir del resto de preceptos en 
los que se menciona esa noción: el reconocimiento del
derecho básico del interno trabajador al trabajo 
productivo y remunerado que pudiera ofertar la 
Administración penitenciaria -artículo 5.1.c) RD-, donde, 
como se verá más adelante, se reincide en esas 
características, pero también en el carácter de derecho 
prestacional del mismo; igualmente, el reconocimiento del 
derecho, puramente penitenciario, a que se valore el 
trabajo productivo realizado en orden al régimen y 
tratamiento penitenciario y a la concesión de beneficios 
penitenciarios -artículo 5.2 RD-; así como, en fin, el 
reconocimiento de la posibilidad de participación de los 
internos que realicen trabajos productivos en la 
organización y planificación del trabajo, para mejorar 
sus resultados -artículo 13 RD-.
El Gobierno, a pesar de haber señalado en los 
primeros preceptos del RD 782/2001 de una forma más 
precisa el ámbito objetivo de la relación laboral 
especial, en realidad sigue identificando el trabajo 
objeto de esta relación con el trabajo productivo, 




47. En conclusión. En definitiva, el nuevo Decreto 
no resuelve las dudas planteadas en torno al concepto de 
actividad laboral de producción por cuenta ajena, y 
utiliza finalmente la misma solución a la que 
necesariamente nos llevaba la interpretación de los 
preceptos del RP de 1996: no es el factor productivo como 
elemento intrínseco al trabajo efectuado por los internos 
el que determina por sí solo la existencia o inexistencia 
de la relación laboral especial, sino el hecho de que se 
organice su ejecución bajo una determinada fórmula: el 
taller productivo. El RP de 1996 no lo preveía de un modo 
explícito, el RD 782/2001 sí: esa es la diferencia. Por 
lo demás, y en relación con este primer elemento 
definidor, el ámbito objetivo de la RLEP no ha cambiado.
2.2.2.2. Actividad a desarrollar en los talleres productivos 
de los centros penitenciarios.
48. El desarrollo de esa actividad en talleres 
productivos del establecimiento penitenciario. Se trata 
éste del segundo elemento que integra el contenido de la 
actividad objeto de esta relación especial; y como ya he 
dicho, se trata del elemento128 realmente defini torio, 
pues es el que de un modo efectivo va a determinar cuáles 
son las actividades cuya realización es susceptible de 
contar con naturaleza laboral y venir por ese motivo 
regidas por el ordenamiento jurídico-laboral: lo serán 
aquellas actividades que se desarrollen en un taller 
productivo del centro penitenciario, con independencia de
128 Entendido este término, elemento, como el 
rasgo definidor de cualquier objeto material o 
intelectual -como señala ALARCÓN CARACUEL, M.R., en La 




que consistan en la producción de un bien o en la 
prestación de un servicio, siempre que ello se haga, 
además, por cuenta ajena.
La mención del taller productivo en el precepto en 
el que se determina el ámbito de aplicación de la norma 
reguladora de esta relación laboral especial comporta una 
modificación con respecto a las previsiones del RP de 
1996, y no meramente formal, en el sentido de que si bien 
con la normativa anterior la doctrina había entendido 
que, aun cuando el legislador hubiera manifestado su 
preferencia por el taller productivo como lugar de 
prestación del trabajo, nada impedía que la actividad 
pudiera ser efectuada fuera de dicho ámbito129, ello no 
parece posible con la actual dicción reglamentaria, en la 
que se circunscribe el trabajo objeto de la relación 
laboral especial al efectuado exclusivamente en los 
talleres productivos de los centros penitenciarios.
49. ¿Qué cabe entender por taller productivo? 
Recursos para aproximarse a su significado. Determinar 
por lo tanto qué debe entenderse por taller productivo 
resulta necesario a efectos de delimitar de un modo 
estricto el ámbito objetivo de esta relación laboral. Sin 
embargo, debe partirse de la ausencia de una definición 
legal de esta noción, lo que resulta sorprendente cuando 
la propia norma hace girar la existencia de la relación
129 En ese sentido se manifestaba SOLER ARREBOLA, 
La relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 379, 
tras observar lo dispuesto en el derogado artículo 142.1 
RP de 1996, donde se señalaba que "el trabajo productivo 
penitenciario se desarrollará en los talleres existentes 
en los Establecimientos Penitenciarios o en los espacios 




en torno a ella, otorgándole de un modo directo una 
extraordinaria importancia. En otras palabras, el RD 
adopta la noción de taller productivo como centro de 
imputación a partir del cual construir la relación, pero 
sin entrar a definirlo, tarea que queda por lo tanto para 
el operador jurídico.
Así, para abordar la identificación del significado 
de taller productivo existen varias vías que pueden 
resultar, cuando menos, útiles. La primera (a) trataría 
de aproximarse a su significado por contraposición con el 
de taller ocupacional, vía seguida por SOLER para tratar 
de hallar la significación de trabajo productivo que, 
como pudo verse, no le dio buen resultado. La segunda (b) 
sería la de analizar qué es lo que la normativa, sea la 
estrictamente penitenciaria o sea la laboral reguladora 
de la relación laboral especial, sugiere a su respecto, 
más allá de esa ausencia de definición.
(a) Pues bien, la primera de las vías sería, como ya 
he señalado, la de la oposición entre taller productivo y 
taller ocupacional. Para ello, y a pesar de que la 
normativa penitenciaria no efectúa una distinción entre 
uno y otro, voy a tratar de utilizar las previsiones que 
en otras normas vienen plasmadas, en concreto en aquellas 
que se encargan de regular la relación de los 
trabajadores minusválidos con los centros que les 
facilitan ocupación o trabajo130, pues expresamente 
diferencian en su contenido entre centros productivos, si
130 Sigo en esta parte, y de un modo estricto, el 
estudio efectuado por GARRIDO PÉREZ, El trabajo de 




bien no denominados de este modo, y centros
ocupacionales.
Así, la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración 
Social de Minusválidos distingue para la ocupación de los 
minusválidos entre los Centros Especiales de Empleo y los 
Centros Ocupacionales. Los primeros, regulados en el RD 
2273/1985, de 4 de diciembre, se configuran como 
estructuras empresariales en las que los minusválidos 
prestan un trabajo productivo y remunerado, con vistas a 
su mayor capacitación social y profesional y a un posible 
acceso al mercado de trabajo ordinario; mientras que los 
segundos, regulados a su vez por RD 2274/1985, de 4 de 
diciembre también, desarrollan tan sólo un servicio
social, permitiendo a los minusválidos efectuar 
actividades o labores no productivas (terapia 
ocupacional); y todo ello al tiempo que reciben en ambos 
centros unos servicios personales de ajuste social y 
personal al objeto de lograr una mayor habilitación
personal y una mejor adaptación a su realidad social, 
función ésta que introduce un parámetro de diferenciación 
entre, sobre todo, el centro especial de empleo y una 
empresa ordinaria131. En definitiva, y expuesta de este 
modo, la distinción entre unos centros y otros parece
notoria e indiscutible.
Además, y a diferencia de lo que ocurre con la 
normativa relativa a los reclusos, la de los minusválidos 
sí recoge un concepto de trabajo o actividad no
131 Véase en este sentido GARRIDO PÉREZ, El 
trabajo de los minusválidos en centros especiales de 
empleo, cit., p. 40.
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productiva132, permitiendo a sensu contrario conceptuar el 
trabajo productivo: así, éste será el orientado hacia la 
obtención de objetos, productos o servicios que sean 
regularmente objeto de operaciones de mercado, pues 
parece que es la falta de regularidad la que determina la 
presencia de trabajo no productivo.
Sin embargo, el Tribunal Supremo en sentencia de 28 
de septiembre de 1992 (RJ/6818) se ha encargado de
minimizar los efectos de esta distinción, admitiendo que 
en los centros ocupacionales puedan desarrollarse 
actividades productivas -deduciéndose de su doctrina que, 
en definitiva, son tales las actividades encaminadas a 
obtener objetos, productos o servicios, esto es, a 
obtener un resultado- siempre que ello se haga de una 
forma no regular. En realidad, la falta de regularidad no 
es determinante de la presencia de trabajo no productivo, 
sino de la presencia de un Centro Ocupacional en el caso 
del trabajo de los minusválidos.
Por ende, y para una mayor simetría con la situación 
en la que se encuentran los reclusos trabajadores, 
estipulan sus respectivas normas reguladoras que en el 
caso de los centros especiales de empleo la relación 
existente entre trabajador y centro es una relación 
laboral especial, mientras que en el caso de los centros 
ocupacionales no existe tal relación debido a que prestan 
un servicio social carente en consecuencia de toda 
naturaleza empresarial.
Todo lo hasta aquí dicho podría ser perfectamente 
trasladable al ámbito del trabajo penitenciario
132 Previsto en el artículo 3 RD 2274/1985.
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desarrollado de una parte en los talleres productivos, 
equiparables a los centros especiales de empleo y por lo 
tanto generador de una relación laboral de carácter 
especial, y de otra en los talleres ocupacionales,
equiparables a su vez a los centros ocupacionales,
trabajo que en este caso no origina ningún tipo de
relación laboral.
Sin embargo, he de señalar que en realidad, estas 
nociones no escapan a las mismas críticas que he venido 
efectuando en este capítulo a los elementos que integran 
el concepto de la actividad objeto de la relación laboral 
especial penitenciaria. Y así, mantiene GARRIDO PÉREZ que 
el factor diferencial entre unos centros y otros reside 
no tanto en el hecho de que la actividad sea o no
productiva, sino antes bien que se realice bajo régimen 
laboral o no, y critica por lo tanto la falta de 
contornos claros entre lo que debe ser una ocupación de 
naturaleza jurídica laboral y otra de índole terapéutica, 
así como la ausencia de precisiones normativas al 
respecto133.
En consecuencia, lo sensato es concluir que la
técnica o vía de la comparación no resulta útil para 
determinar el significado de taller productivo, pues no 
nos lo proporciona la contraposición entre taller
productivo y taller ocupacional aunque a priori respondan 
ambas instituciones a objetivos dispares.
(b) Por su parte, y respecto de la otra vía factible
para determinar el concreto significado de este elemento,
133 Véase GARRIDO PÉREZ, El trabajo de los 




ciertamente poco es lo que indican las normas 
reglamentarias sobre la noción de taller productivo, 
aunque entiendo que resulta suficiente para una 
aproximación siquiera superficial al concepto.
Se sabe que, a tenor de lo dispuesto en el artículo 
2.2 RD 326/1995, su "instalación, ampliación, 
transformación, conservación y mejora (...), así como los 
servicios, obras y adquisiciones que se refieren a su 
explotación, producción o actividad", son competencia o 
función del OATPP, correspondiendo a su Gerente, conforme 
al artículo 9.2.a)e) del mismo texto reglamentario, "la 
dirección y gestión de los trabajos y actividades 
comerciales, industriales y cualesquiera necesarias para 
la actividad del Organismo, así como la adopción de las 
disposiciones relativas a la explotación y producción de 
talleres y granjas" y su "control técnico y 
administrativo”.
A la vista de lo mencionado en el párrafo anterior, 
y teniendo en cuenta la vocación comercial del trabajo 
productivo penitenciario, conforme lo expresado en la 
Exposición de Motivos del RD 326/1995, la noción de 
taller productivo parece ir unida a una concepción del 
trabajo productivo conforme a la cual éste sea, como ya 
se ha visto, el encaminado a la obtención de objetos, 
productos o servicios que sean objeto regular de 
operaciones de mercado134, aun cuando la empresa para la
134 Trasladando a este supuesto, en sentido 
contrario, la definición que se otorga a la actividad o 
labor no productiva en el artículo 3 RD 2274/1985, de 4 




que se preste no tenga ánimo de lucro135, trabajo que 
prestado en determinados talleres otorga a éstos el 
carácter de productivos. Es la utilización en esa norma 
reglamentaria de las nociones de explotación, producción, 
actividad, las que a mi juicio otorgan ese sentido a esos 
términos.
50. Concepto de taller productivo. Taller productivo 
sería entonces aquel lugar en el que se desarrolle una 
actividad laboral cuya dirección, gestión y explotación 
corresponda al OATPP, organismo que desempeña el papel de 
empresario en esta relación laboral de carácter especial.
135 Aunque más tarde se volverá sobre ello, al 
analizar el sujeto-empresario de esta relación laboral, 
cierto es que el OATPP ha sido tradicionalmente 
calificado como Organismo Autónomo de carácter comercial, 
hasta la desaparición, por Ley 6/1997, de 14 de 
diciembre, de Organización y Funcionamiento de la 
administración General del Estado (LOFAGE), de la 
distinción entre carácter comercial, industrial, 
financiero o análogo de estos organismos autónomos 
prevista hasta esa fecha en el texto refundido de la Ley 
General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto 
legislativo 1091/1988. Ahora bien, ese tradicional 
carácter comercial ha debido cohonestarse con las 
previsiones del artículo 26 g) LOGP, conforme al cual el 
trabajo del interno "no se supeditará al logro de 
intereses económicos por la Administración". Condición 
ésta que proviene de las previsiones en el mismo sentido 
de las RPE y de las RM-UN y que tiene su razón de ser en 
la afección del trabajo penitenciario a la 
resocialización del recluso y la consiguiente obligación 
para la administración penitenciaria de proporcionar un 
trabajo con independencia de que sea o no interesante 
bajo un prisma lucrativo, esto es, resulte o no rentable 
para quien lo proporciona. De este modo se pronunciaba DE 
LA CUESTA ARZAMENDI, J.L., "El trabajo. Derecho y deber 
del interno y medio de tratamiento. Características", en 
Comentarios a la legislación penal, cit., p. 437. Del 
mismo autor y en el mismo sentido puede verse "El trabajo 
de los internos en el Derecho Penitenciario español", en 




Esos talleres poseen como característica distintiva la de 
encontrarse ubicados en un ámbito especial, el
establecimiento penitenciario, motivo por el cual se 
encuentran sometidos a la normativa específica
penitenciaria en lo que hace a cuestiones de régimen y
seguridad penitenciarias.
Ello no obstante, el RD 326/1995 nombra como objetos 
de la explotación y producción por el OATPP no sólo a los 
"talleres", sino también a las "granjas". Surge 
inmediatamente la duda de si quedan ambos términos, y los 
lugares que ellos representan, comprendidos dentro de la 
noción más amplia de taller productivo. La cuestión que 
se plantea, por lo tanto, es la de si pueden ser 
consideradas como taller productivo, a los efectos de la 
relación laboral especial, las granjas existentes en los 
establecimientos penitenciarios y que son objeto de
explotación y producción por el OATPP136.
Este es, desde luego, el sentido que se les otorga 
por el DEFENSOR DEL PUEBLO, quien en un informe publicado 
en 1997 incorpora, dentro del listado de las actividades 
laborales remuneradas que pueden desarrollarse en los 
centros penitenciarios existentes en España, una granja 
agropecuaria presente en el establecimiento penitenciario 
de El Dueso137.
136 Se plantea la duda pues, como ya se comentó al 
estudiar las distintas modalidades de trabajo 
penitenciario, una de las actividades que 
tradicionalmente han venido realizando los reclusos ha 
sido el trabajo agrícola.
137 Véase DEFENSOR DEL PUEBLO, Informes, estudios 
y documento. Estudio sobre la situación penitenciaria y 
los depósitos municipales de detenidos, 1988-1996, cit., 
pp. 154 y ss., apartado dedicado al Trabajo Remunerado,
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Y es esta igualmente mi opinión, pues considero que 
el taller productivo, tal como está diseñado por la 
normativa no sólo penitenciaria sino también laboral, más 
que un espacio físico determinado, que se correspondería 
quizás, de una forma intuitiva, con la imagen que se 
reproduce en nuestras mentes cuando se piensa en un 
taller, y que pasa casi necesariamente por ser la de un 
espacio cerrado, consiste en una foirma de organizar el 
trabajo, de tal modo que será taller productivo, sea 
taller o granja, si en él se desarrolla una actividad 
productiva susceptible de ser explotada por el OATPP. 
Buena muestra de ello es la, ya citada en numerosas 
ocasiones, previsión del artículo 305 RP de 1996.
Por ende, para una mejor asimilación del trabajo 
penitenciario al trabajo en libertad, se debe exigir de 
los talleres productivos el que cuenten con una 
estructura, organizativa y productiva, por lo menos 
similar a la de la empresa ordinaria. Este hecho viene 
corroborado por lo dispuesto en el artículo 11.3 RD 
782/2001, conforme al cual "la organización y los métodos 
de trabajo que se apliquen en los talleres penitenciarios 
tratarán de asemejarse lo más posible a los de las 
empresas del exterior, con el fin de favorecer su futura 
inserción laboral". La finalidad que mueve en este 
precepto al legislador es la de dotar al interno 
trabajador de las capacidades y habilidades 
indispensables para desarrollar de modo competitivo un 
trabajo en el exterior una vez finalice su reclusión, por 
lo que el taller debe ofrecer un sistema de trabajo que
siendo el establecimiento de El Dueso uno de los que 
mayor porcentaje de internos tiene ocupado en tareas 
productivas y por lo tanto remuneradas.
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le permita conocer y asumir los requerimientos del 
mercado de trabajo ordinario, esto es, del que existe 
fuera del ámbito carcelario.
El elemento taller productivo nos va a permitir por 
lo tanto determinar el lugar de prestación de los 
servicios por los internos trabajadores, aspecto éste 
decisivo, sobre todo, a los efectos de "acotar el ámbito 
de ejercicio regular del poder de dirección"139.
Mas no sólo eso: como señalara ROMÁN DE LA TORRE, 
parafraseando a CRUZ VILLALÓN, "habida cuenta de los 
intereses profesionales, personales y jurídicos que 
quedan afectados por el lugar de la prestación éste 
deviene en lo laboral elemento principal de la relación y 
condición sustancial del contrato"139. No es otra cosa la 
que efectivamente ha sucedido con la noción de taller 
productivo, que en la relación laboral especial 
penitenciaria viene configurado expresamente por el 
legislador como elemento principal de la misma, siendo 
igualmente condición sustancial en el sentido antes
138 Cfr. AGIS DASILVA, El lugar de trabajo: 
fijación y modificación, cit., p. 57. A este respecto, 
SOLER ARREBOLA manifestaba que el taller era, conforme 
disponía el RP de 1996, el elemento necesario para 
delimitar, entre otras, toda una serie de funciones 
distintas: las de organización y dirección del OATPP y 
del empresario externo; la participación de los internos 
en la organización y planificación del trabajo; y las 
funciones de las distintas categorías laborales. Véase La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 379. 
Ello no ha cambiado con la actual normativa, sino que, 
más bien al contrario, se ha acentuado: en la actualidad 
el taller productivo es el elemento que nos sirve para 
delimitar el objeto de la relación laboral especial, y en 
consecuencia todo lo que a ello viene unido.
139 Cfr. ROMÁN DE LA TORRE, Poder de dirección y 
contrato de trabajo, cit., p. 193.
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expresado de que sin este elemento no existe tal 
relación.
51. Taller productivo y centro de trabajo: posibles 
coincidencias. En este sentido, y tomando en 
consideración aquella doctrina que sugiere que "la 
ocupación efectiva de un trabajador en su lugar de 
trabajo se relaciona de esta forma directamente con su 
adscripción o pertenencia al centro (de trabajo); ámbito, 
por otra parte, que circunscribe su círculo de 
actividades laborales y de donde emergen para toda la 
plantilla concretos y específicos derechos y 
obligaciones"140, ¿cabría entonces mantener que el taller 
productivo es un centro de trabajo de los descritos en el 
artículo 1.5 ET?
Para contestar a esta cuestión debe partirse en el 
análisis del hecho de que el propio artículo 1.5 ET, al 
definir el concepto de centro de trabajo, lo hace "a 
efectos de esta ley", desprendiéndose de ello la idea de 
que se trata de un concepto no necesariamente asumible 
por otras normas laborales. Ahora bien, ello no obsta 
para que ese concepto pueda ser trasladado de un modo 
indirecto.
Así, dispone el precepto citado que "a efectos de 
esta ley se considera centro de trabajo la unidad 
productiva con organización específica, que sea dada de 
alta, como tal, ante la autoridad laboral". Habiendo sido 
ello interpretado en el sentido de que, siendo la empresa
140 Cfr. MIÑAMBRES PUIG, C. , El centro de trabajo. 
El reflejo jurídico de las unidades de producción, Ed. 




la unidad económica de producción, el centro de trabajo 
es, dentro de ella, una unidad técnica de producción cuya 
titularidad corresponde al empresario, entendida como 
centro de actividad en el que se persigue un fin técnico- 
productivo específico localizado geográficamente y dotado 
para ello del material necesario, compuesto por un 
personal que trabaja bajo una dirección técnica común. 
Es, en definitiva, una unidad técnica de producción, 
unidad de fin técnico para consecución del fin 
económico141.
rf*
Se ha dicho por la doctrina que el centro de trabajo 
presupone una unidad organizada de medios, esto es, que 
se trata de una unidad productiva descentralizada cuyo 
carácter técnico se desprende del fin que trata de 
conseguir1*2. Pues bien, ese fin técnico es la producción 
de unos bienes o la prestación de unos servicios. Y 
aunque no todos los bienes se produzcan en talleres 
productivos ni todos los servicios se presten bajo esa 
fórmula organizativa, sí es cierto que los talleres 
existentes poseen dicho fin técnico.
Para calificar además de específica a esa 
organización de medios es necesaria la existencia de un 
poder de dirección único, capaz de programar, coordinar, 
controlar y dirigir esos medios al objeto de conseguir 
ese fin. Lo que no necesariamente significa que el poder
141 Cfr. ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, Derecho del 
Trabajo, cit., p. 179, quienes al analizar la noción de 
empresa mencionan el concepto de centro de trabajo 
remitiéndose para ello a las definiciones aportadas por 
Weber, Jacobi o Miñambres entre otros.
142 Cfr. MIÑAMBRES PUIG, El centro de trabajo. El 




de dirección deba ejercitarse de un modo directo por la 
"empresa" sino que habitualmente se estructura mediante 
sistemas de delegación de poder y reparto de 
competencias.
Pues bien, ya se ha dicho antes que en esta relación 
laboral, el OATPP asume el papel de empresario a todos 
los efectos: es parte en la relación de trabajo y,
simultáneamente, es el titular de los medios de 
producción, esto es, de la organización de medios 
materiales y personales dedicados a la producción de 
bienes y servicios para el mercado143, bien que en los 
Establecimientos Penitenciarios su papel es asumido por 
el Director del mismo, pues dispone el artículo 280.2.13fl 
RP de 1996 que entre las atribuciones de éste se 
encuentra la de "asumir la representación del Organismo 
Autónomo Trabajo y Prestaciones Penitenciarias, con la 
función de dirigir y supervisar sus actividades en el 
Centro de acuerdo con las instrucciones emitidas por los 
órganos directivos del citado Organismo Autónomo". 
Asimismo, el artículo 11.6 RD 782/2001 establece que "la 
dirección y control de la actividad concreta de los 
internos corresponde al Director del establecimiento 
penitenciario y al personal encargado de realizar las 
funciones de dirección y gestión de los talleres".
143 Resulta de ayuda recordar aquí la doctrina del 
Tribunal Supremo en orden a distinguir entre empresa y 
empresario, señalando en sentencia de 24 de octubre de 
1988 (RJ/7525) que "una cosa es el empresario (...) una
de las dos partes del contrato de trabajo, y otra la 
empresa (...), organización de medios personales y 
materiales para producir bienes o servicios con destino 
al mercado, cuya titularidad corresponde al empresario". 
Es esta última acepción la que ha de tenerse en cuenta 




Si bien no es éste el momento de analizar el 
ejercicio del poder de dirección en el ámbito de la 
relación laboral especial penitenciaria, nos sirven estas 
reflexiones para concluir que, en definitiva, es el OATPP 
el titular de los talleres productivos existentes en los 
Establecimientos Penitenciarios144 y donde los reclusos 
llevan a cabo su prestación laboral, aun cuando el poder 
de dirección se ejercita en el ámbito del taller por el 
Director del Centro a través del personal específicamente 
encargado de ello, los Maestros de sectores laborales, 
cuerpo a extinguir en la actualidad, los Monitores y los 
Funcionarios de área mixta, debiendo seguir para ello las 
instrucciones emitidas por el OATPP.
En realidad, el taller productivo no goza de una 
total autonomía organizativa dado que depende en su 
organización y funcionamiento de las decisiones adoptadas 
al respecto en el ámbito del OATPP, pues es a este 
Organismo a quien compete la organización del trabajo 
conforme dispone el artículo 1.2 RD 326/1995. Ahora bien, 
el hecho de que el centro de trabajo concebido por el 
legislador estatutario requiera de una organización 
específica no significa que se trate de una organización 
independiente respecto de la empresa, sino que se inserta 
dentro de ella contribuyendo a lograr el fin buscado por 
ésta.
144 Como bien señala MIÑAMBRES PUIG, El centro de 
trabajo. El reflejo jurídico de las unidades de 
producción, cit., p. 137, "el titular del centro de 
trabajo es, sin duda, el empresario que reúne bajo su 
poder de dirección los medios necesarios, así como la 
fuerza de trabajo precisa para conducirlos de forma 




Y éste entiendo que es el papel que desempeñan los 
talleres productivos de los centros penitenciarios/ 
pudiendo en conclusión equipararse la noción de taller 
productivo a la de centro de trabajo145.
2.2.3. LA PRESENCIA DE LOS PRESUPUESTOS SUSTANTIVOS 
DE LA RELACIÓN LABORAL EN LA RELACIÓN LABORAL ESPECIAL 
PENITENCIARIA.
52. ¿Posee esa modalidad de trabajo las notas 
propias de la relación laboral? ¿Es trabajo dependiente y 
por cuenta ajena, además de voluntario y personal? Quiero 
decir, ¿goza esta modalidad de los presupuestos propios 
de toda relación laboral? Y si así fuera, ¿por qué motivo 
el legislador la ha configurado como relación laboral de 
carácter especial?
Al analizar las distintas modalidades de trabajo 
penitenciario previstas en el artículo 27.1 LOGP, ya 
adelanté que a mi entender en algunas de ellas podrían 
encontrarse los presupuestos que configuran típicamente a 
las relaciones laborales. Y que sin embargo, el Gobierno 
al efectuar el desarrollo reglamentario de la ley, 
obviaba dicha circunstancia, reconociendo la presencia de 
las mismas tan sólo en aquella modalidad que iba a ser 
objeto de la relación laboral especial.
Por este motivo, en este apartado quiero centrarme 
tan sólo en el Derecho positivo, pues lo contrario podría 
llevarme a efectuar elaboraciones puramente dogmáticas, y
145 Concluye de igual modo SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 380.
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estudiar si en el trabajo que se ha convertido por acción 
del Gobierno en el objeto de esta relación laboral de 
carácter especial, se encuentran presentes o no las por 
unos denominadas notas de laboralidad, y por otros, los 
más, los presupuestos sustantivos del contrato de 
trabaj o .
Esos presupuestos son, en opinión de la doctrina, 
los elementos típicos que sirven para diferenciar el
contrato de trabajo de otros contratos afines que tienen 
también por objeto la prestación de trabajo en régimen de 
alteridad146, y que hoy día vienen expresamente
mencionados, como es por todos conocido, en el artículo
1.1 ET, el cual habla de "trabajadores que 
voluntariamente prestan sus servicios retribuidos por 
cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y 
dirección de otra persona, física o jurídica, denominada 
empleador o empresario".
Son presupuestos sustantivos del contrato de 
trabajo, por lo tanto, la ajenidad y la dependencia, a
los que hay que sumar como notas propias igualmente de
ese contrato de trabajo, cuya presencia es ineludible, 
pero compartidas con figuras contractuales afines y que 
por ello no desempeñan ese rol diferenciador, las de la 
voluntariedad -que coincide con la que vimos constituía 
elemento esencial del contrato de trabajo, sin cuya 
presencia éste no existía-, y el carácter personal de la
146 Véase esta noción de SALA FRANCO, T. en ALBIOL 
MONTESINOS, I., CAMPS RUIZ, L.M., LÓPEZ GANDÍA, J. y SALA 
FRANCO, T., Derecho del Trabajo (II). Contrato 




prestación de trabajo147. La conjunción de estos cuatro 
elementos da como resultado el trabajo que va a ser el 
objeto de esta disciplina jurídica, y a su vez el objeto 
del propio contrato de trabajo.
La cuestión a la que ha de responderse en este 
apartado, como ya se avanzó, es la de si en la relación 
laboral especial penitenciaria están presentes los 
presupuestos y notas citados. En su estudio, dejaré para 
el final el análisis de la nota de la voluntariedad pues 
es la que más discrepancias doctrinales ha despertado, 
recayendo finalmente sobre ella el papel de nota 
determinante de la existencia o no de relación laboral, 
dependiendo ello de la postura que la doctrina haya 
adoptado en relación con su presencia.
2.2.3.1. Trabajo personal.
53• ¿Carácter personal de la prestación en la 
relación laboral especial penitenciaria? Entendida 
comúnmente la nota del carácter personal de la prestación 
en el sentido de que el trabajo debe ser personalmente 
realizado por el trabajador contratado, quedan fuera de 
la misma aquellas prestaciones en las que la persona del 
trabajador es irrelevante jurídicamente148, como ha 
señalado el Tribunal Supremo en sentencia de 20 de
147 Compartiendo esta idea pueden verse MARTÍN 
VAL VERDE et altri, Derecho del Trabajo, cit., p. 157; o 
SALA FRANCO en ALBIOL MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ 
GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho del Trabajo (II). Contrato 
individual, cit., p. 24.
148 En este sentido, entre otros, MONTOYA MELGAR, 
Derecho del Trabajo, cit., p. 36; y LUJÁN ALCARAZ, "Las 
notas de laboralidad. Una aproximación en clave 
jurisprudencial", cit., p. 262.
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octubre de 1983 (RJ/5129), pudiendo ser sustituido por
otro trabajador, de modo que resulte incompatible con el 
ejercicio de los poderes empresariales y con la entrada 
en juego de ciertas instituciones laborales. También se 
ha entendido por tal el que sólo pueda ser trabajador la 
persona natural o física, no la persona jurídica.
Resulta evidente que en el caso de las actividades 
laborales de producción por cuenta ajena a desarrollar en 
talleres productivos de los centros penitenciarios el 
sujeto que ocupa la posición del trabajador es una 
persona natural o física, un interno en un 
establecimiento de ese tipo, y nunca una persona 
jurídica.
Pero además, la persona concreta que ha de 
desempeñar la actividad citada no resulta irrelevante 
jurídicamente, aunque en determinados supuestos pueda ser 
sustituida por otra149, lo cual ha sido admitido por la 
doctrina como no excluyente del carácter personal de la 
prestación. Prueba de esa relevancia jurídica es la forma 
en que reglamentariamente viene configurada la 
adjudicación por la Junta de Tratamiento de los puestos 
de trabajo que oferte el OATPP, asignación en la que se 
tendrán en cuenta circunstancias personales del interno 
como puedan ser su programa individualizado de 
tratamiento, su aptitud laboral en relación con las
149 Prevé el artículo 9.3 RD 782/2001 que en los 
supuestos de suspensión de la relación laboral el 
Director del centro podrá designar a otro interno 
trabajador para el desempeño del puesto de trabajo 
mientras dure la suspensión. En este caso, la persona 
designada trabajará igualmente sometido al OATPP y 
recibiendo retribución de aquél.
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características del puesto, su conducta penitenciaria o 
sus cargas familiares, entre otras.
Ahora bien, no sólo por el acceso, sino también por 
las consecuencias que tiene para el interno el trabajo 
prestado es significativa la nota del carácter personal 
de la prestación. Así, en el artículo 5.2 RD 782/2001 se 
establece que el trabajo productivo que efectúe el 
interno trabajador tendrá consecuencias de cara al 
régimen y tratamiento penitenciario, así como para la 
concesión de beneficios penitenciarios. Deviene por ello 
imprescindible, a mi juicio, reconocer la necesidad del 
carácter personal de esa prestación, pues de otro modo 
resultarían impracticables las previsiones de este 
precepto.
2.2.3.2. Trabajo por cuenta ajena.
54. ¿Es trabajo por cuenta ajena el prestado por el 
interno trabajador? Por lo que hace a la ajenidad, es de 
sobra conocida la existencia de diversas interpretaciones 
doctrinales en torno a su concepto y contenido150. Los 
postulados tradicionales han sido los de la ajenidad en 
los riesgos y ajenidad en los frutos, teorías conforme a 
las cuales trabajar por cuenta ajena significa, 
respectivamente, trabajar sin asumir los riesgos del 
trabajo, atribuyendo al empresario los riesgos de la 
explotación o actividad productiva, o bien trabajar sin
150 Sobre las distintas teorías, de las que en 
texto se realiza un breve resumen, véase más 
detalladamente SALA FRANCO, T. Y LÓPEZ MORA, F., 
"Contrato de trabajo", en BORRAJO DACRUZ, E. (Dir.), 
Comentarios a las Leyes Laborales. El Estatuto de los 
Trabajadores, Tomo I, Edersa, Madrid, 1990, pp. 8 y ss.
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apropiarse de los frutos del trabajo, que se ceden 
automática y originariamente, ab initio, a quien contrata 
los servicios del trabajador.
No obstante, a partir de estas teorías que podrían 
ser calificadas de básicas se han ido elaborando teorías 
más complejas, las cuales sin embargo guardan evidente 
relación con las anteriores. Así, pueden señalarse las
teorías de la ajenidad en la titularidad de los medios de
producción, conforme a la cual, dado que titular de la 
organización de trabajo no es el trabajador sino el 
empresario, los resultados generados con la explotación 
del negocio se incorporan automáticamente al patrimonio 
de éste; la ajenidad en la utilidad patrimonial del
trabajo, que significa que esa utilidad patrimonial del 
trabajo, entendida como utilidad susceptible de
valoración económica, que sería el beneficio reportado 
por la venta de esos bienes o servicios, se atribuye a 
persona distinta del propio trabajador, esto es, al 
empresario, el cual compensa al trabajador con una parte 
de esa utilidad (el salario) ; o la ajenidad en el 
mercado, conforme a la cual, y partiendo de una
estructura tripartita en la que están presentes y 
relacionados trabajador, empresario y cliente, se
defiende la existencia de una total ausencia de
vinculación jurídica entre el trabajador y el 
destinatario final del bien o servicio producido.
No es mi intención analizar aquí y ahora cuál es la 
teoría en torno al concepto de ajenidad más adecuada a 
las circunstancias en las que actualmente se ejerce un 
trabajo, teniendo en cuenta además que los Tribunales han 
venido utilizándolas de modo indistinto, sino tan sólo
determinar si el presupuesto de la ajenidad está presente
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en la relación laboral especial penitenciaria. Y desde 
luego, la respuesta a esa pregunta debe ser de signo 
afirmativo: sí es trabajo por cuenta ajena el prestado
por los reclusos en este caso.
La propia normativa reglamentaria así lo proclama en 
el artículo 2.1 RD, según el cual son sujetos de esta 
relación "los internos que desarrollen actividades 
laborales de producción por cuenta ajena".
En efecto, en el trabajo desarrollado bajo esta 
modalidad el interno es ajeno a los riesgos de la
empresa, que son asumidos por el OATPP, el cual deberá
abonar una retribución al interno trabajador con 
independencia de los beneficios o pérdidas que haya
obtenido, como compensación por los servicios prestados y 
como disponen los artículos 2.1 y 3 RD 326/1995151 y los 
artículos 5.1.c), 15 y 16 RD 782/2001, en los que se
reconoce el derecho a un trabajo remunerado, determinado 
en función del rendimiento normal de la actividad de que 
se trate y del horario de trabajo que se cumpla
efectivamente, abonado de un modo periódico - 
mensualmente-, y tomándose como referencia para su
cálculo el salario mínimo interprofesional. Al mismo 
tiempo, ese trabajador no posee la propiedad del
resultado de su trabajo sino que éste pasa a formar
151 Dispone el artículo 2.1 que "son funciones del 
Organismo autónomo: 1. La organización del trabajo
productivo y su oportuna retribución"; y el artículo 3 
que "el Organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones 
Penitenciarias retribuirá el trabajo de los reclusos 
conforme al rendimiento normal, categoría profesional y 
clase de actividad desempeñada. . ."
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parte, como se desprende del artículo lO.l.b) y c) RD
32 6 /199 5152, del patrimonio del Organismo Autónomo.
Además, la obligación de desarrollar la actividad en
talleres productivos pertenecientes al OATPP, y cuya 
instalación, ampliación, transformación, conservación o 
mejora corresponde a éste, es sintomática de la 
existencia de ajenidad, en cuanto que el trabajador no es 
el poseedor de los medios de producción ni aporta medios 
ni instrumentos de trabajo.
Por último, dado que además el interno trabajador no 
es el titular de la organización de trabajo, ni la
utilidad patrimonial del mismo recae sobre él, ni existe 
ningún tipo de vinculación jurídica entre el interno y el 
tercero al que finalmente puede llegar el resultado de su 
trabajo, puede finalmente concluirse que el trabajo 
objeto de la relación laboral especial penitenciaria es 
trabajo por cuenta ajena: El interno trabajador sujeto de 
esta relación trabaja para y por cuenta del OATPP.
2.2.3.3. Trabajo dependiente.
55. ¿Se trata además de trabajo dependiente? Por lo
que se refiere a la dependencia como presupuesto 
sustantivo del contrato de trabajo, ha sido ésta la nota
152 "Para el cumplimiento de sus fines, el 
Organismo Autónomo dispondrá de los siguientes recursos: 
(...) b. Los bienes y derechos que constituyen su 
patrimonio y los productos y rentas del mismo y de los 
bienes que tenga adscritos, o cuya explotación tenga 
atribuida. C. Los ingresos de derecho público o privado 
que, en su caso, le corresponda percibir y los que se 
produzcan a consecuencia de sus actividades comerciales, 
industriales o análogas (...)*.
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que tradicionalmente ha distinguido al trabajo objeto del 
ordenamiento jurídico-laboral. Así, en opinión del 
Tribunal Supremo, expresada en sentencia de 14 de mayo de 
1990 (RJ/4314), la dependencia es "el carácter vertebral 
que se viene perfilando como el más decisivo en la 
relación laboral". En consonancia con este planteamiento, 
se ha dicho que "el Derecho del Trabajo nace y se 
desarrolla hasta nuestros días como ordenamiento del 
trabajo dependiente, por más que la formulación de esa 
dependencia se haya ido flexibil izando
progres ivamen te "153.
Esa flexibilización ha supuesto el paso desde una 
noción rígida de dependencia, entendiendo por tal el 
sometimiento a las órdenes e instrucciones del 
empresario, a una noción más acomodaticia según la cual 
la dependencia es la mera inserción del trabajador en un 
ámbito organizativo ajeno154. Se trata, por lo tanto, "de 
la incorporación del trabajador a una organización ajena 
y, como consecuencia, la intervención o mediación de su 
trabajo por un tercero que actúa desde una posición de
153 Cfr. MONTOYA MELGAR, A., "Sobre el trabajo 
dependiente como categoría delimitadora del Derecho del 
Trabajo", en Revista Española de Derecho del Trabajo, na 
91/1998, p. 713.
154 El Tribunal Supremo ha señalado a este 
respecto que la dependencia debe ser entendida como la 
"situación del trabajador sujeto, aun en forma flexible y 
no rígida, ni intensa a la esfera organicista y rectora 
de la empresa". Véase por todas la sentencia de 25 de 
enero de 2000 (RJ/1312) , donde además señala que ”no es 
necesaria la concurrencia de una subordinación absoluta, 
sino únicamente la inclusión en el ámbito organicista y 




supremacía"155. Se ha producido una modulación y 
relativización del contenido de este elemento, para dar 
cabida a relaciones de trabajo que, necesitadas de la 
tutela del ordenamiento jurídico laboral, quedaban sin 
embargo fuera del mismo por causa de esa noción estricta 
de dependencia. Ahora bien, esta flexibilización ha 
traído consigo la pérdida del poder, del rol delimitador 
que anteriormente ostentaba este presupuesto.
A pesar de ello, la doctrina ha podido observar cómo
en los últimos tiempos la noción de dependencia vuelve a
ser objeto de redefinición, tratando con ello de frenar 
la tendencia expansiva del Derecho del Trabajo, en favor 
de la ampliación de la esfera contractual civil o
mercantil156. En este sentido, se ha llegado a hablar de 
la "lisa y llana supresión de la condición de trabajador 
protegido. Es el trayecto más corto hacia la situación de 
protección cero"157.
Sin embargo, los diversos factores que para la
doctrina resultan determinantes para poner en cuestión la 
categoría de la dependencia, esto es, los cambios en el 
trabajo, la descentralización productiva y la tendencia a 
la extemalización de funciones, y hasta las políticas
155 Cfr. LUJAN ALCARAZ, "Las notas de laboralidad. 
Una aproximación en clave jurisprudencial", cit., p. 266.
156 Puede verse sobre este tema MARTÍN VAL VERDE, 
A., "El discreto retorno del arrendamiento de servicios", 
en AA.W., Cuestiones actuales de Derecho del Trabajo. 
Libro homenaje a Manuel Alonso Olea, MTSS, 1990, pp. 209 
Y ss.
157 Cfr. GOLDIN, A. O., "Las fronteras de la 
dependencia", en Relaciones Laborales, na 19/2001, p. 20.
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públicas y la acción de los empleadores158, no tienen 
reflejo en el ámbito productivo en el que el interno 
trabajador desarrolla su prestación de servicios,
encontrándose éste inserto en la organización empresarial 
titularidad del OATPP y sometido a las órdenes e
instrucciones del empresario, aunque ya comenté que 
ejercitadas de un modo delegado, así como a su poder
disciplinario.
Es más, en el caso de la relación laboral especial 
penitenciaria no se plantea la necesidad de 
flexibilización del concepto, pues esta noción rígida o 
estricta de la dependencia, conforme a la cual el trabajo 
es dependiente porque el trabajador se encuentra sometido 
a las órdenes e instrucciones del empresario, se adapta 
de un modo excepcional a la situación en la que el
interno trabajador presta sus servicios, de donde puede 
inferirse también la adaptación a esa situación del 
concepto más acomodaticio o elástico. Podría decirse, a 
este respecto, que la situación del interno trabajador se 
equipara extraordinariamente a la del que por la doctrina 
se ha denominado "típico obrero subordinado a las órdenes 
del empresario"159.
Y es que el deber de obediencia y de puesta a 
disposición del empresario, propios del trabajo 
dependiente, se encuentran presentes de un modo acentuado
158 Véase a este respecto GOLDIN, ult.ob.cit, pp.
16 a 19.
159 Cfr. MONTOYA MELGAR, "Sobre el trabajo 
dependiente como categoría delimitadora del Derecho del 
Trabajo", cit., p. 714.
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en esta relación160, en la que predominan las cuestiones 
de régimen penitenciario y seguridad. De este modo, el 
artículo 6 RD 782/2001 reconoce expresamente, entre los 
distintos deberes laborales básicos de los internos 
trabajadores, el de "cumplir las órdenes e instrucciones 
del personal responsable de la organización y gestión de 
los talleres, en el ejercicio regular de sus funciones".
En definitiva, lo que se está reconociendo en este 
precepto es la existencia de un poder de mando 
empresarial relativo a la ejecución del trabajo y un 
correlativo deber de obediencia del trabajador, no siendo 
éste libre para ejecutar o no el trabajo que le haya sido 
encargado por el empresario. Sin embargo, también recoge 
el precepto, como límite del deber de obediencia, el que 
las órdenes e instrucciones dadas no excedan de las 
funciones otorgadas al personal responsable de los 
talleres, lo cual no es indicio, en ningún caso, de
independencia, sino de la existencia de un espacio 
determinado por las normas legales, los convenios 
colectivos aplicables y los derechos y libertades 
reconocidos constitucionalmente, en el que han de moverse 
las órdenes empresariales y fuera del cual pueden
resultar ilegítimas.
A ese poder de dirección como indicio de dependencia 
va unido un poder disciplinario que en el caso de esta 
relación laboral de carácter especial posee 
peculiaridades, sobre todo por lo que hace a la
determinación de la norma aplicable, como veremos más
160 A este respecto, ya OJEDA AVILES, "Las 
relaciones laborales especiales: una perspectiva
unitaria", cit., p. 230, señalaba que "la subordinación 
aguí se atisba aún más dura que la normal".
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adelante, aun pudiendo criticar desde este momento el 
defectuoso tratamiento, por inexistente, que se otorga a 
esta materia en el actual texto reglamentario. Pero sobre 
todo esto se volverá más adelante, al estudiar con 
detenimiento los derechos y deberes del interno 
trabajador en su relación de trabajo.
Para finalizar, ya se analizó cómo, en el RP de 
1981, se disponía la naturaleza productiva, y por lo 
tanto sometido al ordenamiento jurídico laboral, del 
trabajo prestado en condiciones de exclusividad, de un 
modo continuado y con sometimiento a horario; en otras 
palabras, del trabajo prestado con todas aquellas 
condiciones que tradicionalmente han venido siendo 
contempladas como indicios de la dependencia161. Pues 
bien, salvo la exclusividad, sobre la que nada se dice de 
modo expreso en el RD 782/2001 pero cuya presencia sin 
embargo puede deducirse de las especiales circunstancias 
en las que se desarrolla el trabajo del interno 
trabajador, el resto de condiciones forman parte del 
régimen jurídico de la relación laboral especial 
penitenciaria, incidiendo así en el carácter dependiente 
del trabajo prestado.
2.2.3.4. Trabajo voluntario.
56. La cuestión más conflictiva: ¿puede hablarse en 
esta relación de trabajo voluntario? He dejado para el 
final el análisis de este presupuesto sustantivo pues es,
161 Véase, en ese sentido, SALA FRANCO y LÓPEZ 
MORA, "El contrato de trabajo", cit., pp. 19 y ss.; y 
LUJAN ALCARÁZ, "Las notas de laboralidad. Una 




como ya he mencionado, aquél que ha generado una mayor 
literatura, dada la falta de unanimidad doctrinal en 
torno a su presencia en la relación laboral especial 
penitenciaria. Creo que es necesario detenerse en su 
análisis, puesto que de la constatación de su existencia, 
o no, derivará la postura a adoptar en relación con el 
origen de esta relación de carácter especial. Y ya 
adelanto que no resulta fácil mantener una posición 
rotunda respecto de esta cuestión.
La voluntariedad como presupuesto sustantivo de la 
relación laboral significa, de un modo muy básico, que 
quienes han de ser partes de dicha relación jurídica 
deben tener la posibilidad, el derecho, de escoger y de 
aceptar libremente el trabajo162, "derecho concebido hoy 
positivamente como inherente a la dignidad de la persona 
humana''163. Lo contrario, esto es, vedar al trabajador la 
posibilidad de negarse a trabajar significa que el 
trabajo que éste debe desempeñar ha sido impuesto; en 
definitiva, que es obligatorio.
A mi entender, esta voluntariedad debe enmarcarse 
por lo tanto dentro del principio de libertad de trabajo 
consagrado no sólo en el artículo 35.1 CE, como una de 
las manifestaciones del derecho al trabajo, sino también 
en el artículo 17.1 CE relativo al genérico derecho a la 
libertad y a la seguridad personal, derecho éste que
162 En ese sentido se manifiestan los artículos 6 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales de Naciones Unidas, y 1 de la Carta Social 
Europea.
163 Cfr. ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, Derecho del 
Trabajo, cit., p. 45
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consiste, en palabras de GARCÍA MORILLO164, en la 
"posibilidad de la persona de determinar libremente su 
conducta, y de actuar, también libremente, de conformidad 
con dicha determinación", esto es, el "reconocimiento de 
una potestad y un ámbito de autodeterminación y 
autoorganización que corresponde a las personas y que 
implica la capacidad de adoptar y ejecutar libremente las 
propias decisiones".
Ahora bien, ese ámbito de autodeterminación y 
autoorganización no es absoluto sino que puede verse 
limitado, o incluso suprimido, mas sólo en aquellos 
supuestos y en la forma previstos específicamente en las 
leyes165, esto es, sometiéndose a las garantías 
constitucionalmente previstas para este derecho, y 
debiendo tener por lo tanto esa limitación "una causa 
consistente y una finalidad admisible"166, esto es, 
debiendo tratarse de restricciones excepcionales, pues lo 
contrario supondría una vulneración de su contenido
164 Cfr. GARCÍA MORILLO, J. , "Los derechos de 
libertad (I). La libertad personal", en LÓPEZ GUERRA, L.; 
ESPÍN, E.; GARCÍA MORILLO, J. ; PÉREZ TREMPS, P. y 
SATRÚSTEGUI, M. , Derecho Constitucional. Volumen I. El 
ordenamiento constitucional. Derechos y deberes de los 
ciudadanos, Tirant lo Blanch, Valencia, 2002, p. 257. 
Este autor describe este derecho, en su monografía El 
derecho a la libertad personal (detención, privación y 
restricción de libertad), Tirant lo Blanch, 1995, p. 42, 
como un derecho fundamental en sí mismo, con virtualidad 
propia, autónomo, matriz de todos los derechos 
fundamentales pero al mismo tiempo residual, receptor de 
lo no recogido en ellos.
165 Es el caso, entre otros, de la privación de 
libertad por detención, prisión preventiva o condena 
penal.
166 De este modo se manifiesta GARCÍA MORILLO, El 
derecho a la libertad personal, cit., p. 64.
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esencial. Para efectuar un control acerca de la 
excepcional i dad de la restricción, complicado dada la 
amplitud del derecho en cuestión, la doctrina167 encuentra 
idóneo atender al hecho de si la medida restrictiva tiene 
una finalidad constitucionalmente lícita, si es 
congruente con esa finalidad, razonable y, sobre todo, 
proporcionada respecto de la finalidad perseguida. Sobre 
la posibilidad de restringir el derecho volveré en breve.
Frente a esa voluntariedad o libertad de trabajar
nos encontramos con su opuesto, el deber de trabajar, 
plasmado tan sólo con carácter genérico en el artículo
35.1 CE, aunque sin haber sido consagrado
constitucionalmente para los condenados a penas 
privativas de libertad, a diferencia de lo sucedido con
el derecho al trabajo de los mismos, como pudo verse en
el Capítulo anterior.
57. El deber de trabajar del artículo 35.1 CE. En
efecto, el artículo 35.1 CE sanciona el deber de trabajar 
de todos los españoles. Esta previsión constitucional ha 
sido considerada unánimemente por la doctrina española168
167 En particular, GARCÍA MORILLO, ult.ob.cit., p.
67.
168 En este sentido se han pronunciado, entre 
otros, SATRTJSTEGUI, M., "Derechos de ámbito laboral", en 
LÓPEZ GUERRA et al., Derecho Constitucional. Volumen I. 
El ordenamiento constitucional. Derechos y deberes de los 
ciudadanos, cit., p. 422; DE LA CUESTA ARZAMENDI, El 
trabajo penitenciario resocializador, cit., pp. 274 y 
275, donde habla de "postulado de tipo ético o moral 
(...) de escasa o nula trascendencia jurídica efectiva"; 
DE LA MORENA VICENTE, E., "La disciplina laboral 
penitenciaria", en Actividad Laboral Penitenciaria, nfi 
6/1982, p. 10; MAPELLI CAFFARENA, Principios 
fundamentales del sistema penitenciario español, cit., p. 
227; ALARCÓN CARACUEL, "Derecho al trabajo, libertad
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como la plasmación de una obligación social genérica, 
como un deber moral, y no como un deber frente al Estado 
que permita a éste sancionar a las personas que lo 
incumplan, esto es, descartando su conceptuación como un 
deber jurídico, lo que por contra sí sucede, por ejemplo, 
con el deber de acudir a filas en caso de guerra o de
grave riesgo de enfrentamiento bélico que obligue al
Gobierno a movilizar al personal civil, referido a la 
defensa de la nación proclamada en el artículo 30.1 CE, o 
con los deberes tributarios, referidos al sostenimiento 
de los gastos públicos conforme al artículo 31.1 CE.
En consecuencia, el Estado no puede obligar a nadie
a trabajar, y ni tan siquiera la posibilidad de
establecer mediante ley, conforme señala el artículo 31.3 
CE, "prestaciones personales (...) de carácter público* 
puede considerarse como una vía para hacer cumplir ese 
deber de trabajar del artículo 35.1 CE.
¿Por qué motivo existe esta unanimidad doctrinal en 
torno a este tema? Para contestar a esta pregunta 
entiendo que debemos acercarnos al concepto de deber 
jurídico, el cual se caracteriza por lo siguiente, en 
opinión de doctrina cualificada169:
profesional y deber de trabajar", cit., p. 37 a 39; 
MARTÍN VALVERDE, "Pleno empleo, derecho al trabajo, deber 
de trabajar en la Constitución Española", cit., p. 195; 
SAGARDOY BENGOECHEA, "Comentario al artículo 35: derechos 
laborales", cit., p. 472; SASTRE IBARRECHE, El derecho al 
trabajo, cit., p. 113.
169 Las cuatro características citadas están
extraídas casi de un modo literal de PECES-BARBA
MARTÍNEZ, Derecho y Derechos Fundamentales, cit., p. 363 
y ss., de ahí que vayan en cursiva. De modo similar, 
aunque diferenciando entre deber jurídico y obligación, 
véase ESPÍN, E., "Los deberes constitucionales", en LÓPEZ
GUERRA et al., Derecho Constitucional. Volumen I. El
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a) Sólo el deber jurídico será relevante para el 
Derecho, con independencia de la influencia o de la 
presión que puedan producir aquellas dimensiones morales 
que engendran obligaciones a ese nivel, y de la 
posibilidad de que se conviertan en obligaciones 
jurídicas;
b) tiene que estar reconocido por una norma 
jurídica;
c) normalmente, lleva aparejado una sanción en caso 
de incumplimiento, que puede consistir en una pena, en la 
ejecución forzosa a cargo de quien tiene ese deber, o una 
indemnización, y cuando no la lleva, se prevén 
actuaciones jurídicas para suplirla;
d) normalmente, es correlativo de derecho subjetivo 
y opuesto a la libertad.
La Constitución española, como se ha podido ver, 
impone a los ciudadanos españoles el deber genérico de 
trabajar en su artículo 35.1, pero su plasmación en 
obligaciones concretas, jurídicamente exigibles, para 
esos ciudadanos, debe efectuarse por medio de una ley, lo 
que no consta que se haya hecho dada la dificultad de 
garantizar el cumplimiento del mismo desde el momento en 
que su exigencia puede entrar en colisión con el derecho 
fundamental a la libertad personal recogido en el 
artículo 17.1 CE.
En este punto, vuelvo a hacer hincapié en el hecho 
de que el derecho a la libertad personal no es un derecho 
absoluto sino que puede ser objeto de restricciones y
ordenamiento constitucional. Derechos y deberes de los 
ciudadanos, cit., p. 200.
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hasta de supresión, como ocurriría en el presente caso. 
Sin embargo, y teniendo presentes las garantías que para 
su protección le reconoce el propio texto constitucional, 
opina la doctrina, como previamente se mencionó, que no 
toda limitación o restricción es legítima, sino sólo 
aquella que tiene una finalidad constitucionalmente 
lícita, es congruente con esa finalidad, razonable y,
sobre todo, proporcionada respecto de la finalidad 
perseguida.
Considerando el deber de trabajar, si lo
calificásemos de deber jurídico, como una restricción del
derecho a la libertad personal, podría defenderse, como 
así ha hecho un sector doctrinal, que la finalidad con él 
perseguida sería la de contribuir al progreso de la 
sociedad en la que vivimos, en otras palabras, la idea 
misma de la solidaridad170. Evidentemente, la medida 
restrictiva resultaría en este caso congruente con la
finalidad buscada, esto es, mantiene una relación 
coherente con el fin perseguido, y podría ser considerada 
hasta como razonable, pero no podría decir hasta qué 
punto resultaría proporcional, es decir, en qué medida el 
sacrificio impuesto a la libertad personal de cada uno al 
establecerse un deber jurídico de trabajar resultaría o 
no excesivo en relación con la finalidad que con él se 
persigue. Como acertadamente señala GARCÍA MORILLO171, ese 
fin "no puede erigirse en el único elemento de 
determinación de la proporcionalidad", sino que ésta debe 
evaluarse teniendo en consideración ese elemento pero
170 Puede verse esta idea en ALARCÓN CARACUEL, 
"Derecho al trabajo, libertad profesional y deber de 
trabajar", cit., p. 37.
171 El derecho a la libertad personal, cit., p 70.
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también la medida misma y la restricción que impone al 
ejercicio del derecho a la libertad personal. Podría así 
entenderse que, en este caso, el sacrificio impuesto a la 
libertad personal al establecerse de manera general una 
obligación de trabajar, sería desproporcionado respecto a 
la finalidad perseguida.
A mi juicio, por causa de lo expresado en los 
párrafos anteriores, el Estado no posee el derecho 
subjetivo de exigir a los ciudadanos españoles que acaten 
el deber de trabajar, no pudiendo en consecuencia 
sancionar a aquellos que no lo cumplan. Por todos estos 
motivos entiendo que ese deber no puede ser calificado 
como un deber jurídico, debiendo ser por contraposición 
un deber pura y simplemente moral, como estima la 
doctrina.
58. Los internos y el deber de trabajar: ¿existe 
como deber jurídico o goza de la misma naturaleza que el 
del resto de ciudadanos? Sin embargo, en el caso de los 
internos en un establecimiento penitenciario la situación 
puede ser distinta a la del resto de ciudadanos, dado que 
la propia norma legal prevé esa obligación de trabajar, 
generándose la duda y el conflicto a partir de tal dato 
objetivo.
En efecto, la LOGP destaca en dos de sus preceptos 
el deber y la obligación de trabajar de los condenados a 
pena privativa de libertad, de donde parte importante de 
la doctrina ha deducido la obligatoriedad del trabajo. 
Concretamente, dispone el artículo 26 LOGP que "El 
trabajo será considerado como un derecho y como un deber 
del interno, siendo un elemento fundamental del 
tratamiento*, y a su vez el artículo 29 LOGP establece
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que "1. Todos los penados tendrán la obligación de 
trabajar conforme a sus aptitudes físicas y mentales. 
Quedarán exceptuados de esta obligación, sin perjuicio de 
poder disfrutar, en su caso, de los beneficios 
penitenciarios: a) Los sometidos a un tratamiento médico 
por causa de accidente o enfermedad, hasta que sean dados 
de alta, b) Los que padezcan incapacidad permanente para 
toda clase de trabajos. c) Los mayores de 65 años, d) Los 
perceptores de prestaciones por jubilación. e) Las 
mujeres embarazadas durante las dieciséis semanas 
ininterrumpidas ampliables por parto múltiple hasta 
dieciocho semanas. El período de excepción se distribuirá 
a opción de la interesada siempre que seis semanas sean 
inmediatamente posteriores al parto, f) Los internos que 
no puedan trabajar por razón de fuerza mayor.
2. Los sometidos a prisión preventiva podrán 
trabajar conforme a sus aptitudes e inclinaciones. La 
Administración del establecimiento les facilitará los 
medios de ocupación de que disponga, permitiendo al
interno procurarse a sus expensas otros, siempre que sean 
compatibles con las garantías procesales y la seguridad y 
el buen orden de aquél. Los que voluntariamente realicen 
cualquiera de los trabajos expresados en el artículo 27 
lo harán en las condiciones y con los efectos y 
beneficios previstos en esta Ley. Todo interno deberá
contribuir al buen orden, limpieza e higiene del
establecimiento, siendo reglamentariamente determinados 
los trabajos organizados a dichos fines".
Por sí sólo, el artículo 26 LOGP nada aporta de 
nuevo con relación a lo previsto con carácter general 
para todos los ciudadanos españoles en el artículo 35.1 
CE. Se ha dicho de él que no es más que una mera
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reproducción en el ámbito penitenciario de lo dispuesto 
en el texto constitucional172, idea con la que coincido.
Sin embargo, un análisis sistemático de las 
previsiones legales en torno al deber de trabajar nos 
aporta una visión diferente del mismo. Así, la plasmación 
en el artículo 29 LOGP de ese genérico deber de trabajar, 
introduce matices en relación con los condenados a una 
pena privativa de libertad: ese precepto dispone
expresamente que éstos "tendrán la obligación de 
trabajar". Ello, por contraposición con lo previsto en el 
apartado 22 de ese artículo en relación a los presos 
preventivos, respecto de los cuales se dice que "podrán 
trabajar", ha sido interpretado por una gran parte de la 
doctrina en el sentido de que lo que el precepto 
establece es la obligatoriedad del trabajo penitenciario 
para los penados, y el carácter facultativo o voluntario 
del mismo para los preventivos173.
172 DE LA CUESTA ARZAMENDI, "El trabajo. Derecho y 
deber del interno y medio de tratamiento. 
Características", en AA.W., Comentarios a la legislación 
penal, cit., p. 424. En sentido similar se pronuncia
CAMPS RUIZ, "La relación laboral penitenciaria", cit., p.
53.
173 En ese sentido se ha manifestado en sus obras 
DE LA CUESTA ARZAMENDI, aunque debo recalcar el carácter 
crítico de sus pronunciamientos, dada la 
incompatibilidad, a su juicio manifiesta, entre la 
orientación resocializadora de la pena y el carácter 
obligatorio del trabajo, opinión que, como podrá 
observarse más adelante, comparto plenamente: véase El
trabajo penitenciario resocializador, cit., pp. 276-277; 
"Un deber (no obligación) y derecho de los privados de 
libertad: el trabajo penitenciario", cit., p. 144; "El
trabajo de los internos en el derecho penitenciario
español", cit., p. 213, donde literalmente manifiesta que 
puede "sancionarse su negativa a trabajar con base en las 
normas disciplinarias y quedando, además, privados del
acceso a los beneficios penitenciarios". Pueden verse
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Los argumentos manejados por la doctrina en ese 
sentido encontraban su base en el hecho de que su 
incumplimiento por los penados venía considerado como 
falta, susceptible por ello de sanción. A este respecto, 
se atenían a lo dispuesto, en un primer momento, por el 
Reglamento de los Servicios de Prisiones de 1956, en 
vigor en el momento de promulgación de la LOGP, cuyo 
artículo 111.6a reputaba como falta grave "cualquier otra 
acción u omisión de naturaleza análoga a las anteriores 
que suponga una infracción voluntaria de las normas de 
régimen del establecimiento, o de trabajo en 
destacamentos, talleres y granjas", y posteriormente en 
el RP de 1981, cuyo artículo 109.j) calificaba igualmente 
como falta grave la "acción u omisión que implique el 
voluntario incumplimiento de los deberes y obligaciones 
del interno y que objetivamente revista gravedad análoga 
a las anteriores", tipo genérico en el que estos autores 
encuadraban disciplinariamente la negativa a efectuar un 
trabajo174, pues no existía un tipo específico ya que la
también, dentro de la doctrina penal, a GARCÍA VALDÉS, 
C., Comentarios a la legislación penitenciaria, (reimpr. 
1995), cit., p. 99, y dentro de la penitenciaria, a DE LA 
MORENA VICENTE, "Situación y desarrollo de la normativa 
laboral penitenciaria", cit., pp. 127-128. Pero también 
en el seno de la doctrina laboralista se ha utilizado 
este argumento: véanse PALOMEQUE LÓPEZ, "La relación
laboral de los penados en instituciones penitenciarias", 
cit., p. 557, y "El derecho al trabajo de los penados y 
la efectividad de los derechos fundamentales", cit., p.
311, quien asimismo mantiene que el trabajo es
obligatorio para los penados porque sigue siendo un
instrumento de la pena y de su finalidad rehabilitadora; 
y CASTIÑEIRA FERNÁNDEZ, "El trabajo de los penados", 
cit., p. 92.
174 Pueden verse, criticándolo, a DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador, cit., 
p. 414, y MAPELLI CAFFARENA, Principios fundamentales del 
sistema penitenciario español, cit., p. 228. Por su
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calificación como falta grave por el artículo 210.2.b) de 
la "no asistencia al trabajo" difícilmente podía 
comprender la negativa a trabajar175, pues más bien hacía 
referencia al supuesto concreto en que el recluso ya 
estuviera realizando un trabajo y por causas 
injustificadas no asistiera al mismo, al estar encuadrado 
en el capítulo dedicado al régimen disciplinario laboral. 
En definitiva, argumentaban, la mayoría de forma crítica, 
la existencia del deber jurídico fundamentándola en la 
aplicación del régimen disciplinario general previsto por 
la norma reglamentaria en caso de incumplimiento.
Sin embargo, de las previsiones reglamentarias 
actualmente en vigor, no es posible deducir de forma 
indubitada este hecho. El RP de 1996, sin contemplar la 
existencia de un régimen disciplinario laboral 
específico, a diferencia de lo que hacía el RP de 1981, 
mantiene vigente el régimen disciplinario general 
previsto por ese RP de 1981, el cual fue modificado 
respecto de su redacción original, con base en la cual la
parte, justificando la obligatoriedad por razones de 
carácter general -"el deber de trabajar afecta a todos 
los h o m b r e s y penitenciarias -"el trabajo se organiza 
para conseguir la finalidad de la ejecución*-, pero con 
dudas respecto a las consecuencias de la negativa a 
cumplir la norma, DE LA MORENA VICENTE, "La disciplina 
laboral penitenciaria*, cit., p. 10.
175 Parece mantener una opinión diferente GARCÍA 
VALDÉS, Comentarios a la legislación penitenciaria, cit., 
p. 100, cuando dice que "la obligatoriedad laboral y la 
consideración que de elemento de régimen penitenciario 
tiene el trabajo, no hacen dudar respecto a la
posibilidad de acarrear sanciones disciplinarias al 
penado que incumple sus obligaciones laborales o "no
observa las órdenes o instrucciones* recibidas en la
materia (...). Precisamente por ello, el artículo 210 de
nuestro Reglamento penitenciario, en relación con los 




doctrina había manifestado la obligatoriedad del trabajo 
para los penados, por el Real Decreto 787/1984, de 26 de 
marzo, relativo a las faltas o infracciones de los
internos, sanciones disciplinarias y actos de 
indisciplina graves. Con esta norma reglamentaria se 
suprimió ese apartado j) del artículo 109, no 
estableciéndose una tipificación, aun genérica, como 
falta, y la consiguiente sanción, para el caso de
incumplimiento de la hipotética obligación de trabajar.
Ahora bien, sí se recoge en el RP de 1981, 
calificándolo como falta leve en su artículo 110.f) en 
redacción introducida por el RD 787/1984, "cualquier otra 
acción u omisión que implique incumplimiento de los
deberes y obligaciones del interno, produzca alteración
en la vida regimental y en la ordenada convivencia y no 
esté comprendido en los supuestos de los artículos 108 y 
109, ni en los apartados anteriores de este artículo". 
Pero entiendo que este precepto hace referencia tan sólo 
al incumplimiento de las prestaciones personales 
obligatorias, previstas en el artículo 29 LOGP y de un 
modo indirecto en el artículo 27.1.e) LOGP, y reguladas 
en los artículos 5.2.f) y 78 del RP de 1996176, incluido
176 El artículo 5 del RP de 1996, que recoge los
deberes de los internos, señala entre ellos, además del
deber de realizar las prestaciones personales
obligatorias, el deber de "participar en las actividades 
formativas, educativas y laborales definidas en función 
de sus carencias para la preparación de la vida en
libertad", en su apartado 2.g). Podría este último venir 
a reforzar el carácter obligatorio de las actividades 
laborales. Sin embargo, no creo que esta haya sido la 
opción del legislador, que parece que está aportando una 
visión puramente tratamental del deber ("definidas en 
función de sus carencias para. . . ") , en cuyo caso ha de 
primar la necesidad de una participación voluntaria del 
interno en las citadas actividades.
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éste último dentro de las normas relativas al Régimen de 
los Establecimientos, incumplimiento que, calificado de 
falta leve, sería susceptible de ser objeto de sanción.
En otras palabras, no existe en el RP de 1981 en la 
nueva redacción que en materia de régimen disciplinario 
le dio el RD 787/1984, y mantenido en esa parte en vigor 
por el RP de 1996, una respuesta jurídica al 
incumplimiento de la obligación genérica de trabajar, sea 
un castigo, una ejecución forzosa o una indemnización a 
cargo del sujeto incumplidor. Carece por lo tanto esta 
obligación de fuerza imperativa. En consecuencia, aunque 
la doctrina haya considerado aplicable a ese supuesto el 
régimen disciplinario general, puede a mi juicio 
defenderse lo contrario177, esto es, que como consecuencia 
de la inexistencia de sanción tipificada de modo expreso 
en la normativa penitenciaria178, la obligación de 
trabajar de los penados no puede ser contemplada mas que 
como un deber puramente moral, al igual que sucede con el 
del resto de ciudadanos, y no como un deber jurídico.
Considero además, en pura lógica, que esta postura 
es la única compatible con el principio de asimilación 
entre el trabajo penitenciario y el trabajo desarrollado
177 Evidentemente, no me encuentro sola en la 
defensa de esta idea. SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 80, mantiene idéntica 
postura.
178 Puede verse, por todos, como voz crítica hacia 
lo que él mismo denomina como una "proliferación de tipos 
abiertos en el catálogo de faltas disciplinarias de los 
arts. 108 a 110 RP81" vulneradora del mandato de certeza 
en que se concreta el principio de tipicidad, a RENART 
GARCÍA, F., El régimen disciplinario en el ordenamiento 
penitenciario español: luces y sombras, Publicaciones de 
la Universidad de Alicante, 2002, pp. 50-55.
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en el mundo libre, principio introducido por las reglas 
internacionales aplicables en la materia y necesario,
como pudo verse en el Capítulo anterior, para lograr el
primordial fin de las Instituciones Penitenciarias, en 
definitiva, la reeducación y reinserción social del 
recluso179. El entenderlo así refuerza el hecho de que al 
penado no se le pueden imponer más cargas, más penas que
la propia de la privación de libertad180, lo que viene
apoyado además por la previsión legal de que el trabajo 
penitenciario no puede tener un carácter aflictivo.
Además de esta razón, a mi entender cardinal en la 
defensa del carácter no obligatorio del trabajo 
penitenciario salvo en su vertiente de prestaciones 
personales obligatorias, existen otros razonamientos que 
se han empleado por la doctrina y que podrían calificarse 
como complementarios o accesorios en refuerzo de esta
179 En el mismo sentido se pronuncia DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador, cit., 
pp. 185 y 276-277. Señala este autor que la asimilación 
requiere que el trabajo penitenciario tenga la misma 
naturaleza jurídica que el trabajo libre -y no sólo ella, 
sino también las mismas condiciones de trabajo y una 
organización técnica y productiva equiparable-. Véase 
también, del mismo autor y en el mismo sentido "El 
trabajo penitenciario, diez años después", cit., p. 74. 
Igualmente, SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., pp. 68-69 y 93.
180 Véase a este respecto POLAINO NAVARRETE, M. , 
"Tendencias de futuro de las penas privativas de 
libertad", en Estudios Penitenciarios, Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Córdoba, 1988, p. 320, 
quien, defensor de la voluntariedad del trabajo 
penitenciario, mantiene que "la peculiar situación 
jurídica sancionadora de la privación de libertad por 
virtud de sentencia penal condenatoria excluye, conforme 




idea, si bien para ello algunos deban ser interpretados 
en sentido contrario.
Entre ellos destacaría, en primer lugar, la 
utilización en la normativa penitenciaria, sea legal o 
reglamentaria, del término "libre" referido al trabajo 
efectuado fuera de los establecimientos o realizado por 
sujetos no recluidos en un establecimiento de este tipo, 
término que en mi opinión debe entenderse no como opuesto 
a "obligatorio", sino como sinónimo de "efectuado en 
libertad"181.
En segundo lugar resalta la idea, señalada por la 
doctrina182, de que la obligación de trabajar no debería 
significar necesariamente la falta de voluntariedad de la 
relación especial, puesto que podría satisfacerse 
desarrollando cualquiera de las otras modalidades de 
trabajo recogidas en el artículo 27.1 LOGP, y en concreto 
las prestaciones personales que expresamente se
181 Idéntica opinión mantienen CAMPS RUIZ, "La
relación laboral penitenciaria", cit., p. 48, y SOLER 
ARREBOLA, La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., p. 68. En contra, PALOMEQUE LÓPEZ, "La relación 
laboral de los penados en instituciones penitenciarias", 
cit., p. 557, y "El derecho al trabajo de los penados y 
la efectividad de los derechos fundamentales", cit., p. 
310; y DE LA CUESTA ARZAMENDI, "Un deber (no obligación) 
y derecho de los privados de libertad: el trabajo
penitenciario", cit., pp. 150 y ss.
182 Aun siendo considerada por todos ellos una
solución insatisfactoria, la mencionan MAPELLI CAFFARENA, 
Principios fundamentales del sistema penitenciario 
español, cit., pp. 229 y ss.; DE LA CUESTA ARZAMENDI, "Un 
deber (no obligación) y derecho de los privados de 
libertad: el trabajo penitenciario", cit., p. 159; ALONSO 
OLEA y CASAS BAAMONDE, Derecho del Trabajo, cit., p. 102; 
y SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial
penitenciaria, cit., pp. 85 y 86.
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configuran como obligatorias en sentido jurídico. A 
quienes opinan de este modo da la razón el artículo 133.1 
RP de 1996, cuando señala que "todos los penados tienen 
el deber de trabajar conforme a sus aptitudes, ya sea 
desarrollando el trabajo a que se refiere el artículo 
anterior (de carácter productivo por cuenta ajena) o 
cualquiera de las otras modalidades de ocupación 
establecidas en el artículo 21 de la Ley Orgánica General 
Penitenciaria". Aun así, con esta teoría creo que se está 
dando por válida la obligatoriedad del trabajo 
penitenciario en su conjunto, opinión que como ha podido 
verse no comparto, al entender que sólo la última 
modalidad mencionada, esto es, las prestaciones 
personales en servicios auxiliares comunes del 
establecimiento, en su vertiente de prestaciones 
personales obligatorias conforme al artículo 5.2.f) RP de 
1996, goza de tal carácter. El resto no dejan de poseer 
naturaleza voluntaria, dada la inexistencia de sanción 
disciplinaria prevista para su falta de realización.
En tercer lugar, el hecho de que se recojan en los 
artículos 26 LOGP y 133.2 RP de 1996 determinadas 
excepciones a la obligación de trabajar, argumento 
manejado por la doctrina para defender la idea de la 
obligatoriedad183, no aporta nada nuevo ni distinto 
respecto de lo que ocurre en el exterior de las 
prisiones, puesto que son todos ellos supuestos en los 
que también para el trabajador ordinario se prevé la 
suspensión o la extinción de su relación laboral, con la
183 DE LA CUESTA ARZAMENDI, "Un deber (no 
obligación) y derecho de los privados de libertad: el
trabajo penitenciario", cit., p. 152.
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consiguiente inexistencia en esas situaciones de la 
obligación de trabajar184.
En cuarto lugar, la posibilidad jurídica que se
otorga a los penados de suspender o extinguir por propia 
voluntad la relación laboral especial, de donde se
infiere su voluntariedad pues en caso de ser obligatoria 
su prestación no se habrían previsto estas causas de 
suspensión o extinción185. Sucede en este caso como en el 
señalado en el párrafo anterior: no puede apreciarse en 
este sentido diferencia alguna entre la situación del 
interno trabajador y la del trabajador "libre".
En quinto lugar, destacaría el hecho de que, si
defendiéramos la obligatoriedad del trabajo, de entre los 
sistemas de trabajo susceptibles de ser utilizados en los 
establecimientos penitenciarios de nuestro país la
contrata sería un sistema no operativo, puesto que se 
estarían vulnerando en caso de su utilización los 
Convenios de la OIT en materia de Trabajo Forzoso u
Obligatorio, desde el momento en que se está cediendo o
poniendo a disposición de empresarios privados a los 
reclusos trabajadores sin contar con su aceptación 
voluntaria del trabajo y siendo en realidad la
Administración Penitenciaria el verdadero empresario, en
184 Puede verse esta idea en SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 87.
185 Mantienen idéntico argumento CAMPS RUIZ, La 
relación laboral penitenciaria, cit., p. 52; y SOLER 
ARREBOLA, La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., p. 88. En contra de esta interpretación, DE LA 
CUESTA ARZAMENDI, "Un deber (no obligación ) y derecho de 




cuyas manos queda la dirección y control de la actividad 
laboral del interno186.
En sexto lugar, no puedo dejar de mencionar una 
cuestión que a mi juicio resulta incoherente: la conexión 
que algunos efectuaron en su momento entre obligatoriedad 
del trabajo y tratamiento. Así, vigente ya la LOGP, hubo 
quien señaló como razón de esa obligatoriedad la 
implicación de los penados a la aplicación de su 
tratamiento, considerando que mantener la obligación en 
el contexto del régimen supondría tipificar el trabajo 
como forzado. De ese modo, concluía que, como para los 
preventivos no existe tratamiento, su trabajo debería ser 
considerado voluntario187, como así hacía la LOGP.
No acierto a entender el esquema de pensamiento 
lógico que llevó a ese autor a defender esta idea, en 
definitiva, que residenciara su naturaleza obligatoria en 
su carácter de factor del tratamiento y no del régimen, 
conectándolo con la finalidad de reeducación y 
reinserción social de las instituciones penitenciarias. Y 
no logro entenderlo porque ese tratamiento había sido ya 
configurado como voluntario en la LOGP -el mismo artículo 
4.2 dispone que "se procurará fomentar la colaboración de 
los internos en el tratamiento penitenciario lo
186 Ya adelantaba esta idea DE LA CUESTA ARZAMENDI 
en El trabajo penitenciario resocializador, cit., pp. 316 
y ss. Y la retoma en "El trabajo. Derecho y deber del 
interno y medio de tratamiento. Características", cit., 
p. 465, y en "Un deber (no obligación) y derecho de los 
privados de libertad: el trabajo penitenciario", cit., 
pp. 147-149.
187 Puede verse este planteamiento en DE LA MORENA 
VICENTE, E., "Aspectos jurídicos del trabajo de los 
internos preventivos", en Actividad Laboral 
Penitenciaria, n2 3/1981, p. 7.
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que por la doctrina se entendió como que "existe un 
derecho al tratamiento, no una obligación de someterse al 
mismo"189, siendo por ello criticable el que se tratara de
fundamentar la obligatoriedad del trabajo en el hecho de
que sea elemento de un tratamiento al que se accede 
exclusivamente de forma voluntaria.
En cualquier caso, creo que se ha de ser cauto y no
utilizar de un modo categórico el argumento del "trabajo 
como elemento fundamental del tratamiento" en defensa de 
su voluntariedad, puesto que se trata de una cuestión 
discutida por lo que tiene de generalización, y que se ha 
resuelto entendiendo que sólo se le considera como tal 
elemento, como después han recogido los sucesivos 
reglamentos penitenciarios, en aquellos casos en los que 
derive de un programa de tratamiento individualizado con 
el que se trate de subsanar las carencias de 
cualificación profesional o de aptitudes laborales si 
éstas han incidido, como factores decisivos, en el 
desarrollo de actividad delictiva. Resulta evidente que 
la "laborterapia" requiere de la voluntad del interno 
para ser efectiva. Pero ello no significa que el trabajo, 
no considerado elemento del tratamiento en el resto de 
supuestos, deba ser estimado obligatorio189.
Ahora bien: no puede obviarse la existencia de una 
diferente concepción legislativa del trabajo de los 
penados y del trabajo de los preventivos. Es
188 Cfr. BUENO ARÚS, F., "Deberes de los 
internos", en Comentarios a la legislación penal, cit., 
p. 104.
189 En contra, DE LA CUESTA ARZAMENDI, "El 
trabajo. Derecho y deber del interno y medio de 
tratamiento. Características", cit., p. 425.
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incontestable la distinta dicción legal, que ha llevado a 
la doctrina a plantear abiertamente la obligatoriedad del 
trabajo para los primeros, y su voluntariedad para los 
segundos190. Sin embargo, debo mantener que las razones 
aportadas previamente resultan a mi juicio suficientes 
para desarmar esos planteamientos doctrinales. La posible 
opción de los preventivos ante ciertas modalidades de 
trabajo -y no ante las prestaciones personales 
obligatorias, al igual que les sucede a los penados- no 
significa, en sentido contrario, la obligación de los 
penados ante el mismo. Además, una parte importante de 
los argumentos doctrinales en favor de aquella idea 
tienen como fundamento el considerar el trabajo como un 
ingrediente de la pena, poseedor de un carácter 
aflictivo, no pudiendo imponerse por este motivo de forma 
coactiva a quien no ha sido condenado, a quien no es 
"penado"191. Sin embargo, se hace en este caso una 
interpretación acerca del trabajo penitenciario que no 
comparto, como puse de manifiesto en el Capítulo 
anterior. No creo que esto suponga quitar valor al
190 Han insistido sobre todo en esta idea DE LA 
CUESTA ARZAMENDI, El trabajo penitenciario
resocializador, cit., pp. 275 y ss.; y PALOMEQUE LÓPEZ, 
"La relación laboral de los penados en instituciones 
penitenciarias", cit., pp. 557-558, y "El derecho al 
trabajo de los penados y la efectividad de los derechos 
fundamentales", cit., p. 311. En contra, SOLER ARREBOLA, 
La relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 90 y 
ss.
191 Es PALOMEQUE principalmente quien efectúa esa 
distinción con esta base. Sin embargo, puede verse 
también cómo BUENO ARÚS, F., "Los derechos y deberes del 
recluso en la Ley General Penitenciaria", en Revista de 
Estudios Penitenciarios, na 224-227/1979, p. 20, critica 
esta interpretación, que califica de equivocada, pero no 
porque entienda que no existe tal obligación para nadie, 
sino porque considera que no hay razón para excluir a los 
preventivos del ámbito del deber.
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artículo 29 LOGP, sino entenderlo en sus justos términos. 
Aunque quizá se trate tan sólo de un acto de fe.
59. ¿Atentaría la obligatoriedad contra el derecho a 
la libertad personal? Por último, debo recordar que 
anteriormente planteé cómo el establecimiento de un deber 
jurídico de trabajar para los ciudadanos ordinarios puede 
resultar atentatorio del derecho a la libertad personal 
previsto en el artículo 17.1 CE, motivo entre otros por 
el cual debe ser considerado como un mero deber moral. La 
pregunta que cabría hacerse es la de si ello sucedería 
con el reconocimiento del carácter obligatorio del 
trabajo de los penados. Y la respuesta, a mi juicio, debe 
ser igualmente afirmativa.
La propia Constitución Española en su artículo 25.2 
reconoce a los condenados a pena privativa de libertad el 
goce de los derechos fundamentales, "a excepción de los 
que se vean expresamente limitados por el contenido del 
fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley 
penitenciaria". Por pura lógica, todo condenado a una 
pena privativa de libertad e internado en un 
establecimiento penitenciario, de la clase que sea, se ve 
privado en lo primordial de su derecho a la libertad 
personal192. Se trata de un supuesto de limitación de un 
derecho fundamental debido al contenido del fallo de la 
condena, cumpliéndose las garantías previstas en ese 
artículo 17 CE, mas siendo cierto que la sentencia 
condenatoria no puede ir más allá, disponiendo acerca de 
la obligatoriedad del trabajo, dado que no existe en el 
Código Penal vigente concesión alguna en ese sentido.
192 Pueden consultarse en ese sentido las 




Pero también se trata de una limitación por el 
sentido de la pena, que restringe al condenado, 
parcialmente, el derecho, si por sentido de la pena 
entendemos "la privación de ciertos derechos que 
efectivamente son de imposible ejercicio, por razón de la 
propia condena"193.
Ahora bien, no significa que esto deba entenderse 
como una supresión del derecho a la libertad personal. El 
interno, dentro del establecimiento, podrá hacer uso del 
derecho en la medida en que la ley penitenciaria lo 
permita; en otras palabras, sigue siendo capaz de adoptar 
y ejecutar libremente sus propias decisiones siempre que 
ello no sea incompatible con su situación procesal y 
penitenciaria, con su status jurídico peculiar194.
En este sentido, considero que la imposición legal 
coactiva al penado de un deber de trabajar no tiene una 
causa consistente y una finalidad admisible, por utilizar 
las palabras de GARCÍA MORILLO cuando establece las 
condiciones en que podría producirse una limitación del 
derecho, sino al contrario. La finalidad de eliminar el 
ocio como causa de la restricción del derecho no es 
admisible, ni la medida restrictiva sería en ese supuesto 
proporcionada. Tampoco lo sería la finalidad de 
contribuir con el trabajo a su mantenimiento, como está
193 Cfr. COBO DEL ROSAL, M. y BOIX REIG, J. , 
"Artículo 25.2 de la Constitución Española", en ALZAGA 
VILLAMIL, O. (Dir.), Comentarios a las leyes políticas, 
Tomo III, Edersa, Madrid, 1983, p. 97.
194 En el mismo sentido puede verse MAPELLI 
CAFFARENA, Principios fundamentales del sistema 
penitenciario español, cit., p. 158.
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previsto que se haga en países no tan lejanos, como 
Francia195. Ni siquiera la idea de la rehabilitación, pues 
ya se ha podido comprobar cómo nuestro legislador le ha 
otorgado un carácter voluntario para el interno.
En definitiva, podría concluirse que la imposición 
obligatoria del deber de trabajar al penado y la 
consiguiente restricción del derecho de libertad personal 
no tienen una finalidad constitucionalmente admisible.
60. Legislación comparada. Resulta interesante, para 
finalizar este análisis sobre la obligatoriedad o no del 
trabajo en prisión, efectuar un breve repaso de la 
legislación de los países de nuestro entorno más próximo, 
pues en ellos podemos encontrar divergencias en el 
tratamiento de este aspecto del trabajo penitenciario. El 
abanico de situaciones es amplio, y abarca desde la 
excepción, esto es, un país en el que el trabajo es 
voluntario por expresa disposición legislativa, hasta una 
mayoría en los que se contempla como obligatorio:
195 Señala a este respecto LORIDANT, P., Rapport 
d'Information "Prisons: le travail á la peine", fait au 
nom de la comisión des Finances, du contróle budgétaire 
et des comptes économiques de la Nation sur la misión de 
contróle sur le compte de commerce 904-11 de la Régie 
Industrielle des Etablissements Pénitentiaires (RIEP), 
Les Rapports du Sénat, n2 330/2001-2002, p. 31, que para 
los reclusos que trabajan en Francia bien sea en régimen 
de concesión para empresas privadas, bien sea para la 
Régie Industrielle des Etablissements Pénitentiaires en 
actividades de producción, excluyéndose por lo tanto a 
quienes lo hagan en servicios generales, "sur les revenus 
bruts sont opérés deux prélévements: des frais
d'entretien en établissement pénitentiaire sont prélevés 
au profit du Trésor public sous la forme d'une somme 




a) Así, en Francia la obligatoriedad del trabajo de 
los reclusos prevista en el antiguo artículo 720 Code de 
Procédure Pénale196 desapareció tras la aprobación de la 
Ley de 22 de junio de 1987 relativa al Servicio Público 
Penitenciario (Loi n2 87-432), por la que se dio nueva 
redacción a dicho precepto, que finalmente quedó así: 
" (...) Au sein des établissements pénitentiaires, toutes 
dispositions sont prises pour assurer une activité 
profesionnelle aux persones incarcérées qui le 
souhaitent". Configura el trabajo por lo tanto como una 
actividad de carácter voluntario, a desempeñar tan sólo 
por aquellos reclusos que lo deseen, a quienes los 
establecimientos penitenciarios deberán proveer de un 
trabajo en ese caso.
Mas, a pesar de esa voluntariedad, se trata de un 
país que, a diferencia del nuestro197, todavía no ha 
dotado a los internos trabajadores de un estatuto 
jurídico laboral, ni siquiera reconoce la existencia de 
contrato de trabajo198, aunque en los últimos tiempos
196 Ese artículo, actualmente derogado, disponía: 
"Les condamnés á des peines privatives de liberté pour 
des faits qualifiés crime ou délits de droit común sont 
astreints au travail". Véase sobre este tema PONCELA, P., 
Droit de la peine, 2ñ ed., Thémis PUF, París, 2001, p. 
318.
197 Mantiene al respecto LORIDANT, nPrisons: le 
travail á la peine", cit., p. 141, que ncependant, c'est 
en Espagne que le droit du travail des détenus est le 
plus complet".
198 En efecto, en ese mismo artículo 720 Code de 
Procédure Pénale, alinea 3, se establece que "Ies 
relations de travail des persones incarcérées ne font pas 
l'objet d'un contrat de travail. 11 peut étre dérogé á 
cette régle pour les activités exercées á 1 'extérieur des 
établissements pénitentiaires", lo cual ha sido 
criticado, debido a las carencias que ello trae para los
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parece que se están produciendo movimientos de reforma de 
la ley penitenciaria199 favorables al reconocimiento de la 
existencia de una relación contractual de Derecho Público 
y a la subsiguiente incorporación de un contrato 
específico, si bien no de trabajo, a concluir entre la 
administración penitenciaria y el preso.
b) A su vez, en Dinamarca la Ley de 31 de mayo de
2000 sobre la ejecución de las penas (artículos 38 a 42), 
desarrollada en parte por el Reglamento de 17 de mayo de
2001 sobre la actividad de los detenidos en los 
establecimientos penitenciarios, dispone que los reclusos 
tienen la obligación de tener una ocupación, que puede 
consistir en un trabajo, formación profesional o 
cualquier otra ocupación reconocida por la administración 
penitenciaria. En otras palabras, los reclusos en
internos, no sólo por la doctrina científica -véanse 
GIUDICELLI-DELAGE, G. y MASSÉ, M. , "Travail
penitentiaire: absence de contrat de travail", en Droit 
Social, n2 4/1997, pp. 344 y ss.; LORVELLEC, S., "Travail 
et peine", en Revue Pénitentiaire et de Droit Penal, n2 
3/1997, pp. 207 y ss.; HERZOG-EVANS, M. , "La loi 
pénitentiaire á venir", en Revue Nationale des Barreaux, , 
n2 63-64/2001, p. 232-, sino también por los propios
miembros del Poder Legislativo -véanse a este respecto 
los siguientes Informes de la Asamblea Nacional y del 
Senado Francés: MERMAZ, L. y FLOCH, J., Rapport "La 
France face á ses prisons" fait au nom de la Comisión 
d'enqueté sur la situation dans les prisons frangaises, 
Les Documents d'information de L'Assemblée Nationale, n2 
2521/2000, pp. 188 y ss.; y LORIDANT, "Prisons: le
travail á la peine", cit.-.
199 Pueden verse al respecto FROMENT, J.C.,
"Introduction", en el n2 monográfico dedicado a 
"Administration et politiques pénitentiaires", Revue 
frangaise d'administration publique, n2 99/2001, pp. 381- 
392, y HERZOG-EVANS, M., "Le droit en prison", en Projet, 
n2 269/2002, pp. 87-95. Igualmente, PERRET, M., "Le 




Dinamarca están obligados a realizar cualquier actividad, 
aunque ésta no debe ser necesariamente un trabajo. 
Similar por lo tanto a lo que parte de la doctrina 
científica española considera como dispuesto por nuestra 
propia legislación penitenciaria200 .
c) Por su parte, en Portugal la redacción presente 
en la norma encargada de regular la ejecución de las 
penas privativas de libertad, el Decreto-Ley n 2 265/1979, 
de 1 de Agosto, modificado por Decreto-Ley n 2 49/1980 y 
Decreto-Ley n2 414/1985, es muy parecida a la de nuestra 
LOGP. Así, dispone su artículo 64, donde se regula el 
Dever do Trabalho, que "1. O recluso é obrigado a 
realizar o trabalho e as demais actividades adequadas á 
sua situagao que lhe tiverem sido destinadas, tendo em 
consideragao o seu estado físico e mental, averiguado 
pelo médico, e asuas necessidades de aprendízagem aos 
vários níveis. 2. O recluso pode ser obrigado a realizar 
servigos auxiliares no estabelecimento até trés meses por 
ano, ou, com o seu consentimento, per período de tempo 
superior. 3. Podem ser isentos do dever de trabalhar 
. . . Sin embargo, debe tenerse presente que en la 
Constitución portuguesa, su artículo 51 establece un 
deber de trabajar más sobrio, menos retórico que el 
nuestro201, cuando dispone en su párrafo 22 que "el deber 
de trabajar es inseparable del derecho al trabajo,
200 Idea al parecer asumida también por el autor 
de este informe, LORIDANT. Véase "Prisons: le travail á 
la peine", cit., p. 138.
201 Como "más perfecto" ha sido calificado por 
ALARCÓN CARACUEL, "Derecho al trabajo, libertad 
profesional y deber de trabajar", cit., p. 27, por 




excepto para aquellos que sufran disminución de capacidad 
por razones de edad, dolencia o invalidez".
d) El resto de países europeos estudiados (Italia, 
Inglaterra, Alemania y Holanda) establecen la 
obligatoriedad del trabajo de los reclusos202, aunque su 
aplicación no sea idéntica, ni las excepciones a la
misma, siendo a pesar de ello lugar común en la realidad 
penitenciaria actual la inexistencia de trabajo para 
todos los penados, si bien en algunos países, como
Holanda, se ha conseguido prácticamente el pleno empleo 
de la población reclusa, incluyendo a los preventivos.
d.l) En Italia, el carácter obligatorio del trabajo 
de los penados viene dispuesto por el artículo 2O203 de la 
Ley ns 354 de 26 de julio de 1975 sobre el sistema
penitenciario, desarrollada por Decreto de 30 de junio de 
2000, siendo sin embargo dicha obligatoriedad puesta en 
cuestión por una parte señalada de la doctrina
italiana204 .
202 Véase con detalle, respecto de Alemania, 
Holanda e Italia, el estudio comparado efectuado por 
LORIDANT, nPrisons: le travail á la peine", cit., pp. 
137-170.
203 Dispone este precepto, en sus párrafos 3fl y 
4a, que "Jl lavoro é obbligatorio per i condannati e per 
i sottoposti alie misure di sicurezza della colonia 
agrícola e della casa di lavoro. II sottoposti alie 
misure di sicurezza della casa di cura e di custodia e 
dell'ospedale psichiatrico giudiziario possono essere 
assegnati al lavoro quando questo risponda a final itá 
terapeutiche" .
204 Puede verse sobre este tema el amplio estudio 
de FUMO, M. , "Una questione recente ed un'altra per 
troppo tempo rimossa. La Corte Costituzionale scioglie 
due importante nodi in tema di lavoro penitenciario", en 
Rassegna Penitenziaria e Criminológica, na 1-3/1989, pp.
302
Capítulo Segundo
d.2) En Inglaterra, la norma en torno a la cual gira 
toda la regulación del sistema de prisiones es la Prison 
Act 1952, una gran parte de la cual se encarga de 
establecer principios muy básicos. Para una regulación 
más detallada tienen, entre otras normas, las Prison 
Rules 1999 fReglas de Prisión de 1999 que consolidan y 
actualizan las Reglas de 1964). De ellas, la Regla 31 
establece: "(1) A convicted prisoner shall be required to 
do use ful work for not more t han 10 hours a day, and 
arrangements shall be made to allow prisoners to work, 
where possible, outside the cells and in association with 
one another. (...) (5) An unconvicted prisoner shall be
permitted, if he wishes, to work as if he were a 
convicted prisoner." En definitiva, dispone que todos los 
condenados a pena privativa de libertad estarán obligados 
a efectuar un trabajo útil, mientras que los preventivos 
no estarán obligados a hacerlo pero deberán disponer de 
un trabajo si así lo quisieran205 .
67-105, en concreto pp. 87-93, donde defiende el carácter 
obligatorio del trabajo al señalar que la encarcelación 
va acompañada de una restricción de la capacidad de 
autodeterminación del recluso, quien no será libre en sus 
elecciones, esto es, no podrá de un modo autónomo decidir 
acerca del hacer o no hacer. También puede verse 
MARCHETTI, M.R. , "Art. 20. Lavoro", en GREVI, V. , 
GIOSTRA, G., y DELLA CASA, F., Ordinamento Penitenziario, 
Cedam, Padua, 1997, p. 200.
205 Sobre este tema pueden consultarse 
LIVINGSTONE, S. y OWEN, T., Prison Law, Oxford 
University Press, 1999, pp. 160-162; y CREIGHTON, S. y 
KING, V., Prisoners and t he Law, 2ñ edition, 
Butterworths, Londres, 2000. Una visión más amplia del 
trabajo en las prisiones inglesas, desde el punto de 
vista de sus objetivos, en SIMON, F.H., Prisoners' work 
and vocational training, cit.
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d.3) Por su parte, en Alemania la Ley de 16 de marzo 
de 1976 sobre ejecución de las penas considera el trabajo 
como instrumento para conseguir la reinserción y 
establece la obligatoriedad del trabajo productivo 
remunerado para los penados, no para los preventivos.
d.4) En Holanda la Ley penitenciaria de 15 de junio 
de 1998 dispone lo mismo que se ha visto en las normas 
precedentes: su obligatoriedad para los penados.
e) Y por último, en Estados Unidos la obligación de 
trabajar de los condenados, no así su derecho al trabajo, 
puede deducirse de la XIII Enmienda a la Constitución 
Federal, que expresamente prevé que "neither slavery ñor 
involuntary servitude, except as a punishment for crime 
whereof the party shall have been duly convicted, shall 
exist within the United States, or any place subject to 
their jurisdiction"206. La principal consecuencia que de 
la excepción a la prohibición de la esclavitud o servicio 
involuntario se extrae es que, una vez condenados, los 
presos no sólo no tienen derecho a rechazar el trabajo207 ,
206 Puede traducirse como que "ni esclavitud ni 
servicio involuntario, excepto como castigo por un crimen 
al que la parte haya sido debidamente condenada, existirá 
en los Estados Unidos de América, ni en ningún lugar 
sujeto a su jurisdicción". Respecto de esta previsión 
dice WRIGHT, P. , "Slaves of the State", en BURTON-ROSE, 
D., PENS, D. y WRIGHT, P., The Celling of America, an 
inside look at the US prison industry, Common Courage 
Press, Maine, 1998, p. 102, que "t he effect of the 
Thirteenth Amendment was not to abolish slavery but to 
limit it to those who had been convicted of a crime".
207 Cfr. MUSHLIN, M., Rights of prisoners, Vol. I, 
2ft ed., Shepard's/McGraw-Hill, Colorado Springs, 1996, p. 
319, nota pie 31: "Convicted prisoners have no right to
refuse to work. Cooper v Morin, 91 Mise 2d 302, 398 NYS2d 
36 (Sup Ct 1977)".
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sino que tampoco tienen derecho a la asignación de un 
trabajo en particular; y, sobre todo, que el hecho de
rechazar un trabajo puede ser sancionado con el
aislamiento208 . En realidad, sólo está permitido el 
rechazo si el trabajo vulnera un derecho constitucional, 
como la religión; si equivale a un castigo cruel e
inhumano; o si la asignación del mismo se hace sobre 
bases discriminatorias, arbitrarias o caprichosas.
Parece por lo tanto que predomina, en las distintas 
legislaciones penitenciarias consultadas, la existencia 
de una obligación de trabajar para los condenados a penas 
privativas de libertad, no así para los presos 
preventivos. En realidad, tan sólo Francia prevé de modo 
expreso e indiscutido la voluntariedad del trabajo
penitenciario. El resto, o bien dispone expresamente la 
obligatoriedad del trabajo, o bien la de desarrollar 
durante la condena una ocupación, que no necesariamente 
deba consistir en un trabajo, pronunciándose en términos 
similares a los que se utilizan en nuestra legislación 
penitenciaria.
Ahora bien, que ello se haya interpretado doctrinal 
y jurisprudencialmente como el establecimiento de un 
deber jurídico de trabajar es cuestión que en cada país 
se ha resuelto de modo distinto.
208 Señala MUSHLIN, Rights of prisoners, cit., p. 
314, que "the primary distinction between civilian and 
convict labour is the compulsory characteristics of the 
latter -prisoners are assigned jobs which they must 
perforín. Failure to work may be punished and may result 
in a bad record for parole board review". Este autor 
recoge en su libro numerosos casos en los que los 





61. Acerca de la presencia o no de los presupuestos 
sustantivos de la relación laboral. La pregunta con la 
que se iniciaba esta parte del Capítulo, esto es, si la 
modalidad objeto de la relación laboral de carácter 
especial gozaba o no de los presupuestos sustantivos 
propios de toda relación laboral, debe ser contestada, 
por lo que se ha podido ver hasta ahora, de un modo 
positivo.
Recapitulando, puede mantenerse que la actividad 
laboral desarrollada por los internos en los talleres 
productivos de los establecimientos penitenciarios, y que 
es la que conforma el ámbito objetivo de esta relación 
laboral de carácter especial, según dispone el artículo 
1.1. RD 782/2001, posee las notas de voluntariedad, 
carácter personal, ajenidad y dependencia, debiendo 
quedar incluida por méritos propios, como considero que 
así ha sido, en el ámbito de aplicación del Derecho del 
Trabajo, y descartando en consecuencia la existencia en 
este caso de una inclusión constitutiva en el seno del 
mismo.
2.3. ANÁLISIS SOBRE EL ORIGEN DE LA RELACIÓN LABORAL Y 
LA CAUSA DE SU ESPECIALIDAD.
62. El origen contractual de la relación laboral 
especial penitenciaria. En consecuencia, al gozar de 
todos los presupuestos, la relación que surge entre el
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interno trabajador y el OATPP tiene origen contractual209, 
y no un origen legal como ha defendido cierto sector 
doctrinal, en parte amparándose en la presunta carencia 
de la nota de la voluntariedad o libertad y en la 
consiguiente ausencia de la autonomía de la voluntad, 
base de todo negocio contractual210. Como señalé con 
anterioridad, en la actualidad es lugar común en la 
doctrina el considerar que "la relación laboral sólo 
puede nacer del acuerdo voluntariamente prestado por los 
sujetos y los derechos y obligaciones derivados de la 
misma nacen, precisamente, del mismo acuerdo"211.
Se trata, en cualquier caso, como el resto de 
contratos de trabajo, de un contrato bilateral, oneroso, 
conmutativo, consensual, de tracto sucesivo y, desde 
luego, normado o reglamentado, en el que, por razones de 
política no tanto económica o social como principalmente 
penitenciaria, el Estado ha asumido la tarea de dotarle, 
por vía legal y reglamentaria, de un contenido imperativo 
e irrenunciable. Se trata en definitiva de un contrato
209 Recientemente, sin embargo, defendiendo su 
naturaleza extracontractual puede verse RODRÍGUEZ MESA, 
"La relación laboral especial de los penados en 
Instituciones Penitenciarias", cit., p. 50.
210 Me remito a lo dicho en la nota a pie 83 del 
presente Capítulo, añadiendo a ello que considero que 
siguen en ese punto la opinión de, entre otros, SUÁREZ 
GONZÁLEZ, F., "El origen contractual de la relación 
jurídica de trabajo" en Cuadernos de Política Social, nc 
48/1960, pp. 102 y ss., quien mantenía que resulta 
contrario a la naturaleza contractual de la relación 
laboral, amén de otros factores, la obligación del 
trabajo impuesta por el ordenamiento jurídico.
211 Por todos, cfr. BLASCO PELLICER, La 




cuya celebración corresponde, como señala PUIG BRUTAU212, 
a la iniciativa particular, pero cuyo contenido es el que 
la propia norma, legal o reglamentaria, restablece, al 
menos en una parte importante.
63. ¿Estamos ante un contrato de adhesión? En este 
sentido, se ha defendido incluso su naturaleza de 
contrato de adhesión213, basándose en el hecho de que 
existe una falta de participación en la determinación de 
las condiciones de trabajo, no sólo por las limitaciones 
establecidas en la ley sino también por la posibilidad de 
que la parte empresarial "fije estipulaciones que la otra 
debe aceptar", siendo además esa supremacía recogida por 
la norma y siendo partícipe ese sujeto empresarial "de la 
regulación de la esencia propia de las condiciones 
contractuales que regirán la relación", debiendo ser esto 
último interpretado, al parecer, en el sentido de que es 
la Administración penitenciaria la que establece 
reglamentariamente el régimen jurídico de la relación; en 
otras palabras, que la parte empresarial "por vía 
normativa desarrolla los elementos que obligatoriamente 
componen los aspectos que disciplinan el vínculo que le 
une al interno"21*.
212 Véase PUIG BRUTAU, Fundamentos de Derecho
Civil, cit., p. 426.
213 Puede verse esta idea en SOLER ARREBOLA, La
relación laboral especial penitenciaria, cit., pp. 165 y 
ss. También en DE LA MORENA VICENTE, "Situación y
desarrollo de la normativa laboral penitenciaria", cit., 
p. 129, aunque sólo respecto de los preventivos.




Sin embargo, se trata de una opinión que no puedo 
compartir, y no tanto porque no se compartan algunos de 
los hechos, sino la conclusión que se extrae de los 
mismos.
Así, considero que la parte empresarial, el OATPP, 
al margen de contar con un amplio poder de dirección que 
quizás explicaría la posibilidad de fijar estipulaciones 
que la otra parte deba aceptar215, se encuentra sometida, 
al igual que le ocurre al interno trabajador, a ese 
contenido del contrato de trabajo que viene 
predeterminado de modo heterónomo, en especial por vía 
reglamentaria. Ello no es óbice, desde luego, para 
señalar que la parte trabajadora prácticamente no 
interviene en la configuración del contrato, más que para 
prestar su consentimiento, pero a mi entender esto último 
indica que puede estarse ante un contrato realizado "en 
circunstancias semejantes a las que se manifiestan en la 
contratación por adhesión"216, pero no significa
215 Al analizar la especificidad del contrato de 
trabajo, y quién y cómo determina el objeto de las 
obligaciones del mismo, señalaba ROMÁN DE LA TORRE, con 
carácter general, que este contrato "se prolonga a lo 
largo del tiempo y ello exige ajustes progresivos y 
especificación continua, integrado en un círculo 
organizativo cambiante y necesitado de actualización en 
todo momento. Este contexto exige que la prestación se 
especifique y que cambie, y tales facultades -facultades 
en definitiva de determinación del objeto- están en 
principio atribuidas al empresario con carácter general, 
sobre el que sólo en segundo orden parecen actuar la 
norma estatal, el convenio colectivo o el pacto 
individual, como instrumentos limitadores" -Poder de 
dirección y contrato de trabajo, cit., p. 57-. Por lo que 
no parece que, a este respecto, se aparte tanto esta 
relación laboral especial de la ordinaria o común.
216 Con carácter general y no refiriéndose de modo 
expreso a esta relación contractual, BLASCO PELLICER, La
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necesariamente que se trate de un contrato de adhesión, 
sino de un contrato normado o reglamentado. Lo mismo que 
puede mantenerse a día de hoy del contrato de trabajo 
ordinario, como bien señala SOLER217.
Esto es así porque creo que existen varias 
características del contrato de adhesión218 que no se 
cumplen en esta relación laboral. Son aquellas según las 
cuales ese contrato "es la respuesta que da la producción 
en masa a la demanda, también en masa, de bienes o 
servicios determinados de manera que el cliente ha de 
tomarlo o dejarlo", característica que hace pensar en 
contrataciones en masa necesariamente uniformes y 
rápidas, lo que no puede afirmarse que suceda en el 
ámbito de las prisiones; y que "el oferente no se 
preocupa de elegir a la otra parte contratante". Esta 
última no es una característica propia de esta relación 
laboral, desde el momento en que la propia norma 
reglamentaria establece un orden de prelación que deberá 
cumplirse con el objeto de seleccionar al interno a quien 
contratar.
Además, y para terminar, la predeterminación 
heterónoma del contenido de la relación laboral no ha 
sido efectuada por quien desempeña el rol de empresario 
en esta relación, sino por quien posee en este país el 
poder reglamentario, que no es otro sujeto que el
individualización de las relaciones laborales, cit., p. 
49.
217 Recogiendo opiniones doctrinales partidarias 
de esa idea, puede verse SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., pp. 168 y 169.
218 Características enumeradas por PUIG BRUTAU, 
Fundamentos de Derecho Civil, cit., p. 432.
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Gobierno a través del Consejo de Ministros. Siguiendo 
esta vía iniciada por SOLER podría llegar a defenderse 
que cualquier contrato efectuado entre la Administración 
y un particular, incluido el laboral, gozaría del 
carácter de contrato de adhesión. Y no creo que exista 
base legal para mantener eso.
64. Los motivos de su especialidad. Por todo lo 
anterior, debe concluirse que no es la naturaleza del 
vínculo que existe entre trabajador y empresario lo que 
determina hoy día la especialidad de la relación. Ahora 
bien, entiendo que existen diversos motivos para la 
conceptuación de esta relación laboral como "de carácter 
especial", motivos que sin embargo una parte 
significativa de la doctrina ha utilizado para negar su 
laboralidad.
Retomando el discurso en torno a la existencia de
las relaciones laborales especiales, ya adelanté que ésta
era debida a la presencia de una alteración sustancial en 
los elementos esenciales del contrato que traía como 
consecuencia obligada la necesidad de dotar de un régimen 
jurídico específico y diferenciado a las mismas respecto 
de la relación laboral común, cuyo régimen jurídico
devenía ineficaz para solventar las necesidades de tutela 
específica de los sujetos que formaban parte de dicha 
relación especial.
En concreto, en la relación laboral especial
penitenciaria se ha podido comprobar cómo, de los tres 
elementos esenciales del contrato existentes conforme 
dispone el artículo 1261 del Código Civil, hay dos, desde 
luego, en los que no concurre alteración de ningún tipo 
si los comparamos con los del contrato de trabajo común u
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ordinario. Estoy refiriéndome, por supuesto, al 
consentimiento y al objeto.
Respecto del consentimiento, se ha podido constatar 
su presencia en esta relación laboral, sin poder 
encontrar diferencia alguna con la necesaria presencia 
del mismo en la relación laboral común.
Por lo que se refiere al segundo, tras estudiar el 
ámbito objetivo de esta relación laboral puede igualmente 
concluirse que no se aparta en su esencia del objeto de 
la relación laboral común: el objeto del contrato de
trabajo existente entre interno y OATPP es un trabajo 
dependiente, retribuido y por cuenta ajena.
Ahora bien: es en la causa donde encuentra su razón 
de ser la especialidad de esta relación laboral. No creo 
que pueda mantenerse que la causa típica del contrato de 
trabajo -el intercambio de las prestaciones que 
constituyen su esencia, en definitiva, trabajo por 
salario- no esté presente en esta relación laboral219. Una 
gran mayoría de los reclusos que desempeñan un trabajo 
productivo, y de aquellos que aun queriendo desempeñarlo 
no pueden por no existir suficientes puestos de trabajo, 
lo hacen porque la remuneración, aun siendo exigua, les
219 Sin embargo, existe doctrina contraria a esa 
presencia. Véanse, por ejemplo, BAYÓN CHACÓN y PÉREZ 
BOTIJA, Manual de Derecho del Trabajo, cit., pp. 506-507; 
también, MONTOYA MELGAR, Derecho del Trabajo, cit., p. 
508, quien expresamente señala que "la finalidad del 
trabajo del penado no es la de obtener una remuneración, 
sino la de preparar a los internos para las condiciones 
normales del trabajo libre (art. 26.c LOGP), esto es, una 
finalidad reeducadora y de reinserción social". Niega por 
lo que parece la existencia de la causa típica del 
contrato de trabajo en esta relación.
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sirve para cubrir los gastos extraordinarios que se 
puedan producir en el interior de las prisiones, siendo 
controlada por la Administración su utilización con ese 
fin, así como para ordenar transferencias a sus familias 
o a otras personas previa autorización de la 
Administración penitenciaria. Podría decirse que la 
finalidad de este trabajo, cierto que no la única, es la 
de obtener una remuneración220 . Por su parte, nadie niega 
el carácter comercial del OATPP, teniendo por lo tanto 
como uno de sus objetivos el de extraer un rendimiento a 
ese trabajo prestado por los reclusos.
Todo esto, por supuesto, con independencia del hecho 
cierto de que estos internos trabajadores no necesitan 
personalmente de esa retribución para subsistir durante 
el tiempo de su encarcelamiento, desde el momento en que 
se encuentran recluidos en una Institución que se hace 
cargo de todas sus necesidades básicas. Pero si esto 
fuera motivo suficiente para defender la inexistencia en 
estos casos de la causa típica del contrato de trabajo, 
debería efectuarse un control en ese sentido de todos los 
contratos de trabajo que se celebren, pues debe de 
existir más de uno en el que el trabajador no necesite 
del mismo para subsistir y, sin embargo, se haya 
constituido una relación laboral cuya existencia ni se 
cuestiona.
220 Debe tenerse muy en cuenta a estos efectos, 
además, la reciente reforma del artículo 90 CP llevada a 
cabo por la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de 
medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y 
efectivo de las penas, que impide acceder a la libertad 
condicional "si el penado no hubiese satisfecho la 
responsabilidad civil derivada del delito" en los 
supuestos del artículo 72.5 y 6 LOGP.
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No obstante, he de indicar que no es ésta la única 
causa de estos contratos de trabajo, como resulta obvio. 
Poseen lo que se ha denominado doctrinalmente como una 
causa mixta221, que a mi juicio es uno de los motivos que 
determina su especialidad, dado que la normativa laboral 
ordinaria no puede dar una respuesta satisfactoria a las 
necesidades específicas que surgen en esta relación 
laboral a raíz de la presencia en su origen de diversas 
causas o funciones a cumplir.
De este modo, a la causa típica del contrato de 
trabajo se añaden, en mi opinión, dos mas: la primera y 
principal, por delante incluso de la causa típica, aunque 
quizás el recluso no lo perciba de ese modo, es la de 
contribuir a prepararles para la vida en libertad. Así lo 
recoge expresamente el artículo 4.1 RD 782/2001, conforme 
al cual "la finalidad esencial del trabajo es la 
preparación para la futura inserción laboral del interno 
En realidad, se trata de dotarles de las 
capacidades y habilidades indispensables para desarrollar 
un trabajo una vez se encuentren en libertad, 
contribuyendo con ello a su reeducación y futura 
reinserción a la sociedad, en estricto cumplimiento del 
artículo 25.2 CE. Esta causa va a modalizar, ante todo, 
el acceso al trabajo, desde el momento en el que se
221 Véase CARDENAL CARRO, "A los quince años de 
existencia de las relaciones laborales especiales. Un 
balance y una propuesta (I)", cit., p. 163, donde 
manifiesta que "las ríe constituirían contratos de 
trabajo en los que el legislador no sólo quiere que se 
realicen los fines que justifican la existencia del 
Derecho del Trabajo y con él de las relaciones laborales, 
sino que pretendería salvaguardar otros intereses que 
juzga dignos de tutela y que el desarrollo de los 
contratos de trabajo de acuerdo con los parámetros 
ordinarios podrían poner en peligro".
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establece un orden de prelación, como podrá observarse en 
el Capítulo siguiente, para el que uno de los factores 
decisivos será el reeducacíonal y tratamental.
La segunda es, desaparecida ya la redención de penas 
como causa presunta de este contrato222, la ocupación del 
tiempo de ocio y con ella, la consiguiente contribución 
al mantenimiento de la disciplina en el interior de la 
prisión223 , lo que en definitiva coadyuva al cumplimiento 
de las normas de régimen dirigidas a garantizar la 
seguridad, el buen orden y la disciplina en el interior 
de los establecimientos penitenciarios.
En realidad, todas estas circunstancias nos conducen 
hasta el otro motivo de la especialidad de esta relación, 
que realmente convierte en ineficaz para regularla a la 
normativa laboral ordinaria: la situación procesal y
penitenciaria del trabajador, que se encuentra sometido, 
en el desarrollo de su relación de trabajo, a unas 
exigencias ante todo de régimen penitenciario que impiden 
conceder a esa relación un carácter ordinario y que 
determinan que el ejercicio de ciertas facultades y 
derechos venga condicionado por circunstancias relativas 
al régimen224 .
222 La señalaba como tal CASTIÑEIRA FERNÁNDEZ, "El 
trabajo de los penados", cit., p. 93.
223 Retomando la idea de BELAUSTEGUI MAS, 
Fundamentos del Trabajo Penitenciario, cit., p. 84. Véase 
también esta idea en DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo 
penitenciario resocializador, cit., p. 84, donde cita 
abundante doctrina en ese sentido.
224 Esta idea no es nueva. DE LA CUESTA ARZAMENDI, 
ult.ob. cit., p. 179, adelantaba ya a este respecto que 
la situación de privación de libertad "conlleva un 
conjunto de restricciones, debidas tanto a imperativos de
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Sin embargo, la especialidad de esta relación no 
puede residenciarse de forma exclusiva y exclüyente en la 
propia singularidad de los trabajadores penados como 
sujetos de dicha relación laboral, puesto que ya pudo 
verse cómo el trabajo prestado por determinados internos 
trabajadores se encontraba excluido de su consideración 
como RLEP. Era el caso de los internos clasificados en 
tercer grado que desarrollaran un trabajo en el exterior 
de la prisión; o el de aquellos que trabajaran para la 
Administración Penitenciaria y no el OATPP, como pudo 
contemplarse en el artículo 305 RP de 1996; o el de 
aquellos que desarrollaran una modalidad de trabajo 
distinta a la que constituye el objeto de esta relación.
En conclusión, la necesidad de adaptar la relación 
de trabajo penitenciaria para la consecución de las 
diferentes finalidades, primordiales o accesorias, que el 
legislador considera tutelables, se configura a mi juicio 
como el principal motivo de la especialidad de esta 
relación, al que se superpone, como es evidente, la 
peculiar situación procesal y penitenciaria del sujeto 
trabajador, que a su vez condicionará el ejercicio 
concreto de determinados derechos y facultades durante la 
vida de esta relación laboral especial.
A lo largo del Capítulo siguiente, en el que se 
efectúa un análisis del régimen jurídico de esta relación 
laboral especial, se descubrirá si las diferencias
control, seguridad y custodia, como a la clasificación de 
los internos, calidad de preventivos o condenados, 
duración de las condenas, aplicación de otros programas 
penitenciarios y mantenimiento de la propia institución, 




presentes en el mismo respecto del régimen jurídico de la 
relación laboral ordinaria, regulado en el Estatuto de 
los Trabajadores y en el resto de normativa laboral 





RÉGIMEN JURÍDICO DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE 
LOS INTERNOS OBJETO DE LA RELACIÓN LABORAL
ESPECIAL

L FUENTES REGULADORAS DE LA RELACIÓN LABORAL 
ESPECIAL PENITENCIARIA.
1. El articulo 1.4 RD y la ordenación de las fuentes 
que regulan la relación laboral especial. El artículo 1.4 
RD 782/2001 indica cuáles son las fuentes que van a regir 
la relación laboral especial de los penados en 
instituciones penitenciarias. Aparentemente, en él se 
otorga el carácter de fuente principal y única a un 
instrumento normativo de naturaleza heterónoma, cual es 
el propio RD 782/2001: "la relación laboral especial
penitenciaria se regulará por lo dispuesto en este Real 
Decreto0.
En segundo término se establece que "las demás 
normas de la legislación laboral común, incluido el texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, sólo serán aplicables en los casos en que se 
produzca una remisión expresa desde este Real Decreto o 
la normativa de desarrollo". Con este último párrafo se 
desmiente el carácter de fuente exclusiva y excluyente 
que el primer apartado parecía conferir al RD, dado que 
los derechos y obligaciones de las partes de la relación 
podrán también venir regulados por lo dispuesto en esa 
normativa de desarrollo a la que también hace referencia 
la Disposición final primera RD1. Se trata en este caso
1 "Se autoriza a los Ministros del Interior y de 
Trabajo y Asuntos Sociales a dictar, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, cuantas disposiciones sean
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de la normativa no sólo laboral sino también 
penitenciaria que en el futuro pueda dictarse en 
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en el RD. Dentro 
de ella destacan, ante todo, las Circulares e 
Instrucciones dictadas por la Dirección General de 
Instituciones Penitenciarias (en adelante, DGIP) que 
sirven para ordenar el régimen interno de los 
establecimientos penitenciarios y que, aun siendo normas 
jurídicas dotadas de un rango reglamentario, no pueden 
entrar a regular aspectos sustanciales ya regulados por 
la ley o el reglamento, ni aquello que no venga previsto 
en esas normas2.
2. Cuestiones destacables del precepto citado. Del
artículo 1.4 RD, son tres las cuestiones que llaman la 
atención: la primera, que puede parecer obvia, es que con 
él se confirma la condición de perteneciente al 
ordenamiento jurídico laboral de esta norma 
reglamentaria, al mencionarla junto a "las demás normas 
de la legislación laboral"; la segunda sería la no 
inclusión, dentro del sistema de fuentes que diseña, de 
la autonomía individual y, sobre todo, de la negociación 
colectiva, como fuentes de los derechos y obligaciones de
necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto 
en este Real Decreto, sin perjuicio de las habilitaciones 
específicas de desarrollo conferidas al Organismo 
Autónomo Trabajo y Prestaciones Penitenciarias u órgano 
autonómico equivalente en otros preceptos del mismo" .
2 En este sentido, RODRÍGUEZ ALONSO, A. , 
Lecciones de Derecho Penitenciario, Comares, Granada, 




las partes de esta relación laboral3; y la tercera sería 
la de que, a diferencia de lo que ha sucedido en otras 
relaciones laborales especiales como la del personal de 
alta dirección, en ésta la rama del ordenamiento jurídico 
que tradicionalmente se ha encargado de su regulación no 
goza del carácter de normativa supletoria, lo que va 
unido a la falta de previsión en el precepto de normativa 
supletoria directa, dado que la legislación laboral común 
sólo resultará aplicable en caso de remisión expresa del 
RD o de su normativa de desarrollo, siendo destacable a 
este respecto las escasas llamadas que se efectúan, como 
podrá observarse, desde ese RD a la legislación laboral 
común.
3. La mención del Real Decreto junto a "las demás 
normas de la legislación laboral común". Por lo que hace 
a la primera de las cuestiones, soy consciente de que el 
tenor literal del precepto, por lo que se refiere a la 
mención de "las demás" normas de la legislación laboral 
común, no ha cambiado respecto de la redacción contenida 
en el artículo 134.4 RP de 1996. Sin embargo, la norma 
reglamentaria aplicable entonces a la RLEP, y fuente 
principal de la misma, era el propio Reglamento 
Penitenciario, norma de la que no se dudaba acerca de su 
pertenencia al ordenamiento jurídico penitenciario, y de 
su consiguiente sometimiento a los principios y criterios 
propios de ese ordenamiento.
3 Ausencia denunciada por SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 146 y 
ss., aunque en referencia a la regulación que de esta 
relación se hacía por el RP de 1996.
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En la actualidad, sin embargo, si se atiende al 
sentido de las palabras utilizadas en el precepto, ha de 
concluirse que lo que éste indica es que la norma 
reglamentaria reguladora de la relación laboral especial, 
ajena al Reglamento Penitenciario, forma parte del 
ordenamiento jurídico laboral, por lo que, 
consecuentemente, debería estar sometida a los principios 
inspiradores y a los criterios de aplicación del mismo.
4. La marginación de las autonomías individual y 
colectiva. En cuanto a la segunda cuestión destacada, esa 
marginación tanto de la autonomía individual como de la 
autonomía colectiva evidencia una notable peculiaridad de 
esta relación especial pues, así como el sistema de 
fuentes de esta relación laboral especial no se aparta 
del sistema de fuentes que el ET diseña para la relación 
laboral común en el hecho de que la regulación heterónoma 
del contrato de trabajo juega en ambas un papel 
enormemente relevante, la importante intervención de la 
autonomía colectiva en la determinación de las 
condiciones de trabajo así como la limitada intervención 
de la autonomía individual, presentes ambas con esa 
intensidad en el caso del contrato ordinario, resultan, 
sin embargo, inexistentes en el caso de esta relación 
especial4. Debo aclarar que estoy haciendo referencia a
4 De modo concreto, refiriéndose al papel de la 
autonomía individual en esta relación, manifiesta SOLER 
ARREBOLA -La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., p. 164- que "la autonomía individual en la 
negociación de las condiciones laborales se encuentra muy 
limitada como consecuencia de que el factor heteronómico 
es el que mantiene una presencia, casi en exclusiva, en 




la autonomía individual con el significado que se le 
otorga actualmente, esto es, entendida como el acuerdo 
libre de voluntades entre las partes.
Tratando de justificar la marginación del contrato 
individual como fuente de derechos y obligaciones de las 
partes se ha llegado a decir que la autonomía individual 
es inconciliable con la especial situación de los 
internos en Establecimientos penitenciarios5, opinión con 
la que difiero parcialmente pues no creo que la relación 
jurídica penitenciaria suponga con carácter general la 
supresión de la libertad de acción del interno6. En 
cualquier caso, sería posible que detrás de esta ausencia 
se hallara la intención de proteger a un trabajador en 
situación de desigualdad frente a su empresario7, motivo 
que tradicionalmente ha justificado la limitación del 
juego de la autonomía individual en el ámbito del Derecho 
del Trabajo, dado que ésta, en su origen, no había 
reflejado un acuerdo libre de voluntades sino que venía 
siendo mera manifestación de la posición de fuerza del
5 En este sentido, RODRÍGUEZ MESA, "La relación
laboral especial de los penados en instituciones
penitenciarias", cit., p. 50.
6 Sobre este tema resulta muy interesante la
lectura de LÓPEZ BENITEZ, M. , Naturaleza y presupuestos 
constitucionales de las relaciones especiales de
sujeción, Cívitas, Madrid, 1994, pp. 399 y ss.
7 Desigualdad que, en opinión de ELIAS ORTEGA - 
"Comentario sobre el mandato al gobierno para una nueva 
regulación reglamentaria de la relación laboral de los
penados", cit., p. 85-, es superior a la presente en
cualquier otra relación laboral "dada la situación de
especial sujeción del interno con la Administración




empresario, quien establecía las condiciones de trabajo 
según criterio propio8.
Ahora bien, de la limitación a la supresión existe 
un margen que el legislador no ha querido conceder al 
interno trabajador. Abundando en ello, el empresario de 
esta relación no va a ver limitada su aptitud para 
establecer de modo unilateral determinadas condiciones de 
trabajo9, incrementándose así la distancia que le separa 
del interno trabajador, y convirtiendo este sistema de 
fuentes en una especie de "vuelta a los orígenes": 
presencia en el Decreto de una autonomía individual 
entendida como "autonomía de la voluntad del empresario".
c
Pero es que el RD también olvida -un olvido 
intencionado, sin duda, pues es reiteración de lo que 
ocurría en la normativa precedente y más trascendente en 
sus efectos que la supresión de la autonomía individual- 
mencionar al convenio colectivo como fuente normativa, en 
plena consonancia con la falta de reconocimiento expreso 
por la misma norma del resto de derechos colectivos 
laborales, exclusión justificada doctrinalmente, si bien 
de una forma crítica, por la presencia reforzada en esta 
relación de los principios inspiradores del régimen 
penitenciario -garantizar la seguridad, el orden y la
8 En este sentido, por todos, véase BLASCO 
PELLICER, La individualización de las relaciones 
laborales, cit., p. 19.
9 Véanse los artículos 11 (organización y 
dirección del trabajo), 12 (control de la actividad 
laboral), 15 (régimen retributivo) y 17 (tiempo de 
trabajo) del RD 782/2001. Todos ellos serán objeto de 
análisis en este Capítulo.
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disciplina en el seno de los establecimientos 
penitenciarios-, que prevalecen sobre el ejercicio de los 
derechos colectivos10. La propia norma reglamentaria se 
encarga, sin embargo, de matizar en parte este hecho 
permitiendo la participación de los trabajadores como 
colectivo en la organización y planificación del trabajo, 
y en otros aspectos concretos de las condiciones de 
trabajo, como pueda ser la modificación del calendario 
laboral.
En todo caso, como ya he mencionado, en esta 
relación es al empresario a quien corresponde la 
determinación unilateral de algunas condiciones de 
trabajo, facultad que le viene otorgada por el propio 
Decreto regulador. En consecuencia, y a diferencia de lo 
que le sucede al trabajador ordinario11, resulta 
objetivamente imposible para el interno trabajador tratar 
de mejorar por mutuo acuerdo con el empresario las 
condiciones fijadas, no ya en convenio colectivo, que no 
existe, sino las fijadas en la norma reglamentaria, que 
son condiciones que se constituyen en suelo y techo de
10 Véase en este sentido a SOLER ARREBOLA, "El 
tardío desarrollo reglamentario laboral de la relación 
especial de los internos en prisiones", cit., p. 76. 
Sobre este tema se volverá más adelante.
11 Aunque de él también se ha dicho que "salvo en 
supuestos excepcionales (...), tiene lugar una sumisión 
del trabajador, como contratante débil, a una serie de 
cláusulas contractuales redactadas con criterios 
empresariales y que aquél acepta, sin posibilidad real de 
discutirlas". Cfr. DE VAL TENA, A.L., Los trabajadores 
directivos de la empresa, Aranzadi, Pamplona, 1999, p. 
164. En la relación laboral especial de los penados, 
quien redacta las cláusulas no es el empresario, sino que 
vienen fijadas por la normativa reglamentaria.
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obligado respeto para los sujetos de esta relación 
especial, denotando su imperatividad -motivo por el cual, 
como ya se apuntó12, estamos ante un contrato normado o 
reglamentado, concertado en condiciones similares a las 
de la adhesión, lo que no significa que sea un contrato 
de adhesión-, así como las fijadas por decisión 
unilateral del empresario13.
5. La falta de determinación en el precepto de la 
normativa supletoria. De otra parte, y con relación a la 
tercera de las cuestiones destacadas al inicio, muestra 
ese artículo 1.4 RD la peculiaridad de esta relación 
frente a otras relaciones laborales especiales cuyos 
Decretos reguladores contienen preceptos en los que se 
determina el Derecho supletorio, y para los que, de modo 
genérico, se prevé la aplicación supletoria del ET y del 
resto de la legislación laboral común, sin necesidad de 
llamada, siempre que no sea incompatible con la 
naturaleza especial de la relación laboral14.
12 Véase supra, Capítulo segundo in fine.
13 Suscribo plenamente la opinión al respecto de 
SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 169, conforme la cual "si bien la 
manifestación de voluntad es constitutiva de la 
calificación de contrato, la determinación del contenido 
del mismo se encuentra muy mediatizada tanto por la norma 
como por la posición que una de las partes asume en la 
relación".
14 Véanse al respecto el artículo 21 RD 1006/1985, 
regulador de la relación laboral especial de los 
deportistas profesionales; la disposición adicional del 
RD 1424/1985, regulador <¿e la relación laboral especial 
del Servicio del hogar familiar; y el artículo 12 RD 
1435/1985, regulador de la relación laboral especial de 
los artistas en espectáculos públicos.
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El Tribunal Supremo ha manifestado a este respecto15 
que "el ET y las normas laborales generales constituyen 
el Derecho común del trabajo y éste ha de aplicarse en 
defecto de norma especial salvo que ésta lo excluya con 
carácter general o para una determinada materia, o cuando 
la aplicación de la norma general sea materialmente 
incompatible con la naturaleza especial de la relación". 
Pues bien, en el caso de la relación laboral especial 
penitenciaria, la norma especial que es el RD 782/2001 ha 
excluido la aplicación supletoria directa de ese Derecho 
común del Trabajo, sea o no compatible con la naturaleza 
especial de la relación y posea o no naturaleza 
imperativa, disponiendo su aplicación sólo en caso de 
remisión expresa, lo que significaría que ni siquiera es 
considerado derecho supletorio en segundo grado.
Se ha tratado, en fin, de dotar a esta relación de 
un marco normativo autosuficiente, a través de su 
regulación reglamentaria y la normativa de desarrollo de 
ésta, marco en el cual el Derecho del Trabajo no es 
considerado derecho supletorio en orden a rellenar las 
lagunas existentes16. Y es que quizá el Gobierno haya 
considerado que no es respuesta adecuada a la ineludible 
laboralización de esta relación el someter, aunque sea 
supletoriamente, a un régimen jurídico homogéneo a 
prestaciones de trabajo de contornos tan diferentes, en
15 En sentencia de 20 de enero de 1993 (RJ/101).
16 Contrario a esta realidad parecía manifestarse, 
antes de la aprobación del RP de 1996, LÓPEZ BENITEZ, 
Naturaleza y presupuestos constitucionales de las 
relaciones especiales de sujeción, cit., pp. 442-443.
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una de las cuales, aun siendo en puridad objeto del
ordenamiento jurídico laboral, confluyen sin embargo 
causas distintas a la típica además de ella.
Esto último, sin embargo, no ha representado un 
obstáculo para la consideración dé la legislación laboral 
común como derecho supletorio de la regulación de otras 
relaciones laborales especiales en las que también puede 
hablarse de la presencia de una causa mixta, como pudo
verse. Por esta razón, la ausencia del Derecho del
Trabajo como derecho supletorio puede ser también 
interpretada como indicador de la menor proximidad de la 
relación de trabajo del interno a los principios que
inspiran el Derecho del Trabajo17, apartándose con ello 
del principio de asimilación con el trabajo en libertad 
que se persigue del trabajo penitenciario, y dando así la 
razón a quienes, desde siempre, han considerado que el 
trabajo de los penados no es una relación laboral en 
sentido propio sino una "situación asimilada a la 
relación laboral por razones de política 
penitenciaria"18, opinión que, como pudo verse en el 
Capítulo anterior, no comparto en modo alguno. Entiendo
17 Entendiendo que debía ser el Estatuto de los 
Trabajadores la norma general aplicable de forma 
supletoria, ELÍAS ORTEGA lo había fundamentado en parte 
en que, "dada la finalidad tuitiva de los principios 
generales del Derecho del Trabajo, (...) su presencia en 
esta relación laboral especial supone una garantía en la 
promoción de la igualdad real de las partes". Véase 
"Comentario al mandato al gobierno para una nueva 
regulación reglamentaria de la relación laboral de 
penados", cit., p. 85.
18 Opinión manifestada por PALOMEQUE LÓPEZ, "La 
relación laboral de los penados en instituciones 
penitenciarias", cit., p. 567.
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sin embargo que, dado que la norma reglamentaria 
reguladora de esta relación laboral especial forma parte 
del ordenamiento jurídico laboral, no puede abstraerse y 
permanecer al margen de los principios inspiradores y de 
los criterios de aplicación propios de esta rama del 
ordenamiento.
No obstante, si se conceptúa como contractual -en 
definitiva, como contrato de trabajo- el vínculo jurídico 
existente entre el OATPP y el interno trabajador, lo más 
coherente con ese principio asimilador hubiera sido 
atribuir a la legislación laboral común el carácter de 
fuente supletoria directa. Y no sólo eso. Comparto la 
opinión expresada por la doctrina conforme a la cual, 
para rellenar las lagunas existentes en el Decreto 
regulador, supondría un avance importante su desarrollo a 
través de la autonomía colectiva e individual19, lo que 
entrañaría a su vez un mejor cumplimiento del principio 
de asimilación.
Para cerrar este apartado en torno a la normativa 
supletoria he de señalar que, a mi entender, la exclusión 
de la normativa penitenciaria como derecho supletorio, 
apuntada como una de las cuestiones llamativas del
19 Véase SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 148. Va más allá este 
autor, incluso, señalando "la inexistencia de una
prohibición legal para que tanto la autonomía individual 
como colectiva se constituyan como medios para
estructurar la relación de trabajo" -p. 149-. Desde
luego, no creo que ésta haya sido la intención del 
legislador al ordenar las fuentes de esta relación; ni 
siquiera del texto de la norma puede deducirse ello,
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artículo 1.4 RD, tiene fácil explicación: resulta
evidente que en ella no existe un modelo contractual del 
que valerse en caso de laguna en la regulación 
específica. En vista de ello, el Gobierno ha considerado, 
con buen juicio, que esa rama del ordenamiento jurídico 
resulta ineficaz a los efectos que nos ocupan. Cuestión 
distinta es la de que se deba acudir a lo dispuesto por 
ella para resolver las dudas interpretativas que el RD 
pueda suscitar, y que tienen que ver con los aspectos 
puramente procesales y penitenciarios que de modo preciso 
conciernan a la relación laboral especial.
6. Consideración crítica. Por todos los motivos 
apuntados en párrafos anteriores resulta en esencia 
censurable el sistema de fuentes diseñado por el RD 
782/2001, el cual hace un flaco favor a la consecución de 
la causa principal de esta relación laboral -dotar al 
recluso de las capacidades y habilidades indispensables 
para poder desempeñar un trabajo una vez consigan la 
libertad- desde el momento en que ello requiere de la 
plena asimilación entre el trabajo en prisión y el 
trabajo libre, lo que en mi opinión necesariamente 
debería comenzar por el establecimiento de un sistema de 
fuentes en paralelo al de la relación laboral ordinaria, 
que al menos permita al recluso -considerado como 
individuo, pero también en cuanto sujeto colectivo- 
gestionar en lo posible su propia relación de trabajo.
Ahora bien, esta posición crítica no me impide 
adelantar que la norma reglamentaria reguladora de la
salvo por la posibilidad de participar de forma colectiva 
en la planificación y organización del trabajo.
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relación laboral especial contiene una ordenación muy 
detallada de la misma, asimilable en gran medida, en 
cuanto a su estructura formal20, a las previsiones de la 
legislación laboral común, en concreto del Estatuto de 
los Trabajadores, lo que quizá se deba a esa ausencia de 
normativa supletoria y a la consiguiente necesidad de 
abarcar todos y cada uno de los aspectos de la misma aun 
cuando, por lo que hace a su contenido sustancial, se 
recojan sus matices y especialidades, como es de esperar. 
A pesar de ello, resulta inevitable constatar la 
existencia de lagunas complicadas de resolver debido a 
esa omisión, como podrá observarse en este Capítulo.
II. ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN DEL RD 782/2001.
7. Los sujetos de la relación laboral especial 
penitenciaria. Condición necesaria para la existencia de 
una relación jurídica laboral es la presencia de dos 
sujetos que forman parte de la misma, trabajando uno de 
ellos voluntariamente por cuenta y bajo dependencia del 
otro a cambio de una contraprestación salarial, y siendo 
titulares respectivos de los derechos y obligaciones que 
tal relación comporta. Ello no sucede de forma distinta
20 Aun cuando el orden es diferente, las materias 
que se abordan con detalle en los siete primeros 
capítulos del RD coinciden en gran medida con el 
contenido del Título I del Estatuto de los Trabajadores: 
Disposiciones generales; Derechos y deberes laborales; 
Duración de la relación laboral; Promoción; Causas de 
suspensión y extinción de la relación laboral; 
Organización del trabajo; Salarios y calendario laboral.
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en la relación laboral especial penitenciaria, donde la 
presencia de ambos sujetos, desempeñando esos roles, 
resulta incuestionable.7
El Gobierno, a diferencia de lo que había hecho en 
el RP de 1996, ha tratado de dar un relieve especial a 
esta circunstancia en el RD 782/2001, dedicando un 
precepto en exclusiva a delimitar su ámbito subjetivo de 
aplicación. Así, reza el artículo 2, bajo la rúbrica de 
"Sujetos de la relación laboral", que "1. A los efectos 
del presente real decreto son trabajadores los internos 
que desarrollen actividades laborales de producción por 
cuenta ajena en los talleres productivos de los centros 
penitenciarios. 2. También a dichos efectos el empleador 
será en todos los casos el Organismo Autónomo Trabajo y 
Prestaciones Penitenciarias u órgano autonómico 
equivalente".
Son por lo tanto sujetos de esta relación laboral, 
en todo caso, los internos en Centros o Establecimientos 
Penitenciarios, de una parte, y el OATPP u órgano 
autonómico equivalente, de otra.
8. La indeterminación del artículo 2 RD. Ahora bien, 
en su intento de delimitar claramente el ámbito subjetivo 
de esta relación laboral, el legislador deja sin embargo 
un amplio margen de actuación para el intérprete, quien 
deberá tratar de dar respuesta a determinadas cuestiones 
que el precepto deja abiertas; entre ellas, precisar el 
sujeto concreto al que se está refiriendo el legislador 
cuando habla de "internos", dada la variedad de 
situaciones comprendidas en el término en cuestión, así
334
Capítulo Tercero
como, por otra parte, el papel que podrían desempeñar 
sujetos ajenos al OATPP en el desarrollo de esta relación 
laboral, dado el rol que se les otorga en determinados 
preceptos del Decreto en materia de gestión del trabajo.
11.1. SUJETO TRABAJADOR: LOS INTERNOS EN ESTABLECIMIENTOS 
PENITENCIARIOS.
9. El verdadero sentido del artículo 2.1 RD. La
dicción del artículo 2.1 RD, mera reiteración por lo que 
al sujeto trabajador se refiere de lo dispuesto en el ya 
analizado artículo 1.1 RD, poco aporta de relevante, por 
clarificador, para la concreción del sujeto que puede 
desempeñar ese papel en la relación laboral21. Más que un 
intento ex novo de definir conceptualmente la persona del 
sujeto trabajador, lo que existe en el precepto, como 
pudo verse en el Capítulo anterior, es la definición de 
la actividad objeto de la relación laboral especial, 
redundando con ello en los errores cometidos por la 
regulación reglamentaria precedente, dada la dificultad 
de precisar jurídicamente, con los datos que en el 
artículo se aportan, quién puede, y quién no, ocupar la 
posición de trabajador en esta relación laboral especial.
21 Parece sin embargo contrario a esta idea SOLER 
ARREBOLA, "El tardío desarrollo reglamentario laboral de 
la relación especial de los internos en prisiones", cit., 
p. 68, donde mantiene, de un modo que pudiera parecer 
genérico, que "lo que sí se produce es una mejor 
delimitación de las partes que integran esta relación", 
lo que deviene cierto referido sólo al sujeto empleador.
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En este sentido, la utilización de este precepto 
como complemento de lo dispuesto en ese artículo 1.1 
citado con la intención de fijar el ámbito objetivo de la 
RLEP, en relación con la persona del trabajador, y de una 
manera simplista, nos llevaría a concluir que lo que en 
él se nos dice es que es trabajador quien realiza el
trabajo objeto de esta relación laboral. Lo que, a la
vista está, no deja de resultar una obviedad.
Por su parte, el que se añada que ha de ser un
interno poco contribuye en la resolución de las dudas,
resultando insuficiente para delimitar quién puede 
concertar una relación de este tipo, desde el momento en 
que han de incluirse dentro del concepto de interno a 
todas las personas físicas ingresadas en un 
establecimiento penitenciario, sean detenidos, presos 
provisionales o preventivos, o penados22, con 
independencia de su situación penitenciaria y de su 
nacionalidad. ¿Pueden en conclusión todos ellos concertar 
una RLEP? A primera vista, parecería que la respuesta 
debiera ser afirmativa. Sin embargo, adelanto ya que la 
misma no puede resultar así de concluyente.
Más aún: lo que se constata en primer término es la 
contradicción existente entre el precepto y la propia
22 Dispone el artículo 15.1 RP de 1996: "El
ingreso de una persona en prisión en calidad de detenido, 
preso o penado se efectuará mediante orden judicial de 
detención, mandamiento de prisión o sentencia firme de 
la Autoridad Judicial competente A ellos se
añaden, como títulos jurídicos por los que admitir el 
ingreso de los detenidos, la orden de detención de la 
Policía Judicial y la del Ministerio Fiscal -artículo 
15.2 y 3 RP-.
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denominación del Real Decreto23 -Real Decreto 782/2001,
de 6 de julio, por el que se regula la relación laboral 
de carácter especial de los penados que realicen 
actividades laborales en talleres penitenciarios 
título que constituye un fiel reflejo de la calificación 
otorgada por el ET de 1980 a esta relación laboral 
especial24, respecto de la que ya se apuntó su posible 
carácter reductor del ámbito subjetivo de esta relación 
con relación a la contenida en la LRL de 1976; definición 
del ET que venía igualmente a reducir el colectivo al que 
se referían la LOGP y el RP de 1981 en los preceptos 
relativos al trabajo penitenciario en general. Esta 
constatación no creo que sea baladí, puesto que la
contradicción genera inseguridad.
10. Los condicionantes de la capacidad del interno
para trabajar y para contratar la prestación de sus
servicios, y de su idoneidad para desempeñar el trabajo 
objeto de la RLEP. Corresponderá por lo tanto al 
intérprete concretar la clase de internos que poseen
23 Contradicción que, sin embargo, no es nueva: se 
encontraba presente igualmente en la regulación que de 
esta RLEP se hizo por el RP de 1996, en concreto en su 
artículo 134.1: "Se entiende por relación laboral
especial penitenciaria de los penados en las
Instituciones Penitenciarias, la relación jurídica
laboral establecida entre (...), y, de otro, los internos
trabajadores (...)*. El subrayado es mío.
24 SOLER ARREBOLA -en "El tardío desarrollo
reglamentario laboral de la relación especial de los 
internos en prisiones", cit., p. 67- dice al respecto que 
"no cabe duda de que la nueva regulación es consecuencia 
del desarrollo normativo del artículo 2.1.c) del TRET. 
Sin embargo, el nuevo título asignado no es acorde con 
los sujetos destinatarios de la norma ya que (...) no 
sólo los penados pueden formar parte de esta relación"
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capacidad para entablar una relación de ese tipo, 
capacidad que se encuentra condicionada no sólo por las 
clásicas circunstancias de la edad y la nacionalidad del 
sujeto contratante, sino también por la especial 
situación procesal pero también penitenciaria del sujeto 
en cuestión25.
En efecto, para determinar quién puede celebrar un 
contrato de esta naturaleza ha de conocerse, previamente, 
quién puede estar interno en un Establecimiento 
Penitenciario, así como las diferentes situaciones y 
condiciones en las que esos internos pueden encontrarse, 
pues las mismas van a condicionar su idoneidad para 
desempeñar el trabajo objeto de la RELP. Adviértase que 
aquí no hago referencia a capacidad pues, ciertamente, ni 
de la legislación laboral ni de la penitenciaria se puede 
deducir que la situación procesal y penitenciaria del 
sujeto opere como un condicionante de su capacidad de 
contratar y de trabajar. Pero no es menos cierto que en 
determinadas situaciones el interno tendrá dificultades, 
por no decir impedimentos, para desarrollar esa relación 
laboral, por su incompatibilidad con las circunstancias 
en que se desenvuelve su vida en prisión.
El orden que va a seguirse en su exposición y 
análisis quizá no sea el habitual en los estudios de esta
25 Lo que por la doctrina se ha denominado "status 
jurídico" de los internos. En este sentido véanse DE LA 
MORENA VICENTE, "Situación y desarrollo de la normativa 
laboral penitenciaria", cit., p. 123; MAPELLI CAFFARENA, 
Principios fundamentales del sistema penitenciario 
español, cit., p. 158; y SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 184.
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materia, donde al examen de la edad sigue el de la 
nacionalidad del sujeto. Sin embargo, en el caso de los 
internos resulta más apropiado, a mi juicio, analizar, 
tras la edad, la concreta situación procesal en la que 
pueden encontrarse, así como el destino y la 
clasificación penitenciariá, esto es, su situación 
penitenciaria, pues todas ellas son circunstancias 
comunes al colectivo de internos con independencia de su 
nacionalidad. Finalmente, habrá de estudiarse ésta como 
elemento condicionante de la capacidad, como elemento 
diferenciador, para ver si influye en la capacidad para 
contratar.
I.1. LA EDAD DEL INTERNO.
II. La edad del interno: capacidad para trabajar y 
capacidad para contratar. Desde la promulgación del 
Código Penal de 1995, la mayoría de edad penal se 
encuentra fijada en los 18 años26, equiparándose a la 
mayoría de edad civil. De este modo, las personas a las 
que puede aplicarse lo dispuesto en el Código Penal y en 
la LOGP y que, en consecuencia, pueden estar recluidas en 
un Establecimiento Penitenciario en nuestro país, han de 
tener 18 años cumplidos.
Esto, como es sabido, no significa que los menores 
de esa edad deban ser irresponsables penalmente, sino
26 Establece el artículo 19 CP de 1995 en su 
primer párrafo que "los menores de dieciocho años no 




que, en todo caso, lo serán con base en un Derecho penal 
juvenil específico27, al disponer el artículo 19.2a párr. 
CP de 1995 que "cuando un menor de dicha edad cometa un 
hecho delictivo podrá ser responsable con arreglo a lo 
dispuesto en la ley que regule la responsabilidad penal 
del menor", que no es otra que la Ley Orgánica 5/2000, de 
12 de enero (en adelante, LORPM) , modificada por Ley 
Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre y, más recientemente, 
por Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre. Dicha ley 
no prevé el ingreso de los menores de edad en un
Establecimiento Penitenciario sino, en determinados 
supuestos y siempre que se trate de mayores de 14 años, 
el internamiento en Centros de régimen cerrado28. Incluso 
dispone esa norma, si bien como excepción, que en 
determinados supuestos y cuando concurran determinadas 
circunstancias se podrá aplicar el Derecho penal juvenil 
a los mayores de 18 años pero menores de 21.
En cualquier caso, lo destacable de los internos en 
Centros penitenciarios, a los efectos del análisis de su 
capacidad de obrar y, por lo tanto, para contratar, es
que deben tener 18 años cumplidos. En consecuencia, la
edad del interno trabajador no representa obstáculo
alguno para la válida celebración de un contrato de
27 En ese sentido, VAZQUEZ GONZALEZ, C., 
Delincuencia juvenil. Consideraciones penales y 
criminológicas, Colex, Madrid, 2003, pp. 230 y ss.
28 Sobre las distintas medidas puede verse MARTÍN 
SÁNCHEZ, A., "Las medidas en la Ley Orgánica 5/2000, de 
12 de enero, de responsabilidad penal del menor", en 
ORNOSA FERNÁNDEZ, M.R. (Dir.), La responsabilidad penal 
de los menores: aspectos sustantivos y procesales, 






trabajo -y no digamos para trabajar-, puesto que se 
considera que, salvo excepciones, las personas mayores de 
edad29 tienen plena capacidad de obrar30, no existiendo 
precepto alguno en la normativa penal o penitenciaria 
donde se manifieste algo distinto, estando por lo tanto 
sometidos los internos a las mismas reglas que vinculan a 
todos los individuos en cuanto sujetos de derecho31.
29 Establece el artículo 12 CE que "los españoles 
son mayores de edad a los dieciocho años", lo que reitera 
el artículo 315 CC.
30 Dispone el artículo 322 CC que "el mayor de 
edad es capaz para todos los actos de la vida civil, 
salvo las excepciones establecidas en casos especiales 
por este Código". Y define la doctrina la capacidad de 
obrar como la "capacidad de discernimiento, madurez y 
consciencia de las consecuencias de sus propios actos". 
Cfr. SUÁREZ GONZÁLEZ, F., "Capacidad para contratar", en 
AA.W., El Estatuto de los Trabajadores. Veinte años 
después, Edición especial del n2 100 de la Revista 
Española de Derecho del Trabajo, tomo I, Cívitas, Madrid, 
2000, p. 322, donde efectúa una interesante crítica de la 
interpretación que tradicionalmente se ha hecho de la 
"incapacidad" de obrar de los menores.
Ahora bien, debe señalarse también la opinión 
contraria a esta idea de RODRÍGUEZ MESA, "La relación 
laboral especial de los penados en instituciones 
penitenciarias", cit., p. 51, quien partiendo de una 
defensa de la naturaleza extracontractual de esta 
relación laboral, señala que no le es directamente 
aplicable lo previsto con carácter general en el Código 
Civil. No puedo, evidentemente, compartir esta opinión 
desde el momento en que no comparto el punto de partida 
de la misma.
31 Así lo subraya el artículo 3.3 RP de 1996, 
conforme al cual "principio inspirador del cumplimiento 
de las penas y medidas de seguridad privativas de 
libertad será la consideración de que el interno es 
sujeto de derecho y no se halla excluido de la sociedad, 
sino que continúa formando parte de la misma...". En este 
sentido, dentro de la doctrina científica, CANO MATA, A.,
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A este respecto, la propia LOGP determina en su 
artículo 3 que el ingreso de una persona en un 
Establecimiento penitenciario no afecta a su 
"personalidad humana", lo que ha de traducirse en que el 
ingreso no debe afectar a las dos manifestaciones en las 
que se concreta esa personalidad32, y que son, de una 
parte, la capacidad jurídica del individuo, esto es, su 
capacidad para ser sujeto de derechos y de deberes y, de 
otra, la capacidad de obrar, entendida como la 
posibilidad que tiene el individuo de ejercitar esos 
derechos; en definitiva, la capacidad para concluir actos 
o negocios jurídicos, sin otro requisito que su propia 
voluntad. Así lo dispone ese mismo artículo 3 LOGP, 
cuando mantiene que el ingreso, al tiempo que no afecta a 
esa personalidad, no menoscaba los derechos o intereses
"Derecho Administrativo Penitenciario: protección al
recluso", en Revista de Administración Pública, na 
76/1975, p. 41, señalaba que "la entrada del reo en la 
prisión no le hace perder su condición de persona humana 
y, por tanto, pese a su encarcelamiento, sigue siendo -lo 
mismo que cuando vivía en sociedad- sujeto, tanto de 
derechos como de obligaciones"; por su parte, DE LA 
MORENA VICENTE, "Situación y desarrollo de la normativa 
laboral penitenciaria", cit., p. 103, manifiesta que el 
interno, que no es un ser extrasocial y extra jurídico, 
"participa de las condiciones sociales y jurídicas que 
corresponden a quienes participan en una relación basada 
en el Derecho". De modo similar, SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 181.
32 Sobre la personalidad y sus manifestaciones, 
por todos, APARISI, A.; LÓPEZ, F.; DE LUCAS, J. Y VIDAL, 
E., en DE LUCAS, J. y otros, Introducción a la teoría del 
derecho, Tirant lo Blanch, Valencia, 1992, pp. 202 y ss.
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jurídicos que posee el interno en cuanto ciudadano, y que 
no se hayan visto afectados por la condena33.
A mayor abundamiento, el artículo 5.1.a) RD reconoce 
a los internos trabajadores el derecho a no ser 
discriminados para el empleo o una vez empleados, entre 
otras razones, "por la edad, dentro de los límites 
marcados por la legislación laboral penitenciaria". Lo 
que, en principio, debería significar que los límites 
establecidos por la legislación laboral -sobre todo, la 
prohibición para trabajar prevista en el artículo 6 ET a 
los menores de 16 años, pero también las distintas 
limitaciones específicas que se recogen en el mismo 
precepto para los menores de 18 años- se les aplican 
también, aunque ya se ha podido comprobar cómo esta 
previsión resulta innecesaria al menos por lo que se 
refiere a la edad mínima para trabajar, debido a la edad 
del colectivo al que se dirige y que viene marcada por la 
legislación penal, más que por la penitenciaria. Esa edad 
penal (los 18 años) sí se configura como un límite, mas 
no sólo a efectos de la capacidad para trabajar y para 
contratar de los internos, sino con carácter general.
Ahora bien, debo señalar que la actual redacción de 
este precepto difiere en parte de la plasmada en el RP de 
1996, en concreto en su artículo 135.2.b), donde se 
hablaba de ”legislación laboral y penitenciaria". A la 
sazón era perfectamente visible la remisión que se hacía
33 Traslación legal de la previsión constitucional 
garantizadora del goce de los derechos fundamentales de 
los penados, excepción hecha de los expresamente
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a la normativa laboral, además de a la penitenciaria, 
para aplicar los límites en torno a la edad previstos en 
ambas34. Al presente falta la conjunción "y", mas presumo 
que se trata, sencillamente, de un olvido baladí del 
legislador que no ha sido objeto de una corrección de 
errores, en lugar de una modificación del sentido del 
precepto, dado que a día de hoy no existe "legislación 
laboral penitenciarla* específica en la que se dispongan 
límites en relación con la edad del interno trabajador35.
12. La nueva relación laboral especial de los 
menores en centros de internamiento• Solución distinta 
aporta, evidentemente, la muy reciente regulación que se 
ha efectuado de la relación laboral especial creada por 
la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, para los menores en 
centros de internamiento que trabajen para la entidad 
pública correspondiente o la persona física o jurídica 
con la que ésta tenga establecido el oportuno concierto, 
relación laboral distinta por supuesto a la de los 
internos en Establecimientos Penitenciarios36, aun cuando
limitados por el contenido del fallo condenatorio, el 
sentido de la pena y la ley penitenciaria.
34 Véase, en torno a esa remisión, a SOLER 
ARREBOLA, La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., p . 182.
35 Antes sí: en el derogado artículo 152.e) RP de 
1996 se recogía, como una de las causas de extinción de 
la relación laboral especial, la de "haber cumplido el 
trabajador penitenciario los setenta y cinco años de 
edad". Esta causa, como se verá, ha sido sustituida por 
la de la jubilación del trabajador en el nuevo RD.
36 En igual sentido se pronuncia RODRÍGUEZ MESA, 
"La relación laboral especial de los penados en
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por su norma reguladora se haya dispuesto que la 
normativa aplicable al trabajo productivo desarrollado 
por los menores internados en los centros específicos sea 
la de la relación laboral especial penitenciaria, con 
ciertas especialidades.
De este modo, teniendo en cuenta que la edad de esos 
menores oscila entre los 14 y los 18 años, el Real 
Decreto 1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores, 
norma reglamentaria que, en lo que aquí interesa, ha 
procedido a regular en su artículo 53 el trabajo de los 
menores en centros de internamiento37, ha respetado la 
prohibición genérica para trabajar de los menores de 16 
años contenida en el artículo 6 ET, y que se configura
instituciones penitenciarias", cit., p. 50, residenciando 
la distinción en que no coinciden ni el mismo sujeto 
pasivo ni el lugar donde se lleva a cabo la actividad en 
ambas relaciones.
37 Norma reguladora de la relación laboral 
especial respecto de cuyo rango se plantearon dudas en su 
momento. La duda surgió porque en el artículo 39 de la 
Ley 53/2002 no constaba habilitación alguna dada al 
Gobierno para que regulara la misma -salvo por lo que 
hace a la materia de seguridad social-, lo que llevó a la 
doctrina a plantearse la posibilidad de que fuera el 
propio Parlamento quien regulara las especialidades de 
esta relación, contando entonces la norma con rango 
legal, o debiera en un futuro habilitar al Gobierno para 
que lo haga, por la vía del reglamento. En este sentido, 
CRUZ VILLALÓN, J. ; RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO, P. y GÓMEZ 
GORDILLO, R., Estatuto de los trabajadores comentado, 
Tecnos, Madrid, 2003, p. 57. Se inclinó a favor del rango 
reglamentario de la futura norma reguladora SEMPERE 
NAVARRO, A.V., "Contenido sociolaboral de las Leyes 52 y 
53/2002, de Presupuestos y de Acompañamiento para 2003", 
en Aranzadi Social, na 19/2002.
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como una norma de orden público laboral38, siendo nulo de 
pleno derecho cualquier contrato de trabajo celebrado con 
menores de dieciséis años, y cuya única excepción, 
prevista en el mismo precepto, se refiere al trabajo de 
menores en espectáculos públicos, y no en centros de 
internamiento.
Y lo ha respetado, entre otras razones, porque desde 
la misma LORPM se condiciona el reconocimiento del 
derecho al trabajo -y a las prestaciones sociales que 
pudieran corresponderles- de estos menores internados, al 
cumplimiento de la "edad legalmente establecida"39 y, no 
podía faltar, a las posibilidades de la entidad pública a 
la que corresponde crear la organización necesaria para 
facilitar ese trabajo remunerado. Por supuesto, la Ley
38 En ese sentido se pronuncia RAMOS QUINTANA,
M.I., "El trabajo de los menores (En torno al artículo 
6)", en AA.W. , El Estatuto de los Trabajadores. Veinte 
años después, tomo I, cit., p. 298. También, SALA FRANCO,
T. (Dir.) y otros, Los límites legales al contenido de la 
negociación colectiva. El alcance imperativo o
dispositivo de las normas del Estatuto de los 
Trabajadores, Comisión Consultiva Nacional de Convenios 
Colectivos, MTAS, Madrid, 2001, p. 30. No se trata de un 
problema de existencia o no de capacidad, sino una 
prohibición genérica de dar cualquier trabajo al menor de 
esa edad, como ha señalado SUÁREZ GONZÁLEZ -"Capacidad 
para contratar", cit.-. Parece, sin embargo, que no ha 
tomado en consideración este carácter de la norma 
RODRÍGUEZ MESA, "La relación laboral especial de los 
penados en instituciones penitenciarias", cit., p. 51, 
quien al parecer señala respecto de la relación laboral 
de penados que, al excluirse la aplicación subsidiaria de 
la normativa laboral, no les es aplicable lo dispuesto a 
estos efectos en el ET, lo que no obstante quedaría 
salvado por la edad mínima de ingreso en Centros i
penitenciarios. !
i
39 Véase el artículo 56.j) LORPM. I
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donde se establece esa edad que deben alcanzar los 
menores para tener capacidad para trabajar, y para que 
entre en juego entonces el derecho a un trabajo 
remunerado, es el Estatuto de los Trabajadores. Conforme 
a ello, dispone expresamente el artículo 53.1 RD 
1774/2004 que "los menores internos que tengan la edad 
laboral legalmente establecida tienen derecho a un 
trabajo remunerado, dentro de las disponibilidades de la 
entidad pública, y a las prestaciones sociales que 
legalmente les correspondan". Con los internos menores de 
16 años se deben utilizar otras medidas de carácter 
educativo y formativo más adecuadas que la puramente 
laboral, y más coherentes con el principio protector de 
la infancia presente en el artículo 6 ET y con el 
carácter eminentemente educativo y resocializador del 
Derecho penal juvenil40.
Además, el Gobierno ha tenido en cuenta en esa 
regulación el sometimiento del trabajo efectuado por 
estos menores a las prohibiciones o limitaciones 
específicas que para el trabajo de los menores de 18 años 
prevé el ET -trabajos nocturnos; trabajos con riesgos 
para la salud o para su formación profesional y humana; 
horas extraordinarias; descanso semanal-41. Desde luego, 
no había ningún motivo para suponer que las razones que 
llevaron al legislador estatutario a prever esas
40 Partidarios de ese carácter se muestran, entre 
otros, CUELLO CONTRERAS, J., El nuevo Derecho penal de 
menores, Cuadernos Cívitas, Madrid, 2000, p. 37; y 
VÁZQUEZ GONZÁLEZ, Delincuencia juvenil. Consideraciones
penales y criminológicas, cit., p. 233.
/
41 Véase el artículo 53.4.b) RD 1774/2004.
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limitaciones -y que pueden sintetizarse en el
cumplimiento del mandato constitucional de protección a 
la infancia42- no resultaran trasladables a este
supuesto. Lo que no ha hecho, sin embargo, ha sido
plantearse el problema de la capacidad para contratar 
limitada de los menores de 18 años y mayores de 16 no 
emancipados de hecho ni de derecho, que requieren para 
ello, conforme dispone el artículo 7 ET, de autorización 
de sus representantes legales (los padres o la persona o 
institución que los tenga a su cargo). En cualquier caso, 
no es éste el momento, ni el lugar, para profundizar en 
este tema.
1.2. LA SITUACIÓN PROCESAL DEL INTERNO.
13. El ingreso: detenidos, presos provisionales o
preventivos y penados. Por otro lado, se mencionó 
previamente que reciben el apelativo de internos tanto 
los detenidos como los presos provisionales o preventivos 
y los penados. La detención y la prisión provisional o 
preventiva, reguladas en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal43 (en adelante, LECRIM) , son medidas cautelares
42 Así lo entiende RAMOS QUINTANA, "El trabajo de 
los menores (En torno al artículo 6)", cit., p. 303.
43 Modificada recientemente por la Ley Orgánica 
13/2003, de 24 de octubre, de reforma de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional 
(BOE de 27 de octubre) y por la Ley Orgánica 15/2003, de 
25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal -véase su 
Disposición final primera-. Un análisis crítico de la 
primera norma reformadora, que lleva a su autor a 
concluir que "una vez más, la coartada del sistema invoca
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de naturaleza personal que gozan de un carácter 
provisional o interino44 y por las que se restringe, 
aunque sea temporalmente, el derecho a la libertad de una 
persona al decretarse su ingreso en prisión.
En el caso de la detención, se trata de una medida 
provis ionalísima, dado que los detenidos deben ser 
excarcelados al vencer el plazo máximo de detención o en 
un plazo máximo de 72 horas en cualquier caso, si no ha 
llegado orden judicial de prisión, en atención a lo 
dispuesto por el artículo 17.2 CE, conforme al cual la 
detención "no podrá durar más del tiempo estrictamente 
necesario para la realización de las averiguaciones 
tendentes al esclarecimiento de los hechos
Por su parte, la prisión provisional, si bien sólo 
ha de durar el tiempo imprescindible para alcanzar
-paradójicamente- la seguridad ciudadana, cuando cada vez 
resulta más perceptible que todos nos encontramos, 
simplemente, en libertad provisional", en LANDROVE DÍAZ, 
G., "La reforma de la prisión provisional”, en Diario La 
Ley, na 5926, enero 2004.
44 Véanse al respecto ANDRÉS IBÁÑEZ, P. "El juez y 
la prisión provisional", en BARBERO SANTOS, M. (Coord.), 
Prisión provisional, detención preventiva y derechos 
fundamentales, Ediciones de la Universidad de Castilla-La 
Mancha, Cuenca, 1997, p. 15; y GIMENO SENDRA, V., "La 
prisión provisional y derecho a la libertad", en BARBERO 
SANTOS, Prisión provisional, detención preventiva y 
derechos fundamentales, cit., p. 149, quien define la 
prisión provisional como "la situación nacida de una 
resolución jurisdiccional de carácter provisional y 
duración limitada por la que se restringe el derecho a la 
libertad de un imputado por un delito de especial 
gravedad y en quien concurre un peligro de fuga 
suficiente para presumir racionalmente que no acudirá a 
la llamada de la celebración del juicio oral".
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cualquiera de los fines que con ella se persiguen y en 
tanto subsistan los motivos que la hayan ocasionado45, y 
que para la doctrina tradicionalmente se han reconducido 
a uno sólo, el de asegurar la comparecencia del imputado 
al juicio oral46, puede alcanzar en España una duración 
de hasta 4 años y, en el supuesto de existencia de 
condena, hasta la mitad de la pena impuesta47.
45 Véanse los fines de la prisión provisional ex 
artículo 503.1.3® LECRIM, tras ser modificado por Ley 
Orgánica 13/2003, y esa redacción modificada a su vez por 
Ley Orgánica 15/2003.
46 En ese sentido, GIMENO SENDRA, "La prisión 
provisional y derecho a la libertad", cit., p. 147. Por 
su parte, premonitor de la reforma de la LECRIM, LANDROVE 
DÍAZ señalaba entre las finalidades de la prisión 
provisional que le otorgan la naturaleza de medida 
cautelar del proceso penal el evitar la frustración del 
proceso impidiendo la fuga del imputado y permitiendo así 
la ejecución de la pena que se pudiera dictar así como 
asegurar el éxito de la instrucción impidiendo al preso 
destruir u ocultar las pruebas. Puede verse "Prisión 
provisional y régimen penitenciario", cit., p. 187. 
Igualmente, MUÑOZ CONDE, F., "Cuestiones teóricas y 
problemas prácticos de la prisión provisional", en 
BARBERO SANTOS, Prisión provisional, detención preventiva 
y derechos fundamentales, cit., p. 226.
47 En ese sentido, BARBERO SANTOS, M., 
"Presentación", en BARBERO SANTOS, Prisión provisional, 
detención preventiva y derechos fundamentales, cit., p. 
10. Ahora bien, tras la reforma de la LECRIM por la LO 
13/2003 y por la LO 15/2003, la prisión provisional 
tendrá una duración diferente -que puede llegar a no 
exceder de los 6 meses- en función de cuál sea el fin 
concreto, de los previstos en ese nuevo artículo 503, 
perseguido con ella. Véase a este respecto el artículo 
504.2 y 3 LECRIM, en su nueva redacción tras la reforma y 
contrarreforma del mismo. Una crítica al mismo, en 
LANDROVE DÍAZ, "La reforma de la prisión provisional", 
cit., pp. 7 y ss.
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En atención a esa duración, y al margen de las 
críticas que la de la prisión provisional, aun reformada, 
pueda suscitar, resulta lógico entender que cuando el 
artículo 2.1 RD 782/2001 habla de internos está haciendo 
referencia tan sólo a los presos provisionales o 
preventivos y a los penados como sujetos capaces de 
formar parte de esta relación laboral especial, no así a 
los detenidos, cuya estancia en prisión en calidad de tal 
es, como ya se ha dicho, provisional!sima. Ello viene 
confirmado por la misma norma reglamentaria, que en su 
artículo 3.2.22 distingue, dentro del orden de prelación 
para la adjudicación de un puesto de trabajo, a los 
internos penados de los internos preventivos, sin hacer 
mención alguna de los detenidos.
14. Diferencias respecto del ejercicio del derecho 
al trabajo entre preventivos y penados. Ahora bien, esta 
diferente situación procesal en la que se encuentran los 
preventivos y los penados va a ocasionar igualmente 
diferencias en cuanto al ejercicio del derecho al 
trabajo, no sólo por la diferente concepción de su deber 
de trabajar, sino sobre todo por lo que a la prioridad en 
la adjudicación de un puesto de trabajo respecta.
Entre las razones que pueden manejarse para ese 
trato diferenciado, por un lado, podría mantenerse que la 
diferencia entre preventivos y penados parte ya desde la 
redacción del artículo 25.2 CE que, cuando hace 
referencia al derecho fundamental al trabajo remunerado 
de los internos, lo reconoce tan sólo al condenado a pena 
de prisión. Ello en teoría debería de significar que la 
Administración Penitenciaria no tiene, respecto de los
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preventivos, la obligación de crear la organización 
prestacional necesaria para proporcionarles un puesto de 
trabajo48, así como que éstos no tienen un derecho
subjetivo, aunque sea imperfecto, a ese puesto de trabajo 
retribuido.
Sin embargo, esto último no concuerda con la 
doctrina del Tribunal Constitucional en la materia, que 
en su análisis del contenido del derecho no distingue 
entre internos preventivos o penados, ni con la 
interpretación que se hizo de ese precepto y conforme a 
la cual existe un derecho subjetivo del recluso desde el 
momento en que en el establecimiento penitenciario existe 
el puesto de trabajo y legalmente le corresponde al
interno su adjudicación. En el caso de los preventivos, 
ese derecho subjetivo es, cuando menos, de configuración 
"infraconstitucional", puesto que el artículo 26 LOGP 
reconoce el derecho al trabajo del interno, no del penado 
en exclusiva, y además el RD 782/2001 otorga a los
preventivos una posición dentro del orden de prelación, 
lo que significa que, legalmente, les puede corresponder 
un puesto de trabajo vacante.
En todo caso, de entenderse que la expresión
"condenado a pena de prisión" del artículo 25.2 es una
48 NISTAL BURÓN considera, sin embargo, que es la 
voluntariedad del trabajo de los preventivos la que exime 
a la Administración del deber de proporcionárselo, 
bastando con que les proporcione los medios de ocupación 
de que disponga. Véase NISTAL BURÓN, J., "El régimen 
penitenciario. Diferencias por su objeto. La retención y 
custodia/La reeducación y reinserción", en AA.W. , 
Derecho Penitenciario, Cuadernos de Derecho Judicial, 
CGPJ, Madrid, 1995, p. 165.
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expresión técnica49, lo que podría sostenerse es que ese 
derecho del preventivo, en caso de ser vulnerado, no goza 
de la misma protección jurídica que el derecho de los 
penados. En otras palabras, que los presos preventivos no 
podrían acudir en amparo ante el Tribunal Constitucional 
en caso de ver vulnerado su derecho a ocupar el puesto de 
trabajo que legalmente les corresponde, debiendo 
conformarse con la tutela de los Tribunales ordinarios.
Pero, sin duda, la prioridad del penado en la 
adjudicación de un puesto de trabajo está directamente 
relacionada con la tradicional consideración del trabajo, 
más que como una fuente de ingresos para el interno y de
ocupación de su tiempo, como un elemento fundamental del
tratamiento penitenciario, tratamiento del que se
encuentran excluidos los presos preventivos debido a que 
viene configurado por la LOGP como el conjunto de 
actividades directamente dirigidas a conseguir la
reeducación y reinserción social de los penados.
Y es que la causa real de la exclusión reside en la 
distinta configuración legislativa de los fines de las 
Instituciones Penitenciarias, en atención a su 
destinatario: en el caso de los preventivos el único fin 
previsto por el artículo 1 LOGP es el de la mera 
retención y custodia, mientras que en el caso de los
49 Como "expresión atécnica” la califica sin 
embargo TELLEZ AGUILERA, A., Seguridad y disciplina 
penitenciaria, Edisofer, Madrid, 1998, p. 36, 
considerando en consecuencia que " los derechos 
reconocidos lo son a todo recluso, es decir, abarcando a 
los detenidos y preventivos, a los condenados a otras
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penados no se trata solamente de éste sino también, como 
ya se analizó, de su reeducación y reinserción social. 
Ese diferente fin va a informar el régimen penitenciario 
aplicable a los presos preventivos, que además deberá 
estar presidido por el principio de presunción de 
inocencia50, y que evidentemente no se va a configurar 
como el medio a través del cual alcanzar el éxito en el 
tratamiento.
De este modo, en un contexto crítico con la
normativa aplicable se ha llegado a decir de los
preventivos que "su situación procesal específica impide 
cualquier tipo de labor resocializadora que pueda 
implicar un prejuzgamiento"51. Ciertamente es esto lo que 
se deduce del texto de la LOGP, aunque resulte 
censurable52. Si se considera, como pudo verse en el
penas privativas de libertad distintas de la de prisión y 
a los internados por una medida de seguridad".
50 Una acerada crítica contra el régimen 
penitenciario de los presos preventivos, y entendiendo 
que la propia existencia de la prisión provisional 
lesiona ese principio constitucional de presunción de 
inocencia, puede verse en MAPELLI CAFFARENA, B., "La 
ejecución de la medida cautelar de privación de libertad 
provisional", en BARBERO SANTOS, Prisión provisional, 
detención preventiva y derechos fundamentales, cit., pp. 
199-217.
51 Cfr. LANDROVE DÍAZ, "Prisión provisional y 
régimen penitenciario", cit., p. 195. En el mismo sentido 
y del mismo autor, véase "La reforma de la prisión 
provisional", cit., p. 2.
52 No obstante, parece que, como mecanismo 
corrector de esta carencia, el RP de 1996 introdujo para 
los preventivos un modelo individualizado de 
intervención, próximo al tratamiento de los penados, con 
el fin de paliar las áreas carenciales y necesidades del
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capítulo anterior, que la causa principal de este 
contrato de trabajo especial es la de preparar al interno 
para la vida en libertad, dotándole de los recursos 
indispensables para desarrollar un trabajo tras su 
liberación, y contribuyendo con ello a su reeducación y 
reinserción, en definitiva, contribuyendo al libre 
desarrollo de su personalidad, al no ser ésta la 
finalidad que la legislación otorga a las Instituciones 
Penitenciarias en relación con los preventivos, sino tan 
sólo su retención y custodia, quedará en evidencia la 
irrelevancia de ese trabajo para el logro de la misma53.
Esta situación puede explicar, no sólo la prioridad 
del penado en la adjudicación del trabajo, sino también 
la diferente concepción legislativa de la presunta 
obligación de trabajar de los penados, y la voluntariedad 
de los preventivos. Ahora bien, esto no exime al 
preventivo del cumplimiento de las prestaciones 
personales obligatorias, algo que la propia LOGP se 
encarga de señalar en su artículo 29.2 y el RP de 1996 
recoge en varios de sus preceptos, lo que ha contribuido, 
entre otras razones, para que la doctrina los califique
preso. Véase en torno al mismo GARRIDO GENOVÉS, V., "El 
tratamiento penitenciario y la prisión preventiva", en 
BARBERO SANTOS, Prisión provisional, detención preventiva 
y derechos fundamentales, cit., pp. 135 y ss.
53 En 1979 se defendía incluso que en los entonces 
denominados Centros de Detención y Diligencias 
destinados a preventivos y detenidos-, "con algunas 
excepciones, los trabajos serán de tipo puramente 
ocupacional". Cfr. AA. W . , El trabajo penitenciario en 
España, cit., p. 225.
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como reclusos de segunda categoría54, puesto que no 
disfrutan de los beneficios que reportan el tratamiento y 
la meta resocializadora, pero sí están sujetos a las 
mismas cargas que los penados.
1.3. LA SITUACIÓN PENITENCIARIA DEL INTERNO.
15. La clasificación penitenciaria, los distintos 
regímenes penitenciarios y su incidencia en la idoneidad 
de los internos para desempeñar un puesto de trabajo 
retribuido. Tras el ingreso en un centro penitenciario, 
las diferencias entre los preventivos y los penados se 
hacen evidentes. Así, la necesaria separación entre unos 
y otros55 se acentúa con la existencia de 
Establecimientos Penitenciarios diferenciados a los que 
irán destinados56. En breve síntesis, prevén los
54 MAPELLI CAFFARENA, "La ejecución de la medida 
cautelar de privación de libertad provisional", cit., p. 
200, señala lo contradictorio que resulta el que los 
preventivos estén sometidos a unas condiciones 
régimen tales más desfavorables en virtud del 
reconocimiento de unos derechos que en principio debían 
favorecerlos. En el mismo sentido, LANDROVE DÍAZ, 
"Prisión provisional y régimen penitenciario", cit., p. 
194.
55 Dispone el artículo 16.b) LOGP que "los 
detenidos y presos estarán separados de los condenados y, 
en ambos casos, los primarios de los reincidentes" .
56 Una vez más, sin embargo, la realidad desmiente 
a la teoría. Así, sostiene la doctrina que la prisión 
preventiva se cumple en los mismos establecimientos y sin 
especiales segregaciones entre preventivos y condenados. 
Véase LANDROVE DÍAZ, "Prisión provisional y régimen 
penitenciario", cit., p. 194. Para confirmarlo, véase la 
denuncia efectuada por el DEFENSOR DEL PUEBLO, Informes, 
estudios y documentos. Estudio sobre la situación
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artículos 7, 8, 9, 10 y 11 LOGP la existencia de
Establecimientos de preventivos, como centros destinados 
a la retención y custodia de detenidos y presos; 
Establecimientos de cumplimiento de penas, como centros 
destinados a la ejecución de las penas privativas de 
libertad, esto es, para los penados, y que serán de tres 
tipos: de régimen ordinario, de régimen abierto y de
régimen cerrado; y por último, Establecimientos 
especiales, que son aquellos en los que prevalece su 
carácter asistencial: centros hospitalarios,
psiquiátricos y de rehabilitación social.
En teoría, el ser destinado a uno u otro 
Establecimiento depende no sólo de la situación procesal 
de cada interno, sino además, en el caso de los penados, 
del grado en el que, inicial o posteriormente, sean 
clasificados57, a propuesta de la Junta de Tratamiento, 
por el Centro Directivo58, que es el órgano a quien, por
penitenciaria y los depósitos municipales de detenidos. 
1988-1996, cit., pp. 135-137, y también en los Informes 
anuales de los años 1997 (p. 199) , 1998 (p. 44) y 1999
(p. 199).
57 Según el artículo 63 LOGP, y 102.1 RP de 1996, 
"para la individualización del tratamiento, tras la 
adecuada observación de cada penado, se realizará su 
clasificación, destinándose al Establecimiento cuyo 
régimen sea más adecuado al tratamiento que se le haya 
señalado y, en su caso, al grupo o sección más idónea 
dentro de aquél".
58 Disposición Adicional 4a RP de 1996: "En el 
ámbito de la Administración General del Estado, por 
Centro Directivo se entiende el órgano de la 
Administración Penitenciaria, con rango igual o superior 
a Dirección General, que tenga atribuidas las 
competencias correspondientes". En concreto, se trata del
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el artículo 31 RP de 1996, se otorga en exclusiva la 
competencia para decidir la clasificación y destino de 
los reclusos en los distintos Establecimientos 
penitenciarios, ordenando los traslados correspondientes.
La clasificación dependerá de las variables 
criminológicas, penales, personales y sociales que en 
cada momento concurran en el interno, y de los objetivos, 
estrategias y actividades que su programa de intervención 
requiere59. Ahora bien, en la separación entre
preventivos y penados, así como en la clasificación del 
penado, no tiene una particular incidencia la variable 
trabajo, lo que trae consigo, como ya denunció la 
doctrina hace muchos años60, la "dispersión de áreas 
laboralesm y la creación de "grupos heterogéneos de 
trabajadores con bases distintas de formación
profesional, aptitudes psicotécnicas y apetencias 
laborales", circunstancias éstas que representan un 
obstáculo para la consecución de los objetivos del
trabajo penitenciario y, en concreto, de la RLEP. Además, 
a la hora de adjudicar al interno un puesto de trabajo 
adecuado a sus necesidades y a su capacidad nos 
encontramos con una dificultad añadida cual es la del 
concreto destino del interno a un Establecimiento 
penitenciario u otro en función de esa clasificación,
Servicio de Clasificación de la Dirección General de 
Instituciones Penitenciarias.
59 Véase en este sentido la Exposición de Motivos 
de la Instrucción 20/96, de 16 de diciembre, sobre 
clasificación y destino de penados. Aplicación del 
artículo 10 LOGP a preventivos.
60 En concreto, AA.W., El trabajo penitenciario 
en España, cit., p. 43.
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puesto que, en realidad, se encuentra condicionado por la 
existencia o no de una diversidad de talleres productivos 
en el Centro de destino.
Volviendo al discurso inicial: cada grado de
clasificación lleva aparejada la aplicación de un régimen 
concreto de vida, como señala el artículo 72.2 LOGP, 
conforme al cual "los grados segundo y tercero se 
cumplirán respectivamente en Establecimientos de régimen 
ordinario y de régimen abierto. Los clasificados en 
primer grado serán destinados a los Establecimientos de 
régimen cerrado, de acuerdo con lo previsto en el número 
ls del artículo 10 de esta Ley*. En definitiva, y como 
señala el artículo 101 RP de 1996, el primer grado 
determina la aplicación de las normas del régimen 
cerrado, el segundo grado las del régimen ordinario y el 
tercer grado las de régimen abierto.
Y es que la norma reglamentaria penitenciaria 
contempla en su artículo 74 la existencia de tres 
sistemas o regímenes de vida, conocidos como regímenes 
penitenciarios, diferenciándolos en función del grado de 
libertad presente en cada uno o, a contrario, en función 
de la intensidad de las medidas de control y seguridad 
ejercidas sobre el interno en cada uno de ellos61.
La aplicación al interno - pues no se trata sólo de 
los penados; los preventivos también están sometidos a un
61 Así lo establece el artículo 100.1 in fine RP 
de 1996, según el cual al primer grado le ha de 
corresponder un régimen en el que las medidas de control
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régimen de vida, en concreto al régimen ordinario, salvo 
excepciones62 - de un régimen u otro, desde el momento en 
que con él se determinan las condiciones concretas que 
van a regir su vida en prisión, condicionará su capacidad 
para desempeñar un puesto de trabajo retribuido, para ser 
sujeto de la RLEP, pero no porque en realidad ello 
condicione su capacidad para trabajar o para contratar, 
que no se ve afectada, sino porque el desarrollo de esa 
relación puede resultar incompatible con dichas 
condiciones de vida.
En el análisis de los distintos tipos de régimen va 
a seguirse el orden establecido en el artículo 74 RP de 
1996, que es el encargado de definirlos.
1.3.1. RÉGIMEN ORDINARIO.
16. Ámbito de aplicación del régimen ordinario.
Según ese artículo 74.1, régimen ordinario es el que se 
aplica a los penados clasificados en segundo grado, a los 
penados sin clasificar y a los detenidos y presos. Los 
penados a los que se clasifica en segundo grado son 
aquellos que gozan de unas circunstancias personales y 
penitenciarias que facilitan la normal convivencia, pero 
que no son capaces de vivir, de momento, en semilibertad, 
lo que les hubiera permitido ser clasificados en tercer
y seguridad sean las más estrictas, yendo las mismas a 
menos a medida que se progresa en grado.




grado. En realidad, se aplica por exclusión de los otros 
dos63.
Es por lo tanto el régimen de aplicación más 
generalizada, a causa del amplio colectivo al que va 
dirigido64. Por ello constituye, en palabras de la 
doctrina, "un auténtico cajón de sastre dentro del 
sistema penitenciario español"65.
17 • Su compatibilidad con el desarrollo de una 
relación laboral. A pesar de esta circunstancia, y por lo 
que se refiere a la actividad laboral, ésta viene 
considerada en la vida de los Establecimientos de régimen 
ordinario como una actividad básica, consideración que 
comparte con la formación66. Por este motivo, los 
internos a los que se aplica este régimen de vida están, 
en principio, plenamente capacitados para el desempeño de
63 Así lo manifestaba expresamente el artículo 
43.1fl del derogado RP de 1981.
64 La mayor parte de la población reclusa se 
encuentra sometido a este régimen de vida. Esta realidad 
puede apreciarse en la página web del Instituto Nacional 
de Estadística, donde dentro del apartado Distribución de 
la población reclusa a 28 de febrero de 2002 sobre datos 
entregados por la DGIP, la Tabla 3 muestra esa 
distribución según el grado de tratamiento, y conforme a 
lo previsto en ella, sobre un total de 37530 penados, 
952 estaban clasificados en primer grado, 27233 en 
segundo grado, 5023 en tercer grado y 4322 estaban sin 
clasificar. Lo que da un porcentaje relativo del 72,56 
por ciento de clasificados en segundo grado sobre el 
total de penados existente en España en esa fecha.
65 Cfr. RODRÍGUEZ ALONSO, Lecciones de Derecho 
Penitenciario, cit., p. 169.
66 Artículo 76.3 RP de 1996.
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cualesquiera de las modalidades de trabajo penitenciario 
y, en concreto, de una actividad laboral retribuida, 
debiendo ajustarse para ello al horario que rige en los 
Establecimientos de este tipo, y encontrando como único 
obstáculo la inexistencia de puesto de trabajo adecuado y 
vacante.
En conclusión, los internos, sean preventivos o 
penados, a los que se aplique un régimen ordinario de 
vida, poseen capacidad pl^na tanto para trabajar como 
para concertar un contrato de trabajo.
1.3.2. RÉGIMEN ABIERTO.
18. Ámbito de aplicación del régimen abierto y 
características. Se trata del régimen aplicable a los 
penados clasificados en tercer grado que pueden continuar 
su tratamiento en semi libertad67, siendo el menos 
restrictivo de los tres pues se caracteriza por la 
ausencia de rígidos controles o medidas de seguridad 
interior, debido a la confianza que se deposita en el 
interno tratando con ello de fomentar su responsabilidad.
El objetivo primordial del régimen abierto es 
potenciar la inserción social, favoreciendo la 
incorporación progresiva del penado a la sociedad. La 
semilibertad propia de este régimen penitenciario se 
caracteriza, en lo fundamental, por la realización de
67 Puede disfrutarse en Centros abiertos o de 
inserción social, en Secciones abiertas o en Unidades 
dependientes, lo que dependerá del programa individual de 
tratamiento de cada penado clasificado en ese grado.
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actividades en el exterior de la prisión, en régimen 
externo68. Y, en este sentido, una de las vías 
consideradas más efectivas para alcanzar ese objetivo es 
la de permitir a los reclusos clasificados en tercer 
grado la realización de una actividad laboral plenamente 
asimilada a la común69.
Por este motivo, se ha dicho de los Establecimientos 
de régimen abierto que su característica principal es la 
de que "el recluso sale al exterior a trabajar y acude a 
pernoctar en prisión"70. En efecto, el artículo 86 RP de 
1996 establece que "los internos podrán salir del 
Establecimiento para desarrollar las actividades 
laborales (...) que faciliten su integración social".
19. Modalidades de vida: régimen abierto pleno y
régimen abierto restringido. Ahora bien, no siempre 
sucede así. Ello es debido a que dentro del régimen 
abierto existen dos modalidades de vida diferenciadas: de 
este modo, puede distinguirse entre régimen abierto 
pleno71 y régimen abierto restringido.
68 En este sentido se pronunciaban AA.W. El
trabajo penitenciario en España, cit., p. 145.
69 Véase, por todos, DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L., 
"El trabajo en régimen abierto", en Revista de Estudios 
Penitenciarios, na 240/1988, p. 96.
70 Cfr. CERVELLÓ DONDERIS, Derecho Penitenciario, 
cit., p. 139.
71 Así viene calificado, aunque refiriéndose al RP
de 1981, en NISTAL BURÓN, "El régimen penitenciario.
Diferencias por su objeto. La retención y custodia/La
reeducación y reinserción", cit., pp. 188 y ss.
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Característica propia del pleno es la de que el 
interno cuente con un trabajo en el exterior, sea por 
cuenta propia o sea por cuenta ajena, como actividad 
extrapenitenciaria cuya finalidad es la de contribuir con 
ella a lograr su propia subsistencia en un futuro. Así se 
deduce tras efectuar una interpretación a sensu contrario 
del artículo 82.1 RP de 1996, por el que se otorga el 
régimen abierto restringido a aquellos penados 
clasificados en tercer grado para los que, entre otras 
circunstancias, "exista la imposibilidad de desempeñar un 
trabajo en el exterior", en cuyo caso, como su propio 
nombre indica, se restringen las salidas al exterior. 
Durante el tiempo que dure la aplicación de este régimen 
abierto restringido se ayudará al penado a iniciar la 
búsqueda de un medio de subsistencia para el futuro, pues 
ese es, en definitiva, el objetivo del régimen abierto.
Ahora bien, como novedad introducida por el RP de 
1996, en su artículo 82.4 se establece, en un acto de 
discriminación positiva, que si son mujeres las que se 
encuentran en esta situación, la constancia de que van a 
salir a desempeñar las labores de trabajo doméstico en su 
domicilio familiar, previo informe de los servicios 
sociales, equivale al desempeño de un trabajo en el 
exterior. Parece por lo tanto que en ese caso se les 
aplicará el régimen abierto pleno en lugar del 
restringido.
A pesar del beneficio que ello reporta a las 
mujeres, resulta objetable el contenido del precepto por 
lo contradictorio que resulta con la búsqueda de la
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igualdad entre el hombre y la mujer72, por lo que tiene 
de connotación negativa respecto del reparto de tareas en 
el hogar y la superación de la tradicional asunción de 
las mismas por las mujeres, lo que podría resultar 
incompatible a su vez con la doctrina que el Tribunal 
Constitucional ha venido manteniendo en torno a la 
legitimidad de este tipo de medidas73.
20. La exclusión del ámbito de aplicación de la RLEP 
del trabajo de los internos sometidos a régimen abierto 
pleno. Volviendo de nuevo al tema de la capacidad de 
estos internos para ser parte en la relación laboral de 
carácter especial, al analizar en el Capítulo anterior 
cuál había de ser el trabajo objeto de esta relación, se 
puso de manifiesto la exclusión del ámbito de aplicación 
del RD 782/2001 de "la relación laboral de los internos 
en régimen abierto, sometidos a un sistema de 
contratación ordinaria con empresarios, que se regulará 
por la legislación laboral común, sin perjuicio de la 
tutela que en la ejecución de estos contratos pueda 
realizarse por la autoridad penitenciaria"74.
72 El Defensor del Pueblo efectuó a este respecto
"una recomendación a la Administración penitenciaria a
fin de que valorara el inicio de actuaciones tendentes a 
la posible modificación" de este precepto, "de modo que 
desapareciera la omisión de la posibilidad de que 
internos de sexo masculino accedan a la clasificación de 
tercer grado de tratamiento por la vía de este artículo”. 
Véase el Informe anual del año 1997, p. 204.
73 Véase dicha doctrina en la Sentencia 317/1994,
de 28 de noviembre, fundamento jurídico 2a; y en la
Sentencia 128/1987, de 16 de julio, fundamento jurídico 
6a.
74 Artículo 1.2 RD 782/2001.
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En consecuencia, aquellos internos a los que se 
aplique un régimen abierto pleno y que, como conditio 
sine gua non, deben trabajar en el exterior de la 
prisión, no entablan, caso de trabajar por cuenta ajena, 
la relación laboral especial objeto de regulación en el 
RD 782/2001, dado que no es su empleador en este caso el 
OATPP ni trabajan en los talleres productivos del 
Establecimiento penitenciario, sino una relación laboral 
común con un empresario externo, sujeta por lo tanto a 
las disposiciones laborales ordinarias. La justificación 
de esta previsión reglamentaria debe hallarse en la 
necesaria y plena asimilación con el trabajo en libertad 
que esto supone, pues no sólo se trabaja en una empresa 
externa al sistema penitenciario e inmerso el interno, 
por lo tanto, en un sistema de trabajo ordinario en un 
entorno de trabajadores libres, sino que ese trabajo se 
efectúa, además, sometiéndose el interno a las mismas
condiciones laborales que éstos.
21. ¿Pueden ser sujetos de la RLEP los Internos
sometidos a régimen abierto restringido? Surge 
inmediatamente la duda acerca de lo que pueda suceder con 
aquellos internos sometidos a un régimen abierto
restringido motivado por la imposibilidad de encontrar un 
trabajo en el exterior, pues parece que no tienen cabida 
en la exclusión prevista en ese artículo 1.2 RD. Lo
cierto es que en la regulación reglamentaria de esta 
modalidad de vida no se prevé impedimento alguno para 
que, mientras dure la misma, el interno pueda desempeñar 
un trabajo en el interior del establecimiento 
penitenciario. Sólo se prevé la restricción de las
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salidas típicas del régimen abierto, y ello porque no se 
encuentra justificación para las mismas desde el momento 
en que estos internos no cuentan con un puesto de trabajo 
en él exterior. Y el RD regulador de la relación laboral 
especial tampoco menciona esta modalidad de vida del 
régimen abierto como - excluyente de la existencia de la 
relación.
De todo ello puede deducirse que, caso de 
corresponderles un puesto de trabajo en los talleres 
productivos conforme al orden de prelación aplicable, que 
no distingue entre penados en función del régimen al que 
estén sometidos, estarían plenamente capacitados para 
entablar esta relación laboral especial75.
1.3.3. RÉGIMEN CERRADO.
22. Ámbito de aplicación del régimen cerrado: su
carácter excepcional. Se trata del régimen aplicable a 
aquellos internos penados clasificados en primer grado 
por su peligrosidad extrema o su manifiesta inadaptación 
a los regímenes ordinario y abierto, y a los preventivos 
en los que concurran las mismas circunstancias76. La 
inadaptación debe suponer la incapacidad del sujeto, en 
el presente pero también para el futuro, de acatar las
75 SOLER ARREBOLA señala a este respecto, de forma 
quizá menos concluyente, que "para conseguir favorecer su 
incorporación progresiva al medio social (...) debería 
haberse optado por prestar una actividad laboral a través 
de la vía de la RLEP, puesto que es la más asimilada a la 
relación laboral común (...)". Cfr. La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 192.
76 Artículos 10 LOGP y 74.3 RP de 1996.
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normas regimentales del Establecimiento de régimen 
ordinario o régimen abierto77. En cualquier caso, se 
trata de un régimen cuya aplicación debe ser excepcional, 
además de hacerse por el tiempo imprescindible, y que se 
encuentra inspirado por los principios de orden, 
seguridad y disciplina, principios que en la práctica 
prevalecen sobre el resocializador.
23. Modalidades de vida restrictivas e 
incompatibilidad con el desarrollo de actividad laboral 
objeto de la RLEP. Al igual que sucedía con el régimen 
abierto, también para éste se prevén por la normativa 
penitenciaria dos modalidades de vida78, en función del 
espacio físico donde se encuentre destinado el interno, 
lo que dependerá de sus características personales y del 
grado de control necesario. Así, el régimen cerrado puede 
cumplirse en Centros o módulos de régimen cerrado, donde 
estarán los internos manifiestamente inadaptados a los 
otros regímenes; y en Departamentos especiales ubicados 
en Centros de regímenes comunes pero con absoluta 
separación del resto de internos, donde cumplirán los 
penados que hayan sido protagonistas o inductores de 
alteraciones regimentales muy graves, que hayan puesto en 
peligro la integridad física o la vida de terceras 
personas, y en los que se evidencie una peligrosidad 
extrema.
77 En este sentido, RODRÍGUEZ ALONSO, Lecciones de 
Derecho Penitenciario, cit., p. 177.
78 Artículo 91 RP de 1996.
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En función del espacio físico en el que se cumpla, 
las condiciones de vida serán diferentes, teniendo en 
común sin embargo la restricción de las comunicaciones, 
la supresión de los permisos de salida, la censura de la 
correspondencia y la reducción de los actos en común79. 
Ahora bien, objetivamente resulta mucho más restrictiva 
la modalidad de vida en Departamentos especiales80 que en 
los Centros de régimen cerrado81.
79 En este sentido, NISTAL BURÓN, "El régimen 
penitenciario. Diferencias por su objeto. La retención y 
custodia/La reeducación y reinserción", cit., p. 194.
80 En éstos los internos, en grupos de dos como 
mínimo o cinco como máximo, disfrutan de un mínimo de 3 
horas de patio, ampliable hasta 3 más para la realización 
de actividades programadas, permaneciendo el resto del 
tiempo en su celda individual. Mas no sólo esto: la
Instrucción de la DGIP 21/96, de 16 de diciembre, sobre 
régimen y seguridad, prevé como condiciones de vida de 
estos internos, entre otras, las siguientes: "3. Cuando
los internos se encuentren en sus respectivas celdas -salvo en 
las horas de descanso nocturno-, éstos se colocarán al fondo 
de las mismas con las manos visibles cada vez que el 
Funcionario haga acto de presencia. 4. La salida de los 
internos de su celda se llevará a efecto de manera individual, 
de forma que no se dará salida a ningún interno hasta tanto el 
anterior no se encuentre en el patio o dependencia donde se 
llevan a cabo las actividades, procediéndose idénticamente a 
la entrada; en todo caso será acompañado, al menos, por dos 
Funcionarios. 8. El servicio de economato (...) No se 
autorizará la adquisición de artículos que, por su contenido o 
forma de envasado, conlleven riesgo para la seguridad. 14. La 
distribución de las comidas se llevará a cabo por un interno 
auxiliar, que será convenientemente cacheado (...) en 
presencia del Funcionario. Se le facilitará al interno a 
través del pasa-bandejas, sin abrir, en ningún caso, la puerta 
de seguridad. Los alimentos serán cacheados y registrados ..." 
Todas ellas son muestra de la primacía del principio de 
seguridad en la vida de los internos en Departamentos 
especiales.
81 Centros en los que el mínimo de horas de vida 
en común es de 4, ampliable hasta 3 más, para grupos de 
un mínimo de cinco internos, y en los que ninguna de las
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Sin lugar a dudas, estas especiales circunstancias 
de vida van a condicionar la posible realización de 
actividades laborales y, más aún, la de la actividad 
objeto de la relación laboral especial penitenciaria, 
sometida como está a una regulación específica que 
determina su ejecución en unas condiciones difícilmente 
compatibles con este régimen de vida. No se trata de que 
el interno clasificado en primer grado tenga limitada su 
capacidad para contratar. Se trata de que, por su 
especial situación, puede tener limitada su capacidad 
para trabajar.
Así, aun cuando no existe precepto alguno en el que 
se establezca la inclusión o exclusión de los internos 
sometidos a este régimen penitenciario a lo dispuesto en 
el RD 782/2001, debe afirmarse, en principio, la 
dificultad que para ellos entraña la realización de una 
actividad laboral de ese tipo, ante todo por la ya citada 
reducción de los actos o vida en común82, ocasionada por 
la primacía de los principios de seguridad y control, lo 
que, con todo, no tiene por qué significar forzosamente 
su exclusión.
(a) De este modo, distinguiendo en función del lugar 
de destino, si se trata de Centros o módulos de régimen
condiciones mencionadas en la nota a pie anterior resulta 
de aplicación.
82 Denuncia el Defensor del Pueblo que estas 
fuertes limitaciones regimentales han venido consistiendo 
en la permanencia del recluso 22 o 23 horas diarias en la 
celda, sin hacer prácticamente nada. Por ejemplo, en los 
Informes anuales de 1997, p. 202, y 1998, p* 48.
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cerrado pueden utilizarse diversos argumentos para 
defender la posible existencia de una RLEP. Aunque 
también los hay para defender lo contrario.
El argumento de peso a favor de esa existencia es 
que el propio RP menciona en su artículo 94.3 como 
actividades programables para efectuar dentro de esos 
Centros a las laborales, junto con las culturales, 
deportivas, recreativas o formativas y ocupacionales. 
Varias de ellas son modalidades de trabajo penitenciario 
ex artículo 27.1 LOGP, así que parece que, cuando de modo 
específico menciona a las "laborales", se está refiriendo 
el RP a la modalidad del artículo 27.1.c) -"las de 
producción en régimen laboral..."-, y que coincide con la 
que es el objeto de la relación laboral especial, y no a 
todas las modalidades, con carácter genérico.
A esto puede añadirse el hecho de que no exista en 
la normativa vigente impedimento específico para la 
existencia de talleres productivos en estos Centros o 
módulos de régimen cerrado, sobre todo aquellos que se 
utilizan para la prestación de los servicios auxiliares 
comunes83.
83 Planteo aquí el hecho de que, si existen 
talleres productivos de este tipo en Establecimientos o 
Unidades Psiquiátricas Penitenciarias donde, por decisión 
judicial, cumplen medidas de seguridad privativas de 
libertad personas con anomalías o alteraciones psíquicas, 
con patologías psiquiátricas y que, por lo tanto, pueden 
tener un cierto grado de peligrosidad criminal, además de 
limitada su capacidad de obrar ¿por qué motivo no pueden 
existir en Centros de régimen cerrado en los que los 
internos tienen, en principio, plena capacidad?
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Por su parte, contribuye a esta interpretación 
favorable el hecho de que se prevea, en la Instrucción 
21/96, de 16 de diciembre, sobre régimen y seguridad, la 
realización por estos internos de la limpieza, no sólo de 
sus celdas, sino también de las dependencias comunes, lo 
que supone el reconocimiento expreso de la posibilidad de 
trabajar en una de las modalidades de trabajo 
penitenciario previstas en el artículo 27.1 LOGP, en 
concreto "las prestaciones personales en servicios 
auxiliares comunes del Establecimiento" y dotadas de un 
carácter obligatorio. Ahora bien, también cabe 
cuestionarse si son éstas las únicas "actividades 
laborales" a las que se refiere ese artículo 94.3 RP 
citado en el párrafo anterior, con lo que en ese caso 
quitarían peso a su utilización como argumento en pro del 
reconocimiento de la capacidad para trabajar y concertar 
esta relación laboral especial.
Igualmente contribuye en la defensa de esta idea la 
situación descrita por el Defensor del Pueblo en su 
Informe sobre la Situación Penitenciaria en España del 
año 1988, donde textualmente decía que "conviene recordar 
que antiguos centros afectos tradicionalmente al primer 
grado de clasificación, como Burgos y Ocaña I 
actualmente ambos de segundo grado- se han caracterizado 
siempre por una importante actividad laboral de los 
internos*.
En definitiva, la actividad laboral en este tipo de 
Centros o módulos existe y, salvo que no existan en los 
mismos talleres productivos gestionados por el OATPP, 
podría mantenerse que los internos pueden desempeñar en
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ellos la actividad objeto de la relación laboral especial 
penitenciaria, y ser por lo tanto sujetos de la misma, 
aun con la especial dificultad que plantea para ello la 
reducida vida en común y las singulares medidas de 
control a que están habituados estos internos.
Pero con esto último llegamos al argumento que se 
puede manejar en contra de la opinión mantenida hasta 
ahora: y es que, aun cuando la posible vida en común en 
estos Centros puede llegar a alcanzar las siete horas, de 
lo dispuesto en el artículo 94.1 RP de 1996 podría 
deducirse que tan sólo 3 de ellas se dedicarán a 
actividades programadas, lo cual dificultaría sin duda la 
realización de tareas productivas por lo que supone de 
alejamiento respecto de una jornada laboral ordinaria, y 
de postergación del principio asimilador que ha de 
inspirar el trabajo penitenciario84. Si entendemos que 
son siete las horas de vida en común, perfectamente 
podría desarrollarse en ellas una actividad laboral de 
producción por cuenta ajena. En cambio, si sólo fueran 
tres, resultaría menos asimilable al trabajo en libertad, 
perdiéndose de vista su causa principal.
(b) La situación cambia cuando se habla de los 
Departamentos especiales. En ellos el tiempo de vida en
84 Véase AA.W., El trabajo penitenciario en 
España, cit., p. 186, donde al hablar de la necesaria 
coordinación entre el trabajo y el régimen penitenciario, 
señalaban que "el interno durante su trabajo debe ser 
considerado como en un trabajo normal por lo que cumplirá 
una jornada laboral de 40 a 45 horas semanales (...) Toda 
interrupción de estas jornadas laborales causa numerosos 




común no es muy diferente -aunque consta en el artículo 
93.1 RP, de un modo más certero, la distribución del 
mismo: 3 horas de salida al patio, 3 más para la
realización de actividades programadas-, pero sí lo es el 
número de internos que pueden efectuar esa vida en común, 
limitado a un máximo de 5 cuando se trate de la
realización de esas actividades, y dentro de las cuales 
los especialistas en la práctica penitenciaria no
mencionan a las actividades laborales de producción por 
cuenta ajena85. Aquí, además, no cabe la duda planteada 
en última instancia con relación a los Centros de régimen 
cerrado: es decir, en estos Departamentos el número de
horas que se otorga reglamentariamente para la 
realización de actividades programadas es tan corto que
difícilmente una actividad laboral podría asimilarse al
trabajo en libertad.
Asimismo, en la citada Instrucción 21/96 se prevé 
que "corresponde a los internos la limpieza de su celda y 
de zonas y pasillos anejos a ésta. La limpieza de 
dependencias comunes de los departamentos, por razones de 
seguridad, se realizará por internos auxiliares, quienes 
serán cacheados antes y después de acceder a dichas 
dependencias". Se introduce, por lo que puede observarse, 
un elemento categórico, las razones de seguridad, para 
restringir la realización de las labores de limpieza. 
Aunque no son éstas las únicas actividades que en la
85 ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA y RODRÍGUEZ
RAMÍREZ, Reglamento Penitenciario comentado, cit., p. 
190, señalan entre ellas, como mucho, las tareas 
ocupacionales en la celda y, puntualmente, las 
actividades laborales relacionadas con el mantenimiento 
funcional del Departamento (limpieza vigilada u otras).
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Instrucción se restringen por motivos de seguridad, como 
pudo verse: cuestiones tan básicas como el afeitado, la 
estancia en celda, la salida al patio, la alimentación, 
el uso del economato, vienen limitadas por esta causa. 
Con mayor motivo primarán las razones de seguridad a la 
hora de limitar las actividades de producción por cuenta 
ajena a realizar en talleres productivos en los que, de 
una parte, no pueden estar simultáneamente más de cinco 
internos y, de otra, puede requerirse el manejo de 
utensilios o materiales que, en caso de negligencia o 
descuido en su control, incrementen la peligrosidad de 
estos internos.
En este contexto, además, el artículo 93.6 RP de 
1996 hace especial hincapié en que son esas necesidades 
regimentales de orden y seguridad las que prevalecen a la 
hora de diseñar un modelo de intervención y programas 
genéricos de tratamiento dirigidos a estos internos86, 
habiendo considerado sin embargo el Defensor del Pueblo, 
de forma contradictoria, que en estos Departamentos 
especiales han de programarse el mismo tipo de 
actividades que pueden programarse para los Centros o 
módulos de régimen cerrado87.
86 He de resaltar aquí la inexplicable
inexistencia de referencia a programas individualizados, 
como se exige para el resto de internos en 
Establecimientos de cumplimiento, cuando son estos 
reclusos los que en mayor medida necesitarían de
programas de este tipo.
87 Véanse, por ejemplo, sus Informes anuales de 
los años 1998 -p. 48- o 1999 -p. 201, donde refiriéndose 
a la peculiar situación de un interno en Departamento 
especial, manifiesta que "a internos clasificados en
primer grado no sólo hay que ofrecerles las actividades
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A pesar de esta última interpretación, que resulta 
discutible dado que ni el propio RP de 1996 prevé de modo 
expreso dicha programación, por el resto de motivos 
anteriormente señalados entiendo posible la exclusión de 
una actividad de este tipo para los internos destinados 
en Departamentos especiales88, no así para los internos 
en Centros o módulos de régimen cerrado.
24. En conclusión. Como ha podido observarse, no 
existe en el ordenamiento jurídico penitenciario mención 
alguna de la situación penitenciaria del interno como 
condicionante de su capacidad de trabajar y de contratar, 
lo que no me impide destacar, con base en los argumentos 
aportados en páginas anteriores, la incompatibilidad 
manifiesta entre esta relación laboral especial y el 
cumplimiento del régimen cerrado en la modalidad de vida 
de los Departamentos especiales ubicados en Centros de 
regímenes comunes. Tan sólo respecto de los sometidos a 
un régimen abierto pleno se dispone expresamente, por el 
Decreto regulador de la RLEP, su exclusión del ámbito de 
la misma.
que dentro del tratamiento se programan para todos los 
reclusos, sino que, además, en este caso habría sido 
necesario un tratamiento más intenso y 
multidisciplinario".
88 A similares conclusiones respecto de la 
posibilidad de desempeñar un trabajo objeto de la 
relación laboral especial por parte de los internos 
clasificados en primer grado llega SOLER ARREBOLA, La 




1.4. LA NACIONALIDAD DEL INTERNO.
25. La nacionalidad de los internos como 
condicionante de la prestación de servicios dependiente y 
por cuenta ajena. Es el de la nacionalidad el último 
condicionante posible al desarrollo de una actividad 
laboral por cuenta ajena, objeto de la relación laboral 
especial, por parte de los internos en Establecimientos 
penitenciarios, puesto que nuestro ordenamiento jurídico 
prevé, con carácter general, "la exigencia de unos 
requisitos de orden público previos que permitan el 
trabajo de los extranjeros en nuestro mercado de 
trabajo"89.
Y es digno de destacarse porque la población reclusa 
extranjera en las cárceles españolas ha experimentado un 
considerable incremento en los últimos años90, sobre todo 
por lo que se refiere a los preventivos91. Ahora bien, 
debe tenerse presente que esta tendencia al alza puede 
variar tras la modificación del artículo 89 del Código 
Penal de 1995 por la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de
89 Cfr. CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y 
GÓMEZ GORDILLO, Estatuto de los Trabajadores comentado, 
cit., p. 128.
90 Así, de un total de 49031 reclusos a 28 de 
febrero de 2002, extranjeros eran un total de 11593. 
Véase la página web del Instituto Nacional de 
Estadística, Distribución de la población reclusa según 
diversas variables.
91 En este sentido, GARCÍA ESPAÑA. E., "Los 
extranjeros en cárceles españolas", en LAURENZO COPELLO, 
P. (Coord.), Inmigración y Derecho Penal. Bases para un 
debate, Tirant lo Blanch, Valencia, 2002, pp. 167-168, si 
bien manejando datos de diciembre de 1996.
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septiembre, de medidas concretas en materia de seguridad 
ciudadana, violencia doméstica e integración social de 
los extranjeros, concebida como respuesta penal frente a 
los extranjeros no residentes legalmente en España y que 
facilita el procedimiento de expulsión como sustitutivo 
de la pena, caso de que cometan delitos92. De igual 
manera, esta Ley Orgánica ha modificado el artículo 57 
LOEX con la intención, idéntica, de facilitar y dotar de 
una mayor eficacia al procedimiento de expulsión cuando 
se produce la tramitación simultánea de los 
procedimientos administrativo y penal.
Para los extranjeros que no sean expulsados, y que 
serán aquellos que residiendo legalmente en nuestro país 
hayan cometido un delito por el que sean condenados a 
pena privativa de libertad, siempre que no estén incursos 
simultáneamente en un procedimiento administrativo de 
expulsión, o aquellos que, no residiendo legalmente, 
hayan sido condenados a pena privativa de libertad igual 
o superior a 6 años, o por delitos tipificados en los 
artículos 312, 318 bis, 516.6, 517 y 518 del Código
penal, la normativa penitenciaria nada dice respecto de 
su capacidad para contratar la prestación de sus 
servicios por cuenta ajena. Y tampoco se pronuncia al 
respecto el RD 782/2001, a diferencia de otros Decretos 
reguladores de distintas relaciones laborales de carácter 
especial, como la del personal al servicio del hogar
92 Apunta esta norma en su Exposición de Motivos, 
como motivo de la modificación, el de que "se trata de 
evitar que la pena y su cumplimiento se conviertan en 
formas de permanencia en España quebrantando así de 




familiar, los deportistas profesionales o los artistas en 
espectáculos públicos, en los que existe una expresa 
remisión a la legislación de extranjería en cuanto a la 
capacidad para contratar de los extranjeros93.
26. La situación administrativa del extranjero en el 
momento de su ingreso en prisión y los problemas que 
pueden plantearse durante su estancia. Debe tenerse 
presente, por lo tanto, la situación administrativa 
concreta del extranjero en el momento de su ingreso en 
prisión, en definitiva, si se trata de un extranjero 
residente o se trata de un extranjero que se encuentra en 
situación irregular. Así, entre los que se encuentran en 
situación legal debe distinguirse entre los que cuentan 
al ingreso con un permiso de residencia temporal, esté 
vinculado o no en su concesión a la realización de una 
actividad lucrativa, pero que para desempeñar una 
actividad de este tipo por cuenta ajena deben obtener un 
permiso de trabajo, y los que cuentan con permiso de 
residencia permanente, que pueden trabajar en igualdad de 
condiciones que los españoles, esto es, sin necesitar un 
permiso de trabajo. Por su parte, si se trata de un 
extranjero en situación irregular, no cuenta con permiso 
de residencia ni permiso de trabajo.
Y es que, a pesar de que la propia Constitución 
Española reconoce al extranjero en su artículo 13 el goce 
de las libertades públicas garantizadas en su Título I, 
lo hace "en los términos que establezcan los tratados y
93 Véanse, respectivamente, artículo 3 RD




la ley"94. Como es conocido por todos, la ley a la que se 
hace referencia en el precepto es la Ley Orgánica 4/2000, 
de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, modificada 
por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre (en
adelante, LOEX) , ley que ha sido a su vez recientemente 
modificada por Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre y 
que, en materia de derecho al trabajo del extranjero, y a 
la vista de lo dispuesto en el artículo 35.1 CE, lo
somete, condicionándolo, a la existencia de una
autorización administrativa previa en forma de permiso de 
trabajo95. El artículo 35.1 CE reconoce el derecho al 
trabajo de los ciudadanos españoles, no de los
extranjeros, lo que se ha utilizado para justificar la 
imposición de un régimen jurídico de acceso al trabajo 
distinto a los extranjeros96. Así, el artículo 10.1 LOEX 
no reconoce el derecho al trabajo a los extranjeros en
94 Por eso se ha dicho de este precepto 
constitucional que "se presenta, pues, como una unidad 
compleja al borde de la fractura, como un compuesto en 
tensión permanente". Cfr. ÁLVAREZ-OSSORIO MICHEO, F., 
"Los derechos fundamentales de los extranjeros en 
España", en RODRÍGUEZ BENOT, A. y HORNERO MÉNDEZ, C. 
(coords.), El nuevo Derecho de extranjería, Comares, 
Granada, 2001, p. 31.
95 Ello con la redacción de la LOEX previa a su 
reforma por LO 14/2003, tras cuya entrada en vigor -el 22 
de diciembre de 2003-, su Disposición Adicional primera 
introduce con carácter general el término autorización en 
sustitución del término permiso.
96 Extranjeros no comunitarios, por supuesto, ya 
que los comunitarios gozan del derecho a la libre 
circulación de trabajadores, aplicándoseles el principio 
de igualdad con los españoles en el acceso al empleo, con 
base en el artículo 1 Reglamento CEE 1612/1968, del 
Consejo, de 15 de octubre.
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general, sino tan sólo a los "extranjeros que reúnan los 
requisitos previstos en esta Ley Orgánica y en las 
disposiciones que la desarrollen"97, en realidad, que 
cuenten con autorización de residencia y autorización de 
trabajo cuando sean necesarios98.
Parece lógico entender que los reclusos extranjeros 
se encuentran sometidos a las disposiciones de esta Ley, 
dado que no se encuentran dentro de los colectivos 
excluidos de su ámbito, ex artículo 2 LOEX. Ahora bien, 
como voy a tratar de mostrar, la aplicación de la misma 
en lo referente a la autorización de trabajo plantea una
97 El propio Tribunal Constitucional ha dicho, en 
sentencia 107/1984, que en cuanto a su contenido se trata 
de un derecho de configuración legal, que no 
constitucional, para los extranjeros. Véase a este 
respecto, PEDRAJAS PÉREZ, F., "Igualdad y no 
discriminación del trabajador extranjero en España", en 
AA.W., Jornadas sobre la Ley de Extranjería: sus 
repercusiones en el ámbito laboral, Escuela Universitaria 
de Relaciones Laborales, Universidad de Granada, 2001, p. 
81. Véanse también ÁLVAREZ-OSSORIO MICHEO, "Los derechos 
fundamentales de los extranjeros en España", cit., p. 34; 
o TARABINI-CASTELLANI AZNAR, M. , Reforma y contrarreforma 
de la Ley de Extranjería (Análisis especial del trabajo 
de los extranjeros en España), Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2002, p. 118 y ss.
98 Respecto del permiso de trabajo debe tenerse en 
cuenta que "no es en absoluto una medida determinante de 
la capacidad de obrar, sino simplemente una medida 
administrativa para controlar el número y la cualidad de 
los extranjeros que desean realizar actividades 
lucrativas por cuenta ajena en España. Su falta no 
significa situación de incapacidad de obrar sino 
sencillamente de irregularidad o de ilegalidad del
extranjero Cfr. RODRÍGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, F.,
"Los derechos de los extranjeros en España como 
trabajadores por cuenta ajena", en RODRÍGUEZ BENOT y 
HORNERO MENDEZ (coords.), El nuevo Derecho de
extranjería, c i t., p . 7 8.
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serie de problemas y disfunciones que me llevan a sugerir 
propuestas diferentes en la búsqueda de una más lógica -y 
favorable para el interno extranjero- solución de los 
mismos.
Los problemas comienzan con la imposibilidad que 
tiene el extranjero para renovar, o incluso obtener, una 
autorización durante su estancia en prisión". Lo que 
puede producir que, quien entró poseyendo una 
autorización de residencia temporal, se encuentre en 
situación de ilegalidad sobrevenida por no poder 
renovarlo; que quien entró en situación irregular 
continúe igual durante toda su estancia; y que quien 
entró estando en posesión de una autorización de 
residencia permanente no pueda renovar la tarjeta si 
coincide el momento para ello con su tiempo de condena. Y 
qué decir tiene respecto de la autorización de trabajo: 
si es un residente permanente no parece que plantee 
problemas, pues en situación normal no lo necesita; si es 
un residente temporal necesita renovarlo para que no
" En este sentido, véase GARCÍA ESPAÑA, "Los 
extranjeros en cárceles españolas", cit., p. 179, donde 
señala que "con la LOEX se ha perdido la oportunidad de 
dar la posibilidad de que el inmigrante en prisión 
renueve u obtenga un permiso, aunque sea de forma 
excepcional, que le permita, en caso de ser imposible su 
expulsión, acceder al tercer grado ordinario o a la 
libertad condicional". Además, efectúa esta autora una 
crítica al RP de 1996, del que dice que su contenido 
resulta insuficiente pues no hace referencia expresa 
alguna a los casos en los que los internos no tienen 
ningún tipo de documentación o arraigo socio-familiar en 
España, ni a la forma de compensar estas carencias, pese 
a su trascendencia de cara a obtener ciertos beneficios 




caduque, y para ello debe encontrarse en las situaciones 
previstas en los artículos 38.3 LOEX y 72 de su 
reglamento de desarrollo100 (en adelante, RLOEX) , o 
incluso obtenerlo inicialmente, en caso de que la 
autorización de residencia no se le hubiera otorgado 
originariamente para la realización de una actividad 
lucrativa; si es un irregular, salvo que se lo tramite el 
OATPP no podrá concertar la relación laboral especial.
La utilización de la LOEX, además, introduciría 
otras dudas en relación con el régimen jurídico del 
trabajo de los internos extranjeros. Por ejemplo, para la 
concesión inicial de la autorización de trabajo, ¿debería 
tenerse en cuenta la situación nacional de empleo? En 
otras palabras, ¿tendrían prioridad los internos 
españoles frente a los internos extranjeros, lo que se 
desprendería de lo dispuesto en los artículos 38.1 LOEX y 
70 RLOEX, a pesar de que el RD 782/2001 nada dispone al 
respecto al regular el orden de prelación para la 
adjudicación de los puestos de trabajo vacantes?101
27. La falta de tratamiento directo de esta materia 
en la normativa de extranjería. Lo cierto es que ni en la
LOEX ni en su reglamento de desarrollo existe referencia 
alguna a los internos en Establecimientos
100 Aprobado por Real Decreto 864/2001, en tanto 
no sea sustituido por el previsto en la Disposición final 
tercera de la LO 14/2003.
101 Véase infra, dentro de los derechos laborales 
básicos de los internos trabajadores, el análisis del 




penitenciarios102, ni para incluirlos ni para excluirlos 
respecto de la obligación de contar con autorización de 
trabajo para prestar un trabajo por cuenta ájena. No se 
encuentran, en este sentido, encuadrados dentro de las 
excepciones al permiso de trabajo contenidas en los 
artículos 41 LOEX y 68 RLOEX, motivo por el cual, 
supongo, se ha mantenido que a los internos extranjeros 
ha de aplicárseles la LOEX en este punto, defendiendo la 
necesidad de que cuenten, para poder concertar la 
relación laboral especial, con una autorización de 
trabajo que, según la doctrina, indefectiblemente deberá 
haber sido tramitada por quien desempeña el papel de 
empresario en esta relación, dada la "especial situación 
de privación de libertad” del interno trabajador103.
102 A diferencia de lo que sucede con trabajadores 
sujetos de otras relaciones laborales especiales que de 
modo expreso son contemplados por la LOEX, como es el 
caso de los extranjeros que pueden concertar un contrato 
de personal de alta dirección, para lo cual no se tendrá 
en cuenta la situación nacional de empleo (artículo 40.a 
LOEX), o los artistas en espectáculos públicos cuyo 
trabajo está exceptuado del correspondiente permiso si la 
estancia se efectúa para realizar actuaciones concretas 
que no supongan una actividad continuada (artículo
41.1.g) LOEX). Al respecto, véase PEDRAJAS PÉREZ,
"Igualdad y no discriminación del trabajador extranjero 
en España", en Jornadas sobre la Ley de Extranjería: sus 
repercusiones en el ámbito laboral, cit., p. 89.
103 Digo "supongo” porque la autora no menciona 
los motivos que posee para defender su postura. Así, 
entendiendo que necesitan permiso de trabajo, y que es el 
empresario quien debe solicitarlo, aun sin distinguir 
entre la solicitud inicial o la renovación, véase
RODRÍGUEZ MESA, "La relación laboral especial de los
penados en instituciones penitenciarias", cit., p. 51. 
Puede entenderse que sea el empresario el sujeto
habilitado porque, transcurridos tres meses desde su 
vencimiento, se considera al extranjero en situación 
irregular, no pudiendo concederse la renovación del
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Tan sólo afinando, y de un modo indirecto, podría 
encontrarse una referencia a este colectivo, cuando el 
artículo 79.1.b) RLOEX menciona la posibilidad de 
autorizar el trabajo, sin contemplar la situación 
nacional de empleo, de "los extranjeros titulares de un 
permiso de residencia temporal en los supuestos previstos 
en los apartados 2.d) y 3 del artículo 41 del presente 
Reglamento". Ese artículo 41.2.d) RLOEX contempla la 
posible concesión de un permiso de residencia temporal a 
"aquellos que acrediten la permanencia continuada en 
España durante un período mínimo de tres años y en los 
que concurra una situación excepcional y acreditada de 
arraigo, considerando como tal la incorporación real al 
mercado de trabajo y los vínculos familiares con 
extranjeros residentes o con españoles".
Ahora bien, estos preceptos en todo caso estarían 
haciendo referencia a aquellos internos extranjeros 
clasificados en tercer grado que, para conseguir la 
aplicación del régimen abierto pleno, deban acreditar la 
posesión de un trabajo en el exterior, debiendo contar 
para ello forzosamente con autorización de residencia y 
autorización para trabajar. En ese sentido lo ha 
entendido además la escasa doctrina que se ha ocupado de 
este tema104.
permiso y considerándose la solicitud como inicial -véase 
en este sentido PUERTA VILCHEZ, J.M., "Procedimientos y 
requisitos para la obtención del permiso de trabajo", en 
Jornadas sobre la Ley de Extranjería. Sus repercusiones 
en el ámbito laboral, cit., p. 31-.
104 Así, véase GARCÍA ESPAÑA, "Los extranjeros en 
cárceles españolas", cit., p. 178, donde señala que ”a la
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En apoyo de esta idea existen, a mi juicio, dos 
argumentos: en r primer término, podría aportarse la
Resolución 5/2001, de 22 de octubre, de la Dirección 
General de Tributos por la que se convierten a euros las 
cuantías exigibles por las tasas y precios públicos cuya 
exacción corresponde al Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales y a sus organismos y entidades, la cual, entre 
las "tasas por expedición de tarjetas de identidad 
profesional para trabajadores extranjeros", contempla las 
de las autorizaciones individuales a penados en tercer 
grado de cumplimiento y en remisión condicional. Nada se 
dice del resto de penados extranjeros, lo cual puede 
deberse tan sólo a que su autorización de trabajo, en 
caso de que resulte necesaria, sea una de las 
ordinarias105, y no una de las autorizaciones distintas a 
estos permisos contempladas en el artículo 79 RLOEX, o 
bien a que no les es requerido. En segundo término, la 
alusión explícita en el artículo 41.2.d) RLOEX a una 
"incorporación real al mercado de trabajo" como condición 
necesaria para la concesión del permiso, incorporación 
que, resulta evidente, no se produce en el caso de los 
internos clasificados en primer o segundo grado.
dificultad común que todos los reclusos tienen para 
encontrar un- trabajo, se une en los extranjeros el hecho 
de que carecen, bien porque no tenían o bien porque les 
caducó estando en prisión, del permiso administrativo 
correspondiente para realizar una actividad laboral en el 
país”.
105 Conforme terminología utilizada por TARABINI- 
CASTELLANI AZNAR, Reforma y contrarreforma de la Ley de 
Extranjería (Análisis especial del trabajo de los 
extranjeros en España), cit., p. 229.
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28. Las posturas encontradas en este punto del 
Ministerio del Interior y del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales. A complicar toda la situación 
contribuye la Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias, que realiza una peculiar interpretación 
acerca de cuál sea la situación real de los reclusos 
extranjeros. Así, ha mantenido que mientras estén 
cumpliendo condena en España, se encuentran en una 
situación asimilada a la de la "legalidad", lo que les 
permite obtener, incluso, una autorización para trabajar 
hasta que extingan la relación jurídico-penitenciaria en 
España106.
Quizá sea éste el motivo por el que, en la 
Instrucción 14/2001, de 14 de diciembre, sobre adaptación 
de las normas generales sobre extranjeros a la LO 4/2000, 
sobre derechos y libertades de los extranjeros en España 
y su integración social, en su redacción dada por LO 
8/2000, de 22 de diciembre, tan sólo se haga referencia a 
la preceptiva tramitación por parte del Establecimiento 
penitenciario, ante la Comisaría Provincial que 
corresponda, del Número de Identidad de Extranjero107, aun 
cuando no se pueda defender genéricamente que todos los 
extranjeros en prisión se encuentran en las situaciones 
previstas en el artículo 58 RLOEX como susceptibles de
106 Puede verse esta interpretación en el Informe
Anual del año 2002 del DEFENSOR DEL PUEBLO, p. 218.
107 Conforme al artículo 58 RLOEX, este número es
el identificador del extranjero, y deberá figurar en
todos los documentos que se le expidan; pero no resulta 
equiparable a la Tarjeta de Extranjero, documento 
exclusivo que documenta a los extranjeros en situación de 
permanencia legal en España.
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provocar la obtención de ese número, salvo que 
interpretemos que, cuando se menciona a los "extranjeros 
que obtengan cualquier prórroga de estancia o documento 
que les habilite para permanecer en territorio español", 
puede incluirse como tales a quienes se obliga a ello por 
un mandamiento de prisión o una sentencia condenatoria.
Plantea muchas dudas, a mi juicio, esa situación 
asimilada a la legalidad propugnada por la Dirección 
General; entre otras: ¿Qué efectos tiene? ¿Significa que 
los que se encuentran en situación irregular no necesitan 
solicitar un visado de residencia, y los que lo tienen 
temporal no necesitan renovarlo? Sería como si la DGIP 
hiciera "tabla rasa" de todas las situaciones 
administrativas en que pueden encontrarse los internos 
extranjeros. Pero, ¿por qué requieren entonces de 
autorización para trabajar? ¿Qué clase de autorización? 
Esta interpretación, caso de ser admisible por no ser 
contraria a las previsiones de la LOEX, la cual no 
contempla tal circunstancia de asimilación a la 
legalidad, debería además serlo no sólo para los 
extranjeros clasificados en tercer grado, y que son a los 
que en ese caso concreto se está refiriendo la Dirección 
General, sino también para los restantes.
Creo, sin embargo, que existe en esta materia una 
situación de vacío legislativo que está perjudicando al 
interno extranjero.
Así, no parece que coincida con la opinión de la 
DGIP la interpretación efectuada por la Tesorería General 
de la Seguridad Social, que ha venido impidiendo la
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afiliación y alta de los internos extranjeros por falta 
de permiso de residencia y trabajo en vigor108. Por lo 
tanto, para la Tesorería, aquellos internos extranjeros 
que quieran desempeñar un puesto de trabajo por cuenta 
ajena mientras cumplen condena necesitan de autorización 
de residencia y autorización de trabajo en vigor, y no 
una "situación asimilada a la legal" que parece 
concretarse en una falta de la documentación precisa. 
Existe en este punto una falta total de coordinación y de 
sintonía en las políticas del Ministerio del Interior y 
el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.
29. Propuesta de solución de los problemas 
detectados: el derecho a la igualdad de trato en la
actividad penitenciaria y la aplicación directa del 
artículo 25.2 CE. En la búsqueda de una posible solución 
a todos los problemas y dudas planteados hasta ahora creo 
que debe partirse del reconocimiento del derecho a la 
igualdad de trato en el interior de las prisiones 
efectuado por el artículo 3 LOGP, el cual proclama que 
"la actividad penitenciaria se ejercerá respetando, en 
todo caso, la personalidad humana de los recluidos (...), 
sin establecerse diferencia alguna por razón de raza, 
opiniones políticas, creencias religiosas, condición 
social o cualesquiera otras circunstancias de análoga 
naturaleza", circunstancias dentro de las cuales debe
108 Véase al respecto el Informe Anual del año 
2002 del DEFENSOR DEL PUEBLO, p. 224, aunque habla de 
"inscripción de los internos extranjeros". Resulta 
evidente que la Tesorería aplica de un modo estricto en 
estos casos el artículo 42 RD 84/1996.
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incluirse la nacionalidad del interno109. En esta línea, 
todos los internos, nacionales y extranjeros, deben en 
principio regirse por las mismas normas, puesto que la 
legislación penitenciaria no establece para los 
extranjeros una regulación diferenciada, salvo menciones 
aisladas que en ningún caso se refieren al trabajo.
Este hecho me lleva a defender la idea de que los 
penados extranjeros tienen un derecho fundamental a un 
trabajo remunerado ex artículo 25.2 CE, en las mismas 
condiciones que los penados españoles, dado que en ese 
precepto constitucional la única mención subjetiva se 
refiere a "el condenado a pena de prisión", sin 
distinguir por lo tanto en función de la nacionalidad del 
penado, y otorgándole el disfrute de los derechos 
fundamentales del Capítulo II del Título I CE -salvo "los 
que se vean expresamente limitados por el contenido del 
fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley 
penitenciaria", sin mencionar ninguna otra posible norma 
limitadora-, pero también el derecho a un trabajo 
remunerado que en este caso goza del rango de derecho 
fundamental.
Esto puede significar la existencia de un contexto 
diferente al que resultaría de la aplicación de lo 
previsto en el artículo 35.1 CE, por el que, como ya se 
apuntó, se reconoce el derecho al trabajo de los 
ciudadanos españoles, no de los extranjeros, lo que se ha 
utilizado para justificar la imposición de un régimen 
jurídico de acceso al trabajo distinto a los extranjeros
109 Así consta en el artículo 4.1 RP de 1996.
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no comunitarios. En el caso que nos ocupa, lo esencial es 
que primaría la condición de penado sobre la de 
extranj ero.
Si se considera, de este modo, que el derecho al
trabajo del interno extranjero posee como fuente directa
la previsión del artículo 25.2 CE, debería estar sometido 
a las mismas reglas que el derecho al trabajo del penado 
español, y no a las reglas específicas que para los 
extranjeros, con carácter general, prevé nuestro 
ordenamiento jurídico.
Se trata, en cualquier caso, de una tesis sujeta a
un "amplio margen de opinabilidad"110. Sin embargo, parece
que ésta es la idea defendida igualmente por el DEFENSOR 
DEL PUEBLO, quien en el Informe Anual del año 2002 
manifiesta textualmente que "toda vez que el derecho al 
trabajo remunerado por parte del recluso viene 
contemplado con carácter de derecho fundamental en 
nuestra Constitución, los impedimentos obstativos a la 
efectividad de este derecho, derivados de las 
circunstancias administrativas de los internos respecto 
de la Ley de Extranjería, no pueden, en ningún caso, 
considerarse ajustados a Derecho. La inmediata eficacia 
del derecho fundamental contemplado en el artículo 25 de 
la Constitución es, en este punto, incuestionable"111.
110 Utilizando una expresión de PERA, G., "Aspetti 
giuridici del lavoro carcerario", en II Foro Italiano, V, 
1971, p. 55.
111 Véase Informe Anual del año 2002, p. 224, 
donde finaliza manifestando que "esta Institución 
mantendrá las iniciativas oportunas a los efectos de que 
el reconocimiento de este derecho sea pleno y efectivo".
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30. Otras propuestas doctrinales diferentes. Ahora 
bien, aunque, a mi entender, resulta justificable la 
opinión expresada en líneas anteriores, ya se ha 
mencionado que no parece que sea esa la postura 
propugnada desde los distintos Ministerios implicados en 
el problema, y a los que corresponde su resolución.
De este modo, si se parte de la aplicación directa 
de la LOEX, puede apuntarse otra posible solución a las 
incertidumbres generadas por la misma, solución 
propugnada por un sector doctrinal para el cual una vía 
más sencilla para obtener el permiso de trabajo -por los 
clasificados en tercer grado- sería la que permite el 
artículo 66.5 RLOEX, conforme al cual "cuando 
circunstancias especiales lo aconsejen, la Dirección 
General de Ordenación de las Migraciones podrá conceder 
validez de permiso de trabajo a aquellos documentos 
oficiales o privados que reúnan las condiciones que se 
determinen", incluyendo entre los mismos a la resolución 
administrativa de clasificación en tercer grado del 
extranjero condenado a pena privativa de libertad112.
No me parece en absoluto una opinión descabellada, 
desde el momento en que, barajando las distintas 
posibilidades ofrecidas por la LOEX, resulta ser la que 
posee mayor capacidad de ajuste o adaptación a las
112 En ese sentido, HERNANDO GALÁN, M.B., Los 
extranjeros en el derecho penitenciario español, Colex, 
Madrid, 1997, p. 68; y CHARRO BAENA, P., Las
autorizaciones para trabajo de extranjeros, Aranzadi, 
Pamplona, 2001, p. 126.
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diferentes situaciones no previstas expresamente por la 
norma legal y que plantean complicaciones.
En este orden de cosas, también podría respaldarse 
la consideración, entre los documentos públicos o 
privados a los que otorgar esa validez de autorización de 
trabajo, además del mencionado anteriormente, del 
mandamiento de prisión -en forma de auto- para los 
preventivos, y del testimonio de sentencia firme para los 
penados. De este modo, aquel extranjero que ingresare en 
prisión lo haría provisto del documento administrativo 
que le habilita para concertar una relación laboral.
Otra parte de la doctrina113 incluso ha llegado a 
abogar por la creación de un permiso de trabajo especial 
para los internos extranjeros clasificados en tercer 
grado, exceptuando este supuesto del ámbito de aplicación 
de la LOEX por prevalecer la especial relación 
penitenciaria, en la medida en que ese trabajo constituye 
parte del tratamiento y un derecho fundamental para el 
recluso extranjero114.
113 VARONA MARTÍNEZ, G. , "Extranjería y prisión:
¿Igualdad material en un sistema penitenciario
intercultural?", en Eguzkilore, 1994, p. 72.
114 Por su parte, el DEFENSOR DEL PUEBLO es
partidario de que, para estos reclusos extranjeros
clasificados en tercer grado, se habiliten unas tarjetas 
específicas similares a la tarjeta de extranjero, que es 
el documento con el que cuentan los extranjeros con 
permiso o autorización para permanecer en España según el 




Desde el momento en que esto último puede defenderse 
para los penados extranjeros clasificados en tercer 
grado, ¿por qué motiVo no podría preconizarse para el 
resto, que poseen igualmente el derecho fundamental a un 
trabajo remunerado? Con ello vuelvo a la idea inicial: me 
estoy refiriendo, desde luego, a la exclusión de los 
extranjeros penados del ámbito de aplicación de la LOEX 
en materia de acceso al trabajo, exceptuándolos en 
consecuencia de la necesidad de contar con autorización 
de trabajo para el desarrollo de la relación laboral 
especial, por la aplicación directa a los mismos del 
artículo 25.2 CE.
Además, cabe preguntarse si se les exige para el 
desarrollo del resto de modalidades de trabajo 
penitenciario, algunas de las cuales resultan 
equiparables a trabajo en sentido estricto, dependiente y 
por cuenta ajena. Si no es así, el exigir en exclusiva 
esas autorizaciones para el desarrollo de la relación 
laboral especial tan sólo supone añadir otra dificultad a 
la perspectiva de lograr un puesto de trabajo remunerado, 
escollo que se suma a la carencia real de puestos de 
trabajo suficientes.
Ahora bien, con esta teoría se suscita el dilema de 
lo que puede acontecer con los extranjeros preventivos, 
no incluidos por el precepto dentro del ámbito subjetivo 
del derecho fundamental, lo que sin embargo, como apunté, 
podía concretarse tan sólo en un diferente grado de 
tutela jurisdiccional, pues el desarrollo legislativo de 
ese derecho fundamental no había incorporado distinción 
alguna con base en la situación procesal -y en la
394
Capítulo Tercero
nacionalidad- del interno, habiendo introducido tan sólo 
su regulación reglamentaria la diferencia en cuanto a la 
posición de preventivos frente a penados -sin mención de 
la nacionalidad- en el orden de prelación, y ello
fundamentado en la enraizada concepción del trabajo como 
elemento del tratamiento.
Este dilema podría resolverse, aun pecando quizá de 
voluntariosa, defendiendo el mismo trato propugnado desde 
el artículo 3 LOGP para nacionales y extranjeros en 
materia de derecho a un trabajo remunerado, igualdad de 
trato que supondría la toma en consideración del 
preventivo por su especial situación procesal, no por su
nacionalidad, a la hora de acceder a un puesto de trabajo
remunerado. Y es que no creo que debamos introducir
distinciones allí donde ni la ley ni el reglamento
distinguen.
31. La Resolución de la Dirección General de 
Migraciones. Pues bien, al parecer, de todas las 
soluciones propuestas en los párrafos anteriores, la 
Dirección General de Migraciones ha hecho uso de aquella 
que le otorga el artículo 66.5 RLOEX, dictando una 
Resolución, de fecha 4 de diciembre de 2002, por la que 
concede "validez de permiso de trabajo para el desarrollo 
de actividades laborales en los talleres productivos de 
los Centros penitenciarios, a la resolución de la 




Si el tenor literal de dicha Resolución es tal/ no 
resuelve de modo satisfactorio el problema de todos los 
internos extranjeros, puesto que pueden generarse dudas 
en torno a si la misma resultaría aplicable a aquellos 
internos extranjeros clasificados en tercer grado que, 
por lo tanto, para estar sometidos a un régimen abierto 
pleno han de contar con un trabajo en el exterior, 
debiendo entablar para ello una relación laboral común 
con empresas del exterior, y no desarrollando, en 
consecuencia, "actividad laboral en los talleres 
productivos de los Centros penitenciarios".
11.2. SUJETO EMPLEADOR: EL ORGANISMO AUTÓNOMO TRABAJO Y 
PRESTACIONES PENITENCIARIAS U ÓRGANO AUTONÓMICO 
EQUIVALENTE.
32. Normativa aplicable. De entre los posibles 
sujetos que tradicionalmente se han venido encargando de 
la gestión del trabajo en el interior de los 
establecimientos penitenciarios, y que son la propia 
Administración penitenciaria -entendiendo por tal la 
Dirección del establecimiento-, los empresarios externos 
ajenos al ámbito penitenciario, y el Organismo Autónomo 
Trabajo y Prestaciones Penitenciarias116 -u órgano
115 Según consta en Oficio -Sec/Ger2 RC- de la 
Gerencia del OATPP de fecha 6 de abril de 2004.
116 Anteriormente Organismo Autónomo Trabajos 
Penitenciarios, conforme denominación prevista por el hoy
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autonómico equivalente117-, el Gobierno ha preferido 
otorgar a éste último, en exclusiva, el papel de 
empleador en la relación laboral penitenciaria118.
La norma aplicable a este organismo, además por 
supuesto de las previsiones de este RD 782/2001 y del RP 
de 1996, es el RD 326/1995, de 3 de marzo, donde se le 
había reconocido la naturaleza de Organismo Autónomo de 
carácter comercial, conforme a la clasificación de los 
mismos en comerciales, industriales, financieros o 
análogos contenida en el artículo 4.1 del Texto Refundido 
de la Ley General Presupuestaria aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1091/1988.
derogado Decreto 2705/1964, de 27 de julio, sobre régimen 
y funcionamiento de "Trabajos Penitenciarios".
117 Tan sólo Cataluña se ha dotado de un órgano de 
este tipo: la empresa pública Centre d'Iniciatives per a 
la Reinserció, regulado por la Ley 5/1989, de 12 de mayo 
(DOGC núm. 1143, de 17 de mayo de 1989), desarrollada por 
Decreto 209/1989, de 3 de julio, por el que se aprueban 
los estatutos del CIRE, con naturaleza de entidad de 
derecho público sometida a la Generalitat de Catalunya, y 
ajustándose en su actuación al derecho privado. Su 
objetivo primordial es el de satisfacer el derecho al 
trabajo de los preventivos y penados internos en 
establecimientos penitenciarios en Cataluña, mediante la 
creación de puestos de trabajo productivos sometidos a la 
normativa laboral, con el objeto de facilitar su 
reinserción profesional y social.
118 A partir de ahora, las referencias hechas al 
OATPP respecto de la relación laboral especial 
penitenciaria -evidentemente, no respecto de su normativa 
reguladora- entiéndanse hechas al "Organismo Autónomo 




Sin embargo, tras la supresión de la citada 
clasificación por la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración 
General del Estado (en adelante, LOFAGE) - que en su
artículo 43 clasifica a los Organismos Públicos en dos 
tipos: Organismos Autónomos, encargados de la realización 
de actividades de fomento, prestacionales o de gestión de 
servicios públicos, y Entidades Públicas Empresariales, 
encargadas de la realización de actividades 
prestacionales, gestión de servicios o producción de 
bienes de interés público susceptibles de 
contraprestación -, en el artículo 60 de la Ley 50/1998, 
de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas 
y del orden social, es calificado como Organismo 
Autónomo, y se le adscribe al Ministerio del Interior, 
desarrollando en consecuencia funciones típicamente 
administrativas, por contraposición con las de las 
Entidades Públicas Empresariales, y rigiéndose para ello 
por el Derecho Administrativo119. El hecho de la aparición 
de nuevas formas de organización institucional en la 
LOFAGE, junto a otros motivos, ha dado lugar a la 
promulgación de la Ley 4 7/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, conforme la cual los Organismos 
Autónomos forman parte del sector público administrativo, 
que no empresarial, a los efectos de la regulación de su
119 En este sentido, NOGUERA DE LA MUELA, B., El 
ámbito subjetivo de aplicación de la nueva Ley de 
Contratos de las administraciones públicas (Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba 
su Texto Refundido), Atelier, Barcelona, 2003, p. 110.
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régimen presupuestario, económico-financiero, de 
contabilidad, intervención y de control financiero120.
33. Organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones 
Penitenciarias: empresario en sentido mercantil y en
sentido laboral. Peculiaridades. Sin ánimo de ser 
reiterativa, pues todo ello se abordó a lo largo del 
capítulo anterior, debo recordar que este Organismo 
Autónomo asume, en el seno de las Instituciones 
Penitenciarias, un papel de empresario a todos los 
efectos: es la parte empleadora en la relación especial 
de trabajo y, simultáneamente, es el titular de los 
medios de producción, esto es, de la organización de 
medios materiales y personales dedicados a la producción 
de bienes y servicios para el mercado. En definitiva, 
desempeña no sólo el papel de empresario en el sentido 
mercantil del término, sino, lo que nos interesa en este 
punto, también en el sentido laboral.
120 Deben tenerse en cuenta las previsiones de la 
Disposición transitoria primera de la Ley General 
Presupuestaria de 2003, por la cual se otorga el plazo de 
1 año desde su entrada en vigor -véase al respecto su 
Disposición final quinta- para proceder a adaptar la 
normativa reguladora de los Organismos Autónomos a las 
disposiciones contenidas en esa Ley, atendiendo a las 
peculiaridades derivadas de la actividad ejercida por 
dichos organismos.
Lo que, entiendo, debe dar lugar a la aparición 
de una nueva norma reglamentaria reguladora del OATPP, 
con la que se procederá a adaptar su régimen jurídico no 
sólo a las previsiones de esta nueva Ley General 
Presupuestaria, sino también a las de la LOFAGE, a las 
del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por 
el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, y a las de la 




Corresponden por lo tanto a este organismo todas 
aquellas facultades que en la relación laboral común se’ 
otorgan al empresario. Ahora bien, ha de tenerse presente 
que su fin es "eminentemente social"121 y no económico: su 
finalidad principal es la de satisfacer el derecho al 
trabajo de los reclusos, generando puestos de trabajo
para los internos con el objeto de lograr su reeducación 
y reinserción profesional y social122, antes que la 
consecución de beneficio económico. Este hecho va a
singularizar al OATPP, separándolo en sus características 
propias de la configuración típica de las del empresario 
ordinario o común, puesto que la preeminencia de esos
objetivos de interés social puede llevar consigo un 
incremento de los costes de producción respecto de los 
que serían aceptables o soportables para un empresario 
ordinario, así como una minoración relativa de los
ingresos. En realidad, esta característica del OATPP se 
inserta en el marco del artículo 26.g) LOGP, según el 
cual el trabajo penitenciario no puede supeditarse al 
logro de intereses económicos por la Administración, la
121 Véase en este sentido DE LA MORENA VICENTE, 
E., "La empresa penitenciaria y su riesgo", en Actividad 
Laboral Penitenciaria, n2 5/1982, p. 16; y, de modo 
similar, SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 196.
122 En la Exposición de Motivos del RD 326/1995 se 
establece la necesidad de aprovechar el Organismo 
autónomo existente y, realizando los cambios pertinentes, 
mejorar las acciones de reeducación y reinserción.
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cual se encuentra obligada a proporcionarlo aun cuando no 
resulte interesante desde un punto de vista lucrativo123.
34. Facultades que le corresponden en cuanto 
empleador. En concreto, al OATPP le corresponden una 
serie de facultades que/ al decir de la doctrina, se 
encuentran "sometidas a escasos límites específicos"12*: 
al parecer, tan sólo sujetas a las exigencias de la buena 
fe. Así, en el RD 326/1995 se le reconoce como función la 
"organización del trabajo productivo penitenciario y su 
oportuna retribución", atribuyéndose al Gerente del 
Organismo "la dirección y gestión de los trabajos y 
actividades comerciales, industriales y cualesquiera 
necesarias para la actividad del Organismo, así como la 
adopción de las disposiciones relativas a la explotación 
y producción de los talleres y granjas" y su "control 
técnico y administrativo"125, lo que por el RD 782/2001 se 
ha concretado en la asignación al OATPP de las facultades 
de planificación, organización y control del trabajo, y
123 En este sentido, DE LA CUESTA ARZAMENDI, "El 
trabajo. Derecho y deber del interno y medio de 
tratamiento. Características", cit., p. 437.
124 Cfr. SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 197. Debo resaltar que 
esos límites son escasos pero no inexistentes, estando 
sometido este empresario a ciertos límites de los que 
carecen los empresarios ordinarios, como podrá verse en 
breve. Además, la sujeción a las reglas de la buena fe no 
deja de ser un condicionante de gran importancia a su 
actuación.




la retribución de los trabajadores126; así como la 
dirección concreta de la actividad de los internos por el 
Director del Establecimiento penitenciario, que asume a 
estos efectos la representación del OATPP -o incluso al 
personal encargado de realizar las funciones de dirección 
y gestión en los talleres-, otorgándole también a éste, 
en su calidad de delegado del Organismo, la titularidad 
de la potestad disciplinaria121. Todas estas facultades 
serán analizadas en el presente Capítulo.
35. El sistema de Administración como sistema de 
trabajo penitenciario escogido por nuestro ordenamiento 
juridico. Y es que el ordenamiento jurídico español ha 
optado, de entre los posibles sistemas de trabajo a 
desarrollar en el seno de las prisiones128, por el sistema 
de Administración, conforme al cual ésta asume el mayor 
protagonismo en orden a la organización y explotación del 
trabajo penitenciario, aportando las materias primas e 
instrumentos necesarios, y asumiendo la manutención de 
los trabajadores, el control y la disciplina de la
126 Respectivamente, artículos 11.1 y 16.1 RD 
782/2001.
127 Respectivamente, artículos 11.6, y 9.2.d) y
10.2.e) RD 782/2001.
128 Sobre los distintos sistemas de trabajo 
penitenciario, BELAUSTEGUI MAS, Fundamentos del Trabajo 
Penitenciario, cit., pp. 231 y ss; y DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador. 
Teoría y regulación positiva, cit., pp. 92-103, 220-224, 
y 305-323. Del mismo autor, "Sistemas de organización. 
Participación de los internos", en Comentarios a la 
legislación penal, cit., pp. 481-487; y "El trabajo de 




actividad laboral así como el destino de los productos 
obtenidos129. Ello puede percibirse en el texto de la LOGP 
donde, además de señalarse que el trabajo deberá ser 
facilitado a los internos por la Administración -artículo 
26.e)-, se dispone que "la dirección y control de las 
actividades desarrolladas en régimen laboral" competerá 
igualmente a la Administración penitenciaria -artículo 
31.1-.
36. Dos formas posibles de actuación del OATPP como 
entidad empresarial: por sí sólo o en colaboración con 
persona del exterior. Ahora bien, el OATPP como entidad 
empresarial puede actuar de dos formas: bien programando 
el trabajo, coordinando, controlando y dirigiendo por sí 
solo los medios de producción, y comercializando por sí 
mismo los productos130, o bien trabajando en colaboración 
con una persona física o jurídica del exterior, quien, 
debo avanzar ya, no forma parte de la relación especial 
de trabajo de la que son sujetos los internos 
trabaj adores.
Nuestro ordenamiento jurídico prevé ambos supuestos. 
El primero, en principio, no plantea problemas jurídicos: 
sería un sistema de Administración en estado puro. Sin
129 Cfr. DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo 
penitenciario resocializador. Teoría y regulación 
positiva, cit., p. 92.
130 Véase en este sentido AA. W . , El trabajo 
penitenciario en España, cit., pp. 135-136, donde se 
mencionaba la posibilidad del Organismo Autónomo de 
actuar, bien "proyectando y controlando la producción y 
comercializando los productos", o bien "trabajando sobre 
una demanda externa de producción determinada por la 
previa petición de un tercero".
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embargo, respecto del segundo cabe decir que la relación 
existente entre esa persona ajena al ámbito penitenciario 
y el OATPP sí ha sido objeto de controversia entre la 
doctrina científica, debido principalmente a la ausencia 
de configuración normativa del vínculo jurídico presente 
entre ambos.
37. Los problemas que ha generado, con el RP de 
1996, la intervención de persona ajena al ámbito 
penitenciario. Es cierto que la polémica surgió con las 
previsiones al respecto del RP de 1996, que hacían pensar 
en la posibilidad de que ese tercero pudiera desempeñar 
en esta relación un papel mayor que el que en origen se 
le debiera atribuir. Y ello porque, de modo confuso, el 
artículo 138 RP de 1996, aun cuando atribuía la 
organización y control del trabajo productivo al OATPP, 
otorgaba asimismo la posibilidad de gestionar el trabajo 
productivo a personas físicas o jurídicas del exteripr, 
lo cual, unido al hecho de la adjudicación por el 
artículo 140.1 de la facultad de dirección del trabajo al 
OATPP, aunque permitiendo a éste ejecutarlo bien 
directamente, bien a través de personas físicas o 
jurídicas del exterior, otorgándose en éste último caso 
por el artículo 139 a ese empresario exterior una serie 
de facultades más propias de un verdadero empleador que 
de quien sólo colabora en la gestión o dirección del 
trabajo, significaba todo ello la existencia de una 
especie de relación triangular generadora de un alto 
grado de confusión en torno a dos cuestiones: de una
parte, la relación de ese empresario exterior con los 
internos trabajadores; de otra, el vínculo existente 
entre ese empresario exterior y el OATPP.
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¿Se estaba entonces en presencia de un sistema 
privado de organización del trabajo, conforme al cual la 
Administración conviene con una empresa exterior la 
realización de un trabajo a tanto alzado en el interior 
de la prisión, permaneciendo los internos bajo el control 
de la Administración en lo que hace a su manutención y 
disciplina, pero pasando al empresario la distribución y 
venta de los productos obtenidos, y pudiendo quedar en 
manos de la Administración -sistema concertado o de 
acuerdo- o pasar a las del empresario exterior -sistema 
de contrata- la dirección y el control de la actividad 
productiva? Todo ello suscitaba el dilema de su 
admisibilidad en nuestro ordenamiento dada la 
interdicción del trabajo forzoso recogida en el artículo 
25.2 CE, así como la duda acerca de la existencia de un 
supuesto de cesión ilegal de trabajadores131.
Conviene recordar en este punto que el Convenio 29 
OIT no considera como trabajo forzado u obligatorio a 
aquel que se exija a un recluso en virtud de una condena 
pronunciada por sentencia judicial, siempre y cuando se
131 Me remito en este punto al análisis efectuado 
al respecto por SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., pp, 198-206. Puede verse 
también, aun cuando no recoge ni siquiera la regulación 
de esta RLE por el RP de 1996, RODRÍGUEZ RAMOS, M.J., 
Cesión de deportistas profesionales y otras 
manifestaciones lícitas de prestamismo laboral, Comares, 
Granada, 1997, pp. 259-262. Antes que ellos, señalando 
los inconvenientes y peligros de sistemas de este tipo, 
BELAUSTEGUI MAS, Fundamentos del Trabajo Penitenciario, 
cit., p. 241; DE LA CUESTA ARZAMENDI, "Sistemas de 




cumplan dos condiciones: la primera, que el trabajo se
realice bajo la vigilancia y control de las autoridades 
públicas; y la segunda, que el recluso no sea cedido o 
puesto a disposición de particulares, compañías o 
personas jurídicas de carácter privado. Con esta última 
condición, la OIT trata de evitar el riesgo de 
explotación de los reclusos en caso de que sean cedidos a 
empresarios privados.
Pero también es cierto, como la propia OIT ha 
reconocido ante la evidencia de la existencia de esa 
cesión132, que la misma puede resultar beneficiosa, 
siempre y cuando se haga con el consentimiento del 
recluso, si con ella adquiere conocimientos que le 
resulten útiles de cara a su reinserción; y también 
porque con la implicación de empresas ajenas a lo 
penitenciario puede generarse un mayor número de puestos 
de trabajo.
De este modo, en el caso de participación en el 
trabajo penitenciario de las empresas privadas133, lo
132 Véase el Informe Global con arreglo al
seguimiento de la Declaración de la OIT relativa a los 
principios y derechos fundamentales en el trabajo "Alto 
al Trabajo Forzoso", cit., p. 62.
133 Y lo cierto es que en las Reglas Mínimas para 
el Tratamiento de los Reclusos, tanto en las de Naciones
Unidas como en las del Consejo de Europa, se permite esa
participación del empresario exterior. Así, 
respectivamente, señalan que "las industrias y las 
granjas penitenciarias deberán preferentemente ser 
dirigidas por la Administración y no por contratistas 
privados0, y "el trabajo de los reclusos deberá ser
asegurado por la misma Administración en sus propios
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determinante para su licitud sería, además de la 
participación voluntaria del recluso en la cesión, que la 
vigilancia y el control de la actividad productiva de los 
reclusos permaneciera en manos de la Administración, lo 
que excluiría el denominado sistema de contrata como 
sistema válido134,- permitiéndose exclusivamente el sistema 
concertado.
38. La parcial superación de esos problemas con el 
RD 782/2001. Pues bien, parece que en la actual norma 
reglamentaria reguladora de la RLEP se han recogido las 
críticas doctrinales en torno a esta materia135, 
subsanándose al menos parcialmente los errores cometidos 
por la norma reglamentaria precedente. Y lo es sólo en 
parte porque continúa sin definirse' la figura jurídica 
que une al tercero y al OATPP, lo que todavía puede 
plantear una serie de interrogantes136.
talleres o explotaciones o, llegado el caso, con el
concurso de empresarios privados".
134 En realidad, ya lo decía BELAUSTEGUI MAS, 
Fundamentos del Trabajo Penitenciario, cit., p. 241, este 
sistema constituye una "omisión terminante e 
injustificada de la acción educativa y tutelar propia de 
la Administración penitenciaria'', pues se deja al recluso 
en manos de personas cuyo esfuerzo se orienta a la
obtención de beneficios particulares, y no a la
consecución de los fines propios de la RLEP.
135 Abiertamente, SOLER ARREBOLA planteó la 
necesidad de especificar su ámbito de actuación, así como 
la identificación de la relación existente entre el 
empresario exterior y el OATPP, para una correcta
comprensión de la figura. Véase La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 206.
136 En el mismo sentido, SOLER ARREBOLA, "El 
tardío desarrollo reglamentario laboral de la relación 
especial de los internos en prisiones", cit., p. 80.
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El RD 782/2 001 se encarga de dejar constancia de que 
el único sujeto que desempeña el rol de empresario- 
empleador en esta relación es el OATPP u órgano 
autonómico equivalente. No obstante, como ocurría con el 
RP de 1996, también se prevé en el RD la posible 
intervención de una persona física o jurídica del 
exterior -a la que en ningún momento se exige la cualidad 
empresarial, pudiendo ser por lo tanto un empresario 
mercantil, o no-, mas en la actualidad sólo se le otorga 
un papel de colaborador del Organismo Autónomo en la 
organización del trabajo en los talleres penitenciarios, 
no perdiendo por ello el OATPP su condición de 
empleador137.
39. El papel de la persona física o jurídica del 
exterior con la nueva regulación reglamentaria. Ha
desaparecido con la nueva regulación la atribución a ese 
sujeto externo, para que las desarrollara por sí sólo, de 
facultades tales como la gestión o la dirección del 
trabajo, así como la facultad de iniciativa en la 
sustitución de trabajadores o en la amortización y 
creación de puestos de trabajo138. En definitiva, de
137 Véase el artículo 11.2 RD.
138 Facultad ésta, como señala SOLER ARREBOLA en 
"El tardío desarrollo reglamentario laboral de la 
relación especial de los internos en prisiones", cit., p. 
79, "muy criticada por la intromisión que suponía en las 
facultades directivas la actividad de una persona no 
incluida en el ámbito subjetivo de la relación laboral".
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aquellas facultades que confieren al sujeto la cualidad 
de empresario en sentido laboral139.
En consecuencia, entiendo que la actuación del 
tercero ha de comenzar por proporcionar trabajo 
suficiente al taller productivo durante el plazo temporal 
concertado en el convenio de colaboración, pagando una 
cantidad fijada de antemano por cada unidad de producto 
elaborado140, y ha de significar, como colaborador en la 
organización del trabajo, en principio, la aportación de 
conocimientos técnicos y organizativos que contribuyan a 
dicha organización, llegando incluso a la aportación de 
recursos, materiales e instrumentos necesarios para la 
realización del trabajo, y logrando con ello la 
generación de nuevos puestos de trabajo o, al menos, la 
continuidad de los existentes -lo que resulta ser, en 
definitiva, la finalidad buscada por el OATPP141-, siempre
139 Ya se señalaba este hecho de modo tajante en 
AA.W., El trabajo penitenciario en España, cit., p. 136: 
"el empresario libre nunca está presente en la relación 
jurídico-laboral de los internos trabajadores", aunque 
con el RP de 1996 se hubiera podido dudar de ello.
140 En eso consiste básicamente un sistema de 
trabajo concertado. Véase BELAUSTEGUI MAS, Fundamentos 
del Trabajo Penitenciario, cit., pp. 249-250.
141 Véase, en este sentido, la Exposición de 
Motivos del RD 782/2001. Sin embargo, contradice esta 
finalidad lo sucedido, por poner un ejemplo, en el 
Establecimiento Penitenciario Madrid II (Alcalá-Meco) , 
cuyo taller de imprenta perdió su principal encargo, la 
elaboración centralizada de las instancias que se usan en 
los centros y que representaba un 50 % de su trabajo 
anual, pasando a efectuarse por una empresa externa. 




y cuando el control de la actividad productiva, su
dirección y gestión, quede en manos del OATPP.
Con ello se alejan los temores inherentes a la
utilización de un sistema privado de organización del 
trabajo -como pueda ser el de la vulneración con su uso 
de la prohibición constitucional del trabajo forzoso, 
debido a la posible existencia en ese caso de una cesión 
ilegal de trabajadores prohibida en los términos del 
Convenio 29 OIT-. En otras palabras, la participación de 
un empresario externo con esas facultades se adecúa a la
interpretación que se ha hecho del trabajo penitenciario
como excluido del concepto de trabajo forzado.
40. No se trata de un supuesto de contrata o de 
cesión ilegal conforme al Estatuto de los Trabajadores.
He de aclarar, por último, que cuando se habla del 
sistema de contrata como sistema de organización del 
trabajo penitenciario, no conviene pensar, de manera 
inmediata, en la contrata de obras o servicios que el 
Estatuto de los Trabajadores regula en su artículo 42 con 
intención de proteger a los trabajadores "expuestos al 
peligro de sufrir las consecuencias de una eventual 
insolvencia en su empresa"142, pues en el caso que nos 
ocupa las previsiones estatutarias en la materia no 
resultan aplicables, debido a la inexistencia de remisión 
expresa a las mismas por el RD 782/2001. Lo mismo sucede 
cuando se menciona la cesión ilegal de trabajadores. Se
142 Cfr. ÑORES TORRES, L.E., El trabajo en 
contratas. La noción de "contrata de propia actividad", 
Tirant Lo Blanch, Valencia, 2004, p. 117.
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hace referencia a ella pero no en los términos del 
artículo 43 ET sino en los del Convenio 29 OIT.
Por este motivo, el indagar en la naturaleza del 
vínculo existente entre el OATPP y el empresario externo 
no tiene una especial relevancia a los efectos de este 
trabajo. Y es que, cuando existen relaciones en el ámbito 
del Derecho del Trabajo en las que en principio 
intervienen tres sujetos diferentes, las medidas 
tutelares previstas en esos dos preceptos estatutarios se 
sitúan en "compás de espera", ante la expectativa de 
requerirse su utilización, lo que no sucede en el caso de 
la relación laboral especial penitenciaria. De cualquier 
modo, el artículo 11.5 RD 782/2001 tan sólo menciona el 
"acuerdo de colaboración suscrito por ambas partes", no 
encontrándose sometido a lo dispuesto en el Texto 
Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, conforme establece el artículo 3.1.d) de la 
misma, por tratarse de un supuesto de gestión privada143.
Respecto de esta persona del exterior cuando actúa 
como colaborador del Organismo Autónomo, el RD 782/2001
143 La relación se articula mediante la 
elaboración y firma de un Convenio Marco de colaboración 
entre el OATPP y las Asociaciones Empresariales, al 
objeto de que éstas efectúen una labor de difusión, 
contacto y canalización de ofertas de colaboración de 
empresas interesadas, en diversos sectores de la 
actividad industrial, fijando el marco general de 
colaboración y difusión de la actividad así como las 
condiciones generales de acceso a los talleres 
productivos de los centros penitenciarios, concretándose 
las condiciones específicas de colaboración de cada 




recoge, más que derechos y facultades144, sus deberes u 
obligaciones, deberes que se incrementan respecto de los 
previstos en el RP de 1996, sobre todo por lo que se 
refiere a las obligaciones en materia de prevención de 
riesgos laborales, y que afectan a su relación con el 
interno trabajador, cuya intimidad y dignidad habrá de 
respetar, y con el OATPP, con el que deberá colaborar, 
además de conservar adecuadamente las instalaciones que 
ocupe y cumplir los compromisos que suscriba en el 
acuerdo de colaboración145.
III: PROCESO DE CONTRATACIÓN.
9
III.1. ACCESO A LOS PUESTOS DE TRABAJO: SELECCIÓN DEL 
INTERNO A CONTRATAR Y LIBERTAD DE EMPRESA.
41. La inexistencia de pleno empleo en los 
establecimientos penitenciarios y la exigencia de 
mantener una oferta de puestos de trabajo. Abandonada por 
el RP de 1996 la aspiración al pleno empleo remunerado en 
las Instituciones Penitenciarias, ilusión que había
144 Se les niega incluso, caso de aplicarse un 
sistema de cálculo de la retribución por producto 
realizado, el derecho a establecer los métodos y tiempos 
aplicables en la elaboración de los mismos, otorgándoselo 
al OATPP en exclusiva aun cuando se trate de un supuesto 
de colaboración. Véase el artículo 15.4 RD 782/2001.
145 Todos ellos recogidos en el artículo 11.5 RD 
782/2001. Véase al respecto SOLER ARREBOLA, "El tardío 
desarrollo reglamentario laboral de la relación especial 
de los internos en prisiones", cit., p. 79.
412
Capítulo Tercero
inspirado la configuración del sistema de prelación para 
la adjudicación de puestos de trabajo previsto en el RP 
de 1981146, el RD 782/2001 persiste en ese abandono, ante 
lo evidente de la existencia en los establecimientos 
penitenciarios de una demanda de puestos de trabajo 
remunerados muy superior a la oferta existente147.
Esta realidad ha sido resaltada por el RD 782/2001, 
que incorpora como novedad respecto de la regulación 
anterior la obligación del OATPP, u órgano autonómico 
equivalente, de mantener "una oferta de puestos de 
trabajo acorde con las disponibilidades económicas, 
ordenada en un catálogo y clasificada por actividades, 
especificando la formación requerida y las 
características de cada puesto", así como la de elaborar 
periódicamente "la lista de puestos vacantes en los
146 Disponía su artículo 210.1 que "en el caso de 
imposibilidad de conseguir el pleno empleo de todos los 
internos clasificados en los Establecimientos 
penitenciarios, tendrán preferencia en la asignación de 
estos puestos...".
147 Puede comprobarse este hecho en el Informe del 
año 2002 del DEFENSOR DEL PUEBLO, p. 224, donde se 
considera la evolución del último año en materia de 
empleo remunerado como "negativa y preocupante; negativa 
por cuanto se aprecia una tendencia al estancamiento de 
las actividades laborales en los centros, cuando no una 
clara reducción de las mismas; preocupante, porque se 
considera que estas limitaciones son estructurales y que 
el modelo no ofrece mayores potencialidades". Entre la 
doctrina, lo destacan, entre otros, ELÍAS ORTEGA, 
"Comentario al mandato al gobierno para una nueva 
regulación reglamentaria de la relación laboral de 
penados", cit., p. 83, y SOLER ARREBOLA, "El tardío 
desarrollo reglamentario laboral de la relación especial 
de los internos en prisiones", cit., p. 70.
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talleres productivos, detallando sus características"148. 
En definitiva, la oferta de puestos de trabajo que estén 
vacantes bien porque resulten de nueva creación, o bien 
porque hayan sido desocupados recientemente.
En principio, como adelanté en el Capítulo Primero, 
el derecho al trabajo del interno, dada su ubicación 
sistemática en el texto constitucional, debería actuar 
como "fuente de limitación" de la libertad de empresa 
establecida en el artículo 38 CE149, obligando a la
Administración Penitenciaria a poner todos los medios 
para garantizar ese derecho fundamental de los reclusos. 
Ahora bien, aun cuando por la Constitución Española se 
obliga a la Administración penitenciaria a proporcionar 
un puesto de trabajo remunerado a todos los internos, en 
cumplimiento del derecho al trabajo consagrado en su 
artículo 25.2, lo cierto es que, al haberse reconocido a 
este derecho la naturaleza de derecho prestacional de 
aplicación progresiva, su eficacia se ha hecho depender 
de las posibilidades económicas de la organización 
penitenciaria existente, obligando en definitiva a la 
Administración, tan sólo, a ir adoptando las medidas 
imprescindibles y aportando los medios indispensables 
para garantizar, de forma progresiva, que no inmediata, 
ese derecho a un trabajo remunerado150.
148 Artículo 3 apartados 1 y 2 RD 782/2001.
149 Con carácter general, MARTÍN VALVERDE, "Pleno 
empleo, derecho al trabajo, deber de trabajar", cit., pp. 
198-199. Con mayor motivo debe defenderse esta idea en el 
caso del derecho fundamental al trabajo de los reclusos.
150 Véase supra, Capítulo Primero, II, 2.1.3.
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Pues bien, en este punto la previsión del artículo 
3.1 RD confirma esa idea. Y es que la oferta de puestos 
de trabajo queda expresamente condicionada por las 
disponibilidades económicas del OATPP, pudiendo 
interpretarse, en consecuencia, que en lo sustancial 
dependerá de las posibilidades económicas y de las 
necesidades del empleador, lo que no lo aleja de la 
libertad de fijación de plantillas del empresario 
ordinario, previéndose tan sólo una exigencia que podría 
calificarse de formal, como límite a esa libertad, cual 
es la de determinar el volumen, las circunstancias y la 
cualidad de la oferta de trabajo.
42. Los efectos beneficiosos del establecimiento de 
un catálogo de puestos de trabajo. Al margen del 
censurable auto-reconocimiento expreso de la incapacidad 
de la Administración de cumplir con las previsiones del 
artículo 25.2 CE, la doctrina se ha manifestado sin 
embargo favorable a esta novedosa obligación, entendiendo 
que "su implantación tendrá efectos beneficiosos a la 
hora de conocer los internos, no sólo los puestos de 
trabajo que pueden desempeñar, sino también la 
orientación formativa que deben tener si pretenden 
desempeñar los mismos”151.
En efecto, aun cuando se trate de una exigencia 
meramente formal, el establecimiento de un catálogo de 
puestos de trabajo sólo puede tener resultados 
beneficiosos para el interno que aspire a lograr un
151 Cfr. SOLER ARREBOLA, "El tardío desarrollo 
reglamentario laboral de la relación especial de los 
internos en prisiones", cit., p. 71.
415
Capitulo Tercero
puesto de trabajo, puesto que le permitirá conocer, ante 
todo, las características del mismo así como la concreta 
formación requerida para su desempeño, 16 que le dará una 
idea aproximada de sus posibilidades para alcanzarlo, al 
tiempo que le permitirá prever, conectando estas 
indicaciones del artículo 3.1 RD con lo dispuesto en el 
artículo 4.1 RD, la orientación que debería de seguir en 
su formación profesional para mejorar su capacidad y sus 
aptitudes con vistas a obtener durante su estancia en 
prisión un puesto de trabajo remunerado.
En conexión con estas previsiones, denota el RD la 
preocupación del Gobierno, cuando menos teórica, porque 
la producción de los talleres se ajuste a la demanda real 
del mercado de trabajo externo, proporcionando a los 
internos experiencia profesional en aquellos sectores de 
actividad con mayor volumen de oferta de trabajo, al 
objeto de mejorar sus posibilidades para conseguir un 
puesto de trabajo, en este caso, cuando salgan en 
libertad. Al menos, en este sentido entiendo que ha de 
interpretarse el artículo 4.3 RD, cuando dispone que, 
para que "la oferta de puestos de trabajo siga la 
evolución de la demanda del sector productivo11, deberá 
revisarse la misma cuando las circunstancias lo 
aconsejen. Se supone que quien ha de revisarla debe ser 
el mismo sujeto que ha de mantener la oferta de puestos 
de trabajo, esto es, el OATPP u órgano autonómico 
equivalente. La duda se plantea, sin embargo, respecto de 
cuándo debe entenderse que las circunstancias lo 
aconsejan, dejándose esa decisión, parece, al arbitrio 
del OATPP, al no disponer algo distinto el precepto.
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43 • Los límites a la libertad empresarial de 
elección del trabajador. Por su parte, y a diferencia de 
lo que sucede con el empresario en la relación laboral 
común, el empleador de la RLEP se encuentra sometido a 
límites específicos en lo que respecta a la selección del 
concreto interno que haya de ocupar el puesto de trabajo 
ofertado, límites que le vienen impuestos desde la norma 
reglamentaria reguladora de la relación, no habiendo sido 
pactados libremente por él.
Los límites establecidos en el RD 782/2001, y en sus 
predecesores, residen, en realidad, en el hecho de que el 
OATPP no es libre para contratar al interno que quiera, 
no recayendo tampoco en él la cualidad de sujeto que 
efectúa el proceso de selección del trabajador. En otras 
palabras, en los momentos previos a la celebración del 
contrato no es el empleador quien realiza el proceso de 
selección, teniendo que valerse necesariamente para ello 
de la intervención de un órgano administrativo presente 
en todo Establecimiento Penitenciario, órgano que no es 
otro que la Junta de Tratamiento, conforme disponen los 
artículos 3.2 RD y 273. i) RP de 1996, y debiendo 
someterse en la contratación a la decisión adoptada por 
dicho órgano en torno a la designación del concreto 
interno al que contratar.
Esta circunstancia de atribuir la competencia de 
adjudicación del puesto de trabajo a un órgano 
administrativo no es nueva: ya se producía con el RP de 
1981, cuyo artículo 210.1 arrogaba dicha competencia a la 
"Junta de Régimen y Administración", encargada entonces 
de la aplicación uniforme del régimen penitenciario, el
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buen gobierno de los establecimientos así como la recta 
gestión económica de los mismos; y con el RP de 1996, 
cuyo artículo 144 asignaba ya a la Junta de Tratamiento 
la adjudicación de los puestos de trabajo vacantes a los 
internos, tras un previo proceso de selección en el que 
debían tomarse en consideración diferentes criterios152.
A mi entender, la atribución competencial a este 
órgano en concreto es consecuencia de la inclusión de la 
regulación de la RLEP, en ese RP de 1996, dentro del 
Capítulo dedicado al Tratamiento, y no al régimen 
penitenciario, y de la consideración como actividades 
integrantes del mismo no sólo de las terapéutico- 
asistenciales sino también de las laborales, formativas, 
etc.153.
44. La adjudicación de las vacantes por la Junta de 
Tratamiento y el orden de prelación. Pues bien, con la 
nueva regulación reglamentaria la adjudicación de esos 
puestos vacantes a los internos sigue correspondiendo a
152 Un análisis de los mismos puede verse en SOLER 
ARREBOLA, La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., pp. 154-157.
153 Inclusión que, sin embargo, incluso antes de 
producirse normativamente ya había sido criticada por un 
sector de la doctrina, al señalar la "gran confusión en 
los Equipos dirigentes e incluso en las unidades que 
tienen atribuidos tales cometidos, que pese a la 
sensatísima concepción restrictiva del tratamiento en la 
LOGP (...) han mezclado o intentado mezclar en una gran 
ceremonia de la confusión trabajo, educación, ocupación y 
aprovechamiento del ocio, y tratamiento penitenciario en 
sentido propio". Cfr. ALARCÓN BRAVO, J., "El tratamiento 
penitenciario en el primer decenio de la LOGP", en 
Revista de Estudios Penitenciarios, n2 1/1989, p. 19.
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la Junta de Tratamiento, órgano colegiado ajeno al OATPP 
encargado de impulsar y controlar los programas de 
tratamiento en el establecimiento así como de controlar 
su ejecución154, que deberá seguir para ello el orden de 
prelación establecido en el artículo 3.2 RD.
Ese orden de prelación, en realidad, está integrado 
por distintos factores, ordenados en una escala de mayor 
a menor conforme el valor que se les confiere desde la 
misma norma reglamentaria, factores que sirven para
otorgar el puesto vacante al interno en quien concurran, 
no sólo el mayor número de ellos, sino con las
prioridades marcadas desde el propio precepto155. En
definitiva, la Junta deberá comprobar si se dan o no en 
la persona del interno/s que aspira/n a obtener un puesto 
de trabajo remunerado los factores que alberga el 
artículo 3.2 RD, y en el orden en que los recoge,
designando en consecuencia a quien corresponda.
Esa decisión de la Junta de Tratamiento no resulta 
impugnable ante los tribunales del orden jurisdiccional 
social, que sólo se ocupan de las cuestiones litigiosas 
derivadas de los conflictos individuales promovidos por 
internos encuadrados en la RLEP, estando aquí sin embargo
154 Pueden verse su composición y funciones en los 
artículos 272 y 273 RP de 1996.
155 En su Informe al Proyecto de RD de 23 de 
noviembre de 2000, el Consejo General del Poder Judicial 
consideró que las causas de prelación para asignar el 
puesto de trabajo eran excesivamente rígidas, por lo que 
sería preferible una referencia cumulativa al conjunto de 
causas de preferencia. Sin embargo, creo que generaría 
una mayor inseguridad que su redacción actual.
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en un estadio previo a la constitución de la misma, lo 
que impone que de su conocimiento se ocupen los 
tribunales del orden contencioso-administrativo156, como 
se ha encargado de poner de relieve el Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla y León157, el cual mantiene, en un 
asunto de este tipo, que "aqruí no se ventila una 
controversia surgida con ocasión del desempeño de la 
relación laboral especial penitenciaria sino las 
consecuencias indemnizatorias que el actor demanda 
precisamente por la no atribución de un trabajo 
productivo remunerado en el período a que extiende su 
reclamación. La jurisdicción social tiene limitado su 
ámbito competencial en relación a los penados en centros 
penitenciarios (...) en cuanto a la relación establecida 
entre el Organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones 
Penitenciarias y los internos trabajadores como 
consecuencia del desarrollo por estos de actividades 
laborales de producción por cuenta ajena, por lo que 
inexistente tal relación decae la competencia suscitada, 
ello obviamente sin perjuicio de que si el actor se
156 Véanse los artículos 1.5 RD y 3.1.c) TRLPL. En 
este sentido, GARCÍA SILVERO, E.A., "El RD 782/2001, de 6 
de julio, como nuevo marco legal en la relación laboral 
de los penados", en Aranzadi Social, n2 14/2001, p. 81. 
Por su parte, señala al respecto SOLER ARREBOLA, "El 
tardío desarrollo reglamentario laboral de la relación 
especial de los internos en prisiones", cit., p. 70, que 
"la revisión de sus decisiones debe ser efectuada por el 
orden contencioso-administrativo en vez del laboral", al 
considerar, acertadamente, que la selección de los 
internos por la Junta de Tratamiento supone el ejercicio 
de actividades administrativas, previas al
establecimiento del vínculo laboral.
157 Sede de Valladolid, en sentencia de 23 de 
octubre de 2000 (JUR 2001\26053).
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siente perjudicado por entender que se ha obviado su
preferencia en la adjudicación de trabajos productivos en
\
prisión pueda ejercitar en su caso las acciones, 
resarcitorias o de otro tipo, frente a la administración 
penitenciaria que haya conculcado las disposiciones 
legales o reglamentarias que disciplinen tal materia, y 
reclamar en última instancia ante los órganos de la 
jurisdicción contenciosa a los que viene atribuido el 
conocimiento y decisión de toda pretensión sobre posible 
responsabilidad de las administraciones públicas, en 
virtud del art. 2.e de la Ley 29/1998 (sic) (RCL 1994, 
1825)”.
45. Los concretos factores que integran el orden de 
prelación. Estamos ante una relación de factores tasada o 
exhaustiva, que no abierta158, similar en cuanto a su 
contenido a la prevista en el derogado artículo 144 RP de 
1996, aunque ordenada de manera ligeramente distinta. 
Así, los factores que se utilizan, y en el orden en que 
se prefieren, son los Siguientes:
158 Lo que introduce un nuevo factor de 
diferenciación respecto de las previsiones, ya derogadas, 
del RP de 1996 que, además del orden de prelación, 
disponía en su artículo 146 que en la selección del 
trabajador se valorarían todas las carencias, sean o no 
laborales, que presentaran los internos, lo que por la 
doctrina había sido interpretado como la posibilidad de 
incorporar en la valoración otros elementos no recogidos 
en ese orden de prelación. En este sentido, SOLER 
ARREBOLA, La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., p. 157. Parece por lo tanto que con la actual 
redacción, en la que desaparece esa posibilidad, se 
elimina la inseguridad que introducía ese precepto.
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1) El primer factor es el tratamental: "los internos 
en cuyo programa individualizado de tratamiento se 
contemple el desarrollo de una actividad laboral". En 
plena coherencia con la visión del trabajo como elemento 
fundamental del tratamiento plasmada tanto en la LOGP 
como en el RP de 1996, y con los fines de las 
Instituciones Penitenciarias en relación con los penados, 
la preeminencia de este factor va a significar, no sólo 
que se descarte en primera instancia a los preventivos 
como posibles interesados, por causa de su exclusión del 
tratamiento, sino además que, entre los penados, el 
puesto de trabajo vacante se adjudique preferentemente a 
aquel cuyo tratamiento lo requiera frente a otro penado 
que no lo necesite, bien porque no haya querido someterse 
a tratamiento, o bien porque dentro de su programa 
individualizado no se otorgue al trabajo ese valor 
añadido.
2) El segundo factor es la preferencia de "los
internos penados sobre los preventivos”. Sobre su 
justificación ya se habló en este mismo Capítulo: su
posible no inclusión en el ámbito subjetivo del derecho
al trabajo previsto en el artículo 25.2 CE, así como la
exclusión de los preventivos del ámbito del tratamiento 
penitenciario159.
3) El tercer factor es "la aptitud laboral del
interno en relación con las características del puesto de
159 SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 156, añade otro motivo para 
justificar la preferencia del penado sobre el preventivo:
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trabajo". Este factor se introduce en el orden de 
prelación como una relativa novedad, puesto que en la 
regulación anterior se mencionaba tan sólo la "capacidad 
laboral", sin hacer referencia a la necesaria y precisa 
relación de la misma con las características del puesto a 
cubrir, y además se hacía la mención en conjunción con 
otros factores a los que se otorgaba el mismo valor, la 
misma importancia, en el orden de prelación, sin 
priorizar unos sobre otros, situándose todos ellos en 
conjunto por debajo de la posición en la que se colocan 
ahora.
En la actualidad ocupa este factor un lugar 
destacado, resultando ello coherente con lo dispuesto en 
el artículo 26.d) LOGP, conforme al cual una de las 
características del trabajo es que "se organizará y 
planificará atendiendo a las aptitudes y cualificación 
profesional, de manera que satisfaga las aspiraciones 
laborales de los recluidos en cuanto sean compatibles con 
la organización y seguridad del establecimiento"160, 
precepto éste con el que trata de hacerse efectiva, en el 
ámbito penitenciario y dentro de las limitaciones que
la indeterminación temporal del plazo durante el cual el 
preso presta servicios laborales.
160 En este tema, resulta palmario constatar, en 
el análisis puntual efectuado por GARCÍA VALDÉS, A., "El 
trabajo y los accidentes laborales en las cárceles. 
Aportación personal", en Cuadernos de Política Criminal, 
na 5/1978, pp. 128-134, cómo en ese momento histórico 
rara vez existía relación alguna entre los estudios y la 
profesión ejercida antes de la entrada en prisión, con la 




ello comporta, la libertad de elección de profesión u 
oficio contemplada en el artículo 35.1 CE161.
4) El cuarto factor es "la conducta penitenciaria". 
Es éste uno de los factores que antes se contemplaba de 
manera conjunta con el anterior, pudiendo apreciarse que 
ahora pasa a ocupar en el orden de prelación una posición 
por detrás del factor de la aptitud, que le precede.
En mi opinión, tanto el factor anterior como éste 
poseen una importante connotación subjetiva motivadora, 
pues requieren del interno una actitud determinada, en 
positivo: en el primer caso, que le impulse a adquirir
formación en determinadas tareas para lograr esa "aptitud 
laboral"; y en el segundo, relacionado con el régimen, 
que le permita estar bien valorado por su buena 
conducta162.
5) El quinto factor es "el tiempo de permanencia en 
el establecimiento penitenciario". Habiendo sido el
161 En este sentido, DE LA CUESTA ARZAMENDI, "El 
trabajo. Derecho y deber del interno y medio de 
tratamiento. Características", cit., p. 433.
162 Algo que puede observarse de modo concluyente 
con la lectura de los antecedentes de hecho de la 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León, Valladolid, de 23 de octubre de 2000 (JUR 
2001X26053), según los cuales un recluso que tenía una 
gran necesidad de un puesto de trabajo remunerado parece 
que, además de alegar una serie de menciones o 
recompensas en reconocimiento a su buena conducta, 
solicitaba se le tuviera en cuenta por haber adquirido 
conocimientos de costura, confecciones y zapatería, 
además de haber realizado curso de formación profesional 
ocupacional en la especialidad de Tapicero de muebles, 
todo ello durante su estancia en prisión.
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último de los factores a considerar con la regulación 
anterior conjuntamente con los dos que hoy le preceden, 
al presente pasa a tener una importancia menor que los 
otros dos en el orden de prelación, quizá por la falta de 
ese componente motivador.
Ahora bien, teniendo en cuenta que una de las causas 
de esta relación laboral especial es la ocupación del
tiempo de ocio, con lo que se contribuye al cumplimiento 
de las normas de régimen dirigidas a garantizar la
seguridad, el orden y la disciplina en el interior de la
prisión, entiendo que éste se configura como un factor 
relevante pues, para aquellos internos que quieren lograr 
un puesto de trabajo remunerado, cuanto más tiempo se 
esté en prisión sin obtenerlo, más frustrante resulta la 
reclusión, frustración que puede terminar por repercutir 
en el cumplimiento de esas normas de régimen 
penitenciario.
6) El sexto factor son "las cargas familiares". 
Ubicado anteriormente por delante de los tres 
precedentes, resulta llamativo y criticable su descenso 
en el orden de prelación, pues su inclusión en el mismo 
se encuentra plenamente justificada por el hecho de que, 
con la retribución que reciben por su prestación de
servicios -y que pueden llegar a ser los únicos ingresos 
que perciben durante su estancia en prisión pues, caso de 
que vinieran percibiendo prestaciones de algún tipo 
relacionadas con una carencia o escasez de ingresos, 
éstas quedan en suspenso o se reducen proporcionalmente
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durante la reclusión163-, los internos pueden ordenar 
transferencias a sus familias previa autorización del 
Administrador del Establecimiento164.
En realidad, la existencia de cargas familiares se 
configura como uno de los mayores alicientes del interno 
a la hora de solicitar un puesto de trabajo remunerado, 
demostrándose con ello que la causa típica de la relación 
laboral ordinaria no ha desaparecido en esta relación 
especial de trabajo, y considero que el Gobierno debería 
haberle concedido la importancia que merece, a mi 
entender mayor de la que se le ha dado.
7) El séptimo y último factor es el de la movilidad 
del interno, en los términos del artículo 14.1 RD165; esto 
es, en supuestos de traslados entre centros 
penitenciarios motivados por razones de arraigo familiar 
u otras que redunden en beneficio del interno, siempre 
que hayan desempeñado un puesto de trabajo en el centro 
de procedencia, con valoración positiva, por período 
superior a un año166.
163 Véase sentencia del Tribunal Supremo (Sala 
General), de 20 de diciembre de 2000, dictada en 
unificación de doctrina (RJ 2001\1865).
164 Artículo 321.b) RP de 1996.
165 La posible duda que pudiera plantearse en 
torno a si la redacción de este precepto altera el orden 
de prelación del artículo 3.2 es resuelta por el mismo 
artículo 3.2, cuando atribuye a esa circunstancia el 
último lugar en el orden de prelación.
166 Literalmente dispone el artículo 14.1 RD que 
"Con el fin de propiciar que la preparación para la 
inserción laboral no se vea interrumpida con ocasión de
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La justificación de la inclusión de tal factor en el 
orden de prelación consta en el propio artículo 14.1: se 
trata de no interrumpir la preparación para la inserción 
laboral del interno por causa de esos traslados. En 
definitiva, se trata de evitar la quiebra de los hábitos 
laborales adquiridos por el interno durante su estancia 
en el centro penitenciario. Ahora bien, existen dudas en 
cuanto a su virtualidad práctica167, pues aunque en efecto 
se reconoce su prioridad a la hora de acceder a puestos 
de trabajo vacantes del centro penitenciario de destino, 
no se le otorga mas que la última posición en el orden de 
prelación, por lo que, en la práctica, difícilmente 
conseguirán un puesto de trabajo vacante sólo por este 
motivo.
46. La correspondencia entre los factores que 
integran el orden de prelación y la causa mixta, de esta 
relación laboral especial. Puede mantenerse, por lo 
tanto, que en la inclusión de estos factores dentro del 
orden de prelación parece que se ha adoptado como puntó 
de partida la causa mixta de esta relación laboral
traslados entre centros penitenciarios motivados por 
razones de arraigo familiar u otras que redunden en 
beneficio del interno, los internos que hubiesen
desempeñado un puesto de trabajo en un centro 
penitenciario por un período superior a un año, siempre 
que este desempeño haya sido valorado positivamente por 
el centro de procedencia, tendrán prioridad a la hora de 
acceder a puestos de trabajo vacantes del centro 
penitenciario de destino".
167 En ese sentido, ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA y 
RODRÍGUEZ RAMÍREZ, Reglamento Penitenciario comentado: 




especial, dado que, en definitiva, cada uno de ellos 
guarda relación con, o responde a, algún aspecto de la 
misma.
Así, a la causa principal de la relación -contribuir 
a preparar al interno para la vida en libertad- responde 
la inserción de factores tales como el tratamiento, la 
preferencia del penado sobre el preventivo, las aptitudes 
laborales del interno e, incluso, la movilidad. A la 
causa típica de la relación laboral -el intercambio de 
trabajo por salario- responde la presencia del factor de 
las obligaciones o cargas familiares. Y a la causa, 
llamémosla, "regimental" -la ocupación del tiempo de ocio 
consiguiendo con ella mantener la disciplina en el
interior de la prisión y coadyuvando, en definitiva, al
cumplimiento de las normas de régimen-, responde la 
introducción de factores como los de la conducta 
penitenciaria y el tiempo de permanencia en el 
establecimiento.
111.2. LAS MEDIDAS DE FOMENTO DEL EMPLEO DE LOS INTERNOS EN 
ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS.
47. La contratación de internos, cualquiera que sea 
el régimen penitenciario que se les aplique, susceptible 
de bonificación para su empresario. Con carácter general, 
las medidas de fomento del empleo persiguen, no la
imposición, sino la incentivación o el fomento de la
contratación, motivando a las empresas para que se 
inclinen por unos programas u otros, orientando de este 
modo la contratación, además de condicionando en
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ocasiones la elección del trabajador, al tratar con ellas 
de compensar la desigualdad de partida de colectivos con 
especiales dificultades de inserción en el mercado de 
trabajo168.
Como colectivo subsumible en el tipo, tampoco los 
internos se han visto excluidos de la aplicación de esta 
clase de medidas. En ese sentido, las normas reguladoras 
de los Programas anuales de Fomento del Empleo aprobadas 
desde el año 1999 hasta el presente han venido 
incluyendo, entre los colectivos beneficiarios de las
bonificaciones en las cuotas a pagar a la Seguridad
Social previstas en las mismas, a las empresas y 
entidades sin ánimo de lucro que contraten, indefinida o 
temporalmente, trabajadores desempleados en situación de 
exclusión social, entre los que se incluían no sólo a los
liberados condicionales y ex reclusos, sino también a los
"internos de centros penitenciarios cuya situación 
penitenciaria les permita acceder a un empleo"169.
48. La exclusión para el año 2000 de la relación 
laboral especial penitenciaria. El primer año en que se
168 En este sentido, LÓPEZ GANDÍA, en ALBIOL 
MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, 
Derecho del Trabajo. Tomo II. Contrato individual, cit.,
p. 188.
169 Artículo 28 de la Ley 55/1999, por el que se 
regula el PFE para el año 2000; artículo 4 de la Ley 
12/2001, por el que se regula el PFE para el año 2001, 
prorrogado para el año 2002 por el apartado Uno de la 
Disposición adicional cuarta de la Ley 24/2001; artículo 
47.Uno.1.3 de la Ley 53/2002, por el que se regula el PFE 
para el año 2003; y artículo 44. Uno. 1.3. de la Ley 
62/2003, por el que se regula el PFE para el año 2004.
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produce la inclusión de este colectivo en situación de 
exclusión social, la Ley 55/1999 introdujo, entre los 
supuestos excluidos de las bonificaciones, a todas las 
relaciones laborales especiales, sin exceptuar a la 
penitenciaria, debiendo entenderse que no resultaban 
aplicables dichas bonificaciones en el caso de esta 
relación laboral especial. En otros términos, suponía que 
el OATPP no podría beneficiarse de las bonificaciones 
previstas.
La única interpretación posible de las previsiones 
de esa norma sería entonces la de que se estaba haciendo 
referencia, de una parte, a internos clasificados en 
tercer grado, que disfrutaran de un régimen abierto pleno 
y que por lo tanto contrataran la prestación de servicios 
con un empresario externo, que es a quien se aplicaría la 
bonificación, entablando una relación laboral común; y de 
otra, se otorgaría también al empresario externo que 
gestiona ex artículo 305 RP de 1996 los servicios de 
economato, cafetería y cocina en el interior del 
establecimiento y que contratara para ello a internos - 
con independencia del régimen en que estuvieran 
clasificados- por medio de una relación laboral común. En 
definitiva, sólo la contratación de internos a través de 
la relación laboral común daría lugar al disfrute por su 
empresario de las bonificaciones correspondientes.
49. Los cambios introducidos, respecto del colectivo 
de internos de centros penitenciarios, en los Programas 
de Fomento del Empleo a partir de 2001. Sin embargo, a 
partir del año 2001, aunque entre los supuestos excluidos 
de las bonificaciones se seguían encontrando las
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relaciones laborales de carácter especial, se
excepcionaba de dicha exclusión a la relación laboral
r
especial penitenciaria, "a la que se puede aplicar el 
régimen de bonificaciones establecidas para los 
trabajadores desempleados en situación de exclusión 
social"170.
Desde ese momento, se está incluyendo dentro del 
colectivo de trabajadores desempleados en situación de 
exclusión social cuya contratación pueda ser objeto de 
bonificación a todos los internos que potencialmente 
pueden ser sujetos de una relación laboral común o
especial -con independencia de cuál sea el régimen que se 
les aplique-, atribuyéndose en consecuencia la 
bonificación: al OATPP cuando fuera él el empresario que 
contratara a un interno a través de la relación laboral 
especial -que no se encuentra entre los supuestos 
excluidos-; al empresario externo que gestiona ex
artículo 305 RP de 1996 los servicios de economato, 
cafetería y cocina y que contrata para ello a internos 
por medio de una relación laboral común -no así a la 
Administración penitenciaria cuando es ella la encargada 
de esa gestión, dado que en ese caso, como se pudo 
comprobar, los internos no entablan relación laboral 
alguna-; o a un empresario externo cuando contrata a un 
interno clasificado en tercer grado y sometido a régimen 
abierto pleno.
170 Artículo 8.1.a) Ley 12/2001; artículo 




Este cambio normativo ha venido provocado por la 
previsión del artículo 21 de la Ley 55/1999171 y la 
consiguiente modificación del texto refundido de la Ley 
General de Seguridad Social obrada por el artículo 24 de 
la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, el cual incorpora al 
texto refundido una nueva Disposición Adicional Trigésima 
que nos va a dar las pautas de interpretación a futuro 
del contenido de estos Programas de Fomento del Empleo.
En dicha Disposición Adicional se establece, además 
de una bonificación del 65% de las cotizaciones por los 
conceptos de recaudación conjunta aplicable al OATPP y al 
interno trabajador, que las bonificaciones generales que 
se otorguen a la contratación de trabajadores con 
especiales dificultades de inserción laboral -el 65% en 
la cuota empresarial por contingencias comunes- se 
concederán al OATPP por entablar la relación laboral 
especial con cualquier interno cuya situación 
penitenciaria le permita acceder a un empleo, tratando 
con ello de "incentivar la contratación de los internos
171 Conforme al cual deberían establecerse medidas 
tendentes a reducir el coste de la cotización de los 
internos sujetos de la RLEP por medio, bien de las 
bonificaciones generales que se otorguen a favor de los 
trabajadores con especiales dificultades de inserción 
laboral o bien de las que específicamente se señalen para 
este colectivo. Y así, SOLER ARREBOLA, J.A., "La 
Seguridad Social de los internos sujetos a la relación 
laboral especial penitenciaria: una regulación
pendiente", en Actualidad Laboral, na 6/2001, p. 138, 
apuntó respecto del Programa de Fomento de Empleo de ese 
año 2000 que "las medidas aplicables a estos colectivos 
deberán ser particulares para esta clase de internos o 
bien suprimir la exclusión para estos trabajadores, si se 




dentro de un sector donde los índices de desempleo son 
bastante más elevados que los existentes fuera del 
establecimiento carcelario" 112.
Y ello aunque, a mi juicio, resulte contradictorio 
con la verdadera finalidad de estos Programas de Fomento 
del Empleo. Si se atendiera exclusivamente al 
planteamiento original de la inclusión de este concreto 
colectivo -el previsto en la Ley 55/1999- y a la 
finalidad de estos programas, los cuales, como se indicó, 
tratan de favorecer o fomentar la contratación de 
colectivos con dificultades reales e inmediatas de 
inserción en el mercado de trabajo, habría de entenderse 
que el OATPP, al contratar a los internos, no les está 
insertando de un modo inmediato, sino a futuro, en el 
mercado de trabajo173. Lo mismo podría argumentarse del 
empresario externo que gestiona los servicios de 
economato, cafetería y cocina. En este último caso, sin 
embargo, creo que, más que fomentar la contratación, lo 
que se busca con su inclusión como posibles beneficiarios 
es fomentar una mayor participación de los empresarios 
del exterior en la gestión de los talleres.
172 Véase SOLER ARREBOLA, "El tardío desarrollo 
reglamentario laboral de la relación especial de los 
internos en prisiones", cit., p. 93.
173 Así se manifiesta en el propio RD 782/2001, 
cuyo artículo 4 dispone que "la finalidad esencial del 
trabajo es la preparación para la futura inserción 
laboral del interno Basándonos en la literalidad
del precepto, puede defenderse que el hecho de entablar 
esta relación laboral no significa para el interno una 
inserción inmediata en el mercado de trabajo, sino tan 




En realidad, la intención de estos programas de 
fomento del empleo es la de hacer atractiva a las 
empresas la contratación de trabajadores en situación de 
exclusión social dotándolas de un menor coste y 
compensando con ello la desigualdad de partida de estos 
colectivos, finalidad que, en mi opinión, no debería 
concurrir cuando es la propia Administración 
Penitenciaria la que tiene la obligación, que no la 
libertad, de proporcionar un puesto de trabajo retribuido 
a unos internos entre los que no existe, durante su 
estancia en prisión, esa clase de desigualdad.
Ahora bien, como la propia Dirección General de 
Instituciones Penitenciarias señala en su Informe General 
del año 2000174, "la línea de trabajo productivo es la que 
encierra una mayor dificultad de todas las que tiene 
asignadas este Organismo (el OATPP). El medio en que se 
lleva a cabo; las limitaciones y carencias de la mano de 
obra; su componente empresarial, obligado por la 
necesidad de auto financiación y, también, con la 
conveniencia de reproducir esquemas organizativos del 
exterior y determinadas limitaciones normativas que no 
reconocían, al nivel deseable, su especificidad le han 
conferido esa dificultad", dificultades que han llevado a 
que se observe de un modo esperanzado la concesión al 
OATPP de todas las bonificaciones que se apliquen a las 
empresas de inserción laboral.
174 Véase Ministerio del Interior, Dirección 




111.3. FORMALIZACIÓN DE LA RELACIÓN.
50. La inscripción del interno en el Libro de 
Matricula a los efectos de formalización de esta relación 
laboral. Regulada en el artículo 7 RD 782/2001, bajo la 
rúbrica "Inicio y duración de la relación laboral", 
dispone el precepto en su primer apartado, relativo al 
inicio, que "la relación laboral especial penitenciaria 
se formalizará con la inscripción del interno en el 
correspondiente Libro de Matrícula, con efectos desde la 
fecha en que se produzca el alta efectiva en el puesto de 
trabajo. También se anotará en dicho Libro la extinción 
de la relación laboral, así como su suspensión por causa 
de traslado del interno a otro centro penitenciario por 
tiempo no superior a dos meses".
Como puede colegirse de su lectura, la formalización 
de la relación laboral especial de los internos presenta 
numerosas divergencias respecto del régimen establecido 
en el Estatuto de los Trabajadores para la relación 
laboral común. Así, esta relación no se perfecciona de 
forma escrita, ni tan siquiera se menciona la forma 
verbal aun cuando necesariamente el trabajador deberá 
haber prestado su consentimiento, elemento esencial del 
contrato de trabajo. Ahora bien, el hecho de que el 
Gobierno no haya optado por una forma determinada no 
significa que se haya inclinado por el principio de 
libertad de forma, sino que la relación parece que ha de 
perfeccionarse de forma tácita, a través de
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comportamientos o hechos concluyentes175, al disponer el 
precepto que producirá "efectos desde la fecha en que se 
produzca el alta efectiva en el puesto de trabajo", con 
independencia, al parecer, de la fecha en que se produzca 
la formalización de la relación, esto es, la inscripción 
del interno en el Libro de Matrícula.
De la literalidad del precepto resulta, por lo 
tanto, que la relación laboral especial produce efectos 
jurídicos, no desde el momento en que se inscribe al 
interno, que puede ser anterior o posterior a ese alta 
efectiva, sino desde que comienza a trabajar en el puesto 
de trabajo que se le ha adjudicado.
51. La supresión del Libro de Matricula, con 
carácter general, en el año 2002: sus consecuencias para 
la RLEP. En definitiva, la inscripción en ese Libro de 
Matrícula actúa tan sólo como un medio de prueba de la 
existencia de la relación laboral, pero también de su 
finalización. O, mejor dicho, actuaba, pues el artículo 
en el que se regulaba su existencia -artículo 101 TRLGSS- 
ha sido derogado por el artículo 37 de la Ley 24/2001, de 
27 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y 
del orden social, desapareciendo con ello la obligación, 
como requisito previo a la iniciación de actividades por 
parte de los empresarios, de llevar en orden y al día un
175 Sobre las distintas formas de perfeccionarse 
la relación laboral, véanse CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ- 
RAMOS VELASCO y GÓMEZ GORDILLO, Estatuto de los 
Trabajadores comentado, cit., p. 132; también, CAMPS 
RUIZ, en ALBIOL MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y 
SALA FRANCO, Derecho del Trabajo. Tomo II. Contrato
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Libro de Matrícula del personal, en el que se inscribía a 
todos los trabajadores desde el momento en que iniciaban 
la prestación de sus servicios, y que permitía un control 
de la contratación por parte de la Inspección de Trabajo, 
incurriendo en infracción grave conforme al artículo 22.3 
TRLISOS en caso de omisión17®.
En su momento, la doctrina planteó la posibilidad de 
que el Libro de Matrícula que se utiliza para formalizar 
esta relación laboral fuera distinto al contemplado en 
ese artículo 101 TRLGSS177, el primero con efectos 
meramente penitenciarios y el segundo, a los efectos de 
la Seguridad Social. Sin embargo, esa misma doctrina 
entendió como opción más acertada, para evitar 
reiteraciones innecesarias, la de que estábamos ante un 
único Libro de Matrícula que englobaba todos los aspectos 
de la relación laboral especial penitenciaria.
Probablemente esta duda pudiera surgir con mayor 
intensidad ahora que ha desaparecido el Libro de 
Matrícula del TRLGSS, pudiendo llegar a pensarse que el 
Libro del que se habla en el artículo 7 RD 782/2001 es 
uno distinto al del derogado artículo 101 TRLGSS.
individual, cit., p. 128; y MONTOYA MELGAR, Derecho del 
Trabajo, cit., p. 306.
176 BLASCO LAHOZ, J.; LÓPEZ GANDÍA, J. y MOMPARLER! 
CARRASCO, M.A., Curso de Seguridad Social, 10a ed., 
Tirant Lo Blanch, Valencia, 2003, p. 163.
177 SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 172.
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Sin embargo, la verdad es que la función que dicho 
Libro desempeñaba en esta relación laboral -como medio de 
prueba de su existencia- puede ser profesada por otros 
documentos, como los de afiliación, alta o baja en la
Seguridad Social178, por lo que su desaparición no 
comporta modificación alguna para la perfección de esta 
relación laboral, que en todo caso se produce con el alta 
efectiva en el puesto de trabajo.
52 • Inexistencia de obligaciones de comunicación e 
información del empresario tras la formalización del
contrato. Las divergencias respecto de la regulación 
estatutaria no se dan tan sólo en materia de
formalización de la relación. El empleador ordinario se 
halla habitualmente sometido, tras la formalización del 
contrato, al cumplimiento de una serie de obligaciones de 
las que el OATPP se encuentra dispensado. Esta 
exoneración se manifiesta con la falta de previsión 
específica sobre la cuestión en el Decreto regulador, ni 
siquiera a los efectos de remisión en este punto a la 
legislación laboral común.
Concretamente, se trata, por un lado, de la 
obligación de comunicar el contenido de las
contrataciones realizadas a la Oficina pública de Empleo 
aun cuando no exista obligación de formalizarlas por
178 Dispone en este sentido el artículo 20.1 RD 
782/2001 que "el Organismo Autónomo Trabajo y 
Prestaciones Penitenciarias o el órgano autonómico 
equivalente competente asumirá, respecto de estos 
trabajadores, las obligaciones de afiliación, alta, baja 




escrito (a); y, por otro, de la obligación de informar 
por escrito al trabajador de los elementos esenciales del 
contrato (b).
(a) En el primer supuesto, la obligación responde a 
la finalidad de que el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales conozca la evolución del empleo en el mercado de 
trabajo179, lo que viene posibilitado por la comunicación 
de los contratos celebrados así como de su contenido.
En el caso que nos ocupa, sin embargo, la incidencia 
que pueda tener en la evolución del empleo la 
contratación de internos por el OATPP para desarrollar 
una prestación de servicios en los talleres productivos 
de los establecimientos penitenciarios resulta nula, no 
sólo por su escasez en relación con el total de 
contrataciones efectuadas sino porque podría mantenerse 
que no forman parte del mercado de trabajo ordinario sino 
que participan de uno propio y específico, motivo por el 
cual, a mi entender, no se recoge en el Decreto dicha 
obligación para el OATPP. Y es que uno de los temores 
clásicos de la sociedad frente al trabajo penitenciario, 
como es el de la competencia "desleal" que pudiera hacer 
éste al trabajo en libertad al ofrecer mano de obra más 
barata que la que circula en el mercado de trabajo 
ordinario y libre, debe, o debería, haberse superado tras 
la configuración del trabajo penitenciario productivo 
como objeto de una relación laboral, aun especial, y su
179 En ese sentido, MONTOYA MELGAR, Derecho del 
Trabajo, cit., p. 577.
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regulación como tal, sometida desde entonces a los 
dictados del ordenamiento jurídico laboral180.
i
(b) En el segundo supuesto -la obligación del 
empresario de informar al trabajador acerca de los 
elementos esenciales de su contrato-, la exoneración del 
OATPP resulta mucho más discutible. Dicha obligación 
viene contemplada en el artículo 8.5 ET -que no resulta 
aplicable a esta relación pues no existe remisión expresa 
al mismo desde el RD- y en el Real Decreto 1659/1998, de 
24 de julio, desarrollo reglamentario de aquél. Pues 
bien, esta última norma establece en su artículo 1.2 la 
aplicación de la misma a todas las relaciones laborales 
cuya duración sea superior a cuatro semanas, incluidas 
las especiales, con exclusión de la de los penados en 
instituciones penitenciarias y la del personal al 
servicio del hogar familiar.
Cierto es que la Directiva 91/533/CEE, de 14 de 
octubre, de la que estas disposiciones son transposición, 
permitía exceptuar de su ámbito a relaciones laborales de 
carácter ocasional y/o excepcional, siempre que "existan 
razones objetivas que justifiquen la no aplicación". Pero 
también lo es, conforme opina la mayoría de la doctrina 
científica181, que la exclusión de la relación laboral
180 En sentido similar se han pronunciado, entre 
otros, BELAUSTEGUI MAS, Fundamentos del Trabajo 
penitenciario, cit. , pp. 111 y ss. ; y DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador. 
Teoría y regulación positiva, cit., p. 89.
181 Al respecto, véanse RODRÍGUEZ-PINERO, M. , "El 
derecho del trabajador a ser informado sobre los 
elementos esenciales de su contrato de trabajo", en
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especial de los penados en instituciones penitenciarias, 
prevista reglamentariamente, puede tener un fundamento
r
débil, no entendiéndose las razones objetivas que la 
justifican -y que la norma no menciona-, y pudiendo 
resultar, en definitiva, cuestionable en el plano de la 
legalidad y de la compatibilidad con la norma 
comunitaria.
Si se entiende, como ha señalado la doctrina, que 
"la información tiene una función autónoma y relevante en 
el seno del contrato de trabajo, que afecta a la defensa 
de la posición del trabajador como contratante más débil, 
y permite acentuar los rasgos de paridad sobre los de 
poder y dominio del empleador, parte contractual 
dominante"182, debe entenderse a su vez que ello resulta 
especialmente necesario en una relación laboral como la 
de los penados, en la que la situación de paridad se 
encuentra sustancialmente disminuida si se la compara con 
la del trabajador ordinario. Esa disminución viene 
motivada por la peculiar situación del interno, sometido 
como está a una relación de especial sujeción con la
Relaciones Laborales, nQ 19/1998, p. 7; MOLINA GARCÍA,
M., "El derecho de información del trabajador sobre los 
elementos esenciales del contrato de trabajo", en Revista 
de Derecho Social, nfl 7/1999, pp. 50-51; APILLUELO
MARTÍN, M., "Directiva 91/533/CEE de 14 de octubre, sobre 
la obligación del empresario de informar al trabajador 
acerca de las condiciones aplicables al contrato de 
trabajo o a la relación laboral", en Actualidad Laboral, 
nfl 32/2000, p. 546; RODRÍGUEZ-PINERO Y BRAVO-FERRER, M., 
"El deber del empresario de informar al trabajador de sus 
condiciones de trabajo", en Revista La Ley, 2000 (T. II) ,
p. 286.
182 Cfr. RODRÍGUEZ-PINERO Y BRAVO-FERRER, "El
deber del empresario de informar al trabajador de sus
condiciones de trabajo", cit., p. 274.
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Administración penitenciaria, y se traduce, como se ha 
podido constatar hasta ahora, no sólo en la marginación 
de la autonomía individual como fuente de la relación 
laboral, sino también en la acentuada dependencia del 
interno trabajador al poder de mando empresarial.
En definitiva, si lo que en realidad se busca con la 
información es acentuar, como señala la doctrina, esos 
rasgos de paridad, resultaría entonces mayormente 
necesaria en esta relación laboral especial, y más aún 
cuando, como se ha visto, el contrato no goza de forma 
escrita. Y es que la falta de información acerca de los 
elementos esenciales de su contrato provoca en el 
trabajador inquietud, inseguridad jurídica, incertidumbre 
sobre su propia situación y, por lo tanto, sobre la 
posibilidad de ejercitar de modo adecuado los derechos 
derivados del contrato de trabajo183. Conviene tener 
presente además que, conforme manifiesta la Directiva en 
su Preámbulo, el fin de esta obligación es el de
183 Señala a este respecto el DEFENSOR DEL PUEBLO 
en su Informe Anual del año 2000 que las quejas recibidas 
de diversos reclusos "fueron posteriormente confirmadas 
durante el curso de las visitas efectuadas a talleres 
penitenciarios en las que se ponía de manifiesto la 
inquietud e inseguridad jurídica en la que se 
desarrollaba su actividad laboral. En esenciaf venían a 
expresar que sufrían dificultades para expresar sus 
quejas de contenido laboralpues, en ocasiones, se 
resolvían con su separación del puesto de trabajo, con el 
argumento de supuestas disminuciones de rendimiento. 
También se pudo comprobar que los reclusos no tenían 
copia de su contrato de trabajo -a lo que la 
Administración contestó que no existía contrato escrito, 
justificado por la especificidad de esta relación- ni se 
les hacía entrega del soporte documental de sus nóminas, 
de modo que en la práctica ignoraban qué conceptos 
componían su retribución (...)".
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"proteger en mayor grado a los trabajadores por cuenta 
ajena contra una posible falta de reconocimiento de 
derechos y garantizar una mayor transparencia del mercado 
de trabajo".
Pero quizá sea ésta, sin embargo, la causa misma de 
la exclusión: en definitiva, que, como revelan igualmente 
otros hechos ya mencionados, el legislador no haya 
buscado en este caso concreto acentuar la situación de 
paridad entre los integrantes de la relación laboral 
especial penitenciaria limitando con ello "el amplísimo 
poder originario del empresario"184, al considerar que el 
modo en que se desenvuelve esta relación, el ámbito en 
que se desarrolla, así como las especiales circunstancias 
de los sujetos que forman parte de la misma, hacen 
aconsejable no exigirlo.
A lo censurable de esta idea se suma el hecho de 
que, en cualquier caso, el RD 1659/1998 debería haber 
especificado si son éstas las concretas "razones 
objetivas" que justifican la exclusión, provocando con su 
silencio una mayor inseguridad jurídica. Pudiera tal vez 
suceder con este artículo 1.2 RD 1659/1998 lo acaecido 
con el artículo 15.1 RD 1382/1985, regulador de la 
relación laboral especial del personal de alta dirección, 
artículo que fue derogado por Ley 11/1994 al no prever la
184 Cfr. RODRÍGUEZ-PINERO Y BRAVO-FERRER, "El 
deber del empresario de informar al trabajador de sus 
condiciones de trabajo", cit., p. 275, aun cuando en la 
frase no hace referencia concreta a esta relación.
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protección del Fondo de Garantía Salarial para este 
colectivo en caso de insolvencia del empresario185.
111.4. EXTENSIÓN TEMPORAL DE LA RELACIÓN Y MODALIDADES 
CONTRACTUALES.
53. Extensión temporal de la relación laboral: lo
que dure la obra o el servicio encomendado. Por su parte, 
el artículo 7.2 RD establece que "la duración de la 
relación laboral coincidirá con la de la obra o servicio 
que se le encomienda". Que el precepto establezca una 
duración de la relación necesariamente incierta -lo que 
dure la obra o el servicio que se encomiende al interno 
trabajador-, así como una referencia más o menos directa 
a una de las modalidades de contratación temporal 
contempladas en el Estatuto de los Trabajadores -el 
contrato por obra o servicio determinado-, no conlleva la 
aplicación a esta relación laboral especial del régimen 
jurídico correspondiente a esa modalidad contractual 
temporal, dado que en la literalidad del precepto no 
existe remisión alguna a la regulación estatutaria de la 
misma.
185 La derogación se produjo por la Ley 11/1994, 
de 19 de mayo, con la que finalmente se armonizó la 
legislación interna a las previsiones de la Directiva 
87/164/CEE, de 2 de marzo, sobre protección de los 
trabajadores asalariados en caso de insolvencia del 
empresario, que sólo excluía de su ámbito de aplicación 
al personal al servicio del hogar familiar, y no al de 
alta dirección. Sobre este tema, con detalle, DE VAL 
TENA, Los trabajadores directivos de la empresa, cit., 
pp. 251 y ss.
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Sin embargo, el vincular la duración de la relación 
a lo que dure la obra o servicio que se encomienda al 
interno trabajador es, a juicio de la doctrina 
científica186, uno de los desatinos de la norma 
reglamentaria, continuidad de lo dispuesto en el derogado 
artículo 137.1 RP de 1996187, el cual había sido objeto de 
numerosas críticas tras su promulgación, por 
considerarse, bien que con él se ignoraba el principio de 
estabilidad en el empleo188, o bien que la duración 
temporal de la relación en él prevista no se cohonestaba 
con la realización de determinadas actividades en el 
establecimiento cuya necesidad era permanente, estable y 
duradera189.
Y es que, ¿cuándo se considera que la obra o el 
servicio encomendado a un interno se ha realizado, 
extinguiéndose en consecuencia la relación laboral 
especial? ¿Puede entenderse, con la dicción del artículo 
7.2 RD, que cuando el servicio a cubrir sea permanente, 
indefinido incluso, la relación también lo será? ¿0 que 
cuando por necesidades presupuestarias se exija el cierre 
de algún taller productivo, habrá de entenderse que la
186 Véase SOLER ARREBOLA, "El tardío desarrollo 
reglamentario laboral de la relación especial de los 
internos en prisiones", cit., p. 77.
187 De "disposición en su esencia prácticamente 
mimética a la que anteriormente regía este tipo de 
trabajo" habla SOLER ARREBOLA, ult. ob. cit., p. 77.
188 ELIAS ORTEGA, "Comentario sobre el mandato al 
gobierno para una nueva regulación reglamentaria de la 
relación laboral de los penados", cit., p. 89.
189 SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 173.
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obra o servicio encomendado ha finalizado? En otras 
palabras, si con el cese de la actividad en el taller 
productivo se extingue el fundamento para que la relación 
continúe, al desaparecer el objeto que dio origen a la 
misma. Para responder a estas preguntas sería necesario, 
como ha señalado el Consejo Económico y Social en su
Dictamen al proyecto de Real Decreto de 10 de enero de
2001, que la Administración Penitenciaria identificara 
"con precisión la causa de la obra o servicio cuya 
conclusión es causa de extinción del contrato", 
especificándolo en la — adjudicación administrativa 
correspondiente190.
En realidad, existe una circunstancia de la que 
necesariamente hay que partir a la hora de configurar la 
duración o extensión temporal de la relación laboral 
especial penitenciaria. Esa circunstancia es la de que lo 
que siempre resulta temporal para el interno es su
estancia en prisión, el tiempo de su reclusión en un
establecimiento penitenciario. Por este motivo, la 
doctrina191 ha coincidido en considerar que la causa que 
justifica la predilección por esa modalidad de 
contratación no es la temporalidad del servicio en sí, 
que puede ser permanente, sino la temporalidad de la 
permanencia del interno en prisión.
190 En ese sentido, GARCÍA SILVERO, "El RD 
782/2001, de 6 de julio, como nuevo marco legal en la 
relación laboral de los penados", cit., P. 82.
191 SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 173; ELIAS ORTEGA, "Comentario 
sobre el mandato al gobierno para una nueva regulación 




Si ello se entiende de este modo, hubiera bastado
i
con declarar la ineludible duración temporal de la 
relación, condicionada como está por esa temporalidad en 
la estancia. En otras palabras, hubiera sido más 
coherente con las auténticas circunstancias en las que se 
desarrolla la prestación de servicios el haber reconocido 
simplemente, como se ha hecho con los deportistas 
profesionales192, la necesaria duración determinada de la 
relación, asimilándola a la verdadera causa de su 
temporalidad, que no sería otra que la temporalidad de la 
estancia del interno en el establecimiento, pero sin 
asimilarla a una modalidad contractual temporal precisa.
Sin embargo, no creo que la temporalidad de la 
estancia en prisión deba representar un obstáculo para la 
posible concertación de un contrato por tiempo 
indefinido193, dado que éste no goza en ningún caso de un 
carácter vitalicio, no resulta asimilable a un contrato 
vitalicio, lo que sí lo haría imposible.
En realidad, esa vinculación de la duración de la 
relación a lo que dure la obra o servicio encomendado se 
ha justificado por considerar al criterio de la duración 
del servicio como el único que garantiza la necesaria 
flexibilidad que exigen las actividades penitenciarias, 
debido a la inseguridad respecto del éxito de una
192 Véase el artículo 6 RD 1006/1985, de 26 de
junio.
193 Parece contrario a esta posibilidad SOLER 




determinada actividad programada en un taller productivo, 
la incertidumbre en torno a la existencia de internos 
trabajadores capaces de llevarla a cabo o, sencillamente, 
la incertidumbre acerca de la propia duración de la 
actividad programada194, aunque ello suponga otorgar, de 
modo tácito, un extraordinario poder a quien ejerce el 
papel de empresario en esta relación. Parece, en 
consecuencia, que la respuesta a la cuestión de si con el 
cese de la actividad en el taller productivo por causas 
diversas, dentro de las cuales habrían de incluirse las 
exigencias presupuestarias, se extingue el fundamento 
para que la relación continúe al desaparecer la causa que 
dio origen a la misma, en definitiva, la existencia de 
una obra o servicio que se le encomienda al interno, debe 
ser afirmativa195.
194 En ese sentido, ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA y 
RODRÍGUEZ RAMÍREZ, Reglamento Penitenciario comentado: 
análisis sistemático y recopilación de legislación, cit., 
p. 675. Ello significa que la subsistencia de
determinados talleres productivos depende de la
existencia de presupuesto para mantenerlos en
funcionamiento, lo que supone, en caso contrario, la 
posibilidad de cerrarlos, extinguiéndose en consecuencia 
las relaciones entabladas al finalizar la obra o el 
servicio para el que fueron contratados.
195 Un ejemplo de esta realidad puede observarse 
en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
castilla y León (Valladolid) de 18 de noviembre de 2003, 
la cual incluye, entre la relación de hechos probados 
contenidos en la sentencia del Juzgado de lo Social 
recurrida en suplicación, que al interno en cuestión "se 
le da de baja (en la Seguridad Social) en fecha 18-07-02 
por cese de actividad en el taller, o sea falta de 
producción. Se le vuelve a dar de alta en fecha 30-07-02 
al reanudarse la actividad en el taller. Es baja laboral 
definitiva con fecha 09-09-02 por extinción de la 




54. Otra modalidad contractual de posible 
utilización: la interinidad. Por otro lado/ en aquellos 
supuestos de suspensión de la relación laboral de un 
interno previstos reglamentariamente dispone el artículo 
- 9.3 RD que "el Director del centro penitenciario podrá
designar a otro interno trabajador para el desempeño del 
puesto de trabajo mientras dure la suspensión". Se 
introduce por este precepto una modalidad contractual 
distinta de posible empleo en esta relación laboral196, 
pues lo cierto es que el supuesto posee las 
características esenciales, aunque no todas, del contrato 
de interinidad por sustitución regulado en el artículo 15 
ET, si bien, al igual que sucede con la duración de la 
obra o servicio, al no existir remisión alguna a dicha 
norma, no resulta aplicable su régimen jurídico.
Y es que, al parecer, la duración de la relación 
laboral del sustituto estará condicionada únicamente por 
la duración que tenga el período de suspensión del 
sustituido, finalizando en el momento en que ésta 
termine, sea con la reincorporación del sustituido a su 
puesto de trabajo, o sea sin tal reincorporación pero sí 
habiendo finalizado la causa de suspensión, por ejemplo, 
por haber transcurrido más de dos meses desde el traslado 
a otro centro penitenciario del interno que venía 
desempeñando ese puesto de trabajo.
Son otras, además, las dudas que plantea este 
supuesto. Entre ellas, ante todo, la del procedimiento de
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designación del interno que va a cubrir la vacante 
mientras dure la causa de suspensión. La pregunta a 
hacerse es la de si estará sometido el Director del 
centro penitenciario, que actúa como delegado del OATPP 
en el seno del establecimiento, a la decisión de la Junta 
de Tratamiento de designación del concreto interno al que 
adjudicar el puesto de trabajo vacante conforme el orden 
de prelación previsto, o si es este caso susceptible de 
atribución directa por el Director. Parece que, aun 
cuando nada dice el precepto en un sentido u otro, no 
existe causa alguna para excluir a este supuesto del 
procedimiento previsto en el propio RD 782/2001 para la 
adjudicación de los puestos de trabajo, por lo que el 
Director habrá de estar a lo que establezca la Junta de 
Tratamiento en cuanto al interno a contratar como 
interino.
IV. DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PARTES.
55. Introducción. El carácter sinalagmático y 
bilateral del contrato de trabajo se manifiesta para esta 
relación laboral especial en el catálogo de derechos y 
deberes recogidos en el Capítulo II del RD 782/2001 bajo 
el título "Derechos y deberes laborales", concretamente 
en sus artículos 5 (sobre los Derechos laborales) y 6 
(sobre los Deberes laborales).
196 Se planteaba esta duda SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 430.
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Al igual que sucede en la relación laboral común, el 
reconocimiento en la norma reglamentaria de los derechos 
y deberes de los internos trabajadores se corresponde con 
la existencia de una serie de deberes y derechos del 
OATPP contemplados como el envés de los que posee el
interno trabajador. En definitiva, y parafraseando una
expresión utilizada por la doctrina, "el crédito del
trabajador coincide con el débito del empresario"131, y
viceversa.
IV.1. DERECHOS LABORALES.
56. Evolución normativa: intento de aproximación por 
el RP de 1996 al tratamiento que de ellos se efectúa en 
la normativa laboral común. La evolución normativa que se 
ha producido en el tratamiento de los derechos del 
interno trabajador tiene un antes y un después del 
desarrollo reglamentario de la relación laboral especial.
De este modo, aunque también en el artículo 202 RP 
de 1981 se recogía un listado de derechos, que podría 
calificarse de escaso y que hacía referencia ante todo a 
cuestiones de información y participación, en la 
regulación de la relación laboral especial que efectúa en 
un primer momento el RP de 1996 puede apreciarse el 
intento de aproximar el tratamiento de esos derechos, 
aunque sólo sea en su esquema formal -pues su contenido 
no es coincidente, como podrá verse-, al modo en que ello




lo hace para el trabajador ordinario el Estatuto de los 
Trabajadores en su artículo 4.
Esta circunstancia podía constatarse perfectamente 
en el tenor literal del artículo 135 RP de 1996, el cual 
distinguía entre "derechos laborales básicos de los 
reclusos trabajadores en talleres productivos" -artículo 
135.1- y "derechos de los internos trabajadores en la 
realización del trabajo productivo en los talleres 
penitenciarios" -artículo 135.2-, en notorio paralelo a 
la distinción existente dentro del artículo 4 ET entre 
"derechos básicos" y "derechos en la relación de 
trabajo".
Ahora bien, no pienso que la sistemática empleada en 
el artículo 135 RP de 1996 respondiera, ni a una 
intención real de equiparar los derechos de los internos 
trabajadores a los previstos en ese artículo 4 ET, con 
los que no coincidían mas que parcialmente en el segundo 
apartado, ni a una verdadera y real contraposición entre 
derechos "básicos" y derechos "en la realización del 
trabajo productivo". Como a la postre interpretó la 
doctrina198, los derechos básicos parecían ser aquellos 
que la propia norma consideraba fundamentales en la 
relación y que afectaban a aspectos generales de la misma 
en todo su desarrollo -remuneración del trabajo; 
valoración del mismo en orden al régimen, tratamiento y 
concesión de beneficios penitenciarios; y participación 
en la organización y planificación del trabajo-, mientras 
que los otros tenían un ámbito de actuación que se
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concretaba mejor en el desarrollo de la actividad, sin 
que por ello dejaran de considerarse a su vez 
fundamentales dentro de la relación de trabajo, lo que 
ciertamente los aproximaba a los básicos, entendiéndose 
en consecuencia innecesaria tal distinción.
En verdad, puede decirse de esa distinción lo 
sostenido por la doctrina científica respecto del 
artículo 4 ET, en definitiva, que "la diversa ubicación 
de estos derechos en dos apartados diferenciados no 
produce ulteriores efectos jurídicos pues, en cada caso, 
el ejercicio de tales derechos quedará ordenado según 
disponga su normativa específica"199.
57. Su tratamiento por el RD 782/2001: distinción
entre derechos laborales y derechos penitenciarios. Pues 
bien, al presente parece que el tratamiento normativo de 
los derechos de los internos trabajadores ha visto 
corregidas aquellas cuestiones que en su momento 
provocaron estos pronunciamientos críticos, apartándose 
en cierta medida el RD 782/2001 de los esquemas del 
Estatuto de los Trabajadores.
De este modo, la diferenciación que se efectúa en 
los dos apartados del artículo 5 RD 782/2001 tiene, al
198 Véase SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., pp. 244 y 245.
199 Véase CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y 




parecer, una razón que podría calificarse de objetiva200 : 
distingue el precepto entre, por un lado, los derechos 
laborales de su apartado primero, a los que adjetiva de 
básicos, desapareciendo consiguientemente la distinción 
entre éstos y los que se posean en la realización del 
trabajo productivo, y, por otro lado, los derechos 
penitenciarios del apartado segundo. Distinción que, de 
otra parte, efectúa también la norma reglamentaria al 
establecer las causas de suspensión y de extinción de la 
relación laboral especial201.
Por ello, se ha de pensar que la intención del 
Gobierno es la de otorgar un especial relieve a las dos 
facetas presentes en la vida de este trabajador especial 
-como trabajador y como interno- y que intervienen en su 
relación laboral. No puede el intérprete abstraerse del 
hecho de que quien desempeña el papel de trabajador es un 
interno en un establecimiento penitenciario, por lo que 
no sólo las cuestiones puramente laborales sino también 
las cuestiones referidas a lo penitenciario incidirán 
necesariamente en la vida de la relación laboral, 
comenzando por los derechos y deberes de ese interno 
trabajador202 . En definitiva, el interno trabajador en su
200 Esta idea, con la que coincido plenamente, 
puede verse en el Dictamen del Consejo Económico y Social 
sobre el Proyecto de Real Decreto de 10 de enero de 2001; 
también, en SOLER ARREBOLA, "El tardío desarrollo 
reglamentario laboral de la relación especial de los 
internos en prisiones", cit., p. 73.
201 Véanse los artículos 9 y 10 RD 782/2001.
202 Ahora bien, resalta al respecto SOLER 
ARREBOLA, " El tardío desarrollo reglamentario laboral de 
la relación especial de los internos en prisiones", cit.,
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relación de trabajo posee derechos no sólo por su 
condición de trabajador sino también por su condición de 
recluso.
1.1. DERECHOS LABORALES BÁSICOS.
58. Su relación con los derechos reconocidos en la 
Constitución Española y la virtualidad del artículo 5 RD.
De una lectura inicial y rápida del listado de derechos 
laborales del interno trabajador calificados como 
"básicos" por el Decreto resalta el hecho de que todos 
ellos entroncan de un modo directo o indirecto con el 
texto constitucional. En otras palabras, que todos ellos 
reproducen, transcriben o concretan derechos contenidos 
en la Constitución Española, aun cuando lo hagan de forma 
abreviada, trasladando de este modo casi todos los 
derechos contemplados en el artículo 4.2 TRET -"derechos 
en la relación de trabajo"- y de los que también se ha 
dicho que no son mas que mera transcripción de los 
derechos contenidos en el texto constitucional, y que por 
ello carecen de virtualidad203 .
p. 73, que "parece complicado la separación de estos dos 
órdenes, cuando realmente las condiciones en las que se 
desarrollan las actividades laborales se encuentran 
mediatizadas por una normativa que restringe derechos que 
ordinariamente tiene el trabajador común". A su juicio, 
los aspectos penitenciarios deberían ser mínimamente 
restrictivos con los derechos laborales.
203 Véase RAMIREZ MARTINEZ, J.M., "Derechos y 
deberes laborales", en AA.W., El Estatuto de los 
Trabajadores. Veinte años después, Tomo I, cit., p. 256.
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En el caso del trabajo de los internos, sin embargo, 
este hecho es testimonio de la especial significación de 
los derechos constitucionales en el ámbito, nor sólo de la 
prisión, sino concretamente de esta relación laboral 
especial, derechos que, lejana ya la época en que se 
ignoraba su existencia, han de desempeñar un papel 
relevante en la misma, y de los que, con su recepción por 
la norma, se reafirma y garantiza su efectividad. En ello 
reside la propia virtualidad del precepto, con el que se 
trata de igualar el status jurídico-laboral del interno 
trabajador al del trabajador libre.
1.1.1. DERECHO A NO SER DISCRIMINADOS.
59. Establecimiento de una prohibición de 
discriminación de los internos trabajadores. El primero 
de los derechos laborales básicos de los internos 
trabajadores plasmados en la norma reglamentaria es el 
derecho "a no ser discriminados, para el empleo o una vez 
empleados", en atención a los factores o circunstancias 
previstos en el mismo precepto y que son, en concreto, 
"razones de nacionalidad, sexo, estado civil, por la 
edad, dentro de los límites marcados por la legislación 
laboral penitenciaria, raza, condición social, ideas 
religiosas o políticas, así como por el idioma".
De este modo establece el artículo 5.1.a) RD una 
prohibición de discriminación que despliega una plena 
eficacia tanto en la fase anterior a la constitución del 
vínculo laboral como durante toda la vida de esa relación 
laboral, esto es, "en la dinámica de cumplimiento del
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propio contrato"20*. En definitiva, se trata de una 
prohibición de discriminación que va a afectar, por una 
parte, a la Junta de Tratamiento al adjudicar el puesto 
de trabajo y, por otra, al empleador, el OATPP, una vez 
entablado el vínculo laboral, y respecto de las 
. condiciones de trabajo.
60. Significado de la misma. En realidad, la 
prohibición de discriminación va a significar que estos 
sujetos implicados en la constitución y el desarrollo de 
la relación laboral habrán de tratar a los internos 
trabajadores por igual, no pudiendo introducir 
diferencias en el trato salvo cuando no resulten 
arbitrarias, esto es, cuando estén justificadas objetiva 
y razonablemente y resulten proporcionadas a la finalidad 
pretendida.
Así sucede, como se ha podido observar, en el 
momento de la selección del interno al que contratar para 
el puesto vacante, momento para el cual la norma 
reglamentaria ha dispuesto un orden de prelación que 
incorpora elementos de diferencia que repercuten en la 
valoración de las situaciones reales de los internos que 
aspiran a ese puesto de trabajo. La conducta prohibida, 
en ese caso, sería la de no seleccionar ni contratar al 
interno en atención a cualquiera de las circunstancias 
previstas en ese artículo 5.1.a), esto es, primando a
204 En ese sentido, aunque con relación al 
artículo 17.1 ET, RODRÍGUEZ-ZAPATA PÉREZ, J., "¿Igualdad, 
o no discriminación en las relaciones de trabajo?", en 
AA.W., El Estatuto de los Trabajadores. Veinte años 
después, Tomo I, cit., p. 525.
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unos sobre otros por causa de su nacionalidad, edad, 
etc., sin reparar en el orden de prelación establecido.
61. "Las categorías sospechosas de discriminación"•
Como se ha mencionado, en el artículo 5.1.a) RD se 
relacionan los factores que resultan, en principio, 
inadmisibles si dan lugar a un tratamiento desigual 
injustificado y, en consecuencia, discriminatorio. En esa 
relación de factores205 se incluyen algunas de las 
prohibiciones específicamente previstas en el artículo 14 
CE -raza, sexo, religión, opinión, condición social- y 
que tienen proyección en el ámbito laboral, aun cuando su 
recepción por el artículo 5.1.a) se haya hecho de forma 
ligeramente distinta. Junto a ellas, también se 
incorporan otras distintas, a las que el legislador ha 
dotado de su propia especificidad en el ámbito del 
Derecho del Trabajo, como el estado civil o la edad, 
dentro de los límites marcados por la legislación, así 
como el idioma.
62. ¿Se trata de una relación cerrada de factores de 
desigualdad? Son varias las cuestiones interpretativas 
que se suscitan en el análisis de los distintos factores. 
Así, en primer lugar, la relación de factores, aun siendo 
más amplia que la del artículo 14 CE, no creo que pueda
205 Denominados por RODRÍGUEZ-ZAPATA PÉREZ - 
"¿Igualdad, o no discriminación en las relaciones de 
trabajo?", cit., p. 524- "circunstancias de s o s p e c h a y 
por GARCÍA MORILLO, J., "La cláusula general de 
igualdad", en LÓPEZ GUERRA; ESPÍN; GARCÍA MORILLO; PÉREZ 
TREMPS y SATRÚSTEGUI, Derecho Constitucional. Volumen I. 
El ordenamiento constitucional. Derechos y deberes de los 




calificarse como exhaustiva o cerrada, si se interpreta
el factor de la "condición social" en el mismo sentido
que la cláusula residual del artículo 14 CE: "por
cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social"; o la del artículo 17.1 ET: "condición social".
En realidad, es posible que la intención del 
legislador al incorporar dicho factor sea la de evitar 
cualquier tipo de discriminación por cualquier 
circunstancia social del interno. Así se ha dicho del 
artículo 14 CE206 , y se ha hecho en el caso del artículo 
17.1 ET, interpretándose que la condición social es un 
"cajón de sastre al que se acude para calificar como 
discriminatoria cualquier diferencia de tratamiento
carente de objetividad y proporcionalidad respecto de un 
motivo que se considera arbitrario y motivo de 
segregación social"207.
En términos similares, la propia normativa 
penitenciaria, tanto legal como reglamentaria, contempla 
el principio de no discriminación de un modo abierto. A 
este respecto, tanto el artículo 3 LOGP al mencionar la 
"condición social o cualesquiera otras circunstancias de 
análoga naturaleza", como el artículo 4 RP de 1996 al 
incorporar como causa posible de discriminación
206 Véase GARCÍA MORILLO, "La cláusula general de 
igualdad", en LÓPEZ GUERRA; ESPÍN; GARCÍA MORILLO; PÉREZ 
TREMPS y SATRÚSTEGUI, Derecho Constitucional. Volumen I. 
El ordenamiento constitucional. Derechos y deberes de los 
ciudadanos, cit., p. 186.
207 Cfr. CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y 




"cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social", prevén la potencial concurrencia de otras 
circunstancias/ distintas a las expresamente señaladas, 
susceptibles de generar un trato discriminatorio.
Asimismo, debe tenerse presente la reciente 
regulación de las "Medidas para la aplicación del 
principio de igualdad de trato" efectuada por la Ley 
62/2003, de 31 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social, transponiéndose con 
ella las Directivas 2000/43/CE y 2000/78/CE en materia de 
principio de igualdad de trato208 . Dicha norma articula en 
su Título II, Capítulo III, toda una batería de medidas 
destinadas a "la aplicación real y efectiva del principio 
de igualdad de trato y no discriminación, en particular 
por razón de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual”, 
que afectarán "a todas las personas, tanto en el sector 
público como en el sector privado”209 . En consecuencia, 
dichas medidas resultarán aplicables a los sujetos 
implicados en esta relación laboral especial -Junta de 
Tratamiento y OATPP-, dada la eficacia no sólo vertical 
sino también horizontal del principio de igualdad de
208 La primera, de 29 de junio de 2000, relativa a 
la aplicación del principio de igualdad de trato de las 
personas independientemente de su origen racial o étnico. 
Y la segunda, de 27 de noviembre de 2000, relativa al 
establecimiento de un marco general para la igualdad de 
trato en el empleo y la ocupación, que pretende luchar 
contra las discriminaciones basadas en la religión o 
convicciones, la discapacidad, la edad y la orientación 
sexual.
209 En cursiva, artículo 27 Ley 62/2003.
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trato y no discriminación reconocida expresamente por 
esta norma.
Ahora bien, de igual forma puede interpretarse que, 
al margen de la existencia de otras posibles causas de 
discriminación no contempladas de modo expreso en el 
precepto, las que sí constan lo son porque deben ser 
objeto de una protección reforzada210. Esto, que no 
contradice lo mantenido en los párrafos anteriores, va a 
significar que en caso de que se produzca un trato 
desigual en atención a cualquiera de estos factores 
explícitamente considerados, la justificación objetiva y 
razonable del mismo ha de ser especialmente evidente, y 
su control particularmente minucioso.
63. Algunas circunstancias cuya ausencia llama la 
atención. En concreto, y comparando con las 
circunstancias recogidas en los artículos 4.2.c) y 17.1 
ET, se echan en falta, ante todo, las de la discapacidad 
del trabajador y "la adhesión o no a sindicatos y a sus 
acuerdos".
Pudiera la primera subsumirse dentro de la genérica 
condición social, desde el momento en que puede resultar 
una causa de segregación social, motivo por el cual el 
Gobierno no la hubiera incluido expresamente. En
210 En ese sentido se pronuncia, aunque respecto 
del artículo 14 CE, GARCÍA MORILLO, "La cláusula general 
de igualdad", en LÓPEZ GUERRA; ESPÍN; GARCÍA MORILLO; 
PÉREZ TREMPS y SATRÚSTEGUI, Derecho Constitucional. 
Volumen I. El ordenamiento constitucional. Derechos y 
deberes de los ciudadanos, cit., p. 186.
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cualquier caso, queda englobada dentro de las genéricas 
prohibiciones de discriminación antes mencionadas.
Sin embargo, respecto de la segunda los móviles de 
su ausencia bien pudieran ser otros. Así, debe repararse 
en que a lo largo de todo el RD 782/2001 no existe 
mención alguna de la afiliación sindical como derecho del 
interno trabajador -lo que no significa que no lo posea, 
como habrá de verse-. En cualquier caso, como ha señalado 
la doctrina211, reconocer el derecho a no ser discriminado 
por esa causa no implica reconocer el derecho a afiliarse 
durante la estancia en prisión, si es ello lo que trata 
de evitar el legislador. Y es que nada impide a un 
recluso estar afiliado a una organización sindical al 
ingresar en un centro penitenciario, pudiendo ello ser 
motivo de discriminación, sobre todo en el acceso al 
empleo.
No obstante, entendiendo que la del artículo 5.1.a) 
RD es una relación de factores abierta, esta 
circunstancia, y cualquier otra no mencionada de modo 
expreso pero susceptible de arbitrariedad, quedan 
sometidas al amparo del principio de no discriminación, 
consagrado en el artículo 14 CE, por lo que cualquier 
tratamiento del interno que resulte desigual, por razón 
en este caso de su afiliación o no a una organización 
sindical, y que no tenga una justificación objetiva y 
razonable, un fundamento racional, resultará 
discriminatorio.
211 Puede verse en ese sentido SOLER ARREBOLA, La 




64. La nacionalidad como "categoría sospechosa de
r
discriminación" • Por último, se incorpora en este 
precepto como circunstancia sospechosa de discriminación 
la nacionalidad del interno trabajador, marcando 
importantes diferencias cón las _ previsiones de los 
artículos 14 CE, 3 LOGP y 4.2.c) y 17.1 ET; no así con el 
artículo 4 RP de 1996, que también la recoge. Y así, 
dispone el artículo 5.1.a) RD que el interno no podrá ser 
discriminado para el empleo o una vez empleado por razón 
de su nacionalidad. El motivo de esta inclusión, tanto en 
el RP de 1996 como en el RD 782/2001, es el incremento 
progresivo y considerable del número de internos 
extranjeros en las cárceles españolas.
Si bien en el mundo libre la prohibición de 
discriminación del trabajador extranjero existe, una vez 
empleado, por lo que se refiere a sus condiciones de 
trabajo212, lo cual resulta equiparable a lo previsto en 
el artículo 5.1.a) RD pará el ámbito penitenciario, las 
diferencias, siquiera teóricas, se presentan en materia 
de discriminación para el empleo.
De este modo, lo que en el mundo libre es aceptado 
de modo unánime, esto es, la posibilidad de establecer 
diferencias para los extranjeros en cuanto al acceso al 
empleo, favoreciéndose a los nacionales frente a ellos, 
en el interior de las prisiones pudiera verse de otro 
modo. Así, se considera prohibida por discriminatoria 
toda diferencia que se establezca para el acceso al
212 Véase el artículo 3.1 LOEX.
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empleo por razón de la nacionalidad. Ello debe 
significar, en consecuencia, la falta de prioridad de los 
internos nacionales frente a los internos extranjero^ a 
la hora de la adjudicación de los puestos vacantes, no 
resultando aplicable a esta situación las previsiones de 
los artículos 38.1 LOEX y 70 RLOEX213, sino tan sólo, y 
necesariamente, el orden de prelación dispuesto en el 
artículo 3.2 RD 782/2001.
65. La alteración de la carga de la prueba. En todo 
caso, en el supuesto de que existan indicios de que se ha 
producido un trato vulnerador de la prohibición de 
discriminación, los internos trabajadores afectados 
disfrutarán del mecanismo de la alteración de la carga de 
la prueba214 previsto en los artículos 96 y 179.2 del
213 Véase el planteamiento de esta cuestión supra, 
en este Capítulo, Apartado II, 1.4.
214 Mecanismo creado por el Tribunal 
Constitucional a partir de la Sentencia 34/1984, de 9 de 
marzo, al matizar en la misma la doctrina de la inversión 
de la carga de la prueba introducida por el mismo órgano 
en Sentencia 38/1981, de 23 de noviembre, matización a la 
que se unió la doctrina científica al poner en evidencia 
los riesgos e inconvenientes que la misma podía entrañar. 
En ese sentido, RODRIGUEZ-PINERO Y BRAVO-FERRER, M. y 
FERNÁNDEZ LÓPEZ, M.F., "Discriminación, carga de la 
prueba y prueba de presunciones", en AA.W. , II Jornadas 
hispano-lusas-brasileñas de Derecho del Trabajo, IELSS, 
Madrid, 1985, pp. 921-928. Como ha señalado ALFONSO 
MELLADO, C.L., en ALBIOL MONTESINOS, I.; ALFONSO MELLADO, 
C.L.; BLASCO PELLICER, A. y GOERLICH PESET, J.M., Derecho 
Procesal Laboral, 5ft edición, Tirant Lo Blanch, Valencia, 
2002, p. 174, "no se trata de una inversión de la carpa 
de la prueba, pues el demandante debe probar unos 
indicios de trato diferente pero, probados éstos, será ya 
la otra parte la que tenga que acreditar que aquél no 




texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral (en 
adelante, TRLPL) aprobado por Real Decreto-Legislativo 
2/1995, de 7 de abril215, habiendo sido el primero de 
ellos modificado por la Ley 62/2003 con el objeto de 
incorporar el resto de circunstancias sospechosas de 
discriminación previstas en la misma. Y es que dispone el 
artículo 1.5 RD 782/2001 la aplicación de dicho TRLPL a 
las "cuestiones litigiosas derivadas de los conflictos 
individuales que se promuevan por los internos 
trabajadores encuadrados en la relación laboral especial 
peni tenciaria "21S.
1.1.2. DERECHO A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y A LA PREVENCIÓN 
DE RIESGOS LABORALES.
66. La plasmación normativa de la preocupación por 
la prevención de los riesgos laborales en el ámbito 
penitenciario. La preocupación por la prevención de los 
riesgos laborales y la aplicación de su normativa 
correspondiente en el ámbito de esta relación laboral
215 "(...) corresponderá al demandado la 
aportación de una justificación objetiva y razonable, 
suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de su 
proporcionalidad".
216 Señalar no obstante la crítica efectuada por 
el Consejo Económico y Social en su Dictamen al Proyecto 
de Real Decreto, de 10 de enero de 2001, p. 6, a "la 
referencia expresa a normas procesales vigentes que 
pueden ser derogadas, modificadas o sustituidas", que 
considera innecesaria y susceptible de provocar 
confusión. Para el CES, hubiera bastado "con señalar que 
las cuestiones litigiosas se someterán al Orden Social de 
la Jurisdicción con arreglo a su propia normativa". Esta 
crítica de técnica jurídica, como puede constatarse de la 




especial en condiciones similares a las del trabajo 
libre, reivindicación constante de la doctrina 
científica217, no es uria cuestión regulada de un modo 
especialmente novedoso por este RD 782/2001, salvo por lo 
que se refiere a las obligaciones de las personas del 
exterior que colaboran en la organización del trabajo en 
los talleres productivos.
Ya en la LOGP se incluyeron dos preceptos que hacían 
referencia a esta cuestión, uno genérico218 -artículo 3.4: 
"La Administración Penitenciaria velará por la vida, 
integridad y salud de los internos*- y otro específico - 
artículo 27.2: "Todo trabajo directamente productivo que
realicen los internos será remunerado y se desarrollará 
en las condiciones de seguridad e higiene establecidas en 
la legislación vigente*-.
Por su parte, los sucesivos reglamentos de 
desarrollo de esta Ley también han mostrado esta 
preocupación, señalando además la naturaleza laboral de 
la legislación a la que desde el artículo 27.2 LOGP se 
hacía referencia. Así, el RP de 1981 en su artículo 204
217 Véanse, entre otros, BELAUSTEGUI MAS, 
Fundamentos del Trabajo Penitenciario, cit., p. 316 y 
324; GARCÍA VALDÉS, "El trabajo y los accidentes 
laborales en las cárceles. Aportación personal", cit., 
pp. 138 y ss.; AA.W., El trabajo penitenciario en 
España, cit., p. 121; DE LA MORENA VICENTE, "Situación y 
desarrollo de la normativa laboral penitenciaria", en 
AA.W., La normativa laboral penitenciaria, cit., p. 164; 
DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo penitenciario 
resocializador. Teoría y regulación positiva, cit., p. 
362.
218 Con base en el derecho reconocido a todo 
ciudadano en el artículo 15 CE.
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remitía en este tema a la normativa de la relación 
laboral -que no existió-, así como a la Ordenanza General 
de Seguridad e Higiene en el Trabajo de 1971, además de 
establecer toda una lista de obligaciones a cumplir a fin 
de garantizar la inexistencia de riesgos laborales. 
Posterior a él,, la dicción del artículo 135.2.c) RP de 
1996 era, salvo diferencias en puridad terminológicas, 
prácticamente idéntica a la del artículo 5.1.b) RD, el 
cual reconoce el derecho del interno trabajador “a su 
integridad física y a una adecuada política de prevención 
de riesgos laborales, de acuerdo con lo dispuesto en la 
legislación vigente sobre dicha materia".
67. La remisión a la normativa común de prevención 
de riesgos laborales por el RD 782/2001. La primera 
cualidad que destaca del artículo 5.1.b) RD, reproducción 
a este respecto del dictado del artículo 27.2 LOGP, es la 
expresa remisión que se efectúa a esa normativa de 
prevención de riesgos laborales, la cual, en principio, 
debería resultar aplicable en su integridad a esta 
relación laboral especial penitenciaria.
A pesar del "carácter prolijo, disperso y complejo 
que presenta el nuevo marco normativo regulador de la 
prevención de riesgos"219, a grandes rasgos la legislación 
vigente viene conformada por la Ley 31/1995, de 8 de
219 Cfr. TUDELA CAMBRONERO, G. Y VALDEOL IVAS 
GARCÍA, Y., "La Seguridad y Salud en el trabajo: síntesis 
de un problema y propuestas de solución" en Relaciones 
Laborales, na 1/2002, p. 32. Por su parte, SALA FRANCO, 
T., Derecho de la prevención de riesgos laborales, Tirant 
Lo Blanch, Valencia, 2003, p. 17, habla de "la enorme
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noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en 
adelante, LPRL), modificada hace pocas fechas por la Ley 
54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del marco 
normativo de la prevención de riesgos laborales. A dicha 
norma legal ha de sumarse una abundante normativa 
reglamentaria de desarrollo, entre la que destacaría, 
además de las disposiciones generales aplicables a 
cualquier rama de actividad, la normativa sectorial de 
riesgos específicos, que resultará aplicable a los 
internos en función del sector de actividad en que esté 
encuadrada la concreta actividad desarrollada en el 
taller productivo.
68. La Ley de Prevención de Riesgos Laborales y las 
dificultades que encuentra para su plena aplicación en el 
ámbito de la RLEP. La LPRL tiene como objeto proteger a 
todas aquellas personas que efectúan un trabajo 
productivo de forma subordinada y que sufren una serie de 
riesgos derivados del mismo, teniendo en cuenta para ello 
la precisa situación de riesgo de cada sujeto, y 
estableciendo una serie de obligaciones de prevención y 
de protección del empresario220 .
complejidad del marco normativo regulador de la 
prevención de riesgos laborales
220 Puede verse claramente la diferencia entre 
unas y otras, por todos, en GONZÁLEZ DÍAZ, F.A., La 
obligación empresarial de prevención de riesgos 
laborales, CES, Madrid, 2002, pp. 153 y ss. Define este 
autor la obligación empresarial de seguridad y salud en 
el trabajo como "la realización de una serie de medidas 
de prevención y actividades de protección dirigidas a la 
salvaguarda de la seguridad y salud de los trabajadores, 
entendiendo los términos seguridad y salud como medios 
para mantener la integridad y la higiene del trabajador. 
Lo anterior implica, por un lado, proporcionar al
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Por lo que aquí interesa, el artículo 3.1 LPRL 
establece su aplicación en el ámbito de las relaciones 
laborales reguladas en el ET, entendiendo por tales no 
sólo a las comunes sino también a las especiales. Como ha 
señalado la doctrina221, lo importante a efectos 
preventivos no es la calificación de estas relaciones 
como especiales, sino como laborales.
Ahora bien, la LPRL no establece un régimen jurídico 
específico en materia de prevención de riesgos laborales 
para cada relación laboral especial, que le llevaría a 
diferenciar en función de las peculiaridades de cada una 
de las integradas en su ámbito de aplicación, superando 
con ello las posibles discordancias que pudieran 
producirse entre la regulación de la LPRL y la específica 
de cada una. Además, no creo que sea esa su tarea, sino 
en todo caso de las normas reguladoras de esas relaciones 
laborales especiales222 , que en principio deberían 
reglamentar aquellas materias cuya especificidad les
trabajador una seguridad en todos y cada uno de los 
niveles particulares y generales en que se encuentre 
envuelto en el desarrollo de su actividad laboral y, por 
otro, garantizar la salud del trabajador, entendida ésta 
en un amplio concepto que incluya el bienestar físico y 
psíquico".
221 MORENO MÁRQUEZ, A., Los sujetos protegidos por 
la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, Aranzadi, 
Pamplona, 2002, p. 99.
222 DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo 
penitenciario resocializador. Teoría y regulación 
positiva, cit., p. 418, esperaba en 1981 en cierta medida 
lo mismo del Decreto regulador de la RLEP aunque, en 
lugar de referirse al contenido de la LPRL, inexistente 
entonces, lo hacía al del artículo 19 ET.
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aparta de la normativa común, en este caso de prevención 
de riesgos laborales.
Esta circunstancia resulta especialmente evidente y 
significativa en el caso de la RLEP. En efecto, en el 
momento en que tratan de aplicarse las disposiciones de 
la LPRL, aparecen una serie de obstáculos que impiden 
hacerlo de un modo pleno, sobre todo por lo que se 
refiere a la participación de los trabajadores. Ello, que 
ya sucedía con el RP de 1996223, no ha sido resuelto de 
modo satisfactorio en el RD 782/2001.
69. Los problemas en el ejercicio de los derechos de 
información, consulta y participación de los internos 
trabajadores. En consecuencia, resulta que, aun cuando el 
OATPP asuma una serie de responsabilidades para 
garantizar la prevención de riesgos laborales en los 
talleres productivos224 , ello puede no resultar suficiente 
para poner en marcha un sistema de prevención, ya que 
junto a los principios de la acción preventiva enumerados 
en el artículo 15 LPRL225, se requiere, entre otras cosas,
223 Véase al respecto SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., pp. 305-319.
224 GONZÁLEZ DÍAZ, La obligación empresarial de 
prevención de riesgos laborales, cit., p. 169, señala 
entre ellas, de un modo genérico, "establecer los 
objetivos de prevención y los procedimientos para su 
logro, la dotación de los medios técnicos y humanos, el 
re-examen del sistema de prevención establecido para 
asegurar la eficacia continuada en el tiempo, la 
adaptación a los cambios internos y externos, etc."
225 En general, sobre este artículo y las 
obligaciones específicas que comporta, por todos, SALA
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la información, consulta y participación de los 
trabajadores y sus representantes226 .
El problema surge en ese momento, provocado por la 
inexistencia en el ámbito de la RLEP de lo que por la 
normativa laboral común se conoce como representación 
unitaria de los trabajadores, y la articulación que la 
LPRL efectúa entre esa representación general de los 
trabajadores en la empresa y la representación específica 
en materia de prevención de riesgos laborales.
Antes de abordar directamente esos problemas, 
conviene señalar que, para ocuparse de la actividad 
preventiva en los talleres productivos, será necesaria la 
constitución de un Servicio de Prevención propio por el 
OATPP, debido al elevado número de trabajadores de la 
empresa227 y conforme al artículo 14 y ss. del RD 39/1997, 
de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de 
los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales.
70. Los derechos de información y consulta. Respecto 
del derecho de información de los trabajadores regulado
FRANCO, Derecho de la prevención de riesgos laborales, 
cit., pp. 74-106.
226 Véanse los artículos 14.1 y 18 LPRL acerca de 
la información, consulta y participación de los 
trabajadores, así como el Capítulo V de la misma.
227 Para el año 2002, en la publicación 
informativa "Organismo Autónomo de trabajo y Prestaciones 
Penitenciarias" editado por el Ministerio del Interior, 
p. 20, se aporta como cifra de ocupación prevista, entre 
los talleres productivos tradicionales y la gestión de 




en el artículo 18 LPRL, claro está que la inexistencia de 
representantes no tiene repercusión, pues el empresario 
puede en su ausencia, y en determinadas materias incluso 
debe, informarles directamente228 .
Pero no sucede lo mismo con las competencias de los 
trabajadores de consulta y participación. Éstas deberán 
realizarse de conformidad con lo establecido en el
Capítulo V LPRL, es decir, a través de los órganos de 
representación de los trabajadores en materia de
prevención de riesgos laborales.
En principio, la consulta debe efectuarse a los
representantes de los trabajadores229 , entendiendo por
tales a los comités de empresa y delegados de personal, a 
los delegados sindicales y a los Delegados de
Prevención230 . No obstante, en el caso de que no existan 
representantes, el empresario no está exento de la
obligación de consulta, debiendo efectuarla a los
trabajadores en su conjunto, como se desprende de lo
dispuesto en el artículo 33.1 y 2 LPRL.
228 GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J.,
Comentarios a la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos 
Laborales, Trotta, Madrid, 1996, pp. 130-131.
229 GONZÁLEZ ORTEGA y APARICIO TOVAR, ult. ob.
cit., p. 208, donde señalan que "la consulta es un
derecho del trabajador que se ve satisfecho mediante la 
preceptiva audiencia por parte del empresario a sus
representantes".
230 Véanse los artículos 33.2 y 36.1.c) LPRL.
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En ese sentido, cualquiera de las distintas fórmulas 
propuestas por la doctrina231 para llevar a cabo la 
consulta -referéndum, asamblea, comunicación escrita, 
sesiones de trabajo por grupos o departamentos, etc-, 
debería resultar practicable en el seno de los 
establecimientos penitenciarios, si bien sometiéndose a 
los condicionantes que para el ejercicio o desarrollo de 
las mismas imponen el régimen penitenciario y la 
necesidad de mantener la seguridad interior en los 
establecimientos penitenciarios. En función del régimen 
aplicable a los internos trabajadores resultará más 
factible o menos la puesta en práctica de dichas fórmulas 
de consulta, sobre todo por lo que hace a la de asamblea 
o reunión.
71. El ejercicio del derecho de reunión o asamblea 
por parte de los internos trabajadores. Respecto de ésta 
última, la posibilidad de celebrar reuniones en el ámbito 
‘de la RLEP, sea a los efectos de la prevención de riesgos 
laborales o sea para cualquier otra materia, no es 
cuestión que haya contado con el apoyo unánime de la 
doctrina científica. Así, un sector de la misma232 ,
231 GONZÁLEZ ORTEGA y APARICIO TOVAR, .Comentarios 
a la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, 
cit., p. 209, hablan de realizarla "con el conjunto de 
trabajadores mediante las fórmulas que estime más 
adecuadas". En el mismo sentido, SALA FRANCO, Derecho de 
la prevención de riesgos laborales, cit., p. 130.
232 Entre ellos, BUENO ARÚS, F., "Derechos de los 
internos", en AA.W., Comentarios a la legislación penal, 
cit., p. 72; LÓPEZ BENITEZ, Naturaleza y presupuestos 
constitucionales de las relaciones especiales de 
sujeción, cit., p. 438, donde manifiesta que "la 
aglomeración de personas que caracteriza el ejercicio del 
derecho de reunión significa de hecho una permanente y
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considerando tan sólo una potencial vertiente negativa 
del ejercicio del derecho de reunión, como amenaza hacia 
la seguridad de los establecimientos y juzgándola 
incompatible con la misma, se ha mostrado contrario a su 
reconocimiento, lo que impediría realizar por esta vía 
las consultas a los trabajadores previstas por el 
artículo 33 LPRL. Sin embargo, otro importante sector 
doctrinal233 ha estimado necesario el reconocimiento y la 
regulación reglamentaria del derecho de reunión de los 
internos en establecimientos penitenciarios, como fórmula 
adecuada para impulsar el derecho de participación.
Este reconocimiento, que resultaba manifiesto en el 
RP de 1981234, se encontraba extrañamente ausente del RP 
de 1996, y también del RD 782/2001. Ahora bien, en la 
actualidad quizá sería posible deducir del contenido del 
artículo 13 RD sobre Participación la existencia del 
derecho de reunión, aun sin estar dotado en el mismo de 
una regulación específica. Este tema se abordará en
constante amenaza para la seguridad del establecimiento, 
y un peligro potencial de que se frustre el sentido 
secundario de la pena (retención y custodia)".
233 Véase DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo 
penitenciario resocializador. Teoría y regulación 
positiva, cit., pp. 372 y 374. Por su parte, partidario 
de un régimen asambleario se manifiesta también MAPELLI 
CAFFARENA, Principios fundamentales del sistema 
penitenciario español, cit., p. 244. En sentido similar, 
SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., pp. 474-475.
234 Su artículo 203.5 regulaba el derecho de 
reunión en términos similares a los del ET: "las 
reuniones de grupo que se realicen para tratar cuestiones 
laborales tendrán lugar fuera de la jornada laboral y en 
la forma más conveniente para que no se quebranten el 
horario y el régimen general del Establecimiento” .
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breve, infra, a raíz del análisis de otro de los derechos 
laborales básicos de los internos, el de participación.
72. El derecho de participación en la prevención de 
riesgos laborales y la ausencia de representantes de los 
internos trabajadores en la empresa. Mayores problemas se 
presentan en materia de participación en las cuestiones 
relacionadas con la prevención de riesgos en la empresa, 
pues el artículo 34 LPRL tan sólo articula el ejercicio 
de este derecho a través de los representantes, generales 
y especializados, de los trabajadores.
Dado que el RD 782/2001 no prevé la existencia de 
comités de empresa o delegados de personal elegidos por 
los internos trabajadores en el seno de los talleres 
productivos de los establecimientos penitenciarios, ni en 
su defecto incorpora remisión alguna al ET en este 
sentido, se ha de concluir que no existe este modelo de 
representación en el ámbito laboral penitenciario. Esta 
particularidad de la RLEP puede venir motivada por el 
hecho de que estos representantes utilizan medios de 
acción tradicionalmente conflictivos que pueden haber 
causado el recelo del legislador235, lo que se ha 
traducido en una privación en general de los derechos 
colectivos atribuidos a los trabajadores ordinarios.
Ello, unido a la conexión que la LPRL efectúa de 
esta representación unitaria con la especializada en
235 MORENO MÁRQUEZ, Los sujetos protegidos por la 
Ley de Prevención de Riesgos Laborales, cit., p. 105, 
considera que ello es debido al carácter reivindicativo
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materia de prevención de riesgos laborales (Delegados de 
Prevención) 236 , va a motivar la imposibilidad de elegir a 
ésta ultima, a través de la cual debería también 
canalizarse el derecho de participación de los internos 
trabajadores en la prevención de riegos laborales237 . Y, 
en consecuencia, lo mismo puede mantenerse respecto del 
Comité de Seguridad y Salud.
Como consecuencia de lo expuesto, la viabilidad del 
derecho de participación tal y como viene regulado en ese 
artículo 34 LPRL dependería entonces de su canalización a 
través de los delegados sindicales238, si los hubiere en 
el ámbito penitenciario. Pero, aparte de que la 
existencia de delegados sindicales requiere del 
reconocimiento del derecho de libertad sindical de los
de los mismos, a las facultades que poseen y a que vienen 
a oponerse al propio régimen penitenciario.
236 El Tribunal Supremo ha establecido, en 
Sentencia de 19 de octubre de 1998 (RJ/9295) , que los 
Delegados de Prevención deben ser elegidos por y entre 
los representantes legales (unitarios) de los 
trabajadores.
237 Debo añadir que, como consecuencia de la 
carencia absoluta en este ámbito de representación 
unitaria, las previsiones de la Disposición Adicional 
Cuarta LPRL, y la posibilidad por tanto de elegir a un 
trabajador que ejerza provisionalmente las competencias 
del Delegado de Prevención, no resultan trasladables a 
este supuesto. Por este motivo, me sumo a las críticas 
efectuadas a esta DA 4S por GONZALEZ ORTEGA y APARICIO 
TOVAR, Comentarios a la Ley 31/1995, de Prevención de 
Riesgos Laborales, cit., p. 318.
238 Respecto a que se refiere a los delegados 
sindicales, y no a los sindicatos en cuanto tales, véase 




internos trabajadores239, la posible elección de los 
mismos está condicionada en su normativa específica por 
la previa celebración de elecciones a representantes 
unitarios en la empresa, lo que, como se acaba de 
apuntar, no se produce en los establecimientos 
penitenciarios. En otras palabras, los requisitos que la 
Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad 
Sindical (en adelante, LOLS) exige para la elección de 
delegados por las secciones sindicales resultan 
irrealizables en este ámbito, pues se requiere que el 
sindicato al que pertenezca la sección que desee elegir 
delegados tenga presencia en los órganos de 
representación unitaria.
73. La necesidad de adaptación de la normativa común 
de prevención de riesgos laborales a las especificidades 
del ámbito penitenciario. Consciente el Gobierno de todos 
estos problemas, que ya se detectaron con el RP de 1996, 
y de las necesidades de adaptación de las previsiones de 
la norma común a un ámbito, el penitenciario, en el que 
no existen representantes de los trabajadores y en el que 
las exigencias de seguridad interior condicionan el 
establecimiento y uso, por ejemplo, de los medios de 
protección y medidas de emergencia240, ha dispuesto en el
239 Debo señalar que, salvo una corriente 
doctrinal minoritaria, integrada básicamente por BUENO 
ARÚS, el resto de la doctrina que se ha ocupado del tema 
se muestra unánimemente favorable a dicho reconocimiento. 
Véase, por todos, SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., pp. 460-470.
240 MORENO MÁRQUEZ, Los sujetos protegidos por la 
Ley de Prevención de Riesgos Laborales, cit., p. 106, 
habla de la necesidad de coordinar las medidas de 
seguridad interior con las previstas en la normativa
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artículo 11.4 RD que "la actividad desarrollada en los 
talleres penitenciarios estará sometida a la normativa 
correspondiente en materia de prevención de riesgos 
laborales, sin perjuicio de las adaptaciones que fueren 
necesarias en función de las especifidades (sic) del 
medio penitenciario".
Ahora bien, lo que no resulta fácilmente 
comprensible es el motivo por el cual el Gobierno, 
habiendo tenido la oportunidad de efectuar tal adaptación 
en esta nueva norma reglamentaria reguladora de la RLEP 
resolviendo con ello algunos de los problemas planteados, 
haya obviado hacerlo directamente.
Ello, salvo que deba entenderse como supuesto de 
adaptación, para el caso del derecho de participación de 
los internos trabajadores en materia de prevención de 
riesgos laborales, que éste ha de articularse a través de 
las Comisiones sectoriales para las actividades laborales
sobre seguridad y salud laboral, por ejemplo, respecto de 
la utilización de herramientas o de determinados 
productos, o de las salidas de emergencia. Véase, vgr., 
la Instrucción 21/96, de 16 de diciembre, sobre régimen y 
seguridad, por lo que se refiere al empleo de aerosoles 
como medio coercitivo.
Como dato ejemplar, GARCÍA VALDÉS, "El trabajo y 
los accidentes laborales en las cárceles. Aportación 
personal", cit., p. 139, manifestaba respecto de los 
locales de trabajo que "están construidos con la 
finalidad fundamental de evitar las fugas. Los talleres 
penitenciarios no poseen los requisitos mínimos de 
seguridad e higiene y esto es aplicable a todos sus 
componentes, es decir, a los techos, paredes, puertas, 
ventanas (con rejas en muchos casos), etc. (...) las 
salidas de emergencia son inapropiadas (...)"
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previstas en el artículo 59 RP de 1996241, y a través de 
los equipos específicos encargados del control y 
mantenimiento de los sistemas de seguridad y prevención 
de riesgos laborales contemplados en el artículo 13.c) RD 
782/2001, órganos ambos de los que necesariamente forman 
parte los internos trabajadores de esta RLEP.
Aunque así fuera, no consta en su normativa 
respectiva que dichos órganos posean las mismas 
competencias que se atribuye por la LPRL, e incluso por 
el ET, tanto a los representantes generales de los 
trabajadores como a los especializados en la materia, 
siendo mucho más amplias y complejas las de éstos 
últimos, por lo que inevitablemente han de presentarse 
lagunas difíciles de resolver con la actual normativa.
74. El sujeto activo de la obligación de prevención 
de riesgos laborales y las dudas interpretativas que 
genera el novedoso artículo 11.5 RD. Para finalizar, el 
derecho que poseen los internos trabajadores "a una 
protección eficaz en materia de seguridad y salud en el 
trabajo0 se corresponde con un "correlativo deber del 
empresario de protección de los trabajadores frente a los 
riesgos laborales”2*2. Pues bien, el sujeto activo de esa
241 Si bien en la regulación de esas comisiones 
por el RP se echa en falta la determinación de sus 
concretas funciones, de su verdadera capacidad de 
decisión e influencia en la organización de las 
actividades para las que se constituyen, así como los 
mecanismos a través de los cuales los internos les 
transmiten sus opiniones. En realidad, el RP de 1996 tan 
sólo regula su proceso de constitución.
242 En cursiva, artículo 14.1 LPRL.
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obligación de prevención de riesgos laborales, 
responsable a su vez de los deberes instrumentales que 
coadyuvan al cumplimiento de la obligación principal243 , 
es, en principio, el empresario en esta relación laboral 
especial, esto es, el OATPP u órgano autonómico
equivalente, sujeto en el que recae la titularidad del 
poder de dirección y el control de la organización 
productiva.
Ahora bien, en este punto el artículo 11.5 RD 
782/2001 introduce una regulación absolutamente novedosa 
con respecto a la regulación anterior de la RLEP,
disponiendo que "sin perjuicio de lo previsto en el
apartado segundo de este artículo, en el caso de que el
trabajo se organice en colaboración con personas físicas 
o jurídicas del exterior, éstas vendrán obligadas a 
asegurar que se cumplan las obligaciones, de evaluación 
de riesgos y planificación de su prevención en el 
trabajo, de formación preventiva y de cumplimiento de las 
medidas preventivas que correspondan en función de la 
actividad desarrollada*, de acuerdo con lo establecido en 
la LPRL.
243 GONZALEZ ORTEGA y APARICIO TOVAR, Comentarios 
a la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, 
cit., p. 109, señalan como tales la evaluación de los 
riesgos; la información de las condiciones de seguridad 
del trabajo y de las medidas adoptadas para garantizarla; 
la formación de los trabajadores; las medidas a adoptar 
en los casos de emergencia y de riesgo grave e inminente; 
la vigilancia y el control del estado de la salud; la 
organización de los servicios de prevención; y las vías 
de consulta y participación de los trabajadores.
A ellas habría que añadir la elaboración del plan 
de prevención de riesgos laborales incorporado como 
novedad por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.
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De una primera y rápida lectura pudiera parecer que 
en él se permite al OATPP derivar sus obligaciones en 
materia de prevención de riesgos laborales a las personas 
físicas y jurídicas del exterior que colaboran en la 
organización del trabajo en los talleres productivos, lo 
que puede significar una simultánea derivación de 
responsabilidades. En esa línea se han dirigido algunas 
manifestaciones244 .
Sin embargo, no puedo compartir esta interpretación 
del precepto. Ante todo, porque lo primero que en él se 
menciona es "sin perjuicio de lo previsto en el apartado 
segundo de este artículo", apartado en el que se 
establece de forma taxativa y para todos los casos la 
condición de empleador del OATPP, atribuyendo a la 
persona física o jurídica del exterior tan sólo un papel 
de colaborador en la organización del trabajo, lo que 
venía a significar que la dirección, gestión y control 
del trabajo quedaba en manos del OATPP.
Por este motivo, no creo que la intención que 
subyazca en el artículo 11.5 sea la de descargar a quien 
es el verdadero empresario en esta relación laboral de 
sus obligaciones como tal, cuando lo que en realidad está
244 Así se pronuncia la Comisión de Asesoramiento 
Jurídico Penitenciario del Ilustre Colegio de Abogados de 
Orense en su Ponencia sobre "Seguridad Social y Salud en 
el ámbito penitenciario", presentada a los III Encuentros 
de Servicios de Orientación Jurídica Penitenciaria y 
Turnos de Atención Penitenciaria de los Colegios de 




haciendo, prima facie, es recordarnos quién es el 
empresario real.
El punto de partida generador de este precepto 
pueden haber sido las previsiones del artículo 24 LPRL, 
con las muy necesarias adaptaciones ya que, como se 
mencionó supra, ni la relación existente entre el OATPP y 
la persona del exterior se encuadra dentro de un supuesto 
de contrata o subcontrata de los regulados en el ET o a 
los que está haciendo referencia el artículo 24.3 LPRL - 
pues en él se hace referencia a contratas de la propia 
actividad a desarrollar en los centros de trabajo de la 
empresa principal, circunstancia que no se produce en 
este caso pues, aun cuando fuera éste un supuesto de 
contrata en un entendimiento amplio del término más allá 
de las fronteras del artículo 42 ET, lo cierto es que el 
trabajo se desarrollaría en los locales de la que aquí 
sería la empresa contratista, esto es, en los talleres 
productivos del establecimiento penitenciario-, ni en 
este caso se produce la coincidencia de trabajadores de 
dos o más empresas en un mismo lugar de trabajo, puesto 
que todos ellos son internos trabajadores de un mismo 
empresario, el OATPP, a salvo de la posible presencia en 
el taller de un monitor de la empresa del exterior.
Sin embargo, resulta que, en ocasiones, los internos 
trabajadores pueden realizar su prestación con 
maquinaria, equipos, materias primas, productos o útiles 
suministrados por esa persona física o jurídica del 
exterior que tiene concertado un convenio de colaboración 
con el OATPP, supuesto que podría incardinarse, aunque 
fuese por analogía, en el contemplado en el artículo 24.4
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LPRL, que remite a su vez al artículo 41.1 último párrafo 
del mismo texto legal.
El artículo 24.4 LPRL hace referencia a aquellos 
supuestos de operaciones contratadas en las que los 
trabajadores _ de la contratista o subcontratista no 
prestan sus servicios en los centros de trabajo de la 
principal, siempre que utilicen la maquinaria, equipos, 
etc., proporcionados por ésta última. En esos casos, se 
establece la obligación de la principal de proporcionar a 
los empresarios contratistas la información necesaria 
para la utilización y manipulación de la maquinaria, 
equipos, productos, materias primas y útiles de trabajo 
sin riesgos para la seguridad y salud de sus 
trabajadores, así como para que esos empresarios puedan 
cumplir con sus obligaciones de información respecto de 
sus trabajadores245 . Del mismo modo, incorpora una 
obligación de recabar dicha información para esos 
empresarios que utilizan los materiales.
Aun cuando ya se ha dicho reiteradamente que entre 
el OATPP y la persona del exterior no existe la figura de 
la contrata o subcontrata en los términos del Estatuto de 
los Trabajadores, entiendo que ello no impide una 
aplicación del artículo 24.4 LPRL en el ámbito de la
245 GOERLICH PESET, J.M., "Coordinación de 
actividades empresariales y prevención de riesgos 
laborales", en Actualidad Laboral, n2 8/1997, p. 154, 
señalaba que en el caso de las contratas desarrolladas 
fuera del centro de trabajo del comitente, "el empresario 
principal no está sólo obligado a suministrar información 
sino que, en la medida de lo posible, habrá de garantizar 




RLEP, interpretación que llevaría a considerar que la 
persona física o jurídica del exterior se encuentra 
obligada a suministrar dicha información al OATPP, y éste 
a pedirla, en aquellos casos en que, además de aportar 
sus conocimientos técnicos y organizativos, proporciona 
los recursos, materiales o instrumentos necesarios para 
la realización del trabajo. Con lo que, en realidad, esa 
persona contribuye a asegurar el efectivo cumplimiento 
por el OATPP de las obligaciones en materia de prevención 
de riesgos.
Por este motivo, más parece un intento de hacer 
hincapié y profundizar en la necesaria coordinación y 
colaboración entre el OATPP y la persona física o 
jurídica del exterior en cuanto a las obligaciones en 
materia de prevención de riesgos laborales, y no tanto un 
intento de trasladar obligaciones y responsabilidades.
En cualquier caso, lo determinante es que a esa 
persona del exterior le corresponde asegurar que se 
cumplan las obligaciones preventivas que correspondan en 
función de la actividad desarrollada, lo que, a mi 
entender, va a requerir del estudio coordinado, caso por 
caso, del tipo de actividad a desarrollar y de los 
riesgos que ella pueda generar, hecho que requiere a su 
vez, en pura lógica, de información recíproca acerca de 
esa concreta actividad por ambas partes, así como desde 
el encargado de la gestión y control de los talleres 
productivos del Establecimiento penitenciario -el OATPP- 
hacia la persona física o jurídica del exterior en torno 




En conclusión, entiendo que la persona física o 
jurídica del exterior tiene la obligación de asegurar que 
se cumplan esas obligaciones en materia de prevención de 
riesgos, pero que sigue siendo el empresario de la RLEP, 
el OATPP, el sujeto que ha de cumplir con las citadas 
obligaciones.
Con todo, el precepto se queda a medias, pues ni 
establece cómo ejecutar esa obligación de aseguramiento, 
que, al margen de la provisión de información sobre 
materiales e instrumentos de trabajo en el supuesto de 
que los suministre, bien pudiera ser de vigilancia y 
control246 ; ni cuándo debe entenderse cumplida; ni 
establece cuáles son las consecuencias de su 
incumplimiento, tanto para el caso de que el OATPP no 
haya cumplido a su vez con la obligación general de 
prevención de los riesgos laborales como para el caso en 
que sí lo haya hecho. ¿Podría quedar incluida dentro de 
la infracción grave del artículo 12.13 TRLISOS, referida 
a la no adopción de "las medidas de cooperación y 
coordinación necesarias para la protección y prevención 
de riesgos laborales"? ¿Son ambos responsables solidarios 
del incumplimiento de la obligación de información si con 
ello se "ha contribuido a causar el daño a la salud de
246 GONZALEZ ORTEGA y APARICIO TOVAR, Comentarios 
a la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, 
cit., p. 162, hablan de una especie de zona intermedia 
entre la coordinación y la vigilancia de las condiciones 
de seguridad existentes en la empresa contratista para 
aquellos supuestos de contratas en las que la empresa 
principal no es la titular del centro de trabajo donde se 
desarrolla la prestación de servicios por los 
trabajadores de la empresa contratista.
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los trabajadores usuarios"2*1? ¿0 directamente se ha de 
apuntar que no hay en el TRLISOS infracción específica 
r para el incumplimiento de esta obligación?
Como puede observarse, muchas son las dudas que a 
día de hoy quedan sin respuesta. Quizás el paso del 
tiempo, y la puesta en práctica de las fórmulas 
pertinentes, ayude a resolverlas.
1.1.3. DERECHO A UN TRABAJO PRODUCTIVO Y 
REMUNERADO, A LA PERCEPCIÓN PUNTUAL DE LA REMUNERACIÓN, 
AL DESCANSO SEMANAL Y A LAS VACACIONES ANUALES.
75. La inclusión de derechos diferentes en un mismo 
apartado. ¿Existe una justificación sistemática para 
ello? El tercero de los derechos contemplados en el 
artículo 5.1 RD resulta ser una amalgama de los que, en 
el RP de 1996, venían regulados de modo separado, uno de 
ellos, el primero, como derecho laboral básico de los 
internos trabajadores aunque con distinta redacción a la 
actual -"derecho a que el trabajo productivo que pudiera 
ofertar la Administración sea r e m u n e r a d o y los 
restantes -la percepción puntual de la remuneración, el 
descanso semanal y las vacaciones anuales-, como derechos 
que poseían en la realización del trabajo productivo en 
talleres, con redacción muy similar.
247 En sentido afirmativo aunque con carácter 
general, GOERLICH PESET, "Coordinación de actividades 




Si bien el cambio de ubicación no incide básicamente 
en su contenido, e incluso sistemáticamente pudiera ser 
bien recibido al reunir en un único apartado del artículo
5.1 cuestiones relativas al carácter retribuido del 
trabajo objeto de la RLEP -aunque lo es menos por lo que 
se refiere al descanso semanal y a las vacaciones 
anuales, respecto del cual continúa sin percibirse un 
"criterio unificador común"248-, lo cierto es que los 
cambios en la redacción de la primera parte del precepto, 
pues ahora se reconoce el derecho "al trabajo productivo 
y remunerado que pudiere ofertar la Administración", 
fueron percibidos críticamente por el Consejo de Estado 
en su Dictamen al Proyecto de Real Decreto de 31 de mayo 
de 2001 en el sentido de que, "aunque se menciona, no se 
incluye la calificación de tal remuneración como 
derecho".
76. El derecho a un trabajo productivo y remunerado.
La pregunta a hacerse sería la de si hay que darle un 
significado distinto a la nueva dicción. En realidad, 
creo que el sentido de la norma no se modifica: se está 
reconociendo expresamente, en el catálogo de derechos 
laborales básicos del trabajador, el derecho al trabajo 
productivo y remunerado que la Administración pueda 
ofertar, haciendo hincapié en su carácter de derecho 
prestacional, mientras que antes lo que se reconocía es 
que el trabajo productivo que pudiera ofertar la 
Administración había de ser remunerado.
248 En ese sentido, respecto del derogado artículo
135.2.d) RP de 1996, SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 294.
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El cambio de redacción no puede interpretarse en el 
sentido de que ahora la Administración puede ofertar un 
trabajo productivo que no sea remunerado, y ello es así, 
ante todo, porque el artículo 27.2 LOGP no lo permite. 
Además, aun cuando esta parte del precepto hubiera 
desaparecido de la norma reglamentaria, está implícito en 
el hecho mismo de la existencia de la propia relación 
laboral. En ello redunda el artículo 4.2 RD al disponer
que "el trabajo que realice el penado objeto de relación
laboral, deberá ser productivo y remunerado"249.
77. El derecho a una percepción puntual de la 
remuneración. Por su parte, el derecho del trabajador de 
la RLEP "a la percepción puntual de la remuneración
establecida por la legislación penitenciaria" tiene como 
referente directo el derecho reconocido en el artículo
4.2.f) ET.
En ese sentido, debe entenderse que al ser la
remuneración la contraprestación que el interno 
trabajador ha de recibir por su prestación de servicios, 
conformándose por ello como una de las obligaciones 
básicas del empresario, "justo será reconocer el derecho 
de aquél a la percepción puntual de ésta"250.
249 Sobre este artículo y su vinculación con el 
carácter productivo del trabajo como elemento 
determinante del ámbito objetivo de la RLEP, véase supra, 
Capítulo Segundo.
250 Cfr. CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y 




En realidad, en este apartado se reconoce, de un 
lado, el derecho a la remuneración establecida por la
r
legislación penitenciaria, entendiendo por tal todas las 
percepciones económicas que deriven de esta relación de 
trabajo y que se determinarán conforme a las variables 
establecidas en el artículo 15 RD, a cuyo análisis infra 
me remito; y de otro, el derecho a que esa remuneración 
se satisfaga en el plazo y forma previstos en el artículo
16.1 RD: "mediante su ingreso mensual en la cuenta de
peculio del interno". Sobre este tema también se volverá 
más adelante.
78. El derecho al descanso semanal y a las 
vacaciones anuales. Por último, el reconocimiento del 
derecho del interno trabajador "al descanso semanal y a 
las vacaciones anuales" responde al mandato contenido en 
el artículo 40.2 CE y dirigido a los poderes públicos, en 
orden a garantizar a los trabajadores el descanso 
necesario mediante la limitación de la jornada así como 
las vacaciones periódicas retribuidas251.
La recepción de una parte de ese mandato en el 
artículo 33.1.a) y b) LOGP, por los que se garantiza el 
descanso semanal y una duración de la jornada de trabajo 
que no pueda exceder de la máxima legal, ha sido
251 En el caso de los internos, y como 
acertadamente señala SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 297, se trata de 
períodos necesarios para la recuperación física de los 
internos trabajadores así como para proporcionarles un 
tiempo de ocio necesario tras un largo ciclo de trabajo.
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aplaudida por la doctrina científica debido a su afán 
asimilador252 .
Sin embargo, también se criticó de ese mismo 
precepto de la LOGP la omisión que hacía de otras 
cuestiones relacionadas con el tiempo de trabajo, como 
las vacaciones anuales, las horas extraordinarias o los 
permisos retribuidos, lo que deslucía en cierto modo esa 
voluntad asimiladora al trabajo en libertad.
Pues bien, la misma crítica puede efectuarse del 
artículo 5.1.c) RD 782/2001, en cuanto que el 
reconocimiento del derecho al descanso en el precepto 
incorporado al listado de derechos laborales básicos del 
interno trabajador se efectúa de manera incompleta, al 
omitirse en el mismo cuestiones tales como el descanso 
entre jornadas o el carácter retribuido de las vacaciones 
anuales. Ahora bien, las cuestiones mencionadas como 
omitidas por el precepto reciben después un tratamiento 
específico en los artículos del RD en donde se regulan 
las citadas instituciones, por lo que serán abordadas más 
adelante.
1.1.4. DERECHO AL RESPETO A SU INTIMIDAD Y A LA 
CONSIDERACIÓN DEBIDA A SU DIGNIDAD.
79. Introducción. El artículo 5.1.d) RD reconoce el 
derecho del interno trabajador "al respeto a su 
intimidad, con las limitaciones exigidas por la ordenada
252 Véase DE LA CUESTA ARZAMENDI, "Condiciones de 




vida en prisión, y a la consideración debida a su 
dignidad, comprendida la protección frente a ofensas
r
verbales o físicas de naturaleza sexual".
Como puede verse, se pronuncia en términos muy 
similares a los utilizados por el artículo 4.2.e) ET, 
salvo por lo que se refiere a los límites específicos del 
derecho a la intimidad provocados por el concreto ámbito 
en el que se desarrolla la relación laboral, que no deja 
de ser un taller productivo en un Establecimiento 
Penitenciario, y las exigencias del régimen 
penitenciario.
En el precepto se produce la concreción 
reglamentaria de uno de los derechos fundamentales 
calificados por la doctrina como inespecíf icos253 , el 
derecho a la intimidad consagrado en el artículo 18 CE, 
derecho con el que trata de garantizarse a los ciudadanos 
la existencia de un ámbito personal libre de injerencias 
de cualquier tipo, en otros términos, un ámbito de 
privacidad, lo que se considera imprescindible para poder 
mantener una cierta calidad de vida. En este sentido, su
253 PALOMEQUE LÓPEZ, M.C., Los derechos laborales 
en la Constitución Española, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1991, p. 31. Igualmente, DEL 
REY GUANTER, S., "Derechos fundamentales de la persona y 
contrato de trabajo: notas para una teoría general", en 
Relaciones Laborales, n2 3/1995, pp. 9 y ss.; MOLINA 
NAVARRETE, C. y OLARTE ENCABO, S., "Los derechos de la 
persona del trabajador en la jurisprudencia del tribunal 
constitucional", en Relaciones Laborales, n2 17/1999, p. 
17; RAMÍREZ MARTINEZ, "Derechos y deberes laborales", en 
AA.W. El Estatuto de los Trabajadores. Veinte años 
después, cit., p. 257.
491
Capitulo Tercero
íntima conexión con la dignidad de la persona254 viene 
siendo reconocida por el Tribunal Constitucional, en 
sentencias como la 20/1992, dé 14 de febrero, en la que 
manifiesta que "la intimidad personal y familiar es, en 
suma, un bien que tiene la condición de derecho 
fundamental y sin el cual no es realizable ni concebible 
siquiera la existencia en dignidad que a todos quiere 
asegurar la Norma Fundamental (art. 10.1)".
80. El derecho a la intimidad y a la dignidad de la 
persona en el ámbito penitenciario. Trasladando la 
cuestión al ámbito penitenciario, desde el momento en que 
el artículo 25.2 CE contempla la posibilidad de 
limitación de los derechos fundamentales de los reclusos 
por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la 
pena o la ley penitenciaria, un mal entendimiento del 
derecho en cuestión pudiera ingenuamente llevar a pensar 
que la prisión es un espacio al que no alcanza un derecho 
como el de la intimidad, considerando quizá que los 
internos durante su estancia no tienen vida privada 
entendida como bien constitucionalmente relevante y digno 
de protección.
254 También a nivel doctrinal se ha puesto de 
manifiesto esa conexión. Véanse DE VICENTE PACHÉS, F., El 
derecho del trabajador al respeto a su intimidad, Ed. 
CES, Madrid, 1998, p. 65; ESPÍN, E., "Los derechos de la 
esfera personal", en Derecho Constitucional. Volumen I. 
El ordenamiento constitucional. Derechos y deberes de los 
ciudadanos, cit., p. 228, donde señala que se trata de un 
derecho vinculado "a la propia personalidad, derivado por 
ello de la dignidad de la persona reconocida en el art. 
10 de la CE".
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Sin embargo, como ya pudo verse en el primer 
Capítulo de este trabajo, el contenido del artículo 10.1 
CE en el ámbito penitenciario tiene plena vigencia y 
absoluto sentido. La misma LOGP se encarga de
garantizarlo en su artículo 3, al señalar que "la
actividad penitenciaria se ejercerá respetando, en todo 
caso, la personalidad humana de los recluidos y los
derechos e intereses jurídicos de los mismos no afectados 
por la condena". En definitiva, se están reconociendo a 
los internos los derechos inherentes a la persona, entre 
los que destacan la dignidad y, ligado a él, la
intimidad.
A partir de este reconocimiento genérico, ambos 
derechos se van a configurar como límites de la actuación 
de la Administración Penitenciaria255 y, en el seno de la 
relación laboral especial, como límites de la potestad 
discrecional del empresario, al igual que sucede en la 
relación laboral común256 .
255 Así, señala BUENO ARÚS, F., "Los derechos y 
deberes del recluso en la Ley General Penitenciaria", en
Revista de Estudios Penitenciarios, na 224-227/1979, p.
15, que la dignidad de la persona se configura como 
límite de obligado respeto para los supuestos de
traslados (artículo 18 LOGP), cacheos y requisas
(artículo 23 LOGP), trabajo (artículo 26.b) LOGP) y 
empleo de métodos de tratamiento (artículo 66.2 LOGP). 
Por su parte, el derecho a la intimidad se convierte 
directamente en límite a la intervención de las 
comunicaciones (artículo 51 LOGP).
256 Señalan en este sentido MOLINA NAVARRETE y 
OLARTE ENCABO, "Los derechos de la persona del trabajador 
en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional", cit., 
p. 24, que "el derecho a la intimidad también penetra en 
la relación de trabajo, erigiéndose en un importante 
límite a la potestad discrecional del empresario, y al
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Pero, a su vez, el derecho a la intimidad de los 
internos trabajadores se encuentra sujeto a limitaciones 
que van más allá de las aplicables en el caso de la 
relación laboral común, pues además de toparse con los 
límites derivados de la inserción del interno trabajador 
en el marco de la organización empresarial, lo que otorga 
ál empresario, entre otras facultades, el poder de 
vigilancia y control del cumplimiento de la prestación de 
servicios -poder al que, a su vez, la jurisprudencia se 
ha encargado de imponer límites-257, puede verse también 
limitado por las exigencias de la ordenada vida en 
prisión, como dispone el propio artículo 5.1.d) RD.
81. La dignidad de la persona como limite genérico 
al trabajo del interno. A este respecto, la dignidad de 
la persona viene configurada en el artículo 26 LOGP como 
límite genérico al trabajo, no pudiendo éste atentar 
contra aquélla, lo que ha sido interpretado por la 
doctrina como la proscripción "de todo tipo de actividad
mismo tiempo en garantía del ejercicio de otros derechos 
fundamentales". Véase también MONTOYA MELGAR, A., "El 
poder de dirección del empresario", en AA.W. El Estatuto 
de los Trabajadores. Veinte años después, tomo I, cit., 
p. 591, donde manifiesta que "el respeto de la dignidad 
humana del trabajador obliga al empresario a adoptar sus 
medidas de control sin perjudicar los derechos del 
trabajador al honor, a la intimidad y a la propia 
imagen".
257 Véase LÓPEZ GANDÍA, en ALBIOL MONTESINOS, 
CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho DEL 
Trabajo. Tomo II. Contrato individual, cit., pp. 442-450.
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laboral deshonrosa, inútil o humillante"258 . 
Indudablemente, actividades de ese tipo resultarían 
además contradictorias con la finalidad primordial de la 
propia Institución, esto es, con la finalidad de reeducar 
y reinsertar socialmente al interno.
82. La dignidad del interno, y su derecho a la 
intimidad, como limite en los registros y cacheos. De
igual forma, en el estricto ámbito laboral la dignidad de 
la persona se configura como límite en los supuestos de 
registros y cacheos en las personas de los internos, sus 
pertenencias y los locales que ocupen, regulados en el 
artículo 68 RP de 1996, aunque con una intensidad 
distinta a la de los registros de la persona del 
trabajador regulados en el artículo 18 ET.
Se trata ésta de una actuación dirigida a garantizar 
la seguridad interior de los establecimientos, estando 
pensadas para la prevención de posibles situaciones de 
riesgo o para evitar fugas259, y rio tanto para la 
protección del patrimonio del empresario, y se realiza 
por los funcionarios de los Cuerpos de Instituciones 
Penitenciarias, pero cuenta, en el caso de que se 
efectúen sobre la persona del interno trabajador, con 
unas garantías inferiores a las reconocidas para el
258 Cfr. DE LA CUESTA ARZAMENDI, "El trabajo de 
los internos en el Derecho penitenciario español", cit., 
p. 215.
259 GARCÍA VALDÉS, Comentarios a la legislación 
penitenciaria, cit., p. 67; también, MAPELLI CAFFARENA, 
Principios fundamentales del sistema penitenciario 
español, cit., p. 281, donde mantenía que "se aplica de 
forma regular sin atender a circunstancias concretas".
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trabajador libre en el artículo 18 ET. De ahí que se haga 
referencia en el artículo 5.1.d) RD a las exigencias de 
la ordenada vida en prisión como límite del derecho a la 
intimidad.
Así, las únicas garantías son las previstas con 
carácter general para todas las medidas de seguridad en 
el artículo 71.1 RP de 1996, esto es, se regirán por los 
principios de necesidad y proporcionalidad, lo que en 
primer lugar significa que, aunque no se den las 
circunstancias que pueden dar lugar a los cacheos con 
desnudo integral260, deberá contarse con algún motivo o 
causa específica que legitime la actuación del 
funcionario, resultando contrario al principio de 
necesidad la discrecionalidad en su ejecución. Por su 
parte, el principio de proporcionalidad se traduce en que 
el registro o cacheo haya de ser una medida proporcional 
a la finalidad perseguida con él261.
En el caso de los registros sobre la persona del 
interno trabajador, la persona encargada de su 
realización será, según el artículo 332.2.h) RP de
260 En situación de peligro para la salud o 
integridad física de las personas o de alterar la 
seguridad o convivencia ordenada del Establecimiento, el 
artículo 68.2 RP de 1996 permite la realización de 
cacheos con desnudo integral sometidos a especiales 
garantías para preservar, en la medida de lo posible, la 
intimidad del interno.
261 En este sentido, sentencia del Tribunal 
Supremo (Sala de lo Penal) de 28 de diciembre de 2000 
(RJ/743), con carácter general respecto de los registros 
y cacheos de los internos.
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1981262 , el funcionario de vigilancia en sectores 
laborales, encargado de la custodia y vigilancia de los
i
internos, locales y sistemas de seguridad, quedando en 
principio a su arbitrio -o al de sus superiores- la 
decisión de efectuarlos. Así se desprende de ese artículo
332.2.h), conforme al cual cuidarán- de "presidir la 
salida ordenada de los internos trabajadores al término 
de la jornada laboral, practicando los cacheos, requisas 
y recuentos de herramientas que consideren convenientes o 
se les ordenen".
No consta en la norma el modo en que ha de 
efectuarse el registro, salvo en los supuestos 
excepcionales del artículo 68.2 RP de 1996. A pesar de 
ello, entiendo que el respeto a la intimidad del interno 
debería obligar a efectuar el registro o cacheo a solas 
con el interno y sin efectuar comentarios vejatorios o 
humillantes263 . Sin embargo, lo primero puede resultar 
contrario a los intereses del interno trabajador, que 
quizá prefiera que se realice en presencia de un tercero
262 Que sigue en vigor conforme dispone la 
Disposición Transitoria Tercera del RP de 1996.
263 Señala en relación con el artículo 18 ET 
MOLERO MANGLANO, C., "La inviolabilidad de la persona del 
trabajador", en AA.W., El Estatuto de los Trabajadores. 
Veinte años después, tomo I, cit., p. 548, que "la 
realización con máximo respeto a la dignidad e intimidad 
comporta, por de pronto, la inexistencia de agresiones 
verbales insultantes, irónicas o despectivas durante la 
realización del registro, pero también que sólo se 
recurra al cacheo, a la investigación de cavidades 
corporales o a la exigencia del desnudo en aquellos 
supuestos en que, por aplicación de los principios de 
causalidad y de proporcionalidad, tales prácticas 
resulten claramente, si no necesarias, aconsejables más 
allá de cualquier duda".
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que verifique la ausencia de excesos en la actuación del 
funcionario que pueda vulnerar la dignidad de la persona, 
y que de fe de los resultados del registro.
En fin, en todas estas medidas incide lo dispuesto 
en la Instrucción 21/1996, de 16 de diciembre, sobre 
régimen y seguridad, a tenor de la cual "merecen especial 
atención los cacheos y registros de aquellos internos que 
desarrollan actividades laborales u ocupacionales en 
talleres o locales destinados a este fin; en estos 
supuestos deben adoptarse las medidas oportunas para que 
todos (...) sean revisados a través del detector de 
metales cada vez que entren o salgan de éstos o la 
realización de cacheos integrales cuando las 
circunstancias así lo aconsejen, debiendo motivarse 
convenien temen te m.
En conclusión, la seguridad interior del 
establecimiento penitenciario aparece en estos supuestos 
de registros y cacheos como elemento justificador de la 
limitación del derecho a la intimidad y a la dignidad del 
interno trabajador.
83. La protección frente al acoso sexual. También se
incluye en el artículo 5.1.d) RD, dentro del respeto a la
dignidad del interno trabajador, "la protección frente a
ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual”, en
definitiva, frente al acoso sexual en el trabajo,
entendiendo como tal "toda conducta de naturaleza sexual,
desarrollada en el ámbito de organización y dirección de
un empresario o en relación o como consecuencia de una
relación de trabajo, cuyo sujeto activo sabe o debería
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saber que es ofensiva e indeseada para la víctima y cuya 
posición ante la misma determina una decisión que afecta 
al empleo o a las condiciones de trabajo de ésta, o tiene 
como consecuencia crearle un entorno laboral ofensivo, 
hostil, intimidatorio o humillante"264.
Las conductas de este tipo, en opinión de la 
doctrina265, suponen un ilícito que atenta contra la 
dignidad de la persona, y también contra su derecho a la 
intimidad, desde el momento en que la protección de este 
derecho implica la protección de la libertad sexual del 
trabaj ador.
Además, al configurarse como tales las que se 
desarrollen dentro del ámbito de organización y dirección 
del empresario, éste se encuentra, ciertamente, obligado 
a no acosar, pero además, al tratarse de un deber de 
protección, también está obligado a proteger al 
trabajador del acoso de otras personas en su relación de 
trabajo266 .
264 Cfr. PÉREZ DEL RÍO, M.T. y BALLESTER PASTOR, 
M.A. , Mujer y salud laboral, La Ley, Madrid, 2000, p. 
102. En opinión de ALTES TÁRREGA, J.A., El acoso sexual 
en el trabajo, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2002, p. 58, 
es ésta la definición del acoso sexual en el trabajo 
común y mayoritariamente aceptada entre la doctrina.
265 Véase ALTES TÁRREGA, El acoso sexual en el
trabajo, cit., pp. 64 y ss.
266 En este sentido, ALTES TÁRREGA, El acoso
sexual en el trabajo, cit., p. 107. Asimismo, LÓPEZ
GANDÍA, en ALBIOL MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y 
SALA FRANCO, Derecho DEL Trabajo. Tomo II. Contrato 
individual, cit., p. 434. Puede verse con relación a este 
aspecto, aun no tratándose de un supuesto de acoso sexual 
en el trabajo a un interno trabajador, sino por un
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El dilema se plantea con relación a las medidas de 
que dispone un interno trabajador que sufre una conducta 
de este tipo, puesto que el RD 782/2001 no contiene una 
posibilidad de resolución indemnizada del contrato como 
la prevista en el artículo 50 ET, para el caso de que el 
acoso provenga del responsable del trabajo en el taller 
productivo, el Maestro de Taller o el monitor de la 
empresa del exterior, o incluso de un compañero de 
trabajo.
En todo caso, queda abierta la posibilidad de acudir 
ante la Jurisdicción Social a través del procedimiento de 
tutela de los derechos fundamentales regulado en los 
artículos 175 a 182 TRLPL, para exigir la declaración de 
nulidad de la conducta de acoso ilícita y una 
indemnización de daños y perjuicios, sin perjuicio de la 
posible depuración de responsabilidades penales y 
administrativas267 .
Y en el supuesto de que fuera otro compañero de 
trabajo el sujeto activo del acoso, habiéndose verificado 
su existencia por procedimiento interno o por la vía 
judicial, considero que la medida a adoptar por el
monitor de un curso de formación profesional ocupacional 
a un interno en centro penitenciario, la sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Canarias de 16 de mayo 
de 2002 (AS/1794) , en la que se confirma la procedencia 
del despido del monitor por transgresión de la buena fe 
contractual y abuso de confianza en el desempeño de su 
trabajo.
267 Al respecto, con carácter general, véase ALTES 




empresario sería necesariamente la de extinción del 
contrato de trabajo, dada la lesión de derechos 
fundamentales producida, por la causa prevista en el 
artículo 10.2. f) RD, el " incumplimiento de los deberes 
laborales básicos en la relación laboral especial 
penitenciaria", y en concreto del deber previsto en el 
artículo 6.a) RD, relativo al cumplimiento de "las 
obligaciones concretas de su puesto de trabajo con 
arreglo a las reglas de la buena fe, diligencia y 
disciplina (...)", entendiendo el incumplimiento en que 
consiste el acoso como un supuesto de transgresión de la 
buena fe a la que el contrato obliga.
84. El derecho a la intimidad y la confidencialidad 
de los datos médicos del interno. Antes de finalizar, 
debe repararse en la opinión doctrinal conforme a la cual 
las características biológicas de una persona, sus 
condiciones físicas así como su estado de salud
pertenecen al ámbito de la intimidad268 .
\
En el medio penitenciario, ello queda garantizado 
por el artículo 215 RP de 1996, que asegura la 
confidencialidad de los datos clínicos del interno, 
disponiendo al respecto que la información sobre su 
estado de salud deberá estar a disposición, únicamente, 
del interno y del "personal autorizado", lo que podría 
ser interpretado, bien como referencia en exclusiva a los 
facultativos implicados en el diagnóstico o tratamiento 
de éste, bien en el sentido de que los Servicios Médicos
268 Véase LÓPEZ GANDÍA, en ALBIOL MONTESINOS, 
CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho del 
Trabajo. Tomo II. Contrato individual, cit., p. 445.
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pudieran estar obligados a trasladar dicha información 
cuando venga requerida por otros servicios 
penitenciarios269 , entre los que podrían estar los 
responsables de la gestión del trabajo penitenciario. 
Resultaría más coherente con una idea estricta del 
derecho a la intimidad, a mi juicio, la primera 
interpretación. Sin embargo, deben tenerse en cuenta las 
interconexiones existentes en el ámbito penitenciario 
entre los distintos servicios implicados en que la vida 
en los Establecimientos penitenciarios cumpla con las 
finalidades perseguidas por la Institución Penitenciaria, 
lo que podría dar paso a la segunda interpretación.
En esta línea, la Instrucción de la DGIP 11/2001, de 
22 de octubre, relativa a los accidentes laborales de los 
internos, cuya gestión se ha encomendado a una Mutua de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, 
otorga al Director del centro penitenciario en el que se 
haya producido el accidente la facultad de solicitar de 
los servicios médicos penitenciarios los informes 
pertinentes en la materia, tanto al inicio del proceso 
como durante su evolución, informes que serán remitidos a 
la Mutua al objeto de realizarse por ésta los partes 
oficiales de alta, baja y continuidad de baja.
El mismo respeto a la intimidad del interno se exige 
por el artículo 22 LPRL para el caso de las medidas 
específicas de vigilancia y control de la salud de los 
internos trabajadores, lo que se traduce en la
269 Véase ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA y RODRÍGUEZ 
RAMÍREZ, Reglamento Penitenciario comentado: análisis
sistemático y recopilación de legislación, cit., p. 348.
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confidencialidad de los datos médicos resultantes de la 
ejecución de tales medidas.
1.1.5. DERECHO A LA PARTICIPACIÓN EN LA ORGANIZACIÓN Y 
PLANIFICACIÓN DEL TRABAJO.
85. La equívoca remisión que se efectúa a la 
legislación penitenciaria. Reconoce el artículo 5.1.e) 
RD el derecho de los internos trabajadores "a participar 
en la organización y planificación del trabajo en la 
forma y con las condiciones establecidas en la 
legislación penitenciaria".
Como puede observarse, no es a la legislación 
laboral y a la forma y condiciones en qué esta materia se 
encuentra reglamentada en ella, a la que se produce la 
remisión desde este precepto, sino a la legislación 
penitenciaria. Y, sin embargo, en el RD 782/2001 también 
se contiene la regulación de este derecho de 
participación, habiéndose señalado ya que esta norma no 
forma parte del ordenamiento jurídico penitenciario, sino 
del laboral.
Se detecta, en consecuencia, una cierta incoherencia 
en la propia literalidad del precepto, que seguramente 
viene dada por el hecho de contar con la misma redacción 
que su predecesor, el artículo 135.l.c) RP de 1996, el 
cual, como es obvio, se remitía a sí mismo y a la LOGP en 
cuanto a la regulación del derecho de participación de 
los internos.
Una vez apuntada esta discordancia, quiero centrarme
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en el análisis del derecho reconocido en este apartado 
del artículo 5.1 y de las vías que la legislación, no
sólo penitenciaria sino también laboral, prevé para su
ejercicio.
86. El necesario estimulo por la Administración 
Penitenciaria de la participación de los internos en la 
organización de las actividades en los Establecimientos.
El derecho a la participación de los internos 
trabajadores en la organización y planificación del 
trabajo reconocido por la norma reglamentaria es un
reflejo de las previsiones legales en la materia, pues 
tanto el artículo 24.1 como 31.2 LOGP exigen de la 
Administración Penitenciaria que estimule la 
participación de los internos, respectivamente, con 
carácter general en todo tipo de actividades, entre las 
que se encuentran las laborales; y, de modo específico, 
en la organización y planificación del trabajo.
La causa implícita de estas previsiones reside en la 
necesidad, asumida por el legislador, de conocer los
intereses del afectado a la hora de programar y organizar 
aquellas actividades especialmente dirigidas hacia él y 
sus necesidades, lo que tiene mucho que ver con un 
planteamiento resocializador o reeducador270 de la vida en 
prisión.
270 Señala en este sentido MAPELLI CAFF ARENA, 
Principios fundamentales del sistema penitenciario 
español, cit., p. 243, que "el derecho penitenciario 
orientado hacia la resocialización exige que el recluso 
adquiera responsabilidades decisivas que le hagan 
mantener viva la autoconvicción de sus capacidades" .
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En esta línea, el RP de 1996 dedica el Capítulo VI 
del Título II a regular la participación de los internos 
en las actividades de los Establecimiento, mientras que, 
por su parte, el artículo 13 RD 782/2001 contempla, para 
los internos que realicen trabajos productivos, la 
posibilidad de participar en la organización y 
planificación del trabajo. Debido a la relación existente 
entre ambas regulaciones, comenzaré por el análisis de la 
normativa específica, ya que la general se irá 
incorporando al hilo de la explicación.
87. Las tres fórmulas de participación en la 
organización y planificación del trabajo. Pues bien, en 
el artículo 13 RD se prevén, de modo ciertamente limitado 
si se comparan con las posibilidades de participación que 
el ET otorga a los trabajadores ordinarios, y las que
preveía para los internos trabajadores el RP de 1981, 
tres formas de participación: en primer lugar, la
aportación de ideas sobre planes de trabajo y sistemas 
laborales; en segundo lugar, la participación en la 
evaluación y análisis de los sistemas de producción y la 
formulación de propuestas para la fijación anual del 
módulo retributivo; y en tercer lugar, la participación 
en los equipos encargados del control y mantenimiento de 
los sistemas de seguridad y prevención de riesgos 
laborales, a la que ya se hizo referencia en el estudio 
del derecho de los internos a la prevención de los
riesgos laborales, motivo por el cual centraré el
análisis en los problemas que plantean las dos primeras 
fórmulas.
88. La aportación de ideas sobre planes de trabajo y
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sistemas laborales y su posible relación con el derecho 
de reunión. En efecto, este precepto concede a los 
internos, entre otras facultades, la capacidad de 
aportar, de forma individual o colectiva, ideas acerca de 
los planes de trabajo y los sistemas laborales. 
Evidentemente, la aportación colectiva requiere -a mi 
entender- de la reunión previa de esos internos 
trabajadores con la intención de poner en común y 
discutir los distintos argumentos en torno a esas 
cuestiones, al objeto de alcanzar una postura colectiva, 
aun cuando ésta pueda también canalizarse a posteriori 
por la vía de la Comisión sectorial del artículo 59 RP de 
1996 en lugar de la aportación directa.
En realidad, podría hablarse de un reconocimiento 
implícito del derecho de reunión, motivo por el cual los 
internos trabajadores de la RLEP estarían habilitados 
para ejercitarlo, a pesar del vacío normativo en torno a 
las condiciones en que debería efectuarse. Este hecho 
facilitaría, entre otras cuestiones, el ejercicio de la 
obligación de consulta previa a la adopción de las 
decisiones relativas a las materias incluidas en el 
artículo 33.1 LPRL cuando no existan representantes de 
los trabajadores.
Sin embargo, si nos centramos en la interpretación 
histórica como método hermenéutico, puede observarse que 
resulta tan diferente la regulación prevista en este 
artículo 13 RD y en su predecesor directo, el artículo
140.2.a) RP de 1996, a la recogida en el RP de 1981, que 




Y es que, conforme al artículo 203.1.a) RP de 1981,
r
la aportación de ideas se hacía entonces de modo 
individual o por grupos. Adviértase el cambio 
terminológico introducido en la redacción de los 
preceptos del RP de 1996 y del RD 782/2001, donde se 
habla de "colectivo* en lugar de "por grupos*. A 
continuación, en el artículo 203 citado se regulaba, en 
su apartado 2a, el modo de efectuar esa aportación por 
grupos de internos, mediante "reuniones laborales del 
grupo, mensuales, donde se tratará las cuestiones 
previamente planteadas dirigidos por un miembro 
cualificado del Equipo de Observación y Tratamiento, con 
la presencia del Jefe Administrativo y el Maestro del 
Taller correspondiente, quienes facilitarán a los 
internos la información y asesoramiento precisos en 
relación con el trabajo, a fin de proponer y resolver lo 
más conveniente*.
Pues bien, junto al hecho de que la realización de 
estas reuniones de internos no viene regulada 
expresamente en ningún precepto del RP de 1996 ni del RD 
782/2001, en los artículos del RP de 1996 dedicados a los 
Equipos Técnicos -que han venido a sustituir a los 
Equipos de Observación y Tratamiento- tampoco se hace 
referencia expresa, entre sus funciones, a la de celebrar 
reuniones con los internos para tratar cuestiones 
laborales. Tan sólo se estipula, como una de ellas, "el 
conocimiento directo de los problemas y de las demandas 
que formulen los internos*271, lo que no tiene por qué
271 Artículo 275.b) RP de 1996.
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significar que ello deba hacerse mediante el ejercicio 
del derecho colectivo de reunión.
r
De todos modos, aun cuando debamos ser conscientes 
de las dificultades que comporta el ejercicio de un
derecho como éste en un ámbito en el que priman las 
cuestiones de orden y seguridad, sorprende observar cómo 
el Gobierno ha ido hacia atrás en la regulación de una
cuestión tan importante, restringiendo en ese sentido los
mecanismos de participación de los internos, lo que le 
aparta del cumplimiento de la meta asimiladora.
89. Dudas que plantea la participación en la
evaluación y análisis de los sistemas de producción y la 
formulación de propuestas para la fijación anual del 
módulo retributivo. Por su parte, la redacción del 
apartado b) del artículo 13 RD suscita las incertidumbres 
que a continuación se detallan.
La primera cuestión a plantearse es la de si la 
participación en la evaluación y análisis de los sistemas 
de producción ha de hacerse de modo individual, o 
colectivo, o indistintamente; y si la respuesta fuese la 
del modo colectivo, si puede hacerse por vía distinta a 
la de las Comisiones sectoriales de las que el mismo 
artículo habla. De la literalidad del precepto, a mi 
juicio, se desprende esto último, pues parece que a 
través de las Comisiones, obligadamente, sólo han de 
formularse las propuestas para la fijación del módulo 
retributivo, pudiendo en consecuencia existir otros 
sistemas paralelos de participación, aun cuando la 
fórmula a utilizar más lógica, por contar con cierto
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desarrollo normativo, sea la de las Comisiones.
Cuando el precepto menciona las Comisiones 
sectoriales correspondientes como vía a través de la cual 
formular las propuestas pertinentes para la fijación del 
módulo retributivo anual por el OATPP, no hay duda de que 
está haciendo referencia a las Comisiones sectoriales 
reguladas en el Capítulo VI del Título II del RP de 1996, 
en concreto en su artículo 59, conforme al cual "cuando 
se trate de organizar la participación de los internos en 
una actividad sectorial que no afecte a la totalidad del 
Establecimiento, el Consejo de Dirección podrá limitar 
dicha participación a los internos afectados por la 
misma", siendo que sólo a éstas se les concede por el RP 
de 1996 la denominación de Comisiones sectoriales, no así 
al resto de Comisiones. De ahí la remisión en el artículo
5.1.e) RD a la legislación penitenciaria.
Ahora bien, como puede observarse en ese artículo 59 
pero también se desprende del resto de articulado del 
Capítulo citado, sus preceptos carecen de un contenido 
que vaya más allá del puramente procedimental. En 
realidad, tan solo se regula en los mismos el 
procedimiento de creación de las Comisiones y de elección 
de los internos que van a formar parte de las que se 
constituyan, por un lado, en Establecimientos de régimen 
abierto y, por otro, en Establecimientos de régimen 
ordinario.
Específicamente, el artículo 59 RP de 1996, al 
margen de señalar lo que son las Comisiones sectoriales - 
las referidas a actividades sectoriales que no ocupen a
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todos los internos del Establecimiento-, sólo expresa 
que, al arbitrio del Consejo de Dirección del 
Establecimiento, se podrá limitar el núcleo de electores 
y elegibles al ámbito exclusivo de los internos afectados 
por la actividad sectorial de la que cuelga la comisión. 
Ello ha motivado que, en el caso de la RLEP y con ocasión 
de lo previsto en el artículo 13.b) RD — antiguo artículo 
140.2 RP de 1996— , la doctrina estudiosa del tema 
considere la posibilidad de que ese núcleo se limite tan 
sólo a los internos sujetos a una RLEP272 , por lo que una 
Comisión sectorial bien pudiera ser, en todo 
Establecimiento cuyo Consejo de Dirección así lo 
decidiera, una Comisión encargada de las cuestiones 
relativas, exclusivamente, a la relación laboral 
especial.
No obstante, las concretas funciones de cada una de 
ellas no vienen sistematizadas de modo expreso, a salvo 
del vago, por impreciso, reconocimiento en el artículo 60 
de que "los internos, a través de sus representantes, 
podrán, de acuerdo con las normas de régimen interior, 
organizar por sí mismos las actividades mencionadas o 
colaborar en su organización con los funcionarios 
encargados del área correspondiente", y de la función 
reconocida en el artículo 13.b) RD.
272 En ese sentido, SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 478, interpreta 
que, en este caso, los internos que participen de su 
creación han de estar sujetos a la relación laboral 
especial, al ser ellos quienes mejor conocen la situación 




Tampoco se regulan los mecanismos de actuación de 
estas Comisiones, salvo por lo que se refiere a la 
celebración, sin periodicidad definida, de reuniones - 
parece que de los miembros de la Comisión, no de éstos 
con los internos a quienes ésta representa273- presididas 
por un Educador o empleado público del que dependan las 
actividades correspondientes274 . Este puede ser, en 
consecuencia, un mecanismo de transmisión de las 
propuestas de las que habla el artículo 13.b) RD, o las 
sugerencias mencionadas en el artículo 61.1 RP de 1996.
Ahora bien, al tratarse de una representación 
elegida, hemos de suponer que sus miembros deben de 
conocer la opinión de sus representados para llegar a 
formular dichas propuestas o sugerencias, no habiéndose 
establecido, sin embargo, un procedimiento ad hoc275.
273 Lo cierto es que, del tenor literal del 
precepto, no cabe concluir terminantemente en un sentido 
o en otro.
274 Artículo 56.4 RP de 196.
275 Salvo que, como ya apunté, se interprete que 
las reuniones que pueden celebrar las Comisiones, de las 
que se hace mención en ese artículo 56.4, no sean meras 
reuniones de sus propios componentes, sino reuniones de 
éstos con los internos a los que representan, presididas 
por un Educador o empleado público. Se ha de reparar en 
la circunstancia de que, por ejemplo, si se trata de una 
Comisión sectorial relativa a la RLEP, los internos a los 
que puede llegar a representar no constituyen un número 
elevado, siendo más fácil la transmisión de opiniones sin 
necesidad de reunión. Sin embargo, Comisiones de otro 
tipo que puedan constituirse, por ejemplo, para 
actividades recreativas y deportivas, representan 
habitualmente a un número muy elevado de internos en un 
Establecimiento, con las dificultades que ello puede 




En fin, nada se dice tampoco de la vinculación del 
OATPP a las propuestas de las Comisiones, lo que hace 
dudar a su vez de la efectividad real de este derecho de 
participación276 .
90. En conclusión. En definitiva, la ausencia de una 
expresa regulación del derecho de reunión, las múltiples 
lagunas existentes en la regulación de estas Comisiones, 
el restringido ámbito funcional que de modo expreso se 
les otorga, así como las dudas que se plantean en torno 
al carácter vinculante de sus propuestas, permiten pensar 
en el derecho de participación de los internos como un 
derecho "de baja intensidad" en el ámbito penitenciario.
1.1.6. DERECHO A LA FORMACIÓN Y A LA PROMOCIÓN EN EL 
TRABAJO.
91. El derecho a la formación y su novedosa 
configuración normativa. El último de los derechos 
laborales presentes en el artículo 5.1.f) RD es el de "la
276 En ese sentido, sorprende hoy día la opinión 
de DE LA CUESTA ARZAMENDI, "Sistemas de organización. 
Participación de los internos", en Comentarios a la 
legislación penal, cit., p. 490, con relación al RP de 
1981 -cuya regulación del derecho de participación era 
mucho más amplia y detallada que la del RP de 1996 y RD 
782/2001-, al que en su momento calificó de "desarrollo 
reglamentario estrecho, limitado y matizado (...) el 
reducido ámbito abierto, el escaso valor de los acuerdos 
de la Comisión o reunión, el intervencionismo y 
discrecionalidad administrativa (...) pueden negar en la 
práctica toda eficacia al ejercicio del derecho". Véase 
también la opinión en ese sentido, si bien respecto del 
RP de 1996, de SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 278.
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formación para el desempeño del puesto, así como a la 
promoción en el trabajo".
r
La dicción de este apartado del precepto se ha visto 
modificada respecto del que resultaba su predecesor en el 
RP de 1996/ circunstancia que necesariamente, a mi 
juicio, ha de incidir en su contenido.
Así, en el artículo 135.2.a) RP de 1996 se reconocía 
el derecho "a la promoción y formación profesional en el 
trabajo", reproducción literal del artículo 4.2.b) ET. El 
precepto contenía, en consecuencia, la concreción para el 
ámbito de la relación laboral especial penitenciaria del 
derecho a la promoción a través del trabajo contemplado 
en el artículo 35.1 CE, y del mandato previsto a su vez 
en el artículo 40.2 CE, conforme al cual "los poderes 
públicos fomentarán una política que garantice la 
formación y readaptación profesionales", mandato que, 
como es sabido, afecta no sólo al legislador sino también 
a la Administración en sus actuaciones.
Por su parte, en el RD 782/2001 se habla ahora del 
derecho "a la formación para el desempeño del puesto, así 
como a la promoción en el trabajo". Es en el primero de 
los derechos reconocidos, el de formación, donde se 
sustancian las principales diferencias en cuanto al 
contenido.
92. Su significado con el RP de 1996. Y es que el RP
de 1996 contemplaba un derecho a la formación profesional 
en general, lo que se vinculaba por la doctrina
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científica277, de una parte, con la inclusión de la 
formación profesional entre las modalidades de trabajo
penitenciario, equiparándose a la de los trabajadores 
libres -habiéndose ello traducido, como se constató en el 
capítulo anterior, en la aplicación en el ámbito
penitenciario de la normativa relativa a la formación 
profesional, tanto reglada como ocupacional-; y, de otra 
parte, con la preocupación presente en los artículos 28 
LOGP y 146 RP -este último, hoy derogado- por hacer 
compatible el trabajo con la asistencia a las clases de 
los niveles básicos de formación de los internos, e 
incluyendo entre esas clases no sólo las relacionadas con 
los programas de iniciación profesional278 sino también 
con la enseñanza en los niveles obligatorios279 .
Pese a la derogación por el RD 782/2001 de los 
artículos del RP de 1996 que vinculaban el trabajo
productivo y el derecho a la formación en general, y a su 
sustitución por un precepto de tenor literal distinto, 
resulta evidente que estas dos circunstancias -la 
formación profesional, en sus vertientes reglada y
ocupacional, como modalidad de trabajo penitenciario 
distinta del que es el objeto de la relación laboral 
especial; y la compatibilidad entre el trabajo y las 
necesidades de enseñanza en los niveles obligatorios- 
siguen manifestándose hoy día en los establecimientos
277 Véase el breve comentario al respecto de SOLER 
ARREBOLA, La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., pp. 284-287.
278 Lo que en la LOGSE se conocía como formación 
profesional básica o de base.
279 Véanse los artículos 21 a 32 LOCE.
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penitenciarios, dado que los preceptos de la LOGP que los 
contemplan -artículos 27.1.a) y 28- continúan vigentes.
f
93. La intención del Gobierno al modificar su tenor 
literal. Dos interpretaciones posibles. Por este motivo 
considero que - la intención del legislador, cuando 
modifica de ese modo el precepto, ha de ser otra 
distinta, yendo más allá de las dos circunstancias 
citadas en el párrafo anterior. Y puede que de su tenor 
literal se desprenda la respuesta.
En efecto, se alude específicamente en el artículo
5.1.f) a la "formación para el desempeño del puesto". Al
referir dicho derecho al interno trabajador y
circunscribirse al concreto puesto de trabajo que 
desempeña, deduzco que no está haciendo alusión a una 
formación adquirida con carácter previo a la contratación 
-como sería la reglada o la ocupacional-, sino a la
formación organizada por el OATPP y dirigida a satisfacer 
objetivos inmediatos, no futuros: en realidad, el
adecuado desempeño del específico puesto de trabajo por 
el interno trabajador. Esto puede ser interpretado de dos 
maneras diferentes280 .
(a) Por un lado, cabría entender que lo que se
establece en el artículo 5.1.f) RD es una obligación 
formativa del empresario, debiendo entonces correr por su 
cuenta las actividades o cursos que realice al efecto. Lo
280 Sigo en este punto el planteamiento, de 
carácter general, de LÓPEZ GANDÍA, en ALBIOL MONTESINOS, 
CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho del 
Trabajo. Tomo JI. Contrato individual, cit., p. 428.
515
Capitulo Tercero
cierto es que esta idea resulta coherente con el hecho de 
que la formación, en este caso concreto, haya de 
dirigirse a la satisfacción de ese objetivo profesional 
inmediato.
Ahora bien, la duda surgiría en torno a la
compensación del tiempo invertido en formación por el
trabajador si ésta se llevara a cabo fuera de la jornada 
de trabajo del interno -lo que en principio podría
resultar difícil debido a los estrictos horarios de los
establecimientos penitenciarios y la necesidad de 
compatibilizar el trabajo con el resto de actividades 
programadas, sean educativas, culturales, deportivas o 
terapéuticas, así como con el obligado descanso nocturno 
de 8 horas y el mínimo de 2 horas al día para asuntos 
propios, conforme dispone el artículo 77 RP de 1996 para 
los clasificados en régimen ordinario-, y ello por causa 
del escaso, por no decir inexistente, desarrollo 
reglamentario en este punto281.
281 Lo que a mi juicio, sin embargo, no es 
obstáculo para tener presente a este respecto la
jurisprudencia del Tribunal Supremo, recogida en
Sentencias de 25 de febrero de 2002 (RJ/4543) y 18 de
abril de 2002 (RJ/6765) con relación a las Empresas de
Vigilancia y Seguridad y sus obligaciones formativas, 
conforme a la cual "el problema consiste en determinar si 
la garantía comprende la compensación del tiempo 
invertido por el trabajador en formación, considerándolo 
tiempo de trabajo si se realiza durante la jornada 
laboral o remunerando esa dedicación si la formación 
tiene lugar fuera de aquella (...) . La respuesta ha de ser 
afirmativa, porque no estamos aquí ante un tiempo de 
formación que responda a la libre decisión del 
trabajador, ni a una relación de éste con la
Administración que quede al margen de su trabajo en la 
empresa, sino de una formación que tiene lugar 
precisamente porque se está trabajando para la empresa,
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(b) Por otro lado, pudiera entenderse que lo que 
busca con esta redacción el Gobierno es enmarcar este 
derecho a la formación del interno trabajador, de un modo 
ambicioso, ' dentro de la formación profesional continua 
como una de las modalidades de formación de los 
trabajadores, ocupados o no desempleados, con el objeto 
de mejorar su capacitación profesional y promoción 
individual.
En esta línea, el OATPP podría acogerse a las 
previsiones del III Acuerdo Nacional de Formación 
Continua (en adelante, III ANFC) , suscrito el 19 de 
diciembre de 2000 por las organizaciones empresariales y 
sindicales más representativas, y ello porque los sujetos 
de la RLEP cotizan por Formación Profesional, como 
dispone la Disposición Adicional Trigésima del TRLGSS al 
establecer el derecho a bonificación. Ello, siempre y 
cuando dicho III ANFC siga siendo de aplicación, dada la 
entrada en vigor, a su vez, del RD 1046/2003, de 1 de 
agosto, por el que se regula el subsistema de formación 
profesional continua, del que cabe apuntar, sin embargo, 
la inseguridad que crea respecto a la inclusión de los
que ésta tiene que garantizar y de la que resulta 
beneficiada porque, aparte de cumplir con una obligación 
legal, le permite desarrollar su actividad con mayor 
seguridad y con un personal más capacitado", y además 
que, no pudiendo encajarse dicha formación permanente en 
los permisos del artículo 23.1 ET y 13 III ANFC, "corre a 
cargo de las empresas, que tienen la obligación de 
garantizarla, sin perjuicio de que puedan beneficiarse de 




internos trabajadores en su ámbito subjetivo de
aplicación282 .
)
Podría parecer que la previsión del RD 782/2001 
restringe las posibilidades de la formación continua 
financiada con cargo al III ANFC en el ámbito de la RLEP, 
pues la contemplada en el artículo 5.1.f) RD parece 
aludir a una formación orientada principalmente al 
desempeño del puesto de trabajo, y no a una formación de 
contenido diverso en función del interés del trabajador, 
como sería la contemplada en ese Acuerdo283 . Con todo, 
esta circunstancia no debería imposibilitar la puesta en
282 Debe repararse en que su artículo 3.2 hace 
referencia en su primer apartado a los trabajadores 
asalariados que prestan sus servicios en empresas 
privadas o entidades públicas empresariales, no pudiendo 
incluir al OATPP entre los sujetos empresariales 
mencionados ya que se trata de un Organismo Autónomo. Por 
su parte, los colectivos mencionados en los dos apartados 
restantes no comprenden a los internos trabajadores, 
salvo que los incluyamos dentro del personal al servicio 
de las Administraciones Públicas, lo que no creo sea la 
intención del legislador. Véase también el artículo 4 de 
la Orden TAS/500/2004, de 13 de febrero, por la que se 
regula la financiación de las acciones de formación 
continua en las empresas, incluidos los permisos 
individuales de formación, en desarrollo del RD 
1046/2003.
283 En este - sentido, LÓPEZ GANDÍA, en ALBIOL 
MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, 
Derecho del Trabajo. Tomo II. Contrato individual, cit., 
p. 428. El artículo 1 III ANFC entiende por formación 
continua "el conjunto de acciones formativas que se 
desarrollen por las empresas, los trabajadores o sus 
respectivas Organizaciones (...) dirigidas tanto a la 
mejora de competencias y cualificaciones como a la 
recualificación de los trabajadores ocupados, que 
permitan compatibilizar la mayor competitividad de las 
empresas con la formación individual del trabajador".
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marcha de este tipo de formación para el puesto, debiendo 
interpretarse, tan sólo, en el sentido de que no 
proporciona una respuesta adecuada al contenido del 
artículo 5.1.f) RD.
Ese problema teórico no se plantearía, sin embargo, 
en caso de que la norma aplicable resultara ser el RD 
1046/2003, cuyo artículo 12.1 señala que la formación 
impartida podrá ser general o específica, adaptándose 
perfectamente la contemplada en el artículo 5.1.f) RD 
782/2001, a mi entender, al concepto aportado por el 
artículo 12.1 citado de la formación general, más que al 
de la específica284 .
94. La mayor fuerza de una de las dos 
interpretaciones. En consecuencia, del modo preciso en 
que viene configurado el reconocimiento del derecho en el 
precepto, mayor consistencia parece tener la 
interpretación primera -la formación para el puesto como 
obligación de la empresa que debe correr por su cuenta-
284 Básicamente, por la posibilidad de transferir 
la cualificación adquirida a otras empresas. Juzguen 
ustedes mismos: "Se entiende por formación general la que 
incluye una enseñanza que no es única y principalmente 
aplicable en el puesto de trabajo actual o futuro del 
trabajador en la empresa beneficiaría, sino que 
proporciona cualif icaciones en su mayor parte 
transferibles a otras empresas o a otros ámbitos 
laborales. Se entiende por formación específica la que 
incluye una enseñanza teórica y práctica aplicable 
directamente en el puesto de trabajo actual o futuro del 
trabajador en la empresa beneficiaría y que ofrece 
cualificaciones que no son transferibles, o sólo de forma 
muy restringida, a otras empresas o a otros ámbitos 




que la segunda, conclusión que, de todas maneras, no ha 
de obstaculizar el desarrollo de los programas de 
formación continua en el ámbito penitenciario, aunque no 
den respuesta puntual a este artículo 5.1.f) RD. Al final 
del camino se encuentra siempre la búsqueda de la 
finalidad propia de las Instituciones Penitenciarias, la 
reeducación y reinserción social del recluso.
Con todo, creo que debe resaltarse el esfuerzo, del 
que es indicativo este RD, por otorgar un mayor relieve a 
la vinculación entre la formación profesional, del tipo 
que sea, y el trabajo en prisión. Sintomático resulta a 
estos efectos, recuérdese, el artículo 4.1 RD y los lazos 
que establece entre la finalidad esencial del trabajo y 
los programas de formación profesional ocupacional, 
dirigidos a desempleados. Pero también lo es, a mi 
juicio, este artículo 5.1.f) RD y su preocupación por la 
formación para el puesto del interno trabajador.
95. El derecho a la promoción en el trabajo. Por lo
que hace al segundo de los derechos recogidos en el 
artículo 5.1.f) RD, en la teoría general de la relación 
de trabajo va indiscutiblemente unido a una mejora en la 
capacitación profesional del trabajador, y por ello a su 
formación profesional, lo que habrá de manifestarse en la 
clasificación de éste y los posibles ascensos285 .
Sin embargo, se trata de una materia a la que el RD 
782/2001 presta muy poca atención, como colofón a la 
paulatina minoración de su importancia desde el RP de
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1981 en adelante. No sólo por la reducción de las
categorías profesionales existentes en relación con las
r
previstas por el artículo 194 RP de 1981286, lo que ha 
supuesto su simplificación, sino en especial por la 
absoluta desaparición en el Decreto de la regulación de 
los ascensos, hecho que diferencia a esta norma no sólo 
del RP de 1981, que en sus artículos 199 y 200 establecía 
una regulación detallada del procedimiento a seguir para 
efectuarlos, sino también del RP de 1996, cuyo artículo 
145 regulaba más bien escasamente, eso es cierto, esta 
materia, dejando en manos de la Administración 
penitenciaria la determinación del concreto procedimiento 
a seguir.
Aun cuando sea materia sobre la que habré de volver, 
puedo avanzar ahora mi opinión de que, de la desaparición 
en la regulación reglamentaria del tratamiento de los 
ascensos de categoría, no cabe concluir su inexistencia 
en el ámbito de la RLEP. De otro modo, ningún sentido 
tendría el reconocimiento del derecho a la promoción en 
el trabajo por este artículo 5.1.
En cualquier caso, dado que el derecho a la 
promoción profesional no es un derecho automático ni 
absoluto287, requiriendo del establecimiento de los
285 En ese sentido, por todos, MONTOYA MELGAR, 
Derecho del Trabajo, cit., p. 402.
286 No obstante, el RD se manifiesta en los mismos 
términos que el RP de 1996 en su artículo 143.
287 CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y GÓMEZ 




criterios y la forma en que se ha de llevar a efecto, lo 
que sí supone esa ausencia, indudablemente, es la 
atribución a la Administración penitenciaria de un ámbito 
en el que desarrollar una potestad discrecional.
1.2. DERECHOS QUE REPERCUTEN EN LA SITUACIÓN 
PENITENCIARIA DEL INTERNO TRABAJADOR.
96. La valoración del trabajo realizado y la 
laboriosidad del interno trabajador, y su repercusión en 
el régimen y en el tratamiento. Reconoce por último el 
artículo 5.2 RD un derecho que, como se ha de ver, 
incidirá en la situación penitenciaria del interno 
trabajador. Así, dispone que los internos tienen derecho 
a que el trabajo que efectúen, y su laboriosidad, sea 
valorado "en orden al régimen y tratamiento 
penitenciario, así como para la concesión de beneficios 
penitenciarios cuando se cumplan los requisitos 
establecidos por la legislación".
Posee el precepto idéntica redacción a la del 
artículo 135.l.b) RP de 1996, en donde por vez primera se 
menciona este derecho por separado de aquellos preceptos 
del Reglamento Penitenciario en los que se regulan las 
cuestiones relativas a régimen, tratamiento o beneficios 
penitenciarios.
97. Las criticas a su redacción. Ahora bien, destaca 
del mismo la ausencia de concreción de los criterios que 
se han de manejar para valorar el trabajo productivo 
realizado por el interno y su laboriosidad, así como la
522
Capitulo Tercero
omisión del sujeto encargado de efectuar dicha 
valoración. Esta laguna llevó a la doctrina científica a 
considerar que dicha valoración habría de hacerse de 
forma subjetiva288 , evidenciándose con ella, en 
definitiva, la presencia de un concepto jurídico 
indeterminado -y la concesión a la Administración de 
capacidad para determinar la trascendencia que el trabajo 
pueda tener para conseguir mejoras en la vida del 
interno.
98. La introducción de criterios objetivos en la 
valoración de la actividad del interno trabajador. Sin
poder negar esto último, puesto que es incontestable que 
corresponde a la Administración Penitenciaria determinar 
dicha trascendencia ya que de ella dependen las 
cuestiones de régimen y tratamiento, resulta igualmente 
indiscutible que ésta ha tratado de Conferir objetividad’ 
a los criterios utilizados para valorar el trabajo y la 
laboriosidad del interno, entre otras actividades.
99. El procedimiento de evaluación establecido por 
la DGIP. Esto último puede constatarse en la Instrucción 
de la DGIP 8/1999, de 20 de julio, sobre sistema de 
evaluación continuada e incentivación de actividades de 
los internos, mediante la cual se configura un sistema 
objetivo de evaluación continuada de las diferentes 
actividades realizadas por los internos durante su 
estancia en prisión, estableciendo los créditos "como 
unidad homologada para valorar la participación y 
rendimiento de los internos en cada una de las
288 Véase SOLER ARREBOLA, La relación laboral
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actividades recogidas en el catálogo unificado del 
centro”, entre las que se incluyen las laborales, y 
equivaliendo teóricamente cada crédito a 40 horas de 
actividad.
Corresponderá al Equipo Técnico, con periodicidad 
trimestral, elaborar propuesta a la Junta de Tratamiento 
de los créditos que crea procedente conceder a cada 
interno, en función del valor asignado en el catálogo a 
cada una de las actividades desempeñadas, y de las 
acreditaciones recibidas de los profesionales 
penitenciarios responsables directos de la ejecución o 
supervisión de la actividad289, quienes harán constar las 
ausencias o defectos de rendimiento respecto al 
considerado como normal, así como aquellos aspectos 
significativos que pongan de manifiesto un especial 
esfuerzo o dedicación del interno.
Y será la Junta de Tratamiento la que acuerde la 
certificación trimestral de créditos a cada interno, lo 
que, conforme dispone la Instrucción, posteriormente se 
utilizará: 1) para la concesión de las recompensas en los 
términos previstos en los artículos 263 y 264 RP de 1996; 
2) para la revisión, cada 6 meses como máximo según el 
artículo 105.1 RP de 1996, de la evolución del interno en 
los aspectos señalados en su modelo individualizado de
especial penitenciaria, cit., p. 275.
289 En el caso de la actividad laboral en los 
talleres productivos, se consideran responsables de la 
misma a los Encargados de Taller. En este sentido se 
pronuncia, aun sin efectuar su análisis desde la 
perspectiva de la Instrucción 8/1999, SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 404.
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tratamiento, lo que podrá dar lugar a la revisión del 
grado de clasificación aplicable; 3) así como para la 
propuesta de los beneficios penitenciarios previstos en 
los artículos 202 a 206 RP de 1996 -adelantamiento de la 
libertad condicional e indulto particular- y conforme al 
procedimiento establecido en los mismos.
IV.2. DEBERES LABORALES BÁSICOS.
100. Introducción. La manera en que se establecen 
los deberes de los internos trabajadores durante su 
prestación de servicios, así como el contenido concreto 
de los mismos, viene configurado por el artículo 6 RD 
782/2001 de modo muy similar al plasmado en el artículo 5 
ET. Con todo, su aplicación en el ámbito de la RLEP va a 
traer consigo determinadas disfunciones que se irán 
subrayando a lo largo de este apartado.
Antes de comenzar el análisis de las distintas 
obligaciones, parece oportuno apuntar que en la 
regulación reglamentaria de esta relación laboral se ha 
introducido, de modo específico, una nueva causa de 
extinción de la misma estrechamente relacionada con las 
obligaciones, pues se trata del "incumplimiento de los 
deberes laborales básicos"290. Sobre la misma, y su 
extraña ubicación sistemática -dada su recepción entre 
las causas "penitenciarias" de extinción-, se volverá en 
el apartado dedicado a la suspensión y extinción de la 
RLEP.
290 Artículo 10.2. f) RD.
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r 2.1. DEBER DE CUMPLIR CON LAS OBLIGACIONES DEL PUESTO 
DE TRABAJO.
101. Configuración normativa del deber. Establece el 
artículo 6.a) RD como obligación de los internos 
trabajadores la de "cumplir con las obligaciones 
concretas de su puesto de trabajo, con arreglo a las 
reglas de la buena fe, diligencia y disciplina, así como 
con las que se deriven de la actividad laboral 
comprendida en su programa individualizado de 
tratamiento".
Este artículo señala, de entrada, el modo conforme 
al que ha de efectuar la prestación de servicios el 
interno trabajador, que no difiere especialmente del modo 
en que ha de hacerlo el trabajador ordinario, pues ambos 
se han de someter a las reglas de la buena fe y la 
diligencia, si bien, en el caso de los internos, a ellas 
haya de sumarse, además, la disciplina; así como el deber 
de cumplir con las obligaciones exigidas por su programa 
individualizado de tratamiento.
102 • Los deberes de buena fe y diligencia en la 
RLEP. Aun cuando las dos primeras circunstancias que 
modalizan el desarrollo de la actividad laboral, los 
deberes de buena fe y diligencia, son comunes a la 
relación laboral ordinaria, resulta evidente que el grado 
de concreción del segundo en la prestación de servicios 
de los internos trabajadores se muestra muy inferior en 
el RD 782/2001, lo que no debe interpretarse en el
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sentido de que en la relación laboral ordinaria sean 
ambos conceptos jurídicos plenamente determinados, puesto 
que la realidad demuestra cuán dificultosa resulta su 
objetivación y la concreción de su alcance291.
Por lo que hace al deber de buena fe, el RD deja 
constancia de su carácter biunívoco desde el momento en 
que también lo refiere al OATPP en su artículo 11 . 7292, en 
claro paralelismo al artículo 20.2 ET. Ello implica que a 
cada una de las partes de esta relación laboral especial 
resultarán exigibles comportamientos ajustados a dicha 
regla, aun cuando no estén expresamente previstos en el 
contrato de trabajo293 .
Ahora bien, las clásicas manifestaciones del deber 
de buena fe en la relación de trabajo poseen una nula 
relevancia en el ámbito de la RLEP, dada la especial 
situación del sujeto trabajador y del concreto ámbito en 
el que se desarrolla la prestación de servicios, lo que 
provoca una incompatibilidad notoria de dichas 
manifestaciones con esta relación laboral, puesto que se
291 En ese sentido, ROMÁN DE LA TORRE, Poder de 
dirección y contrato de trabajo, cit., p. 254; 
igualmente, CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y 
GOMEZ GORDILLO, Estatuto de los Trabajadores comentado, 
cit., p. 285.
292 "En sus relaciones recíprocas, el Organismo 
Autónomo Trabajo y Prestaciones Penitenciarias u órgano 
autonómico equivalente y los trabajadores penitenciarios 
se someterán a las exigencias de la buena fe".
293 Me remito en este punto al análisis de ROMÁN 
DE LA TORRE, Poder de dirección y contrato de trabajo, 




trata de limitaciones a la libre elección de profesión u 
oficio por el trabajador que resultan, en cierto modo y 
sobre todo algunas de ellas, contradictorias con la 
finalidad primordial de las Instituciones penitenciarias. 
Así, el RD 782/2001 ignora por completo cuestiones tales 
como la posibilidad de pactar la plena dedicación, la 
permanencia durante un tiempo para los casos en que se 
reciba especialización profesional o la no competencia 
postcontractual, lo que implica sin duda su ausencia del 
ámbito de la RLEP.
En cuanto al deber de diligencia del interno 
trabajador -unido indefectiblemente al rendimiento 
debido-, no existe en el RD una presencia de criterios 
objetivos en aras de su determinación en los que pueda 
participar el interno trabajador, hecho que va a dejar en 
manos de la Administración penitenciaria su 
especificación294 . Ello introduce una diferencia respecto 
de lo que sucede en el Estatuto de los Trabajadores, por 
el que se utilizan criterios objetivos para determinar 
cual sea la diligencia exigible al trabajador para
294 Debe tenerse presente que, dado que el objeto 
del contrato de trabajo ha de ser necesariamente 
determinado, y teniendo en cuenta que, como señala, por 
todos, BLASCO PELLICER, La individualización de las 
relaciones laborales, cit., p. 247, "el rendimiento se 
configura como una cualidad de la prestación, o como la 
misma prestación cualificada y, en consecuenciaf como 
objeto de la obligación asumida por el trabajador", es 
preciso que el rendimiento exigible se concrete o 
especifique en el mismo, no pudiendo ser indeterminado.
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considerar satisfactoriamente cumplida su obligación de 
trabajar, que además no será otra que la convenida295 .
r
Esa circunstancia viene confirmada por el artículo 
15.1 RD, el cual señala que la retribución de los 
internos trabajadores "se determinará en función del 
rendimiento normal de la actividad de que se trate", 
entre otros parámetros, resultando el salario de cada 
interno trabajador proporcional, entre otras cosas, al 
rendimiento realmente conseguido.
La fijación del rendimiento normal de la actividad 
de que se trate posee, a mi entender, una triple 
finalidad, de modo parcialmente similar a como sucede en 
el caso del trabajador ordinario296 : de una parte, la
consideración del mismo como el umbral por debajo del 
cual el interno trabajador podría colocarse en una 
situación de incumplimiento de sus deberes laborales que 
pudiera acarrear la extinción del contrato de trabajo, ex 
artículo 10.2.f) RD; de otra, como se ha podido observar, 
va unida a la posibilidad de alcanzar retribuciones 
superiores en función de que se alcancen rendimientos
295 Véase el artículo 20.2 ET. Señalaba a este 
respecto y con carácter general BLASCO PELLICER, La 
individualización de las relaciones laborales, cit., p. 
249, que el pacto sobre el rendimiento debido "no puede 
ser, en forma alguna, indeterminado ni permitir que su 
concreción se realice mediante la concurrencia de la 
voluntad de una sola de las partes, concretamente, el 
empresario". Resulta evidente la esterilidad de esta 
opinión en el ámbito de la RLEP.
296 Sobre el mismo, véase ALBIOL MONTESINOS, en 
ALBIOL MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA 
FRANCO, Derecho del Trabajo. Tomo II. Contrato 
individual, cit., P. 317.
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superiores al calificado como normal, tema que se
abordará más adelante. Y, por último, como finalidad 
específica del ámbito penitenciario, se utiliza también 
en el sistema de evaluación continuada e incentivación de 
actividades contemplado en la Instrucción 8/1999, 
afectando a la certificación trimestral de créditos de 
cada interno efectuada por la Junta de Tratamiento297 , 
créditos que serán utilizados por este órgano 
administrativo para proponer recompensas o beneficios 
penitenciarios; en definitiva, podrá incidir en la
situación penitenciaria del interno.
103. La disciplina como circunstancia a tener en 
cuenta en el cumplimiento de las obligaciones del puesto 
de trabajo. Por su parte, con relación a la otra regla 
específica que afecta al cumplimiento de las obligaciones 
concretas del puesto de trabajo de los internos 
trabajadores, la disciplina, nada más puntualiza el RD 
782/2001 al respecto.
De este modo, entiendo que tienen cabida dos 
interpretaciones del término. Así, o bien la norma 
reglamentaria, sencillamente, está reiterando la
necesidad de cumplir con las obligaciones del puesto de 
trabajo, y recordando el sometimiento del interno en el 
desempeño de la actividad productiva al poder de 
dirección y disciplinario del empresario en el marco de 
la relación laboral; o bien está yendo más lejos y 
recordando al interno trabajador que la actividad
297 Véase supra el análisis de los derechos que 




productiva se efectúa en un lugar en el que tienen 
especial significación las reglas relativas a la 
seguridad, orden y disciplina, propias del régimen 
penitenciario, y que resultan plenamente aplicables en 
dicho espacio. Al respecto, ha de tenerse presente que la 
disciplina tiene como- fin inmediato, según el artículo 41 
LOGP, el mantener la seguridad del establecimiento 
penitenciario así como una convivencia ordenada en el 
mismo298 , situación que ha de afectar necesariamente a la 
actividad desarrollada en los talleres productivos.
Aun resultando más coherente con el resto del 
precepto la primera de las interpretaciones, su contenido 
viene en cierta medida recogido en otro apartado de ese 
mismo artículo 6 RD, donde se establece el deber de 
cumplimiento de las órdenes empresariales del interno 
trabajador, lo que a mi juicio representa un obstáculo a 
la hora de optar por ella y lleva a considerar como 
interpretación apropiada la segunda. Ello no me impide, 
sin embargo, suscribir la idea de SOLER ARREBOLA299 según 
la cual "la falta producida por el recluso en el 
desempeño de su actividad productiva producirá efectos 
dentro del ámbito laboral, no quedando afectados otros 
aspectos derivados de la vida del interno en prisión".
298 Al respecto, véase MAPELLI CAFFARENA,
Principios fundamentales del sistema penitenciario 
español, cit., p. 293. Véase también RENART GARCÍA, El 
régimen disciplinario en el ordenamiento penitenciario 
español: luces y sombras, cit., pp. 39 y ss.
299 Cfr. La relación laboral especial
penitenciaria, cit., p. 353.
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104. Las obligaciones derivadas de la actividad 
laboral comprendida en el programa individualizado de 
tratamiento. Por último, en cuanto al deber de cumplir 
con las obligaciones que se deriven de la actividad 
laboral comprendida dentro del programa individualizado 
de tratamiento del interno trabajador, existe igualmente 
en la norma reglamentaria, reproduciendo la situación 
existente a partir del RP de 19 9 6 300, una falta de 
precisión acerca de las obligaciones a que ella misma se 
refiere, circunstancia que merecería ser criticada por la 
inseguridad que pudiera originar, por cuanto ya se ha 
dicho que su incumplimiento puede dar lugar a la 
extinción del contrato de trabajo.
Será en consecuencia un sujeto ajeno a la relación 
laboral, el sujeto encargado de elaborar ese programa 
individualizado de tratamiento -la Junta de Tratamiento 
conforme al artículo 273.a) RP de 1996-, quien disponga 
las precisas obligaciones que deriven, en cada caso 
concreto, de la actividad laboral a realizar con base en 
el programa de tratamiento, obligaciones que, a mi 
juicio, si son distintas a las propias de una relación 
laboral, se sumarán a éstas integrándose en el contenido 
del contrato de trabajo. No puede explicarse de otro modo 
que su incumplimiento pueda provocar la extinción de la 
relación laboral especial.
300 Al respecto, véase SOLER ARREBOLA, ult. ob. 
cit., p. 324, donde lo califica de deber inespecífico por 
su falta de concreción en el RP de 1996.
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2.2. DEBER DE OBSERVAR LAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN DE 
RIESGOS LABORALES.
105. El contenido de la obligación. Relacionada con 
el deber más amplio del artículo 5.2.e) RP de 19 9 6 301, la 
obligación de los internos trabajadores de observar las 
medidas de prevención de los riesgos laborales se 
encuentra contemplada de modo expreso en el articulo 6.b) 
RD 782/2001.
Ya se ha precisado que la normativa en materia de 
prevención de riesgos laborales resulta de plena 
aplicación en el ámbito de la relación laboral especial. 
En consecuencia, las obligaciones que en dicha normativa 
se establecen resultan predicables de los sujetos que 
intervienen en dicha relación, lo que significa que no es 
sólo el empresario -el OATPP- quien ha de cumplir con las 
obligaciones que le correspondan, sino también los 
internos trabajadores. Y es que, como señala la doctrina, 
sin el cumplimiento por el trabajador de sus obligaciones 
en materia preventiva resulta inviable el garantizar 
plenamente la seguridad en el trabajo302 . Ahora bien, ese 
cumplimiento está condicionado por el previo del 
empresario, atenuándose la exigibilidad al trabajador
301 "Observar una adecuada higiene y aseo 
personal, corrección en el vestir y acatar las medidas 
higiénicas y sanitarias establecidas a estos efectos1'.
302 Véase en este sentido CRUZ VILLALÓN, 
RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y GÓMEZ GORDILLO, El Estatuto de 
los Trabajadores comentado, cit., p. 107.
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para el caso de que el empresario incumpla sus
obligaciones preventivas303 .
r
Con carácter general, el artículo 29 LPRL regula las 
obligaciones del trabajador en materia de prevención de 
riesgos laborales, que se concretan en deberes de hacer 
un uso correcto -de los instrumentos, de los medios y 
equipos de protección individual y de los dispositivos de 
seguridad-, de información -acerca de las situaciones que 
entrañen riesgo- y de colaboración con el empresario.
Resulta evidente, a mi juicio, que el alcance de las 
citadas obligaciones va a depender, de un modo especial 
en el caso de los internos trabajadores, de sus 
circunstancias personales304 , cuestión que no debe 
impedir, sin embargo, su exigencia.
106. ¿Qué sucede en caso de incumplimiento de este 
deber? En caso de incumplimiento de las obligaciones en 
materia de prevención de riesgos, los internos 
trabajadores podrán ser sancionados. El problema reside 
en determinar cuál pueda ser la sanción aplicable en 
función de la gravedad de la falta cometida.
303 En ese sentido, GONZALEZ ORTEGA y APARICIO 
TOVAR, Comentarios a la Ley 31/1995, de Prevención de 
Riesgos Laborales, cit., p. 188.
304 GONZALEZ ORTEGA y APARICIO TOVAR, Comentarios 
a la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, 
cit., p. 188, hablan de la formación general y en materia 
preventiva de los trabajadores, del control del proceso 
de trabajo por los mismos, del nivel de conocimientos, de 
la información que reciban, de su experiencia o su 
capacidad, como factores que inciden en el alcance de 
esos deberes para el conjunto de trabajadores.
534
Capitulo Tercero
En este sentido/ el artículo 29 LPRL remite a lo 
dispuesto en el artículo 58 ET, el cual resultaría en 
principio aplicable a los internos trabajadores. Así 
ocurría con la regulación de esta materia por el RP de 
1996. Y es que, en aquel momento, el propio RP en su 
artículo 134.6 remitía al artículo 58 ET en materia de 
infracciones y sanciones laborales de los trabajadores 
penitenciarios encuadrados en la RLEP, "en cuanto resulte 
de aplicación a dicha relación laboral especial", lo que 
no dejaba dudas de su aplicación en este caso concreto.
Pero en el artículo 58 ET se considera a las 
disposiciones legales y a los convenios colectivos 
aplicables las fuentes reguladoras de la graduación de 
las faltas y sanciones aplicables. Y resulta que, en el 
ámbito de la RLEP, la negociación colectiva ha sido 
excluida como fuente de regulación de las condiciones de 
trabajo, tratándose en el mundo libre, sin embargo, de la 
vía habitualmente utilizada para la determinación de las 
faltas y sanciones. Por su parte, tampoco las normas 
legales establecen con carácter general una tipificación 
de los comportamientos o actuaciones que pueden 
constituir faltas, clasificándolos en orden a su 
gravedad, ni de las sanciones correspondientes. Tan sólo 
en el ET se hace mención de las sanciones más graves y, 
sin querer entrar en ello ahora, es oportuno apuntar que 
existen dudas en torno a si resultarían aplicables o no 
en esta relación, siendo sin embargo las únicas que 
podrían imponerse por inexistencia de convenio aplicable.
Debido a los problemas que la aplicación de este
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precepto planteó, y a las críticas doctrinales realizadas 
al efecto305 , en el RD 782/2001 no se incorpora la 
remisión al artículo 58 ET en materia de faltas y 
sanciones, no contemplándose además una regulación 
específica de esta materia. Por este motivo, en mi 
opinión, tampoco resulta factible la remisión desde el 
artículo 29 LPRL, pudiendo ello argumentarse desde la
necesidad, prevista por el propio RD en su artículo 11.4, 
de adaptar la normativa en materia de prevención de 
riesgos laborales a las especificidades del ámbito 
penitenciario.
Parece, por lo tanto, que la única sanción posible 
en caso de incumplimiento del deber de observar las 
medidas de prevención de riesgos laborales, ex artículo 
10.2.f) RD, sería la extinción del contrato de trabajo
por incumplimiento de sus deberes laborales, lo que 
suscita enormes dudas en cuanto a su ajuste y
proporcionalidad con la gravedad del incumplimiento. Y 
más cuando el empresario no puede hacer en estos casos un 
uso discrecional de su potestad disciplinaria, como ha 
recalcado la doctrina306, dado que con el cumplimiento de 
estas obligaciones no se está tutelando un interés del 
empresario sino un interés del conjunto de los
trabajadores a la seguridad en el trabajo, al constituir 
su objetivo, como señala el artículo 29 LPRL, el velar
305 Aunque luego se volverá sobre este tema, véase 
SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., pp. 352 y ss.
306 CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y GÓMEZ 




por la seguridad y salud en el trabajo no sólo de la 
propia persona sino también la de otras personas a las 
que pueda afectar su actividad profesional. Pero sobre 
esa proporcionalidad se volverá con detalle más adelante.
2.3. DEBER DE CUMPLIR LAS ÓRDENES E INSTRUCCIONES.
107. Configuración normativa del deber. Establece el 
artículo 6.c) RD el deber de los internos trabajadores de 
"cumplir las órdenes e instrucciones del personal 
responsable de la organización y gestión de los talleres, 
en el ejercicio regular de sus funciones", deber que 
constituye, en palabras de la doctrina307 , el reverso de 
un correlativo poder de dirección y organización del 
trabajo en la empresa que se manifiesta, en parte, 
mediante el dictado de órdenes e instrucciones que los 
trabajadores están obligados a cumplir.
Se trata, en consecuencia, del mismo deber de 
cumplimiento que atañe a los trabajadores de la relación 
laboral ordinaria, y que para éstos reconoce el artículo
5.c) ET de modo prácticamente idéntico al precepto del RD 
782/2001.
108. Diferencias con la redacción prevista en el 
artículo 5 ET. La única diferencia entre ambos preceptos 
viene dada por la terminología utilizada para describir 
al sujeto a quien se atribuye la potestad de dictar esas
307 Véase por todos, dada la exhaustividad de su 
trabajo, a ROMÁN DE LA TORRE, Poder de dirección y 
contrato de trabajo, cit., pp. 349 y ss.
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órdenes e instrucciones. En el caso de la relación
laboral ordinaria, viene referida al "empresario"; en el 
caso de la RLEP, se atribuye al "personal responsable de 
la organización y gestión de los talleres". Ahora bien, a 
diferencia de lo que parece opinar la doctrina en torno a 
este tema308 , no creo que tenga una especial relevancia la 
terminología empleada en este caso, pues una 
circunstancia que resulta habitual en el mundo libre -el 
hecho de que, aun cuando la titularidad del poder de
dirección corresponda al empresario, su ejercicio sea 
delegado "allí donde no es posible que lo ejercite
personalmente el empresario"309-, se produce de modo 
análogo en el ámbito penitenciario.
109. El ejercicio delegado de las facultades de 
dirección y control de la actividad de los internos en el 
ámbito de la RLEP. En efecto, en el supuesto concreto de 
la RLEP, la organización empresarial es una organización 
compleja que, a pesar de ser la titular del poder de
dirección conforme establece el artículo 11.1 RD, lo ha 
de ejercer de un modo delegado, a través no sólo de quien 
actúa como Delegado del OATPP en el Establecimiento
308 Véase SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 327, donde señala que 
"las órdenes e instrucciones que pueden afectar al 
trabajador penitenciario sean de diferente índole y 
provenientes de distintos sujetos facultados para 
dictarlas, lo que puede provocar la asunción por el 
trabajador de una amplia gama de deberes dentro del 
ámbito laboral; deberes que afectan a diferentes sectores 
del mismo, en función de las competencias que cada una de 
las personas facultadas posean".
309 Cfr. ROMÁN DE LA TORRE, Poder de dirección y 
contrato de trabajo, cit., p. 123.
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penitenciario aunque cumpliendo las instrucciones 
emitidas por el propio OATPP, papel que es desempeñado 
por el Director del establecimiento ex artículo 280.2.132 
RP de 1996, conforme al cual asume "la representación del 
Organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones Penitenciarias, 
con la función de dirigir y supervisar sus actividades en 
el Centro de acuerdo con las instrucciones emitidas por 
los órganos directivos del citado Organismo Autónomo"310, 
sino también, y más directamente, a través del personal 
responsable de talleres, que actualmente está integrado, 
conforme dispone la Instrucción 9/1999, de 20 de julio, 
sobre Organización del Organismo Autónomo Trabajo y 
Prestaciones Penitenciarias, por los Maestros de Taller y 
Encargados de Taller311. Ambos supuestos de delegación 
vienen además expresamente contemplados en el artículo
11.6 RD, el cual dispone que "la dirección y control de 
la actividad concreta de los internos corresponde al 
Director del establecimiento penitenciario y al personal 
encargado de realizar las funciones de dirección y 
gestión de los talleres".
310 Véase también, con relación a sus funciones 
como Delegado del OATPP, el artículo 328 RP de 1981, 
todavía en vigor.
311 Ha de tenerse en cuenta, sin embargo, que 
continúan vigentes de forma transitoria, aun con rango de 
resolución del Centro Directivo de la Administración 
penitenciaria correspondiente, mientras no se establezca 
una nueva regulación de la organización de los Servicios 
y Unidades de los Centros penitenciarios y sus concretas 
funciones, los artículos 331 y 332 RP de 1981 y los 
sujetos en ellos previstos con las funciones específicas 
que expresamente se les asignan: maestros de sectores 
laborales y funcionarios de vigilancia. Puede parecer, 
sin embargo, que por la Instrucción 9/1999 se ha ordenado 
de forma distinta la estructura organizativa prevista en 
estos preceptos del RP de 1981.
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En definitiva, existe una cascada de delegaciones a 
favor de estos sujetos que se sitúan bajo la dirección 
del OATPP, por la que se les confiere la facultad de 
dictar órdenes e instrucciones a los internos 
trabajadores, si bien ello condicionado a que cada uno lo 
haga "en el ejercicio regular de sus funciones*. En otros 
términos, siempre que la orden o instrucción se produzca 
dentro del marco de las atribuciones o facultades 
regulares de quien la emite, el interno trabajador 
quedará obligado a su cumplimiento.
110. La doctrina jurisprudencial de sol ve et repe te 
y la exigencia reglamentaria de ejercicio regular de las 
funciones. En cierta medida, parecería inevitable pensar 
que en un ámbito como el de los establecimientos 
penitenciarios la doctrina jurisprudencial de solve et 
repete tenga una especial aplicación, dadas las raíces 
mismas de dicho principio, que no son otras que el 
mantenimiento del orden empresarial y la disciplina como 
valores incontestables312. Cierto es que en el medio 
penitenciario las cuestiones de seguridad interior, orden 
y disciplina gozan de una especial repercusión, incluso 
en el ámbito de la RLEP, pero sólo en el sentido de 
someter a un particular y mayor control las actividades 
de los internos trabajadores313, sin que ello deba suponer
312 Véase sobre el tema ROMÁN DE LA TORRE, Poder 
de dirección y contrato de trabajo, cit., p. 352. 
Asimismo, MONTOYA MELGAR, A., "El poder de dirección del 
empresario", en AA.W. , El Estatuto de lo Trabajadores. 
Veinte años después, cit., pp. 585 y ss.
313 A este respecto, en el artículo 332 RP de 1981 
se contempla la existencia de personal encargado
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el conceder a las órdenes e instrucciones dictadas por el 
personal responsable de talleres una presunción de 
legitimidad que impida al interno trabajador valorar por 
sí mismo la legitimidad de la orden, imponiéndole un 
deber de obediencia ciega.
Al contrario: desde el momento en que el artículo
6.c) RD establece, como hace el 5.c) ET, el deber de 
cumplimiento por el interno trabajador de las órdenes e 
instrucciones del personal dictadas por éstos en el 
ejercicio regular de sus funciones, debe entenderse, a 
sensu contrario y como también se ha encargado de poner 
de relieve la jurisprudencia, que todas aquellas órdenes 
o instrucciones que no se dicten en ejercicio regular de
sus funciones, esto es, que no sean regulares, no generan
una obligación de cumplimiento, pudiendo en consecuencia 
ser desobedecidas.
El problema reside, por lo tanto, en delimitar cuál 
es el ámbito de ejercicio legítimo del poder de
dirección, ámbito que marcará los límites dentro de los 
cuales podrán actuar "regularmente" estos sujetos. En la 
relación laboral ordinaria, dicho ámbito viene definido y 
delimitado por el contrato de trabajo, pudiendo el
empresario o persona en quien éste delegue dictar órdenes 
e instrucciones siempre que se enmarquen en la prestación 
convenida, y dentro de los límites establecidos por las 
disposiciones legales y reglamentarias, y por los 
convenios colectivos. En mi opinión, nada impide que, en 
la RLEP, el ámbito de ejercicio legítimo del poder de
específicamente de realizar las labores de vigilancia y 
control en los sectores laborales.
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dirección venga enmarcado por la prestación contratada314, 
y dentro de los límites previstos por las disposiciones 
legalés y reglamentarias, no así por los convenios 
colectivos. Ello excluye como ejercicio regular de sus 
funciones, por otra parte, aquellas órdenes referentes a 
aspectos de la vida del interno que ninguna relación 
guarden con su relación contractual315.
Ahora bien, los inconvenientes del uso legítimo de 
un ius resistentiae se plantean, al mismo tiempo, por lo 
difícil que puede resultar para un interno trabajador 
determinar qué órdenes son regulares y cuáles no, 
teniendo en cuenta, en particular, que el incumplimiento 
de las órdenes e instrucciones dictadas en ejercicio 
regular de las funciones tiene como consecuencia 
jurídica, conforme la valoración que de tal 
incumplimiento efectúe el empresario penitenciario, la 
extinción de la relación laboral de acuerdo con lo
314 Aunque en el RD 782/2001 no existe un precepto 
similar al artículo 20.1 ET, conforme al cual "el 
trabajador estará obligado a realizar el trabajo 
convenido bajo la dirección del empresario o persona en 
quien éste delegue", desde el momento en que se parte del 
origen contractual de esta relación está implícita la 
existencia de una prestación convenida, en los términos 
que prevé la propia norma reglamentaria, aunque sin duda 
ésta refuerza a esos efectos ese poder de dirección en 
comparación con el ostentado por un empresario ordinario.
315 Mantiene en este punto SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 329, 
que, siendo el empresario al mismo tiempo Administración 
Pública, además de las facultades que posee como 
empleador ostenta otras de control que afectan a la vida 
del interno trabajador, debiendo diferenciarse claramente 
cuál es el ámbito en el que han sido dictadas las 
instrucciones correspondientes para encuadrar en el 
laboral sólo aquellas que tengan tal naturaleza.
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dispuesto en el artículo 10.2.f) RD, no existiendo 
sanción inferior que pudiera imponerse en función de la 
gravedad, trascendencia e injustificación del 
incumplimiento, salvo que se inserte en la suspensión del 
contrato por la novedosa causa de las razones de 
seguridad y disciplina penitenciaria prevista en el 
artículo 9.2.d) RD.
2.4. DEBER DE CONTRIBUIR AL CUMPLIMIENTO DE LOS FINES 
DE LA RELACIÓN LABORAL.
111. Configuración normativa. El último de los 
deberes recogidos en el artículo 6.d) RD presenta una 
ligera alteración respecto a la redacción que se le daba 
en el artículo 136.d) RP de 1996. En éste se incorporaba 
como deber de los internos el de "contribuir a conseguir 
el cumplimiento de los fines del trabajo y, en su caso, 
de la productividad". Actualmente, sin embargo, el deber 
queda plasmado de la siguiente manera: contribuir a
conseguir el cumplimiento de los fines de la relación 
laboral, tanto desde el punto de vista de su preparación 
para la inserción laboral, como en relación con el 
cumplimiento de los objetivos de la actividad laboral que 
se le encomienda".
112. Deber de contribuir, no deber de conseguir. El 
precepto como expresión de la compleja finalidad que se 
le otorga al trabajo objeto de la RLEP. Pues bien, 
configurado tan sólo como deber de contribuir a la 
consecución de esos fines, y no como obligación de 
conseguirlos -lo que ha de significar que se trata de un
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deber que comparte con otro sujeto cuya actuación en 
materia de trabajo penitenciario se orienta a la 
consecución de esos fines; concretamente, la propia 
Administración penitenciaria-, se advierte en el 
precepto, de un modo más claro que con la redacción 
prevista en el RP de 1996, la complejidad del trabajo que 
es el objeto de esta relación laboral especial 
penitenciaria315, pues a través suyo se busca alcanzar dos 
finalidades u objetivos bien distintos.
113. El fin cardinal mencionado en el precepto. En
efecto, se expresa en el precepto, de una parte, el fin 
primordial que se persigue con esta relación laboral, y 
que es el de preparar al interno para la vida en libertad 
y para una futura inserción laboral. Así se contempla, 
además, en el artículo 4.1 RD. Evidentemente, será el 
interno trabajador el que mayor beneficio obtenga de su 
consecución, lo que le compele a cooperar en su búsqueda.
114. Un fin accesorio pero también relevante. Pero, 
de otra parte, la actividad desarrollada en los talleres 
productivos, enmarcada como está en el ámbito de una 
organización que realiza una actividad empresarial, ha de 
contar a su vez con objetivos que respondan a esa 
vertiente empresarial del OATPP, y que pueden ser los de 
obtener un determinado resultado e incluso una mejora de
316 Utilizando las palabras de SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 330, 
"la dualidad que este trabajo penitenciario, encardinado 
(sic) en la RLEP, tiene en cuanto a la finalidad que el 
ordenamiento jurídico le otorga".
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la productividad317. Ello, a pesar de que la razón 
principal de la contratación del interno trabajador 
mediante esta relación laboral especial no sea la de 
obtener ese resultado productivo ni conseguir un 
beneficio económico318.
También respecto de este fin se ha de señalar que el 
hecho de fijar objetivos al trabajo desempeñado en el 
taller productivo ejerce, o debería ejercer, un efecto 
positivo para el interno trabajador y para su 
rendimiento, como también sucede con el trabajador 
ordinario, puesto que sirve para dotar de un significado 
preciso a la tarea que está realizando, permitiéndole ver 
cuál debe ser el resultado que ha de alcanzar con su 
esfuerzo y llevándole a implicarse en mayor medida en el 
trabaj o.
115. El incumplimiento sancionable. Del tenor 
literal del artículo 6.d) RD se deduce que el hecho que 
resulta sancionable será el incumplimiento del deber de 
contribuir a su conquista. En consecuencia, en modo 
alguno podría sancionarse la no consecución de cualquiera 
de las finalidades.
Ahora bien, complicado será determinar en qué 
momento se ha incumplido ese deber de contribuir, y 
cuándo no. En mi opinión, la introducción de conceptos 
jurídicos indeterminados, como considero que pudiera
317 Coincidiendo en este caso con el deber 
impuesto al trabajador ordinario por el artículo 5.f) ET.
318 Me remito al estudio realizado sobre esta 
materia en este mismo capítulo, apartado II.2.
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calificarse un "deber de contribuir", resulta siempre 
criticable, y más, si cabe, cuando ello puede repercutir 
negativamente en la situación del trabajador.
V. LA DETERMINACIÓN DE LA PRESTACIÓN DE TRABAJO Y SU 
MODIFICACIÓN:
116. Introducción. Como puede deducirse de su 
título, en este apartado se va a efectuar el estudio de 
lo que por su propia naturaleza es consustancial al 
contrato de trabajo, resultando elemento esencial de 
éste: la determinación del objeto del contrato de trabajo 
entre un interno trabajador y el OATPP u órgano 
autonómico equivalente.
Con esa intención, comenzaré por analizar el régimen 
jurídico previsto por el RD 782/2001 para la 
determinación inicial de las prestaciones laboral - 
concretamente, la determinación de las funciones y del 
tiempo de trabajo, pues he de recordar que el análisis 
del lugar de trabajo se efectuó en el capítulo anterior 
por su trascendencia a la hora de delimitar el trabajo 
objeto de la relación laboral especial- y salarial, 
haciendo particular hincapié en las facultades que 
respecto a dicha determinación ostentan los sujetos de 
esta relación laboral; principalmente, del ámbito de 
ejercicio del poder de dirección empresarial, más extenso 
en este caso que en la relación laboral ordinaria.
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Vinculado a ello de forma estrecha, resulta 
preceptivo hacer referencia a las posibles modificaciones 
que puedan, o no, efectuarse de la prestación 
inicialmente prevista -que no convenida, como podrá 
constatarse seguidamente- en función de las necesidades 
organizativas o productivas del * empresario. Y ello 
porque "el contrato de trabajo legitima ciertos poderes 
del empresario, pero no todos"219.
Por último, no puede terminarse este apartado sin 
hacer mención de los clásicos poderes del empresario que 
actúan en apoyo y garantía del poder de dirección, lo que 
exige, en fin, un análisis de la regulación reglamentaria 
de los poderes empresariales de vigilancia y control, y 
del disciplinario.
V.1. LA PRESTACIÓN LABORAL: CLASIFICACIÓN PROFESIONAL Y 
ORDENACIÓN DEL TIEMPO DE TRABAJO.
1.1. CLASIFICACIÓN PROFESIONAL DEL INTERNO TRABAJADOR
117. La atribución en exclusiva al OATPP de la 
facultad de determinación inicial y posterior concreción 
de las funciones del interno trabajador. En la relación 
laboral ordinaria, la determinación inicial de las 
obligaciones del trabajador, esto es, de las funciones o
319 Cfr. ROMÁN DE LA TORRE, Poder de dirección y 
contrato de trabajo, cit., p. 102. Esta idea, comúnmente 
aceptada en el caso de la relación laboral ordinaria, 
considero que resulta igualmente predicable de la 
relación laboral especial penitenciaria.
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tareas que genéricamente le competen, corresponde en 
teoría al contrato individual de trabajo. Así se señala 
en el artículo 22.5 ET, conforme al cual "por acuerdo 
entre trabajador y empresario se establecerá el contenido 
de la prestación laboral objeto del contrato de trabajo, 
así como su equiparación a la categoría, grupo 
profesional o nivel retributivo previsto en el convenio 
colectivo o, en su defecto, de aplicación en la empresa, 
que se corresponda con dicha prestación Esta
remisión al contrato ha sido valorada por la doctrina320 , 
no tanto como una concreta apertura al pacto para la 
determinación inicial de las funciones, sino más bien 
como una barrera infranqueable, en la mayoría de los 
casos, a una supuesta fijación unilateral de las mismas 
por el empresario.
La posterior especificación o concreción de tales 
obligaciones, por su parte, sí resulta consustancial al 
poder de dirección del empresario321, que éste ejercita 
típicamente a través de las correspondientes órdenes e 
instrucciones.
320 ROMÁN DE LA TORRE, M.D., "Clasificación 
profesional y movilidad funcional", en AA.W. (VALDÉS 
DAL-RÉ, F., Dir.), La reforma del mercado laboral, Lex 
Nova, Madrid, 1994, p. 180.
321 En este sentido, véase MONTOYA MELGAR, A. , El 
poder de dirección del empresario, Estudios de Trabajo y 
Previsión, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1965, 
p. 17. Igualmente, ROMÁN DE LA TORRE, Poder de dirección 
y contrato de trabajo, cit., p. 107, quien diferencia 
entre especificación como determinación de la prestación 
y especificación como utilización continuada del trabajo 
contratado según las exigencias y ritmos de cada momento, 




En el caso de la relación laboral especial 
penitenciaria, sin embargo, no se reconoce margen de 
actuación alguno para el contrato individual de trabajo 
en el momento inicial de fijación de las funciones que 
conforman la prestación debida por el interno trabajador, 
pudiera pensarse que debido a la especial relación que 
mantienen interno y Administración Penitenciaria. De este 
modo, tanto la determinación inicial y genérica de sus 
funciones como su posterior especificación permanece en 
manos del OATPP; esto es, pertenecen exclusivamente a la 
esfera del poder de dirección empresarial, con los 
riesgos que ello pudiera entrañar en la medida en que, 
tanto en la fijación inicial como en la ulterior 
concreción, podría el OATPP intentar utilizar únicamente 
los argumentos de la estricta organización del trabajo en 
términos productivos -no así económicos, pues el artículo 
26.g) LOGP impide supeditar el trabajo penitenciario al 
logro de intereses económicos por la Administración-, 
dejando en un segundo plano los aspectos relacionados con 
los derechos profesionales de los internos 
trabajadores322 . Entiendo sin embargo, y sobre ello
322 Véase esta idea, si bien atribuyendo esos 
peligros al contrato individual en relación a la 
clasificación profesional negociada colectivamente, en 
ROMÁN DE LA TORRE, "Clasificación profesional y movilidad 
funcional", cit., p. 170, donde finalmente señala que "el 
argumento empresarial puede encontrar una canalización 
más equilibrada que si la determinación de tareas y sus 
cambios quedan exclusivamente diferidas al mecanismo 
contractual individual". Por su parte, y en relación con 
la RLEP, SOLER ARREBOLA habla del "aumento del poder 
directivo del empresario en detrimento de las garantías 
del interno - trabajador", en La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 373.
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volveré en breve, que existen ciertos límites que impiden 
al empresario actuar estrictamente en función de sus 
necesidades organizativas, debiendo respetar los derechos 
profesionales de los internos trabajadores.
En cualquier caso, el sistema de clasificación 
profesional regulado en el artículo 8 RD, y la concreta 
clasificación profesional del interno trabajador, que 
debiera ser entendida, en palabras del Tribunal 
Constitucional323 , como "el mecanismo jurídico que conecta 
al trabajador con el conjunto normativo regulador de su 
nexo contractual: delimita la prestación en principio
exigible, confiere un tratamiento retributivo específico 
e incide en el tiempo de prestación del trabajo 
deja mucho que desear en relación con las expectativas 
que genera puesto que, como se constatará seguidamente, 
ni con él se delimita la prestación en principio 
exigible, ni con él se confiere un tratamiento 
retributivo específico y concreto al interno trabajador.
118. El contenido del artículo 8 RD y la 
delimitación de la prestación exigible al interno.
Dispone así el artículo 8.1 RD, de tenor idéntico al del 
derogado artículo 143 RP de 1996, que "los internos 
trabajadores, atendiendo a su nivel de conocimientos, 
capacidad laboral y funciones desarrolladas, serán 
clasificados en las siguientes categorías: a) Operario
base: los que desempeñen el conjunto de tareas necesarias 
para el funcionamiento de los talleres productivos, b) 
Operario superior: los que, además de desempeñar las
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tareas necesarias para el funcionamiento de los talleres 
productivos, colaboran en su organización y su 
desarrollo".
La primera cuestión que salta a la vista es la de 
que, a pesar de la utilización reglamentaria de la 
categoría profesional como criterio para determinar la 
prestación laboral324 , ésta no actúa como tradicionalmente 
acostumbra dentro del sistema de relaciones laborales. 
Esta afirmación encuentra su fundamento en el hecho de 
que, en este caso, la categoría no sirve para definir o 
delimitar rígida y detalladamente las tareas o funciones 
que corresponde efectuar al interno trabajador325 .
Y es que, dentro del "conjunto de tareas necesarias 
para el funcionamiento de los talleres productivos",
323 Sentencia 20/1993, de 18 de enero, fundamento 
jurídico 4fl.
324 Del mismo modo que se había venido haciendo en 
las normas reglamentarias predecesoras de ésta. Ahora 
bien, está muy alejada de la extensa regulación que de 
esta materia se hacía en el RP de 1981, no sólo por lo 
que se refiere al establecimiento de un mayor número de 
categorías profesionales -seis con carácter meramente 
enunciativo y con remisión por analogía a las ordenanzas 
de trabajo y convenios colectivos- sino también por la 
forma en que dota a éstas de contenido, así como por la 
previsión de un sistema de ascensos.
325 Sobre ese papel de la categoría profesional, 
ROMÁN DE LA TORRE, Poder de dirección y contrato de 
trabajo, cit., pp. 145 y ss. Esta autora mantiene incluso 
que, como idea general, "la determinación de las 
funciones a través de la adjudicación de una categoría 
profesional relativiza el alcance de la unilateralidad 
del empresario en la descripción de las tareas 
exigibles". Cfr. "Clasificación profesional y movilidad 
funcional", cit., p. 179.
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definición ambigua donde las haya, cabe incluir cualquier 
función que se desarrolle en los talleres productivos326, 
salvo las de "su organización y su desarrollo", pudiendo 
incluso pensarse que viene implícita en dicha definición 
una especie de polivalencia funcional, distinta 
conceptualmente a la regulada en el ET; es decir, no 
concebida como realización de funciones
intercategoriales, sino como realización de todo tipo de 
funciones o tareas distintas, más o menos relacionadas 
entre sí, necesarias para el funcionamiento del taller, 
aunque todas ellas correspondientes a una misma 
categoría. Similar indeterminación hay que atribuir al 
hecho de que, a más de esas funciones, los internos 
puedan colaborar "en su organización y su desarrollo", lo 
que conlleva su clasificación en la categoría superior, 
siendo que la norma, además, no articula los mecanismos 
necesarios para que se produzca la colaboración 
mencionada.
En realidad, las citadas categorías recogen de forma 
tan excesivamente amplia y simplificada los cometidos 
generales que pueden desempeñar los internos trabajadores 
clasificados en una u otra, que sin duda ello permitirá 
al OATPP especificarlas de forma tal que será éste quien 
finalmente delimite el ámbito natural de ejercicio de su 
propio poder de dirección.
A pesar de esta imprecisión teórica, hemos de tener 
en cuenta que al interno trabajador se le clasifica en 
una u otra categoría en atención a su nivel de
326 En el mismo sentido, SOLER ARREBOLA, La
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conocimientos, a su capacidad laboral y, lo que aquí 
incumbe especialmente, a las funciones desempeñadas,
r
circunstancia que parece denotar una determinación de sus 
funciones anterior y ajena al hecho en sí de la 
clasificación, situación que, hay que decirlo, no es 
extraña al trabajo en libertad327 . Sin embargo, lo que sí 
resulta extraño, por diferente, es que esa determinación 
anterior no se haya de hacer por pacto contractual, pues 
el RD no reconoce en lugar alguno ese papel al contrato 
individual, debiendo ser, en lógica conclusión, el propio 
OATPP quien unilateralmente establezca las funciones.
A este respecto, el propio RD articula un nuevo 
mecanismo a través del cual considero que pueden fijarse 
las tareas a desempeñar por el interno. Este mecanismo es 
la oferta de puestos de trabajo clasificada por 
actividades que el OATPP está obligado a mantener, 
conforme al artículo 3.1 RD, especificando en la misma no 
sólo la formación requerida para cada uno de ellos sino, 
además, las características de cada puesto. Cabría 
entender, como características de cada puesto de trabajo, 
no el sector de actividad en que está encuadrado el 
taller productivo para el que se oferta el puesto
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 371.
327 Véanse, por todos, VINUESA ALADRO, A., "La 
clasificación profesional", en AA.W. (E. BORRAJO, Dir.), 
Comentarios a las leyes laborales, tomo IV, Edersa, 
Madrid, 1983, p. 304; ROMÁN DE LA TORRE, "Clasificación 
profesional y movilidad funcional", cit., pp. 179-180; y 
SALA FRANCO en ALBIOL MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ 
GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho del Trabajo. Tomo II. 
Contrato individual, cit., p. 226-227.
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vacante328 , sino las funciones que corresponde desarrollar 
a los internos seleccionados para desempeñar el mismo329 . 
Como puede verse, no sería otro que el propio empresario 
de la relación laboral especial quien fijara dichas 
funciones, si bien de forma previa incluso a la selección 
y contratación del interno trabajador.
El vincular las funciones que el interno debe 
desarrollar al concreto puesto de trabajo a desempeñar 
ofertado por el OATPP tiene, en mi opinión, dos efectos 
positivos: de una parte, impide al empresario mantener la 
indefinición funcional -desplegada en el artículo 8.1 RD- 
que le permita después exigir del interno en cada momento 
las tareas precisas en función de las necesidades 
organizativas y productivas, otorgándole un amplio margen 
para modificar las funciones de éste dentro de su poder 
de dirección, situación que, en definitiva, supondría 
para el interno trabajador desconocer con certeza "el
328 Pues ello viene implícito en la obligación de 
clasificar por actividades la oferta de puestos de 
trabajo prevista expresamente en el artículo 3.1 RD.
329 TARAZONA LLÁCER, F.J., Rediseño de puestos, 
reorganización del trabajo y reestructuración de la 
empresa, ejemplar multicopiado, Valencia, 1992, p. 32, 
señala que "el diseño del trabajo consiste en concebir y 
construir de manera intencionada el conjunto de tareas 
más o menos complejas, asignadas a cada trabajador de la 
empresa, definiendo así su puesto de trabajo". In extenso 
sobre el tema, véase FERNÁNDEZ GUERRERO, R. (Coord.) y 
otros, Organización y métodos de trabajo. Dirección de la 




nivel de exigencia de su deuda laboral"320; de otra parte, 
va acompañado, debo recordar, del derecho del interno 
trabajador a recibir formación para el desempeño del 
concreto puesto de trabajo, derecho básico contemplado en 
el artículo 5.1.f) RD que se configura, a mi juicio, como 
límite de la movilidad funcional que el OATPP está 
autorizado a imponer en el marco de su poder de dirección 
ordinario.
Se cubriría además con esta obligación, aunque sólo 
fuera para esta materia, el injustificado vacío dejado 
por la inexistente obligación del OATPP de informar por 
escrito al interno trabajador de los elementos esenciales 
de su contrato, entre los que el artículo 2.2.d) RD 
1659/1998 incluye "la categoría o el grupo profesional 
del puesto de trabajo que desempeñe el trabajador o la 
caracterización o la descripción resumida del mismo, en 
términos que permitan conocer con suficiente precisión el 
contenido específico del trabajo".
119. El artículo 8.2 RD y el tratamiento retributivo 
específico del interno. Remisión. Por su parte, se 
establece en el precepto que la. distinción entre 
categorías "se tendrá en cuenta en la fijación del módulo 
retributivo". Este tema, sin embargo, se abordará con 
detalle infra en el análisis de la prestación salarial.
120. La desaparición de la regulación reglamentaria 
del sistema de ascensos. La última reflexión, que quizá
330 Por utilizar una expresión de ROMÁN DE LA 




debiera haber sido la primera, merece referirse al título 
del Capítulo IV donde se regula esta cuestión, 
trascendental para cualquier trabajador. En él ’ tan sólo 
consta el término "Promoción", de modo similar al 
tratamiento que se le confiere en el propio artículo 8 
RD, único precepto integrante del Capítulo y cuya rúbrica 
es la de "Promoción en el trabajo".
Y merece una reflexión crítica porque, ciertamente, 
lo que no se regula en este artículo es el ejercicio del 
derecho a la promoción en el trabajo de los internos 
trabajadores, reconocido entre los derechos laborales 
básicos de éstos por el mismo artículo 5.1.f) RD. Además, 
las expectativas de promoción del interno trabajador han 
quedado bastante mermadas con motivo de la reducción de 
las categorías profesionales existentes, limitándose tan 
sólo a dos desde su regulación por el RP de 1996.
Parece como si el Gobierno entendiera satisfecho el 
derecho a la promoción con su mero reconocimiento en los 
títulos del Capítulo y artículo citados, siendo que en 
ellos se regula, sin embargo, la clasificación 
profesional de los internos , trabajadores. Lo cierto es 
que no se preocupa por dotar de un contenido real al 
derecho de promoción profesional en sí, habiendo 
suprimido con el RD 782/2001 el sistema de ascensos 
previsto en el artículo 148 RP de 1996, que ya de por sí 
era bastante más exiguo que el contemplado en el RP de 
1981.
Ello no puede significar en modo alguno su 
inexistencia, pues ya se ha mencionado que se trata de un
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derecho básico de los internos, pero sí la atribución en 
este punto de los más amplios poderes al OATPP, siendo 
éste quien haya de establecer el sistema en cuestión: es 
decir, los criterios a utilizar para otorgar el ascenso, 
los concretos supuestos en los que deba producirse, el 
procedimiento a seguir, así como el órgano encargado de 
otorgarlos.
Por su parte, las críticas planteadas por la 
doctrina a la regulación que de los ascensos se hacía en 
el RP de 1996, motivadas por la indeterminación de los 
puestos vacantes a cubrir y de las categorías que deben 
desempeñarse en el desarrollo de las actividades 
productivas331, aunque no se han visto plasmadas en una 
regulación específica del sistema de ascensos, entiendo 
que han provocado, en mi opinión de un modo acertado, la 
introducción de fórmulas satisfactorias en los momentos 
previos a la contratación de un interno trabajador, como 
pudiera ser la ya citada del artículo 3.1 RD sobre oferta 
de puestos de trabajo.
1.2. ORDENACIÓN DEL TIEMPO DE TRABAJO.
121. Introducción. El tiempo de trabajo es otro de 
los elementos esenciales de la prestación laboral, y a él 
se refieren tanto la LOGP, por la que se obliga a la 
Administración penitenciaria a garantizar el descanso 
semanal así como a que la jornada de trabajo no exceda de 
la máxima legal, además de cuidar que los horarios de
331 Al respecto, SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 374.
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trabajo permitan disponer de tiempo suficiente para la 
aplicación de los medios de tratamiento332 , como el RD 
782/2001, cuya precisa regulación va a ser objeto de
estudio en este apartado. Es en su Capítulo VII, titulado 
Salarios y calendario laboral, en concreto en los 
artículos 17 y 18, donde se encuentra el grueso de la 
misma.
1.2.1. JORNADA DE TRABAJO Y HORARIO.
122. La jornada de trabajo de los internos
trabajadores y sus limites. Como suele ser habitual en 
materia de jornada333 , la regulación que de ella efectúa 
el Decreto gira en torno a sus dos aspectos básicos: la 
duración de la misma y su distribución. Ahora bien, la 
sistemática utilizada por el legislador en el artículo 17 
RD no es, a mi juicio, la más apropiada, como creo podrá 
comprobarse.
Así, comienza el precepto en su apartado Ia
otorgando al Director del Centro penitenciario, en su 
calidad de delegado del OATPP, la competencia de 
establecer "el calendario laboral que regirá a lo largo 
del año, incorporando, en su caso, las especifidades
(sic) que proceda, sistemas de jornada continua, partida, 
nocturna o por turnos*. A ello debe añadirse lo previsto 
en el apartado 3 a de ese artículo, necesariamente 
vinculado con el anterior, y conforme al cual "el horario
332 Artículo 33.1.a) y b) .
333 Al respecto, ALARCÓN CARACUEL, M.R., "Tiempo 
de trabajo en la reforma laboral", en Relaciones 
Laborales, na 17-18/1994, p. 63.
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de trabajo, dentro de los límites establecidos legalmente 
para la jornada de trabajo, será el necesario para el 
correcto desarrollo de la actividad productiva"334 .
Para un mejor entendimiento del precepto, creo que 
se ha de comenzar por resaltar las diferencias, evidentes 
e importantes, que presenta esta regulación con la que de 
esta materia hizo el RP de 1996, pues muchas de las 
previsiones actuales corrigen defectos o vacíos apuntados 
por la doctrina respecto de la normativa precedente.
La primera diferencia que se observa es la de que la 
competencia de fijación del calendario se otorgaba en 
aquel tiempo, por el artículo 149.1 RP de 1996, a otro 
órgano, el Consejo de Dirección del centro penitenciario, 
remitiéndose para ello, como límite, a la "jornada máxima 
legal vigente en cada momento", y sin hacer mención 
alguna de las "especifidades"335 de la jornada.
Si la determinación del calendario laboral por un 
órgano ajeno a la organización del trabajo penitenciario
334 Debe tenerse en cuenta la doctrina del 
Tribunal Constitucional al respecto, el cual ha 
manifestado, en sentencia 210/1990, de 20 de diciembre, 
que "desde la Constitución se impone una limitación legal 
erga omnes de la jornada de trabajo". En cualquier caso, 
la referencia a la jornada de trabajo se ha incorporado 
tras la recomendación en ese sentido efectuada por el 
Consejo Económico y Social en su Dictamen al Proyecto de 
Real Decreto de 10 de enero de 2001.
335 Empleo aquí el vocablo utilizado por el 
Gobierno en el nuevo artículo 17.1 RD, término a mi 
juicio erróneo que debiera ser sustituido por el correcto 




productivo había suscitado críticas, aun cuando se 
entendió que la causa de ello residía en la repercusión 
que tal trabajo tiene en materia de régimen y seguridad, 
opinión con la que sin embargo podría discreparse336 , la 
exclusiva remisión a la "jornada máxima legal vigente en 
cada momento" había introducido dudas en cuanto a su 
alcance. La lógica pregunta que en aquel momento se hizo 
esa misma doctrina fue la de si con ello el Gobierno se 
refería tan sólo a los aspectos cuantitativos de la 
jornada, esto es, a la determinación del número concreto 
de horas de trabajo a desarrollar por los internos en un 
período temporal determinado, estando sometido entonces 
el Consejo de Dirección del Centro penitenciario 
únicamente al límite previsto en el artículo 34.1 ET de 
las "cuarenta horas semanales de trabajo efectivo de 
promedio en cómputo anual", o si también se refería a los 
aspectos cualitativos/distributivos de la misma, es 
decir, si resultaban aplicables otros factores 
intrínsecamente relacionados con la jornada y que actúan 
como límites en la ordenación de ésta, como pudieran ser 
el descanso mínimo de doce horas entre jornadas o la 
regla general del número máximo de horas de trabajo 
efectivo diario, ambos contemplados en el artículo 34.3 
ET y que el RP de 1996 no mencionaba de modo expreso, lo 
que sí hacía, en cambio, con el descanso semanal.
336 Quien así opinaba era SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 386. A 
mi juicio, el otorgar dicha competencia al Consejo de 
Dirección tenía una explicación más sencilla: creo que
tenía más que ver con el hecho de que este órgano es el 
encargado, a su vez, de aprobar el horario que ha de 
regir en el Centro así como el calendario mensual de 




Pues bien, esta duda -que la doctrina solventó en 
favor de la interpretación amplia, entendiendo que la 
remisión incluía no sólo los aspectos cuantitativos sino 
también los distributivos-337, queda definitivamente 
disipada, a mi juicio, con la nueva regulación presente 
en el artículo 17.3 RD. La remisión que en él se hace a 
"los límites establecidos legalmente para la jornada de 
trabajo" debe entenderse realizada a todos los límites, 
sin excepción, ya que la norma no excepciona; esto es, no 
sólo a la cantidad máxima de horas de trabajo que el 
interno trabajador haya de prestar en un determinado 
período temporal, sea diario, semanal, mensual o anual, 
sino también a esos factores temporales que en el ET se 
configuran como límites a la ordenación de la jornada.
En definitiva, el Director del Centro penitenciario, 
encargado, dentro de los poderes organizativos generales 
que se le confieren en cuanto delegado del OATPP en el 
Establecimiento338, de fijar el calendario laboral 
conceptuado doctrinalmente como "la mera expresión 
material del régimen de descansos y trabajo"339- y
337 SOLER ARREBOLA, ult. ob. cit., p. 385.
338 Si bien he de recordar aquí que debe 
ejercitarlos "de acuerdo con las instrucciones emitidas 
por los órganos directivos del citado Organismo 
Autónomo", conforme dispone el artículo 280.2.13a RP de 
1996.
339 Cfr. GONZÁLEZ BIEDMA, E. , "La jornada", en 
AA.W., El Estatuto de los Trabajadores. Veinte años 
después, tomo I, cit., p. 745. En el mismo sentido, 
RODRÍGUEZ PASTOR, G., El régimen jurídico de la 
distribución de la jornada de trabajo, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1999, p. 93.
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también, se entiende, de decidir el horario de trabajo, 
está obligado a respetar en su implantación, además del 
tope máximo de las cuarenta horas semanales de promedio 
en cómputo anual340, el número máximo de nueve horas de 
trabajo efectivo al día, salvo caso de distribución 
irregular de la jornada, y el mínimo de doce horas de 
descanso entre jornada y jornada, lo que supone, en 
definitiva, una restricción de dichos poderes 
organizativos341.
Por otra parte, el hecho de que, como novedad del 
texto reglamentario, en el calendario laboral se hayan de 
incluir "en su caso, las especifidades (sic) que 
procedan" pudiera ser interpretado -si se entiende por 
ese término incorrecto la cualidad y condición de 
específico2*2, esto es, aquello que caracteriza y
distingue a una especie de otra- como la oportunidad de 
introducir diferencias en la ordenación del tiempo de 
trabajo atendiendo a la actividad laboral que se 
desarrolle en cada taller productivo del Establecimiento 
penitenciario, estableciendo en definitiva condiciones de 
jornada y horario de trabajo distintos en función de las
340 Al respecto puede verse, con carácter general, 
RODRÍGUEZ PASTOR, El régimen jurídico de la distribución 
de la jornada de trabajo, cit., p. 59.
341 En ese sentido, GARCÍA NINET, I., "Ordenación 
del tiempo de trabajo", en BORRAJO DACRUZ, E. (Dir.), 
Comentarios a las leyes laborales. La reforma del 
estatuto de los Trabajadores, Tomo I, Vol. 2S, Edersa, 
Madrid, 1994, p. 29.
342 Definición de especificidad según la REAL 
ACADEMIA ESPAÑOLA, Diccionario de la Lengua Española, 
Tomo I, 21a edición, 1992, p. 892.
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características de la actividad desarrollada en los 
talleres. En mi opinión, un ejemplo de esta posibilidad 
puede contemplarse en el artículo 17.2 RD, donde se 
regula el descanso semanal, a cuyo análisis infra me 
remito.
123. El horario de trabajo y su posible inclusión en 
el calendario laboral. Del tenor literal del artículo 17 
RD parece deducirse, además, que el horario de trabajo 
deberá ser incluido dentro del calendario laboral343, si 
por horario se entiende "la distribución de los períodos
de trabajo y de descanso de la jornada laboral con
indicación de las horas de principio y de fin del
trabajo"344 o, de una forma más gráfica, "la colocación de 
las horas de trabajo en un período cierto de cada día de 
trabajo"345, operación que va a consistir en fijar las
horas de entrada y salida del trabajo, señalándose si es 
continuada o partida a efectos de los descansos; si se 
van a establecer diferentes turnos de trabajo con 
horarios distintos, debiendo rotar los trabajadores entre 
ellos, o se va a establecer un turno único; o incluso si 
va a coincidir la jornada con horas de trabajo nocturno -
343 De acuerdo ello con una antigua opinión del 
Tribunal Supremo, manifestada en sentencia dictada en 
unificación de doctrina de 3 de mayo de 1994 (RJ/3987), 
que ha sido sin embargo puesta en cuestión por 
jurisprudencia reciente.
344 Cfr. LÓPEZ GANDÍA, en ALBIOL MONTESINOS, CAMPS 
RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho del Trabajo. 
Tomo II. Contrato individual, cit., p. 295.
345 Cfr. ALFONSO MELLADO, C.L., "Las reformas 
sobre el tiempo de trabajo", en ALFONSO MELLADO, C.L. y 
GARCÍA ORTEGA, J., Jornada y ordenación del tiempo de 
trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 1994, p. 59.
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aquél que se desarrolla entre las diez de la noche y las 
seis de la mañana, ex artículo 36.1 ET- o no, pudiendo 
existir, en consecuencia, trabajadores sometidos ' a 
jornada nocturna, en atención al número de horas que
desarrollen en ese período nocturno.
La razón por la que entiendo que debe ser incluido 
descansa en el hecho de que el artículo 17.1 RD, de forma 
novedosa, obliga al sujeto a quien se encomienda la
implantación del calendario laboral a incorporar dentro 
del mismo casi todas las materias mencionadás en el 
párrafo anterior: de "sistemas de jornada continua,
partida, nocturna o por turnos" habla el precepto en 
cuestión. Con ello se despejan, además, los reparos 
planteados por la doctrina346 en tomo a la dudosa
admisibilidad de estos supuestos en el ámbito de la
relación laboral especial penitenciaria.
La única materia propia de un horario de trabajo que 
no es mencionada en el artículo 17.1 son las horas de 
entrada y salida del trabajo, ausencia que podría deberse 
a que, en los Establecimientos penitenciarios, es el 
Consejo de Dirección, y no su Director, el que, según 
dispone el artículo 77.1 RP de 1996, aprueba "el horario 
que debe regir en el Centro, señalando las actividades
346 Véase GÓMEZ MUÑOZ, J.M. , Las jornadas 
especiales de trabajo, Aranzadi, Pamplona, 1999, p. 281, 
quien expresaba sus dudas en torno a la admisión de los 
trabajos nocturnos en los Centros penitenciarios, por 
razones de seguridad. Y lo mismo planteaba respecto del 
trabajo a turnos, en este caso porque el mismo exigiría 
"un volumen o ritmo de producción muy elevado para la 




obligatorias para todos y aquéllas otras de carácter
optativo y de libre elección por parte de los internos";
r
horario en el que vendrían señaladas las concretas 
franjas horarias que pudieran dedicarse a las actividades 
laborales en talleres productivos.
Naturalmente/ no son éstas las únicas cuestiones que 
encontrarán su reflejo en el calendario laboral. También 
se incorporarán aquellas que tradicionalmente se vienen 
incluyendo en un calendario laboral/ como los descansos 
semanales/ los festivos y las vacaciones anuales, de las 
que se hablará más adelante.
Finalmente, la exigencia reglamentaria de que eí 
horario de trabajo sea "el necesario para el correcto 
desarrollo de la actividad productiva" no hace sino 
reproducir la opinión del Tribunal Supremo en la materia. 
Y es que este órgano judicial dispone que "la decisión 
empresarial de fijar el horario de trabajo siempre habrá 
de fundarse en causas conectadas con la utilidad y 
necesidades de funcionamiento de la empresa"347, lo que 
implica que el empresario no puede utilizar esa facultad 
de modo irracional o arbitrario.
1.2.2. DESCANSO SEMANAL, FESTIVOS Y VACACIONES 
ANUALES.
124. La regulación del descanso semanal de los 
internos trabajadores. Sabido es que la limitación de la 
jornada de trabajo y la garantía del derecho al descanso
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prevista en el artículo 40.2 CE son cuestiones 
íntimamente relacionadas. En consecuencia, la regulación 
reglamentaria del tiempo- de trabajo de los internos 
trabajadores ha de tener presente este hecho, como en su 
momento lo hizo la LOGP en su artículo 33.1.a)b).
En efecto, en materia de descanso semanal, reconoce 
expresamente el artículo 17.2 RD el derecho a un día y 
medio ininterrumpido, que habrá de disfrutarse, "con 
carácter general, la tarde del sábado y el día completo 
del domingo", con una novedosa y única excepción: el
sistema de trabajo a turnos, en el que se estará a lo 
establecido para la actividad de que se traté.
Como puede observarse, se mantiene en el interior de 
los Establecimientos penitenciarios la tradicional 
costumbre de que el descanso coincida con el día del 
domingo, a lo que se añade el medio día del sábado, sin 
que, salvo en el caso del trabajo a turnos, puedan 
fijarse unas fechas de disfrute distintas, a diferencia 
de lo que sucede en el trabajo en libertad.
Por lo que atañe al descanso semanal cuando el 
trabajo en el taller productivo se ha organizado por 
tumos, exceptúa el artículo 17.2 este supuesto del 
obligado disfrute en los días concretos de sábado y 
domingo, debiendo estarse "a lo establecido para la 
actividad de que se trate". Esto último representa, a mi 
juicio, una especificidad conforme al tenor del artículo
17.1 RD, al tiempo que supone la introducción de
347 Véase la sentencia del Tribunal Supremo de 15
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mecanismos flexibilizadores del sistema de descansos, se 
presume que con la intención, como también sucede con el 
artículo 19 RD 1561/1995, de 21 de septiembre, por el que 
se regula las jornadas especiales de trabajo, de 
"proteger los intereses productivos de la empresa en esta 
forma de organización del trabajo"1**.
En otras palabras, cuando en el calendario laboral 
se establezca el sistema de trabajo por turnos habrá de 
hacerse -o podrá hacerse- para una concreta actividad, 
evidentemente, y no de un modo genérico para todos los 
talleres productivos del establecimiento penitenciario. 
En ese caso, debería constar en el propio calendario el 
sistema a seguir para disfrutar en dicha actividad del 
día y medio de descanso semanal.
Del contenido del precepto pudieran, además, 
desprenderse dos interpretaciones: la primera sería la de 
que la desregulación que en él se efectúa no es absoluta, 
en el sentido de que el Director del Centro penitenciario 
no podrá optar por la separación del tiempo de descanso, 
debiendo éste ser ininterrumpido aunque pudiera 
disfrutarse en otros días de la semana; o bien, 
entenderse que la desregulación es total, pudiendo el 
Director optar por separar el tiempo de descanso o por 
acumular parte de él, o todo incluso, para ser disfrutado 
en semanas posteriores, de modo similar a lo previsto en
de diciembre de 1998 (RJ/10510).
348 Cfr. LÓPEZ GANDÍA, en ALBIOL MONTESINOS, 
CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho del 
Trabajo. Tomo II. Contrato individual, cit., p. ¿?, 
respecto de ese artículo 19 RD 1561/1995.
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el artículo 19 RD 1561/1995. Una lectura literal del 
texto nos llevaría a considerar válida la primera de las 
interpretaciones, esto es, que lo único disponible para 
el empresario es el hecho de fijar los concretos días de 
la semana, distintos del sábado y domingo, en que se va a 
disfrutar del descanso semanal, debiendo en cualquier 
caso ser éste ininterrumpido.
125. Los festivos. En materia de festivos, las 
peculiaridades reflejadas en el RP de 1996, y que 
generaban incertidumbre relativa a cuáles y cuántos 
habían de disfrutarse, continúan presentes en el artículo
17.2 RD. Así, señala tan sólo éste que "también serán 
días de descanso las fiestas laborales de la localidad 
donde radique el centro penitenciario". Cabe entonces 
hacerse la misma pregunta que se planteó parte de la 
doctrina en aquel momento, aun sin proponer después 
solución alguna349 : ¿sólo pueden disfrutar de las fiestas
locales los internos trabajadores o, además de éstas, 
podrán disfrutar, como el resto de trabajadores, de las 
fiestas nacionales y de la Comunidad Autónoma donde 
radique el Centro penitenciario? Otra parte de la 
doctrina, sin embargo, entendió que con este precepto se 
incorporaban las fiestas locales a aquéllas cuyo disfrute 
se daba, al parecer, por descontado, esto es, a las 
nacionales y las autonómicas350 .
349 Véase GÓMEZ MUÑOZ, Las jornadas especiales de 
trabajo, cit., p. 296.
350 Véase esta postura en SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 390.
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Lo cierto es que del tenor literal del precepto 
parece desprenderse la idea de que las únicas fiestas de 
que disfrutan los internos son las de la localidad donde 
se encuentre el Centro penitenciario. Pero esa idea puede 
ser más amplia de lo que en principio pudiera parecer. Y 
es que entiendo que sería perfectamente admisible una 
interpretación pro trabajador conforme a la cual, como 
fiestas de la localidad, entendiéramos aquéllas de las 
que disfrutan los trabajadores de la localidad donde esté 
el Centro penitenciario, lo que supondría incluir en el 
concepto no sólo a las locales sino también a las
autonómicas y nacionales.
De interpretarse lo contrario, esto es, que sólo 
tienen los festivos laborales locales, cabría hacerlo a 
efectos meramente retributivos; es decir, que sólo esos 
festivos poseerían el carácter de fiestas retribuidas, 
pues se consideran días de descanso y uno de los
conceptos incluidos por el artículo 15.3 RD dentro del 
módulo retributivo que se utiliza para el cálculo del
salario del interno trabajador es la parte proporcional 
de la retribución de los días de descanso semanal, 
mientras que las fiestas nacionales o las autonómicas no 
serían retribuidas. Entiendo, sin embargo, que esta 
interpretación, además de resultar más lesiva para el
interno trabajador, pondría de manifiesto una voluntad 
del Gobierno alejada en este punto del principio de 
asimilación entre este trabajo y el que se desarrolla en 
libertad, siendo más próxima a este principio, por 
contra, la defendida en el párrafo anterior.
126. Las vacaciones anuales retribuidas. Para
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finalizar con la ordenación del tiempo de trabajo de los 
internos trabajadores, reconoce el artículo 17.5 RD el 
derecho de los mismos a vacaciones anuales cuya duración 
será "de treinta día naturales o la parte proporcional 
que corresponda en su caso". De otra parte, continúa 
diciendo el precepto, "el momento de disfrute se 
condicionará a las orientaciones de tratamiento y a  las 
necesidades de trabajo en los sectores laborales".
Mantiene el precepto la misma redacción que en su 
momento tuvo el artículo 149.3 RP de 1996, tenor que se 
remonta en parte al artículo 205.3 RP de 1981. En cierta 
medida, ello resulta, cuando menos, curioso, ya que el RD 
782/2001 no hace más mención que ésta de los denominados 
"sectores laborales", terminología que proviene del RP de 
1981, con la que se reflejaba la estructura de la 
organización laboral penitenciaria en aquél entonces, y 
que fue recogida por el RP de 1996, en su artículo 142.2 
al señalar que "la actividad productiva se organizará en 
sectores laborales si bien ello de forma
defectuosa al no definir qué debía entenderse por tales, 
a diferencia de lo que sí hacía, de forma extensa, el RP 
de 1981 en su artículo 192. En consecuencia, la redacción 
del actual artículo 17.5 RD puede ser muestra de dos 
cosas diferentes: bien de que la actividad productiva
sigue organizándose en sectores laborales, se supone que, 
aun sin decirlo de modo expreso, con el mismo sentido que 
a ellos daba el RP de 1981; o bien de que no se ha hecho 
el esfuerzo suficiente para adaptar la normativa, al 
menos por lo que hace a su redacción, al momento presente 




Al margen de esta circunstancia, puramente formal, 
poco nuevo hay que añadir a lo ya expresado por la 
doctrina en materia de vacaciones351 -salvo por lo que se 
refiere a su relación con los permisos o salidas 
autorizadas-. Se trata de una materia regulada por el 
Decreto de forma tal que parece que el interno trabajador 
no tiene papel alguno que desempeñar en aras, tanto de 
una posible alteración del régimen de duración previsto, 
como de la fijación de la fecha de su disfrute.
Por lo que hace a la primera cuestión, el Decreto 
parece contener una regulación imperativa en este punto. 
Así, se utiliza en el precepto la fórmula "tendrán" para 
expresar que la duración de las vacaciones será de 
treinta días naturales, o inferior en caso de que el 
período de prestación de servicios que genera el derecho 
a vacaciones sea inferior al año352 . Lo que pudiera 
deducirse de la expresión empleada es la imposibilidad de 
las partes de la relación laboral especial de establecer 
una duración distinta de las vacaciones anuales, debido a 
su carácter imperativo y a la inexistencia de remisión 
para ello a la autonomía individual. Sin embargo, y 
teniendo en cuenta que, en parte, la finalidad de las
351 Véase SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., pp. 391-392.
352 Como puede verse, el precepto, en este punto, 
no se aparta de lo previsto en el artículo 4 Convenio n2 
132 OIT sobre vacaciones anuales pagadas, según el cual 
todo trabajador "cuyo período de servicios en cualquier 
año sea inferior al requerido para tener derecho al total 
de vacaciones previsto (...) tendrá derecho respecto de 
ese año a vacaciones pagadas proporcionalmente a la 
duración de sus servicios en dicho año".
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vacaciones de un trabajador es la de otorgarle un tiempo 
de ocio y desconexión del trabajo, y siendo por contra 
que una de las causas de esta relación laboral especial 
es precisamente la de la ocupación del tiempo de ocio que 
conlleva la reclusión en prisión, surge el interrogante 
acerca de si, en la práctica, un interno trabajador puede 
voluntariamente renunciar a sus vacaciones, o reducir su 
duración, tratando con ello de evitar la inactividad 
durante ese período. Creo que, para responder a este 
interrogante, habría que ponderar el papel que desempeñan 
en esta relación las vacaciones como tiempo de 
recuperación del desgaste físico o psíquico producido por 
el trabajo.
Por lo que se refiere a la fijación del momento de 
disfrute, la diferencia fundamental con la relación de 
trabajo ordinaria reside en que, en este caso, permanece 
en manos del OATPP la potestad de determinar cuándo se 
habrán de disfrutar, para lo que habrá de tomar en 
consideración las orientaciones del tratamiento y las 
necesidades de trabajo en los sectores laborales. En 
definitiva, es el empresario de esta relación quien 
unilateralmente fija el calendario de vacaciones, con los 
límites impuestos desde la propia norma.
En cuanto a si tienen o no el carácter de 
retribuidas, aun cuando el artículo 17.5 RD nada comenta 
al respecto, sin embargo, en el artículo 15.3 RD, cuyo 
análisis se efectúa infra, se hace referencia a la parte 
proporcional de la retribución de las vacaciones anuales 
retribuidas como componente del módulo retributivo que se 





127. ¿Computan como vacaciones laborales los días de 
permiso o salida autorizada? Existe no obstante un 
aspecto de la duración de las vacaciones que con el nuevo 
texto reglamentario puede entrar en el terreno de la 
duda353 . Me refiero a su relación con los permisos o 
salidas autorizadas que la normativa penitenciaria 
reconoce a los internos. En concreto, al diferente 
régimen previsto en el artículo 18 RD 782/2001 respecto 
del contemplado en el artículo 150 RP de 1996, sobre 
Permisos e interrupciones, donde se disponía que los 
permisos o salidas autorizadas no computarían como 
vacaciones laborales, lo que había sido interpretado de 
forma que no habrían de afectar a la duración de las 
vacaciones laborales a las que tengan derecho los 
internos; en definitiva, que no supondrían "una 
minoración en las vacaciones a que tienen derecho"354.
Pues bien, en el artículo 18 de la nueva norma 
reglamentaria, por el que se regulan hoy los permisos e
353 Constatado también por SOLER ARREBOLA, "El 
tardío desarrollo reglamentario laboral de la relación 
especial de los internos en prisiones'', cit., p. 84.
354 Cfr. SOLER ARREBOLA, La relación laboral
especial penitenciaria, cit., p. 396. A mi juicio, la
lectura que había que hacer de aquél precepto, por ser la 
más ajustada a su literalidad, era la de que no podían 
descontarse de los días de vacaciones a que un interno
trabajador tiene derecho aquellos días en los que hubiera
disfrutado de un permiso o de salida autorizada. Cuestión 
distinta era la de si computaban como tiempo trabajado a 
los efectos de acumular derecho a vacaciones.
573
Capitulo Tercero
interrupciones355 / esa frase ha desaparecido, situación 
que podría llevarnos a pensar que actualmente pueden 
descontarse de los días de vacaciones a los que un' 
interno trabajador tiene derecho aquellos días en que 
haya disfrutado de un permiso o salida autorizada, 
computándolos efectivamente como vacaciones laborales.
Esta idea resulta, evidentemente, contraria a los 
intereses del interno trabajador, pero no puedo afirmar 
rotundamente que sea incompatible, de un modo absoluto, 
con lo dispuesto en el artículo 5.4 Convenio n2 132 OIT, 
según el cual las vacaciones no pueden verse reducidas 
por ausencias del trabajador debidas a causas 
independientes de su voluntad, en la medida en que no 
creo que el disfrute de un permiso o de una salida 
autorizada pueda considerarse una causa independiente de 
la voluntad del trabajador, al menos en el caso de los 
permisos ordinarios de salida.
Sin embargo, sí es cierto que ambos supuestos, 
permisos o salidas y vacaciones, responden a finalidades 
diferentes. Conocida es la función que desempeñan las 
vacaciones para conservar la salud del trabajador en la 
relación laboral. El mismo Tribunal Supremo, en sentencia 
de 30 de abril de 1996 (RJ/3627), ha señalado como
finalidad de éstas la de "procurar al trabajador el 
reposo necesario para que pueda recuperarse del desgaste 
fisiológico producido por su actividad laboral, así como
355 "El trabajador, previo aviso y justificación, 
podrá ausentarse del trabajo durante cualquier clase de 




un tiempo de esparcimiento o desalienación"356. Ello no
obstante, dicha función puede ser parcialmente
r
cuestionada cuando se trata de un interno trabajador, 
sobre todo por lo que la vacación tiene de tiempo de 
esparcimiento, desalienación o desconexión con el 
trabajo, _ pues ya se comentó que una de las causas 
atribuibles a esta relación laboral especial es la de la 
ocupación del tiempo de ocio del interno mientras está 
recluido en un Centro penitenciario, con la que se 
contribuye al mantenimiento del orden y la disciplina. Y 
es que, en este aspecto, no resultan comparables las 
necesidades de un trabajador ordinario con las de un 
recluso, no porque las de éste último sean menores sino 
porque no dispone de actividades de ocio equiparables a 
las que existen en el mundo libre y en las que ocupar su 
tiempo de vacaciones357 . A pesar de esta objeción, ese 
tiempo de vacaciones sí puede desempeñar idéntico papel
356 Por su parte, entre la doctrina científica, 
vgr. , MONTOYA MELGAR, Derecho del Trabajo, cit., p. 356, 
habla de "favorecer la restauración de las energías del 
trabajador"; LÓPEZ GANDÍA, en ALBIOL MONTESINOS, CAMPS 
RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho del Trabajo. 
Tomo II. Contrato individual, cit., p. 303, se refiere a 
"procurar un período retribuido de descanso y tiempo 
libre que permita al trabajador recuperarse del desgaste 
fisiológico y psicológico del trabajo prolongado, así 
como un tiempo de esparcimiento o de desconexión del 
trabajo".
357 Por el contrario, BELAUSTEGUI MAS, Fundamentos 
del Trabajo Penitenciario, cit., p. 272, no creía que 
pudiera decirse que aquellas actividades no existieran 
casi nunca para los penados y que la inactividad 
equivaliera para ellos a una agravación de la pena, 
manifestando que "de ser cierto, la vida penitenciaria de 




como tiempo de recuperación del desgaste físico y hasta 
psíquico producido por el trabajo.
r
Por su parte, no puede decirse que los permisos o 
salidas autorizadas de los internos respondan a la misma 
finalidad que la de las vacaciones. Dentro de ellos hay 
que distinguir, además, entre los permisos ordinarios 
contemplados en el artículo 154 RP de 1996 -cuyo régimen 
y finalidad es idéntica a los de las salidas programadas 
del artículo 114 del mismo texto- y los permisos 
extraordinarios de salida del artículo 155, pues ambos, a 
su vez, mantienen desigual objetivo. Los primeros poseen 
como finalidad la preparación del interno para la vida en 
libertad, manteniendo directa relación con las metas 
resocializadoras358 , mientras que los segundos, 
imperativos en su concesión, responden a una finalidad 
humanitaria -el artículo 155 RP de 1996, en desarrollo 
del artículo 47.1 LOGP, se refiere al "caso de 
fallecimiento o enfermedad grave de los padres, cónyuge, 
hijos, hermanos y otras personas íntimamente vinculadas 
con los internos o de alumbramiento de la esposa o 
persona con la que el recluso se halle ligado por similar 
relación de afectividad, así como por importantes y 
comprobados motivos de análoga naturaleza* como causas 
por las que se concederán este tipo de permisos-.
358 En ese sentido, MAPELLI CAFFARENA, Principios 
fundamentales del sistema penitenciario español, cit., 
pp. 201 y ss., donde los califica como "vacaciones 
durante la ejecución de la pena”. En similares términos, 




Siendo esto así, considero que, por razones de orden 
teleológico, no debería entenderse que los días de 
permiso o salidas autorizadas computan como vacaciones 
laborales, pues ello supone, además, mezclar cuestiones 
que no tienen conexión alguna, no sólo teleológica, sino 
también sistemática, en el texto legal y reglamentario.
Relacionada directamente con ello, representa sin 
embargo una cuestión distinta la de si estos permisos o 
salidas autorizadas habrían de computar como tiempo 
trabajado a efectos de acumular vacaciones. En el caso 
del permiso ordinario de salida pudiera aplicarse, a 
sensu contrario, lo dispuesto en el artículo 4 Convenio 
na 132 OIT, entendiéndose que, en este caso, se trata de 
ausencias debidas a la voluntad del trabajador, aun por
i i
causa resocializadora, y no retribuidas, no débiendo 
computar entonces como tiempo trabajado. Sin embargo, en 
el caso de los permisos extraordinarios de salida, aun 
configurándose igualmente como ausencias no retribuidas - 
el artículo 18 RD no distingue entre unos permisos y 
otros-, y aun cuando también se conceden a petición del 
interno, se ha de tener en cuenta que los supuestos que 
los motivan son análogos a los contemplados por el 
artículo 37.3 ET sobre permisos retribuidos de los 
trabajadores ordinarios, de corta duración -el permiso 
será de hasta siete días de duración- y, además, que 
difícilmente pueden considerarse por sus causas, con 
carácter general, como ausencias imputables a la voluntad 
del trabajador. En consecuencia, y a mi juicio, estos 
permisos sí habrían de computar como días trabajados a 
efectos de la duración de las vacaciones anuales.
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1.2.3. LA MODIFICACIÓN DEL CALENDARIO LABORAL O DE LA 
JORNADA HABITUAL. HORAS EXTRAORDINARIAS.
128. La posible modificación del calendario laboral 
aprobado o de la jornada habitual. Requisitos. A
diferencia de lo que sucede con el resto de condiciones 
de trabajo, sobre cuya modificación nada se dice en el 
Decreto, el artículo 17.4 RD contempla y regula, aunque 
lo haga de forma insuficiente, la posible modificación 
del calendario laboral aprobado o de la jornada 
habitual359 .
La primera característica del procedimiento previsto 
en este artículo es la de que, de modo lógico, compete la 
adopción de dicha decisión modificativa al mismo sujeto a 
quien compete la determinación del calendario laboral y, 
en consecuencia, de la jornada habitual, hecho que 
resulta novedoso puesto que con el RP de 1996 los sujetos 
facultados eran distintos. En definitiva, ahora es el 
Director del Establecimiento quien, como delegado del 
OATPP dotado de las facultades de dirección y control de 
la actividad productiva en el Centro, establece el 
calendario laboral y la jornada habitual, y también quien 
puede adoptar la decisión de modificarlos.
Esto último en ningún caso ha de entenderse como si 
se le hubiera otorgado dicha potestad para ser ejercitada 
de modo unilateral. Y es que el precepto somete la
359 Dice así: "Previo acuerdo con los
trabajadores, el Director del centro penitenciario podrá 
modificar, cuando las circunstancias excepcionales de
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posible variación al cumplimiento de dos requisitos, 
limitativos ambos del poder empresarial:
a) el primero es que, para modificar el calendario o 
la jornada habitual, el Director habrá de llegar a un 
acuerdo previo con los internos trabajadores, lo que 
impide el ejercicio del poder modificativo de modo 
unilateral. Con relación al acuerdo, cabe interpretar que 
éste puede alcanzarse con el colectivo de internos del 
taller productivo que pueda verse afectado por la 
modificación, lo que se sustentaría en una interpretación 
literal del precepto -en el que se utiliza el plural al 
hablar de los trabajadores- y en la circunstancia de que 
el horario de actividades del Centro venga establecido, 
de modo unitario para todos los internos, desde el 
Consejo de Dirección del mismo y no por el Director; o 
que, asimismo, puede llegarse a acuerdo de modificación 
con un interno trabajador de modo individual, por 
ejemplo, para el caso en que las sesiones del tratamiento 
resulten incompatibles, por horario, con el de trabajo, 
lo que podría fundamentarse en el propio artículo 28 
LOGP.
b) el segundo requisito, por su parte, es un 
requisito causal: se exige la concurrencia de 
circunstancias excepcionales de producción que requieran 
de dicha modificación para poder ser afrontadas. Ello 
introduce un factor de diferenciación importante con la 
regulación que de esta materia se hacía por el artículo 
149.4 RP de 1996, pues en aquella norma la modificación




no estaba sujeta a la concurrencia de causa específica 
alguna, dejándose al arbitrio del Director determinar 
cuándo resultaba necesaria.
En definitiva, el precepto parece convalidar la 
posibilidad de alterar sustancialmente la ordenación del 
tiempo de trabajo en los talleres productivos de los 
establecimientos penitenciarios, siempre que se haga por 
acuerdo y existiendo causa justificativa para ello, 
pudiendo quedar incluida dentro de la modificación 
cualquier cuestión relativa a la jornada habitual -sean 
sus aspectos cuantitativos o distributivos, incluyendo 
los descansos360- o al horario -hora de entrada o salida, 
jornada continuada o partida, sistema de turnos o jornada 
nocturna-. Nada dice la norma, sin embargo, respecto de 
si la modificación debe o puede tener un alcance temporal 
o definitivo.
129. La modificación de la jornada habitual: 
especial referencia a las horas extraordinarias. Por su
parte, la referencia a la jornada habitual entiendo que 
puede ser interpretada en el sentido de jornada 
ordinaria, admitiendo en consecuencia la posible 
realización de horas extraordinarias -lo que el RP de 
1981 y 1996 hacían de modo explícito- siempre que exista 
acuerdo en ese sentido y, preceptivamente, causa que lo 
justifique, a diferencia de lo que sucede en el trabajo 
en libertad. Parece con ello impedirse la imposición de 
las horas extraordinarias obligatorias "para prevenir o
360 Teniendo en cuenta, no obstante, que el 




reparar siniestros u otros daños extraordinarios y 
urgentes", según el artículo 35.3 ET361.
\
Sin embargo, persisten en este caso los mismos 
defectos o vacíos de regulación que padecía la norma 
reglamentaria de 1996. Así, no consta el número máximo de 
horas extraordinarias que pueden realizar los internos 
trabajadores, circunstancia que no impide, a mi juicio, 
la aplicación del artículo 35.2 ET en este punto, pues la 
remisión del artículo 17.3 RD a los "límites establecidos 
legalmente para la jornada de trabajo" puede ser 
entendida tanto respecto de la jornada ordinaria como de 
la extraordinaria.
Sobre lo que tampoco se dice nada es acerca de su 
retribución o la posibilidad de compensarlas con períodos 
de descanso. Aun cuando lo que ese silencio parece 
indicar es que, si cabe la opción entre su compensación o 
su retribución, ésta habría de corresponder al Director 
del Centro, debido a la habitual concesión al empresario 
de esta relación laboral especial de la potestad de 
determinar unilateralmente gran parte de las condiciones 
de trabajo, fijándose su valor por el sujeto encargado de 
establecer el módulo retributivo a usar para el cálculo 
del salario de los internos trabajadores, pudiera también 
defenderse, para este caso concreto y por causa de la 
inusual participación de los internos trabajadores en la 
adopción de la decisión modificativa, el que el ejercicio
361 En similar sentido se pronunciaba SOLER 




de dicha opción quedara comprendido dentro del contenido 
del acuerdo previo al que se ha de llegar con los mismos.
V.2. LA PRESTACIÓN SALARIAL.
130. Configuración normativa y espiritu de la norma.
Utilizando de modo concluyente en su título el término 
Salarios para calificar la retribución percibida por los 
internos trabajadores a cambio de la prestación de sus 
servicios en los talleres productivos362 , circunstancia 
congruente con la naturaleza laboral de esta relación, en 
el Capítulo VII del RD 782/2001, integrado para esta 
materia por dos artículos, se regulan el régimen 
retributivo de esta relación laboral especial así como el 
modo y tiempo de pago de dicha retribución.
Resulta innegable que con ellos se trata de 
perseverar en el espíritu existente en la normativa
362 Tras una involución en el uso de este término 
con el RP de 1996, por el que deja de utilizarse, siendo 
sustituido por los términos remuneración o retribución, 
lo que resulta especialmente chocante puesto que se trata 
de la primera norma en la que de modo expreso se regula 
esta relación laboral especial, y se supone que conforme 
al principio de asimilación entre el trabajo 
penitenciario y el trabajo en libertad. Basta observar la 
redacción del derogado artículo 147 RP de 1996 para 
constatar dicha involución respecto al tratamiento de 
esta materia por el RP de 1981, o incluso por normas 
reglamentarias anteriores a éste último -vgr. el RSP de 
1956 tras su reforma de 1977-, normas que, como 
acertadamente señala DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo 
penitenciario resocializador. Teoría y regulación
positiva, cit., p. 389, "no tienen ningún empacho en 




penitenciaria desde la promulgación de la LOGP, cuyo
artículo 33.1.c) -por el que se ordena a la
r
Administración penitenciaria velar "porque la retribución 
sea conforme al rendimiento, categoría profesional y 
clase de actividad desempeñada"- fue considerado por la 
doctrina363 como manifestación de la voluntad real del 
legislador de cumplir con el principio de asimilación 
entre el trabajo penitenciario y el trabajo en libertad, 
al menos por lo que a la materia salarial se refiere -lo 
que ya se había venido apuntando en normas dictadas con 
anterioridad-, voluntad que se articuló en los 
Reglamentos Penitenciarios de 1981 y 1996 sobre la base 
del Salario Mínimo Interprofesional como referente de 
cálculo del módulo retributivo a utilizar para valuar el 
salario a abonar al interno trabajador364 , y que el RD 
782/2001 también acoge, como se ha de ver, en su artículo 
15.
363 Véase con detalle DE LA CUESTA ARZAMENDI, ult. 
ob. cit., p. 368, quien interpreta el mandato contenido 
en el precepto como "una garantía de singular importancia 
en orden a la equiparación pretendida (la conformidad a 
la que alude el artículo habrá de ser verificada, en 
nuestra opinión, mediante la comparación de la 
retribución percibida con la del trabajador libre)", 
justificándolo en el hecho de que "entre las actividades 
de organización y planificación del trabajo productivo se 
encuentra la determinación del salario que habrá de 
realizarse conforme al principio establecido en el 
apartado c)" -cfr. p. 389, nota pie 33-.
364 De "módulo para la fijación del salario a 
tiempo" se hablaba en el artículo 206.1 RP de 1981. 
Véase, sobre esa asimilación, a DE LA CUESTA ARZAMENDI, 
El trabajo penitenciario resocializador. Teoría y 
regulación positiva, cit., p. 421.
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2.1. LAS FUENTES REGULADORAS DEL SALARIO.
131. Las fuentes reguladoras del salario de los 
internos trabajadores y su alejamiento del espíritu de la 
norma. A pesar de ese afán asimilador, y en contraste con 
lo que ha ocurrido, en punto a la ordenación salarial, en 
el ámbito de las relaciones laborales ordinarias -en 
consecuencia, en el trabajo en libertad-, en el que se ha 
producido un retroceso de la ley y una cesión del 
protagonismo a la autonomía de las partes, considerada 
como instrumento de normación salarial por excelencia, 
bien de forma colectiva, bien por contrato individual365 , 
ese papel que tanto la negociación colectiva como el 
contrato individual acostumbran a desempeñar, sobre todo, 
en materia de determinación de las cuantías y estructura 
del salario resulta inexistente en la relación laboral 
especial penitenciaria.
En efecto, en el artículo 26 ET resultante de la 
significativa reforma laboral de 1994, tras definirse en 
un sentido amplio lo que cabe entender por salario y lo 
que no, se produce una remisión a la negociación 
colectiva y, en su defecto, al contrato individual, en 
orden a la determinación de la estructura del salario, 
entendiendo por tal "la composición o forma ordenada de
365 Al respecto, véanse, por todos, ESCUDERO 
RODRÍGUEZ, R. y PALOMO BALDA, E., "La reforma del régimen 
de los salarios", en VALDÉS DAL-RÉ, F. y CASAS BAAMONDE, 
M.E. (Coord.), La reforma del Estatuto de los 
Trabajadores, La Ley, Madrid, 1994, pp. 15 y ss. ; 
también, MERCADER UGUINA, J.R., Modernas tendencias en la 
Ordenación Salarial. La incidencia sobre el Salario de la 
Reforma Laboral, Aranzadi, Pamplona, 1996, p. 29.
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distribución en razón de su naturaleza y especie, de las 
distintas partidas salariales cuya suma da como resultado 
la cuantía del salario"366. En definitiva, la propia norma 
legal admite expresamente la incursión del convenio 
colectivo en esta materia, y sólo en el caso en que por 
éste no se contemple dicha estructura, o allí donde no 
exista convenio colectivo, se admite por la ley la 
determinación de la composición del salario por el 
contrato de trabajo, relación de subsidiariedad que no le 
impide a éste ejercer de medio a través del cuál 
introducir condiciones más beneficiosas en materia 
salarial que las previstas en el convenio colectivo, 
siempre y cuando no resulten contrarias a lo dispuesto en 
el mismo367 .
Por el contrario, en la norma reglamentaria 
reguladora de la RLEP no se observa remisión alguna, en 
materia salarial, ni tan siquiera al contrato individual, 
circunstancia que, a mi juicio, debe ser interpretada en 
el sentido de que la norma reglamentaria no permite al 
contrato de trabajo entrar a determinar la estructura del 
salario del interno trabajador, o su cuantía, ni 
introducir mejoras unilaterales e individuales respecto 
del módulo retributivo calculado conforme dispone el 
Decreto. Y ello teniendo en cuenta que la ausencia de 
mención del convenio colectivo no debería sorprender a
366 Cfr. GONZÁLEZ-POSADA, E., "La determinación y 
estructura del salario", en Revista de Política Social, 
n2 141/1984, p. 55.
367 Artículo 3.1.c) ET.
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estas alturas, pues ya destacamos ab initio su 
inexistencia como fuente de esta relación laboral368 .
132. La presencia de un sistema salarial más rígido 
que flexible. Estamos, de este modo, ante un sistema 
salarial que más pudiera calificarse de rígido que de 
flexible, en la medida en que es el Gobierno el que, a 
través de la remisión que desde el RD se efectúa al 
salario mínimo interprofesional, condiciona, aunque sea a 
efectos referenciales, el cálculo del módulo retributivo, 
no disponiendo la autonomía de la voluntad de las partes 
de espacio en el que actuar, a salvo, no obstante, de los 
poderes que de modo directo se reconocen al empresario.
En este punto, por lo tanto, la norma estatal ejerce 
su característico papel de tutela de los intereses del 
trabajador369, garantizándole un mínimo salarial teórico 
que por otra parte, como se verá, en pocos casos se 
alcanzará efectivamente.
368 Véase, a modo de ejemplo, la sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 
(Valladolid) de 18 de noviembre de 2003, por la que se 
dispone la no aplicación del Convenio Colectivo 
Provincial para la Industria de la Madera de Salamanca 
para el año 2002 al demandante, interno trabajador que 
presta servicios en el taller de carpintería de madera 
del Centro Penitenciario de Topas.
369 Sobre el mismo, véase ROMÁN DE LA TORRE, Poder 
de dirección y contrato de trabajo, cit., p. 275; VALDÉS 
DAL-RÉ, F., "El salario mínimo interprofesional y la 
igualdad de remuneración por razón de sexo" en AA.W., El 
Estatuto de los Trabajadores. Veinte años después, tomo 
I, cit., pp. 632 y ss.
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133. Los poderes del empresario en materia salarial.
Sin embargo, es al empleador -en concreto, al Consejo de 
Administración del OATPP- a quien se atribuye en el 
artículo 15 RD, de una parte, la facultad, si bien dentro 
de los estrictos márgenes que le concede la propia norma 
reglamentaria, de determinar unilateralmente cada año el 
módulo retributivo que se va a utilizar para el cálculo 
del salario de los internos trabajadores -artículo 15.2 y 
3 RD-; así como, de otra parte, la potestad de establecer 
ciertas primas salariales -artículo 15.5 RD-, esta vez de 
forma discrecional ya que la misma no viene sujeta por el 
Decreto a ningún condicionante o requisito, quedando 
entera y absolutamente a la valoración del empleador, 
siendo este papel habitualmente ’ desempeñado por el 
convenio colectivo en el mundo libre370 .
Tan sólo se reconoce a los internos trabajadores, 
por el artículo 13.b) RD, la posibilidad de formular, a 
través de las Comisiones sectoriales correspondientes - 
las contempladas en el artículo 59 RP de 1996-, 
propuestas para la fijación anual de ese módulo
retributivo. Ello no quiere decir que estas propuestas
formuladas al Consejo de Administración del OATPP estén 
dotadas de un carácter vinculante, puesto que, como se 
constató en el apartado dedicado a la participación de 
los internos en la planificación y organización del
trabajo, la normativa reguladora de la actuación de estas
370 Véase MERCADER UGUINA, Modernas tendencias en 
la Ordenación Salarial. La incidencia sobre el Salario de 
la Reforma Laboral, cit., p. 107, donde habla de la 
"plena dispositividad para la autonomía privada en el 
establecimiento de complementos salariales".
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Comisiones no lo prevé, lo que introduce muchas dudas al 
respecto371.
134. Las razones de la falta de juego de la
autonomía individual. Como se ha avanzado, en ningún caso 
se contempla por la norma reglamentaria la posibilidad de 
pactar sobre el salario de modo individual, ni para 
determinar la estructura del mismo en ausencia de
convenio aplicable, ni siquiera por lo que hace, en mi 
opinión, a la introducción de mejoras que pertenezcan a 
la esfera individual del interno trabajador, quedando en 
este sentido limitado el poder de dirección empresarial.
Ello puede tener su causa en el concreto ámbito en 
el que se desarrolla la prestación de servicios, el medio 
penitenciario, y las especiales circunstancias de los 
trabajadores sujetos de esta relación laboral, mas no por 
el hecho de que se encuentren sometidos a una relación de 
especial sujeción con la Administración penitenciaria que 
les impida negociar individualmente condiciones de
trabajo, sino por lo difícil que sería cohonestar un 
trato diferenciado en materia salarial que proviniera de 
circunstancias puramente subjetivas con el derecho a no 
ser tratados de forma discriminatoria contemplado, entre 
otros, en el artículo 5.1.a) RD, si se considera que los 
internos trabajadores, en cuanto sujetos de una RLEP, se
371 Creo que, si el legislador hubiera querido 
dotar a esas propuestas de un carácter vinculante, lo 
hubiera manifestado de un modo expreso.
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encuentran en una situación objetiva idéntica372 . Por lo
demás, ese trato diferenciado podría repercutir
r
negativamente en la necesaria convivencia ordenada en los 
establecimientos penitenciarios, debido a la división que 
introduciría entre los propios internos trabajadores, 
poniéndose en juego el difícil equilibrio- existente en 
los Centros.
Es en este sentido, creo, en el que debe entenderse 
a la doctrina que sostiene que la autonomía individual es 
inconciliable con la especial situación de los internos 
en los Establecimientos penitenciarios373 .
Ello no es obstáculo, sin embargo, para que puedan 
producirse diferencias en los salarios percibidos por 
unos internos trabajadores y otros, pero ' derivadas de 
criterios objetivos como puedan ser la categoría 
profesional, el mayor rendimiento o la mayor calidad del 
trabajo. Además, incluso en estos supuestos que causan 
diferencia en el salario a percibir, el RD 782/2001 ha 
incrementado las potestades unilaterales y discrecionales 
del empleador en relación al RP de 1996.
2.2. RÉGIMEN RETRIBUTIVO APLICABLE.
372 RODRÍGUEZ PINERO, M. , "Principio de igualdad, 
autonomía contractual y poderes empresariales", en 
Relaciones Laborales, n2 17/1991, p. 6.
373 Véase RODRÍGUEZ MESA, "La relación laboral 




2.2.1. PARÁMETROS UTILIZADOS POR LA NORMA PARA FIJAR 
EL SALARIO. ESPECIAL MENCIÓN DE LOS AUSENTES.
135. Los parámetros en función de los cuales se fija 
el salario del interno trabajador. Comienza el artículo 
15 RD de un modo que recuerda vagamente a lo previsto en 
el artículo 33.1.c) LOGP. Dispone así, en su apartado 
primero, que "la retribución que reciban los internos 
trabajadores se determinará en función del rendimiento 
normal de la actividad de que se trate y del horario de 
trabajo efectivamente cumplido". Y en su apartado segundo 
in fine determina que "el salario resultante se fijará 
proporcionalmente al número de horas realmente trabajadas 
y al rendimiento conseguido por el trabajador". 
Recuérdese que la LOGP establece la obligación de la 
Administración penitenciaria de velar porque la 
retribución sea conforme a tres parámetros: el
rendimiento, la categoría profesional y la clase de 
actividad desempeñada.
¿Se adapta fielmente este precepto de la norma 
reglamentaria a las previsiones de la LOGP? Cualquier 
respuesta que se de a esta pregunta, sea en sentido 
afirmativo, sea en negativo, debe ser matizada. Y es que, 
como puede constatarse del tenor literal, en el artículo 
15 RD sólo se alude al rendimiento, de los tres 
parámetros que utiliza la LOGP para conformar la 
retribución de los internos trabajadores374 . Y se
374 Tanto el artículo 206.5 RP de 1981 como el 
artículo 147 RP de 1996 incluían a la categoría 
profesional de modo expreso entre los parámetros 
condicionantes del salario a percibir por los internos,
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introduce uno distinto, el horario. Pero ello no ha de 
significar, necesariamente, que los otros dos estén
r
realmente ausentes.
136. La ausencia de alusión expresa a la categoría 
profesionalEn efecto, el hecho de que la categoría 
profesional no venga citada expresamente no significa que 
no haya de ser tomada en consideración para el cálculo de
la retribución concreta. Y ello porque, como se apuntó en
páginas anteriores, el artículo 8 RD, por el que se 
establecen las distintas categorías profesionales en que 
pueden ser clasificados los internos trabajadores, 
dispone que la distinción entre categorías "se tendrá en 
cuenta en la fijación del módulo retributivo". Ello no 
obstante, no acierto a entender el motivo que ha llevado 
al Gobierno a extraer el citado parámetro del precepto en
el que explícitamente se regula el régimen retributivo de
esta relación laboral, cuando sí influye en éste.
1 ) >
En cualquier caso, se han ampliado las potestades 
discrecionales del empleador al respecto, al haberse 
producido una desregulación del modo en que dichas 
categorías habían de influir en el salario del interno. 
Si con el RP de 1996 se prescribía de un modo estricto el 
incremento del módulo retributivo en un diez por ciento 
para el operario superior375 , con el RD 782/2001 parece 
haberse dejado en manos del Consejo de Administración del
disponiendo incrementos para los clasificados en 
categoría superior en atención al mayor valor de su 
trabajo. Véase al respecto la sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla-La Mancha de 28 de 
noviembre de 2000 (AS/4481).
375 Artículo 147.2 RP de 1996.
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OATPP la cuantificación de su repercusión en el salario 
del interno trabajador376 , aun cuando se descarte que ello 
pueda hacerse de un ínodo individualizado y 
diferenciado377, pues habrá de afectar, igual que sucedía 
con la normativa anterior, al módulo que se utiliza, de 
modo genérico, para determinar la retribución a percibir 
por los internos, la cual se individualiza después en 
función de los dos parámetros señalados en el artículo
15.1 RD: tiempo de trabajo efectivo y rendimiento
conseguido por el interno.
137. La falta de referencia a la clase de actividad 
desarrollada• Por lo que se refiere al otro parámetro 
citado en la LOGP que el artículo 15 RD no menciona 
abiertamente, como tampoco hacía el RP de 1996, esto es, 
la clase de actividad desarrollada, en su momento la
376 En el mismo sentido, SOLER ARREBOLA, "El 
tardío desarrollo reglamentario laboral de la relación 
especial de los internos en prisiones", cit., p. 81.
377 Al respecto, se señala en la sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla-León 
(Valladolid) , de 14 de enero de 2003 (AS/276) , que "el 
salario mínimo interprofesional establecido en razón del 
tiempo de trabajo es factor a ponderar pero no exclusivo 
ni preponderante, dado que junto a él se atiende al 
rendimiento ordinario y personal de la actividad de que 
se trate, a la categoría profesional y trabajo efectivo 
realizado, individualizándose en razón del tiempo de 
trabajo efectivo y rendimiento conseguido por cada 
operario". Parece mantener, sin embargo, una opinión 
contraria SOLER ARREBOLA -"El tardío desarrollo 
reglamentario laboral de la relación especial de los 
internos en prisiones", cit., p. 82-, donde sostiene que 
"esa homogeneización retributiva constituye un obstáculo 
(...) para la individualización de la retribución, en 
tanto que sólo por medio de las primas económicas se 
conseguiría incentivar y diferenciar la cuantía a 
percibir por unos internos frente a otros".
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doctrina científica interpretó, de modo contundente, que 
ello suponía no diferenciar "la cantidad a recibir por el 
interno en función de que la actividad se encuentre 
enmarcada en un sector laboral u otro, ya que el módulo 
retributivo se calcula con referencia al Salario Mínimo 
Interprofesional", lo que "implica una similitud en las 
cantidades de referencia para cualquier trabajo que se 
desempeñe"278.
Sin embargo, he de reconocer que tengo dudas en este 
punto. Principalmente, porque el propio artículo 15.1 RD 
habla del "rendimiento normal de la actividad de que se 
trate", por lo que será necesario tener en cuenta, para 
calcular ese rendimiento, la clase de actividad que se 
desarrolle en el taller productivo, lo que puede 
entenderse como cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 33.1.C) LOGP.
Además, porque en la escasa doctrina judicial que 
existe en materia de salarios de los internos 
trabajadores se hace referencia, al menos en dos 
sentencias, a "la retribución fijada por el Consejo de 
Administración del OATPP vigente para el año en curso en 
los Talleres de manipulados y mantenimiento". 
Concretamente, la sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León de 14 de enero de 2003 
(AS/276) señala como competencia de dicho órgano "el 
establecer el valor hora para cada año y actividad, valor 
que fue establecido para 1999 en el Taller en el que el 
recurrente trabajó en dicho año, en 420 pesetas hora".
378 Cfr. SOLER ARREBOLA, La relación laboral
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Igualmente, la sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Asturias de 7 de noviembre de 2003 (JUR 
20Ó4\57112) incorpora entre los hechos declarados 
probados, como indiscutido, el que "el módulo retributivo 
aplicable a la hora de trabajo de los talleres de 
manipulados y mantenimiento en los que prestaba sus 
servicios el actor en el año 1999 es de 420 ptas. y el 
fijado para el año 2000, de 428 ptas."
Parece, en consecuencia, que en función del Taller 
productivo de que se trate -lo que dependerá de la 
actividad que en él se desarrolle-, el valor de la hora 
de trabajo pudiera ser distinto. Debo advertir, sin 
embargo, que en las sentencias traídas al texto ambos 
talleres desarrollan la misma actividad, siendo entonces 
el valor de la hora idéntico.
Ahora bien, en la Instrucción para la aplicación del 
nuevo modelo de Seguridad Social de los internos 
trabajadores, fechada el 19 de febrero de 2001 y firmada 
por la entonces Gerente del OATPP, se mencionan los 
módulos retributivos aprobados para el año 2001, 
aportándose datos objetivos en torno al valor de la hora 
de trabajo en otros Talleres, confirmándose su cuantía 
distinta en función de la actividad del Taller379 .
especial penitenciaria, cit., p. 401.
379 Por actividades, el valor en pesetas de la 
hora de trabajo y el sistema de retribución preferente 
será: Economato y Actividades Auxiliares, 306 y por
tiempo; Cocinas y Panaderías, 429 y por tiempo; 
Agropecuarias, 439 y por tiempo; Madera, 445 y por 
producto; Metálicas, 447 y por producto; Mantenimiento, 
462 y por producto; Cerámica, 468 y por producto;
594
Capitulo Tercero
2.2.2. LA “POSIBLE” ESTRUCTURA DEL SALARIO DE LOS 
INTERNOS TRABAJADORES.
138. Determinación concreta del salario a percibir 
por los internos trabajadores. La previa fijación del 
módulo retributivo. Establece el artículo 15.2 RD que 
para determinar la retribución de los internos se 
aplicarán los parámetros citados en el apartado primero - 
esto es, el rendimiento normal de la actividad de que se 
trate y el horario de trabajo efectivamente cumplido- a 
un módulo para cuyo cálculo habrá de tomarse como 
referencia el Salario Mínimo Interprofesional vigente en 
cada momento. De esta manera, el salario resultante, es 
decir, el salario que habrá de percibir cada interno 
trabajador, "se fijará proporcionalmente al número de 
horas realmente trabajadas y al rendimiento conseguido 
por el interno trabajador".
Son varios los comentarios y cuestiones que se 
suscitan con el precepto.
139. La correspondencia entre el módulo retributivo 
y los parámetros del articulo 15.1 RD. En primer lugar, 
parece que el módulo retributivo, que fijará anualmente 
el Consejo de Administración del OATPP, viene referido al 
rendimiento normal de la actividad de que se trate y al 
horario de trabajo efectivamente cumplido, no por cada 
interno trabajador, sino en general en el taller
Confección y Manipulados, 470 y por producto; Artes 
Gráficas, 474 y por producto.
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productivo, esto es, al horario general de la prestación 
de servicios.
A este respecto, ya SOLER ARREBOLA denunciaba la 
mala técnica legislativa utilizada en el RP de 1996 -y 
que persiste en el RD 782/2001- con relación al parámetro 
"horario de trabajo efectivamente cumplido"380, ya que el 
factor que influye en la determinación del módulo 
retributivo no es ciertamente el número de horas 
efectivamente desarrolladas por el interno trabajador en 
la actividad productiva sino el horario de trabajo, 
debiendo considerar como tal a la jornada laboral máxima 
prevista en el RD.
Resulta aquí de gran ayuda, por clarificadora, la 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias 
de 7 de noviembre de 2003381, antes citada, donde se 
señala que "los datos ponen de relieve la diferencia 
entre la jornada de trabajo teórica -los días de la 
semana y el horario general de la prestación de servicios 
en el centro penitenciario- y la jornada de trabajo 
efectiva -los días y las horas de trabajo efectivo 
realizados por el actor-. (...) Carece de apoyo la 
afirmación, fundamento de la demanda, de que las horas de 
trabajo efectivo coinciden con el calendario y horario 
generales de la prestación; son elementos distintos: el 
primero acota la franja temporal -días de la semana y 
horas del día- dentro de la cual puede realizarse la
380 Véase La relación laboral especial 




prestación, y aquel registra el período concreto en que 
la misma se lleva a cabo. (...) El demandante percibió la 
retribución en función de su trabajo efectivo y según el 
módulo salarial preestablecido".
En síntesis, puede decirse que el módulo retributivo 
corresponderá a un rendimiento normal de la actividad de 
que se trate y a la jornada de trabajo ordinaria en el 
taller productivo correspondiente382 .
Ahora bien, ello no significa que se deba abonar a 
los internos trabajadores, necesariamente, la cuantía 
total correspondiente al módulo retributivo fijado, 
puesto que el salario a percibir -de "salario resultantem 
habla el artículo 15.2 RD- se individualizará en función 
del rendimiento realmente conseguido por el trabajador en 
relación a ese rendimiento normal, y el número de horas 
realmente trabajadas dentro de la jornada laboral del 
taller383 .
382 En el mismo sentido, CAS TIÑE IRA FERNÁNDEZ, "El 
trabajo de los penados", en AA.W. (Dir. E. Borrajo), El 
Estatuto de los Trabajadores, cit., p. 98; también, SOLER 
ARREBOLA, La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., p. 403.
383 Téngase en cuenta, sin embargo, la crítica 
certera que efectuaba DE LA CUESTA ARZAMENDI, El trabajo 
penitenciario resocializador. Teoría y regulación 
positiva, cit., p. 421, donde señalaba, respecto del RP 
de 1981, que la insistencia del mismo en el rendimiento 
del trabajador y horas efectivamente trabajadas podía 
hacer que descendieran los ridículos niveles salariales 
percibidos en prisión, si ello no iba acompañado de una 
amplia serie de mejoras en la organización del trabajo, 
instalaciones y procedimientos de producción, así como 
del cumplimiento de los horarios de trabajo. Desde 
entonces hasta ahora, si se observan las denuncias
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La incidencia del rendimiento en el salario del 
interno trabajador ha de suponer que éste tenga 
garantizada la cuantía del módulo, como cantidad mínima, 
siempre que logre el rendimiento normal de la actividad 
de que se trate. La determinación de cuál haya de ser el 
rendimiento considerado normal debe hacerse, según 
opinión cualificada de la doctrina384, "de modo científico 
a través de los oportunos estudios de tiempos y 
movimientos"385, no habiendo sido señalados por la norma 
reglamentaria, sin embargo, los criterios que han de 
manejarse para ello ni el personal responsable. En 
cualquier caso, su obtención habrá de marcar el momento a 
partir del cual debieran entrar en juego las primas e 
incentivos correspondientes, si los hubiera.
140. La referencia al salario mínimo 
interprofesional ¿vincula al OATPP, o éste mantiene un 
cierto margen de discrecionalidad en la fijación del
efectuadas por el Defensor del Pueblo en los sucesivos 
informes anuales que elabora, en los que incluye un 
análisis de la situación penitenciaria en España, se 
concluye que, aunque algo se ha avanzado en ese sentido, 
todavía queda mucho camino por recorrer.
384 Cfr. MERCADER UGUINA, Modernas Tendencias en 
la Ordenación Salarial. La Incidencia sobre el Salario de 
la Reforma Laboral, cit., p. 173.
385 No creo que haya de considerarse como 
rendimiento normal aquél que habitualmente viene siendo 
desarrollado por el interno trabajador, sino aquél que, 
conforme a técnicas de medición del trabajo, es obtenido 
naturalmente por internos trabajadores cualificados, como 
promedio de la jornada o turno de trabajo, siempre y 
cuando conozcan el método de trabajo especificado y se 




módulo? En segundo lugar, el hecho de que el módulo
retributivo haya de calcularse tomando como referencia el
)
salario mínimo interprofesional vigente introduce la duda 
acerca de si éste último, establecido cada año por el 
Gobierno mediante Decreto, representa, imperativamente, 
la cuantía equivalente del módulo-retributivo, referido a 
la jornada legal de trabajo en los talleres productivos 
de los Establecimientos penitenciarios y a un rendimiento 
normal. En definitiva, la cuestión a resolver es la de si 
el Consejo de Administración del OATPP, utilizando como 
referente dicho salario mínimo interprofesional, puede 
fijar como cuantía del módulo retributivo otra distinta.
Entiendo, como se avanzó en páginas anteriores, que 
la referencia al salario mínimo interprofesional tiene 
por finalidad tutelar los intereses de los internos 
trabajadores, garantizándoles un nivel salarial mínimo 
teórico, y con ello, simultáneamente, avanzar en la 
asimilación entre esta modalidad de trabajo penitenciario 
y el trabajo desarrollado en libertad.
Por supuesto, ello no ha de impedir al OATPP, caso 
de que las circunstancias lo permitan y aconsejen, 
establecer como cuantía del módulo una superior a la del 
salario mínimo interprofesional. Ahora bien, la mera 
recepción del mismo por el precepto, aunque sea como 
referente, descarta la posibilidad de establecer una 
cuantía inferior386 .
386 En Francia, por ejemplo, se aplica a los 
internos trabajadores en los establecimientos de gestión 
mixta el SMAP (Salaire Minimun de l'administration 
pénitentiaire)) , que oscila entre el 41 y el 44 por 100
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141. ¿Afectan al módulo retributivo las 
modificaciones que pueda sufrir el salario mínimo 
interprofesional a lo largo del año? De otra parte, si el 
módulo retributivo fijado resulta equivalente a la 
cuantía del salario mínimo interprofesional, surge 
también la incertidumbre en torno a si debiera ser 
adaptado, hacia arriba o hacia abajo, en el caso de que 
se produzca una modificación de esa cuantía a lo largo 
del año, en la hipotética revisión semestral prevista en 
el artículo 27.1 ET387 , puesto que dicha posibilidad no se 
contempla de modo expreso en la norma reglamentaria.
Pues bien, al referirse el precepto al salario 
mínimo interprofesional vigente en cada momento, con 
independencia de cuál sea el momento de fijación anual 
del módulo, si se modifica el primero durante su 
transcurso habrá de sufrir el módulo retributivo idéntica 
modificación, de modo imperativo si lo que se produce es 
un incremento de su cuantía. Y ello porque, como se ha 
manifestado anteriormente, la cuantía del módulo
del salario mínimo interprofesional hora. Sin embargo, en 
nuestro país, como bien señalan CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ- 
RAMOS VELASCO y GOMEZ GORDILLO, Comentarios al Estatuto 
de los trabajadores, cit., p. 354, "el salario mínimo se 
convierte en una cifra mínima aplicable de forma 
universal al conjunto de los trabajadores asalariados 
sometidos a la legislación laboral, incluidas las 
relaciones laborales especiales".
387 De la que se ha hecho uso este año, por Real 
Decreto Ley 3/2004, de 25 de junio, para la 
racionalización de la regulación del salario mínimo 
interprofesional y para el incremento de su cuantía.
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retributivo no puede ser inferior a la del salario mínimo
interprofesional388 .
)
El propio Real Decreto Ley 3/2004, de 25 de junio, 
por el que se ha incrementado la cuantía del salario 
mínimo interprofesional para el segundo semestre de año 
2004, señala en su Exposición de Motivos como efecto 
directo o estrictamente laboral del SMI el de servir de 
suelo o garantía salarial mínima de los trabaj adores, 
ninguno de los cuales puede percibir por su trabajo en 
cualquier actividad un salario por debajo de la cuantía 
del SMI, actuando éste como garantía mínima de 
retribución suficiente, y mencionando expresamente entre 
los colectivos de trabajadores que disfrutan de ese 
efecto directo a los penados que realizan actividades 
laborales en talleres penitenciarios, debiendo, en 
consecuencia, aplicárseles el citado incremento en la 
cuantía para este segundo semestre.
142. Conceptos expresamente incluidos en el módulo 
retributivo. Señala finalmente el artículo 15.3, para 
terminar con la regulación del módulo retributivo, que 
éste ha de incluir "la parte proporcional de la 
retribución de los días de descanso semanal y de 
vacaciones anuales retribuidas, así como las 
gratificaciones extraordinarias, en su caso". En 
realidad, con el módulo retributivo se está retribuyendo, 
no sólo el trabajo efectivo, sino también los períodos de
388 Algo así podía deducirse de lo previsto en el 
RP de 1981, cuyo artículo 206.1 establecía que el módulo 
experimentaría "las variaciones que resulten de las
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descanso computables como de trabajo -descanso semanal y 
vacaciones anuales-.
Aun cuando la doctrina lo ha interpretado en el 
sentido de que hay que tomar el salario mínimo 
interprofesional como una cuantía determinada a la que se 
adicionan los tres elementos citados, no produciéndose de 
ese modo una reiteración de los elementos que componen 
dicho módulo, ya que sólo se usa el salario mínimo 
interprofesional en el sentido de cantidad determinada, 
sin tener presentes los concretos aspectos que integran 
el mismo389, entiendo que, en realidad, con esta
interpretación puede suceder precisamente aquello que se 
trata de evitar; en definitiva, que se reiteren aquellos 
elementos que el salario mínimo interprofesional en 
cómputo anual390 ya incorpora, cuales son la retribución 
de los días de descanso semanal así como las
gratificaciones extraordinarias. Pudiera, en este
sentido, poseer el precepto, por lo que se refiere a esos
revisiones de dicho salario mínimo", sin mencionar los 
términos anual o semestral.
389 En este sentido, SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., pp. 405-406.
390 Véase, por ejemplo, el artículo 3 RD 
1793/2003, de 26 de diciembre, por el que se fija el 
salario mínimo interprofesional para 2004. Manifiesta 
VALDÉS DAL-RÉ, "El salario mínimo interprofesional y la 
igualdad de remuneración por razón de sexo", cit., p. 
646, que "el suelo salarial legalmente garantizado, a los 
efectos de lo previsto en el párrafo 3a del artículo 27.1 
ET, es el "salario mínimo en cómputo anual", cantidad 
ésta que resulta de sumar al salario mínimo, en módulo 
diario o mensual, según los casos, los complementos 
salariales ya mencionados, sin que en ningún caso aquella 




dos conceptos, un afán meramente pedagógico si lo que se 
toma como referente es el salario mínimo interprofesional 
en cómputo anual.
Podrían, sin embargo, encontrarse paralelismos entre 
este artículo 15.3 RD y las reglas técnicas de aplicación 
de la cuantía anual del salario mínimo interprofesional a 
los contratos temporales de corta duración391, reglas que 
los Decretos anuales de fijación del salario mínimo 
interprofesional acostumbran a establecer incluyendo en
las percepciones de esos trabajadores, además del salario 
mínimo diario, la parte proporcional de la retribución de 
domingos y festivos y de las dos pagas extraordinarias, 
correspondientes al salario de 30 días en cada una de
ellas, así como la parte proporcional del salario mínimo 
correspondiente a las vacaciones mínimas legales cuando 
no existiera coincidencia entre su período de disfrute y 
el tiempo de vigencia del contrato392, siendo en este 
punto el sistema de cálculo del módulo retributivo
similar a lo previsto por ellas.
Por otro lado, el hecho de incluir dentro del módulo 
retributivo la parte proporcional de la retribución de 
los días de vacaciones anuales retribuidas debería 
entenderse, a mi juicio, en el sentido de que la
retribución de las vacaciones anuales no se produce en el 
momento de su disfrute, sino que se prorratea a lo largo
391 Así denominadas en CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ- 
RAMOS VELASCO y GÓMEZ GORDILLO, Comentarios al Estatuto 
de los Trabajadores, cit., p. 355.
392 Artículo 4.1 RD 1793/2003.
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del año393 , en las mensualidades que perciba el interno 
trabajador.
Finalmente, siguiendo con el tenor literal del 
precepto, se presenta ante el intérprete la duda en torno 
a lo que haya querido insinuar el Gobierno al incorporar 
de forma novedosa en este artículo 15.3, tras la cita de 
las gratificaciones extraordinarias, la expresión "en su 
caso", pues entiendo que ha de existir un motivo para 
dicha incorporación.
En mi opinión, son dos las hipótesis que podrían 
formularse al respecto. Así, de un lado, pudiera 
interpretarse en el sentido de que se está permitiendo al 
OATPP, encargado de la fijación del módulo retributivo, 
descartar el abono de las correspondientes 
gratificaciones extraordinarias no incluyéndolas en el 
módulo, agregándose en este caso una nueva potestad 
discrecional a las que ya posee el empleador de esta 
relación laboral y rompiendo con el tradicional 
reconocimiento del derecho de los internos trabajadores a 
percibir dichas gratificaciones394 . Pero, de otro lado, 
también pudiera entenderse que lo que se permite es su no 
inclusión en el módulo, reteniendo las cantidades
393 Señalaba a este respecto el RP de 1981, en su 
artículo 206.6, que "el cálculo del salario de los días 
de descanso se efectuará sobre el promedio del alcanzado 
por el trabajador durante los siete días laborales 
precedentes, y el del salario de los días de vacaciones, 
sobre el promedio diario de los salarios conseguidos 
durante el año o proporcionalmente los días trabajados". 
Se ha simplificado, en consecuencia, el modo de cálculo, 
al incorporarlos al módulo retributivo.
394 Artículos 206.8 RP de 1981 y 147.3 RP de 1996.
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correspondientes para ser abonadas en su momento, lo que 
será libremente decidido por el OATPP. Quizá sea ésta la 
hipótesis más razonable, en la medida en que tiene un 
directo antecedente en el RP de 1981395, volviéndose con 
esta fórmula a introducir dicha posibilidad. Pero, en 
negativo, esta interpretación pudiera resultar 
contradictoria con lo dispuesto en el artículo 16.1 RD, 
como se analiza infra. En todo caso, no consta en el 
texto reglamentario el número de gratificaciones que 
pudieran percibirse, ni su cuantía, dejándose todo ello, 
por inexistencia de convenio colectivo aplicable, al 
arbitrio del empleador.
143. El "salario resultante" como equivalente a 
salario base, y su sistema de cálculo. El salario que 
resulte de individualizar el módulo retributivo en 
función del rendimiento realmente conseguido por el 
interno trabajador y del número de horas reales de 
trabajo efectivo puede ser contemplado como equivalente 
del salario base al que se refiere el artículo 26.3 ET.
Para su cálculo contempla el Decreto en el artículo 
15.4 distintas posibilidades, siendo al parecer el OATPP 
el encargado de elegir aquel sistema que considere más 
apropiado en atención a la actividad que se desarrolle en 
el taller productivo. De este modo, se permite su cálculo 
por unidad de tiempo o por unidad de producto o servicio 
realizado, e incluso se permite por cualquier otro
395 Así lo permitía su artículo 206.9 para el 
salario escandallado por el sistema de rendimiento a 
destajo. Véase el comentario al respecto de CASTIÑEIRA 
FERNÁNDEZ, "El trabajo de los penados", cit., p. 98.
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sistema396 , que bien pudiera ser un sistema de cálculo a 
tarea o uno mixto, tiempo-rendimiento.
Ahora bien, los problemas de comprensión de este 
precepto se plantean porque lo que hoy es diseñado por el 
artículo 15 como módulo retributivo sobre el que calcular 
el salario individualizado, siguiendo el dictado del 
derogado artículo 147 RP de 1996, en el RP de 1981 era 
considerado el módulo para la fijación del salario a 
tiempo. De esta circunstancia dedujo la doctrina que el 
RP de 1996 se había inclinado por el sistema temporal, no 
configurándose por dicha norma ni la retribución 
individual a percibir en función del producto o servicio 
realizado ni el número de "obras o servicios" que daban 
lugar a la retribución correspondiente397 .
Aun siendo todo lo anterior cierto en el caso del RP 
de 1996, el Gobierno ha tratado de corregir esos 
problemas398 incorporando a ese artículo 15.4 RD la 
previsión de que, caso de que el sistema de cálculo 
utilizado fuera el de producto y la organización del
396 En general, sobre los distintos sistemas 
salariales véase ALBIOL MONTESINOS, I., El salario. 
Aspectos legales y jurisprudenciales, Ed. Deusto, Bilbao, 
1992, pp. 53 y ss. También, RAMÍREZ MARTINEZ, J.M. y 
ALFONSO MELLADO, C.L., El salario, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1994; o ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, Derecho 
del Trabajo, cit., pp. 324 y ss.
397 En este sentido, SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 407.
398 Con el mismo sentido superador lo interpreta 
SOLER ARREBOLA, "El tardío desarrollo reglamentario 
laboral de la relación especial de los internos en 
prisiones", cit., p. 81.
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trabajo se realizara en colaboración con persona del
exterior, el OATPP "se reserva el derecho a establecer
)
los métodos y tiempos aplicables en la elaboración de los 
distintos productos".
Son variadas las impresiones que cabe extraer del 
precepto. La primera es la de que el sujeto encargado de 
establecer los métodos y tiempos aplicables en la 
elaboración de los productos será, en todo caso, el 
OATPP.
La segunda, más relevante, es la de que con él 
parece alejarse del ámbito penitenciario, aunque sea en 
teoría, el sistema de trabajo a destajo simple, 
tradicionalmente el más utilizado en el desarrollo de 
actividad laboral en los talleres productivos399 aun 
siendo un sistema poco efectivo para motivar a los 
trabajadores e incrementar su productividad, y parece 
acercarse, por contra, a un sistema de remuneración por 
rendimiento. El fundamento de esta idea reside en el modo 
en que se implementa un sistema de este tipo400, en el que 
intervienen estudios de métodos y tiempos: en el caso que 
nos ocupa, el OATPP determina cuál es el mejor método de 
trabajo, estudia cuál es el tiempo necesario para
399 En este sentido, DE LA CUESTA ARZAMENDI, El 
trabajo penitenciario resocializador. Teoría y regulación 
positiva, cit., p. 368 y 390, quien ya entonces 
propugnaba su sustitución por un sistema de remuneración 
por tiempo, con los correspondientes pluses por 
rendimiento. En definitiva, el sistema que diseña 
actualmente el RD 782/2001.
400 Con detalle, véase MERCADER UGUINA, Modernas 
Tendencias en la Ordenación Salarial. La incidencia sobre 
el salario de la reforma laboral, cit., pp. 167 y ss.
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ejecutar ese trabajo empleando ese método y lo impone a 
los internos trabajadores. Estos tienen garantizada una 
cantidad mínima a cambio de lograr un rendimiento normal 
en función de la especificación del trabajo, entrando en 
acción a partir de ese momento las primas o incentivos. 
La medición del trabajo, en este caso, ha de proyectarse 
en un sistema de registro de los tiempos y de la
producción de cada interno trabajador, datos que se
incluyen en las correspondientes hojas de control401.
El precepto, en consecuencia, parece poner en
evidencia la voluntad del Gobierno de introducir sistemas 
de racionalización y organización científica del trabajo 
penitenciario productivo, más modernos que los hasta 
ahora empleados.
144 • Los complementos salariales: primas a la
producción. A todo ello se suma el hecho de que, tras la 
desaparición con el RP de 1996 de los complementos 
salariales que expresamente habían sido previstos en el 
RP de 198 1 402, el RD incorpora de nuevo la posibilidad de 
establecer, en concreto, primas a la producción, 
complementos salariales cuyo elemento causal específico 
puede ser, como expresamente señala aunque de modo
401 Véase un ejemplo de ello en la sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 9 de 
abril de 2002 (AS/2011) , en la que se mencionan las 
anotaciones de la producción efectuadas por un interno, 
sujeto de relación laboral especial, respecto de las 
labores de colocación de cableados llevadas a cabo por 
otros internos trabajadores.




genérico el artículo 15.5 RD, la mejora de la calidad del 
trabajo, la superación de determinados niveles de 
producción o cualquier otra variable que se determine.
Dicha facultad es otorgada de manera discrecional al 
OATPP, siendo éste, en consecuencia, libre para decidir 
si establece o no la prima a la producción, la 
circunstancia o causa a la que responde caso de 
implantarla, cuál ha de ser su cuantía así como la forma 
de determinar ésta403 .
Al margen de la discrecionalidad del OATPP en su 
instauración, que evidencia una vez más el nulo papel 
desempeñado por los internos en la determinación de sus 
salarios, sí resulta plausible su reconocimiento por la 
norma reglamentaria puesto que con las primas a la 
producción, en realidad, lo que parece perseguirse es el 
incentivar a los internos trabajadores, no sólo en 
relación a hipotéticos incrementos de la productividad, 
sino también por lo que hace a la búsqueda de una mayor 
calidad en el trabajo, circunstancias ambas que podrán 
ser recompensadas económicamente404 . En resumen, su 
implantación sólo puede tener efectos positivos en la 
motivación y el rendimiento de los internos trabajadores.
403 La verdad es que en esta materia el RD no se 
aparta demasiado de lo que sucede en realidad en el mundo 
libre. A este respecto, por todos, ROMÁN DE LA TORRE, 
Poder de dirección y contrato de trabajo, cit., p. 283.
404 SOLER ARREBOLA, "El tardío desarrollo 
reglamentario laboral de la relación especial de los 
internos en prisiones", cit., p. 82, reconoce a estas 
primas el carácter de "factor que debiera incentivar una 




2.3. EL PAGO DE LAS RETRIBUCIONES.
145. El artículo 16.1 RD y el devengo de la 
retribución. Dispone el artículo 16.1 RD que el OATPP 
"efectuará el pago de las retribuciones mediante su 
ingreso mensual en la cuenta de peculio del interno". 
Esto es, regula el precepto, de forma breve, los aspectos 
formales de la obligación del empleador -OATPP u órgano 
autonómico equivalente- de retribuir el trabajo realizado 
por el interno trabajador -sea quien gestione el taller 
productivo el mismo OATPP, o lo sea una persona física o 
jurídica del exterior-.
Al igual que sucede en el mundo libre, en la 
relación laboral especial penitenciaria se ha optado por 
establecer el abono mensual de la retribución. Ahora 
bien, con relación al periodo de devengo del salario, 
este precepto no hace referencia expresa a las 
retribuciones "periódicas y regulares" cuyo abono no 
podrá exceder el período de un mes, como sí consta en el 
artículo 29.1 ET, lo que hace dudar acerca de si su 
redacción impide la existencia de partidas salariales de 
vencimiento y pago temporal superior al mes, como sería 
el caso de las gratificaciones extraordinarias conforme a 
la interpretación efectuada en páginas anteriores405 , 
debiendo ser, entonces, obligatoriamente prorrateada su 
cuantía en las mensualidades correspondientes mediante su
405 Mantenía supra la posibilidad de que se 
abonaran en su momento debido, y no de forma prorrateada.
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inclusión en el módulo retributivo, en el caso de que el 
OATPP decidiese abonarlas.
146. La inexistencia de partidas salariales en 
especie. Si bien el RD no menciona de modo deliberado en 
este artículo que el ingreso se habrá de hacer de dinero 
en metálico, lo cierto es que, a diferencia de lo que 
sucede en países de nuestro entorno más próximo, como 
Francia406, nuestro ordenamiento jurídico penitenciario no 
prevé la asunción por el interno, sea trabajador o no, de 
los gastos que genera su mantenimiento en prisión.
Consecuentemente con ello, el coste de su 
alojamiento y manutención no ha sido considerado por el 
RD 782/2001, ni por las normas que le han antecedido, 
como retribución en especie, por lo que se ha de concluir 
que sólo cabe en esta relación laboral especial el 
salario en metálico, calculado de la manera reseñada en 
páginas anteriores.
406 En Francia, a los internos que trabajan en 
régimen de concesión o en un taller de la Régie 
Industrielle des Établissements Pénitentiaires -no a los 
que lo hacen en servicio general ni a quienes no 
trabajan- se les descuenta una cantidad de su retribución 
mensual neta, que no excederá de un 30 por 100 de la 
misma, en concepto de "frais d'entretien" y en provecho 
del Tesoro Público, no de la Administración 
penitenciaria. Su supresión, sin embargo, ha sido 
demandada, por injusta y por reducir la capacidad de 
compra de los internos, desde los sectores que participan 
en la reforma de la ley penitenciaria francesa. Véanse 
L' ASSEMBLÉE NATIONALE, Rapport "La France face á ses 
prisons", cit., p. 204; LORIDANT, Rapport d'Information 
”Prisons: le travail á la peine", cit., p. 96.
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147. nodo, y lugar de pago de la retribución: la
cuenta de peculio. Establece el artículo 16.1 RD que 
habrá de efectuarse el pago mediante su ingreso en la 
cuenta de peculio del interno trabajador. Esa cuenta o 
fondo de peculio es una especie de "cuenta corriente 
individual de la que dispone el interno trabajador para 
administrar sus recursos económicos"401, y viene 
integrada, según el artículo 319.1 RP de 19 9 6 408, por "las 
cantidades que los reclusos tengan en su poder al 
ingresar en el Establecimiento y con las que reciban 
posteriormente por cualquier concepto de procedencia 
legítima". Entre éstas últimas se incluyen los salarios 
devengados por los internos trabajadores.
Las cuestiones relativas a la cuenta o fondo de 
peculio vienen reguladas en el RP de 1996. Así, y por lo 
que afecta a la relación laboral especial penitenciaria, 
estipulan sus artículos 319 y 320 que las cuentas de 
peculio pueden ser gestionadas de dos formas409 .
De una parte, si quien las gestiona es la propia 
Administración Penitenciaria, ésta lo hará a través de
407 Definición aportada por ARMENTA GONZÁLEZ- 
PALENZUELA y RODRÍGUEZ RAMÍREZ, Reglamento Penitenciario 
comentado: análisis sistemático y recopilación de 
legislación, cit., p. 443.
408 Desaparece con esta norma la diferencia, 
regulada por el RP de 1981 en sus artículos 407 a 417, 
entre fondo de peculio y fondo de ahorro de los internos.
409 Véanse los comentarios al respecto de ARMENTA 
GONZÁLEZ-PALENZUELA y RODRÍGUEZ RAMÍREZ, Reglamento 
Penitenciario comentado: análisis sistemático y 
recopilación de legislación, cit., pp. 443 y ss., de 
donde están extraídos los datos aportados al texto.
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una cuenta bancaria abierta en una entidad en la que se 
incluirán todos los fondos de peculio de los internos, 
estando la Administración obligada, conforme dispone el 
artículo 320.1 RP de 1996, a proveer a cada partícipe "de 
una hoja personal en que se le inscribirán los ingresos a 
su nombre y las extracciones autorizadas semanalmente, 
con expresión del saldo", llevando a su vez un libro 
general de peculio donde se anotarán las partidas 
correspondientes.
De otra parte, el fondo de peculio también puede ser 
gestionado por Entidades Financieras colaboradoras, que 
previamente habrán suscrito para ello un convenio con la 
Administración penitenciaria, disponiendo cada interno en 
este caso de una cuenta bancaria individual de peculio y, 
en consecuencia, de una cartilla o similar en la que se 
contendrán los ingresos y las extracciones autorizadas 
semanalmente, así como el saldo. Este sistema de gestión 
es el que más se asimila con lo que sucede en el mundo 
libre, siendo por ello el que cuenta con más partidarios.
En ambos casos, como el pago de la retribución se 
hace por transferencia, la misma y el ingreso efectivo 
deberían servir, al ser anotados respectivamente en dicha 
hoja personal o en la cartilla, como prueba de su 
abono410, aun cuando ello no se asimile a la entrega de un 
recibo individual y justificativo del mismo411.
410 En el mismo sentido, SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 413.
411 Véase la denuncia efectuada por el DEFENSOR 
DEL PUEBLO en su Informe Anual del año 2000, p. 106, 
quien ante las quejas presentadas por los reclusos por no
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148. La limitada disponibilidad de la cuenta de 
peculio y i en consecuencia, de la retribución. La
utilización de la cuenta de peculio por el interno 
mientras permanece recluido en un Establecimiento 
penitenciario412 se encuentra limitada por lo que se 
refiere no sólo a su destino sino también a su cuantía, 
conforme establece el artículo 321 RP de 1996.
En cuanto a su destino, establece el precepto que 
podrá utilizarse para "atender a los gastos que le estén 
permitidos", lo que supone que habrá determinados gastos 
cuya realización le podrá ser denegada al interno; y para 
"ordenar transferencias a su familia o a otras personas, 
previa autorización del Administrador del
Es tabl ecimi en to ".
Por lo que hace a la cuantía disponible, ésta sólo 
se encuentra limitada con relación al primero de los 
destinos, esto es, cuando su objeto es dedicarla a la
entregárseles soporte documental de sus nóminas, 
ignorando en consecuencia los conceptos que integran su 
retribución, señala que la Administración Penitenciaria 
ha aducido "determinadas limitaciones organizativas y de 
tecnificación de la gestión que han hecho que 
tradicionalmente se haya utilizado un sistema de 
liquidación de haberes por listado y no a través de 
nóminas normalizadas e individualizadas; no obstante el 
citado departamento ha participado que tiene previsto 
hacer entrega de nómina individual a cada interno".
412 Señala a este respecto el Tribunal Superior de 
Justicia de Canarias, en sentencia de 27 de diciembre de 
2002 (JUR 2003X21538), que "el peculio es una institución 
propia del Derecho Penitenciario, referida exclusivamente 
a las cantidades de dinero que el interno puede manejar y 
disponer en el interior del establecimiento
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atención de los gastos que le estén permitidos al recluso 
en el interior del Establecimiento. Como tales gastos hay 
que entender únicamente los gastos corrientes413, y no los 
extraordinarios, para los que no se fijaría límite. En el 
primer caso, el interno recibirá de la Administración 
"una cantidad prudencial _ que se fijará por el Centro 
Directivo, atendiendo a criterios de seguridad y orden 
del Establecimiento". La causa de esta limitación ha de 
buscarse en la necesidad de impedir la circulación en el 
Establecimiento de cantidades económicas excesivamente 
elevadas para la sola compra de los productos permitidos 
y disponibles414.
149. El tiempo de pago de la retribución. Para 
terminar, he de señalar que, aunque el artículo 16.1 RD 
dispone el ingreso mensual de la retribución, nada dice 
respecto de las consecuencias que puede generar un 
retraso del OATPP en el cumplimiento de esta 
obligación415, o incluso su incumplimiento total. Y ello a
413 Por ejemplo, los realizados en el Economato, 
que provee de ciertos comestibles, tabaco, ropa, 
productos de aseo personal, y otros que no estén 
prohibidos por las normas de régimen interior del 
Establecimiento y cuyo uso y consumo no implique riesgo 
para el correcto funcionamiento regimental del Centro - 
artículo 303 RP de 1996-.
414 En ese sentido, ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA y 
RODRÍGUEZ RAMÍREZ, Reglamento Penitenciario comentado: 
análisis sistemático y recopilación de legislación, cit., 
p. 444.
415 Y algún retraso sí se ha producido. Véase, si 
no, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Galicia de 17 de octubre de 2002 (AS/3587), en cuyo 
fundamento de derecho segundo se habla del "pequeño
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pesar de que entre los derechos laborales básicos del 
interno trabajador se contemplaba por el artículo 5.1.c) 
RD el derecho a percibir puntualmenter la remuneración 
fijada.
Esta ausencia parece descartar la aplicación de la 
sanción prevista en el artículo 29.3 ET, por el que se 
considera que el empleador ha incurrido en mora, y que 
debe en consecuencia abonar un 10 por 100 de interés 
sobre lo adeudado, al no ser derecho supletorio dicha 
norma legal416. Y lo mismo sucede con una hipotética 
resolución indemnizada por el interno de la relación 
laboral por esta causa de modo similar al previsto en el 
artículo 50 ET, en la medida en que la no previsión por 
el RD 782/2001 de este mecanismo impide su utilización.
Lo que no cabe descartar, desde luego, es la 
formulación de la correspondiente petición o queja ante 
el OATPP o la Administración Penitenciaria por la vía del 
artículo 53 RP de 1996. Y en el caso de impagos, el 
ejercicio de la correspondiente acción ante los órganos 
de la Jurisdicción Social. *
retraso que se estaba produciendo en la percepción de la 
remuneración de que era acreedor por su trabajo".
416 In extenso sobre la no consideración del ET 
como norma supletoria, véase supra este mismo Capítulo, 
apartado I. Parece mantener, sin embargo, una opinión 
distinta acerca de la mora SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 411, nota a pié 
40, donde se declara partidario de la generación de 
responsabilidades que incidan en las cantidades a 
percibir por el interno a consecuencia del retraso.
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2.4. LA INEMBARGABILIDAD DE LAS RETRIBUCIONES Y LAS 
GARANTÍAS DEL SALARIO.
150. La peculiar configuración normativa de la 
inembargabilidad parcial del salario del interno.
Finalmente, el artículo 16.2 RD remite de manera directa 
al Estatuto de los Trabajadores en materia de condiciones 
y requisitos del embargo de las retribuciones de los 
internos trabajadores, en consonancia con la previsión 
del artículo 33.2 LOGP conforme a la cual "la retribución 
del trabajo de los internos sólo será embargable en las 
condiciones y con los requisitos establecidos para el 
salario de los trabajadores libres*.
A este respecto, establece el artículo 27.2 ET que 
"el salario mínimo interprofesional, en su cuantía, es 
inembargable*. Ahora bien, en el caso de la relación 
laboral común, este precepto se ve complementado con las 
previsiones de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por la 
cual se declaran parcialmente inembargables las 
cantidades que superen dicho salario mínimo, conforme a 
una escala progresiva fijada en el artículo 607 LEC.
El problema reside en determinar si dicha 
inembargabilidad parcial prevista en la LEC se aplica o 
no en el caso de la relación laboral especial 
penitenciaria, puesto que en el artículo 16.1 RD sólo 
existe una remisión expresa al "texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores*, modificándose la 
redacción que para este asunto se contenía en el artículo
148.2 RP de 1996, idéntica a la prevista en ese artículo
33.2 LOGP. Entiendo que, tal vez, de una lectura literal
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del precepto pudiera desprenderse esa idea y, en 
consecuencia, resultar embargables, total y no 
parcialmente, las cantidades que perciba el interno en 
cuanto que superen la cuantía del salario mínimo.
Sin embargo, esta interpretación sólo pondría en 
evidencia los problemas de adecuación entre las 
previsiones del RD 782/2001 en este punto y lo dispuesto 
en ese artículo 33.2 LOGP, donde se manifiesta de modo 
claro y contundente que las condiciones y requisitos del 
embargo de las retribuciones de los internos trabajadores 
deberán asimilarse a las del embargo del salario de los 
trabajadores libres, circunstancia que indudablemente 
lleva a considerar aplicables las previsiones de la LEC, 
a pesar del concreto tenor literal del artículo 16.1 RD, 
pues lo contrario supondría confirmar la existencia de 
una regulación "ultra vires" en este punto.
151. La ausencia de garantías del salario del 
interno trabajador. Por su parte, ni la LOGP ni el RD 
782/2001 contienen precepto alguno similar al artículo 32 
ET sobre Garantías del salario, o que sencillamente 
remita a éste, debiendo este hecho ser interpretado en el 
sentido de que los créditos salariales de los internos 
trabajadores no poseen el carácter preferente y 
privilegiado sobre los créditos que ostenten otros 
acreedores del empresario417.
417 En el mismo sentido, DE LA CUESTA ARZAMENDI, 
El trabajo penitenciario resocializador. Teoría y 
regulación positiva, cit., p. 369; del mismo autor, 
"Condiciones de trabajo", en AA.W., Comentarios a la 
legislación penal, cit., p. 507. Opinión distinta 
parecían mantener, sin embargo, AA.W., El trabajo
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152. El especial significado de la cotización por el 
OATPP al FOGASA. Otro tanto ocurre con la cobertura del 
Fondo de Garantía Salarial, cuya acción protectora se 
extiende a priori a todos los trabajadores asalariados 
incluidos en su ámbito de aplicación, con independencia 
de la naturaleza pública o privada de su empresario418. 
Sucede en este caso que, además de la omisión del 
Decreto, la misma norma reguladora del Fondo de Garantía 
Salarial -el Real Decreto 505/1985, de 6 de marzo- 
prescribe en su artículo 11.2 la obligación de cotizar de 
los empresarios que tengan a su servicio trabajadores 
vinculados por relación laboral especial -salvo los 
deportistas profesionales y los representantes de 
comercio- "desde el momento en que así lo dispongan las 
normas reguladoras de aquéllas". Así mirado, resultaría 
que, en el caso preciso de la relación laboral especial 
penitenciaria, al no preverlo la norma y, sobre todo, al 
no ser derecho supletorio la legislación laboral común, 
el OATPP no vendría obligado a cotizar y los internos no 
gozarían de la protección que otorga el Fondo.
penitenciario en España, cit., p. 82, para quienes "la 
consideración de los créditos salariales como 
singularmente privilegiados, puede quedar establecida en 
la posibilidad de reclamarlos a terceras personas, cuando 
se produzcan en las relaciones comerciales o 
contractuales con el Organismo "Trabajos Penitenciarios", 
y en la parte proporcional que los mismos afecten al 
importe de los salarios", si bien creo que se trataba más 
de una intención que de un derecho.
418 CAVAS MARTÍNEZ, F., "El Fondo de Garantía 
Salarial", en AA.W. El Estatuto de los Trabajadores. 
Veinte años después, tomo I, cit., p. 708.
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La ausencia de protección por el Fondo de Garantía 
Salarial de los hipotéticos créditos de los internos 
trabajadores se debe al hecho de que no es factible que 
las instituciones públicas -y el OATPP forma parte del 
sector público administrativo- incurran en situación de 
insolvencia empresarial generadora de las garantías 
específicas. En este sentido, la Ley 22/2003, de 9 de 
julio, de Ordenación Económica (Ley Concursal), establece 
en su artículo 1.3 que "no podrán ser declaradas en 
concurso las entidades que integran la organización 
territorial del Estado, los organismos públicos y demás 
entes de derecho público"419.
Ahora bien, aun cuando el RD 782/2001 no incluya 
referencia alguna a este Organismo, el OATPP sí se 
encuentra obligado a cotizar al Fondo de Garantía 
Salarial, lo que puede deducirse de la Disposición 
Adicional Trigésima del TRLGSS -incorporada a la misma 
por Ley 14/2000, de 29 de diciembre-, donde se establece 
que el OATPP u órgano autonómico equivalente y los 
penados que realicen actividades laborales en 
instituciones penitenciarias "tendrán derecho a una 
bonificación del 65 por 100 de las cotizaciones, 
relativas a los mismos, por los conceptos de recaudación 
conjunta de desempleo, formación profesional y Fondo de 
Garantía Salarial". Dicha bonificación se financiará - 
sigue diciendo- "con cargo a la correspondiente partida 
presupuestaria del Instituto Nacional de Empleo, salvo 
las relativas a la aportación del Fondo de Garantía
419 Véanse también los artículos 48 LOFAGE y 23 de 




Salarial que se financiarán con cargo al presupuesto de 
dicho organismo".
Esta obligación de cotizar del OATPP debe de 
observarse tan sólo, como ha puesto de relieve el 
Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo) 
en sentencia de 28 de octubre de 19 9 8 420, desde el punto 
de vista del principio de solidaridad, siendo concebida 
tal obligación "como expresión de una utilidad social de 
la que se benefician según su orden y caso no sólo los 
trabajadores sino todos los empresarios". Y es que, a 
juicio del Tribunal, mediante instituciones de este tipo 
se busca "aminorar los efectos de las crisis económicas 
facilitando la normalidad en el conjunto sociolaboral de 
la incidencia de situaciones anormales en sus relaciones 
de trabajo paliando los efectos de su alteración 
ordinaria, atendiendo a la consecución de la paz social", 
beneficiándose de esta situación no sólo los empresarios 
que pueden encontrarse en dicha situación anormal sino 
también aquellos que se ven libres de estas situaciones,
i i v f
en definitiva, libres de incurrir en supuestos de 
insolvencia, como es el caso de las instituciones 
públicas. Este es el motivo por el cual el Tribunal 
Supremo entiende que también éstas deben contribuir al 
Fondo de Garantía Salarial, lo que sin duda hace el 
OATPP.
V.3. PODERES DEL OATPP: ORGANIZATIVOS. MODIFICATIVOS. DE 




153. Introducción* Aunque düránte estas últimas 
páginas se ha venido haciendo constante referencia a la 
amplitud del ámbito de ejercicio del poder de dirección 
empresarial en esta relación laboral especial, que parte 
de la doctrina ha calificado de exorbitante421, merece la 
pena detenerse en este punto para tratar de concretar los 
diferentes niveles de actuación del OATPP en cuanto 
empresario poseedor de significativos poderes o 
facultades en esta relación.
En ese sentido, el propio RD 782/2001 en su artículo 
11 dispone el reconocimiento y atribución de tales 
poderes, en función del ámbito de ejercicio de los 
mismos, a sujetos diversoé, como consecuencia de la 
personalidad jurídica del Organismo Autónomo y la 
necesaria delegación o descentralización de las 
facultades de dirección.
3.1. PODERES ORGANIZATIVOS GENERALES.
154. Los poderes organizativos generales del OATPP.
De este modo, por lo que hace a las facultades 
organizativas y de gestión en esta relación laboral, 
corresponde al OATPP la facultad de establecer la 
disciplina técnico-organizativa que se ha de imponer a 
todos los internos trabajadores en un taller
421 GÓMEZ MUÑOZ, Las jornadas especiales de 
trabajo, cit., p. 280, habla de "una atribución 
exorbitante de potestades organizativas de la 
Administración penitenciaria sobre las condiciones de 
trabajo de los internosn .
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productivo422 . En este sentido ha de interpretarse la 
atribución a este Organismo de las facultades de
r
"planificación, organización y control del trabajo 
desarrollado por los internos en los talleres 
penitenciarios" efectuada por el artículo 11.1 RD.
Entiendo así que el Decreto se está refiriendo en 
este precepto a los poderes organizativos generales que 
posee el OATPP en cuanto empresario, y que ejercita en el 
marco de la libertad de empresa consagrada en el artículo 
38 CE423 ; en definitiva, que es a él, como empresario, a 
quien corresponde planificar el trabajo, concibiendo ese 
término como "fijar objetivos, elegir la asignación más 
adecuada de recursos para la obtención de los mismos y 
elaborar planes y programas para la correcta ejecución de 
la decisión tomada"*24, y organizar lo, lo que implica "la 
división de tareas, su asignación, la especificación de 
los modos de operación, la asignación de un tiempo de 
realización, la definición de las capacidades que exigen 
a sus titulares, el control de su realización y la
422 La noción de disciplina técnico-organizativa 
ha sido tratada con carácter general en MAZZONI, G., 
Manuale di Diritto del Lavoro, vol. I, 5ft ed. , Giuffré 
Editori, Milán, 1977, p. 503.
423 Véase esta idea, con carácter genérico, en 
ROMÁN DE LA TORRE, Poder de dirección y contrato de 
trabajo, cit., pp. 92 y ss.
424 FERNÁNDEZ GUERRERO (Coord.) y otros, 
Organización y métodos de trabajo. Dirección de la 
producción y recursos humanos, cit., p. 362.
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previsión de su remuneración"*25, como se ha podido ir 
constatando hasta ahora.
r
A este respecto, y sin intención de ser 
reiterativa426, debo recordar aquí que esa labor de 
organización del trabajo puede efectuarse directamente 
por el OATPP, o hacerlo en colaboración con personas 
físicas o jurídicas del exterior, en cuyo caso se ha de 
entender que será a éstas a quienes corresponda el 
desarrollo de cuantas actuaciones se incluyen dentro del 
concepto de organización, con los límites, sin embargo, 
que establece para ese caso el propio Decreto. Piénsese, 
por ejemplo, en el hecho de que el módulo retributivo 
venga siempre impuesto desde el OATPP, o que los métodos 
y tiempos aplicables en la elaboración de los productos, 
a los efectos del cálculo de la retribución por producto 
realizado, se reservan en esos casos por el artículo 15.4 
RD también al OATPP, y no a la persona del exterior.
En cualquier caso, además, el OATPP parece no tener 
una libertad absoluta en materia de organización del 
trabajo, desde el momento en que por el artículo 11.3 RD 
se establece que "la organización y los métodos de 
trabajo que se apliquen en los talleres penitenciarios 
tratarán de asemejarse lo más posible a los de las 
empresas del exterior, con el fin de favorecer su futura
425 TARAZONA LLÁCER, Rediseño de puestos, 
reorganización del trabajo y reestructuración de la 
empresa, cit., p. 77.
426 Pues ya se analizó ello en otro apartado de 
este mismo Capítulo. Véase supra, apartado II.2, acerca 
del sujeto empleador en esta relación laboral especial.
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inserción laboral". Ahora bien, resulta evidente que el 
precepto no goza de un carácter imperativo, acercándose 
más a una mera recomendación, al emplear la fórmula 
"tratarán de asemejarse" en lugar del categórico "se 
asemejarán".
Sin embargo, y como se ha dicho repetidamente en 
este estudio, el principio de asimilación del trabajo 
penitenciario al trabajo en libertad mueve al legislador 
a incorporar un precepto de este tipo, con la intención 
última de dotar al interno trabajador de las capacidades 
indispensables para desarrollar de modo competitivo un 
trabajo en el exterior al finalizar su reclusión, 
debiendo para ello el OATPP ofrecer un sistema de 
trabajo, en cuanto a su organización y métodos a aplicar, 
que le permita adquirir dichas habilidades.
3.2. PODER ORDINARIO DE DIRECCIÓN
155. El poder de dirección del OATPP en el marco del
/
contrato de trabajo y su ejercicio delegado. De otra 
parte, se ha hecho ya particular hincapié en la especial 
configuración reglamentaria de la determinación del 
objeto del contrato en esta relación laboral especial, 
por la que se reconoce al empresario un muy amplio margen 
de actuación, en ejercicio de su poder ordinario de 
dirección, en la determinación inicial del objeto de la 
prestación, en la medida en que no se ve constreñido por 
la necesidad de pactar al respecto con los trabajadores 




Evidentemente/ el hecho de que el margen sea amplio 
no significa que el empresario no vea sometido a ciertos 
límites su poder de dirección en este punto. 
Precisamente/ los límites con que se encuentra son de dos 
clases427 : por un lado, vienen dispuestos por el propio 
Decreto regulador de la relación laboral especial, el 
cual establece los extremos dentro de los cuales el 
empresario puede moverse en la determinación del objeto; 
por otro lado, se encuentra limitado por el necesario 
respeto a los derechos que las normas reconocen al 
interno trabajador. No sólo el Decreto regulador de la 
relación laboral especial, sino también el RP de 1996 y 
la LOGP -con particular referencia al derecho al 
tratamiento con la finalidad de conseguir la reeducación 
y la reinserción social, y a que este tratamiento sea 
compatible con el desarrollo de actividad laboral-, así 
como la Constitución Española -con especial mención en 
este punto de los derechos fundamentales que el artículo
25.2 del texto constitucional reconoce al interno de 
forma deliberada, "a excepción de los que se vean 
expresamente limitados por el contenido del fallo 
condenatorio, el sentido de la pena y la ley 
penitenciaria
Por su parte, la especificación o concreción de las 
funciones o tareas que ha de desempeñar en cada momento 
el interno trabajador, a través de las correspondientes 
órdenes o instrucciones que el interno está obligado a
427 En sentido similar, SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 340.
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cumplir al ejecutar la prestación debida428 , compete a 
quien ostenta el papel de delegado del OATPP en el
Establecimiento penitenciario, esto es, al Director del 
mismo, lo que hará siguiendo con ese propósito las 
directrices que le proporcionen desde el OATPP, así como 
al concreto personal encargado de las funciones de 
dirección y gestión de los talleres -los maestros de
taller, los encargados de taller o los monitores de la 
empresa del exterior cuando ésta colabora en la 
organización-. En este sentido se pronuncia el artículo 
11.6 RD, cuando atribuye a estos precisos sujetos "la 
dirección y control de la actividad concreta de los
internos".
Se produce de este modo, al igual que sucede en el , 
exterior de las prisiones, una descentralización del
poder de dirección, resultando conferido en este nivel a 
quien más próximo se encuentra de la concreta prestación 
de servicios de los internos en el taller productivo del 
establecimiento penitenciario, permitiendo de este modo a 
la organización reaccionar con rapidez ante las 
situaciones diversas que puedan producirse en los mismos.
3.3. PODERES MODIFICATIVOS.
156. La variación de las condiciones de trabajo en 
ejercicio del poder ordinario de dirección. Pues bien, en
428 Recuérdese que el artículo 6.c) RD contemplaba 
el deber de "cumplir las órdenes e instrucciones del 
personal responsable de la organización y gestión de los 
talleres, en el ejercicio regular de sus funciones" entre 
los deberes laborales básicos del interno trabajador.
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el marco de la prestación contratada, y teniendo entonces 
a ésta como límite, el OATPP, a través del Director y del 
personal encargado de los talleres, puede efectuar las 
variaciones que estime oportunas para ajustar esa 
prestación de servicios a las necesidades organizativas y 
productivas de la actividad que se desarrolla en el 
concreto taller productivo, siempre y cuando esos cambios 
no afecten a la sustancia de aquella prestación, esto es, 
siempre que no se prescinda de lo contratado y se pase 
por encima de ello tratando de lograr dicho ajuste. Estas 
variaciones, que a priori pudieran ser relativas no sólo 
a las funciones sino también al tiempo y lugar de 
trabajo, se efectuarán entonces en ejercicio del poder 
ordinario de dirección del OATPP como facultad de 
especificar el objeto de la prestación laboral, y sin 
necesidad de alegar causa para realizarlas.
Cierto es que, en esta relación laboral especial, al 
ser el OATPP quien posee, de forma unilateral, la 
facultad de determinar inicialmente esas condiciones de 
trabajo, con los únicos límites antes señalados -los 
términos previstos en el Decreto regulador y el necesario 
respeto de los derechos del interno-, se asume el riesgo 
de que éste pueda tratar de usar esa facultad en propio 
beneficio, dotando.de los más amplios márgenes posibles a 
la prestación debida, con lo que se acrecienta el espacio 
en que puede ejercitar sus facultades de variación no 
sustancial429 .
429 PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, F., "Autonomía
individual y determinación del objeto del contrato de 
trabajo", en Actualidad Laboral, na 18/1992, pp. 380-381, 
ha defendido que el que la modificación pretendida por el
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157. La movilidad funcional en la relación laboral 
especial penitenciaria. Esto último resulta especialmente 
evidente en el caso de las funciones contratadas, pues 
ello se podría hacer auspiciando la indefinición 
funcional al amparo del artículo 8.1 RD, el cual 
contribuye diseñando un escueto sistema de clasificación 
profesional basado en dos categorías definidas de forma 
excesivamente vaga y amplia. Ahora bien, anteriormente 
señalé el mecanismo que, a mi juicio, está destinado a 
corregir esa situación de riesgo, y que no es otro que la 
oferta de puestos de trabajo430 .
En cualquier caso, la posibilidad del OATPP de 
modificar las funciones habitualmente desempeñadas por el 
interno trabajador, en el marco de la prestación 
contratada, sin necesidad entonces de alegar causa 
justificativa -lo que entraría dentro de un concepto de 
movilidad funcional ordinaria-, siendo realizable, se 
encuentra, en mi opinión, sometida a límites, aun cuando
ü
ello no venga previsto expresamente en el Decreto 
regulador de un modo similar a como hace el artículo 39 
ET para la relación de trabajo ordinaria.
En ese sentido, la dignidad y los derechos 
económicos y profesionales del interno trabajador,
empresario sea sustancial o no "dependerá de la 
modulación de las condiciones de trabajo que se haya 
hecho en el contrato".
430 Al definir el puesto de trabajo, deben 
señalarse el conjunto de tareas más o menos complejas que 




vinculados directamente al concreto puesto de trabajo 
para el que ha sido contratado y cuyo reconocimiento se 
prevé en el artículo 5.1 RD, actuarían como 
condicionantes de una hipotética movilidad funcional en 
ese marco, limitando la capacidad de actuación en esa 
línea del OATPP431.
Por su parte, la movilidad funcional fuera de los 
márgenes de la prestación contratada432 , que, en el ámbito 
de la relación laboral ordinaria, se efectúa como 
manifestación del ius variandi empresarial433 o como una
431 Opinión distinta mantenía SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 376, 
donde, además de colegir una mayor amplitud de la 
movilidad entre categorías equivalentes que en la 
relación ordinaria, por la existencia de dos categorías 
tan sólo, señalaba el mayor margen de actuación 
empresarial por no aparecer diseñadas en el RP de 1996 
las garantías que se establecen en el ET como límites a 
la decisión empresarial.
432 Aquella que en la relación laboral ordinaria 
se configura como movilidad funcional fuera del grupo o 
categoría profesional equivalente, sea de forma temporal 
o permanente.
433 Entendido como "aquellos cambios que puede 
introducir el empresario en las condiciones de trabajo de 
forma inmediata y con carácter temporal, esto es, en 
tanto duren las circunstancias excepcionales y urgentes 
tasadas legalmente que superan los límites del pacto de 
funciones y los términos establecidos sobre la prestación 
debida en situaciones de normalidad, estando entonces el 
trabajador obligado al cumplimiento de distintas 
condiciones laborales por así derivarse de la buena fe y 
por imperativo de la Ley" -cfr. RIVERO LAMAS, J., "La 
modificación sustancial de las condiciones de trabajo", 
en AA.W., El Estatuto de los Trabajadores. Veinte años 
después, tomo I, cit., p. 870-.
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modificación sustancial434, y que representa una variación 
sustancial o significativa de las funciones inicialmente 
encomendadas para la que se exige que el empresario 
alegue razones que la justifiquen, sean técnicas u 
organizativas, económicas o de producción, y sea dicha 
variación temporal o permanente, resulta difícilmente 
admisible, a mi juicio, en esta relación laboral 
especial.
La principal razón por la que, en mi opinión, no 
resulta factible reside en el hecho de que, a diferencia 
de lo que efectúa el RD 782/2001 con la facultad de 
determinar en inicio y concretar posteriormente las 
funciones del interno trabajador, que otorga, de forma 
unilateral, al empresario de esta relación laboral, no 
hace lo mismo con la facultad de modificar 
sustancialmente dichas funciones más allá del poder 
ordinario de dirección, facultad respecto de la que nada 
se dice. Este silencio de la norma reglamentaria, en mi 
opinión, debe ser interpretado en el sentido de que el 
empresario no está jurídicamente legitimado para alterar 
el objeto de la prestación traspasando los márgenes de
434 Concebida a su vez como "expresión de un 
derecho potestativo, limitado en su atribución y 
ejercicio por un condicionamiento causal generado por 
necesidades de funcionamiento de la empresa" o "un poder 
de origen legal que se diversifica en un conjunto de 
facultades jurídicas para modificar con carácter 
sustancial los términos y las condiciones del contrato 
(...), estableciendo la ley una procedimentalización a 
través de la cual el poder empresarial se inviste de una 




ésta435; en otros términos, no está legitimado para 
"desconocer aquello que pactó"436. Y es que el trabajador, 
en su relación de trabajo, sea ordinaria o especial, debe 
gozar de ciertas garantías en torno a cuál sea su 
posición jurídica, debe contar con cierta seguridad 
acerca de cuál sea el contenido certero de su obligación, 
lo que exige, para el caso de que se pretenda modificar 
ésta de forma sustancial, el sometimiento del empresario 
a ciertos límites y el cumplimiento de estrictos 
requisitos, tratando con ello de no vulnerar ese derecho 
del trabajador. Esos límites y requisitos han de venir 
impuestos por las normas donde tal modificación se regula 
-o se puede regular-, de tal modo que si en ellas nada se 
dice, se ha de concluir que no es posible variar dicha
435 Defendiendo una opinión contraria a ésta puede 
verse SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, pp. 368-369 y 377, quien interpreta la 
ausencia de mención reglamentaria de los límites a la 
movilidad funcional fuera del grupo o categoría 
profesional equivalente, sea temporal o definitiva, o la 
falta de determinación de las consecuencias del 
desarrollo de actividades de superior o inferior 
categoría en el ámbito de esta relación especial, como la 
atribución de facultades que exceden de las que posee el 
empresario común, no habiendo de sujetarse a los límites 
procedimentales previstos en el ET, ni a la necesidad de 
justificar la medida empresarial.
436 Cfr. ROMÁN DE LA TORRE, Poder de dirección y 
contrato de trabajo, cit., p. 103. Comparto plenamente la 
opinión de esta autora en cuanto que "mientras que para 
el poder directivo el canal natural de expresión es el 
contrato de trabajo, para los poderes modificativos sólo 
la vía de la institucionalización normativa permite que 
el empresario haga valer legítimamente aquellas 
exigencias, puesto que sólo de este modo se puede 
intentar una mínima garantía de la posición jurídica del 
trabajador, introduciendo controles allí donde ya no son 




condición de forma sustancial sin vulnerar derecho alguno 
del trabajador.
Interpretar dicha ausencia de modo contrario, esto 
es, como la atribución al empresario de esta relación 
laboral especial de mayores facultades modificativas que 
las que posee el empresario ordinario, no estando en 
consecuencia sometido a límites causales ni a requisitos 
procedimentales supone, a mi juicio, desconocer el 
principio general del Derecho de los contratos reflejado 
en el artículo 1256 Código Civil, que excluye que la 
validez y el cumplimiento de los contratos se pueda dejar 
al arbitrio de uno de los contratantes.
La otra razón a sumar a ésta para mantener su 
inviabilidad es la de la especialidad del sistema de 
fuentes de esta relación laboral especial, no resultando 
en este caso supletoria la normativa laboral común por la 
que se regula el ejercicio de dichos poderes 
sometiéndolos al cumplimiento de ciertos requisitos que, 
ya se ha dicho, se configuran como una garantía para la 
situación del trabajador ordinario.
Respecto de lo que sí podrían surgir dudas es acerca 
de la posible licitud de un pacto novatorio de 
modificación de las funciones habitualmente desarrolladas 
por el interno trabajador, y ello porque, si dicha 
materia en su determinación inicial es sustraída 
totalmente al pacto contractual, pudiera resultar 
difícilmente admisible el recurso a un pacto de este tipo 
a los exclusivos efectos de su modificación. Ahora bien, 
en la medida en que el vínculo jurídico existente entre
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el OATPP y el interno trabajador es contractual, si el 
consentimiento se presta de forma voluntaria y no existe 
una renuncia de derechos en la modificación pactada, 
entiendo que entraría dentro del ámbito del artículo 
3.1.c) ET, el cual permite modificar por esta vía todas 
las condiciones de trabajo, funciones incluidas437 .
158. La modificación del tiempo de trabajo. Por su
parte, en el caso del tiempo de trabajo, las 
posibilidades de variación de las condiciones previstas 
por el OATPP -ejercida en este caso de forma también 
unilateral por el Director del Establecimiento 
penitenciario- se producen de año en año, con la 
preceptiva aprobación del calendario laboral en el que se 
determina no sólo la jornada sino también el horario de 
trabajo que va a regir ese año, calendario que viene a 
sustituir al vigente en el año anterior.
Ello no obstante, en este caso, el Decreto sí 
contempla la posible modificación del calendario laboral 
vigente o de la jornada habitual ante tempus, esto es, 
sin necesidad de esperar al siguiente año, si bien lo 
hace de forma más restrictiva que las previsiones del
437 En favor de la variación funcional por acuerdo 
entre las partes se manifiesta también SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 376. Un 
ejemplo de un fallido pacto novatorio puede observarse en 
la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la 
Comunidad Valenciana de 31 de diciembre de 2002 (JUR 
2003\208331), donde consta que "el recluso actor no 
aceptó el ofrecimiento que se le hizo de pasar a otra 
sección del taller donde trabajaba como encargado ante su 
ausencia reiterada y su escaso rendimiento en su puesto 




artículo 41 ET en torno a la modificación sustancial de 
la jornada de trabajo, del horario o del régimen de 
trabajo a turnos, en cuanto que el artículo 17.4 RD 
impide la adopción por el empresario de la decisión
modificativa de forma unilateral. En este sentido, la 
somete al cumplimiento de estrictos requisitos, que en su 
momento fueron objeto de análisis, como son la existencia 
de causa y el acuerdo previo con los internos, requisitos 
sin cuya concurrencia el OATPP no puede llevar a efecto 
la modificación.
159. La modificación del lugar de trabajo. Por lo
que se refiere al lugar de trabajo, el hecho de ser 
contratado para un puesto de trabajo ofertado en un
concreto taller productivo de un Establecimiento
penitenciario puede ser considerado como sinónimo de una 
determinación empresarial del lugar en que se ha de 
desarrollar la prestación. Las posibilidades que posee el 
OATPP para modificar ese lugar de trabajo sin que varíe 
el lugar de residencia del interno, esto es, de un taller 
a otro del mismo Centro penitenciario, creo que son muy 
limitadas, por no decir que inexistentes, teniendo en 
cuenta que la adjudicación de vacantes, con independencia 
del tiempo que haya de durar la relación que se vaya a 
crear ex novo, debería producirse cumpliendo el
procedimiento específicamente previsto para ello en el 
Decreto.
Lo mismo sucede con la movilidad desde un Centro 
penitenciario a otro. El concepto de movilidad geográfica 
utilizado por el legislador estatutario no tiene cabida 
en esta relación laboral especial, desde el momento en
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que el traslado del interno no obedece a razones 
laborales sino puramente regimentales y de tratamiento438 
-de clasificación en grado distinto y en consecuencia de 
sometimiento a régimen de vida distinto, lo que comporta 
el destino al Establecimiento cuyo régimen sea el más 
adecuado al tratamiento que se le haya señalado439-. Ahora 
bien, ello no obsta para que dicho traslado, al que el 
interno no puede negarse, traiga consigo consecuencias 
suspensivas o extintivas de la relación laboral especial 
que hubiera concertado en el Centro de origen, 
consecuencias que serán de uno u otro carácter en función 
de la duración del traslado.
Así, disponen los artículos 9.2.c) y 10.2.d) RD, 
respectivamente, la suspensión o la extinción de la 
relación laboral en atención a que la ausencia del 
interno del taller productivo en que esté prestando 
servicios por causa de su traslado a otro Establecimiento 
sea de duración inferior o superior a dos meses, sea en 
este último caso indefinida o por tiempo cierto.
A pesar de esta ausencia de una movilidad geográfica 
en el sentido del artículo 40 ET, prevé el Decreto en su 
artículo 14, de forma novedosa respecto de la regulación 
anterior, para aquellos casos en que el interno hubiera 
trabajado por tiempo superior a un año en un centro 
penitenciario, y siempre y cuando ese trabajo hubiera 
sido objeto de valoración positiva en dicho Centro -
438 En el mismo sentido, véase SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 381.
439 Véanse los artículos 100 a 106 RP de 1996.
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entiendo que aplicando la Instrucción de la DGIP 8/1999, 
de 20 de julio, sobre sistema de evaluación continuada e
r
incentivación de actividades de los internos-, su 
prioridad en el acceso a puestos de trabajo vacantes en 
el centro de destino.
De la redacción del precepto parece desprenderse que 
la prioridad sólo se ostenta cuando el traslado se ha 
producido por razones de arraigo familiar u otras que 
redunden en beneficio del interno, lo que a sensu 
contrario parece indicar que no habrá de ser así cuando 
se produzca como consecuencia de una actitud negativa del 
interno440 . En cualquier caso, como se dijo en su momento, 
no deja de ocupar este factor el último lugar en el orden 
de prelación previsto en la norma reglamentaria para la 
adjudicación del puesto vacante.
160. En conclusión: la inexistencia de facultades
modificativas extraordinarias. Todo lo señalado hasta 
este momento me lleva a concluir que en el ámbito de esta 
relación laboral especial no cabe el ejercicio unilateral 
por parte del OATPP de los poderes modificativos 
extraordinarios, esto es, no cabe la modificación 
sustancial unilateral, temporal o definitiva, de las 
condiciones de trabajo de los internos trabajadores. La 
única modificación extraordinaria posible se refiere al
440 Por ejemplo, por la regresión de grado 
prevista en el artículo 106 RP de 1996, como consecuencia 
de "una evolución negativa en el pronóstico de 
integración social y en la personalidad o conducta del 
interno", como pudiera ser la clasificación en primer 
grado por la participación en motines, plantes, 
agresiones físicas, amenazas o coacciones.
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tiempo de trabajo, si bien con los condicionantes y 
límites que se han señalado.
3.4. PODERES DE VIGILANCIA Y C O N TR O L
161. Su atribución escalonada y discrecional.
Configuradas como facultades en apoyo del poder de 
dirección del empresario, y siendo una de sus concretas 
manifestaciones, en el RD 782/2001 se contiene una 
atribución escalonada de las mismas.
Así, en el artículo 12 se establece que el OATPP 
"podrá adoptar las medidas que estime más oportunas de 
vigilancia y control para verificar el cumplimiento por 
el trabajador de sus obligaciones y deberes laborales", 
mientras que el artículo 11.1 reconoce a ese mismo 
sujeto, de un modo genérico y dentro de las potestades 
organizativas generales, la potestad de "control del 
trabajo desarrollado por los internos en los talleres 
penitenciariosy finalmente el artículo 11.6 atribuye, 
a su vez, el "control de la actividad concreta de los 
internos" al Director del Establecimiento y al personal 
encargado de realizar las funciones de dirección y 
gestión de los talleres.
El primero de los preceptos mencionados no hace más 
que reproducir lo dispuesto por el artículo 20.3 ET, 
otorgando igualmente un amplio margen de discrecionalidad 
al OATPP en la adopción de tales medidas. Su contenido 
es, en principio, puramente laboral, en cuanto que las 
facultades de vigilancia y control se le conceden al
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OATPP con el único objeto de verificar el cumplimiento 
por el interno trabajador de la prestación laboral 
debida441.
162. Los limites a los poderes empresariales de 
vigilancia y control. Aunque el artículo 12 RD nada dice 
de manera expresa al respecto, la facultad de vigilancia 
y control del empresario penitenciario se encuentra a 
prior i sometida a los mismos límites que la del 
empresario ordinario, plasmados para éste en el artículo
20.3 ET. De este modo, el OATPP o los sujetos en quien 
éste delegue han de guardar, en su ejercicio, el respeto 
a la 'intimidad y la consideración debida a la dignidad 
del interno trabajador, derechos ambos reconocidos en el 
artículo 5.1.d) RD, a cuyo comentario supra me remito.
163. La presencia de medidas de control adicionales.
Ello no obstante, las especiales circunstancias 
ambientales en que se desenvuelve el trabajo del interno 
-taller productivo de Establecimiento penitenciario- 
traen consigo la concurrencia de exigencias adicionales 
de control, provocadas por las ineludibles necesidades 
que genera la seguridad interior de los Centros 
penitenciarios, procediendo la adopción de medidas de 
control bien que inexistentes en ámbitos laborales 
diferentes a éste o bien, si no inexistentes, sí 
presentes con distinta intensidad, medidas como puedan 
ser las de la participación de los Funcionarios de 
vigilancia en sectores laborales e incluso de las Fuerzas
441 En el mismo sentido, respecto del artículo 141 
RP de 1996, SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 346.
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de Seguridad si la actividad se desarrolla en zonas de 
riesgo de fuga; la observación; los recuentos diarios; o 
los cacheos, registros y requisas442 . r
3.5. PODER DISCIPLINARIO.
164. La ausencia de regulación estricta del poder 
disciplinario. El último de los poderes generalmente 
atribuidos al empresario de una relación laboral, y 
configurado como garantía del poder de dirección, sin el 
cual éste dudosamente sería efectivo443 , es soslayado por 
la actual regulación reglamentaria de la relación laboral 
especial penitenciaria.
En efecto, el RD 782/2001 no contiene precepto 
alguno por el que, siquiera por la vía de la remisión a 
la legislación laboral común, se regulen directa y 
expresamente, respetando en consecuencia los principios 
de tipicidad y de proporcionalidad, las facultades 
disciplinarias del OATPP ante las faltas o 
incumplimientos cometidos por los internos trabajadores 
en el desarrollo de la prestación de trabajo contratada,
442 Véanse los artículos 332 RP de 1981 y 64 a 71 
RP de 1996, así como la Instrucción 21/1996, de 16 de 
diciembre, sobre régimen y seguridad.
443 Siguiendo fielmente la doctrina del Tribunal 
Supremo al respecto, ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, 
Derecho del Trabajo, cit., p. 365, mantienen que, sin el 
poder disciplinario, el poder de dirección "sería una 
autoridad moral sin sanción jurídica eficaz". Igualmente, 
ALBIOL MONTESINOS, en ALBIOL MONTESINOS, CAMPS RUIZ, 
LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho del Trabajo. Tomo II. 
Contrato individual, cit., p. 492.
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estableciéndose un catálogo de faltas y de sanciones para 
esta relación laboral especial.
165. Su reconocimiento solapado y las dudas que ello 
trae consigo. Ello no significa, sin embargo, que el 
Gobierno haya renunciado á reconocer al OATPP dicha 
facultad. Y es que, contraviniendo lo prevenido por el 
Consejo General del Poder Judicial en su informe sobre el 
proyecto de Real Decreto, de 23 de noviembre de 2000, en 
el que manifestó que "no es incompatible con la especial 
naturaleza de esta relación la previsión de un sistema 
general de extinciones causales basadas en el 
incumplimiento del trabajador, así como un cuadro de 
infracciones y sanciones de gravedad inferior a la máxima 
sanción de despido o extinción", opta, de un modo 
sinuoso, por considerar a la extinción de la relación 
laboral, quizá junto con la suspensión, como las únicas 
consecuencias imponibles a los incumplimientos 
cometidos444 . En definitiva, las máximas sanciones de 
entre todas las posibles, y las únicas, además, recogidas 
como tales en el propio Estatuto de los Trabajadores445 .
Y digo "quizá" respecto de la suspensión porque, 
expresamente, el Decreto en su artículo 10 tan sólo 
reconoce a la extinción de la relación laboral como la 
medida a aplicar en el caso de "incumplimiento de los
444 En ese sentido se pronuncia SOLER ARREBOLA,
"El tardío desarrollo reglamentario laboral de la
relación especial de los internos en prisiones", cit., p. 
78, quien además no parece tener dudas acerca del
carácter sancionador de la suspensión en ciertos casos.
445 Artículo 45.1.h) para la suspensión, y
artículos 49.1.k), 54 y siguientes para la extinción
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deberes laborales básicos en la relación laboral especial 
penitenciaria"446, lo que, al margen de confirmar la 
naturaleza sancionadora de la extinción en este caso, me 
hace tener dudas en cuanto a la configuración de la 
medida suspensiva también como sancionadora. Debe tenerse 
en cuenta que el poder disciplinario empresarial sólo 
puede ser ejercitado ante faltas laborales447, entendidas 
al decir de la doctrina448 como "las acciones u omisiones 
punibles que supongan una infracción o incumplimiento de 
los deberes laborales del trabajador, consignados en los 
convenios y en las leyes de trabajo vigentes, siempre y 
cuando se cometan con intención de infringir o con mera 
negligencia". Ello ha de significar, de una parte, que el 
OATPP debe poder ejercer la potestad disciplinaria 
respecto de sus internos trabajadores por los 
incumplimientos de sus deberes laborales y, de otra, que 
las infracciones que un recluso cometa respecto de las 
normas de régimen penitenciario no tienen por qué ser 
objeto de sanción en el ámbito laboral, sino tan sólo en 
el marco del régimen disciplinario general regulado en la 
normativa penitenciaria449, salvo que se hayan cometido a
446 Artículo 10.2. f) RD.
447 Consideran ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, 
Derecho del Trabajo, cit., p. 380, que "las infracciones 
sancionables son sólo las cometidas en la ejecución del 
contrato o en conexión con ésta".
448 Cfr. CASTRO ARGÜELLES, M.A. , El régimen
disciplinario en la empresa. Infracciones y sanciones 
laborales, Aranzadi, Pamplona, 1993, p. 119.
449 Artículos 41 a 45 LOGP, artículos 108 a 111 y 
124.1 RP de 1981, y artículos 231 a 262 RP de 1996. Véase
un análisis de todos ellos en RENART GARCÍA, El régimen
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raíz del desarrollo de la actividad laboral en los 
talleres productivos.
En este sentido, resulta que en el Decreto se ha 
incorporado también como causa de suspensión, siendo que 
con el RP de 1996 ya lo era de la extinción de la 
relación laboral, la de las "razones de disciplina y 
seguridad penitenciaria"450, de donde tal vez pudiera 
desprenderse la naturaleza sancionadora de la suspensión 
de la relación laboral especial en ese supuesto, si se 
interpreta que cuando el artículo 6.a) RD configura como 
deber laboral básico del interno trabajador el de cumplir 
con las obligaciones concretas del puesto de trabajo, con 
arreglo a las reglas de buena fe, diligencia y -lo que 
resulta trascendente en este punto- disciplina, está 
haciendo referencia a la penitenciaria451.
Esta causa de suspensión y de extinción de la 
relación laboral especial permite constatar la incidencia 
de las cuestiones de régimen en el ámbito de la misma. 
Cuando el Decreto se refiere a las razones de disciplina 
y seguridad penitenciaria, para la doctrina452 , en opinión 
que comparto,' está haciendo directa referencia al régimen 
disciplinario general previsto en la normativa
disciplinario en el ordenamiento penitenciario español: 
luces y sombras, cit., pp. 71-200.
450 Artículos 9.2.d) y 10.2.e) RD respectivamente.
451 Véase la interpretación que se hizo del 
artículo 6.a) RD supra, en el apartado IV. 2 de este 
capítulo.
452 SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., pp. 442 y ss.
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penitenciaria, cuya finalidad es "garantizar la seguridad 
y conseguir una convivencia ordenada" en el seno de los 
Establecimientos penitenciarios, dentro de los cuales se 
encuentran ubicados los talleres productivos, y que, en 
consecuencia, resulta aplicable cuando las infracciones 
que por el RP de 1981 se configuran como faltas 
punibles453 se cometen en el ámbito en el que se 
desarrolla la prestación de trabajo de los internos 
trabajadores, esto es, en los talleres productivos. En
esos casos, parece que la norma reglamentaria reguladora 
de la relación laboral especial permite al empresario 
aplicar las medidas de suspensión o de extinción,
ejerciendo su poder disciplinario.
Y es que, teniendo en cuenta que en esta esfera no 
resulta aplicable el principio non bis in idem dada la 
distinta naturaleza y finalidad de las sanciones, así
como el distinto sujeto sancionador, dicha conducta podrá 
en consecuencia ser sancionada por la Comisión 
disciplinaria del Centro penitenciario aplicando para
ello el régimen disciplinario penitenciario454 y, a su
453 Por ejemplo, como faltas muy graves, entre 
otras, la participación en motines, plantes o desórdenes 
colectivos, o instigar a los mismos; agredir o hacer 
objeto de coacción grave a otros internos; la resistencia 
activa y grave al cumplimiento de las órdenes recibidas 
de autoridad o funcionario en ejercicio legítimo de sus 
atribuciones; intentar, facilitar o consumar la evasión; 
inutilizar deliberadamente las dependencias, materiales o 
efectos del establecimiento o las pertenencias de otras 
personas causando daños de elevada cuantía; la 
sustracción de materiales o efectos del establecimiento o 
de las pertenencias de otras personas.
454 Que prevé en el artículo 42.2 LOGP, como 
sanciones a imponer, las de aislamiento en celda, que no
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vez, por el OATPP imponiendo la medida de la suspensión o 
de la extinción. En este último caso, será a éste a
r
quien, al parecer -ante el silencio del Decreto-, le 
corresponda elegir entre la medida suspensiva o 
extintiva, desde el momento en que en ninguna parte se 
establece una correspondencia entre la gravedad de la- 
infracción cometida en función de la graduación de faltas 
llevada a cabo en el RP de 1981, y la medida sancionadora 
a imponer en el ámbito estrictamente laboral455 .
166. El desconocimiento de los principios de 
proporcionalidad y tipicidad. En este sentido, con 
independencia de que en el ámbito de la relación laboral 
especial penitenciaria no resulte de aplicación el 
artículo 58 ET456 , y de que se configure o no como medida
✓ / 
podrá exceder de 14 días; aislamiento de hasta siete
fines de semana; privación de permisos de salida por un
tiempo máximo de hasta dos meses; limitación de
comunicaciones orales; privación de paseos y actos
recreativos comunes; y amonestación.
455 Ello no obstante, parece desdecir esta idea el 
fax enviado el 9 de julio de 2001 por el Presidente del 
OATPP a los Directores de Centros Penitenciarios tras la 
publicación del RD 782/2001, acerca de los rasgos
fundamentales de éste, donde se señalaba como criterio a 
aplicar que "la ' extinción por razones disciplinarias se 
aplicará exclusivamente cuando exista acuerdo de la
Comisión Disciplinaria, sin perjuicio de la posibilidad 
de la previa aplicación de la suspensión por las mismas 
razones *.
456 Respecto del que se ha dicho que es
manifestación del principio de legalidad en tanto 
proporciona esa cobertura legal que tal principio impone. 
Véase en este sentido CASTRO ARGÜELLES, El régimen 
disciplinario en la empresa. Infracciones y sanciones 
laborales, cit., p. 59. En el ámbito de la RLEP, sin 
embargo, no existe una actuación estricta del principio 
de legalidad en esta materia.
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sancionadora la suspensión, lo cierto es que, en mi 
opinión, se produce con la actual regulación 
reglamentaria una vulneración del principio de 
proporcionalidad en la medida en que no se prevé 
expresamente por el Decreto graduación alguna de la 
sanción imponible ante el "incumplimiento de los deberes 
laborales básicos" por el interno trabajador, no 
guardándose así en la norma ninguna proporción entre la 
gravedad o levedad del incumplimiento y la intensidad de 
la sanción a imponer, pues parece que sólo resultará 
directamente aplicable la extinción.
Lo mismo puede decirse del principio de tipicidad, 
que, aunque no exigible estricta y directamente en el 
ámbito laboral dada la no aplicación de las exigencias 
del artículo 25 CE, sí resulta deseable al objeto de 
evitar, las actuaciones empresariales arbitrarias457 . 
Considero que no se respeta dicho principio desde el 
momento en que el Decreto no especifica de forma 
suficientemente determinada o cerrada las distintas 
conductas de los internos trabajadores que puedan suponer 
un incumplimiento de las obligaciones laborales, ni de 
las sanciones, más allá de la extinción, que puedan
457 Por todos, ALBIOL MONTESINOS, en ALBIOL 
MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA y SALA FRANCO, 
Derecho del Trabajo. Tomo II. Contrato individual, cit., 
pp. 492-493. A mayor abundamiento, la Ley de 
Procedimiento Laboral, aplicable en el ámbito de esta 
relación laboral por expresa llamada del artículo 1.5 RD, 
dispone en su artículo 115.2 in fine que "también será 
nula la sanción cuando consista en alguna de las 
legalmente prohibidas o no estuviera tipificada en las 




llevar aparejadas458 . Al analizar en este trabajo los
deberes laborales básicos del interno trabajador se
r
denunció en distintas ocasiones la imprecisión del 
enunciado del precepto en el que éstos vienen recogidos, 
y como resultado de ello la de su concreto contenido459 . 
Trasladado esto al ámbito del poder disciplinario, 
necesariamente se ha de traducir en una cierta 
indeterminación de las conductas punibles, lo que 
repercute en una evidente inseguridad jurídica a cuyos 
resultados negativos están expuestos los internos 
trabajadores.
De todos modos, no creo que nadie niegue al OATPP la 
posibilidad de hacer en estos casos un uso discrecional 
de la potestad disciplinaria -salvo para el supuesto de 
incumplimiento por el interno’ trabajador del deber de 
observar las medidas de prevención de los riesgos 
laborales previsto en el artículo 6.b) RD, respecto del 
que ya se dijo que no cabe uso discrecional por no 
tutelarse un interés empresarial sino del conjunto de los 
trabajadores a la seguridad-. Ello le permitiría entrar a 
valorar la gravedad del incumplimiento y decidir si
f
somete o no al interno trabajador a la sanción prevista 
por la norma reglamentaria, que no es otra que la 
extinción. La alternativa a la sanción máxima, sin 
embargo, no creo que pueda ser la de imponer una sanción
458 Ejemplo de esta indeterminación en las
sanciones es la falta de claridad que se trasluce a la 
hora de calificar o no a la suspensión como medida
sancionadora.
459 Por no volver sobre lo mismo, me remito a todo
lo dicho supra en el apartado IV. 2 de este capítulo,
dedicado a los deberes laborales básicos.
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inferior, pues no existe tipificada como tal ninguna 
otra, sino sencillamente la de no sancionar. Ni siquiera 
la suspensión está prevista para los ' supuestos de 
"incumplimiento de los deberes laborales básicos", a 
salvo del primero de ellos si, como se ha dicho antes, el 
término disciplina se asimila a disciplina penitenciaria.
167. La diferencia entre la actual regulación 
reglamentaria en la materia y lo previsto en las normas 
precedentes. No era ésta la situación existente con las 
normas reglamentarias penitenciarias anteriores al 
Decreto actual. En el RP de 1981 se incorporó una muy 
discutida460 sección dedicada a la Disciplina del trabajo, 
en la que se incluyó la clasificación de las faltas que 
podían cometer los internos trabajadores en el desempeño 
de su cometido, sección por supuesto distinta y separada 
del capítulo dedicado al Régimen disciplinario general 
cuyos preceptos en lo que hace a la catalogación de las 
faltas se mantienen a día de hoy en vigor.
Por su parte, en el RP de 1996 existía en materia de
faltas y sanciones una remisión expresa al artículo 58
ET, circunstancia que planteó toda una serie de
incertidumbres que doctrina y jurisprudencia resolvieron 
de forma contradictoria461.
460 Véanse posturas a favor y en contra, 
respectivamente, en DE LA MORENA VICENTE, "La disciplina 
laboral penitenciaria", en Actividad Laboral 
Penitenciaria, n2 6/1982; y ZAPATERO SAGRADO, "Disciplina 
del Trabajo", en Actividad Laboral Penitenciaria, n2 
5/1982.
461 Véase SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., pp. 352 y ss.
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La actual carencia de regulación explícita del poder 
disciplinario empresarial puede traer su causa en las 
críticas que las anteriores previsiones normativas 
suscitaron. Sin embargo, y como creo que puede deducirse 
de lo manifestado en párrafos anteriores, ello no ha 
significado, a mi juicio, un acierto del Gobierno en la 
elaboración de la norma, principalmente por la citada 
vulneración de los principios de tipicidad y 
proporcionalidad, propios del orden penal y que debieran 
ser de aplicación analógica en el derecho sancionador 
empresarial462 .
VI. LA SUSPENSIÓN Y LA EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN 
LABORAL ESPECIAL PENITENCIARIA.
168- Introducción. El Capítulo V del RD 782/2001,
■: s ,
bajo la rúbrica Causas de suspensión y. extinción de la 
relación laboral, compuesto por dos artículos, se encarga 
de reglamentar no sólo aquello que de su título se 
desprende, esto es, las concretas causas, que pueden 
llevar a la suspensión o la extinción de la relación 
laboral especial, sino también otras cuestiones añadidas 
a éstas como son algunos de los efectos y consecuencias 
de tales medidas, o los sujetos encargados de su 
adopción.
462 Esta idea del uso de la analogía, en CASTRO 
ARGÜELLES, El régimen disciplinario en la empresa. 
Infracciones y sanciones laborales, cit., p. 206.
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Antes de abordar su concreto análisis interesa 
destacar uña circunstancia que resulta muy evidente al 
efectuar una lectura inicial de ambos preceptos, y que se 
refiere a la sistemática empleada por el Gobierno en su 
redacción. Como también ha hecho en otros preceptos de 
este Decreto463 -y siempre a instancia del Consejo 
Económico y Social, en opinión manifestada en el Dictamen 
al proyecto de Real Decreto de 10 de enero de 2001-, 
presumo que con la intención de procurar una mejor 
comprensión de los mismos en respuesta a las particulares 
circunstancias en que estos trabajadores especiales 
desarrollan su actividad y a la incidencia en su trabajo 
de normas y de sujetos ajenos en principio al mismo, el 
Gobierno ha procedido a separar las causas que pueden 
provocar la suspensión o la extinción de la relación 
laboral en dos bloques bien diferenciados464 : uno
integrado por las específicamente laborales, asimiladas a 
las contempladas en el Estatuto de los Trabajadores para 
los trabajadores ordinarios, aun sin comprender a todas 
éstas sino sólo a aquellas compatibles con la naturaleza 
especial de esta relación; y otro bloque relativo a 
causas exclusivas de esta relación laboral, no 
compartidas con ninguna otra, y que enlazan con el
463 En concreto, en el artículo 5 sobre Derechos y 
deberes laborales.
464 Señala al respecto SOLER ARREBOLA, ult. ob. 
cit., p. 88, que tal división "tendría como objetivo 
diferenciar aquellas circunstancias estrictamente 
laborales de aquellas otras que tienen también una 
significación penitenciaria y en las que debiera 
intervenir otros órganos ajenos a la relación laboral, 
como (...) la Junta de Tratamiento".
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especial ámbito en que la relación laboral se desenvuelve 
y las peculiares vicisitudes que pueden afectar al sujeto 
trabajador de la misma; en definitiva, se podría hablar 
en este segundo bloque de causas estrictamente 
penitenciarias465 .
Respecto de su carácter tasado o no, nada hace 
pensar que no lo posean, dado que en ninguno de los 
preceptos existe cláusula abierta en ese sentido y ni 
siquiera se permite a las partes de esta relación 
laboral, en el inicio de la misma, incorporar en el 
contrato de trabajo causas de suspensión o de extinción 
distintas a las contempladas en el precepto.
Las líneas siguientes van destinadas al análisis de 
ambas figuras y de los problemas interpretativos que 
suscitan.
VI.1. LA SUSPENSIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL ESPECIAL.
169. El concepto general de suspensión, aplicable en 
esta relación laboral. El artículo 9 RD se ocupa de 
regular la suspensión de la relación laboral especial 
penitenciaria. Tanto la jurisprudencia como la doctrina 
laboralista han puesto de relieve que la suspensión del 
contrato de trabajo hace referencia a aquellos supuestos 
de imposibilidad temporal sobrevenida de la prestación de
465 Con la salvedad, que se tratará infra, de la 
última de las incluidas entre las causas penitenciarias 




trabajo que, en lugar de provocar la extinción de la 
relación, funcionan bajo un régimen jurídico peculiar, en 
la medida en que se interrumpen o suspenden los efectos 
del contrato de trabajo, esto es, las obligaciones 
básicas de prestar trabajo y pagar salario -subsistiendo 
sin embargo ciertos deberes recíprocos-, con la finalidad 
de garantizar o proteger el empleo466 . Una vez 
desaparecida la causa que motivó la suspensión, el 
contrato recupera su virtualidad jurídica y la plenitud 
de sus efectos467 .
Esta unánime opinión en torno al concepto de 
suspensión resulta perfectamente trasladable al ámbito de 
la relación laboral especial penitenciaria. Las 
diferencias con el régimen suspensivo de la relación
466 Por ejemplo, sentencias del Tribunal Supremo 
de 7 de mayo de 1984 (RJ/2971) o de 12 de noviembre de
1986 (RJ/6191). Entre la doctrina, por todos, VIDA SORIA, 
J., La suspensión del contrato de trabajo, Instituto de 
Estudios Políticos, Madrid, 1965, p. 27; del mismo autor, 
"Suspensión del contrato de trabajo", en AA.W., 
Comentarios a las leyes laborales: el ET, Tomo IX, Vol. 
Ia, Edersa, Madrid, 1983, p. 33; ALVAREZ DE LA ROSA, M. , 
"Suspensión y extinción del contrato de trabajo por mutuo 
acuerdo y por causas consignadas en el contrato", en 
AA.W., El Estatuto de los Trabajadores. Veinte años
después, tomo II, cit., p. 951; MONTOYA MELGAR, A., 
GALIANA MORENO, J. , SEMPERE NAVARRO, A.V. y RÍOS 
SALMERÓN, B., Comentarios al Estatuto de los
Trabajadores, 3ñ ed. , Aranzadi, Pamplona, 2000, p. 286;
CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y GÓMEZ GORDILLO, 
Estatuto de los Trabajadores comentado, cit., p. 563;
CAMPS RUIZ, en ALBIOL MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ 
GANDÍA y SALA FRANCO, Derecho del Trabajo. Tomo II. 
Contrato individual, cit., p. 509.
467 En este sentido, BLASCO PELLICER, La 




laboral común se sustancian, sin embargo, en la 
configuración de las causas y en las dudas que puedan
r
suscitarse en torno al derecho de reserva del puesto de 
trabajo y subsiguiente reincorporación del interno 
trabajador una vez finalice la causa de suspensión; en 
otros términos, en las dudas existentes respecto de la- 
dinámica de recuperación de su virtualidad jurídica.
1.1. LAS CAUSAS DE SUSPENSIÓN.
170. Los dos listados diferenciados de causas de 
suspensión. Como se ha adelantado, el artículo 9 RD 
sistematiza las causas que pueden provocar la suspensión 
dividiéndolas en dos listados conformados, de una parte, 
por las causas estrictamente laborales, que comprenden 
algunas de las previstas en el artículo 45.1 ET, en 
principio aquellas compatibles con la naturaleza especial 
de esta relación; y de otra, por las específicamente 
penitenciarias, éstas últimas exclusivas de esta relación 
laboral especial. Con esta diferenciación se otorga de 
nuevo una especial relevancia a las dos facetas presentes 
en la vida de este trabajador especial que inciden en su 
relación de trabajo -como trabajador y como interno en un 
establecimiento penitenciario-.
En el análisis de las causas justificativas de la 
suspensión voy a seguir la secuencia prevista en el 
propio artículo dada la aceptable sistemática utilizada 
en su configuración.
1.1.1. CAUSAS ESTRICTAMENTE LABORALES.
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171. Tan sólo son cuatro las seleccionadas. Son
cuatro únicamente las causas laborales de suspensión de 
la relación especial previstas en el artículo 9.1 RD. Lo 
que se va a estudiar en este apartado es el régimen 
jurídico de las mismas en cuanto se diferencia del 
previsto con carácter general para la relación laboral 
común, así como los posibles motivos por los que, del 
resto de causas de suspensión recogidas en el artículo 
45.1 ET, no se contemplan algunas que sí podrían haber 
resultado compatibles con esta relación laboral especial. 
Las causas expresamente previstas son las siguientes:
1) De la primera de ellas, el mutuo acuerdo de las 
partes como causa de suspensión, nada especial hay que 
referir, en la medida en que todo lo señalado por la
doctrina respecto de la misma causa prevista en el
artículo 45.1.a) ET resulta aplicable a ésta468 . En 
definitiva, el mutuo acuerdo en ese sentido será válido 
sólo si es lícito, esto es, si no hay vicios en el
consentimiento, y si no hay renuncia de derechos 
indisponibles legalmente. Debe tenerse en cuenta, además, 
que no es necesario sujetar esta modalidad suspensiva a 
causa objetiva alguna, y que su duración deberá venir
fijada por las partes.
468 Al respecto, por todos, véanse BLASCO
PELLICER, La individualización de las relaciones
laborales, cit., pp. 136-138; también, ALVAREZ DE LA
ROSA, "Suspensión y extinción del contrato de trabajo por 
mutuo acuerdo y por causas consignadas en el contrato", 




2) La segunda causa laboral de suspensión es la 
incapacidad temporal de los trabajadores penitenciarios.
Definida doctrinalmente como "la situación de alteración 
de la salud del trabajador, cualquiera que fuere su 
causa, por la que recibe asistencia sanitaria de la 
Seguridad Social y le impide temporalmente el desempeño 
de su trabajo durante los períodos máximos delimitados 
por la ley"*69, la principal especialidad que se observa 
en esta causa es la de que, con la nueva regulación de la 
acción protectora de Seguridad Social de los internos que 
trabajen en talleres penitenciarios prevista en el 
artículo 19 RD, el interno trabajador cuyo contrato quede 
suspendido por causa de incapacidad temporal (en 
adelante, IT) por contingencias comunes no gozará de 
dicha acción protectora por lo que hace a la prestación 
económica470, no así respecto a la prestación de 
asistencia sanitaria. Por el contrario, si en lugar de IT 
por contingencias comunes se tratara de IT por 
contingencias profesionales, sí recibiría, además de la
469 Cfr. BLASCO LAHOZ, LÓPEZ GANDÍA y MOMPARLER 
CARRASCO, Curso de Seguridad Social, cit., p. 436.
470 En contra de la opinión del Consejo Económico 
y Social expresada en su Dictamen al proyecto de Real 
Decreto de 10 de enero de 2001, para quien su omisión, 
además de carecer de justificación, resulta contraria a 
lo dispuesto en el artículo 26.f) LOGP. Y también de la 
escasa opinión doctrinal. Véase así SOLER ARREBOLA, "El 
tardío desarrollo reglamentario laboral de la relación 
especial de los internos en prisiones", cit., pp. 91-92; 
igualmente, Comisión de Asesoramiento Xurídico 
Penitenciario del Iltre. Colexio de Avogados de Ourense, 
en III Encuentros S.O.J. Penitenciarios, Burgos, 
noviembre 2001, ejemplar multicopiado.
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prestación de asistencia sanitaria, la económica de la 
Seguridad Social471.
r
Ello se ha tratado de justificar, concretamente por 
el Consejo de Estado en su Dictamen al proyecto de Real 
Decreto de 31 de mayo de 2001, en' el hecho de que existe 
"la posibilidad de que realice trabajos sujetos a esta 
relación especial quien padece una enfermedad (baste con 
pensar en los muchos y graves casos de drogadicción)", 
por lo que "incluir esta contingencia podría 
desnaturalizar seriamente la propia entidad del trabajo 
penitenciario". Evidentemente, es cierto que trabajadores 
con ese tipo de adicciones, que además pueden provocar 
enfermedades asociadas al consumo de drogas por vía 
intravenosa, son más proclives a contingencias de este 
tipo que aquellos que no las tienen. Y que son muchos los 
internos que se encuentran en esa situación472 . Sin 
embargo, ello no tiene por qué ser exclusivo de los 
internos trabajadores, sucediendo también en el trabajo 
en libertad. En el fondo, parece que subyacen de nuevo 
las causas económicas por encima de la estricta 
asimilación a la situación de los trabajadores en 
libertad473 , derivando en la supresión de un derecho
471 Ahora bien, debo destacar que estos supuestos 
de suspensión se encuentran exentos de la obligación de 
cotizar conforme dispone el artículo 21.2 RD.
472 Véanse los cuadros sobre infección por VIH, 
tuberculosis y otras enfermedades de declaración 
obligatoria, como la hepatitis C, por ejemplo, en 
DIRECCIÓN GENERAL DE INSTITUCIONES PENITENCIARIAS, 
Informe General 2000, pp. 168 y ss.
473 Aunque también respecto a éstos se ha dicho 
que "la de incapacidad temporal puede ser una causa
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reconocido hasta ahora a estos trabajadores por la 
normativa precedente en la materia, esto es, por el 
Decreto 573/1967, de 16 de marzo.
3) La tercera causa laboral de suspensión, 
contemplada en el artículo 9.1.c) RD, es la "maternidad y 
riesgo durante el embarazo. En el supuesto de parto la 
suspensión tendrá una duración de dieciséis semanas 
ininterrumpidas, ampliables en el supuesto de parto 
múltiple en dos semanas más por cada hijo a partir del 
segundo, distribuidas antes o después del parto a opción 
de la interesada, siempre que seis semanas sean 
inmediatamente posteriores al mismo".
Con este enunciado se incorporan al ámbito 
penitenciario una parte de los cambios introducidos en la 
regulación general de esta materia por la Ley 39/1999, de 
5 de noviembre, de conciliación de la vida familiar y 
laboral, modificándose en consecuencia su redacción 
respecto de la prevista en el derogado artículo 151.l.c) 
RP de 1996.
De este modo, la duración de la suspensión del 
contrato y su distribución en caso de maternidad de la 
interna trabajadora es idéntica a la establecida para la 
relación laboral común. La obligación de reservar una 
parte del descanso para el momento posterior al parto
suspensiva bastante gravosa para el empleador pese a la 
aparente neutralidad que deriva de su carácter suspensivo 
del contrato de trabajo". Cfr. MONTOYA MELGAR, GALIANA 
MORENO, SEMPERE NAVARRO y RÍOS SALMERÓN, Comentarios al 
Estatuto de los Trabajadores, cit., p. 289.
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responde igualmente a la necesidad de cuidados del recién
nacido así como a la protección de la salud de la madre.
r
Por su parte, la suspensión del contrato por riesgo 
durante el embarazo responde, como en la relación laboral 
ordinaria, al supuesto en el que, tras una evaluación de 
riesgos efectuada en el taller penitenciario que revele 
una posible repercusión sobre el embarazo y, siendo 
imposible adaptar las condiciones de trabajo para evitar 
la exposición a dicho riesgo o, aun siendo posible, las 
condiciones del puesto pudieran influir negativamente en 
la salud de la interna o del feto, se diera la 
circunstancia de que no cupiera técnica u objetivamente 
el desempeño de otro puesto de trabajo o de función 
diferente compatible con el embarazo. En este caso, el 
OATPP está obligado a proceder a la suspensión del 
contrato de la interna trabajadora. El tiempo de 
suspensión del contrato se extenderá aquí al "período 
necesario para la protección de su seguridad o de su 
salud y mientras persista la imposibilidad de 
reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto 
compatible con su estado". Así lo dispone el artículo 26 
LPRL, norma que, como se dijo en su momento, resulta de 
directa aplicación a esta relación laboral especial.
En estos supuestos, la trabajadora disfrutará de la 
prestación por maternidad o por riesgo durante el 
embarazo, persistiendo durante el período de suspensión 
la obligación de cotizar a la Seguridad Social474 .
474 Artículo 21.2 RD, donde se reconoce a éste 




La diferencia fundamental con el régimen común de la 
suspensión por maternidad se circunscribe al tratamiento 
jurídico de la figura del padre, para el caso de que 
ambos progenitores trabajen, tratamiento que resulta 
inexistente en la relación laboral especial 
penitenciaria475 . Y es que, en el supuesto de la 
maternidad de las internas trabajadoras, el Decreto no 
reconoce el derecho del padre interno a disfrutar de una 
parte del período de descanso tras el parto, sea 
simultáneo o sucesivo al disfrutado por la madre, sin 
superarse en conjunto el total del tiempo legalmente 
previsto. Ni siquiera en el caso de fallecimiento de la 
madre. Naturalmente, esto ocurre en aquellos supuestos en 
que el padre está también recluido en un Centro
penitenciario, mas no en caso de que se encuentre fuera 
de prisión y sea trabajador por cuenta ajena, pues
entonces habrá de gozar de todos los derechos. En
definitiva, en la relación laboral especial penitenciaria 
es la madre la única que puede disfrutar del beneficio de 
la suspensión del contrato por razón de maternidad.
Puede que se trate, sin más, de un supuesto de
laboratorio, irreal en la práctica, pero, teniendo en 
cuenta la posibilidad de que padre y madre embarazada se 
encuentren recluidos en el mismo Establecimiento 
penitenciario, incluso en un Centro o Departamento mixto 
de los regulados en los artículos 168 a 172 RP de 19 9 6 476,
475 Omisión también señalada por SOLER ARREBOLA, 
La relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 422.
476 Concretamente, el artículo 172 RP de 1996, 
bajo la rúbrica de "Cónyuges", establece que "en todo
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no entiendo la razón por la que,, aun tratándose de algo 
muy excepcional, no se haya contemplado en la norma 
reglamentaria. El único motivo qüe se me ocurre para la 
ausencia de alusión al respectóles el de que la madre, 
tras el parto, deba ser inmediata y preceptivamente 
destinada a una Unidad de Madres, reguladas en los 
artículos 178 a 181 RP de 1996, a cuyo interior el padre 
no pueda tener acceso para atender a las necesidades y al 
cuidado del recién nacido. Pero lo cierto es que el RP de 
1996 no aclara nada al respecto, más allá de la 
circunstancia de que dichas Unidades "estarán separadas 
arquitectónicamente del resto de Departamentos, a fin de 
facilitar las especificidades regimentales, médico- 
sanitarias y de salidas que la presencia de los menores 
en el Centro hiciesen necesarias*477.
La otra diferencia respecto de la normativa laboral 
común en materia de suspensión es la de que en el RD 
782/2001 no se hace referencia alguna a los supuestos de 
adopción y acogimiento, pero en este caso las razones de 
la ausencia resultan evidentes, puesto que se trata de
caso, y salvo que razones de tratamiento, clasificación, 
seguridad o buen orden del Establecimiento lo hagan 
desaconsejable, se fomentará la plena convivencia de los 
cónyuges que se encuentren privados de libertad*. A favor 
de incluir dentro del concepto "cónyuge" a otras 
relaciones análogas de afectividad se manifiestan ARMENTA 
GONZÁLEZ-PALENZUELA y RODRÍGUEZ RAMÍREZ, Reglamento 
Penitenciario comentado: análisis sistemático y
recopilación de legislación, cit., p. 287.
477 Artículo 17.5 RP de 1996. Sobre este tema, si 
bien respecto del Proyecto de RP de 1996, puede verse 
BUENO ARÚS, F., "La mujer y el sistema penitenciario
español", en Poder Judicial, na 39/1995, pp. 65 y ss.
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supuestos en principio incompatibles con el ingreso en un 
Establecimiento penitenciario478 .
r
4) La última causa laboral de suspensión del 
contrato del interno trabajador es la fuerza mayor 
temporal. Definida por el artículo 1105 Código Civil como 
el acontecimiento de carácter extraordinario que es 
imposible prever o que previsto resulta inevitable, 
resultando ajeno al ámbito organizativo y a la esfera de 
control del empresario479, resulta difícil imaginar 
acontecimientos de este tipo en el ámbito penitenciario 
que permitan al OATPP suspender el contrato de los 
internos trabajadores, más allá de los de carácter 
catastrófico, como pudieran ser considerados -en el 
sentido que se les daba por el artículo 76 de la Ley de 
Contrato de Trabajo de 1944480- los terremotos, los
478 Aunque parece de la misma opinión, SOLER 
ARREBOLA -La relación laboral especial penitenciaría, 
cit., p. 422- señala al final de su reflexión que si el 
desarrollo de actividad laboral en prisión coincidiera 
con el período de disfrute de suspensión por causa de 
adopción, "el precepto recogido en la norma estatutaria 
englobaría el supuesto de hecho que se está 
contemplando".
479 En este sentido, por todos, DESDENTADO BONETE, 
A., "Suspensión y extinción del contrato de trabajo por 
causas económicas, técnicas, organizativas o de 
producción; y por fuerza mayor", en AA.W., El Estatuto 
de los Trabajadores. Veinte años después, tomo II, cit., 
p. 995.
480 Donde se recogía como causa sexta de extinción 
del contrato de trabajo "la fuerza mayor que imposibilita 
el trabajo por alguna de las causas siguientes: incendio, 
inundación, terremoto, explosión, plagas del campo, 
guerra, tumulto o sediciones y, en general, cualquier 
otro acontecimiento semejante de carácter extraordinario
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incendios o inundaciones, las plagas del campo o los 
tumultos.
En consecuencia, entiendo que el OATPP no podría 
alegar fuerza mayor para suspender los contratos de 
trabajo por la llegada a término del acuerdo de 
colaboración firmado con una persona física o jurídica 
del exterior, aun cuando se prevea su renovación, pues la 
duración del mismo se encuentra prevista en el propio 
acuerdo. Lo mismo sucede con la pérdida del cliente 
principal del taller penitenciario, pues, con carácter 
general, el Tribunal Supremo ha manifestado en sentencia 
de 3 de marzo de 1998 (RJ/2304) , que ello debe ser 
considerado, en todo caso, como una causa económica de 
suspensión, pero no fuerza mayor. El problema aplicativo 
se plantea, en este caso, porque dicha causa económica no 
se encuentra contemplada en el Decreto como causa de 
suspensión. Sin embargo, la enorme flexibilidad que se le 
otorga por el artículo lO.l.b) RD al OATPP para dar por 
finalizada la relación "por terminación de la obra y 
servicio* le permite optar en esos casos por la 
extinción, pues al disminuir o al cesar la actividad en 
el taller productivo por esa causa desaparece el 
fundamento para que la relación laboral persista481.
Sí cabría alegar fuerza mayor temporal para 
suspender los contratos de trabajo, sin embargo, en caso
que los contratantes no hayan podido prever o que, 
previsto, no hayan podido evitar".
481 Véase la argumentación en tomo al motivo de 
la duración temporal de esta relación laboral supra, 
apartado III.4 de este Capítulo.
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de que se produjeran en el Centro Penitenciario
incidencias del tipo incendios o inundaciones, o bien
r
motines, plantes o desórdenes colectivos, siempre que 
imposibiliten temporalmente la prestación de actividad 
laboral en los talleres. Aunque, en este último supuesto, 
si las infracciones en que consisten los motines, plantes 
o desórdenes colectivos se produjeran directamente en los 
talleres productivos podrían quedar también subsumidas en 
la causa de suspensión prevista en el artículo 9.2.d), 
las "razones de disciplina y seguridad penitenciaria".
172. Las causas que no están en el Decreto, de entre 
las previstas en el ET. Especial referencia al derecho de 
huelga. El resto de causas de suspensión contempladas en 
el artículo 45.1 ET no se encuentran reflejadas en el
artículo 9.1 RD:
/
a) En algunos casos ello no ha de sorprender al
lector, puesto que se está ante causas de suspensión 
incompatibles con las circunstancias que rodean al sujeto 
trabajador de esta relación laboral especial y en las que 
se desenvuelve su vida durante un determinado período de 
tiempo. Entre ellas, la ya citada de la adopción o 
acogimiento de menores de seis años; el ejercicio de
cargo público representativo; la excedencia forzosa. Y, 
por supuesto, la privación de libertad del trabajador 
mientras no haya sentencia condenatoria.
b) En otros casos, como el de la suspensión de
empleo y sueldo por razones disciplinarias, porque su 
presencia puede hallarse en el artículo 9.2.d) RD.
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c) En otros, sin embargo, su omisión, si bien no 
sorprende, resultaría menos justificable, en la medida en 
que poco tendría que ver con la naturaleza especial de 
esta relación. Estoy refiriéndome a las causas 
económicas, técnicas, organizativas y de producción482 . En 
teoría, puede que su falta de presencia entre las causas 
suspensivas se deba a que el fin del OATPP es más social 
que económico, esto es, a que su finalidad principal es 
la de facilitar a los internos un puesto de trabajo 
remunerado tratando con ello de alcanzar su reeducación y 
futura reinserción social, y no la consecución de un 
beneficio económico, por lo que causas de este tipo no 
habrían de incidir en las relaciones laborales 
entabladas.
Sin embargo, reconozco lo ingenuo del planteamiento 
anterior. Aun siendo cierto por lo que se refiere al fin 
eminentemente social del OATPP, puede que la omisión de 
estas causas sea debida, en mayor medida, a la facilidad 
que tiene el empleador para extinguir la relación en esos 
supuestos utilizando otros argumentos que el propio 
Decreto le facilita, como el de la terminación de la obra 
o servicio, que puede operar a este respecto como un 
auténtico "cajón de sastre". Volveré infra, en el 
análisis de las causas de extinción, sobre esta idea.
482 Y que sí fueron recogidas, al menos las 
económicas y tecnológicas, en el proyecto de Real Decreto 
por el que se dictan normas reguladoras de la relación 
laboral especial de los penados en Instituciones 
Penitenciarias de 1981, que nunca fue aprobado. Véase DE 
LA MORENA VICENTE, "Situación y desarrollo de la 
normativa laboral penitenciaria", cit., pp. 175-176.
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d) Finalmente, debe hacerse referencia a dos 
derechos colectivos cuyo ejercicio legítimo en la 
relación laboral ordinaria trae como efecto la suspensión 
del contrato de trabajo, derechos que no son mencionados 
en precepto alguno del RD 782/2001 al igual que sucede 
con la gran mayoría de los derechos colectivos 
reconocidos por la normativa laboral común, a salvo, y de 
forma muy limitada como pudo comprobarse, del derecho a 
la participación. Me refiero, por supuesto, al derecho de 
huelga y al cierre patronal.
El hecho de que el derecho de huelga no se encuentre 
contemplado entre los derechos laborales básicos que 
poseen los internos trabajadores ni entre las causas de 
suspensión del contrato de trabajo, y de que no exista en 
el Decreto remisión expresa a la norma preconstitucional 
reguladora de su ejercicio, refleja su ausencia del 
ámbito de la relación laboral especial penitenciaria.
La causa o el fundamento de esta omisión ha sido 
discutida por la doctrina, que tradicionalmente la ha 
vinculado al carácter obligatorio del trabajo 
penitenciario483 y/o a las cuestiones de orden y seguridad 
penitenciaria484 . A mi juicio, descartando el primer
483 En este sentido, por ejemplo, DE LA CUESTA 
ARZAMENDI, El trabajo penitenciario resocializador. 
Teoría y regulación positiva, cit., p. 376; del mismo 
autor, "Sistemas de organización. Participación de los 
internos", cit., p. 489; y "El trabajo de los internos en 
el derecho penitenciario español", cit., p. 231.
484 principalmente, BUENO ARÚS, F., "El trabajo 
penitenciario. La redención de penas por el trabajo", en 
AA.W., VII Reunión de Jueces de Vigilancia 
Penitenciaria, CGPJ, Madrid, 1994, p. 88.
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razonamiento al no compartir la premisa de partida, y 
relativizando el segundo por considerar que dichas 
cuestiones no han de impedir el ejercicio del derecho 
sino tan sólo ciertas modalidades o situaciones que 
pueden producirse en una huelga y que resultan 
incompatibles con la vida y la seguridad interior de la 
prisión, el argumento de mayor peso se encuentra, sin 
embargo, radicado en el artículo 34 LOGP.
Dispone el mismo que "los internos, en cuanto 
trabajadores por cuenta ajena o socios cooperadores, 
asumirán individualmente la defensa de sus derechos e 
intereses laborales o cooperativos, que ejercerán ante 
los Organismos y Tribunales competentesf previa 
reclamación o conciliación en vía administrativa y en la 
forma que reglamentariamente se determine". Por su parte, 
en desarrollo del anterior, el RD 782/2001 en su artículo 
1.5 establece que "las cuestiones litigiosas derivadas de 
los conflictos individuales que se promuevan por los 
internos trabajadores encuadrados en la relación laboral 
especial penitenciaria se regirán por el texto refundido 
de la Ley de Procedimiento Laboral
Del tenor de ambos preceptos se deduce que la 
intención del legislador es la de excluir de la esfera 
penitenciaria el planteamiento o la asunción colectiva de 
la defensa de los intereses laborales de los internos, 
mas no sólo respecto de las reclamaciones por vía 
judicial o administrativa485 , sino también, entiendo,
485 Como opina, por contra, SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 493.
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respecto de la adopción de medidas de conflicto colectivo 
entre las que se incluiría a la huelga486 .
Para alguien ajeno a lo penitenciario, parece 
predominar en la falta de reconocimiento de los derechos 
colectivos el miedo a las situaciones anómalas 
desórdenes, tumultos, hasta motines- y a la toma de 
conciencia solidaria que pudieran producirse si los 
internos trabajadores encuentran una vía colectiva de 
representación y defensa de sus intereses; en definitiva, 
si se les reconoce un derecho a la expresión colectiva. 
Como señaló hace ya tiempo cierto sector doctrinal487, 
"las revueltas y motines han creado tanto en el 
funcionario como en el legislador la firme convicción de 
que ha de prohibirse toda actividad penitenciaria que 
tienda a intensificar el sentimiento de solidaridad entre 
los reclusos. Negando algo tan evidente como que éstos 
constituyen una comunidad con multitud de intereses en 
común y, en consecuencia, suspendiendo cualquier forma de 
diálogo colectivo".
486 En este sentido parecía pronunciarse también 
DE LA MORENA VICENTE, ^'Situación y desarrollo de la 
normativa laboral penitenciaria", cit., p. 190. Asimismo, 
DE LA CUESTA ARZAMENDI, "Defensa de los derechos 
laborales o cooperativos", en AA.W., Comentarios a la 
legislación penal, cit., p. 509.
487 Cfr. MAPELLI CAFFARENA, Principios 
fundamentales del sistema penitenciario español, cit., p. 
244. En el mismo sentido, dentro de la doctrina francesa, 
FAVARD, J., "Le détenu citoyan", en Revue Pénitentiaire, 
1989, pp. 255-271, manifestaba que "il est clair, depuis 
longtemps, que 1'individualisme traditionnel du détenu a 
cédé á une prise de conscience colective de la condition 
carcérale... Le plus élémentaire réalisme commande d'en 




Pues bien, teniendo en cuenta que la huelga, como 
"instrumento al servicio de una mayor igualdad material 
de los trabajadores", es concebida como un mecanismo de 
defensa de los intereses de éstos488 que necesariamente 
posee un carácter colectivo y concertado, su 
reconocimiento como derecho de los internos trabajadores 
entraría en contradicción con el carácter individual de 
las herramientas que tanto la ley orgánica penitenciaria 
como la norma reglamentaria laboral les otorgan para la 
salvaguardia de sus intereses laborales.
Resulta evidente que, en este caso, el Decreto se 
mueve dentro de los márgenes que la LOGP le concede, pero 
de lege ferenda creo que sería posible -y deseable en la 
medida en que se trate de cumplir fielmente con el 
principio asimilador- articular el ejercicio del derecho 
a la huelga en el interior de los talleres productivos de 
tal forma que resultara compatible con el régimen de vida 
de los establecimientos penitenciarios, lo que exigiría 
una regulación ajustada a la realidad penitenciaria que 
debería ser incorporada a la LOGP, en su caso, o a una 
futura Ley Orgánica de huelga.
Al margen de los deseos, ni la huelga ni el cierre 
patronal se contemplan hoy en el Decreto como medidas de
488 En ese sentido entienden MONEREO PÉREZ, J.L. 
(Coord.) y otros, Derecho de huelga y conflictos 
colectivos. Estudio crítico de la doctrina jurídica, 
Comares, Granada, 2002, p. 24, la doctrina del Tribunal 
Constitucional emitida al respecto en sentencias como la 




conflicto ejercitables en el seno de la relación laboral 
especial penitenciaria, lo que se traduce de facto en su 
falta de reconocimiento como causas suspensivas de la 
misma.
1.1.2. CAUSAS PENITENCIARIAS.
173. De nuevo son cuatro. Por su parte, también son 
cuatro las causas de suspensión de la relación laboral 
especial que derivan del peculiar espacio en el que se 
desarrolla la misma y de las variadas situaciones que en 
dicho espacio pueden producirse como consecuencia de la 
especial condición del trabajador, situaciones ajenas a 
la relación laboral pero que inciden directamente en la 
vida de ésta.
Una de estas causas, la prevista en el artículo 
9.2.d) como "razones de disciplina y séguridad 
penitenciaria", fue objeto de comentario al hilo del 
análisis del poder disciplinario del OATPP489 . Por ese 
motivo, en este apartado sólo se abordará el estudio de 
las tres restantes.
a) La primera> de las causas .penitenciarias 
suspensivas, idéntica en su redacción a la prevista en el 
derogado artículo 151.l.d) RP de 1996, es la suspensión 
de empleo y sueldo por el cumplimiento de sanciones 
disciplinarias de aislamiento.
489 Véase este mismo Capítulo, apartado V.3.5.
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Parece evidente en este supuesto que la suspensión 
del contrato de trabajo del interno se fundamenta en la 
imposibilidad de acudir al puesto de trabajo durante el 
cumplimiento de la sanción de aislamiento en celda490 , por 
lo que aparecen dudas en torno a si son todas las 
sanciones de aislamiento las que generan de modo 
automático la suspensión del contrato, o sólo aquellas 
que hagan imposible el desarrollo de actividad en los 
talleres penitenciarios. A este respecto, la doctrina ha 
manifestado que en estos casos "la suspensión de la 
relación laboral no deriva directamente de una sanción 
impuesta por el empresario penitenciario, sino que la 
misma es consecuencia del aislamiento en que se concreta 
la sanción"i91, resultando una consecuencia accesoria de 
ésta. Y no puedo menos que corroborar este planteamiento.
La duda surgiría, entonces, con relación a la 
sanción de aislamiento de hasta siete fines de semana, 
pues al coincidir parcialmente con el tiempo de descanso 
semanal previsto con carácter general en el artículo 17.2 
RD, podría no resultar incompatible con el desarrollo de 
la prestación de servicios. Ello dependería, en mi 
opinión, de la jornada laboral a la que estuviera 
sometido el interno trabajador.
De este modo, de no resultar incompatible con la 
jornada de trabajo del interno trabajador, no cabría 
considerar a la suspensión como una consecuencia
490 En el mismo sentido, SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., p. 423.
491 SOLER ARREBOLA, ult. ob. cit., p. 423.
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accesoria de la sanción de aislamiento en fin de semana,
pues en ese caso estaría haciéndose derivar directamente
r
la suspensión de una falta sancionable dentro del régimen 
disciplinario general previsto en la normativa 
penitenciaria, y no de una falta laboral en sentido 
estricto. -En otros términos, se estaría configurando a la 
suspensión del contrato de trabajo, de modo incorrecto a 
mi juicio, como sanción disciplinaria a sumar a la de 
aislamiento de fin de semana.
b) La segunda causa penitenciaria, conforme 
establece el artículo 9.2.b) RD, es la de las razones de 
tratamiento apreciadas por la Jiinta de Tratamiento.
Introduce nuevos matices el precepto, respecto de 
sus antecedentes normativos, al incorporar como novedad 
la expresión "apreciadas por la Junta de Tratamiento", de 
donde resulta que, en efecto, corresponde a la Junta de 
Tratamiento492 aportar las causas o razones por las que 
recomienda la suspensión de la relación laboral, pues sé 
está ante una cuestión en la que posee la plena y 
absoluta competencia, siendo sin embargo al OATPP a quien 
compete la adopción de la decisión suspensiva, al ser él 
quien ostenta el papel de empleador493 . No obstante esto
492 Órgano que no participa del ámbito subjetivo 
de esta relación laboral especial aunque, como se expuso 
supra, sí interviene con carácter previo a que se entable 
la misma, al seleccionar al interno a quien contratar.
493 En igual sentido, respecto del RP de 1996, 
SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 426. El mismo autor -en "El 
tardío desarrollo reglamentario laboral de la relación 
especial de los internos en prisiones", cit., p. 86-, 
critica del RD 782/2001 que la falta de concreción
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último, la doctrina se ha mostrado partidaria del 
carácter vinculante del acuerdo de la Junta de 
Tratamiento en favor de la suspensión494 , desde el momento 
en que, como ya se ha mencionado, es este órgano 
colegiado quien posee la competencia para establecer los 
programas de tratamiento o los modelos individualizados 
de ejecución penitenciaria para cada interno, conforme 
dispone el artículo 273.a) RP de 1996. En cualquier caso, 
para que alcance eficacia un acuerdo en ese sentido de la 
Junta de Tratamiento se requiere de su aprobación por el 
Director del Centro Penitenciario -que ostenta a su vez 
la cualidad de Delegado del OATPP en el Establecimiento- 
o, si éste lo valorara negativamente, del Centro 
Directivo495 .
Respecto de esta causa de suspensión debe tenerse en 
cuenta lo dispuesto en el artículo 28 LOGP conforme al
normativa lleve a que se planteen problemas en torno a 
cuál sea el órgano competente para adoptar las medidas 
suspensivas o extintivas por esta causa, si fácilmente 
podría haberse delimitado claramente el ámbito 
competencial de la Junta de Tratamiento y del OATPP en 
esta materia. Sin embargo, considero que el nuevo matiz 
del precepto permite delimitar claramente las 
competencias al respecto: apreciación de las causas, por 
la Junta de Tratamiento; adopción de la decisión 
suspensiva o extintiva, por el OATPP.
494 Véase SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 426; del mismo autor, 
"El tardío desarrollo reglamentario laboral de la 
relación especial de los internos en prisiones", cit., p. 
86. En realidad, es lo mismo que ha mantenido la doctrina 
judicial respecto del carácter vinculante del acuerdo de 
la Junta de Tratamiento en los supuestos de extinción, 
como se verá más adelante.
495 Artículo 266 RP de 1996.
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cual "el trabajo será compatible con las sesiones de 
tratamiento (...). A tal fin, la Administración adoptará 
las medidas que reglamentariamente se determinen para 
asegurar la satisfacción de aquellos fines y garantizar 
la efectividad del resultado”. Es, por lo tanto, esta 
circunstancia la que, entiendo, puede motivar la 
suspensión de la relación de trabajo; esto es, cuando el 
trabajo resulte incompatible con dichas sesiones, o con 
otras actividades u otros programas de intervención que a 
juicio de la Junta de Tratamiento resultan más adecuados 
y necesarios al objeto de conseguir la reeducación y 
reinserción social del interno496 , fin primordial del 
tratamiento según el artículo 59.1 LOGP.
c) La tercera de las causas penitenciarias por las 
que puede suspenderse el contrato de trabajo, prevista en 
el artículo 9.2.c) RD, posee un doble contenido: los
traslados de los internos siempre que la ausencia no sea 
superior a dos meses, así como durante el disfrute de los 
permisos o salidas autorizadas. Al igual que sucede con 
la causa penitenciaria anterior, la suspensión de la 
relación laboral especial depende en este caso de la 
decisión de órganos ajenos a la misma, que son los que
496 RODRIGUEZ MESA -"La relación laboral especial 
de los penados en instituciones penitenciarias", cit., p. 
54- enumera como supuestos en los que el trabajo reste 
eficacia al tratamiento "cuando la actividad laboral se 
oriente desde una perspectiva meramente económica y no 
terapéutica, o cuando se detecten en el individuo otras 
carencias -formativas, psicológicas, o de otra 
naturaleza- cuya solventación (sic) exija emplear el 
tiempo previsto para el desarrollo del trabajo. (...) la 
regresión del interno al primer grado de tratamiento 
implica generalmente (...) la imposibilidad de desempeñar 
un puesto de trabajo”.
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conceden las órdenes de salida y, en su caso, de
reingreso.
Y ello porque, como puse de manifiesto al analizar 
la modificación del lugar de trabajo, los traslados de un 
interno a otro Centro penitenciario no obedecen a razones
laborales, en cuyo caso sí serían competencia exclusiva
del OATPP, sino a cuestiones de régimen y de
tratamiento497, correspondiendo la adopción de la decisión 
de traslado a los órganos que ostentan competencias en 
esas materias498 .
Lo mismo sucede con los permisos de salida, cuya 
concesión ex artículos 160 y 273.g) RP de 1996 compete a 
la Junta de Tratamiento, previo informe del Equipo
Técnico, solicitando la autorización del Juez de
Vigilancia o del Centro Directivo, según corresponda.
Respecto de estos últimos -los permisos o salidas 
autorizadas-, si bien se regulan en el artículo 18 RD 
bajo la rúbrica "Permisos e interrupciones", lo cierto es 
que en el Decreto no vienen configurados como meras 
interrupciones de la prestación de trabajo, sino como 
verdaderos supuestos de suspensión de la relación 
laboral499, al reconocer en ese mismo precepto que las
497 Véase artículo 273.g) RP de 1996.
498 Esto es, al Centro Directivo, sobre la base de 
las propuestas formuladas al efecto por las Juntas de 
Tratamiento o, en su caso, por el Director o el Consejo 
de Dirección, según dispone el artículo 31.2 RP de 1996.
499 En torno a las diferencias jurídicas entre la 
suspensión y la interrupción de la prestación de
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ausencias del trabajo por estas causas no serán 
retribuidas500 . Resulta así criticable la falta de 
correlación, la contradicción manifiesta, entre título y 
contenido del precepto en cuestión.
1.2. LOS EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN DEL CONTRATO.
174. Sobre las obligaciones de ambas partes. Los
efectos de la suspensión del contrato de trabajo del 
interno trabajador sobre las obligaciones
correspondientes a ambas partes de la relación laboral 
especial son idénticos a los que se producen en la 
relación laboral ordinaria, esto es, la exoneración 
recíproca de las obligaciones de trabajar y de remunerar 
el trabajo. Así lo dispone el artículo 9.3 RD.
175. Las dudas respecto de la dinámica de 
recuperación de la virtualidad jurídica del contrato. Los
problemas se plantean con. relación a la recuperación de
i \ ■
la virtualidad jurídica del contrato de trabajo una vez 
se extinga la causa suspensiva, en la medida en que el 
precepto no reconoce expresamente el derecho a la reserva 
del puesto de trabajo del interno trabajador y a la 
reincorporación inmediata una vez finalizada la'causa que 
provocó la suspensión, como tampoco hacía el artículo 151 
RP de 1996.
servicios puede verse VIDA SORIA, La suspensión del 
contrato de trabajo, cit., pp. 40-45.
500 Lo mismo sucedía con la anterior regulación de 
esta materia por el artículo 150 RP de 1996.
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La doctrina manifestó entonces que ese artículo 151 
asumía esta opción de forma colateral, interpretando que 
el hecho de establecer la posibilidad de designar a otro 
interno para cubrir temporalmente la plaza vacante -como 
también hace este artículo 9.3 RD-, indicaba que esta 
última relación se prolongaría hasta que finalizara el 
período suspensivo, momento en el cual se volvería a 
reanudar la relación originaria501.
Creo, sin embargo, que esa opinión sólo podía 
mantenerse aplicando los esquemas propios de la relación 
laboral ordinaria y del contrato de interinidad, lo que 
no ha lugar aquí dada la especialidad de esta relación y 
de su sistema de fuentes502 .
A pesar de ello, entiendo que, el que nada se diga 
en la norma reglamentaria respecto del derecho a la 
reserva de puesto y al reingreso del trabajador no puede 
interpretarse en el sentido de que el interno titular del 
puesto de trabajo no posee tal derecho, pues en ese caso 
la situación se asimilaría, en cuanto a sus efectos, a 
las excedencias, voluntarias, y no parece que esa haya 
sido la intención del creador de la norma cuando tan 
claramente habla de suspensión a lo largo de todo el 
artículo 9. Eso sí, conviene advertir que para defender 
esta interpretación se parte de considerar que el 
Gobierno se mueve, en la elaboración de la norma, dentro
501 SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., p. 429.
502 Véase supra, apartado III.4 de este Capítulo, 
acerca de las modalidades contractuales de posible 
utilización en esta relación laboral especial.
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de los patrones conceptuales propios del Derecho de
Trabajo y de sus instituciones, no manejando otros
r
distintos.
En definitiva, el interno trabajador tiene derecho a 
la reserva del puesto de trabajo y a la reincorporación 
inmediata a pesar de que la norma nada diga, 
incertidumbre que podía haberse subsanado incluyendo su 
reconocimiento de modo expreso en el artículo 9503 .
VI.2. LA EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL ESPECIAL.
176. Introducción. El análisis del artículo 10 RD, 
donde se contiene el tratamiento normativo de la
extinción de la relación laboral especial penitenciaria - 
instituto jurídico que ha concentrado el mayor número de 
litigios y, consecuentemente, de pronunciamientos 
judiciales relativos a esta relación laboral-, va a
efectuarse siguiendo el mismo esquema empleado en la
suspensión. Así, en primer lugar se abordará el estudio
de las causas de extinción, algunas de las cuales no
503 En cualquier caso, de los procedimientos de 
trabajo productivo a utilizar en los Centros 
Penitenciarios por indicación del OATPP, el modelo 4.3 
bis sobre Adjudicación de puesto de trabajo vacante al 
interno por suspensión de la relación laboral con el 
titular, contiene expresamente que "la relación laboral 
iniciada con Vd. quedará automáticamente extinguida 
cuando se produzca la reincorporación a su puesto de 
trabajo del titular del mismo o por el transcurso del 
plazo de dos meses en el caso de traslado de Centro 
Penitenciario sin que ésta se haya producido, sin 
perjuicio de las causas de extinción previstas en el 
artículo 10 del Real Decreto 782/2001, de 6 de julio*.
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difieren de las contempladas como causas de suspensión, 
por lo que el estudio del concepto será breve y se
centrará, principalmente, en los conflictos surgidos en
su aplicación y la doctrina judicial nacida a raíz de 
esos conflictos; pasando, a continuación, a analizarse 
los problemas planteados por la forma, los efectos y el 
procedimiento a seguir para impugnar la extinción.
2.1. LAS CAUSAS DE EXTINCIÓN.
177. La presencia de mejoras técnicas en su
redacción. Con la actual norma reglamentaria reguladora 
de la relación laboral especial, además de corregirse 
algunas deficiencias detectadas en su precisa regulación 
por el artículo 152 RP de 1996, ha desaparecido la
dispersión de las causas en varios preceptos que se
producía con la normativa precedente, quedando ahora 
todas ellas incluidas en el artículo 10 RD. Ello no 
significa, sin embargo, que todo hayan de ser parabienes. 
Como podrá constatarse, aún quedan muchos puntos oscuros 
en su regulación.
Por lo demás, cabe apuntar ahora que sólo son dos 
las causas que se introducen de forma novedosa en el
artículo 10 RD,. una en el bloque de las causas laborales 
-apartado l.h)- y otra en el de las penitenciarias -
apartado 2.f)-. Ahora bien, la inclusión de esta última
en el apartado de las penitenciarias, como se constatará, 






178. Sistematización de las mismas. Dentro de las 
causas propiamente laborales de extinción de la relación 
laboral especial penitenciaria, coincidentes en gran 
medida con las que en el artículo 49.1 ET se configuran 
como causas de extinción de la relación laboral común, 
pueden distinguirse distintos supuestos extintivos que, 
con el objeto de facilitar su estudio, podrían 
sistematizarse del modo que sigue: (1) extinción por
voluntad conjunta de interno trabajador y OATPP; (2) 
extinción por imposibilidad personal del interno 
trabajador de continuar con el contrato; (3) extinción 
por voluntad unilateral del interno trabajador; (4) 
extinción por voluntad unilateral del OATPP.
(1) Extinción por voluntad conjunta de interno 
trabajador y OATPP: artículo 10.1.a) b) RD. Se incluirían 
dentro de este bloque la extinción ex artículo 10.1.a) 
por mutuo acuerdo de las partes, y b) por la terminación 
de la obra o servicio.
a) La primera, al igual que sucede en la relación de 
trabajo ordinaria, encapa el valioso reconocimiento por 
la norma reglamentaria de la eficacia extintiva de la 
autonomía de la voluntad en el contrato de trabajo entre 
el interno y el OATPP504 . Y utilizo de modo consciente el 
adjetivo "valioso" porque son pocas las ocasiones en las
504 Como ha puesto de relieve BLASCO PELLICER, La 
individualización de las relaciones laborales, cit., p. 
141, "la autonomía de la voluntad, que hace nacer el
679
Capitulo Tercero
que el Decreto reconoce explícitamente el papel de la 
autonomía de la voluntad de ambas partes, y no sólo la 
del empleador en esta relacióh505 .
b) La segunda causa se asimila al término
resolutorio indeterminado en la medida en que, a priori, 
en el momento en que el contrato comienza a surtir 
efectos no se conoce el día en que necesariamente se
producirá el hecho -la terminación de la obra o servicio-
que acarreará la extinción de la relación.
En cualquier caso, debe recordarse que el criterio 
de la duración de la obra o el servicio encomendado es el 
único que parece garantizar la necesaria flexibilidad que 
exige la actividad laboral penitenciaria, lo que
significa que con el cese de la actividad en el taller 
por cualquier causa -sean, por ejemplo, las económicas, 
tecnológicas, organizativas o productivas no contempladas 
en este artículo 10- se extingue el fundamento -termina 
la obra o servicio- para que la relación continúe, al 
desaparecer el objeto de la misma.
Son muchas, sin embargo, las dudas que suscita esta 
causa de extinción, relativas a las cuatro figuras que 
conforman su régimen jurídico en la relación ordinaria: 
denuncia, preaviso, prórroga automática e indemnización.
contrato de trabajo, es causa suficiente para su 
novación, suspensión y, también, para su extinción".
505 La doctrina, con la que coincido, ha visto en 
ese reconocimiento una manifestación más de la 
voluntariedad en la constitución de esta relación laboral 
especial. Así, SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 433.
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La absoluta falta de previsiones al respecto en el 
Decreto puede significar que la extinción se produce en 
este caso de forma automática una vez terminada la obra o 
servicio, sin necesidad de preaviso alguno y, sobre todo, 
sin que entre en juego el mecanismo de la prórroga 
automática contemplado en el artículo 49.1.c) ET, y ello 
con independencia de que la prestación contratada tuviera 
o no naturaleza temporal506 . Lo mismo cabe decir respecto 
de la indemnización por finalización del contrato 
contemplada en ese mismo artículo 49.1.c) ET, que no 
resultaría de aplicación en este caso.
Ello no obstante, en la práctica penitenciaria la 
extinción de la relación laboral especial por cualquier 
causa ha de ser debidamente documentada507, lo que se 
traduce en la existencia de un Modelo escrito, el 4.5, 
por el que el Director del Centro Penitenciario notifica 
la extinción de la relación laboral al interno, 
asimilándose así a la denuncia, modelo que, en caso de 
que se alegue para la extinción la terminación de la obra 
o servicio, ha de ir acompañado del certificado de que la 
obra o servicio encomendado finalizó, emitido por el 
responsable de producción del OATPP , en el Centro 
Penitenciario.
506 Recuérdese que, en muchas ocasiones, la 
prestación de servicios contratada va referida a trabajos 
cuyo desarrollo en el Establecimiento penitenciario es 
una necesidad permanente y no temporal.
507 Así se dispone en el fax enviado el 9 de julio 
de 2001 por el Presidente del OATPP a los Directores de 




En fin, en el artículo lO.l.b) RD se ha corregido 
la, en palabras de la doctrina508 / "mala técnica 
legislativa" utilizada en el artículo 152.b) RP de 1996, 
donde a esta causa extintiva se sumaba la de la 
expiración del tiempo establecido, siendo que los 
contratos de los internos no se concertaban por tiempo 
determinado.
(2) Extinción por imposibilidad personal del interno 
trabajador de continuar con el contrato: articulo lO.l.d)
RD. Directamente relacionado con el carácter personal de 
la prestación de servicios, la relación laboral se 
extinguirá según el artículo 10.1.d) por muerte, gran 
invalidez o invalidez permanente total o absoluta del 
trabajador penitenciario.
En efecto, cualquiera de estas causas provoca que 
el interno se vea imposibilitado para continuar con la 
prestación objeto del contrato de trabajo, lo que no le 
impide, caso de declararse la invalidez permanente total, 
optar al desempeño de otro puesto de trabajo en profesión 
compatible con la misma.
Para que la incapacidad permanente del interno como 
causa de extinción surta efectos debe ir avalada, como 
también se exige para el trabajador ordinario, por la 
declaración firme de incapacidad permanente en sus 
distintos grados dictada por el órgano de calificación de 
las incapacidades de la Seguridad Social, que deberá 
acompañar al Modelo 4.5 de extinción antes citado.
508 SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial
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La principal diferencia con la relación laboral 
ordinaria se centra en el hecho de que, en el caso que 
nos ocupa, el Decreto no contempla la posibilidad de que 
tal situación de incapacidad permanente sea reversible, 
caso de existir una perspectiva de recuperación del 
interno509, lo que permitiría que, en lugar de la 
extinción, se produjera una ampliación de la situación de 
suspensión del contrato de trabajo derivada de la IT 
durante un período determinado de tiempo. Lo mismo ocurre 
en el caso en que, tras la extinción de la relación, el 
trabajador recupere sus capacidades profesionales de modo 
parcial o pleno. El Decreto no prevé en esos supuestos un 
derecho preferente a la readmisión que pueda afectar al 
orden de prelación previsto en el artículo 3.2.
(3) Extinción por voluntad unilateral del interno 
trabajador: articulo lO.l.e) g) RD. Las causas a incluir 
en este bloque son las contempladas en el artículo
lO.l.e^ por jubilación del interno trabajador, y g) por 
renuncia del interno trabajador. Ambas tienen además en 
común su novedosa redacción respecto de las previsiones 
del RP de 1996, lo que sin duda debería ser indicio de 
alteraciones en su contenido.
e) En efecto, en el RP de 1996 la jubilación del 
interno trabajador no venía contemplada expresamente como
penitenciaria, cit., p. 434.
509 En la relación laboral ordinaria se requiere 
en el artículo 48.2 ET que el órgano de calificación 
considere que la situación de incapacidad pueda ser 
previsiblemente objeto de revisión por mejoría que 
permita su reincorporación al puesto de trabajo.
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causa de extinción. Lo que se recogía en el artículo 
152.e) como causa extintiva era el "haber cumplido el
trabajador penitenciario los sesenta y cinco años", 
situación que venía a asimilarse a un supuesto de 
jubilación forzosa incompatible con el principio de no
discriminación por razón de edad y con el derecho al
trabajo contemplados en el texto constitucional510.
Actualmente, esa situación irregular se ha visto 
corregida, previéndose como causa de extinción, del mismo 
modo que en la relación laboral común, la jubilación - 
voluntaria- del interno trabajador, que habrá de 
producirse cuando cumpla con los requisitos exigidos para 
ello por la normativa de Seguridad Social511.
g) Por lo que se refiere a la renuncia, he de 
señalar que en el artículo 152.k) RP de 1996 se 
mencionaba, sencillamente, la dimisión del interno 
trabajador, lo que, además de no presentar problemas en 
cuanto a su interpretación, había llevado a parte de la 
doctrina a defender el carácter voluntario de esta 
relación laboral especial512, opinión respecto de la que
ya expresé mi avenencia.
510 Véase la crítica efectuada al respecto por 
SOLER ARREBOLA, La relación laboral especial 
penitenciaria, cit., pp. 447-450.
511 Con relación a la cobertura de la jubilación, 
véase el artículo 19 RD sobre Acción protectora de la 
Seguridad Social para los internos trabajadores.
512 CAMPS RUIZ, "La relación laboral 
penitenciaria", cit., p. 52; SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., pp. 88 y 436; 
RODRÍGUEZ MESA, "La relación laboral especial de los
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Aun cuando esta última idea creo que puede seguir
r
defendiéndose a pesar de la utilización por ese artículo
lO.l.g) RD de un sustantivo novedoso para esta causa, 
habría de buscarse el significado y la finalidad del 
cambio semántico. En realidad, ¿en qué difiere la 
dimisión de la renuncia en cuanto causa extintiva? Y, si 
no difieren en nada, ¿cuál ha sido la intención del
Gobierno al darle esa nueva redacción?
La dimisión es conceptuada unánimemente como la 
manifestación de voluntad del trabajador que demuestra su 
deliberado propósito de dar por terminado el contrato513, 
y que el Estatuto de los Trabajadores sujeta al 
cumplimiento de un requisito formal, el preaviso, sin
cuya concurrencia nos encontraríamos ante un supuesto de 
abandono que, si bien también extingue la relación de 
trabajo, exige un mayor cuidado y detenimiento a la hora / 
de valorar la intencionalidad de la actuación del
trabajador. Por su parte, la renuncia, en palabras de la 
doctrina civil514, es el negocio jurídico unilateral y 
dispositivo cuyo efecto inmediato es producir una
penados en instituciones penitenciarias", cit., p. 52. 
Véase en este punto el Capítulo Segundo, apartado
III.2.2.3.4.
513 Por todos, ALBIOL MONTESINOS en ALBIOL
MONTESINOS, CAMPS RUIZ, LÓPEZ GANDÍA Y SALA FRANCO, 
Derecho del Trabajo. Tomo II. Contrato individual, cit., 
p. 558.
514 DIEZ PICAZO, L. y GULLÓN BALLESTEROS, A.,




sustancial modificación en la relación jurídica 
preexistente: la pérdida o extinción del derecho.
Con relación a la renuncia, aquello que en el 
derecho común se configura como solución jurídica 
tradicional515 -el que todo derecho, salvo excepciones, 
sea renunciable-, en el Derecho del Trabajo ha sido 
sustituido por el principio contrario, esto es, que 
ningún derecho laboral puede ser renunciado salvo 
excepciones.
En cualquier caso, el artículo lO.l.g) RD está 
haciendo referencia, parece, a la renuncia al puesto de 
trabajo concreto que el interno está desempeñando, y no a 
un supuesto de renuncia al derecho a un trabajo 
remunerado reconocido a los reclusos en el artículo 25.2 
CE, dado que, dotado éste del carácter de derecho 
fundamental, resulta irrenunciable. Y es que, además, en 
palabras del Tribunal Constitucional516 la renuncia es un 
acto definitivo e irrevocable. Por este motivo, aun 
cuando no trate de configurarse una causa diferente en 
cuanto a su concepto -en definitiva, se hable de dimisión 
o de renuncia, se trata de una manifestación de la 
voluntad del interno trabajador de dar por extinguida la 
relación laboral-, sorprende el uso del término renuncia, 
que tantas connotaciones negativas posee en el
515 Véase esta idea en DE LA VILLA GIL, L.E., "El 
principio de irrenunciabilidad de los derechos 
laborales", en Revista de Política Social, n2 85/1970, p. 
26; también, en BLASCO PELLICER, La individualización de 
las relaciones laborales, cit., p. 285.
516 Sentencia 11/1981, de 8 de abril.
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ordenamiento jurídico laboral, en lugar del clásico 
dimisión. Quizá la razón resida, tan sólo, en la 
circunstancia de que el Decreto no requiere del 
cumplimiento de plazo de preaviso alguno para expresar la 
renuncia.
Por lo que se refiere a los problemas que plantea el 
abandono del puesto de trabajo por el interno como causa 
de extinción, éste puede ser interpretado de forma 
diversa en función de cómo se haya producido. Así, cabe 
que no sea contemplado como un mero supuesto de dimisión 
sin preaviso susceptible de generar consecuencias 
indemnizatorias por los daños y perjuicios causados al 
empresario -lo que resulta coherente con la omisión 
reglamentaria de la exigencia del citado preaviso-, sino 
como una actuación del trabajador que tiene consecuencias 
disciplinarias; en concreto, que provoca la extinción de 
la relación laboral por razones disciplinarias517.
Existe sin embargo doctrina judicial en la que sí se 
ponen de manifiesto las dificultades de valoración del 
abandono en cuanto manifestación de la voluntad de un 
interno trabajador de extinguir el contrato que le 
vincula al OATPP. Así, en la sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 31 de 
diciembre de 2002 (JUR 2003X208331), en Voto Particular
517 Véase en este sentido la sentencia del 
Tribunal Supremo de 30 de octubre de 2000 (RJ/9658) , en
la que se reconoce a las razones disciplinarias como la 
causa de extinción de la relación laboral especial de un 
interno trabajador que, según consta en los hechos 
probados, "abandonó su puesto de trabajo y se dirigió al 
patio por entender que no había material".
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entiende la Magistrada que lo formula, en contra de la 
opinión de la Sala -la cual da por buena la sentencia de 
instancia en la que se considera que el cese del recluso 
se debió a su propia voluntad-, que la Sala debiera haber 
estimado la demanda interpuesta por el recluso "por falta 
de prueba de su abandono del puesto de trabajo o de 
motivo alguno legal que posibilitara la extinción de su 
prestación de servicios".
(4) Extinción por voluntad unilateral del OATPP: 
articulo lO.l.c) f) h) RD. Las tres causas laborales de 
extinción de la relación laboral especial que restan por 
analizar coinciden parcialmente con algunas de las 
incluidas en el "conjunto de extinciones causales a 
iniciativa del empleador"518, que tanto para la 
jurisprudencia como para cierto sector de la doctrina 
entran dentro de un concepto amplio de despido519: en
518 Cfr. CRUZ VILLALÓN, RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO y 
GÓMEZ GORDILLO, Estatuto de los Trabajadores comentado, 
cit., p. 637.
519 Véase la construcción amplia del término 
despido, entendido como la extinción del contrato de 
trabajo por voluntad del empresario unilateral, en la 
obra clásica de ALONSO OLEA, M. , El despido (un estudio 
de la extinción del contrato de trabajo por voluntad del 
empresario), Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 
1957. Acerca de la opinión jurisprudencial, véase para la 
anterior a la unificación de doctrina a GARCÍA MURCIA, 
J., "Sobre el concepto jurisprudencial de despido y sus 
consecuencias procesales", en Revista Española de Derecho 
del Trabajo, n2 52/1992, pp. 191-224; y para la 
posterior, DESDENTADO BONETE, A. Y DE LA PUEBLA PINILLA, 
A., Despido y jurisprudencia: la extinción del contrato 
de trabajo en la unificación de doctrina, Lex Nova, 
Valladolid, 2002, quienes expresamente mantienen en p. 23 
que "las reglas del despido disciplinario se han 
convertido en el centro de gravedad de toda la extinción
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concreto, coinciden con las causas objetivas de extinción 
previstas en el artículo 52.a) y b) ET -las cuales
responden a carencias profesionales del trabajador-, y
con la fuerza mayor del artículo 49.1.h) ET.
Así, en el artículo lO.l.c) RD se contempla como
causa extintiva la ineptitud del interno trabajador
conocida o sobrevenida con posterioridad al desempeño del 
puesto de trabajo adjudicado. Coincide fielmente con la 
prevista en el artículo 52.a) ET como causa objetiva de 
extinción del contrato, por lo que, en principio, nada 
habría que referir al respecto, resultando aplicable la 
doctrina jurisprudencial y científica en la materia.
Sin embargo, la interpretación que de esta causa se 
ha hecho en ocasiones por la doctrina judicial se aparta 
conscientemente del concepto jurisprudencial de 
ineptitud520 . Así, por ejemplo, el Tribunal Superior de 
Justicia de Cantabria en sentencia de 14 de diciembre de 
2000 (AS 2001\650) , en un supuesto en que el interno 
había sido cesado por esta causa, residenciándola en el 
hecho de que "no acata las normas del taller", sostiene 
que "no debe tomarse en el sentido en que lo entiende la
del contrato de trabajo bien por remisión expresa (...), 
o bien por la fuerza atractiva institucional que otorga a 
esas reglas un carácter de regulación común, al menos 
para las causas invocadas por el empresario".
520 Para el Tribunal Supremo, en sentencia de 2 de 
mayo de 1990 (RJ/3937), la ineptitud se refiere a "una
inhabilidad o carencia de facultades profesionales que 
tienen su origen en la persona del trabajador, bien por 
falta de preparación o de actualización de sus 
conocimientos, bien por deterioro o pérdida de sus 
recursos de trabajo -rapidez, percepción, destreza, 
capacidad de concentración, etc.-".
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parte recurrente, como ineptitud para el trabajo en 
sentido estricto, sino como ineptitud de adaptación a la 
normativa penitenciaria reguladora de la relación 
especial de trabajo que nos ocupa, incumpliendo los fines 
de la misma".
Ahora bien, el propio Tribunal reconoce que dicha 
conducta del interno -la de no acatar las normas del 
taller- podría haberse encuadrado en otros apartados del 
artículo 152 RP de 1996 "qrue hacen referencia a hechos 
que encajan perfectamente en incumplimientos 
contractuales propios del despido disciplinario", 
habiéndose finalmente calificado de ineptitud "por ser la 
más benévola para el recluso".
Lo mismo puede decirse de la sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia del País Vasco de 9 de abril de 2002 
(AS/2011), donde, sin entrar en el análisis de la 
existencia de causa extintiva, sí recoge entre los hechos 
probados el que la decisión fue tomada por ineptitud del 
interno trabajador conocida o sobrevenida "ya que 
utilizando su puesto de trabajo efectuaba anotaciones a 
los internos que realizan la colocación de protecciones 
en cableados, cantidades muy superiores a las realizadas, 
con la clara finalidad de beneficiarse económicamente de 
trabajos no realizados". ¿No pudiera estarse en ese caso 
ante un supuesto de transgresión de la buena fe 
contractual, antes que de ineptitud? Cierto es, sin 
embargo, que en aquél entonces esa circunstancia no era 
contemplada entre las causas de extinción por la 




Lo que parece latir en el fondo de estas opiniones 
judiciales -y que, como se verá en breve, no son las 
únicas en ese sentido- es una falta de rigor judicial en 
la exigencia de motivación y el control de las razones de 
la extinción cuando el trabajador cuyo contrato se
extingue es un interno en un Establecimiento 
penitenciario.
Por su parte, el artículo lO.l.h) RD introduce una 
nueva causa con relación al RP de 1996. Es la de la falta 
de adaptación del trabajador a las modificaciones
técnicas operadas en su puesto de trabajo, siempre que 
hayan transcurrido, como mínimo, dos meses desde que se 
introdujo la modificación, causa coincidente en parte con 
la prevista en el artículo 52.b) ET521 y que se configura 
como una variante de la causa anterior, desencadenada en 
este caso por cambios técnicos que el trabajador es 
incapaz de asumir.
Su novedosa inclusión podría responder al quizá
elevado número , de casos en los que, en la práctica 
penitenciaria, dicha falta de adaptación se produce, y 
que difícilmente encuentran acomodo en otras causas de
extinción.
521 La doctrina ha señalado que no asume todo su 
contenido, al no recoger "la posibilidad de suspensión 
del contrato hasta un máximo de tres meses para 
perfeccionamiento profesional" . Véase SOLER ARREBOLA, "El 
tardío desarrollo reglamentario laboral de la relación 
especial de los internos en prisiones", cit., p. 89.
691
Capitulo Tercero
Finalmente, se recoge como causa de extinción, en el 
artículo lO.l.f) RD, la fuerza mayor que imposibilite 
definitivamente la prestación del trabajo. Su inclusión 
dentro de este cuarto bloque obedece a que la adopción de 
la decisión de extinguir el contrato por fuerza mayor, 
tras juzgar que la ejecución del mismo por el trabajador 
se ha convertido definitivamente en imposible, 
corresponde de modo unilateral al empresario de la 
relación especial.
Analizado el concepto cuando las causas de 
suspensión, es de destacar ahora que la diferencia 
fundamental en el régimen jurídico de la misma respecto 
de su presencia como causa de extinción en la relación 
laboral ordinaria se sustancia en la innecesariedad de 
constatación de la misma por la Autoridad Laboral, 
cualquiera que sea el número de internos trabajadores 
afectados522, lo que supone la aplicación en el ámbito de 
la relación laboral especial penitenciaria del juego 
automático de la fuerza mayor, a diferencia de lo que 
sucede en el resto del orden laboral.
2.1.2. CAUSAS PENITENCIARIAS.
179. La extraña lógica empleada por el Gobierno en 
su sistematización. En el artículo 10.2 RD se han
522 Diferencia también apuntada por SOLER 
ARREBOLA, La relación laboral especial penitenciaria, 
cit., p. 435, quien infiere de ello nuna mayor atribución 
de facultades al empresario penitenciario, así como una 
desprotección en las garantías del interno-trabajador 
respecto a las que posee el sujeto que presta sus 
servicios en la relación común".
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ordenado las que, a primera vista, cabría calificar como
causas penitenciarias de extinción del contrato de
r
trabajo, por su conexión con ciertas vicisitudes que 
pueden producirse en la situación penitenciaria del 
interno trabajador durante su estancia en prisión y que, 
como se verá, inciden de forma directa en su relación de 
trabajo de forma tal que imposibilitan su desarrollo o 
resultan incompatibles con la misma.
Salvo una, todas venían contempladas en el artículo 
152 RP de 1996, si bien de una forma más desordenada en 
la medida en que, entre ellas, se incluía alguna otra, 
como la dimisión del interno trabajador, que en puridad 
formaba parte del grupo de las causas propiamente 
laborales.
Ahora bien, la que pudiera haber resultado una 
aceptable sistematización de las causas pierde ese 
carácter con la introducción, como novedad del Decreto, 
de una causa cuya presencia debiera darse, en mi opinión, 
entre las laborales y no entre las penitenciarias. Estoy 
refiriéndome a la contemplada en el apartado f) de este 
artículo 10.2: el incumplimiento de los deberes laborales 
básicos en la relación laboral especial penitenciaria.
180. Análisis de la causa contemplada en el articulo
10.2.£) RD y critica a su chocante ubicación sistemática.
¿Qué posee en común esta causa extintiva con las 
cuestiones de régimen y de tratamiento penitenciario que 
subyacen en el fondo del resto de causas penitenciarias 
de extinción? En verdad que no encuentro nexo teórico 
alguno que lleve a incluir en el bloque de las
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penitenciarias a este causa extintiva.
Evidentemente, el incumplimiento de los deberes 
laborales básicos puede materializarse en conductas o 
actos del interno trabajador como la desobediencia, la 
falta de productividad, el bajo rendimiento, las
ausencias injustificadas al trabajo523 , que pudieran ser 
al tiempo constitutivas de falta sancionable en el
régimen disciplinario general penitenciario,
circunstancia que bien pudiera generar, además de una 
sanción en el marco de dicho régimen disciplinario, la 
extinción del contrato por razones de disciplina y 
seguridad penitenciaria524 . Ahora bien, si eso es lo que 
tenía el Gobierno en mente al redactar la nueva norma 
reglamentaria, resultaba a mi juicio innecesaria la 
incorporación de esta causa en el bloque de las 
penitenciarias pues la otra, la de las razones de 
disciplina y seguridad penitenciaria, ya estaba presente 
como causa de extinción en el RP de 1996 y sigue
estándolo en el RD 782/2001525.
523 Véanse ejemplos de estas conductas en las 
sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia: de 
Aragón de 24 de marzo de 1999 (AS/1181) y de 14 de abril 
de 1999 (AS/1864) ; de Galicia de 16 de julio de 2001 
(AS/1929) y de 13 de septiembre de 2001 (JUR 2002X33673); 
de Madrid de 29 de noviembre de 2002 (AS 2003\1441) ; de 
Comunidad Valenciana de 31 de diciembre de 2002 (JUR 
2003X208331); o de Asturias de 24 de octubre de 2003.
524 En torno a esta idea de las consecuencias 
disciplinarias en los dos ámbitos, el laboral y el 
penitenciario, véase supra en este Capítulo, V.3.5., 
donde se analiza el poder disciplinario del OATPP.
525 Véase esta idea en SOLER ARREBOLA, "El tardío 
desarrollo reglamentario laboral de la relación especial 
de los internos en prisiones", cit., p. 91, de forma
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Y es que, en mi opinión, que resulta compartida por 
parte de la doctrina científica526 así como por parte de 
la judicial, aún minoritaria527 , esta causa resulta 
asimilable al despido disciplinario en cuanto que los 
incumplimientos que prevé como desencadenantes de la 
actuación empresarial lo son de las obligaciones
atenuada en cuanto a las conclusiones que de ella extrae 
ya que tan sólo señala la estrecha vinculación entre 
ambas causas.
526 En el caso de la doctrina científica, son 
escasos todavía los pronunciamientos sobre la materia. 
Así, véase DESDENTADO BONETE y DE LA PUEBLA PINILLA, 
Despido y jurisprudencia: la extinción del contrato de 
trabajo en la unificación de doctrina, cit., p. 32. Debo 
señalar, sin embargo, que, en sus obras posteriores a la 
promulgación del Decreto en las que abordan esta materia, 
ni SOLER ARREBOLA ni RODRÍGUEZ MESA manifiestan opinión 
conforme con esta idea.
527 Y entre la igualmente escasa doctrina judicial 
es postura minoritaria, porque sigue aplicándose, a pesar 
de haberse producido una modificación de la norma 
reguladora, la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
contenida en las sentencias de 5 de mayo de 2000 
(RJ/2771) , 25 de septiembre de 2000 (RJ/8216) y 30 de
octubre de 2000 (RJ/9658) , por las que se declara la no
aplicación en esta relación laboral especial de la figura 
del despido. Así, aplicando de forma automática esa línea 
jurisprudencial, a pesar del cambio normativo, véanse las 
senténcias de los Tribunales Superiores de Justicia de 
Galicia, de 13 de septiembre de 2001 (JUR 2002\33673); de 
Madrid, de 29 de noviembre de 2002 (AS 2003\1441) ; o de 
Aragón, de 5 de febrero de 2003 (AS/854). Manteniendo por 
el contrario una nueva postura, si bien únicamente en el 
Voto Particular, la sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de la Comunidad Valenciana de 31 de diciembre de 
2002 (JUR 2003\208331), en cuyo Voto Particular se 
dispone que "el actual art. 10.2. f del Real Decreto (...) 
está haciendo una referencia, por asimilación, a los 




contractuales del interno trabajador528 -¿qué otra cosa 
son, si no, los deberes de "cumplir con las obligaciones 
concretas de su puesto de trabajo, con arreglo a las
reglas de la buena fe, diligencia y disciplina* o de
"cumplir las órdenes e instrucciones del personal...*, 
por poner dos ejemplos, de entre los señalados en el
artículo 6 RD?-, y lo que producen, y hasta justifican, 
es la extinción del contrato por voluntad unilateral del 
empresario en respuesta a esas conductas o actos del
interno. Coincide ello de forma palmaria con el concepto 
de despido disciplinario manejado por la doctrina529 .
A mayor abundamiento, para justificar esta causa de 
extinción no se prevé, en la práctica penitenciaria, 
exigencia formal distinta a la de los informes de los 
responsables de producción del OATPP en el Centro 
penitenciario que avalen fehacientemente la situación que 
justifica la extinción530 . En otras palabras, no se 
contempla la participación en la adopción de la decisión
528 En palabras de ALONSO OLEA, El despido (un
estudio de la extinción del contrato de trabajo por 
voluntad del empresario), cit., p. 118,' "se trata de un 
incumplimiento contractual, esto es, de que el trabajador 
no cumple con las obligaciones que en virtud del contrato 
de trabajo ha asumido*.
529 Por todos, ALONSO OLEA, ult. ob. cit., p. 108, 
para quien el despido "es el modo de extinción que se 
corresponde o tiene su causa en un incumplimiento 
contractual, causa en la que por hipótesis ha de haber 
incidido el trabajador, puesto que la decisión de
despido, por definición, se adopta unilateralmente por el 
empresario".
530 Pues así se establece en el fax enviado el 9
de julio de 2001 por el Presidente del OATPP a los
Directores de Centros penitenciarios.
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extintiva de sujetos ajenos a la relación de trabajo, lo 
que ha de interpretarse en el sentido de que tal decisión 
se adopta unilateralmente por el empresario, a diferencia 
de lo que pudiera ocurrir con la decisión de extinguir 
por las restantes causas penitenciarias, decisión en cuya 
adopción participan, bien sea que de forma indirecta, 
sujetos ajenos a la relación laboral.
Por todos estos motivos, entiendo que su 
incorporación debiera haberse producido entre las causas 
laborales, y no entre las penitenciarias.
Cuestión distinta es la de si con su inclusión y con 
el escaso tratamiento que se le da por la norma 
reglamentaria se respetan los principios de tipicidad y 
proporcionalidad, como ya expuse supra531, siendo que esta 
causa debe ser considerada manifestación del poder 
disciplinario empresarial. Parecería que la tesis 
mantenida por el Gobierno al incorporar de modo tan 
indeterminado, tan impreciso, esta causa extintiva al 
listado del artículo 10 RD es la de que, si se coincide 
en que el despido disciplinario es una resolución del 
contrato de trabajo por incumplimiento contractual del 
trabajador, cualquier tipo de incumplimiento pudiera ser 
causa del mismo. Sin embargo, ello no genera en realidad 
otra situación que la inseguridad jurídica, pues en el 
precepto no quedan perfectamente precisados los actos o 
conductas del trabajador que pueden desencadenar la
531 En este mismo Capítulo, apartado V.3.5.
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adopción de la decisión extintiva por esta causa532 . Y es 
que, además, no hubiera hecho falta una tipificación 
exhaustiva de tales actos o conductas, sino la mera 
calificación de los incumplimientos, sancionables con la 
extinción, como graves y culpables. Del mismo modo, la 
gradación de las conductas sancionables resultaría 
necesaria si se pretende observar el principio de 
proporcionalidad.
El interrogante que queda en el aire es el de cuál 
habrá podido ser la razón que ha provocado su extraña 
ubicación sistemática. Y no se me ocurre otra respuesta 
que la intención -fallida, a mi juicio- de evitar su 
automática apreciación como despido disciplinario, 
valoración que se produciría de modo instantáneo, creo, 
en el caso de que se hubiera contemplado entre las causas 
laborales.
Esa intención evasiva del Gobierno resultaría 
perfectamente coherente con la que hasta ahora es la 
única línea jurisprudencial en la materia533 , contenida en
532 Lo que resulta necesario pues, como señala 
SOLER ARREBOLA, J.A., "El despido en la relación laboral 
especial penitenciaria (Comentario a la sentencia del 
Tribunal Supremo de 5 de mayo de 2000)", en Tribuna 
Social, n2 121/2001, p. 42, con ello se ofrecería "una 
mayor seguridad jurídica, otorgando al interno unas 
mayores garantías al tener que basarse la decisión 
empresarial en unos tipos delimitados normativamente".
533 Un estudio en profundidad de la misma en SOLER 
ARREBOLA, "El despido en la relación laboral especial 
penitenciaria (Comentario a la sentencia del Tribunal 
Supremo de 5 de mayo de 2000)", cit., pp. 37-44. También 
puede verse, aun cuando discrepo de sus planteamientos, 
ELIAS ORTEGA, A. , "El despido en la relación laboral
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las sentencias del Tribunal Supremo de 5 de mayo de 2000 
(RJ/2771) , 25 de septiembre de 2000 (RJ/8216) y 30 de
octubre de 2000 (RJ/9658) , por las que se declara la no
aplicación en esta relación laboral especial de la figura 
del despido y tampoco, consiguientemente, de la modalidad 
procesal de despido, fundamentándola en la falta de 
remisión expresa desde el RP de 1996 -que era la norma a 
analizar por ser la entonces aplicable- a la normativa 
del ET reguladora del despido y "siendo claro que el 
envío a la Ley de Procedimiento Laboral que se contiene 
en el transcrito artículo 134.5 (idéntico al actual 1.5 
RD) no puede contradecir el núm. 4 del mismo precepto 
(idéntico al actual 1.4 RD) pues una interpretación 
racional del núm. 5 conduce a considerar que se está 
refiriendo a cuestiones litigiosas de carácter sustantivo 
que previamente hayan sido acotadas por las previsiones 
directas o por reenvío del Reglamento Penitenciario. Y es 
que el despido es una figura de derecho material o 
sustantivo y regulado en los artículos 54 y siguientes 
del Estatuto de los Trabaj adores, aunque la Ley de 
Procedimiento Laboral (...) reproduzca en parte el 
contenido de ley sustantiva".
Entiendo, sin embargo, que esta opinión 
jurisprudencial, que en aquella coyuntura pudiera haber 
tenido cierto fundamento, debiera ser revisada tras la 
inclusión de la causa extintiva prevista en el artículo
10.2.f) RD y su asimilación al despido disciplinario.
especial penitenciaria", en Actualidad Jurídica Aranzadi, 
n2 469/2001, pp. 4-6.
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Además, como ha puesto de manifiesto recientemente 
el Juzgado de lo Social na 30 de Madrid, en sentencia de 
27 de junio de 2003 (AS/3665), "el despido, desistimiento 
o extinción cuenta en cada Una de las relaciones 
especiales con una regulación básica al respecto, 
reconociéndose procedente, nulo o improcedente el acto 
extintivo, con derecho a unas determinadas 
indemnizaciones. En relación laboral especial de los 
penados no hay regulación alguna, en una manifestación 
patente de desviación infra vires*, situación que pudiera 
ser corregida mediante el reconocimiento jurisprudencial 
de la figura del despido y la consiguiente aplicación en 
esta relación laboral de la modalidad procesal de despido 
y de los efectos de su calificación como procedente, 
improcedente o nulo.
Y es que, como continúa diciendo el Juzgado de lo 
Social en la sentencia precitada, "la ausencia de 
regulación expresa en el Reglamento no puede conducir, 
sin más, a que el amparo judicial sea puramente simbólico 
o platónico en frontal oposición al derecho fundamental a 
la tutela judicial efectiva* -que, en mayor o menor 
medida, es lo que ha venido sucediendo con la regulación 
de la extinción por el RP de 1996534-, siendo necesario 
integrar esa laguna normativa.
534 Denuncia SOLER ARREBOLA, "El despido en la 
relación laboral especial penitenciaria (Comentario a la 
sentencia del Tribunal Supremo de 5 de mayo de 2000)", 
cit., p. 43, que "al no revisarse judicialmente la 
justificación de la medida -consecuencia de la no 
aplicación del procedimiento de despido disciplinario 
establecido en el TRLPL y la motivación requerida, entre 
otros, en el artículo 105 de esta norma-, la impugnación
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No es ésta, sin embargo, la apreciación mayoritaria
r
de la doctrina judicial emitida hasta ahora en aplicación 
del Decreto o haciendo referencia al mismo aunque aborde 
en el fondo la regulación reglamentaria anterior, 
doctrina que sigue aplicando fielmente la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo535 . Habrá que esperar a que alguno de 
estos asuntos llegue ante el alto Tribunal en unificación 
de doctrina para constatar si se produce o no un cambio 
en la línea jurisprudencial mantenida hasta ahora.
181. Análisis de las restantes causas penitenciarias 
de extinción de la relación laboral. Aparte de la causa 
cuyas contradicciones he venido comentando hasta este 
momento, el artículo 10.2 RD contempla como causas 
penitenciarias de extinción las siguientes:
a) En primer lugar, la excarcelación del trabajador 
penitenciario. Como se expuso en este Capítulo, la 
cualidad que distingue al sujeto trabajador de esta 
relación laboral especial es la de estar recluido en un 
Establecimiento penitenciario, y la que distingue al 
objeto de la misma es que la prestación de servicios 
tiene lugar en un taller productivo ubicado en dicho 
Establecimiento. La imbricación de ambos requisitos
del interno, en la mayoría de las ocasiones, debiera ser 
denegatoria de sus pretensiones".
535 Véanse las sentencias de los Tribunales 
Superiores de Justicia de Galicia, de 13 de septiembre de
2001 (JUR 2002\33673) ; de Madrid, de 29 de noviembre de
2002 (AS 2003\1441) ; de Aragón, de 5 de febrero de 2003 




motiva que la puesta en libertad del interno, por haber 
cumplido en su totalidad o parcialmente la condena 
impuesta en el caso de los penados o por haberse recibido 
en el Centro penitenciario el mandamiento de libertad en 
el caso de los preventivos, genere la extinción de la 
relación especial al desaparecer las condiciones que 
están en la génesis de la misma.
Ello no obstante, quisiera resaltar la falta de 
correlación semántica entre este artículo 10.2.a) RD y el 
RP de 1996536, pues en esta última norma reglamentaria el 
término excarcelación hace referencia principalmente a 
los detenidos -excluidos de la posibilidad de entablar 
esta relación laboral-, utilizándose sin embargo para los 
preventivos y penados -que son los internos cuya 
situación procesal les permite ser sujetos de esta 
relación laboral especial- el término libertad.
b) La segunda causa penitenciaria es la contratación 
con empresas del exterior en el caso de internos 
clasificados en tercer grado. Poco hay que comentar de 
esta causa pues, al estudiar el ámbito subjetivo de esta 
relación laboral, se analizó in extenso la influencia de 
la situación penitenciaria del interno en su capacidad 
para ser sujeto de la relación.
Tan sólo resta por señalar lo evidente: que aunque 
la clasificación en tercer grado no provoca la extinción 
automática de la relación laboral especial, pues no va 
unida necesariamente a la obtención de un puesto de
536 Artículos 22 a 30 RP de 1996.
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trabajo en el exterior, el hecho de entablar, cuando se 
está en régimen abierto, una relación laboral común con 
una empresa del exterior sí origina la extinción de modo 
inmediato537 .
c) La tercera causa penitenciaria de extinción, 
prevista en el artículo 10.2.c) RD, es la de las razones 
de tratamiento apreciadas por la Junta de Tratamiento.
Al tratarse de una causa cuyo concepto ya fue 
abordado al efectuar el análisis de las causas de 
suspensión, pues en definitiva se trata de las mismas 
razones, si bien en este caso, en lugar de provocar la 
suspensión promueven directa o subsidiariamente la 
extinción -pues nada impide a la Junta de Tratamiento 
transformar una inicial recomendación de suspensión por 
una posterior de extinción de la relación laboral 
especial, si observa razones de tratamiento para ello-, 
me centraré brevemente en la doctrina judicial que su 
utilización ha engendrado. De ella he de destacar su 
escasez, dado que son únicamente dos las sentencias en 
las que se contempla la alegación expresa de las razones 
de tratamiento como causa de extinción del contrato de 
trabajo del interno.
537 En el mismo sentido, SOLER ARREBOLA, La 
relación laboral especial penitenciaria, cit., pp. 437- 
438, quien utiliza como argumentos de refuerzo el 
reducido número de horas que permanece el interno en el 
Centro penitenciario o el elevado índice de desocupación.
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Una de ellas538 resulta irrelevante a los efectos de 
este análisis concreto, si bien no lo es tanto para el 
estudio de la teoría general de la extinción en esta 
relación laboral especial en la medida en que señala el 
Juzgador que la comunicación de la extinción produciría, 
caso de tratarse de una relación laboral común -y la 
conclusión no habría de ser sustancialmente distinta para 
la especial penitenciaria-, la declaración de 
improcedencia por razones formales pues se limita a 
reproducir literalmente el texto de la causa de extinción 
prevista en el Decreto, "sin la menor concreción o 
sugerencia útil" en cuanto a los hechos que la motivan. 
Resalta así el cambio de tendencia que en esta sentencia 
se percibe con relación a la usual falta de rigor 
judicial en la exigencia de motivación de la extinción, 
cambio que espero se convierta en expresión habitual.
La otra sentencia539 , sin embargo, nos da una muestra 
de aquello en que pueden consistir las razones de 
tratamiento, Así, se concreta la causa en la "prioridad 
del tratamiento de la toxicomanía que se encuentra en el 
inicio de la actividad delictiva en cumplimiento sobre 
otros contenidos de la privación de libertad", lo que 
para el órgano judicial justifica la decisión adoptada 
por la Junta de Tratamiento.
538 La del Juzgado de lo Social nfi 30 de Madrid, 
de 27 de junio de 2003 (AS/3665).
539 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 




Puede mantenerse así que se está en presencia de 
razones de tratamiento cuando se constata la existencia 
en el interno de carencias o necesidades para cuya 
superación se estime ineludible emplear el tiempo que 
éste invierte en el desarrollo de actividad laboral. Y el 
efectuar dicha constatación y consiguiente estimación 
compete, por supuesto, a la Junta de Tratamiento.
d) La cuarta causa penitenciaria de extinción, 
recogida en el artículo lO.l.d), es la del traslado del 
interno trabajador a otro establecimiento penitenciario 
por un período superior a dos meses.
Igual que sucede en la anterior, nada hay que 
resaltar más allá de la exigencia temporal del transcurso 
de los dos meses para que se produzca la extinción, lo 
que exige especificación en ese sentido en el acuerdo de 
traslado adoptado por el órgano competente para ello540 .
540 Al respecto, véase la sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón de 5 de febrero de 2003
(AS/854) y el comentario a la misma de SOLER ARREBOL^.,
J.L., "El traslado como causa de extinción de la relación 
laboral especial de los internos que realicen actividades 
laborales en talleres penitenciarios", en Aranzadi 
Social, na 5/2003. Este mismo autor, en La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 440, se mostraba 
crítico con los efectos extintivos del traslado, al no 
entender la necesidad de ruptura y creación de un nuevo 
vínculo en el Centro de destino si los elementos
subjetivos de la relación son los mismos y a veces, 
también, la prestación de servicios. Creo, sin embargo, 
que ello obedece a que los Centros no tienen la misma 
capacidad productiva ni albergan el mismo número de 
talleres, ni en éstos se desarrolla la misma actividad, 
por lo que no siempre queda garantizado un puesto de 




e) Por último, la quinta causa penitenciaria de 
extinción, señalada en el artículo lO.l.e) RD, es la de 
las razones de disciplina y seguridad penitenciaria. Aun 
cuando también podrían darse por reproducidos los 
comentarios efectuados al respecto de esta causa de 
extinción al analizar el poder disciplinario del OATPP, 
como se hizo al hilo de su inclusión entre las causas de 
suspensión, conviene detenerse en la misma dada la 
existencia de doctrina judicial en la que directamente se 
alude a ella, a los efectos de observar si esta doctrina 
aporta algo significativo a las conclusiones que en aquel 
momento se infirieron del análisis.
Recuérdese, a modo de resumen541, que entonces se 
sostuvo que el régimen disciplinario general previsto en 
la normativa penitenciaria resulta aplicable cuando las 
infracciones que el RP de 1981 contempla como faltas 
punibles se cometen en el ámbito en que los internos 
desarrollan su prestación de trabajo, es decir, en los 
talleres productivos, siendo factible en esos casos que 
la conducta infractora sea sancionada por la Comisión 
Disciplinaria del Establecimiento penitenciario, la cual 
se guía en su quehacer por la normativa penitenciaria, y 
pudiendo repercutir de forma simultánea en la relación de 
trabajo, al dictaminarse por el OATPP la suspensión o la 
extinción de la relación laboral especial por razones de 
disciplina, optando el empleador por una u otra medida en
541 In extenso, véase este mismo Capítulo, 
apartado V.3.5. Opinión similar manifiesta, como también 
se puso de relieve entonces, SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 443.
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función de la existencia o no de acuerdo de la Comisión 
Disciplinaria a favor de la extinción542 .
Igual sucede en el caso de las razones de seguridad 
penitenciaria, desde el momento en que la vulneración por 
un interno de las medidas de seguridad existentes en el 
seno de los Establecimientos penitenciarios suele 
producir la aplicación del régimen disciplinario general, 
pudiendo causar, a su vez, la suspensión o la extinción 
sólo cuando la actuación vulneradora se produzca en el 
marco de la prestación de servicios en los talleres 
productivos543 .
Pues bien, de las diversas sentencias en las que, al 
negarse la existencia en esta relación laboral especial 
de la figura del despido, no se entra en la discusión 
acerca de la justificación o no de las razones de 
disciplina y seguridad penitenciaria alegadas entonces 
por la Junta de Tratamiento para extinguir la relación, 
únicamente en dos los hechos imputables al recluso son 
cometidos en el ámbito de la prestación de servicios544,
542 Lo que se infiere de fax enviado el 9 de julio 
de 2001 por el Presidente del OATPP a los Directores de 
Centros Penitenciarios.
543 En ese sentido, SOLER ARREBOLA, La relación 
laboral especial penitenciaria, cit., p. 445.
544 Sentencias de los Tribunales Superiores de 
Justicia de Cantabria, de 30 de diciembre de 2000 
(AS/4518) , en la que la causa alegada fue la actitud 
manipuladora y extorsionista en el puesto de trabajo, por 
hechos tales como la desatención de las indicaciones de 
un interno con más experiencia acerca de cómo hacer el 
trabajo, o la protesta contra las instrucciones del 
Monitor del taller o por no querer trabajar en cadena; y
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siendo que, en las restantes, o bien no constan los 
motivos concretos que llevan a tomar la decisión 
extintiva545, o bien se residencian en el hallazgo durante 
un registro en la celda de un objeto punzante de unos 20 
cm. de longitud escondido en el colchón546 , o bien en 
sanción disciplinaria motivada por resistencia activa y 
grave al cumplimiento de órdenes, fuera del marco de la 
relación laboral, sanción revocada después por el Juez de 
Vigilancia Penitenciaria547 .
Además, de las dos sentencias más relevantes, sólo 
en una consta la aplicación al interno de sanción 
disciplinaria por falta grave consistente en 10 días de 
privación de paseos y actos recreativos comunes, 
simultánea a la extinción de su relación laboral. Es en 
la dictada por el Tribunal Superior de Justicia de 
Galicia, de 17 de octubre de 2002 (AS/3587), en la que se 
señala que el proceder del interno, "en cuanto incumple 
las reglas de diligencia y disciplina, cae fuera del 
pretendido ejercicio del derecho a la libertad de 
expresión en el seno de la relación laboral especial 
penitenciaria".
de Galicia, de 17 de octubre de 2002 (AS/3587)/ en la que 
la causa alegada fue la de haber animado al resto de 
internos trabajadores del taller a protestar y abandonar 
el trabajo por no habérseles hecho efectiva, a día 10 de 
mes, la nómina del mes anterior.
545 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Asturias, de 15 de marzo de 2002 (JUR 2002\129196).
546 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Asturias, de 29 de junio de 2001 (AS/1709).
547 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Baleares, de 17 de junio de 2002 (JUR 2002\237133).
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Como puede observarse, la tónica habitual no ha sido
r
la de unir, la de conectar, falta cometida en el ámbito 
del taller productivo o a raíz del desarrollo de 
actividad laboral y medida extintiva de la relación 
laboral del interno; ni ~ sanción disciplinaria impuesta 
por la Comisión Disciplinaria y medida extintiva de la 
relación laboral. Ello puede entenderse, a mi juicio, en 
el sentido de que la extinción de la relación laboral 
especial se utiliza en estos casos como una sanción más, 
aun cuando la falta no se cometa en el orden laboral, y 
ello se produce sin haber sido incluida como tal en el 
catálogo de sanciones previsto en el régimen 
disciplinario penitenciario general, lo que resulta 
especialmente censurable.
Ello no obstante, sí se ha llegado a reconocer que 
"el ámbito laboral y el relativo a las reglas que rigen 
el comportamiento de los reclusos en el interior del 
establecimiento penitenciario son distintos como también 
lo son las consecuencias jurídicas que pueden derivarse 
de unos mismos hechos en cada uno de ellos"548. Sin 
embargo, esto no ha impedido extraer después como 
conclusión, de modo contrario a lo sostenido en párrafos 
anteriores, que la norma laboral no condiciona la 
extinción de la relación a la existencia de un previo 
acuerdo válido sancionatorio en vía disciplinaria.
A este respecto, considero más digna de ser 
compartida la opinión del Juzgado de lo Social n2 30 de
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Madrid expresada en sentencia de 27 de junio de 2003 
(AS/3665), aun cuando relativa a un supuesto extintivo en 
el que se alegaron razones de tratamiento, en el sentido 
de que las decisiones sancionadoras "por sí mismas, 
constituyen suficiente respuesta disciplinaria a los 
correspondientes comportamientos, y no proyectan 
necesariamente, a salvo de la valoración de la Junta no 
aportada, sus efectos sobre la relación laboral(...) Es 
cierto también que la existencia de una relación especial 
de sujeción y de una relación laboral también especial 
puede fundamentar la doble reacción sobre unos mismos 
hechos, excluyendo la aplicación del principio non bis in 
idem(...) Pero ha de explicitarse la diferente proyección 
y consecuencias sobre una y otra relación de unos mismos 
hechos, especialmente si no tenían relación alguna con la 
prestación laboral en sí misma".
2.2. FORMA Y  EFECTOS DE LA DECISIÓN EXTINTIVA.
182. El (en teoría) superado debate en torno al 
sujeto legitimado para adoptar la decisión extintiva. Una
cuestión relativa a esta relación laboral especial que en 
ocasiones ha surgido y se ha debatido ante los órganos 
judiciales ha sido la de determinar cuál es el sujeto al 
que corresponde adoptar la decisión de extinguir la 
relación laboral especial por las causas citadas.
Este problema, generado por la escasa y defectuosa 
regulación de la extinción contenida en el RP de 1996,
548 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Baleares, de 17 de junio de 2002 (JUR 2002\237133).
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fue resuelto por el Tribunal Supremo549 otorgando las
facultades extintivas a la Junta de Tratamiento en lugar 
de reconocérselas al OATPP, alegando para ello que es a 
ese órgano administrativo, y no al OATPP, a quien 
corresponde decidir no sólo la asignación a un recluso de 
un trabajo directamente productivo, que genera 
automáticamente el nacimiento de esa relación laboral 
especial, sino también "si, por razones técnicas, debe 
darse de baja a un penado del puesto de trabajo que
ocupe, con la consiguiente extinción de la relación
laboral especial, en los términos y por las causas 
contempladas en el artículo 152 del mismo texto
reglamentario". Concluyendo el Tribunal Supremo, de un 
modo que bien pudiera calificarse como ambiguo, que "no 
puede imputarse la extinción de esa relación derivada de 
un acuerdo de la Junta de Tratamiento a la voluntad
unilateral del Organismo Autónomo que ocupa la posición 
de empleador".
La cuestión que subyace es la de si esta opinión 
habría de ser interpretada, con independencia de cuál
fuera la causa de extinción alegada de entre las 
contempladas en el artículo 152 RP de 1996, en el sentido
de que el hecho en sí de la extinción resultaba imputable
a la Junta de Tratamiento y no al OATPP, o bien tan sólo 
en el sentido de que era necesaria la voluntad 
concurrente de ambos para producir la extinción. Parece, 
no obstante, que fue la primera la interpretación 
predominante en la doctrina judicial, que reconoció a la 
Junta de Tratamiento como el órgano dotado de las
549 En las ya citadas sentencias de 5 de mayo, 25
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facultades extintivas, hasta la entrada en vigor del RD
782/2001.
r
Actualmente, sin embargo, ese mismo problema debería 
encontrar solución jurisprudencial distinta, pues el 
propio artículo 10 RD, en un novedoso apartado 32, 
resuelve el conflicto de competencia indicando 
taxativamente que la extinción "se acordará, previa 
valoración de las circunstancias de cada casof por el 
Director del centro penitenciario" en su calidad de 
delegado del OATPP, lo que ha de interpretarse en el 
sentido de que es a la voluntad unilateral del OATPP, hoy 
por hoy, a la que ha de imputarse la extinción de la 
relación laboral especial, interpretación que, al mismo 
tiempo, puede contemplarse como otro argumento más a 
favor de la aplicación de las reglas sustantivas y 
adjetivas sobre el despido.
Ello no obsta para que, en el caso concreto de las 
causas penitenciarias, se requiera del acuerdo previo de 
los diferentes órganos administrativos que participan y 
toman las decisiones en las cuestiones relativas al 
régimen y al tratamiento penitenciarios. Así, por 
ejemplo, se requerirá del acuerdo previo de la Junta de 
Tratamiento en el que se especifiquen claramente cuáles 
son las razones de tratamiento que recomiendan la 
extinción; o del Centro Directivo, a propuesta de la 
Junta de Tratamiento o del Director del Establecimiento, 
en el caso de los traslados; o de la Comisión 
Disciplinaria en el caso de las razones de disciplina y
de septiembre y 30 de octubre de 2000.
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seguridad penitenciaria. Y tampoco obstaculiza el 
reconocimiento del carácter vinculante de esos acuerdos, 
como se desprende de la doctrina judicial550 .
183. La forma de la extinción. Pues bien, 
formalmente, estos acuerdos deberán acompañar la decisión 
empresarial de dar por extinguida la relación laboral, 
decisión que, aun cuando nada dice el Decreto al 
respecto, en la práctica habrá de ir reflejada en todos 
los casos y con independencia de cuál sea su causa, como 
se ha visto hasta ahora, en un documento, el Modelo 4.5, 
acreditativo de la extinción, en el que además de 
contenerse cita del precepto en que fundamentar tal 
decisión así como de los concretos motivos o hechos que 
la generan, consta la fecha de adopción de la decisión y 
la fecha de efectos de la extinción. En realidad, se 
asemeja este documento a lo que en la relación laboral 
ordinaria es una carta de despido.
184. Los efectos de la extinción. Es evidente que la 
decisión extintiva comporta, en palabras de la
550 Al respecto, se señala en la sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Aragón de 5 de febrero 
de 2003 (AS/854) que el OATPP, en cuanto único empleador 
de esta relación, "está sujeto en sus determinaciones a 
los efectos que deriven de las decisiones de la 
Administración Penitenciaria y, por tanto, cuando la 
Junta de Tratamiento, cuyos actos tienen su adecuado 
control en otro orden, adopta una resolución que, a su 
vez, queda configurada como una de las causas normadas 
que determinan la extinción de la relación laboral 
especial la consecuencia ineludible es que el OATPP actúe 
la norma declarando la extinción".
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doctrina551, la disolución del vínculo laboral, lo que no 
impide su renacimiento ex novo, salvo en aquellos 
supuestos en los que la extinción tenga su causa en una 
situación que impida al interno el desarrollo de 
actividad laboral alguna -muerte, incapacidad permanente 
absoluta o gran invalidez- o que resulte incompatible con 
la propia naturaleza de la relación laboral especial - 
excarcelación o contratación con empresas del exterior-.
Ahora bien, también resulta evidente, a mi juicio, 
que ninguna de las causas de extinción contempladas en el 
precepto, sean laborales o penitenciarias, lleva anudada 
indemnización alguna, a diferencia de lo que sucede en la 
relación laboral común con causas como las previstas en 
los apartados b) , c) , f) y h) del artículo 10.1 RD. Esa 
omisión normativa debe ser interpretada, indubitadamente, 
en el sentido de que los internos no poseen derecho a 
indemnización alguna por la extinción de su relación, aun 
cuando la misma no se haya debido a una conducta o 
actuación incorrecta del trabajador.
185. Y los problemas relativos al procedimiento de 
impugnación de la decisión extintiva. Refleja finalmente 
el documento acreditativo de la decisión extintiva que 
contra el mismo puede interponerse reclamación previa a 
la jurisdicción laboral ante el OATPP, remitiendo para 
ello al artículo 69 y ss. LPL y 125 LRJAPPAC, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 1.5 RD.
551 Cfr. SOLER ARREBOLA, La relación laboral 
especial penitenciaria, cit., p. 454.
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Es en este punto, sin embargo, donde hasta ahora se
han sustanciado los mayores inconvenientes para los
r
internos, desde el momento en que, como ya se expuso, el 
Tribunal Supremo no ha admitido la figura del despido en 
esta relación laboral especial, impidiendo en 
consecuencia hacer uso de la modalidad procesal de 
despido para impugnar la decisión extintiva. Es de 
esperar que ello cambie con la incorporación en el 
Decreto del "incumplimiento de los deberes laborales 
básicos" como causa de extinción de la relación, figura 
asimilable, como se ha defendido, al despido 
disciplinario, que puede fundamentar la aplicación a esta 
relación especial de las reglas sustantivas y adjetivas 
sobre el despido. Mientras ello no se produzca, no 
existirá para los internos mas que un amparo judicial 
"puramente simbólico o platónico"552 .
552 Por utilizar la expresión del Juzgado de lo 






1. Presentación. A lo largo de los sucesivos 
capítulos que integran esta obra, se han ido revelando 
los principales problemas concernientes al trabajo 
penitenciario en general y a  la prestación de servicios 
de los internos trabajadores que es objeto del Derecho 
del Trabajo en particular, problemas a los que se ha 
tenido que hacer frente desde una perspectiva no sólo 
legislativa sino también judicial y científica.
A la par de su revelación, se han ido intercalando, 
con el anhelo de que estuvieran fundamentadas 
jurídicamente, críticas y asensos, no sólo relativas a la 
actuación del legislador sino también a la de nuestros 
órganos judiciales e incluso a la de la doctrina 
científica, al tiempo que se aportaban ideas y propuestas 
de solución de las lagunas y de los problemas detectados. 
La finalidad que había de presidir esta actuación ha sido 
la de contribuir con ella al debate existente desde 
siempre en torno a si la naturaleza de la prestación de 
servicios de estos internos es laboral o no, debate que 
ha llevado hasta la promulgación, en tiempo reciente, de 
la norma que rige al presente la relación especial de 
trabajo de los internos trabajadores con el Organismo
s
Autónomo Trabajo y Prestaciones Penitenciarias.
Las consideraciones efectuadas en los sucesivos 
capítulos ponen de manifiesto que la regulación actual de 
la relación laboral especial de los internos en 
Establecimientos Penitenciarios no puede calificarse de 
plenamente satisfactoria, si es observada desde el prisma 
de la asimilación con el trabajo en libertad. Por esta 
razón, mi intención en este apartado es la de realizar 
una valoración global de dichas consideraciones,
Conclusiones
destacando los problemas y lagunas detectados y 
resaltando aquellos aspectos de la citada regulación que,
' en mi opinión, deberían ser objeto de revisión si se
busca un mejor cumplimiento del principio de asimilación.
2. El necesario punto de partida: el artículo 25.2 
de la Constitución Española de 1978. Como punto de 
partida en esta empresa se ha de tomar a la Constitución 
Española de 1978, por dos razones fundamentales:
2.1. La primera de ellas es la de que es en su 
artículo 25.2 donde se forja el espíritu que ha de 
inspirar a los poderes públicos en su acción en materia 
de ejecución de la pena privativa de libertad, de tal 
forma que deberá ser el de la reeducación y reinserción 
social de los condenados el principio que oriente la
política penitenciaria del Estado, principio que exige, 
como he puesto de manifiesto de forma detallada en el 
Capítulo Primero, la promoción en el seno de los 
establecimientos penitenciarios de las condiciones 
sociales que favorezcan en el interno el desarrollo 
integral de su persona, el libre y pleno desarrollo de su 
personalidad.
De este modo, resulta preceptivo que la legislación 
que se promulgue en materia penal y penitenciaria se
adecúe a lo previsto en ese artículo 25.2 CE. Ello 
significa que, en su elaboración, se habrá de tener 
presente, como idea-fuerza, el objetivo de la reeducación 
y la reinserción social de los penados, objetivo que sólo 
puede perseguirse en un marco de respeto a la libre 
voluntad del interno y al libre desarrollo de su
personalidad, proporcionándole los medios necesarios, los
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recursos indispensables, para facilitar su retorno a la 
libertad y su reincorporación a la sociedad, debiendo con 
ese propósito dar cumplida respuesta, durante la estancia 
en prisión, a sus carencias educacionales.
2.2. La segunda de las razones reside en el 
reconocimiento por el mismo precepto del derecho del 
interno a un trabajo remunerado, configurado como un 
derecho fundamental al que el Tribunal Constitucional 
reconoce el carácter de derecho prestacional -lo que a 
priori debería corresponderse con una obligación de la 
Administración Penitenciaria de crear los puestos de 
trabajo necesarios para dar eficaz respuesta a las
í > }
demandas de trabajo planteadas por los internos, pues se 
trata del único sujeto capaz de dar respuesta a una 
pretensión en tal sentido del interno- y, sin embargo, de 
aplicación progresiva -lo que implica que el cumplimiento 
de tal obligación queda condicionado, pese a todo, por 
las disponibilidades presupuestarias de la 
Admini s trac i ón-.
Por este motivo, el Tribunal Constitucional le ha 
otorgado, de un modo que en nada contribuye a su eficaz 
ejercicio, la condición de derecho subjetivo imperfecto, 
en el sentido de que tal derecho sólo se perfecciona 
desde el momento en que en el Establecimiento 
penitenciario exista un puesto de trabajo cuya 
adjudicación legalmente corresponda al interno.
El reconocimiento de tal condición equivale, a mi 
modo de ver, a negar al derecho a un trabajo remunerado 
previsto en el artículo 25.2 CE una eficacia absoluta, 
pudiendo llegar a quedar parcialmente sin efecto. En esto
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último redunda, además, el que el derecho a remuneración 
se haya vinculado únicamente al desarrollo de trabajo 
productivo por el interno en la legislación 
infraconstitucional, esto es, en la LOGP y en sus 
sucesivos desarrollos reglamentarios.
3. El derecho de los internos a un trabajo a 
ejercitar en condiciones similares al que se desarrolla 
en libertad. Como consecuencia de todo ello, entre las 
actividades a programar preceptivamente por las 
Instituciones Penitenciarias a favor del beneficio y 
libre desarrollo de la personalidad del interno se 
encuentra la actividad laboral.
Y, de acuerdo con lo señalado en las líneas 
anteriores, el objetivo principal del trabajo en prisión, 
como elemento que actualmente contribuye a facilitar la 
reeducación y la reinserción social -pues el principio 
proclamado en el artículo 25.2 CE afecta, 
indubitadamente, a la regulación que haya de hacerse del 
trabajo penitenciario-, habrá de ser el de preparar y 
ayudar a los internos a conseguir un empleo una vez 
salgan al exterior, para lo cual tratará de 
proporcionarse a los internos las capacidades y las 
habilidades necesarias para desarrollar de modo 
competitivo un trabajo en el exterior una vez finalice su 
reclusión, así como de perfeccionar las que posean antes 
del ingreso en prisión. El mejor instrumento para 
alcanzar dicho objetivo será la asimilación de la vida y 
el trabajo en prisión a la vida y el trabajo en libertad, 
como recomiendan las Reglas Mínimas de Naciones Unidas y 




Pues bien, como ha podido constatarse en los
r
Capítulo Primero y Segundo de esta obra, la asimilación 
en materia de trabajo penitenciario pasa necesariamente 
por su previa laboralización y su consiguiente 
sometimiento a las mismas reglas jurídicas que rigen para 
los trabajadores del mundo libre, habiendo sido ése el 
anhelo que ha llevado al legislador español a incorporar 
al ámbito del Derecho del Trabajo una de las modalidades 
del trabajo penitenciario, aun reconociendo su carácter 
especial. Y que ha tenido que impulsar posteriormente al 
Gobierno en la elaboración del Real Decreto 782/2001, de 
6 de julio.
4. La valoración desigual que merece la actuación 
del legislador, y algunas propuestas de modificación 
normativa. Ahora bien, es en este punto en donde la 
valoración de la actuación del legislador resulta 
desigual pues, si bien resulta encomiable la citada 
incorporación por lo que tiene de respeto del principio 
asimilador, destaca en negativo, sin embargo, por 
diversas circunstancias sobre las que ha de hacerse un 
breve repaso, elaborando al mismo tiempo propuestas, de 
lege ferenda, con la modesta intención de contribiiir a la 
actuación de los poderes públicos en aras de tal 
asimilación.
4.1. En primer lugar, destaca en negativo el hecho 
de no haberse aprovechado la oportunidad para dar un más 
efectivo cumplimiento al reconocimiento constitucional 
del derecho a un trabajo remunerado de los internos, al 
haberse descartado en la incorporación ciertas 
modalidades de trabajo, de entre las contempladas en la
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Ley Orgánica General Penitenciaria, que bien pudieran 
haber sido objeto del ordenamiento jurídico laboral, 
desde el momento en que su realización en el mundo libre' 
puede efectuarse de forma dependiente, por cuenta ajena, 
a cambio de una remuneración, y de un modo voluntario y 
personal.
Así sucede, en mi opinión, con la formación 
profesional ocupacional, que bien pudiera permitir la 
simultaneidad del trabajo efectivo y la formación 
directamente relacionada con ese trabajo, circunstancia 
que no está prevista por la normativa penitenciaria, 
donde sólo se concibe en régimen académico; o con 
determinadas actividades ocupacionales, formen parte o no 
de un tratamiento, cuya configuración reglamentaria como 
no productivas produce su automática consideración como 
no retribuidas; y con determinadas prestaciones 
personales no obligatorias en servicios auxiliares 
comunes del establecimiento, descartadas en la medida en 
que éstos vengan gestionados por la Administración 
penitenciaria y no por el Organismo Autónomo Trabajo y 
Prestaciones Penitenciarias bajo la fórmula de taller 
productivo -o por un empresario externo, entablándose en 
ese caso una relación laboral común-.
Desafortunadamente, esta opinión no es la que han 
venido asumiendo nuestros órganos judiciales, lo que a mi 
entender, como se analiza con detalle en el Capítulo 
Segundo, llega a plantear, en el caso de las prestaciones 
personales en servicios auxiliares comunes, un auténtico 
problema de vulneración del principio de igualdad en la 
ley que sólo podría resolverse modificando el artículo 
305 RP de 1996 y haciendo desaparecer los distintos
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regímenes jurídicos a que se encuentra sometido el
trabajo del interno en función de quién sea el sujeto
r
gestor de esos servicios.
De todas maneras, aun cuando estas modalidades de 
trabajo puedan reunir en realidad los presupuestos que 
configuran típicamente a las relaciones laborales, 
pudiendo llegar a ser objeto del Derecho del Trabajo -con 
las pertinentes consecuencias que ello tendría en materia 
no sólo de remuneración del trabajo prestado sino de 
protección de Seguridad Social para los internos-, el 
Gobierno, al efectuar el desarrollo reglamentario de la 
ley dentro de los márgenes que ésta le confiere, ha 
pasado por alto dicha circunstancia, siendo en 
consecuencia que la única modalidad de trabajo 
penitenciario que, desarrollada por internos 
trabajadores, ha llegado a formar parte del Derecho del 
Trabajo es la de la realización de actividad laboral de 
producción por cuenta ajena en los talleres productivos 
de los establecimientos penitenciarios. Así lo dispone 
hoy, expresamente, el Real Decreto 782/2001, y de modo 
similar lo hizo el Reglamento Penitenciario de 1996.
Y ello a pesar de que ciertos sectores de la 
doctrina científica española no crean ver en dicha 
actividad, ni en ninguna otra de las desarrolladas en el 
seno de los establecimientos penitenciarios por los 
internos trabajadores, la presencia de todos los 
presupuestos sustantivos que hacen posible que una 
relación laboral llegue a ser objeto de esta rama del 
ordenamiento jurídico, por considerar que está ausente el 
presupuesto de la voluntariedad, opinión sobre la que 
manifesté mi total disconformidad, con argumentos creo
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que suficientes para rebatirla, a lo largo del Capítulo 
Segundo.
r
4.2. Además de los problemas que genera la 
delimitación conceptual de la actividad laboral 
penitenciaria que se ha convertido en objeto del Derecho 
del Trabajo, y que fueron abordados también con detalle 
en el Capítulo Segundo de esta obra, la restrictiva 
regulación del ámbito objetivo de la relación especial de 
trabajo ocasiona que sean muchos los internos que quedan 
al margen del desarrollo de trabajo remunerado, restando 
eficacia al derecho contemplado en el artículo 25.2 CE.
En realidad, el principal factor que hace que el 
derecho fundamental de los internos a un trabajo 
remunerado tenga un dudoso alcance y eficacia es el de 
que nuestros órganos judiciales no compelen a la 
Administración Penitenciaria a poner todos los medios 
para garantizarlo, exigiéndole tan sólo el ir haciéndolo 
de forma progresiva. De este modo, aun cuando deban 
reconocerse los esfuerzos tendentes a lograr el pleno 
empleo de la población penitenciaria, todo ha quedado 
finalmente en meras intenciones y no en objetivos 
conseguidos. Así lo ha proclamado el Defensor del Pueblo 
en sus distintos Informes anuales, en los que aborda el 
estudio de la situación penitenciaria en nuestro país. 
Mientras esta situación no cambie, difícilmente podrá 
hablarse de plena eficacia y efectividad del derecho.
Relacionados con tal factor principal, los restantes 
factores que influyen en el dudoso alcance y eficacia del 
derecho en cuestión son, primero, el haber vinculado 
legalmente la remuneración de ese trabajo únicamente al
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desarrollo de trabajo productivo; segundo, el haber 
configurado en la práctica como trabajo productivo, tan 
solo, a aquel que se desarrolla en los talleres 
productivos de los establecimientos penitenciarios; y 
tercero, haber conformado de esa forma restrictiva el 
ámbito objetivo de la relación laboral objeto del Derecho 
del Trabajo, haciéndolo coincidir, en realidad, con aquél 
cuya ejecución se organiza bajo una fórmula determinada, 
la de taller productivo -entendiendo por tal aquel lugar 
ubicado en un establecimiento penitenciario en el que se 
desarrolle una actividad laboral cuya dirección, gestión 
y explotación corresponde al OATPP-, lo que repercute 
finalmente de forma negativa en la necesaria asimilación 
con el trabajo en libertad, y en el escaso número de 
internos que pueden perfeccionar su derecho subjetivo a 
un trabajo remunerado.
Son todos estos factores los que necesitarían de 
revisión al objeto de alcanzar un mejor cumplimiento del 
derecho fundamental previsto en el artículo 25.2 CE. De 
este modo, la révisión' debería abordar, necesariamente, 
el replanteamiento del contenido del artículo 27.2 LOGP, 
dejando de anudarse la preceptiva remuneración sólo al 
trabajo directamente productivo, lo que permitiría la de 
modalidades de trabajo penitenciario que actualmente no 
son retribuidas.
Ahora bien, tal vez no fuera precisa la modificación 
de tal apartado del artículo 27 LOGP. Así, quizá 
resultara suficiente la reforma previa del artículo 27.1 
LOGP, prescindiendo, como modalidades de trabajo 
penitenciario, de determinadas actividades que, en 
realidad, no son trabajo en sentido estricto. Y es que, a
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mi juicio, el concepto de trabajo penitenciario habría de 
contemplarse hoy en día desde una perspectiva 
socioeconómica pura, si lo que se pretende conseguir es 
la asimilación con el trabajo en libertad.
En el momento de promulgación de la LOGP, y en el 
contexto legislativo entonces existente, dicho precepto 
pudiera haber tenido sentido, como expresé en el Capítulo 
Segundo. Actualmente, sin embargo, su contenido podría 
ajustarse de modo que se descartaran como de trabajo a 
aquellas actividades, del tipo de las formativas en 
régimen académico, educacionales o puramente 
ocupacionales, que realmente no suponen para el interno 
la incorporación en un proceso de producción de bienes y 
servicios, sin que ello suponga prescindir de las mismas, 
pues todas ellas contribuyen a lograr la finalidad de las 
Instituciones Penitenciarias, sino sistematizarlas, de un 
modo más lógico, como actividades de régimen subordinadas 
al tratamiento -aunque diferenciadas de las propiamente 
laborales por su naturaleza y su carácter no remunerado-, 
siguiéndose la línea iniciada por la propia LOGP.
Ello facilitaría la consideración como remuneradas 
de las restantes modalidades que finalmente quedaran 
incluidas en el precepto -sólo aquellas que entrañan la 
incorporación del interno a un auténtico proceso de 
producción de bienes o de prestación de servicios- y su 
plausible inclusión en la esfera de la protección y 
tutela del Derecho del Trabajo con la naturaleza de 
relaciones laborales de carácter especial.
4.3. Al parecer perdida, por ahora, esa batalla, 
pues no me consta debate alguno en tal sentido, queda por
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ver si la concreta actividad laboral a la que se aplica 
el régimen jurídico previsto en el Real Decreto 782/2001 
viene realmente orientada a la consecución del objetivo 
primordial de las Instituciones Penitenciarias -la 
reeducación y reinserción social del penado-, para lo que 
se requiere especialmente la asimilación de dicho régimen 
con el régimen jurídico del trabajo en libertad. Y en tal 
sentido resultan esencialmente encomiables los artículos 
4.1 y 4.3, sobre finalidad de la relación; 5.1, sobre 
derechos laborales básicos; 6, sobre deberes laborales 
básicos; 11.3, sobre asimilación en materia de 
organización y métodos de trabajo.
Sin embargo, a mi modo de ver, es incuestionable lo 
difícil que resulta conseguir -y hasta lo absurdo que 
resulta perseguir- una plena y absoluta asimilación si 
del régimen jurídico de la relación laboral ordinaria se 
está hablando, desde el momento en que el ámbito en el 
que se desarrolla la prestación de servicios y las 
características concretas del sujeto trabajador, esto es, 
su precisa situación procesal y penitenciaria, difieren 
de tal forma de las circunstancias en que se desarrolla 
la relación laboral ordinaria que han hecho de esta 
relación laboral una de naturaleza especial, necesitada 
en consecuencia de un régimen jurídico diferenciado', pues 
el de la relación laboral ordinaria no resulta suficiente 
para la cobertura y consecución de los fines de la misma.
Ahora bien, no debe verse en la cualidad del sujeto 
trabajador, esto es, en la peculiar situación procesal y 
penitenciaria en que se encuentra, el motivo único de la 
especialidad de esta relación. Dicha cualidad determina, 
en efecto, que se modalice el ejercicio de ciertas
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facultades y derechos del interno, pero esta 
circunstancia por sí sola no habría de producir la 
consideración de la relación laboral como especial, en la 
medida en que no se trata de uno de los elementos
esenciales del contrato de trabajo, y que existen otros 
internos en idéntica situación cuya prestación de 
servicios no es objeto de relación laboral especial.
El principal motivo de esa especialidad se 
encuentra, a mi juicio, en el elemento causal de la
relación, configurado de modo triple: además de la típica 
de toda relación laboral -el intercambio de trabajo por 
retribución-, también es causa, y principal, de esta 
relación el contribuir a preparar al interno para la vida 
en libertad, facilitándole el acceso al mercado de 
trabajo tras su liberación, como se ha ido viendo hasta 
ahora, y la ocupación del tiempo de estancia en prisión, 
lo que contribuye al cumplimiento de las normas de 
régimen penitenciario dirigidas a garantizar, ante todo, 
el orden, la disciplina y la seguridad en los 
establecimientos penitenciarios.
Es a todos estos motivos de la especialidad a los 
que responde la regulación de cuestiones tales como:
a) el que la selección y la adjudicación de los 
concretos puestos de trabajo vacantes en los talleres 
productivos de los centros penitenciarios no se realice 
por el OATPP, empresario en esta relación, sino por un
órgano administrativo ajeno a la misma, la Junta de
Tratamiento, dada la consideración legal del trabajo como 
elemento fundamental del tratamiento, y desde la 
inclusión de la regulación de la relación laboral
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especial en el capítulo del Reglamento Penitenciario de 
1996 dedicado al tratamiento;
r
b) los concretos factores que integran el orden de 
prelación para tal selección y adjudicación;
c) la distinción reglamentaria entre derechos
laborales y penitenciarios, manifestación de que el 
interno trabajador en su relación de trabajo posee
derechos no sólo por su condición de trabajador sino
también por su condición de recluso;
d) la ausencia de un concepto estatutario de
movilidad geográfica en esta relación laboral, pues los 
traslados de los internos entre centros penitenciarios no 
responden a razones laborales sino de régimen o de 
tratamiento;
e) la separación reglamentaria entre causas de 
suspensión y de extinción laborales -las que, previstas 
en la normativa laboral común, resultan compatibles con 
la naturaleza especial de esta relación- y penitenciarias 
-que responden al peculiar ámbito en que la relación se 
desenvuelve y a las peculiares vicisitudes que pueden 
afectar al interno trabajador-;
f) la existencia de exigencias adicionales de 
vigilancia y control por las ineludibles necesidades que 
genera la seguridad interior de los establecimientos 
penitenciarios -y que se sustancian en la aplicación de 
medidas tales como la existencia de personal específico 
en zonas con riesgo de fugas; la observación; los 
recuentos; los cacheos, registros y las requisas-, 
seguridad que puede llegar a actuar como elemento 
justificativo de una posible limitación del derecho a la 
intimidad y la dignidad del interno trabajador.
731
Conclusiones
4.4. Por contra, son diversos los problemas y 
lagunas que dificultan la asimilación, detectados en el 
análisis del Real Decreto 782/2001. A compendiar los 
mismos se van a dedicar las líneas siguientes, precisando 
si es posible de modo simultáneo las reformas que, a mi 
juicio, serían deseables para lograr un mejor y más 
eficaz cumplimiento del principio asimilador.
4.4.1. El primer problema se detecta en el sistema 
de fuentes creado por el Decreto, que en nada se asimila 
al de la relación laboral ordinaria, impidiéndose de este 
modo al interno, sea de forma colectiva, sea de forma 
individual, gestionar en lo posible su propia relación de 
trabajo:
a) A este respecto, la ausencia de la negociación 
colectiva en el ámbito de la relación laboral especial, 
así como de la autonomía individual entendida como 
autonomía de la voluntad de ambas partes de la relación, 
tiene como consecuencia que la determinación de las 
condiciones de trabajo se hace de modo heterónomo o por 
la acción unilateral de la voluntad del empresario, allí 
donde, en la relación laboral común, habitualmente ello 
se efectúa por vía convencional, o contractual en su 
defecto.
Así sucede, como ha podido constatarse en el 
Capítulo Tercero de esta obra a lo largo del análisis de 
la determinación de la prestación de trabajo, con la 
determinación inicial de las funciones que haya de 
realizar el interno trabajador, aunque sea por la vía de 
la oferta de puestos de trabajo que el OATPP está 
obligado a mantener actualizada; con el establecimiento 
del sistema de ascensos; con la fijación del calendario 
laboral o del horario y la jornada de trabajo; con el
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módulo retributivo sobre el que calcular el salario de
los internos; o con el establecimiento de ciertas primas
r
salariales. En todos esos casos, es el OATPP el que, en 
ejercicio ordinario de un poder de dirección más amplio 
que el del empresario común, determina las condiciones a 
aplicar,, con los únicos límites marcados por el propio 
Decreto, que establece los márgenes en los que puede 
moverse, y por el preceptivo respeto a los derechos 
reconocidos al interno trabajador.
b) Por otro lado, la falta de previsión de normativa 
supletoria directa provoca problemas de integración de 
las lagunas existentes en la regulación reglamentaria de 
la relación especial.
Es el caso palmario del régimen disciplinario 
laboral, cuya ausencia de regulación por el Decreto no 
puede integrarse con las previsiones de la normativa 
laboral común, lo que provoca además la vulneración,, por 
una parte, del principio de proporcionalidad -en la 
medida en que, ante el incumplimiento de los deberes
J : V ,
laborales básicos, la única medida disciplinaria prevista 
sea la extinción- y, por otra, del principio de tipicidad 
-pues no se especifican de forma detallada las distintas 
conductas que pueden ser consideradas como 
incumplimientos sancionables, ni si hay otras sanciones, 
distintas de la extinción, que dichas conductas pudieran 
llevar aparejadas-.
En consecuencia, para una mejor asimilación en esta 
materia sería deseable actuar en dos frentes:
1) Por un lado, otorgar a la normativa laboral común 
el carácter de normativa supletoria directa, lo que 
podría hacerse en los mismos términos en los que ello se 
hace con el resto de relaciones laborales especiales,
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esto es, permitiendo su aplicación directa allí donde sea 
compatible con la naturaleza especial de la relación. 
Esto, no obstante, exigirá de una actuación minuciosa de 
los intérpretes al efecto de determinar cuándo es 
compatible y cuándo no.
2) Por otro lado, reconocer el derecho a la 
negociación colectiva en el ámbito de la relación laboral 
especial penitenciaria. En caso de que tal reconocimiento 
se produzca, creo que no será necesario que la vía 
contractual se configure como fuente de regulación de las 
condiciones de trabajo, por los conflictos que ello puede 
ocasionar. Y es que un trato individual diferenciado que 
provenga de circunstancias puramente subjetivas, además 
de ser difícil de cohonestar con el derecho a la no 
discriminación -teniendo en cuenta que estos internos 
trabajadores se encuentran en idéntica situación 
objetiva-, puede repercutir negativamente en la 
convivencia ordenada en los centros penitenciarios, por 
la división que podría introducir entre estos sujetos, 
poniendo en juego el difícil equilibrio existente en 
tales establecimientos.
Esto último no significa que un trato individual 
diferenciado entre internos trabajadores no pueda 
producirse, pero sólo si está basado en los criterios 
objetivos que la propia norma establece al regular las 
distintas condiciones de trabajo, ya que en ese supuesto 
tal diferenciación no habría de provocar los negativos 
efectos planteados en el párrafo anterior.
Pronunciarse en favor del derecho a la negociación 
colectiva exige reflexionar en torno al modo de articular 




Así, la primera dificultad se encuentra en la 
determinación de las unidades de negociación y de los 
sujetos legitimados para negociar. Lo más lógico, 
entiendo, podría ser negociar condiciones de trabajo 
homogéneas para todos los talleres productivos de los 
Centros penitenciarios, pero diferenciando en función de 
actividades desarrolladas en los talleres productivos: 
economato y auxiliares; cocinas y panaderías; 
agropecuarias; madera; metálicas; mantenimiento; 
cerámica; confección y manipulados; artes gráficas. En 
otras palabras, convenios colectivos franja, por rama de 
actividad.
Al tratarse en ese caso de convenios colectivos de 
ámbito inferior a empresa, en cuanto que se aplican a los 
grupos de internos trabajadores que presten sus servicios 
en los talleres productivos donde se desarrolle una 
concreta actividad, quien negocia, por la parte 
empresarial, es la única organización empresarial
implicada, el OATPP, pero el problema se plantearía con
*
la determinación de los representantes de trabajadores 
legitimados para negociar, desde el momento en que en 
este ámbito no se prevé la existencia de representación 
unitaria, ni en consecuencia de secciones sindicales 
legitimadas. Ello impediría la negociación de convenios 
colectivos estatutarios, lo que no se salvaría ni con la 
adopción de un criterio mixto, como se ha hecho 
jurisprudencialmente con los convenios de grupo de 
empresa, permitiendo que sean los sindicatos los que 
negocien tales convenios en representación de los 
internos trabajadores, desde el momento en que no 
lograrían la legitimación negociadora o complementaria 
exigida por el artículo 88 ET.
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Descartada, en consecuencia, la articulación de un 
sistema de negociación conforme al Estatuto de los 
Trabajadores, los problemas con la extraestatutaria se 
residencian en la especial eficacia personal de los 
acuerdos, en la medida en que es limitada a los afiliados 
a las organizaciones sindicales firmantes de los mismos, 
lo que provocaría una muy escasa, por no decir nula, 
aplicación de las condiciones de trabajo en ellos 
pactadas -por mucho que, en la práctica, los empresarios 
suelan extender la aplicación de estos acuerdos a la 
totalidad de sus trabajadores-.
Parece por lo tanto que, con las posibilidades que 
otorga la actual normativa, la única vía a través de la 
que finalmente resultaría factible la negociación 
colectiva de las condiciones de trabajo de los internos 
es la contemplada en el Reglamento Penitenciario y en el 
propio RD 782/2001, esto es, la de las Comisiones 
Sectoriales de los establecimientos penitenciarios a 
través de las cuales los internos pueden participar en la 
organización y planificación del trabajo, a las que 
actualmente sólo se reconoce la posibilidad de formular 
propuestas para la fijación anual del módulo retributivo.
Para articular tal negociación sería necesaria la 
reforma de la regulación de estas Comisiones, hoy muy 
escasa, dotando de un mayor contenido a las mismas y de 
eficacia a sus acuerdos, lo que podría hacerse mediante 
su equiparación con los acuerdos de empresa contemplados 
en el Estatuto de los Trabajadores, así como el
reconocimiento explícito y la regulación detallada del 
derecho de reunión en el seno de los talleres
penitenciarios.
El ámbito natural de constitución de la Comisión
sectorial no excede del de centro penitenciario,
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existiendo, por lo que se refiere a la relación laboral 
especial, una sola comisión por centro en representación 
de todas las actividades ejercitadas en los talleres 
productivos existentes en el mismo. De este modo, la
negociación se haría de las condiciones de trabajo a
aplicar a los internos trabajadores en todos los talleres 
de ese centro, con las especificidades que correspondan, 
sugiero, atendiendo a la actividad que se desarrolle.
4.4.2. El segundo bloque de problemas aparece en el 
análisis del ámbito subjetivo de la relación laboral 
especial, sobre todo por lo que se refiere a la persona 
del sujeto trabajador, pues los problemas relativos a la 
persona del empresario, y que surgieron con la normativa
anterior al Decreto, han sido, en teoría, corregidos en
la regulación actual.
Los problemas se suscitan, principalmente, por la
indeterminación del concepto utilizado para definir a la 
persona del trabajador, a pesar de haberse dedicado un 
artículo entero a delimitar los sujetos de la relación. 
Ello ha exigido de una labor minuciosa de interpretación 
de la normativa penitenciaria, al efecto de delimitar
quiénes, de entre los internos de un centro i
!
penitenciario, están capacitados para trabajar y para 
contratar. Quizá esa laboriosa tarea sirva,
especialmente, para poner de manifiesto la inutilidad de 
un precepto en tal sentido, por lo complejo que resulta 
contemplar en el mismo todas y cada una de las
circunstancias que pueden darse en aquellos que han sido
recluidos en un centro penitenciario.
4.4.3. El tercer bloque de problemas se manifiesta 
durante el proceso de contratación. Así, principalmente:
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a) Habría de desaparecer la actual referencia al 
Libro de Matrícula, al haberse suprimido con carácter
general su exigencia a las empresas.
b) Debería instaurarse la obligación del OATPP de 
informar al interno trabajador de los elementos 
esenciales de su contrato, pues la ausencia de tal 
obligación, además de no estar fundamentada en razones 
objetivas, provoca en el interno inseguridad jurídica, 
incertidumbre sobre su situación, sobre cuál es el
contenido de su obligación y sobre la posibilidad de 
ejercitar de modo adecuado los derechos derivados del 
contrato. Para ello sería preceptiva la reforma del 
artículo 1.2 del RD 1659/1998.
c) Sería deseable una regulación distinta de la 
extensión temporal de la relación, vinculando la misma a 
las características del trabajo a desarrollar, lo que
pudiera dar lugar a la contratación indefinida del 
interno allí donde el trabajo a prestar fuera una
necesidad permanente o estable del establecimiento, o de 
duración determinada allí donde las necesidades fueran 
temporales.
El tratar de garantizar al OATPP una falta de 
rigidez en la terminación de la relación laboral -motivo 
que está detrás, en mi opinión, de la actual previsión 
reglamentaria relativa a la duración de la relación- no 
tiene por qué hacerse a costa de otorgar una duración 
necesariamente determinada, aunque injustificada en 
muchas ocasiones, a tal relación.
Y si lo que se ha tenido presente a la hora de 
regular la duración de la relación es la evidente 




4.4.4. En materia de derechos y deberes, los
problemas detectados son muy puntuales, dado que su
r
reconocimiento normativo destaca especialmente por haber 
tratado de cumplir con el principio de asimilación, y a 
ellos se ha tratado de dar solución durante el estudio 
que de los mismos se ha hecho a lo largo del Capítulo 
Tercero de esta obra, al que ahora me remito con ánimo de 
no reiterar consideraciones de modo innecesario.
4.4.5. En materia de determinación de la prestación 
de trabajo y su modificación, al margen de la ya 
analizada carencia de la negociación colectiva como 
fuente de regulación de las condiciones de trabajo, y sus 
perniciosos efectos sobre la ansiada asimilación, existen 
otras cuestiones cuya revisión sería deseable.
a) Así, teniendo en cuenta que la regulación de las 
categorías profesionales contenida en el Decreto sirve 
para muy poco, dado que no definen de forma rígida y 
detallada las funciones a desarrollar por el interno,
sería deseable la reforma de la regulación del sistema de
) '
clasificación profesional, reconociendo de modo expreso 
el papel a desempeñar por la oferta de puestos de trabajo 
como mecanismo de fijación de las funciones 
correspondientes a cada puesto de trabajo, así como 
recuperando el espíritu del Reglamento Penitenciario de 
1981, no sólo en esa materia sino también en la de la 
regulación del sistema de ascensos.
b) De otra parte, sería deseable que se produjera 
una regulación del régimen disciplinario laboral, con 
establecimiento de un catálogo de faltas y sanciones y 
una separación explícita del régimen disciplinario 
penitenciario general. Si esta medida resulta demasiado
739
Conclusiones
ambiciosa, podrían en su defecto efectuarse una serie de 
reformas parciales y aclaraciones en la materia:
b) ' por un lado, incorporando a la causa de' 
extinción "incumplimiento de los deberes laborales 
básicos" los adjetivos "graves y culpables", tratando con 
ello de no vulnerar directamente el principio de 
proporcionalidad;
b) ' ' por otro, precisando si la suspensión y la 
extinción por "razones de disciplina y seguridad 
penitenciaria" son o no medidas disciplinarias en el 
orden laboral. Para el caso de que lo fueran, debería 
remarcarse la conexión que debe existir entre la medida y 
el ámbito en que se comete la falta, que habrá de ser el 
taller productivo o producirse a raíz de la prestación de 
servicios; así como entre la sanción disciplinaria 
impuesta por la Comisión Disciplinaria y la medida 
adoptada por el OATPP.
Lo contrario supone utilizar tales medidas como una 
sanción más a aplicar al interno aun cuando la falta no 
se haya cometido en el orden laboral, sin haber sido 
incluida previamente en el catálogo de sanciones del 
régimen disciplinario penitenciario general.
4.4.6. Para finalizar, son muchos los problemas 
detectados en la regulación de la suspensión y extinción 
de la relación laboral especial que obstaculizan la 
asimilación. Entre los más destacados resaltaría los 
siguientes:
a) Con carácter general, llama la atención la 
ausencia, entre las causas que pueden provocar la 
aplicación de estas medidas, de las económicas, 
tecnológicas, organizativas o productivas contempladas en 
el Estatuto de los Trabajadores, como si el hecho de que
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el OATPP tenga una finalidad más social que económica
impidiera su existencia. Creo que sería necesario
r
recogerlas en la normativa para un mejor cumplimiento del 
principio asimilador, pues nada justifica su exclusión.
b) Igualmente destaca la ausencia de mención de la 
huelga y el cierre patronal como causas de suspensión. 
Entiendo que sería posible articular el ejercicio del 
derecho de huelga en el interior de los talleres 
productivos de tal forma que resulte compatible con el 
régimen de vida de los establecimientos, lo que exigiría 
de una regulación ajustada a la realidad penitenciaria 
que debería ser incorporada a la LOGP o a una futura ley 
orgánica de huelga.
c) En materia de suspensión, para lograr una mejor 
asimilación, además de lo ya adelantado podrían hacerse 
reformas puntuales, como la del régimen de incapacidad 
temporal por contingencias comunes, para incorporar el 
derecho a la prestación económica de la que hoy en día 
carecen; o del régimen de la suspensión por maternidad, 
para dar un tratamiento jurídico a la figura del padre 
cuando éste desarrolla igualmente la relación laboral 
especial penitenciaria; o la incorporación expresa, a la 
norma reguladora, del derecho a la reserva del puesto de 
trabajo y a la reincorporación inmediata del interno al 
finalizar la causa suspensiva, aun cuando pueda 
defenderse igualmente tal derecho sin que se haya 
producido su reconocimiento expreso.
d) Por último, en materia de extinción son también 
diversas las modificaciones necesarias para un mejor 
cumplimiento del citado principio.
d) ' En primer lugar, habría que sustituir el 
término renuncia utilizado en el Decreto por dimisión, 
dadas las connotaciones negativas del primero en el marco
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del ordenamiento jurídico laboral, y por no haberse 
tratado de configurar con el mismo, a mi modo de ver, una 
causa distinta a la dimisión.
d) '' En segundo lugar, debería modificarse la 
ubicación del incumplimiento de los deberes laborales 
básicos, extrayéndola de entre las causas penitenciarias 
de extinción y situándola en su espacio lógico, el de las 
causas laborales de extinción. Ello entrañaría su 
automática valoración como despido disciplinario y 
coadyuvaría a la aplicación del régimen jurídico 
sustantivo y procesal aplicable a esa figura.
Lo contrario supone, en opinión judicial minoritaria 
que comparto, una desviación infra vires de la regulación 
de las causas de extinción, conduciendo a un amparo 
judicial simbólico con el que se vulnera el derecho a la 
tutela judicial efectiva del interno trabajador.
En ello incide, además, la hasta ahora habitual 
falta de rigor judicial en la exigencia de motivación y 
en el control de las razones de la extinción cuando el 
sujeto afectado es un interno trabajador.
d)'7' En tercer y último lugar, habría de 
regularse en la norma reglamentaria la forma y los 
efectos de la extinción, y no sólo el sujeto encargado de 
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